
 
DEPARTAMENT DE DRET DEL TREBALL I DE LA 
SEGURETAT SOCIAL 

 
 
 
 
 
 
 
 
LA FORMACIÓN PROFESIONAL EN LA RELACIÓN 
JURÍDICO-LABORAL. 
 
 
 
 
 
 
 
 
BEATRIZ LLEÓ CASANOVA 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

UNIVERSITAT DE VALÈNCIA 
Servei de Publicacions 

2011 
 
 

 



Aquesta Tesi Doctoral va ser presentada a València el dia 13 de 
decembre de 2002 davant un tribunal format per: 
 

- Dr. José Vida Soria 
- Dr. Juan Manuel Ramírez Martínez 
- Dr. Abdon Pedrajas Moreno 
- Dra. Remedios Roqueta Buj 
- Dr. Josep Vicent Saragosa Saragossa 
 
 
 
 

 
Va ser dirigida per: 
Dr. Tomás Sala Franco 
 
 
 
 
 
 
©Copyright: Servei de Publicacions 
Beatriz Lleó Casanova 
 
 
 
 
I.S.B.N.: 978-84-370-8523-4 

Edita: Universitat de València 
Servei de Publicacions 
C/ Arts Gràfiques, 13 baix 
46010 València 
Spain 

   Telèfon:(0034)963864115 



 
 - 1 - 

 
 

UNIVERSIDAD DE VALENCIA 
 

FACULTAD DE DERECHO 
 
 
 
 
 
 
 

LA FORMACION PROFESIONAL EN LA 
RELACION JURIDICA LABORAL 

 
 
 
 
 
 
 
 

TEIS DOCTORAL 
 

Presentada por:  
Beatriz Lleó Casanova 

 
Dirigida por: 

Dr.D. Tomás Sala Franco 
 

Valencia, 2002 



 
 - 2 - 

PARTE PRIMERA 
 

EL SISTEMA INSTITUCIONAL DE FORMACION 
PROFESIONAL 

 
  

 
CAPITULO I:   LOS SUJETOS DEL SISTEMA DE FORMACION 
PROFESIONAL  
 
 
INTRODUCCION 
 

A. LA FORMACION PROFESIONAL: OBJETO DE ESTUDIO  
 

B. EL SISTEMA NACIONAL DE FORMACION PROFESIONAL  
 
 
 
I. LA PARTICIPACION DE LOS INTERLOCUTORES SOCIALES EN EL 
SISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL 
 

A. LA PARTICIPACION INSTITUCIONAL EN ORGANISMOS PUB LICOS 
DEPENDIENTES DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 

 
a) El Consejo General de Formación Profesional  

 
b) El Instituto Nacional de Empleo  

 
B. LA CONCERTACION SOCIAL  

 
 
II. EL MARCO ESTATAL Y AUTONOMICO DE LA FORMACION 
PROFESIONAL 
 

A. LA FORMACION PROFESIONAL Y LA POLITICA DE EMPLEO  
   

B. LA FORMACION PROFESIONAL Y LA POLITICA EDUCATIVA  
 

C. LA FORMACION PROFESIONAL Y LAS RELACIONES LABORA LES 
 

D. LA FORMACION PROFESIONAL Y LA SEGURIDAD SOCIAL  
 

E. LA POTESTAD SUBVENCIONADORA EN MATERIA DE FORMACION 
PROFESIONAL 

 
 
III. EL MARCO EUROPEO DE LA FORMACION PROFESIONAL  

  
A. LA POLITICA COMUNITARIA DE EDUCACION Y FORMACION  PROFESIONAL 



 
 - 3 - 

 
B. LA LIBRE CIRCULACION DE CIUDADANOS Y MERCANCIAS  

 
a) La libre circulación de ciudadanos  

 
b) La libre circulación de mercancías  

 
C. LA POLITICA COMUNITARIA DE EMPLEO  

 
 
 
 

CAPITULO II:  EL MARCO NORMATIVO Y LAS MEDIDAS DE 
ACTUACION DEL SISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL 
 
I. EL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL REGLADA  

 
A. EL MARCO NORMATIVO 

 
B. LAS ENSEÑANZAS DE FORMACION PROFESIONAL REGLADA 

 
a) La formación profesional específica  

 
b) Los Programas de Garantía Social 

 
a’) Concepto y fundamento  

 
b’) Los aspectos más relevantes de los PGS  

 
  
II. EL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL OCUPACIO NAL 
 

A. EL MARCO NORMATIVO 
 

a) Los programas formativos  
 

b) Los programas de formación ocupacional-empleo  
 

B.  LAS MEDIDAS DE ACTUACION DEL SUBSISTEMA DE FORM ACION 
PROFESIONAL OCUPACIONAL 

 
a) Los programas formativos: El Plan FIP  

 
a’) Los alumnos de formación profesional ocupaciona l  

 
b’) La colaboración en la gestión  

 
c’) Las acciones formativas  

 
b) Los programas de formación ocupacional-empleo  

 
a´) Las modalidades de programas de formación 
ocupacional-empleo  

  



 
 - 4 - 

b´) Los programas Escuelas-Taller y Casas de Oficio s: 
aspectos más relevantes del régimen jurídico  

  
c´) Los programas Talleres de Empleo: aspectos más 
relevantes de su régimen jurídico  

 
 

  
III. EL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL CONTINU A 
 

A. EL MARCO NORMATIVO DEL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL 
CONTINUA 

 
a) El marco legal y reglamentario  

 
b) El marco convencional  

 
a´) Acuerdos a nivel estatal  

 
1) El III Acuerdo Nacional de Formación 
Profesional Continua (III ANFC 

 
2) El III Acuerdo Tripartito de Formación 
Profesional Continua (III AT 

 
3) Los Acuerdos y Convenios Colectivos 
Sectoriales Estatales sobre Formación Profesional 
Continua  

 
b´) Acuerdos a nivel autonómico  

 
1) El Acuerdo Interprofesional sobre Formación 
Profesional Continua del País Vasco (AIFCPV 

 
2) El Acuerdo Tripartito sobre Formación 
Profesional Continua del País Vasco (ATPV)  

 
 

B. LAS MEDIDAS DE ACTUACION ORDENADAS POR EL SUBSIS TEMA DE 
FORMACION PROFESIONAL CONTINUA 

 
a) Los planes de formación profesional continua  

 
b) Las medidas complementarias y de acompañamiento a la 
formación profesional continua 

 
c) Los permisos individuales de formación profesion al 
continua 

 
 
 
 

 



 
 - 5 - 

 PARTE SEGUNDA  
 

 
 

EL SISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL AL 
INICIO DE LA RELACION JURIDICA LABORAL  

 
 
 

CAPITULO III:  EL SISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL 
EN ALTERNANCIA 
 
 
I. LA FORMACION EN ALTERNANCIA  
 
 

A. El CONCEPTO DE FORMACION EN ALTERNANCIA  
 

B. LA FINALIDAD DE LA ALTERNANCIA  
 

C. LAS FORMULAS DE FORMACION EN ALTERNANCIA 
 
 
II. LAS ESTANCIAS-FORMATIVAS EN LAS EMPRESAS  
 
 

A. LAS ESTANCIAS-FORMATIVAS O PRACTICAS <<FORMALES>> EN LAS 
EMPRESAS 

 
B. LAS ESTANCIAS-FORMATIVAS O PRACTICAS <<INFORMALE S>> EN LAS 
EMPRESAS 

. PROGRAMAS MIXTOS DE FORMACION-EMPLEO 
 
 

A. INTRODUCCION 
 

B. MODALIDADES DE PROGRAMAS MIXTOS FORMACION-EMPLEO 
 

a) Los Programas de Garantía Social  
 

b) Las Escuelas-Taller y Casas de Oficios  
 

c) Los Talleres de Empleo  
 

C. EL CONTRATO DE TRABAJO COMO INSTRUMENTO DE ALTERNANCIA EN EL 



 
 - 6 - 

MARCO DE LOS PROGRAMAS MIXTOS FORMACION-EMPLEO 
 

a) El contrato para la formación como instrumento d e 
alternancia en los programas mixtos formación-emple o 

 
a’) El contrato para la formación en los programas de 
Garantía Social 

 
b’) El contrato para la formación en los programas de 
Escuelas Taller y de Casas de Oficio. .. 

 
c’) El contrato para la formación en los programas de 
Talleres de Empleo 

 
b) La modalidad contractual alternativa al contrato  para la 
formación en los programas mixtos formación-empleo:  El 
contrato para obra o servicio determinado  

  
D. REGIMEN JURIDICO DE LOS CONTRATOS DE TRABAJO SUS CRITOS EN EL 
MARCO DE LOS PROGRAMAS MIXTOS DE FORMACION-EMPLEO 

 
a) Especialidades del régimen jurídico del contrato  de 
trabajo en los programas de formación-empleo  

 
a’) La contratación  

 
1) Las partes contratantes  

 
2) El procedimiento de selección 

 
3) La forma del contrato de trabajo  

 
b’) El objeto del contrato de trabajo en alternanci a 

 
1) La prestación de trabajo  

 
2) La obligación formativa del empresario 

 
3) La obligación retributiva del empresario  

 
c’) La formación profesional 

 
1) El objeto de la formación profesional 

 
2) El contenido de la formación profesional 

 
3) La organización de la formación profesional  

 
4) La certificación de la formación profesional 



 
 - 7 - 

 
b) El convenio colectivo como fuente del régimen ju rídico 
específico aplicable al contrato de trabajo en alte rnancia  

 
 
 
 

 
PARTE TERCERA 

 

 
 

LA FORMACION PROFESIONAL Y LA RELACION 
JURIDICA LABORAL  

 
  
CAPITULO IV:  LA OBLIGACION DE FORMACION 
PROFESIONAL DEL TRABAJADOR 
 
 
 
I. LA FORMACION PROFESIONAL, EL PATRIMONIO PROFESIO NAL DEL 
TRABAJADOR Y LA CUALIFICACION  
 
 
II. LA CUALIFICACION COMO ELEMENTO INTEGRANTE DE LA  
RELACION JURIDICA LABORAL  
 

A. LA CUALIFICACION DEL TRABAJADOR SUJETO DE LA REL ACION 
JURIDICA LABORAL 

 
B. LA CUALIFICACION DE LA PRESTACION LABORAL OBJETO  DE LA 
RELACION JURIDICA LABORAL 

 
C. LA INCIDENCIA DE LA CUALIFICACION CONVENIDA EN L A SITUACION 
JURIDICA DE LOS SUJETOS DE LA RELACION JURIDICA LAB ORAL 

 
a) La cualificación convenida como factor que parti culariza 
la situación jurídica del trabajador como deudor de  la 
prestación laboral 

 
b) La cualificación convenida como factor que parti culariza 
la situación jurídica del empresario como acreedor de la 



 
 - 8 - 

prestación laboral 
  

D. LA CUALIFICACION EN LA EJECUCION DE LA PRESTACIO N LABORAL 
 

III. LA FORMACION PROFESIONAL COMO INSTRUMENTO DE 
CUALIFICACION ANTE CAMBIOS EN EL PROGRAMA DE PRESTACION 
 

A. LA FORMACION PROFESIONAL Y LA MOVILIDAD FUNCIONA L 
 

a)  El régimen jurídico de la movilidad funcional 
 

b) La tutela legal de la profesionalidad del trabaj ador 
frente a la movilidad funcional 

 
a’) Las titulaciones académicas y profesionales 
precisas para ejercer la prestación laboral como 
límites a la movilidad funcional 

 
b’) La equivalencia profesional como límite a la 
movilidad funcional 

 
1) La movilidad funcional dentro del grupo 
profesional 

 
2) La movilidad funcional entre categorías 
profesionales equivalentes 

 
3) La aptitud profesional como criterio 
subjetivo de equivalencia 
 

c’) La formación y promoción profesional como límit es 
a la movilidad funcional 

 
d’) La capacidad profesional del trabajador y su 
adaptación como límites a la movilidad funcional: 
Garantía frente al despido objetivo 

 
c) La tutela judicial de la profesionalidad del tra bajador 
frente a la movilidad funcional 

 
B. LA FORMACION PROFESIONAL Y LAS MODIFICACIONES SU STANCIALES DE 
CONDICIONES DE TRABAJO 

 
a) El régimen jurídico de la modificación sustancia l de las 
condiciones de trabajo 

 
b) La tutela legal de la profesionalidad del trabaj ador 
ante las modificaciones sustanciales de condiciones  de 



 
 - 9 - 

trabajo 
 

a’) El perjuicio a la formación profesional derivad o 
de las modificaciones sustanciales de las condicion es 
de trabajo como presupuesto de la extinción del 
contrato de trabajo 

 
b’) El derecho del trabajador a la extinción 
indemnizada del contrato de trabajo como consecuenc ia 
jurídica del art.50.1,a) ET 

 
1) La extinción del contrato de trabajo por 
voluntad del trabajador 

 
2) El derecho del trabajador a percibir una 
indemnización por los perjuicios causados a su 
formación profesional 

 
c) La tutela judicial de la profesionalidad del tra bajador 
frente a las modificaciones sustanciales de condici ones de 
trabajo: Control judicial de la decisión empresaria l 
  

C. LA FORMACION PROFESIONAL Y LAS MODIFICACIONES TE CNICAS 
OPERADAS EN EL PUESTO DE TRABAJO 

 
a) La falta de adaptación como causa de extinción 

 
b) Los requisitos del hecho causante de la falta de  
adaptación 

 
c) Garantías legales para el trabajador frente a la  
extinción

a’) El período de adaptación 
 

b’) La formación profesional en el período de 
adaptación  

 
 
 

CAPITULO V:  EL DERECHO A LA FORMACION 
PROFESIONAL DEL TRABAJADOR 
 
 
I. LA FORMACION PROFESIONAL COMO DERECHO SUBJETIVO DEL 
TRABAJADOR EN LA RELACIÓN JURIDICA LABORAL  
 
 

A. LA FORMACION PROFESIONAL COMO DERECHO DE LOS TRABAJADORES 



 
 10 

EN LA RELACION LABORAL 
 

B. LA ESTRUCTURA DEL DERECHO A LA FORMACION PROFESIONAL COMO 
DERECHO SUBJETIVO DEL TRABAJADOR 

 
a) El sujeto del derecho subjetivo a la formación 
profesional 

 
b) El contenido del derecho subjetivo a la formació n 
profesional 

 
a’) Facultades de actuación 

 
b’) Obligaciones 

 
c’) Mecanismos de protección 

 
 

 
 
 
II. LOS DERECHOS INSTRUMENTALES A LA FORMACION 
PROFESIONAL DEL TRABAJADOR 
 
 

A. EL ART.23 DEL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES: EFIC ACIA 
JURIDICA  

 
B. LA PREFERENCIA EN LA ELECCION DE TURNO DE TRABAJ O 

 
a) Presupuesto de hecho 
b) Ejercicio del derecho a elegir turno de trabajo 

 
C. PERMISO PARA CONCURRIR A EXAMENES 

 
a) Presupuesto de hecho 

 
b) Ejercicio del derecho a ausentarse del trabajo p ara 
concurrir a exámenes 

 
D. ADAPTACION DE LA JORNADA DE TRABAJO  

 
a) Presupuesto de hecho 

 
b) Ejercicio del derecho a adaptar la jornada de 
trabajo  

 
E. PERMISO PARA LA FORMACION Y PERFECCIONAMIENTO PROFESIONAL 

 
a) Presupuesto de hecho 

 
b)  Ejercicio del derecho a ausentarse del trabajo 



 
 11 

para asistir a cursos de formación o perfeccionamie nto 
profesional 

 
F. EL PERMISO POR FORMACION EN EL III ACUERDO NACIO NAL DE 
FORMACION CONTINUA 

 
 
III. LA FORMACION PROFESIONAL COMO INSTRUMENTO DE 
PROMOCION PROFESIONAL 
 
 
 

 
CAPITULO VI:  CONCLUSIONES 
 
 
 
 

ANEXO: CONVENIOS COLECTIVOS CONSULTADOS 
 
 

 
BIBLIOGRAFIA  

 

 

 

 

 

 



 
 12 

PARTE PRIMERA 

 

 

 

EL SISTEMA INSTITUCIONAL DE FORMACION 

PROFESIONAL 



 
 13 

CAPITULO I 

 

  LOS SUJETOS DEL SISTEMA DE FORMACION 

PROFESIONAL 

 

 

INTRODUCCION 

 

 

A. LA FORMACION PROFESIONAL: OBJETO DE ESTUDIO .  

 

 

En el presente trabajo se pretende reflexionar sobr e la 

formación profesional de los trabajadores en la rel ación jurídica 

laboral. 

La elección de este tema como objeto de estudio se basa 

tanto en la actualidad del mismo -con su indudable trasfondo 

jurídico, político y práctico-, como en la importan cia que tiene 

desde la perspectiva laboral. 

La relevancia del tema se manifiesta en dos planos.  Por una 

parte, la formación profesional en cuanto favoreced ora de la 

adquisición y adaptación continua de las cualificac iones de la 

mano de obra a las necesidades cambiantes del merca do, constituye 

un factor clave tanto para la mejora de la competit ividad de las 

empresas como en la lucha contra el paro.  

Así, en el primer sentido, la formación profesional  es 

presupuesto para la necesaria adaptabilidad de los trabajadores 

ocupados a los cambios tecnológicos y organizativos  de las 
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empresas y, en el segundo sentido, se instrumenta c omo medida de 

política de empleo para la inserción y reinserción de la 

población desocupada y contribuye a la consecución de la 

necesaria flexibilidad del mercado laboral. 

 

Por otra parte, y ya en el terreno jurídico laboral , la 

importancia de la formación profesional radica en q ue opera como 

factor de cualificación, adaptación y promoción pro fesional de 

los trabajadores en el marco de la relación laboral .     

La formación profesional es indispensable para los 

trabajadores en cuanto sujetos de una relación jurí dica  laboral, 

por diversos motivos.  

    De un lado, porque a través de la misma  pueden  adquirir las 

competencias profesionales necesarias  para realiza r el trabajo 

convenido, además de que, también a estos efectos, mediante la 

formación profesional pueden actualizar permanentem ente la 

cualificación profesional contratada.  

De otro lado, la formación profesional es el medio a través 

del cual los trabajadores pueden incrementar su pat rimonio 

profesional cuando así lo requieran; bien por neces idad de 

adecuar su cualificación profesional a las variacio nes que en el 

desarrollo de la relación laboral puedan producirse  en el 

contenido de la prestación laboral o en las condici ones en que 

ésta se realiza; bien por necesidades de promoción profesional, 

en la medida en que mediante la formación profesion al evitan el 

estancamiento en su cualificación profesional y con  ello mejoran 

su situación social, económica y profesional. 

 

A estas necesidades de cualificación de la població n ocupada 

da respuesta el Sistema de Formación Profesional, p rogramando y 

desarrollando  acciones formativas a las que los tr abajadores 
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pueden acceder, tanto al inicio de la relación jurí dica laboral, 

como en el transcurso de la misma. 

Desde esta perspectiva es indudable el interés que ofrece el 

Sistema de Formación Profesional para un trabajo co mo éste que 

pretende estudiar la formación profesional en la re lación 

jurídica laboral. Máxime cuando el renovado Sistema  de Formación 

Profesional, derivado del proceso de cambio que en 1993 inició el 

I PNFP, aumenta la conexión hasta el momento existe nte entre el 

Derecho del Trabajo y el Sistema de Formación Profe sional.  

Se plantean nuevos e importantes retos al Derecho d el 

Trabajo en la medida en que la efectividad del Sist ema de 

Formación Profesional -en línea con lo establecido en el II PNFP- 

requiere potenciar la formación permanente y contin uada y 

estrechar la relación entre sistema productivo y si stema 

formativo. El Derecho del Trabajo debe cooperar en el logro de 

ambos objetivos y, en consecuencia, contribuir a la  efectividad 

del Sistema. ¿En qué sentido debe hacerlo? Esta es una de las 

cuestiones que se tratará de resolver aquí y para l o cual se 

requerirá integrar en el estudio el análisis de la formación 

profesional en la relación jurídica laboral y del S istema de 

Formación Profesional. 

 Estos van a ser, en efecto, los dos núcleos temáti cos del 

trabajo pero, qué duda cabe, son temas excesivament e genéricos 

para ser tratados en un trabajo de investigación de  estas 

características.  

Ante la imposibilidad de tratar con el rigor y prof undidad 

necesarios todos los aspectos relacionados con los mismos y  

considerando imprescindible un análisis del Sistema  de Formación 

Profesional, la necesidad de restringir el campo de  investigación 

me ha llevado, finalmente, a elegir como objeto def initivo de 

análisis, la regulación de la formación profesional  en el marco 
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de la relación jurídica laboral desde la perspectiv a del Sistema 

de Formación Profesional.  

 

Desde esta perspectiva interesa la formación profes ional  

principalmente como conjunto de acciones formativas  mediante las 

cuales los trabajadores, por una parte, podrán adqu irir las 

competencias profesionales necesarias para realizar  el trabajo 

convenido como objeto de una relación jurídica labo ral y, por 

otra, podrán actualizar permanentemente su cualific ación 

profesional.  

No obstante lo anterior, a lo largo del trabajo se hará 

referencia a otras vertientes de la formación profe sional.   

 En unos casos, se atenderá a la formación profesio nal como  

proceso concreto de enseñanza que capacita para el ejercicio de 

una actividad profesional pero limitadamente a los supuestos en 

que el método de formación sea la alternancia con e l trabajo. 

En otros casos, se hará referencia a la formación 

profesional como conjunto de conocimientos y capaci dades que 

posee el trabajador y que junto con su experiencia profesional 

conforman  su patrimonio profesional o cualificació n profesional. 

 

Es preciso aclarar también, que no todas las accion es 

formativas mediante las que el trabajador puede adq uirir y 

actualizar sus competencias profesionales, serán ob jeto de 

atención en este trabajo sino limitadamente aquella s que son 

programadas y desarrolladas en el marco del Sistema  de Formación 

Profesional. 

 

 Como se ha dicho, el estudio del Sistema de Formac ión 

Profesional va a ser necesario para lograr el objet ivo que se 

persigue con el presente trabajo y a él se dedicará  la primera 
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parte del mismo. 

Pero no se trata de hacer un análisis exhaustivo de l mismo 

como conjunto de principios y reglas, medios técnic os y 

económicos establecidos para el desarrollo de la fo rmación 

profesional en España. Un análisis de este tipo res ultaría 

disfuncional al objetivo propuesto, ya que, en  est e trabajo no 

se pretende, únicamente, abordar el estudio de la f ormación 

profesional institucionalizada, sino resaltar aquel los aspectos 

del Sistema de Formación Profesional que presentan especial 

interés desde la perspectiva de la relación jurídic a laboral a 

efectos de enjuiciar después la idoneidad y suficie ncia de los 

mecanismos instituidos legalmente para que el traba jador, cuando 

lo precise, al inicio de la relación jurídica labor al, o en el 

transcurso de la misma, pueda adquirir las competen cias 

profesionales cursando las acciones formativas ofer tadas por el 

Sistema de Formación Profesional.  

En definitiva, en esta primera parte, tras una brev e 

introducción del Sistema de Formación Profesional s e dedicará el 

capítulo primero a los sujetos que intervienen en l a conformación 

del Sistema de Formación Profesional: Interlocutore s sociales, 

Estado, Comunidades Autónomas y la Unión Europea. A nalizando en 

cada caso, el papel que están llamados a desempeñar , los 

mecanismos previstos de intervención y sus respecti vos ámbitos de 

actuación, así como las relaciones existentes entre  los mismos. 

El capítulo segundo se dedicará a la oferta formati va  que 

interesa en particular al Derecho del Trabajo en su  tarea 

tuteladora de la profesionalidad del trabajador. Es ta incluye 

acciones formativas propias de los tres Subsistemas  en que se 

estructura el Sistema de Formación Profesional: Reg lada, 

Ocupacional y Continua.  Por ello en este capítulo se hará una 

somera referencia a sus respectivos marcos jurídico s, para 
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después detallar las medidas de actuación especialm ente 

significativas desde la perspectiva apuntada. 

 

 El estudio de la oferta formativa proveniente de l os 

Subsistemas de Formación Profesional reglada y ocup acional 

realizada, revelará la existencia de procesos de fo rmación 

profesional en los que ésta se alternará con el eje rcicio de una 

actividad profesional en un lugar de trabajo.     

Las fórmulas de alternancia previstas en el Sistema  de 

Formación Profesional son las estancias formativas en las 

empresas y los programas mixtos formación-empleo. E stas vías de 

adquisición de competencias profesionales a las que  se accede al 

inicio de la relación laboral plantean múltiples cu estiones de 

interés que serán analizadas en el capítulo tercero  

correspondiente a la parte segunda de este trabajo.  

 Entre estas cuestiones y por su especial importanc ia se 

hará referencia al contrato de trabajo para la form ación.  

Tanto éste como el contrato en prácticas son las mo dalidades 

contractuales pensadas precisamente para instrument ar la 

alternancia de la formación profesional con el empl eo al inicio 

de la relación jurídica laboral y, en ambos casos, a su causa 

formativa responden sus especiales regímenes jurídi cos. Desde 

esta perspectiva, deberían haber sido objeto de un análisis 

pormenorizado en esta parte del trabajo, dedicándol es un  

capítulo monográfico.  

Sin embargo, hay que advertir que, a efectos, no ya  de 

acotar el tema, sino de evitar una inconveniente -p or excesiva- 

extensión del trabajo mismo, se ha optado por presc indir de dicho 

capítulo y limitar las referencias a los contratos formativos a 

las alusiones que a los mismos se hacen en el capít ulo tercero,  

como posibles instrumentos jurídicos de alternancia  en el marco 
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de los programas formación-empleo, y, una vez desca rtado a tales 

efectos el contrato en prácticas, revelando  las pa rticularidades 

que el contrato para la formación incorpora en su r égimen 

jurídico cuando se suscribe en un programa mixto fo rmación-

empleo. 

 

La tercera parte del trabajo aborda el estudio de l a 

formación profesional en el transcurso de la relaci ón jurídica 

laboral. 

 Partiendo de la cualificación profesional como ele mento 

integrante de la relación jurídica laboral, en el c apítulo cuarto 

se trata de revelar su incidencia en el conjunto de  derechos y 

deberes del trabajador y del empresario en el marco  de la 

relación jurídica laboral. El análisis se centra pr imero en torno 

a la prestación laboral convenida y en este ámbito el centro de 

atención serán los deberes profesionales que tiene el  trabajador 

cuando la cualificación profesional se integra en e l objeto del 

contrato de trabajo. Después se analizará su incide ncia en 

situaciones de cambio, tanto en el contenido de la prestación 

laboral como cuando la modificación afecte al modo de realizarla.  

 

El capítulo quinto, finalmente, se inicia con el an álisis de 

la naturaleza jurídica del derecho a la formación p rofesional 

reconocido por el ET en el art.4.2.b) y, partiendo de su carácter 

de derecho subjetivo, se estudia su estructura a fi n de 

identificar, tanto los sujetos-titulares del mismo,  como su 

contenido -integrado por facultades de actuación, o bligaciones y 

mecanismos de protección-. 

Después se analizan los derechos que en materia de formación 

profesional el art.23 del ET otorga al trabajador p ara que su 

capacitación profesional pueda progresar e incremen tarse y que, 



 
 20 

previamente, habrán sido identificados como faculta des jurídicas 

para la satisfacción de ese derecho subjetivo a la formación 

profesional - los permisos por exámenes, la prefere ncia a elegir 

turno de trabajo, la adaptación de la jornada de tr abajo y, los 

permisos por formación o perfeccionamiento profesio nal-, 

intentando precisar el alcance del precepto estatut ario que 

reconoce estos derechos.  

 

 

B. EL SISTEMA NACIONAL DE FORMACION PROFESIONAL . 

 

Concepto de formación profesional.- Por formación 

profesional hay que entender "toda forma de enseñan za que prepara 

para adquirir una capacitación para una profesión, oficio o 

empleo específicos, o que proporciona una aptitud e special para 

ejercer tal profesión oficio o empleo, cualesquiera  que sean la 

edad y el nivel de formación de los alumnos o estud iantes, y aun 

cuando el programa de enseñanza incluya una parte d e educación 

general” 1. 

La virtualidad de esta definición radica en que ofr ece una 

visión unitaria de la formación profesional, permit iendo al mismo 

tiempo vislumbrar las diferentes ramas que la confo rman, en 

correspondencia con las modalidades de formación pr ofesional 

existentes y como resultado de las singularidades d e cada una de 

ellas. 

 

En efecto, la formación profesional en sentido ampl io es 

concebible como toda enseñanza que persigue en cual quier supuesto 

                                                 
1 Vid. STJCEE de 13 de Febrero de 1985 (Gravier 293/83) y en el mismo sentido las de 27 de 

Septiembre de 1988 y 30 de Mayo de 1989, (Asuntos 263/86 y 242/87, respectivamente). 
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la preparación adecuada para el ejercicio profesion al. 

Dicha preparación se alcanzará mediante la adquisic ión de 

competencias con valor y significado en el empleo; bien a través 

de programas de enseñanza que, junto a la profesion al, incluyan 

una parte de educación general, como es el caso de la formación 

profesional reglada o inicial a cargo del sistema e ducativo y 

mediante la que se adquieren cualificaciones amplia s y 

polivalentes; bien a través de enseñanzas estrictam ente 

profesionales, proveedoras de cualificaciones vincu ladas a 

ocupaciones concretas, como es el caso de las modal idades de 

formación profesional ocupacional y continua. 

Así, la formación profesional en sentido amplio aba rca tanto 

la formación que tiene lugar en la fase previa a la  vida 

profesional como la formación dirigida al trabajado r, ocupado o 

no, pero ya insertado en una determinada actividad profesional. 

 

Por otra parte, la preparación adquirida a través d e los 

estudios de formación profesional está dirigida a f acilitar la 

inserción y/o la promoción profesional del alumno. Así, la 

formación profesional se dirige tanto al segmento d e población 

sin cualificación a efectos de capacitarlo para eje rcer una 

profesión, posibilitando así su inserción profesion al, como a la 

población activa con cualificación insuficiente o i nadecuada a 

los requerimientos del sistema productivos a efecto s de su 

readaptación o recualificación para desempeñar ofic ios o trabajos 

distintos de los inicialmente aprendidos, o con car encias 

formativas a efectos de su especialización y perfec cionamiento 

profesional, posibilitando, en ambos casos, su adap tación a los 

cambios del sistema productivo así como su promoció n profesional. 

 

La asistencia formativa podrá ser dispensada tanto por los 
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poderes públicos a través de los servicios públicos  de formación, 

como por la iniciativa privada, a través de centros  de formación, 

empresas, -bien a favor de sus empleados bien a fav or de 

terceros-, u otros sujetos, como es el caso de las organizaciones 

sindicales y empresariales. 

 

Modalidades de formación profesional.  La formación 

profesional comprende diversas enseñanzas profesion ales que se 

diferencian principalmente por sus objetivos especí ficos: 

a) La formación profesional reglada o inicial.  

b) La formación profesional ocupacional.  

c) La formación profesional continua. 

 

Estructura del Sistema Nacional de Formación 

Profesional.-  El Sistema Nacional de Formación Profesional da 

cobertura a esas tres modalidades formativas y, a e fectos de su 

gestión y administración, actualmente se estructura  en tres 

Subsistemas que se diferencian tanto por su marco d e actuación 

como por su marco jurídico.  

 

a) El Subsistema de Formación Profesional Reglada o  Inicial: 

 

Integra el conjunto de enseñanzas que dentro del si stema 

educativo, capacitan para el desempeño cualificado de las 

distintas profesiones. Se dirige principalmente a l a población 

joven, pero también está abierta a la población adu lta que desee 

o precise adquirir los correspondientes títulos aca démicos. 

 

Comprende la Formación Profesional de Base que se i mparte en 

la ESO y en el Bachillerato, la Formación profesion al específica 

impartida a través de los correspondientes ciclos f ormativos de 
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Grado medio y superior y los Programas de Garantía Social 

orientados a los alumnos que no obtuvieran la titul ación en los 

estudios de la ESO 2. 

Se gestiona por las administraciones educativas tan to 

central como autonómicas, en función de las transfe rencias 

habidas en la materia y en su caso por las Universi dades. 

 

b) El Subsistema de Formación Profesional Ocupacion al: 

 

Comprende el conjunto de acciones formativas dirigi das a la 

cualificación, recualificación y/o puesta al día de  las 

competencias profesionales de los trabajadores dema ndantes de 

empleo a efectos de su inserción o reinserción prof esional. Es 

una enseñanza estrictamente profesional que atender á, 

principalmente a los trabajadores desempleados que carezcan de 

formación profesional inicial o cuya cualificación resulte 

insuficiente o inadecuada a los requerimientos del sistema 

productivo 3. 

 

Se gestiona por las administraciones laborales tant o central 

como autonómicas, en función de las transferencias habidas en la 

                                                 
2 Vid. Ley Orgánica 1/1990, de 3 de Octubre de 1990, de Ordenación General del Sistema 

Educativo, (BOE de 4 de Octubre de 1990), Capítulo IV, De la formación profesional. 
II Programa Nacional de Formación Profesional de 1998, Capítulo III, Objetivos de la formación 

profesional inicial/reglada. Ed. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Madrid, 1998, pág.45 a 49. 
 

También es una modalidad de formación profesional reglada la enseñanza superior entendiendo por ésta la 
que se imparte en las Universidades así como otros estudios superiores no adscritos al régimen general universitario 
que se rigen por sus disposiciones específicas, por ejemplo, Aviación Civil, Criminología, etc.  Sin embargo, como se 
anunció al plantear el objetivo que se pretende con este trabajo, no se hará referencia a las mismas por no estar 
incluidas en el Sistema de Formación Profesional. 

3 Vid. Real Decreto 631/1993, de 3 de Mayo por el que se aprueba el Plan Nacional de Formación e 
Inserción Profesional, (BOE de 4 de Mayo de 1993), art.1. 

II Programa Nacional de Formación Profesional, Capítulo, IV, Objetivos de la Formación Profesional 
Ocupacional, cit. pág.51 a 55. 
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materia. 

 

c) Y, el Subsistema de Formación Profesional Contin ua. 

 

Es una enseñanza estrictamente profesional, integra da por el 

conjunto de acciones formativas que se llevan a cab o por las 

empresas, los trabajadores o sus organizaciones rep resentativas, 

dirigidas tanto a la mejora de las competencias y c ualificaciones 

como a la recualificación principalmente de los tra bajadores 

ocupados. 

Ordenado en base a dos Acuerdos Interprofesionales,  el III 

Acuerdo Nacional de Formación Continua, de ámbito e statal y el 

Acuerdo Interprofesional para la Formación Continua  en la 

Comunidad Autónoma del País Vasco, de ámbito autonó mico. 

 

La planificación de la política de formación 

profesional: El PNFP.- De lo hasta aquí señalado se desprende que 

el Sistema Nacional de Formación Profesional está i ntegrado por 

tres subsistemas cada uno de los cuales tiene sus p ropios 

objetivos, marco de actuación y marco normativo.  

 

No obstante, a efectos de dotar de unidad y coheren cia al 

mismo, el Gobierno y los interlocutores sociales el aboraron, de 

forma consensuada, en 1993, el I Programa Nacional de Formación 

Profesional (PNFP) 4. 

A través del mismo, se coordinaron los tres subsist emas, 

                                                 
4 El Consejo General de Formación Profesional elaboró el I Programa Nacional de Formación 

Profesional (I PNFP), que fue aprobado en el Consejo de Ministros de 3 de Marzo de 1993 para el período 1993-
1996, con la finalidad de unificar y orientar la formación profesional en una perspectiva laboral, adaptando las 
enseñanzas profesionales a las nuevas necesidades del mercado, de modo que la formación profesional sirviera como 
instrumento de inserción profesional y de desarrollo económico y social. 
 

El I PNFP se puede consultar en la Revista Relaciones Laborales, núm.7, 1993.  
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estableciendo relaciones de cooperación entre los g estores de 

cada uno de ellos y relaciones de coordinación de s u oferta 

formativa, y; por otra parte, se programaron los ob jetivos y  las 

líneas de actuación para su consecución tanto a niv el general, 

como, de forma específica, en cada subsistema 5. 

 

Siguiendo en esta misma línea se aprobó el II PNFP,  para el 

período 1998 a 2002 6. El Programa surge con vocación de 

convertirse en "parte fundamental de las políticas activas para 

así contribuir al empleo estable, a la promoción pr ofesional y 

social de los docentes y de los destinatarios de la  formación 

profesional y al desarrollo de los recursos humanos  en las 

empresas". 

A tal fin se instrumentan las políticas y planes de  

formación profesional correspondientes a los tres s ubsistemas, 

                                                                                                                                                        
 
5 Para la elaboración del mismo, el Consejo General partió de la constatación de dos realidades que 

resultaron determinantes de su alcance y límites; en primer lugar, de la asunción, por parte de ciertas CC.AA., de 
competencias plenas en la gestión de la formación profesional reglada y del proceso de traspaso de competencias en 
la gestión de la Formación Profesional Ocupacional a las mismas, ya iniciado por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 

En segundo lugar, de la existencia de dos Subsistemas de Formación Profesional, Reglada y Ocupacional, 
con sus respectivas estructuras de gestión y administración y de la conveniencia de mantener ambos en virtud de los 
diferentes colectivos que venían siendo atendidos por ambos, así como de los objetivos últimos de uno y otro   
 Se requería, partiendo de una concepción unitaria de la formación profesional, la revisión de ambos 
subsistemas con la finalidad de coordinarlos, "permeabilizar ambas estructuras, impedir divorcios innecesarios, 
paralelismos o solapamientos inútiles y, en definitiva, articular, en un todo coherente, todos los esfuerzos y acciones 
de ambas ofertas".  

Esta tarea se llevó a cabo mediante la reforma tanto de la Formación Profesional Reglada -a través de la 
LOGSE- como de la Formación Profesional Ocupacional -a través del Real Decreto 631/1993, regulador del Plan de 
Formación e Inserción Profesional y de los Acuerdos Nacional y Tripartito sobre Formación Continua de los 
trabajadores ocupados (ANFC y AT)-. 

Como consecuencia del I PNFP, la gestión de la formación profesional quedó de la siguiente manera:  
- Formación Profesional Reglada, a cargo de la administraciones educativas y,  
- Formación Profesional Ocupacional, gestionada, en su modalidad ocupacional, por el INEM y por las 

Comunidades Autónomas con competencias transferidas y, en su modalidad de continua, por los agentes sociales a 
través de la Fundación para la Formación Continua (FORCEM) 

6 El 18 de Febrero de 1998, el Pleno del CGFP aprobó la propuesta del II Programa Nacional de 
Formación Profesional (II PNFP) para el período 1998 a 2002 y, en cumplimiento de la Ley 19/1997, se presentó al 
Gobierno para su aprobación, que éste acordó en Consejo de Ministros el 13 de Marzo de 1998. 
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coordinándolos y buscando la necesaria adecuación d e las 

cualificaciones profesionales facilitadas por cada uno de ellos 

con las competencias profesionales que en cada mome nto demande el 

sistema productivo. 

 

En definitiva, el PNFP será el instrumento  de plan ificación 

de la Política de Formación Profesional 7. 

 

La ordenación del Sistema de Formación Profesional:  La 

Ley orgánica 5/2002, de 19 de Junio, de las Cualifi caciones y de 

la Formación Profesional 8.-  Enmarcada en el proceso de desarrollo 

del Sistema de Formación Profesional se ha aprobado  la Ley 

orgánica 5/2002. Esta norma ordena el Sistema de Fo rmación 

Profesional siguiendo las directrices establecidas en el II PNFP. 

   Desde mi punto de vista esta norma no introduce variaciones 

sustanciales que justifiquen hablar de un <<nuevo m odelo de 

Formación Profesional>>. Se basa en los mismos prin cipios que 

establecieron los precedentes I y II PNFP, y, manti ene, como 

objetivos principales, la integración de los tres S ubsistemas de 

Formación Profesional -reglada, ocupacional y conti nua- y la 

creación de un Sistema Nacional de Cualificaciones.   

Sí cabe destacar un avance en el reconocimiento y 

acreditación de competencias profesionales adquirid as mediante la 

experiencia profesional y a través de vías no forma les de 

formación, estableciendo un sistema de evaluación y  acreditación 

                                                 
7 Importa destacar en este sentido que ya el I Plan de Acción para el Empleo del Reino de España 

(PNAE), de 15 de Abril de 1998, al desarrollar los criterios establecidos en el Consejo de Luxemburgo y concretar 
medidas en el marco de la Política global de empleo para 1998, recogía, entre las líneas fundamentales de actuación, 
el desarrollo del Programa Nacional de Formación Profesional como mecanismo fundamental para aumentar la 
empleabilidad de los colectivos más desfavorecidos en el mercado de trabajo. En esta misma línea ha seguido los 
sucesivos Planes de Acción para el Empleo. 

 
8 Publicada en el BOE de 20 de Junio de 2002. 
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de las mismas. 

Con todo, la ambigüedad y falta de concreción son n otas que, 

como pone de relieve el Dictamen del CES, caracteri zan al nuevo 

texto normativo, y, seguramente, en parte ello es d ebido a que 

esta norma estatal al regular la formación profesio nal incide en 

ámbitos materiales de competencias compartida con l as Comunidades 

Autónomas y en los que también corresponde particip ar a los 

Interlocutores Sociales. De esta razón deriva su ma nifestado 

carácter básico y posiblemente también su carácter genérico. 

En cualquier caso, está necesitada de un desarrollo  

reglamentario que en opinión del CES reviste especi al importancia 

al quedar remitida al mismo la regulación de los as pectos 

esenciales del Sistema de Formación Profesional 9. 

 

  

I. LA PARTICIPACION DE LOS INTERLOCUTORES SOCIALES EN EL SISTEMA 

DE FORMACION PROFESIONAL.  

 

 

La acción institucional en materia de formación 

profesional.- Los interlocutores sociales participan en la 

elaboración y ejecución de la política de formación  profesional. 

   Esta intervención la llevan a cabo  participando  en la 

actividad de organismos públicos con competencias e n materia de 

formación profesional y a través de la vía de la co ncertación 

social. 

 

El Acuerdo Económico y Social como impulsor de la 

participación.-  Las bases de la actual participación y 

                                                 
9 Vid. Dictamen del CES aprobado en sesión extraordinaria del Pleno de 27 de Junio de 2001. 
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colaboración de los empresarios y trabajadores en l a política de 

formación profesional se establecieron el Acuerdo E conómico y 

Social de 1984 (AES). 

En efecto, con el fin de reorientar la política de formación 

profesional en este Pacto se acordó, entre otras me didas, la 

incorporación de los agentes sociales a los objetiv os y 

actuaciones de la formación profesional y se establ ecieron los 

cauces de intervención para ello 10. 

Al AES se deben, por una parte, el establecimiento de la vía 

más relevante de participación institucional de las  

organizaciones empresariales y sindicales más repre sentativas en 

materia de formación profesional -el Consejo Genera l de Formación 

Profesional- y, por otra, la consecuente intervenci ón de estos 

sujetos colectivos en la configuración del Sistema de Formación 

Profesional, en la medida en que ésta se lleva a ca bo a través 

del Programa Nacional de Formación Profesional, cuy a elaboración 

y actualizaciones periódicas, fueron encomendadas p or este pacto 

al Consejo, en el que los interlocutores sociales e stán 

representados 11. 

 

A. LA PARTICIPACION INSTITUCIONAL EN ORGANISMOS PUB LICOS 

DEPENDIENTES DE LA ADMINISTRACION CENTRAL.  

 

Hay que destacar dos organismos públicos de la 

Administración central en los que participan los in terlocutores 

                                                 
10 Vid. el estudio de RODRIGUEZ RAMOS,M.J. y  SANCHEZ MUÑOZ,A.L., "El cumplimiento de 

los acuerdos concertados en materia de formación profesional" centrado en el AES. Vid. en OJEDA AVILES (Dir.), 
La Concertación social tras la crisis, Ed. Ariel, Barcelona, 1990, págs.151 a 158. 

11 En relación con la incidencia del AES en el Subsistema de Formación profesional Ocupacional, 
vid. DURAN LOPEZ,F., ALCAIDE CASTRO,M., GONZALEZ RENDON,M. y FLOREZ SABORIDO,I., en 
Análisis de la Política Contractual en materia de Formación profesional Continua en España, Ed. MTSS, Madrid, 
1994, págs.205, 123 y 124. 
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sociales: El Consejo General de Formación Profesion al (CGFP) y el 

Instituto Nacional de Empleo (INEM).  

 

a) El Consejo General de Formación Profesional.  

 

Naturaleza jurídica.- El Consejo General de Formación 

Profesional (CGFP), fue creado por la Ley 1/1986, d e 7 de 

Enero 12, como órgano consultivo y de participación institu cional 

de las Administraciones públicas y de asesoramiento  del Gobierno 

en materia de Formación Profesional, adscrito al Mi nisterio de 

Trabajo y Seguridad Social. Su Reglamento de funcio namiento fue 

aprobado por RD 365/1987, de 27 de Febrero 13. 

En 1997, tras el preceptivo dictamen del Consejo Ec onómico y 

Social (CES) 14, la Ley 1/1986 fue modificada por la Ley 19/1997, 

de 9 de junio 15 que, a efectos de que el CGFP contara con la 

participación de las CCAA y de Ceuta y Melilla, mod ificó 

parcialmente la composición de aquél, lo que dio lu gar a la 

aprobación de un nuevo reglamento de funcionamiento  aprobado por 

RD 1684/1997, de 7 de Noviembre 16, para adaptar sus normas de 

                                                 
12 La Ley 1/1986 fue publicada en el BOE de 10 de Enero de 1986. 

13 Publicado en el BOE de 14 de Marzo de 1987. 

14 El Pleno del Consejo Económico y Social aprobó el 30 de Octubre de 1996 el Dictamen sobre el 
Anteproyecto de Ley por la que se modifica la Ley 1/1986, de 7 de Enero, por la que se crea el CGFP, formulando 
voto particular la Coordinadora de Organizaciones de Agricultores y Ganaderos. 

En este Dictamen, sin perjuicio de la valoración positiva que se hacía del objeto de la reforma normativa 
proyectada, el CES realizaba dos observaciones, -que, conviene avanzar, fueron finalmente tomadas en 
consideración-; una, proponiendo la modificación del apartado 2º del art. único de la Ley a efectos de revisar su 
redacción, redefiniendo las competencias que el CGFP asumiría de prosperar la reforma y; otra, dirigida a paliar el 
efecto desequilibrador, que con ocasión de incorporación de las CCAA se produciría en las representaciones 
existentes, en tanto que su presencia, en la toma de acuerdos, favorecería a la Administración pública en perjuicio de 
las Organizaciones empresariales y sindicales, proponiendo como criterio corrector el voto ponderado de las 
organizaciones empresariales y sindicales. 

15 Publicada en el BOE de 10 de Junio de 1997. 

16 Publicado en el BOE de 18 de Noviembre de 1997. 
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funcionamiento a lo establecido en la Ley 19/1997, y, en 

cumplimiento de lo señalado en la disposición adici onal única de 

la misma. 

 

Composición.- El proceso de traspaso de competencias en 

materia de formación ocupacional a las CCAA y la co nsecuente 

necesidad de abrirles las vías de participación exi stentes en 

materia de formación profesional fue el factor dese ncadenante de 

esta reforma legislativa.  

Pretendiendo que la actuación de todos los sujetos 

implicados en la formación profesional -administrac iones 

públicas, central y autonómicas, y los agentes soci ales- alcance 

un mayor nivel de cooperación y coordinación, se ar bitró la 

incorporación de las CCAA al CGFP.  

En virtud de esta reforma, el CGFP pasó de ser un ó rgano 

tripartito, con representaciones de la Administraci ón Central y 

de las organizaciones sindicales y empresariales má s 

representativas, a ser un órgano de carácter cuatri partito. 

 

Adopción de acuerdos.- La modificación de la 

composición del Consejo -como evidencian los datos anteriores- ha 

dado lugar a que la participación proporcional admi nistración 

pública-agentes sociales inicial haya variado consi derablemente, 

peligrando la participación paritaria que como prin cipio 

inspirador de la composición del Consejo quiso el A ES y que 

requirió posteriormente la Ley 1/1986 por la que se  creó. 

A efectos de salvar tal discordancia, el legislador  

restablece el equilibrio de fuerzas en la toma de a cuerdos, 

recogiendo la propuesta formulada por el CES en su Dictamen, 

consistente en introducir, como criterio corrector,  el voto 

ponderado de las organizaciones empresariales y sin dicales. 
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De esta manera, los acuerdos se adoptarán por mayor ía, 

contando con un voto los representantes de las admi nistraciones 

públicas y con dos cada uno de los representantes d e las 

organizaciones empresariales y sindicales 17. 

 

Competencias.- En relación con las competencias que la 

Ley 1/1986 asigna al CGFP son de destacar, en prime r lugar, las 

relativas al PNFP.  

A este órgano compete su elaboración, proponer al G obierno 

su aprobación, el control de la ejecución del mismo , así como 

proponer su actualización. 

Y relevantes son estas competencias en la medida en  que, 

siendo el PNFP el instrumento de programación de la s líneas de 

actuación en la Política de Formación Profesional, ponen de 

manifiesto la intervención de los agentes sociales en la 

planificación de dicha Política.  

 

Importa también resaltar el papel que tiene asignad o el CGFP 

y, por ende, los agentes sociales como partícipes e n el mismo, en 

materia de cualificaciones. Entre estas hay que des tacar: La  de 

informar los proyectos de planes de estudio y títul os en los 

diversos grados y especialidades de formación profe sional 

reglada, las certificaciones de profesionalidad en materia de 

formación profesional ocupacional y las corresponde ncias y 

homologaciones entre formación reglada y ocupaciona l. 

Como órgano de apoyo al CGFP en tales tareas se ha creado el 

Instituto Nacional de las Cualificaciones por Real Decreto 

375/1999, de 5 de Marzo 18. 

                                                 
17 Proponía el CES se siguiera el sistema implantado en la Comisión Nacional de Seguridad y Salud 

en el Trabajo por la Ley 31/1995, de 8 de Noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales en el art.13.4. 

18 Publicado en el BOE de 16 de Marzo de 1999. Se crea como órgano adscrito al Ministerio de 
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Acuerdos alcanzados en el CGFP.-  Al CGFP se debe la 

elaboración del I PNFP de 3 de Marzo de 1993 para e l período 

1993-1996 y el II PNFP aprobado por el Gobierno el 13 de Marzo de 

1998 19. 

 

b) El Instituto Nacional de Empleo.  

 

Naturaleza y régimen jurídico.-  El INEM fue creado por 

el Real Decreto-Ley 36/1978, de 16 de Noviembre 20, como organismo 

autónomo de carácter administrativo, con personalid ad jurídica 

propia y adscrito al Ministerio de Trabajo. 

 

Se rige, además de por la anterior, por la Ley 51/1 980, de 8 

de Octubre, Básica de Empleo (LBE) que le encomiend a la gestión 

de la política de empleo, por el Real Decreto Legis lativo 1/1994, 

de 20 de Junio, por el que se aprueba el Texto refu ndido de la 

Ley General de la Seguridad Social (LGSS), como ent idad gestora 

de la prestación por desempleo 21 y por el RD 1458/1986, de 6 de 

Junio 22 por el que se determina su estructura orgánica. 

 

Competencias en materia formativa.-  Como órgano gestor 

                                                                                                                                                        
Trabajo y Asuntos Sociales y con dependencia funcional del CGFP. Es un órgano técnico que tiene como función 
apoyar al CGFP en: La observación de las cualificaciones, la determinación de las cualificaciones, la acreditación de 
las cualificaciones, el desarrollo de la integración de las cualificaciones profesionales y el seguimiento y evaluación 
del PNFP (art.1) 

19 Vid. supra. 

20 BOE de 18 de Noviembre de 1978. 

21 El Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de Junio fue publicado en el BOE de 29 de Junio de 
1997. 

22 BOE de 16 de Junio de 1986. 
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de la política de empleo, el Real Decreto-ley 36/19 78 y 

posteriormente la LBE asignaron al INEM en materia de formación, 

la función de "fomentar la formación del trabajador  en estrecha 

vinculación con la política de empleo, a través de las oportunas 

acciones de institucionalización, perfeccionamiento  y, en su 

caso, reconversión profesionales". 

 

Estructura orgánica y participación institucional.-  Los 

Agentes Sociales participan con la Administración P ública en la 

gestión del INEM 23. 

Esta co-gestión se lleva a cabo mediante la partici pación 

tripartita y paritaria de las organizaciones sindic ales, 

asociaciones empresariales y la Administración Públ ica en los 

órganos colegiados de dirección, consulta y asesora miento del 

INEM, tanto a nivel central como territorial 24. 

 

 

B. LA CONCERTACION SOCIAL . 

 

El mecanismo de la concertación social.- El Sistema de 

Formación Profesional ha sido objeto de negociación  a través del 

                                                 
23 Para OJEDA AVILES el sistema español de participación institucional en la gestión del INEM se 

inspira en el modelo alemán de tripartidismo paritario o <<triparitarismo>>, contrapuesto al modelo burocrático 
francés -que limita la participación a los órganos de consulta- y más eficaz que éste. Vid. OJEDA AVILES,A., en 
"Los servicios de empleo en España (II): El Instituto Nacional de Empleo", RSS, núm.17, 1983, págs.35 a 40. 

24 Los trabajadores y empresarios participan en la dirección del INEM a través el Consejo General, 
órgano directivo del Instituto, integrado -ex art.4 del RD 1458/1986- por trece representantes de las organizaciones 
sindicales más representativas, trece representantes de las organizaciones empresariales más representativas y trece 
representantes de la Administración pública, entre los que se encuentran, el Presidente -Secretario general de Empleo 
y Relaciones Laborales- y el Vicepresidente -Director general del INEM-. 
 

También intervienen en la Comisión Ejecutiva al contar ésta -ex art.5 del RD 1458/1986- con: Tres 
representantes de las organizaciones sindicales que formen parte del Consejo General, tres representantes de las 
asociaciones empresariales que formen parte del Consejo General y tres representantes de la Administración pública, 
uno de los cuales será el Director General del INEM que actuará como Presidente. 
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mecanismo de la concertación social desde 1984 hast a la 

actualidad.  

Este sistema de negociación y adopción de acuerdos 25, ha 

dado como resultado que en materia de formación pro fesional 

existan numerosos acuerdos de concertación que, com o a 

continuación se verá, presentan variada naturaleza y referencias 

de muy distinta índole a esta materia. 

 

El desarrollo de la concertación social.- Serán estos 

dos factores -las modalidades de concertación elegi das por los 

sujetos negociadores y los aspectos de la formación  profesional 

tratados en los acuerdos- los que permitan distingu ir con 

claridad dos fases en el desarrollo de la concertac ión social en 

esta materia. 

 

Así, se puede hablar de una primera etapa caracteri zada por 

la utilización de acuerdos globales de concertación  en los que se 

incluía la formación profesional como una más de la s materias 

tratadas. 

A este modelo responde el Acuerdo Nacional de Emple o (ANE), 

suscrito en 1981 por el Gobierno, la CEOE y las Org anizaciones 

sindicales UGT y CCOO 26.  

Este pacto recogía, como medida de fomento del empl eo 

juvenil, el compromiso de la organización empresari al firmante de 

                                                 
25 La concertación social se ha define doctrinalmente como "método de adopción de decisiones 

estratégicas o importantes en los ámbitos de la política económica y social y de la regulación de las condiciones de 
trabajo por parte de tres actores o sujetos: el Gobierno, los sindicatos y las organizaciones empresariales".  Cfr. 
MARTIN VALVERDE,A., en "Concertación social y diálogo social", RL, núm. 22, 1994, pág.13, recogiendo las 
dos acepciones de concertación social y señalando las notas que caracterizan la acepción estricta y VALDES DAL-
RE,F., en "La compleja estructura contractual de la ordenación de la formación profesional continua", RL, Tomo II, 
1995, págs.15 y 16. 

26 Tanto el ANE como el AES son manifestaciones del modelo de acuerdo tripartito global o de 
amplio espectro, cfr. MARTIN VALVERDE,A., en "Concertación social y diálogo social", op. cit. pág.31. 
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suscribir un convenio de colaboración con el INEM p ara la 

creación de puestos de trabajo, en prácticas o en f ormación, 

dirigidos a jóvenes demandantes de primer empleo 27. 

 

También en esta etapa hay que incluir el AES. Este acuerdo -

de indudable mayor interés que el precedente- 28 abordó más 

ampliamente el tema de la formación profesional hac iendo 

planteamientos más ambiciosos en relación con el Si stema General 

en tanto que pretendió, detectadas sus insuficienci as, dar una 

nueva orientación al mismo acordando, como se vio, instrumentos 

de intervención de los interlocutores sociales  y m edidas de 

actuación relativas tanto a la formación reglada co mo 

ocupacional.  

 

La segunda fase de concertación se caracteriza por la 

conclusión de acuerdos específicos, suscritos a dos  niveles, 

central y regional, incidiendo exclusivamente en la  modalidad de 

formación profesional continua. 

A esta etapa corresponden los sucesivos I, II y III  Acuerdos 

Nacionales de Formación Continua (ANFC) 29 y sus correspondientes 

I, II y III Acuerdos Tripartitos (AT) 30, así como el Acuerdo 

Interconfederal sobre Formación Continua en la Comu nidad Autónoma 

                                                 
27 Vid. referencias a este acuerdo en MORENO VIDA,M.N., en Los Pactos Sociales en el Derecho 

del Trabajo, Ed. Universidad de Granada, Granada, 1989, pág.306 y DURAN LOPEZ,F., ALCAIDE 
CASTRO,M.,GONZALEZ RENDON,M. y FLOREZ SABORIDO,I., en Análisis de la Política Contractual en 
materia de Formación Profesional Continua en España, op. cit. pág.122. 

28 Vid. DURAN LOPEZ,F., ALCAIDE CASTRO,M.,GONZALEZ RENDON,M. y FLOREZ 
SABORIDO,I., en Análisis de la Política Contractual en materia de Formación Profesional Continua en España, 
op. cit. pág.122. 

29 Suscritos: el 16 de Diciembre de 1992, el 19 de Diciembre de 1996 y el 19 de Diciembre de 2000, 
respectivamente. 

30  Suscritos: el 16 de Diciembre de 1992, el 19 de Diciembre de 1996 y el 19 de Diciembre de 2000, 
respectivamente. 
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del País Vasco (AIFCPV) y el Acuerdo Tripartito (AT PV) para el 

mismo ámbito territorial 31. 

La conclusión de estos acuerdos manifiesta claramen te la 

voluntad de los interlocutores sociales y del Gobie rno de que sea 

la concertación social la vía más idónea a efectos de negociar y 

adoptar decisiones en relación con el Subsistema de  Formación 

Continua. Dada su especial trascendencia, a analiza rlos como 

acuerdos de concertación se dedica el apartado sigu iente. 

 

Acuerdos de concertación en materia de formación 

profesional continua.- El Subsistema de Formación Profesional 

Continua se ordena, organiza, gestiona y financia s egún las 

previsiones establecidas en los dos Acuerdos especí ficos sobre 

dicha materia: ANFC y AT 32.  

El ANFC, suscrito por los interlocutores sociales, establece 

los criterios de ordenación, tanto del propio subsi stema, como de 

la negociación colectiva relativa a los procedimien tos de 

desarrollo de las acciones formativas que lo integr an. Por su 

parte, el AT, suscrito por los interlocutores socia les y el 

Gobierno, recoge los compromisos asumidos por los t res sujetos 

firmantes en relación con la modalidad de formación  profesional 

continua y dispone la estructura y financiación del  subsistema. 

 

La calificación de estos acuerdos como acuerdos de 

concertación social, a mi juicio, no ofrece ningún género de duda 

en la medida en que ambos reúnen las tres notas que  caracterizan 

                                                 
31 Ambos suscritos el 27 de Septiembre de 1995. 

32 Así, en el primer acuerdo recogido en el AT se señala que, "El Subsistema Nacional de Formación 
Continua, en el marco del Programa Nacional de Formación Profesional, se articula en base al II Acuerdo Nacional 
de Formación Continua de carácter bipartito, que conforma la gestión técnica y organizativa de dicho subsistema, y 
al presente acuerdo de carácter tripartito, que dispone la estructura y la financiación del mismo". 
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a los acuerdos fruto de este método de negociación y adopción de 

decisiones, a saber 33: Tripartismo 34, valor estratégico de las 

decisiones adoptadas e incidencia en el ámbito de a ctuación 

propio de la concertación social -la Política Econó mica y Social 

y las relaciones de trabajo- 35. 

                                                 
33 En relación con las características de la política de concertación, vid. GIUGNI,G, "Gobierno 

privado y parlamentarismo", en OJEDA AVILES,A. (Dir.), La concertación social tras la crisis, Ed. Ariel, 
Barcelona, 1990, pág.12. 

También precisan las tres notas caracterizadoras de la concertación social; con carácter general, MARTIN 
VALVERDE,A., en "Concertación social y diálogo social", op. cit. pág.13, y; concretándolas en relación con el I 
AT, VALDES DAL-RE,F., en "La compleja estructura contractual de la ordenación de la formación profesional 
continua", op. cit. pág.16. 

34 En relación con el ANFC, cabría plantear si, a pesar de tratarse de un acuerdo bipartito, es posible 
entender que el Gobierno ha intervenido también en este caso aun cuando no lo haya hecho como contratante 
principal.  

De confirmarse esta premisa, entendiendo con MARTIN VALVERDE que "la presencia del Gobierno en 
los acuerdos concertados no necesita ser explícitamente la de parte principal", habría que concluir que tanto en el AT 
como en el ANFC se da la nota del tripartismo, caracterizadora de la concertación social. 

A mi juicio, hay tres razones que avalan la participación del Gobierno en el ANFC: 
En primer lugar, el carácter tripartito de la negociación de la que son fruto estos acuerdos ya que -como se 

apuntó supra- tanto el II ANFC, como el II AT derivan de las negociaciones llevadas a cabo en el seno de la Mesa 
tripartita de formación profesional constituida en 1996 en el marco del diálogo social abierto por el Gobierno con las 
organizaciones empresariales y sindicales, a efectos de consensuar el futuro de la formación profesional. 

En segundo lugar, la existencia misma del pacto tripartito apunta también en esa dirección ya que en este 
acuerdo el ejecutivo asume el compromiso de habilitar medidas que posibiliten la financiación y ejecución del 
ANFC, lo que evidencia el apoyo del Gobierno al ANFC. Respaldo gubernamental que, por otra parte, también se 
manifiesta en el propio AT al indicar éste, expresamente, que los acuerdos que en él se contienen son adoptados por 
"el Gobierno y las organizaciones empresariales y sindicales firmantes, considerando el contenido del II Acuerdo 
Nacional de Formación Continua". 

Y, en tercer lugar, el carácter complementario de estos dos acuerdos que se patentiza, por una parte, en que 
la viabilidad del Subsistema Nacional de Formación Continua depende de su coexistencia, en la medida en que la 
conformación de su gestión técnica y organización se asigna al ANFC, mientras que la estructura y financiación del 
mismo corresponde al AT. Por otra parte, la Disposición transitoria primera del ANFC señala que "su aplicación 
queda supeditada a la existencia de disponibilidades presupuestarias", lo que obviamente significa no sólo que para 
la aplicación del acuerdo bipartito fuera imprescindible la suscripción del AT, sino también que la ejecución del 
mismo dependía de que el Parlamento, a propuesta del Gobierno, a través de la Ley de Presupuestos, asignara los 
recursos financieros necesarios, lo que conduce a entender que el Gobierno ha participado tanto en el proceso 
negociador del ANFC como en la aplicación del mismo. 

Por último, también hay que considerar que el hecho de que el Gobierno no suscribiera el ANFC obedece 
precisamente a la intención de los sujetos negociadores de que este pacto tuviera naturaleza de acuerdo marco, 
ordenador de la negociación colectiva, lo que no hubiera sido posible de intervenir el Gobierno como actor principal. 
 

Sobre las formas de intervención del Gobierno en la concertación social, vid. MARTIN VALVERDE, A., 
en "Concertación social y Diálogo social", op. cit. págs.25 y 26. Este autor, en relación con el I ANFC señala que "su 
naturaleza de pacto de concertación resulta claramente de la previsión expresa de apoyo financiero público", op. cit. 
pág.32. 

35 Atendiendo a su contenido, ambos acuerdos, aun cuando están limitados a una materia concreta 
como es la formación profesional continua, conectan directamente con una de las áreas propias de la concertación 
social: la Política Social y Económica.  
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En relación con el ámbito territorial de los ANFC y  AT, la 

negociación se ha llevado a cabo en uno de los nive les 

territoriales propios de la concertación social -el  nivel 

nacional- y, en este sentido, se pueden considerar manifestación 

de la "macroconcertación", entendida como modalidad  de 

concertación a nivel central 36. 

Por todo lo expuesto, es posible concluir que los A NFC y AT, 

resultantes del proceso de negociación en el que pa rticiparon 

como actores los interlocutores sociales y el gobie rno, son 

acuerdos de concertación desarrollados a nivel cent ral, de 

carácter limitado al recoger estipulaciones referid as 

exclusivamente a una materia, en concreto, la forma ción 

profesional continua. 

 

La concertación social en materia de formación cont inua 

a nivel autonómico.-  La concertación social en esta materia no se 

ha desarrollado únicamente a nivel central, habiénd ose suscrito a 

nivel regional acuerdos sobre formación continua.  

En efecto, en la Comunidad Autónoma del País Vasco los 

interlocutores sociales y el Gobierno eligieron la concertación 

                                                                                                                                                        
 En efecto, la Formación Profesional Ocupacional ya fue calificada por la Ley Básica de Empleo como 

instrumento de política de empleo y, en el momento en que esta norma se aprueba, 1984, la modalidad ocupacional 
se entendía que agrupaba, tanto las acciones formativas dirigidas a la población desempleada, como las encaminadas 
a la formación de los trabajadores ocupados. 

Por otra parte, actualmente resulta incuestionable que la formación profesional es un instrumento estratégico 
tanto para el buen funcionamiento del mercado de trabajo, como para la creación de empleo, así como para la 
competitividad de las empresas, sin olvidar el papel trascendental que juega en relación con la promoción personal y 
profesional de los trabajadores. 

Razones ambas que llevan a concluir con VALDES DAL-RE en que la formación profesional continua es 
una "materia socioeconómica" y de "indudable importancia para la marcha de la economía española". Vid. VALDES 
DAL-RE,F., en "La compleja estructura contractual de la ordenación de la formación profesional continua", op. cit. 
pág.16. 

36 Sobre las formas de concertación macro, medio y micro, vid. REGINI,M. en "El declinar del 
intercambio político centralizado y la emergencia de formas nuevas de concertación", págs.13,19 y 22 y GIUGNI,G., 
"Gobierno privado y parlamentarismo", pág.12, ambos en OJEDA AVILES,A. (Dir.), La concertación social tras la 
crisis, Ed. Ariel, Barcelona, 1990, así como, MARTIN VALVERDE,A., en "Concertación social y diálogo social", 
op. cit. pág.26. 
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social como método para fijar de forma consensuada los principios 

que debían regir la ejecución de la política de for mación 

profesional continua en dicho ámbito territorial 37.  

Las negociaciones dieron como resultado dos pactos:  el 

Acuerdo Interprofesional sobre formación continua e n la Comunidad 

Autónoma del País Vasco (AIFCPV), concluido al ampa ro del art.84 

del ET, -precepto que consagra la "concurrencia 

<<descentralizadora>> de los convenios y acuerdos 

interprofesionales" 38-, y el Acuerdo Tripartito para la formación 

continua en la Comunidad Autónoma del País Vasco (A TPV). 

Ambos acuerdos pueden ser considerados como acuerdo s de 

concertación aun cuando el AIFCPV, al no ser firmad o por el 

Gobierno Vasco, plantee el mismo interrogante que s uscitara el 

ANFC en relación con los sujetos contratantes. Cues tión que, en 

este caso como en el anterior, hay que contestar af irmando la 

participación del poder público como contratante -a un cuando no 

como parte principal- que, a mi juicio, se constata  tanto en la 

presencia del Gobierno Vasco en el proceso negociad or, como en el 

hecho de que suscribiera el AT, asumiendo el modelo  de 

organización de la Formación continua diseñado por el AIFCPV y 

comprometiéndose a prestar el apoyo financiero y co laboración 

necesarios para la aplicación del mismo. La conclus ión de estos 

pactos autonómicos ha supuesto la descentralización  del proceso 

negociador y de adopción de decisiones en materia d e formación 

continua. Descentralización o "mesoconcentración" q ue, como la 

doctrina se ha ocupado de señalar, cuenta con el re spaldo del 

Gobierno central y del legislativo, puestos de mani fiesto en la 

                                                 
37 Vid. Preámbulo del Acuerdo Tripartito para la formación continua en la Comunidad Autónoma del 

País Vasco. 

38 Cfr. CASAS BAAMONDE,M.E., "Concurrencia de acuerdos interprofesionales, estructura de la 
negociación colectiva y formación profesional continua”, RL, Tomo II, 1995, pág.70. 
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regulación presupuestaria, contenida en la Ley 41/1 994, de 30 

diciembre, que, como señalara CASAS BAAMONDE, "vino  así a prestar 

cobertura económica al paso negocial dado" 39. 

 

Así pues, tanto los acuerdos de concentración suscr itos a 

nivel central como los correspondientes al País Vas co, conforman 

el marco convencional del Subsistema de Formación P rofesional 

Continua y, en consecuencia, en el capítulo siguien te se volverán 

a analizar desde ese punto de vista. 

 

Conclusiones.-  El mecanismo utilizado por los 

interlocutores sociales y el Gobierno en la negocia ción y 

adopción de estos acuerdos en materia de formación profesional, 

ha sido la concertación social. El desarrollo de la  concertación 

en esta materia bien puede servir como exponente de  la evolución 

de la política de concertación en España, caracteri zada, a juicio 

de la doctrina científica, por el declinar de la co ncertación 

global en favor de una concertación más limitada de  la que son 

manifestaciones los pactos concluidos sobre materia s concretas y, 

entre ellos, los que configuran el actual Subsistem a de Formación 

Continua -ANFC y AT- 40.  

Por otra parte, la existencia de los AFCPV y ATPV p uede ser 

indicio de que, efectivamente, se avanza en la líne a de tendencia 

del desarrollo de la concertación social apuntada p or la doctrina 

y caracterizada por la paulatina aparición de una c oncertación de 

índole regional o "mesoconcentración", de la que so n producto los 

                                                 
39  Ibidem, pág.70. 

40 Vid. REGINI,M., en "El declinar del intercambio político centralizado y la emergencia de formas 
nuevas de concertación", op. cit. págs.15 y ss., MARTIN VALVERDE,A., "Concertación social y diálogo social", 
op. cit. pág.39. 
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pactos autonómicos 41. 

Por último, se viene a confirmar que la concertació n social 

no es un mecanismo a utilizar únicamente como respu esta a una 

situación de crisis económica sino que, en determin adas 

ocasiones, es la vía idónea tanto frente a problema s cuya 

resolución pasa por el necesario consenso entre los  diversos 

intereses concurrentes 42, cuanto a efectos de conseguir la 

necesaria actuación coordinada de los sujetos parti cipantes como 

ocurre en el marco del Subsistema de Formación Prof esional 

Continua 43. 

 

II. EL MARCO ESTATAL Y AUTONOMICO DE LA FORMACION P ROFESIONAL. 

 

Criterios de distribución de competencias entre el 

Estado y las CC.AA.-  Como ha puesto de relieve VALDÉS DAL-RE, la 

determinación del reparto de competencias entre el Estado y las 

CC.AA. en materia de formación profesional reviste cierta 

complejidad. Esta deriva, principalmente, de dos fa ctores. Por un 

lado, del propio modelo de distribución competencia l establecido 

en la Constitución. Por otro, de la naturaleza de l a materia 

sobre la que debe operar dicho reparto 44.  

                                                 
41 Vid. MARTIN VALVERDE,A., en "Concertación social y diálogo social", op. cit. págs.38 y 39 y 

OJEDA AVILES,A., en "El bilateralismo como respuesta (impropia) a la crisis de la concertación" en OJEDA 
AVILES (Dir.) La concertación social tras la crisis, Ed. Ariel, Barcelona, 1990, pág.171 y 173 y también en 
Derecho sindical, op. cit. pág.229 y  RODRIGUEZ PIÑERO,M., en "Diálogo social, participación y negociación 
colectiva", RL, núm.23 1995, pág.7. 

42 Cfr. GIUGNI,G., "Gobierno privado y parlamentarismo", op. cit. pág.11. 

43 Sobre las razones esgrimidas tanto por el Gobierno como por los interlocutores sociales para 
adoptar esta vía de negociación, vid. DURAN LOPEZ,F., ALCAIDE CASTRO,M. y  FLOREZ SABORIDO,I., en 
Análisis de la Política Contractual en materia de Formación Profesional Continua en España, op. cit. págs. 139 a 
154. 

44 Cfr. VALDES DAL-RE,F., en "Una aportación jurídico-constitucional al debate político sobre la 
competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional", RL, págs.9 a 41. 
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En efecto, la Constitución al establecer la reglas de 

distribución competencial no introdujo la formación  profesional 

en el listado de materias que, recogidas en el art. 149.1, son de 

competencia exclusiva del Estado. Así, en principio  cabría 

suponer que ésta es una de las materias que serán c ompetencia de 

las CC.AA. cuando sus Estatutos de Autonomía así lo  recojan y 

que, de no ser así, se mantendrán en el ámbito comp etencial del 

Estado. 

Sin embargo, hay que tener en cuenta que la actuaci ón de los 

poderes públicos en materia de formación profesiona l puede - como 

después se verá que efectivamente hace- incidir en diversos 

ámbitos -empleo, educación, laboral o de seguridad social- 

afectando, de esta manera, a materias que sí están recogidas en 

el art.149.1 de la Constitución.  

El juego de este factor va a suponer que, en determ inados 

supuestos, el marco competencial de las CCAA estará  limitado, 

además de por lo previsto en los respectivos Estatu tos de 

Autonomía, por el marco competencial estatal -mater ial y 

funcional- derivado del art.149.1 de la Constitució n, cuando la 

medida a adoptar concierna a materias ahí incluidas . 

La formación profesional, como se verá, no es títul o 

atributivo de competencias sino que éstas se atribu yen en función 

del ámbito material o sector de la actividad públic a en el que 

incida la actuación de los poderes públicos. 

 

De lo dicho se desprende que dibujar el cuadro de 

distribución competencial exige varias operaciones,  dirigidas, la 

primera, al <<encuadramiento material>> de la forma ción 

profesional a efectos de identificar los ámbitos ma teriales que 

pudieran ser afectos a la misma; la segunda, a iden tificar en la 

Constitución tanto las facultades a ejercitar en re lación con los 
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mismos, como el o los sujetos titulares de las comp etencias; y, 

por último, también habrá que indagar en los EE.AA. 45 para ver 

si, las competencias que en su caso procedan, han s ido asumidas 

por las distintas CC.AA. y, en tal caso, mediante q ué mecanismo y 

en qué términos se ha producido la asunción 46. 

 

 

A. LA FORMACION PROFESIONAL Y LA POLITICA DE EMPLEO . 

 

 

La política de empleo como ámbito de incidencia de la 

formación profesional.-  El art. 40 de la Constitución, en su 

apartado primero, señala el pleno empleo como objet ivo de la 

acción de los poderes públicos y, a juicio de la do ctrina 

científica, la formulación constitucional de este o bjetivo  deja 

amplio margen en la adopción de las medidas necesar ias para 

alcanzar la compensación entre demanda y oferta de empleo, tanto 

en su aspecto cuantitativo -equiparación del volume n de ambos 

factores- como en sus aspectos cualitativos -natura leza de los 

                                                 
45 Los EE.AA. de las CC.AA. han sido aprobados mediante las correspondientes Leyes Orgánicas; 

3/1979, de 18 de Diciembre, BOE de 22 de Diciembre (País Vasco); 4/1979, de 18 de Diciembre, BOE de 22 de 
Diciembre (Cataluña); 1/1981, de 6 de Abril, BOE de 28 de Abril (Galicia); 6/1981, de 30 de Diciembre, BOE de 11 
de Enero de 1982 (Andalucía); 7/1981, de 30 de Diciembre, BOE de 11 de Enero de 1982 (Asturias); 8/1981, de 30 
de Diciembre, BOE de 11 de Enero de 1982 (Cantabria); 3/1982, de 9 de Junio, BOE de 19 de Junio (La Rioja); 
4/1982, de 9 de Junio, BOE de 19 de Junio (Murcia); 5/1982 de 1 de Julio, BOE de 10 de Julio (Comunidad 
Valenciana); 8/1982, de 10 de Agosto, BOE de 16 de Agosto (Aragón); 9/1982, de 10 de Agosto, BOE de 16 de 
Agosto (Castilla-La Mancha); 10/1982, de 10 de Agosto, BOE de 16 de Agosto (Canarias); 13/1982, de 10 de 
Agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral, BOE de 16 de Agosto (Navarra); 1/1983, de 25 de 
Febrero, BOE de 26 de Febrero (Extremadura); 2/1983, de 25 de Febrero, BOE de 1 de Marzo (Islas Baleares); 
3/1983, de 25 de Febrero, BOE de 1 de Marzo (Madrid); 4/1983, de 25 de Febrero, BOE de 2 de Marzo (Castilla-
León). 

46 Se trata en definitiva de seguir la regla que el TC ha calificado como “capital de la determinación 
estatutaria de las competencias” y, en virtud de la cual, son los Estatutos a los que corresponde definir las concretas 
competencias asumidas dentro del marco de posibilidades que abre el art.149.1 y, en su caso, el art.148 de la CE. 
Vid. STC 39/1982, de 30 de Junio, BOE de 16 de Julio, (F.J.8). 
 

Sobre los elementos de competencia, vid. LOPEZ LOPEZ,J. en Marcos autonómicos de relaciones 

laborales y de protección social, Ed. Marcial Pons, Madrid, 1993, pág.43 
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empleos que ofrece el sistema productivo y ajuste d e las 

cualificaciones profesionales a los requerimientos del empleo-.  

Este segundo aspecto exige la adecuación de la estr uctura de 

cualificaciones profesionales a la estructura produ ctiva y a este 

necesario ajuste vendrán a dar respuesta las distin tas acciones 

formativas previstas en el campo de la Formación Pr ofesional 

Reglada, Ocupacional o Continua 47, en la medida en que incidirán 

sobre la demanda de empleo "dotándola de una prepar ación 

suficiente, y procurando que se oriente hacia a aqu éllas 

profesiones, oficios y puestos de trabajo disponibl es en el 

mercado" 48, lo que conduce a poder afirmar que la formación 

profesional es uno de los instrumentos básicos para  alcanzar el 

objetivo del pleno empleo y, por consiguiente, una medida de 

política activa de empleo 49. 

 

Como dato indicativo de la íntima conexión entre po lítica de 

formación profesional y política de empleo, sirva e l hecho de que 

las fórmulas de cooperación y participación en el S istema de 

Formación Profesional son las que se vienen utiliza ndo en 

                                                 
47 Vid. MARTIN VALVERDE,A., RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, F. Y GARCIA 

MURCIA,J., Derecho del Trabajo, Ed. Tecnos, Madrid, 1991, pág.130. y VALDES DAL-RE,F., en "Una aportación 
jurídico-constitucional al debate político sobre la competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación 
profesional", op. cit. pág.18. 

48 Cfr. MARTIN VALVERDE,A., "Pleno empleo, derecho al trabajo, deber de trabajar en la 
Constitución española", en AA.VV. Derecho del Trabajo y la Seguridad Social en la Constitución, Ed. Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid, 1980, págs. 187 a 204. 

49 La política de formación profesional deviene instrumental de la política de empleo y así la han  
enfocado los sucesivos PNFP al proclamar como objetivo básico del Sistema la integración de la formación 
profesional con las políticas activas de empleo en clave comunitaria. El PNFP incide especialmente en el aspecto 
cualitativo en la medida en que pretende adecuar la oferta formativa de los tres subsistemas a las demandas del 
sistema productivo previendo para ello diversas actuaciones que en su mayoría son medidas de política de empleo en 
tanto que inciden sobre la oferta de mano de obra buscando su adaptación a la demandas del sistema productivo a 
efectos de corregir los desequilibrios entre una y otra . 

En este sentido hay que recordar que ya es usual que los PNAE recojan dentro de las líneas de actuación el 
desarrollo del II PNFP como elemento fundamental de aumento de la empleabilidad, incluyendo la oferta formativa 
derivada de los tres Subsistemas de Formación Profesional en las políticas  activas de empleo. 
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política de empleo. Como señala la doctrina, diálog o social, 

concertación y negociación colectiva son instrument os esenciales 

de las políticas de activas de empleo alternativos a la vía del 

enfrentamiento, en tanto que en este terreno se exi ge "prácticas 

de colaboración, búsqueda concertada de objetivos c omunes, 

aceptación de sacrificios y realización de esfuerzo s para la 

consecución de los mismos" 50. Y, en efecto, como se vio supra , 

estas vías o cauces de participación y relación de los 

interlocutores sociales y poderes públicos se dan t ambién en el 

terreno de la política de formación profesional 51. 

 

Distribución de competencias en materia de empleo.-  La 

formación profesional en cuanto instrumento de polí tica de empleo 

lo es también de la actividad económica en la medid a en que por 

mandato constitucional la actuación de los poderes públicos en el 

marco de la política económica debe encaminarse a l a consecución 

del objetivo del pleno empleo - ex  art.40.1 CE- 52.  

En efecto, como señalara ALONSO OLEA 53, la realización de 

una política orientada al pleno empleo debe ser uno  de los fines 

                                                 
50 Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO,M. en "Dialogo social, participación y negociación colectiva" en  op. 

cit. págs.1 a 9 y DURAN LOPEZ,F. y SAEZ LARA,C. en El papel de la participación en las nuevas relaciones 
laborales, Ed. Civitas, Madrid, 1997, pág.19. 

51 Vid.  RIVERO LAMAS, J., en "Democracia pluralista y autonomía sindical (Actividad política de 
los sindicatos y constitución)" en Estudios de Derecho del Trabajo en memoria del profesor Gaspar Bayón Chacón, 
Ed. Tecnos, Madrid, 1980, págs.185 a 229, 

52 Vid. PALOMEQUE LOPEZ.M.C., "Política de empleo y protección social en el sistema 
constitucional de relaciones laborales", en Política de empleo y protección social, II Jornadas Universitarias 
Tarraconenses de Derecho Social, Tarragona, 1996, pág.25.   

 
53 "La satisfacción del derecho al trabajo (art.35.1) y la "realización de una política orientada al pleno 

empleo" (art.40.1), deben ser fines a cuyo servicio está la planificación, y como aquellos son derechos de todos, esta 
debe "equilibrar y armonizar el desarrollo regional" (art.131.1). Los principios de igualdad formal y real (arts.9.2 y 
art.14) así lo exigen. Cfr. en  ALONSO OLEA,M.,  "Las Comunidades Autónomas y las fuentes del Derecho del 
Trabajo", Ed. ACARL, pág.28. 
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a cuyo servicio está la planificación y, en este se ntido 54, las 

competencias en materia de formación profesional se  verán 

afectada por las reglas constitucionales de distrib ución 

competencial en materia de planificación económica en la medida 

en que aquella opere como instrumento de la polític a activa de 

empleo. 

 

La CE por una parte, atribuye en exclusiva al Estad o la 

planificación de la actividad económica general "pa ra atender las 

necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el d esarrollo 

regional y sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de 

la riqueza y su más justa distribución" (art.13.1 C E). Las 

competencias estatales en esta materia alcanzan a q ue mediante 

ley -ex art.131.1 CE- establezca las "bases y coord inación de la 

planificación general de la actividad económica" (a rt.149.1.13ª 

CE), contando con la colaboración de las CC.AA. y l a 

participación de los agentes económicos y sociales -ex art.131.2 

CE-. 

 

Por otra parte la CE por vía del art.148.1.13 posib ilita que 

las CC.AA. asuman competencias legislativas en mate ria de 

"fomento del desarrollo económico de la Comunidad A utónoma". No 

obstante, en la medida en que el precepto constituc ional impone 

que estas competencias se ejerciten "dentro de los objetivos 

marcados por la política económica nacional", la pl anificación 

económica general operará como límite del marco de actuación de 

las CC.AA. de manera que, de existir aquella, las c ompetencias 

legislativas autonómicas devendrán concurrentes y c ompartidas con 

                                                 
54 Así lo pone de relieve VALDES DAL-RE en  "Una aportación jurídico-constitucional al debate 

político sobre la competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional", op. cit. pág.34. 
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el Estado 55 lo que en definitiva viene a significar, como ha 

señalado MUÑOZ MACHADO, que "todo lo que no sea la ordenación 

básica, las directrices fundamentales o la coordina ción de esta 

actividad, podrá ser desarrollada o pormenorizada m ediante leyes 

de las Comunidades Autónomas" 56. 

 

El marco constitucional de distribución competencia l 

apuntado permite afirmar con CASAS BAAMONDE "la con exión íntima 

de la política de empleo con el poder de autogobier no y 

ordenación económica de las Comunidades Autónomas".   

Las CC.AA., en efecto, en ejercicio de su autonomía  están 

facultadas para desarrollar una política de empleo propia, 

orientada a satisfacer sus intereses peculiares en esta materia, 

pero dentro de las orientaciones e intervenciones b ásicas y de 

coordinación que el Estado disponga en el ámbito de l empleo en 

cuanto componente esencial del sistema  económico g eneral 57. 

 

Este es el sistema que se sigue en relación con los  

programas  de Formación Profesional Ocupacional. Pe ro  no ocurre 

así con la cuota de formación profesional. 

El Estado ha asumido la ordenación básica de la cuo ta de 

formación profesional fijando bases y tipos comunes  de 

cotización. Asume también competencias de gestión q ue, en 

principio, dado el sistema de distribución competen cial apuntado, 

deberían corresponder a las CC.AA. Así ocurre con l a gestión 

recaudatoria, realizada por un organismo dependient e de la 

                                                 
55 Vid. en este sentido CASAS BAAMONDE,M.E., en "Sistema de fuentes jurídico-laborales y 

Comunidades Autónomas", REDT, núm.1, pág.36. 

56 Cfr. MUÑOZ MACHADO,S., Las potestades legislativas de las comunidades autónomas, Ed. 
Civitas, Madrid, 1981. 

57 Vid. en este sentido la doctrina del TC recogida en las sentencias 95/1986 (FJ.2) y 35/1982 (FJ.2). 
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Administración central como es la TGSS. 

La gestión centralizada en este caso, con ser una e xcepción 

a la regla general establecida en la CE y en los EE .AA., a mi 

juicio, sin embargo, está plenamente justificada. L a cuota de 

formación profesional tiene finalidad igualatoria y  para que este 

objetivo pueda alcanzarse de modo igual y uniforme en todo el 

territorio español se precisa una gestión uniforme derivada de la 

intervención estatal en la recaudación de la misma 58.  

Actuación estatal, por tanto, que, aun cuando condi cione y 

limite las competencias de ejecución de las CC.AA.,  sin embargo, 

encuentra justificación en la necesidad de asegurar  la 

efectividad de los principios constitucionales de s olidaridad - ex  

art.138.1 CE que impone al Estado la obligación de garantizar la 

realización efectiva de tal principio 59- e igualdad - ex  arts.9.2, 

14 y 139.1 y 2- 60. 

El actual modelo de gestión recaudatoria de la cuot a de 

formación profesional convengo con VALDES DAL-RE, s e ajusta al BC 

pero no es, en efecto, el único sistema de funciona miento 

                                                 
58 En este sentido afirma VALDES DAL-RE que “la recaudación de la CFP por parte de las CC.AA. 

Y la subsiguiente afectación o destino de los recursos allegados por esta vía a la exclusiva atención de los 
requerimientos formativos de los mercados locales de trabajo quiebra los principios de unidad y solidaridad y drena 
toda posibilidad de introducir mecanismos de compensación económica global, adoptados en función de 
valoraciones generales, de los desajustes interterritoriales de naturaleza cualitativa que se producen en el seno de la 
demanda de trabajo”. Cfr. en “Una aportación jurídico-constitucional al debate sobre la competencia de la actividad 
recaudatoria de la cuota de formación profesional”, op. cit. pág.40. 

59 Señala MUÑOZ MACHADO que el principio de solidaridad “debe operar, por una parte, como 
límite al ejercicio de las competencias regionales y, por otra, en función habilitante de una acción estatal dirigida a 
corregir desequilibrios o desigualdades interterritoriales”. Cfr. en “Las competencias en materia económica del 
Estado y de las Comunidades Autónomas”, en op. cit. pág.358. 

60 Como por otra parte apunta la doctrina, con carácter general las potestades autonómicas en 
relación con la planificación económica, deberán ejercitarse dentro del respeto a otros títulos competenciales -
arts.149.1.1º y 7º- y principios constitucionales -arts.9.2, 14 y 139.1 y 2-. Vid. CASAS BAAMONDE,M.E., en 
"Sistema de fuentes jurídico-laborales y Comunidades Autónomas",   op. cit. pág.37, ALONSO OLEA,M. en "Las 
comunidades Autónomas y las fuentes del Derecho del Trabajo", op. cit. págs.27 y 28, LOPEZ GANDIA,J., "La 
política de empleo de la Generalitat Valenciana: Análisis de los programas para el fomento del empleo en el PEV-
II", op. cit. pág.43   y  VALDES DAL-RE,F. " Una aportación jurídico-constitucional al debate político sobre la 
competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional”, op. cit. pág.34. 
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posible 61.  

Nada impide su gestión descentralizada, sin embargo , como 

señala este autor, los fondos obtenidos no dejarán de ser 

recursos estatales transformándose en “fondos auton ómicos 

afectados a la atención de acciones de dimensión te rritorial”.   

 En efecto, en la medida en que el Estado tenga com petencias 

para destinar los fondos provenientes de la cuota d e formación 

profesional a programas de fomento de la misma -com o así ocurre y 

habrá ocasión de ver infra  al tratar sobre la potestad 

subvencionadora-, dichos fondos deberán mantenerse como recursos 

de titularidad estatal, lo que no obstará para que las CC.AA., si 

tienen competencias para ello, puedan gestionar tan to los 

programas como los fondos en que éstos se apoyen 62. 

 

La planificación económica en los Estatutos de 

Autonomía.-  Todas las CC.AA. han asumido competencias en mater ia 

de política de empleo desde que accedieron a la aut onomía -con 

independencia de cual fuera la vía de acceso- por e star esta 

materia conectada con una de las listadas en el art .148 de la CE.  

Los EE.AA. atribuyen a las CC.AA. "competencias exc lusivas" 

para la "ordenación y planificación de la actividad  económica de 

la Comunidad" 63.  

La competencia autonómica comprenderá la potestad 

                                                 
61 Vid. VALDES DAL-RE,F., en “Una aportación jurídico-constitucional al debate político sobre la 

competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional”, op. cit. pág.40. 

62 Sobre este particular vid. FERNANDEZ FARRERES,G., en “La subvención y el reparto de 
competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas”, REDC, núm.38, 1993, págs.231 y 232. 

63 En este sentido: Canarias (art.32 EA), Asturias (art.10 EA), Cantabria (art.28 EA), La Rioja (art.9 
EA), Murcia (art.11 EA), Aragón (art.35 EA), Castilla la Mancha (art.32 EA), Extremadura (art.8 EA), Islas 
Baleares (art.11 EA), Madrid (art.27 EA), Castilla y León (art.27 EA). 

Haciendo referencia únicamente a la "planificación", vid. los EE.AA. de Cataluña (art.12), Comunidad 
Valenciana (art.34) e incluyendo también el "fomento de la actividad económica", vid. los de Galicia (art.30), y 
Navarra (art.56). 
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legislativa, la potestad reglamentaria y la función  ejecutiva, 

incluida la inspección 64. Estas funciones se ejercitarán "de 

acuerdo con las bases y la ordenación de la activid ad económica 

general en los términos de lo dispuesto en los artí culos 38, 131 

y en los núms.11 y 13 del apartado 1 del artículo 1 49 de la 

Constitución” 65. 

otra parte interesa destacar que en la mayoría de l os casos 

también se atribuyen competencias exclusivas en mat eria de 

"fomento del desarrollo económico de la Comunidad A utónoma dentro 

de los objetivos marcados por la política económica  general" 66. 

 

Transferencias de la gestión de la formación 

profesional ocupacional a las Comunidades Autónomas .  Las CC.AA. 

desde 1991 están asumiendo progresivamente las func iones que en 

materia de gestión de la formación profesional ocup acional 

desempeña la Administración del Estado. El proceso de traspaso se 

está llevando a cabo en dos fases: 

 

A) La primera, mediante los Reales Decretos de tras paso de 

funciones y servicios del Estado en materia de gest ión de la 

formación profesional ocupacional 67. 

                                                 
64 Vid. en este sentido por ejemplo el art.25.2 del EA de Cataluña. 

65 Vid. por ejemplo el art.12 del EA de Cataluña. 
 

Esta previsión legal y las que en sentido similar se recogen en los demás EE.AA. no hacen sino confirmar 
que, en efecto -como ya se apuntó supra-, éste es un ámbito de actuación en el que las potestades autonómicas 
pueden devenir concurrentes con las del Estado -ex art.148.1.13ª en relación con el art.149.1.13 CE-. 

66 En este sentido, vid. EA de Asturias (art.11), Cantabria (art.22), La Rioja (art.8), Murcia (art.10), 
Aragón (art.35), Castilla la Mancha (art.31), Extremadura (art.7), Islas Baleares (art.10), Madrid (art.26), Castilla y 
León (art.26). 

67 Las CC.AA. a las que se ha traspasado la gestión de la formación profesional ocupacional son: 
Cataluña por Real Decreto 1577/1991, de 18 de Octubre  (BOE de 8 de Noviembre), Comunidad Valenciana por 
Real Decreto 1371/1992, de 13 de Noviembre (BOE de 22 de Diciembre), Galicia por Real Decreto 146/1993, de 29 
de Enero (BOE de 4 de Marzo), Andalucía por Real Decreto 427/1993, de 26 de Marzo (BOE de 16 de Abril), 
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En virtud de dicho traspaso les corresponden: 

- La ejecución del Plan Nacional de Formación e Ins erción 

Profesional 68. 

- La titularidad de los Centros de Formación Profes ional 

Ocupacional del INEM en su ámbito territorial.  

- La elaboración, aprobación y ejecución de program as de 

inversiones, en coordinación con la política económ ica general 

del Estado. 

- La gestión de un Registro de Centros y Entidades 

Colaboradoras en su ámbito territorial. 

- La expedición de títulos o certificados de profes ionalidad 

de acuerdo con la normativa general dictada en desa rrollo de lo 

dispuesto en el art.149.1.30 de la CE. 

- El seguimiento de la formación profesional ocupac ional en 

su ámbito territorial. 

 

B) En la segunda fase las CC.AA. completan la  asun ción de 

funciones y servicios correspondientes a la gestión  en materia de 

formación profesional. 

A través de los Reales Decretos de traspaso de la g estión 

realizada por el INEM, en el ámbito del trabajo, el  empleo y la 

                                                                                                                                                        
Canarias por Real Decreto 447/1994, de 11 de Marzo (BOE de 13 de Abril), Navarra por Real Decreto 1319/1997, 
de 1 de Agosto (BOE de 1 de Octubre), Extremadura por Real Decreto 2024/1997, de 26 de Diciembre (BOE de 22 
de Enero de 1998), Aragón por Real Decreto 300/1998, de 27 de Febrero (BOE de 16 de Marzo), Islas Baleares por 
Real Decreto 621/1998, de 17 de Abril (BOE de 29 de Abril), Castilla-La Mancha por Real Decreto 1661/1998, de 
24 de Julio (BOE de 14 de Agosto), Madrid por Real Decreto 2534/1998, de 27 de Noviembre (BOE de 15 de 
Diciembre), Cantabria por Real Decreto 2673/1998, de 11 de Diciembre (BOE de 20 de Enero de 1999), La Rioja 
por Real Decreto de 41/1999, de 15 de Enero (BOE de 30 de Enero), Castilla y León por Real Decreto 148/1999, de 
29 de Enero (BOE de 16 de Febrero) , Murcia por Real Decreto 522/1999, de 26 de Marzo (BOE de 21 de Abril) y 
Asturias por Real Decreto 2088/1999, de 30 de Diciembre (BOE de 4 de Febrero). 

 
68  Señalan los RR.DD. de transferencia que la ejecución del  Plan FIP conlleva la realización de diversas 

actividades, como son: La programación, organización, gestión, control administrativo e inspección técnica de las 
acciones formativas de acuerdo con el Plan, el establecimiento de contratos-programa correspondientes a su ámbito 
territorial, la homologación de centros colaboradores y la selección de alumnos, de acuerdo con los criterios 
establecidos con carácter general en dicho Plan. 



 
 52 

formación quedan a cargo de los entes autonómicos 69: 

- La gestión y control de los programas nacionales de 

Escuelas-Taller y Casas de Oficio 70. 

- Las actuaciones de gestión y control, en su ámbit o 

territorial, de las subvenciones y ayudas públicas de la política 

de empleo que otorga la Administración del Estado a  través del 

INEM71. 

-La gestión de los fondos de las subvenciones que n o formen 

parte del coste efectivo, conforme a la normativa g eneral del 

Estado. 

- Los Centros Nacionales de Formación Profesional 

Ocupacional cuya titularidad no fue transferida en virtud del RD 

de traspasos anterior. 

- Las funciones de ejecución relativas al cumplimie nto de 

las obligaciones de empresarios y trabajadores y, e n su caso, la 

potestad sancionadora, en materias relativas al emp leo en los 

términos que establece la legislación del Estado. 

 

                                                 
69 El traspaso se ha realizado a Cataluña, por Real Decreto 1050/1997, de 27 de Junio (BOE de 29 de 

Julio), Galicia por Real Decreto 1375/1997, de 29 de Agosto (BOE de 1 de Octubre) y por Real Decreto 232/1998, 
de 16 de Febrero (BOE de 4 de Marzo), Comunidad Valenciana por Real Decreto 2673/1998, de 11 de Diciembre 
(BOE de 29 de Diciembre), Canarias por Real Decreto 150/1999, de 29 de Enero (BOE de 17 de Febrero) y por Real 
Decreto 115/2000, de 28 de Enero  (BOE de 12 de Febrero).,  Navarra por Real Decreto 811/1999, de 14 de Marzo 
(BOE de 9 de Junio)., Navarra por Real Decreto 811/1999, de 14 de Mayo (BOE de 9 de Junio ), Madrid por Real 
Decreto 30/2000, de 14 de Enero (BOE de 2 de Febrero), Asturias por Real Decreto 11/2001, de 12 de Enero (BOE 
de 31 de Enero), Extremadura por Real Decreto 664/2001, de 22 de Junio (BOE de 5 de Julio), Castilla y León por 
Real Decreto 1187/2001, de 2 de Noviembre (BOE de 22 de Noviembre), Islas Baleares por Real Decreto 
1268/2001, de 29 de Noviembre (BOE de 5 de Diciembre), La Rioja por Real Decreto 1379/2001, de 7 de 
Diciembre (BOE de 25 de Diciembre), Cantabria por Real Decreto 1418/2001, de 14 de Diciembre (BOE de 31de 
Diciembre) y Aragón por Real Decreto 646/2002, de 5 de Julio (BOE de 10 de Julio). 

70 Incluye la programación, organización, y gestión de las acciones, así como su homologación y la 
expedición de los certificados de profesionalidad de conformidad con las directrices y contenidos mínimos 
establecidos en el Real Decreto 797/1995, de 19 de Mayo. 

71 Los RR.DD. recogen la relación de normas reguladoras de dichas subvenciones y entre ellas se 
hace referencia expresa a las relativas a las Escuelas-Taller y Casas de Oficio.  

Por otra parte interesa también apuntar que el RD 150/1999 de traspaso a Canarias recoge como cláusula de 
cierre "Cualquier otra norma en materia de política activa de empleo que sea dictada por la Administración del 
Estado y que contemple esta posibilidad en su articulado". 
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B. LA FORMACION PROFESIONAL Y POLITICA EDUCATIVA . 

 

La educación como ámbito de incidencia de la formac ión 

profesional.- En relación con la formación reglada y la enseñanza  

universitaria hay que señalar que, aun cuando contr ibuyen a la 

consecución del objetivo del pleno empleo a través de la 

adecuación de su oferta formativa a los requerimien tos del 

mercado de trabajo primordialmente son actividades educativas, 

orientadas por los principios y declaraciones estab lecidas en el 

art.27 de la Constitución y, en consecuencia, dirig idas a la 

consecución de los fines establecidos por la Ley Or gánica 8/1985 

que regula el Derecho a la Educación (LODE) 72. 

Además, la dimensión educativa de la formación prof esional 

reglada es manifiesta 73 en la medida en que -como se verá infra - 

es una de las enseñanzas integradas en el sistema e ducativo, lo 

que trae como consecuencia, por un lado, que se enc amine a los 

objetivos que, para el conjunto del sistema educati vo, prevé la 

LOGSE en el art.1 74; y, por otro, que las actividades formativas 

que la integran se ejerzan en el marco de dicho sis tema, con 

sometimiento al régimen jurídico establecido por la  LOGSE y su 

normativa de desarrollo. 

 

No ocurre lo mismo en relación con las modalidades 

ocupacional y continua, que no tienen componente ed ucativo 

alguno, quedando fuera del sistema educativo.  

                                                 
72 Publicada en el BOE de 4 de Julio de 1985. 

73 Cfr. VALDES DAL-RE,F. en "Una aportación jurídico-constitucional al debate político sobre la 
competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional", op.cit.págs.13 y 19 y LOPEZ 
LOPEZ,J Marcos autonómicos de relaciones laborales y de protección social, op. cit. págs.86 y 87. 

74 Dentro de los cuales está: d) la capacitación para el ejercicio de actividades profesionales. 
En idénticos términos aparece en la LODE, art.2. 
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Sin embargo, hay que tener en cuenta que ambas, al igual que 

la formación profesional reglada y universitaria, s on enseñanzas 

dirigidas a la obtención de un título profesional; y, en este 

sentido, aun cuando no conectan con el derecho a la  educación 

recogido en el art.27 de la CE se verán afectadas - como 

obviamente también lo están la reglada y la univers itaria- por el 

título competencial del art.149.1.30 de la CE, rela tivo a las 

condiciones de obtención, expedición y homologación  de títulos 

académicos y profesionales. 

 

Distribución de competencias en materia educativa.-  

La dimensión educativa de la enseñanza profesional 

correspondiente a la formación profesional reglada y a la 

enseñanza universitaria permite identificarlas con las materias 

listadas en el art.149.1 de la CE. 

Las actuaciones del Estado y CC.AA. en este ámbito quedan, 

en efecto, encuadradas en los dos títulos competenc iales 

específicos en materia de educación establecidos en  el 

art.149.1.30ª CE. Este precepto reserva al Estado, en primer 

término, la "regulación de las condiciones de obten ción, 

expedición y homologación de títulos académicos y p rofesionales" 

y, en segundo término, las "normas básicas para el desarrollo del 

art.27 de la Constitución, a fin de garantizar el c umplimiento de 

las obligaciones de los poderes públicos en esta ma teria". 

Por otra parte su conexión con el derecho a la educ ación 

reconocido como derecho fundamental en el art.27 de  la CE, 

determina, además de que para su desarrollo se requ iera una norma 

con rango de ley orgánica -ex art.81.1 CE-, la apli cación del 

título competencial recogido en el art.149.1.1ª en base al cual 

corresponde al Estado la competencia exclusiva para  la 

"regulación de las condiciones básicas que garantic en la igualdad 
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de todos los españoles en el ejercicio de los derec hos y en el 

cumplimiento de los deberes constitucionales" 75. 

 

Este régimen de reparto competencial que la Constit ución 

establece en materia de educación supone que al Est ado 

corresponde fijar los principios, bases y criterios  fundamentales 

de la regulación de la materia educativa y excluye la posibilidad 

de que sobre los extremos señalados puedan legislar  los órganos 

legislativos de las CC.AA. La reserva estatal a jui cio del TC se 

fundamenta en la necesidad de asegurar la efectivid ad del 

principio de igualdad de derechos y obligaciones de  los españoles 

en todo el territorio del Estado consagrado en el a rt.139 de la 

Constitución 76.  

Sin embargo, el marco constitucional apuntado no im pide que 

                                                 
75 Tres son las normas estatales actualmente vigentes que, con carácter básico y rango de ley 

orgánica, han sido dictadas en desarrollo del art.27 de la CE: Ley Orgánica 8/1985, de 3 de Julio, reguladora del 
Derecho a la Educación (LODE), Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema 
Educativo (LOGSE) y Ley Orgánica de Universidades 

76 Vid. STC 5/1981, de 13 de Febrero, (F.J.22) y STC 82/1986, de 26 de Junio, (F.J.12)  
 

Hay dos pronunciamientos del TC especialmente significativos en relación con el alcance y fundamento de 
las competencias estatales en materia de educación: La Sentencia 87/1983, de 23 de Octubre, relativa a la Orden del 
Departamento de Educación del Gobierno Vasco, de 11 de Mayo de 1982, sobre la regulación de la enseñanza en el 
ciclo medio de EGB y fijación de sus objetivos y el R.D. 1765/1982, de 24 de julio, sobre horario de enseñanzas 
mínimas del ciclo medio de EGB, y la Sentencia 88/1983, de 27 de Octubre, relativa al R.D. 3087/1982, de 12 de 
Noviembre, sobre fijación de enseñanzas mínimas para el ciclo superior de EGB. 

En la primera de las citadas el TC señala que al Estado corresponde la competencia para establecer 
enseñanzas mínimas, en virtud de lo dispuesto en el art.149.1.30º de la Constitución (F.J.3), y que ésta competencia 
lleva aparejada como medio natural para su ejercicio efectivo la de fijar horarios mínimos (F.J.4). La finalidad de la 
competencia estatal relativa a las enseñanzas mínimas es "conseguir una formación común en un determinado nivel 
de todos los escolares de EGB, sea cual sea la Comunidad Autónoma a que pertenezcan, lo que deriva, como ya se ha 
dicho, de los artículos 27 y 149.1.30 de la Constitución" (F.J.4). Los medios que la Constitución prevé para obtener 
ese nivel mínimo de homogeneidad en la formación de los escolares son "la homologación del sistema educativo a 
que se refiere el primero de los artículos citados y la regulación de las condiciones de obtención, expedición y 
homologación de títulos académicos y profesionales y demás normas básicas para el desarrollo del artículo 27, a fin 
de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en eta materia que atribuye al estado en 
competencia exclusiva el artículo 149.1.30". Hay que tener en cuenta la LODE, disposición adicional, primera (Antes 
la LOECE). 

En idéntico sentido en cuanto reserva estatal -alcance y fundamento- se pronuncia el TC en la segunda de las 
sentencias indicadas, señalando además que establecer enseñanzas mínimas alcanza a la "fijación de objetivos por 
bloques temáticos en relación con cada disciplina o materia" (F.J.3). 
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las CC.AA. puedan asumir, en los términos estableci dos en sus 

respectivos EE.AA., competencia plena tanto en el p lano 

legislativo como ejecutivo 77. De esta manera la educación devendrá 

un ámbito de competencias concurrentes en el que el  reparto de 

las mismas se realiza atribuyendo al Estado la comp etencia sobre 

la legislación básica y a las CC.AA. el desarrollo normativo de 

dicha legislación estatal básica así como la potest ad ejecutiva 78. 

Hay que tener en cuenta, no obstante, que la compet encia 

estatal no alcanza únicamente a regular los aspecto s básicos de 

la materia, ya que, como ha señalado MUÑOZ MACHADO,  el Estado  

concreta el ámbito de su competencia definiendo lo que es básico 

en cada materia y deslindándolo de lo que es desarr ollo. Operando 

de esta forma, la ley estatal -que cumplirá una fun ción 

delimitadora de competencias concurrentes- condicio nará el 

alcance de las competencias de las CC.AA. en la med ida en que 

éstas deberán legislar respetando los criterios imp uestos por el 

legislador estatal salvo que la ley estatal sea anu lada por el 

Tribunal Constitucional 79. 

 

                                                 
77 Este es el criterio mantenido por el TC en la sentencia 6/1982, de 22 de Febrero (F.J.2 y 4). Las 

competencias que en esta ocasión originan el conflicto positivo de competencia resuelto por el TC están definidas en 
los artículos: 15 del EA de Cataluña y 16 del EA del País Vasco.  

El primero determina la competencia plena de la Generalidad respecto a "la regulación y administración de 
la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades en el ámbito de sus competencias, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el art.27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollan, de las facultades 
que atribuye al Estado el citado número 30 del apartado 1 del artículo 149 de la CE, y de la Alta Inspección necesaria 
para su cumplimiento y garantía".  

Por su parte el artículo 16 del EA del País Vasco, "en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional 
primera de la Constitución", reserva a esta CA, sustancialmente, iguales competencias y con la misma salvedad. 

78 En palabras de MUÑOZ MACHADO,S., "algo consustancial a la naturaleza de la ley marco es que 
su misión empieza y termina en la fijación de los principios, bases o criterios fundamentales de la regulación de una 
materia concreta. La competencia estatal no se extiende más allá. La regulación de todo lo que no es básico o 
principal pertenece o puede pertenecer a las Comunidades Autónomas". Cfr. en Las potestades legislativas de la 
Comunidades Autónomas, op. cit. pág.100 

79 Cfr. MUÑOZ MACHADO,S. en Las potestades legislativas de las Comunidades Autónomas, op. 
cit. págs. 197 y 204. 
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En relación con el título competencial del art.149. 1.30ª 

relativo a la "regulación de las condiciones de obt ención, 

expedición y homologación de títulos académicos y p rofesionales", 

el TC ha señalado que en base a la reserva ahí esta blecida en 

favor del Estado, a éste corresponde "la competenci a para 

establecer los títulos correspondientes a cada nive l o ciclo 

educativo, en sus distintas modalidades, con valor habilitante 

tanto desde el punto de vista académico como para e l ejercicio de 

las profesiones tituladas, es decir, aquellas cuyo ejercicio 

exige un título", así como "la competencia para exp edir los 

títulos correspondientes o para homologar los que n o sean 

expedidos por el Estado".  

En este marco, la LODE y la LOGSE diseñan un sistem a de 

delimitación de competencias concurrentes en el sig uiente 

sentido 80: Al Estado corresponde fijar los aspectos básicos del 

currículo o enseñanzas mínimas de cada uno de los n iveles, 

etapas, ciclos, grados y modalidades del sistema ed ucativo, con 

el fin de garantizar una formación común de todos l os alumnos y 

la validez de los títulos correspondientes a las en señanzas 

integradas en el sistema educativo 81. Las CC.AA. que hayan asumido 

                                                 
80 Cumpliendo de esta manera la función delimitadora de competencias que les corresponde como 

leyes estatales básicas. Vid. supra   
 

Sobre esta función MUÑOZ MACHADO señala que la operación que realizan las leyes estatales no es de 
atribución de competencias "sino más bien de deslinde" o delimitación en la medida en que a ellas corresponde 
determinar lo que haya de entenderse por básico (STC de 28 de Julio de 1981) y, en este sentido discrepa del criterio 
interpretativo utilizado por el TC en la Sentencia de 13 de Febrero de 1981 sobre la ley orgánica 5/1980, de 19 de 
Junio, reguladora del Estatuto de Centros Escolares (hoy derogada por la LODE) en la que se confiere a la ley estatal 
una virtualidad atributiva de competencias a las Comunidades Autónomas. Criterio corregido posteriormente por la 
Sentencia de 28 de Julio de 1981 apuntada (vid. supra). 

Continua este autor señalando que la delimitación operada por las leyes estatales tiene "eficacia definitiva 
por cuanto define el alcance de la competencia regional por relación con la del Estado" y en este sentido discrepa 
también del criterio de los magistrados que sostuvieron un voto particular frente a la sentencia del TC de 13 de 
Febrero.  

Vid. MUÑOZ MACHADO,S. en Las potestades legislativas de las Comunidades Autónomas, op. cit. 
pág.184 y ss. (especialmente, págs.191 y 204). 

81 Vid. el sistema de reparto competencial entre Comunidades Autónomas y el Estado diseñado por la 
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competencias en materia de educación, respetando ta les enseñanzas 

mínimas, podrán establecer el currículo de los dist intos niveles, 

etapas, ciclos, grados y modalidades del sistema ed ucativo 82. 

Concretamente, en relación con los títulos profesio nales de 

Técnico y Técnico Superior como forma de acreditaci ón de las 

competencias adquiridas a través de la formación pr ofesional 

específica de grado medio y superior, la LOGSE en e l art.35 

habilita al Gobierno para establecer, previa consul ta a las 

CC.AA., los títulos correspondientes a dichos estud ios y las 

enseñanzas mínimas de cada uno de ellos 83.  

 

El mismo reparto competencial hay que entender rige  para la 

regulación de las condiciones de obtención y expedi ción de los 

certificados de profesionalidad. Estos en cuanto me dio de 

acreditación de las competencias profesionales adqu iridas 

mediante la formación profesional ocupacional, la f ormación 

profesional continua y la experiencia laboral, se p ueden subsumir 

en el concepto de "títulos profesionales" a los que  se refiere el 

art.149.1.30º de la CE, e, igual que los correspond ientes a la 

formación profesional reglada, tienen carácter ofic ial y validez 

en todo el territorio español 84. 

                                                                                                                                                         
LODE en la disposición adicional primera. 

En lo que aquí interesa esta norma, después de señalar que podrá ser desarrollada por las Comunidades 
Autónomas que tengan reconocida competencia para ello, reserva al Estado "la fijación de las enseñanzas mínimas y 
la regulación de las demás condiciones para la obtención, expedición y homologación de títulos académicos y 
profesionales, válidos en todo el territorio español". 

82 Vid. el art.4 de la LOGSE en la que la competencia para establecer las enseñanzas mínimas se 
confiere al Gobierno. 

83 En virtud de tal habilitación por RD 676/1993 de 7 de Mayo, (BOE de 22 de Mayo) se han 
establecido las directrices generales sobre los títulos de formación profesional y las correspondientes enseñanzas 
mínimas. 

Señala el RD en su disposición final primera que "el presente Real Decreto tiene carácter de norma básica 
en virtud... 

84 Son varias las razones que pueden apoyar la afirmación apuntada: En primer lugar a tenor del art.1 
del RD 797/1995 sobre directrices sobre certificados de profesionalidad, tanto los certificados de profesionalidad 
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En este ámbito, como señala el RD 631/1993 que regu la el 

Plan FIP 85, corresponde al Gobierno establecer los itinerario s 

formativos y los conocimientos mínimos en cada espe cialidad que 

conduzcan al certificado de profesionalidad 86. A las CC.AA. que 

hayan asumido la gestión del Plan FIP corresponde i mpartir la 

oferta formativa correspondiente al mismo, adecuánd ose a los 

contenidos mínimos establecidos en los Reales Decre tos que 

regulan los certificados de profesionalidad de cada  ocupación. 

Estos tendrán carácter oficial y validez en todo el  territorio 

español y su expedición corresponde a las Comunidad es Autónomas 

que hayan asumido tal competencia 87. 

 

En relación con los títulos correspondientes a la e nseñanza 

universitaria corresponde al Estado establecer los títulos que 

tengan carácter oficial y validez en todo el territ orio nacional, 

así como las directrices generales de los planes de  estudio que 

                                                                                                                                                         
como los títulos profesionales del sistema educativo tienen la misma finalidad: La acreditación de competencias 
profesionales adquiridas mediante las enseñanzas profesionales, y, aquéllos igual que éstos, tendrán carácter oficial y 
validez en todo el territorio nacional. Por ello parece razonable que el Estado establezca también las enseñanzas 
mínimas requeridas en cada especialidad. 

En segundo lugar, el sistema de correspondencias y convalidaciones previsto afecta a los módulos de 
formación profesional ocupacional y reglada 

Y por último, parece lógico entender que en este ámbito, igual que en el caso de los títulos correspondientes 
al sistema educativo, se impone el principio de igualdad de todos los españoles en cualquier parte del territorio del 
Estado.  

85 Norma que por otra parte como ella misma dispone "se dicta al amparo de los previsto en el 
art.149.1.7ª, 13ª y 30ª de la Constitución, salvo los artículos 10.3 y 15, que tendrán carácter supletorio" (Disposición 
adicional séptima). 

86  De acuerdo con lo establecido en el art.18 del RD 631/1993, de 3 de Mayo por el que se regula el 
Plan FIP, el Gobierno previo informe de la Comunidades Autónomas con competencias en la gestión de la formación 
profesional ocupacional y del Consejo general de Formación Profesional estableció mediante el RD 797/1995 de 19 
de Mayo (BOE de 10 de Junio) las directrices generales para la ordenación de los certificados de profesionalidad y 
los correspondientes contenidos mínimos de la formación profesional ocupacional. 

Los certificados de profesionalidad correspondientes a cada ocupación se regulan por Real Decreto. En 
éstos se definen las competencias profesionales características de cada ocupación y los contenidos mínimos de 
formación asociados a las mismas. 

87 Como quedó apuntado supra estas competencias han sido transferidas a las CC.AA. mediante los 
RRDD de traspaso de funciones y servicios del Estado en materia de gestión de la formación profesional 
ocupacional.  
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deban cursarse para su obtención. A las Universidad es corresponde 

expedir los títulos e impartir enseñanzas conducent es a la 

obtención de otros diplomas y títulos. 

 

Por otra parte, interesa apuntar que el TC en Sente ncia 

122/1989, de 6 de Julio entendió que la competencia  en materia de 

títulos académicos y profesionales reservada al Est ado por el 

art.149.1.30ª de la CE, quedaba referida también a aquéllos a los 

que se condiciona el ejercicio de una profesión tit ulada 88. 

Al Estado, en virtud de dicho precepto constitucion al, 

corresponde en exclusiva determinar cuándo una acti vidad 

profesional debe pasar a ser una profesión titulada  y 

consecuentemente regular -en el sentido apuntado supra - las 

condiciones para la obtención, expedición y homolog ación del 

título al que se condiciona el ejercicio de la mism a. 

Sin embargo, la regulación de las condiciones de ac ceso y 

ejercicio de una actividad profesional que no haya quedado 

configurada como profesión titulada quedará fuera d el título 

competencial mencionado y, en consecuencia, podrá c orresponder a 

las CC.AA. 89. 

                                                 
88 El TC , recogiendo pronunciamientos anteriores contenidos en las Sentencias 42/1981, 82/1986, 

83/1984 y 42/1986, aclara  que no todas las actividades laborales son profesiones tituladas sino únicamente aquéllas 
<<para cuyo ejercicio se requieren títulos, entendiendo por tales la posesión de estudios superiores y la ratificación 
de dichos estudios mediante la consecución del oportuno certificado o licencia>> (F.J.3)  

 
A esta cuestión se refiere LOPEZ LOPEZ, J., en  Marcos autonómicos de relaciones laborales y de 

protección social, op. cit. pág.86. 

89  El conflicto positivo de competencia resuelto por el TC en Sentencia 122/1989, de 6 de Julio 
(BOE de 24 de Julio) tuvo por objeto una Orden autonómica por la que se convocaban unas pruebas de selección 
para obtener la habilitación de guías y guías-intérpretes de turismo en la Comunidad Autónoma de Cantabria.  

El TC resuelve a favor de la titularidad autonómica de la competencia ejercida mediante dicha Orden. Para 
ello parte de que “los poderes públicos, dentro del respeto debido al derecho al trabajo y a la libre elección de 
profesión u oficio (art.35 de la CE), y como medio necesario para la protección de intereses generales, pueden 
intervenir el ejercicio de ciertas actividades profesionales  sometiéndolas a la previa obtención de una autorización o 
licencia administrativa o a la superación de ciertas pruebas de aptitud”. Pero considera, sin embargo, que establecer 
tales requisitos, autorizaciones, habilitaciones o pruebas no es, en modo alguno, equiparable a la creación o 
regulación de los títulos profesionales, a que se refiere el art.149.1.30ª de la CE, ni guarda relación con la 
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La educación en los Estatutos de Autonomía y las 

transferencias a las Comunidades Autónomas en mater ia de 

educación.-  Todas las CC.AA. recogen en sus EE.AA. un título 

competencial relativo a la "enseñanza", mediante el  que todas 

asumen competencia plena en la materia 90; variando, no obstante, 

el mecanismo de asunción 91. 

 

Mediante los correspondientes Decretos de traspasos  las 

funciones y servicios de la Administración del Esta do en materia 

de Educación han sido transferidos a las CC.AA 92 e interesa 

                                                                                                                                                         
competencia que este precepto constitucional reserva al Estado (F.J.3). 

El art.149.1.30ª, a juicio del TC, “no reserva al Estado el control o habilitación de cualesquiera actividades 
profesionales, sino sólo le encomienda la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de 
los títulos profesionales correspondientes a profesiones tituladas”(F.J.5).                   

90 Como señala el art.15 del EA de Cataluña -y de forma prácticamente idéntica el resto-, "es de la 
competencia plena de la Generalidad la regulación y administración de la enseñanza en toda su extensión, niveles, 
grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio de los dispuesto en el art.27 de la Constitución y en las Leyes 
Orgánicas que conforme al apartado 1.º del art.81 de la misma, lo desarrollen. El Estado se reservará las facultades 
que le atribuye el número 30 del apartado 1 del art.149 de la Constitución, y la alta inspección necesaria para su 
cumplimiento y garantía". 

91 En relación con el mecanismo de asunción de competencias es posible distinguir: 
a) Las CC.AA. que asumieron competencia plena desde que accedieron a su autogobierno por la vía prevista 

en el art.151, disposición adicional 1ª y disposición transitoria 2ª de la CE: País Vasco (art.16 EA),  Cataluña (art.15 
EA), Galicia (art.31 EA), Andalucía (art.19 EA), Navarra (art.47 LORARF). 
 

b) Las CC.AA. a las que el Estado, de acuerdo con el art.150.2 de la CE, transfirió mediante las Leyes 
Orgánicas 11 y 12/1982, de 10 de Agosto, las competencias correspondientes a materias de titularidad estatal 
comprendidas en sus EE.AA. y entre ellas las relativas a la educación : Comunidad Valenciana (art.35 EA), Canarias 
(art.34.A).6 EA). 
 
  c) Las CC.AA. que, accediendo a la autonomía por la vía del artículo 143 de la CE tenían competencia 
diferida en materia de educación pero que en virtud de la Ley Orgánica 9/1992, de 23 de Diciembre alcanzaron 
competencia plena:  Asturias (art.18 EA), Cantabria (art.26 EA), La Rioja (art.12 EA), Murcia (art.16 EA), Aragón 
(art.41 EA), Castilla la Mancha (art.37 EA), Extremadura (art.13 EA), Islas Baleares (art.15 EA), Madrid (art.30 
EA), Castilla y León (art.27 bis EA). 

92 Las CCAA a las que se han transferido estas competencias son: Cataluña por RD 2809/1980, de 3 
de Octubre (BOE de 25 de Mayo), Galicia por RD 1763/1982, de 24 de Julio (BOE de 22 de Diciembre), Andalucía 
por RD 3936/1982, de 29 de Diciembre (BOE de 12 de Abril), Canarias por RD 2091/1983, de 28 Julio (BOE de 2 
de Septiembre), Comunidad Valenciana por RD 2093/1983, de 28 de Julio (BOE de 12 de Septiembre).  

Entre las competencias transferidas figura la gestión de becas y ayudas al estudio de acuerdo con los 
criterios establecidos por la Administración del Estado, quedando reservadas al Estado la convocatoria, adjudicación 
y renovación de las mismas. La Comunidad Valenciana asumió esta competencia en virtud del RD 650/1986, de 7 de 
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apuntar que entre las competencias transferidas fig ura la gestión 

de becas y ayudas al estudio de acuerdo con los cri terios 

establecidos por la Administración del Estado, qued ando 

reservadas al Estado la convocatoria adjudicación y  renovación de 

las mismas.    

 

C. LA FORMACION PROFESIONAL Y LAS RELACIONES LABORA LES. 

 

 

La materia <<laboral>> como ámbito de incidencia de  la 

formación profesional.-  La Formación Profesional se puede 

conectar con la materia <<laboral>> desde dos ángul os. 

En primer lugar, en cuanto la formación profesional  es un 

derecho derivado de la relación laboral entre empre sario y 

trabajador - ex  art.4.2.b) ET-. 

La formación profesional en el ámbito de la relació n laboral 

se configura como un derecho subjetivo del trabajad or y su 

ejercicio, por tanto, circunscrito a la relación la boral. Desde 

este punto de vista la formación profesional es <<m ateria 

laboral>> -ex art.149.1.7ª CE- y como consecuencia será laboral 

la norma que regule su contenido -estableciendo las  facultades de 

actuación, medios de protección- 93, en la medida en que incidirá 

en los elementos esenciales del contrato de trabajo 94. 

                                                                                                                                                         
Marzo (BOE de 7 de Abril). 

A Cataluña, por otra parte, mediante el RD 2724/1983, de 5 de Octubre (BOE de 27 de Octubre) se han 
transferido funciones y servicios correspondientes al INEM en materia de formación profesional reglada. 

  

93 Como señala VALDES DAL-RE, el legislador, en efecto,  a través del art.23.1 del ET formula, 
“desde una perspectiva laboral, algunos instrumentos contractuales que posibilitan y hacen efectiva la propia 
formación profesional". Cfr. en  "Una aportación jurídico-constitucional al debate político sobre la competencia de la 
actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional", op.cit. pág.21 . 

94 Vid. STC 7/1985, de 25 de Enero. 
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Por otra parte, el Sistema de Formación Profesional  promueve 

el acercamiento del sistema productivo al sistema e ducativo a 

través de diversas vías, entre las que se encuentra  la formación 

en alternancia con el trabajo. Cuando esta fórmula se dé en el 

marco de una relación jurídico laboral se estará in cidiendo en el 

sistema de relaciones laborales en la medida en que  el 

instrumento de alternancia será el contrato de trab ajo; instituto 

jurídico que obviamente hay que calificar como <<la boral>> -ex 

art.149.1.7ª CE- 95. 

 

Distribución de competencias en materia laboral.- La 

Constitución Española en el art.149.1.7º atribuye a l Estado la 

competencia exclusiva sobre la legislación laboral "sin perjuicio 

de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas". 

 

La materia laboral se configura en la CE como un ám bito de 

competencias concurrentes en el que el Estado tiene  en exclusiva 

la competencia legislativa y en el que las CC.AA., pueden en 

virtud de sus EE.AA., asumir competencias de ejecuc ión de esa 

legislación estatal. 

En efecto, con fundamento en la necesidad de manten er una 

uniformidad en la ordenación jurídica de la materia , el 

art.149.1.7º de la CE reserva al Estado la competen cia 

legislativa en materia laboral. 

Y en razón a dicho fundamento el TC ha entendido qu e la 

competencia estatal alcanza tanto a la legislación en sentido 

                                                 
95 Vid. LOPEZ LOPEZ,J. en Marcos autonómicos de relaciones laborales y de protección social, op. 

cit., pág.149. y  PEREZ AMOROS,F., en "Competencias de las Comunidades Autónomas en materia laboral. 
Especial consideración en materia de política de empleo", op. cit. págs.199 y 200. 
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formal como en sentido material 96. Así en virtud del art.149.1.7º 

CE el Estado ostenta la potestad legislativa en exc lusiva y 

también la potestad reglamentaria. 

Las CC.AA., en consecuencia, no podrán asumir potes tades 

normativas -legislativa y reglamentaria- en materia  laboral, pero 

sí, competencias de ejecución de esa legislación la boral estatal, 

en virtud de sus respectivos EE.AA. Hay que tener e n cuenta, sin 

embargo, que la materia laboral no queda del todo v edada a la 

potestad reglamentaria de las CC.AA en la medida en  que el TC ha 

considerado que éstas sí pueden dictar  reglamentos  internos de 

organización, esto es, los relativos a la organizac ión 

administrativa de los servicios que les corresponda  prestar en 

virtud de las competencias -ejecutivas, hay que ent ender- que 

asuman en esta materia 97. 

En definitiva, a las CC.AA. les puede corresponder,  tanto la 

competencia reglamentaria de organización de los se rvicios 

correspondientes en materia laboral como la activid ad de 

ejecución que vinculada a este ámbito material "com prende el 

desarrollo del conjunto de actuaciones preciso para  la puesta en 

práctica de la normativa reguladora del conjunto de l sistema de 

                                                 
96 Para el TC la expresión <<legislación>> comprende tanto la potestad legislativa como la 

reglamentaria ya que de no incluir los reglamentos ejecutivos se frustraría la finalidad del precepto constitucional de 
mantener una uniformidad en la ordenación jurídica de la materia que sólo mediante la colaboración entre Ley y 
Reglamento puede lograrse. Vid. principalmente la STC 18/1982, de 4 de Mayo, BOE de 18 de Mayo, (F.J.5) y, 
entre otras la STC 35/1982, de 14 de junio, BOE de 28 de Junio, (F.J.2) y la STC 360/1993, de 3 de Diciembre, BOE 
de 29 de Diciembre (F.J.4). 
 

En este sentido CASAS BAAMONDE ha señalado que "los intereses unitarios reclaman una legislación 
laboral común, un ordenamiento jurídico uniforme en lo laboral, cuya formación y composición desdibuja, a los fines 
proclamados, y, en consecuencia, a los de delimitación competencial, la distinción entre nomas legales (o legislación 
en sentido formal) y reglamentarias (o legislación en sentido material). Cfr. "Las competencias laborales de las 
Comunidades Autónomas en la Constitución y Estatutos de Autonomía y su interpretación por el Tribunal 
Constitucional", RL, núm.6, 1985, pág.1026. 

Vid. igualmente PALOMEQUE LÓPEZ,M.C., en "Las competencias de las Comunidades Autónomas en 
materia laboral y de Seguridad Social", op. cit. pág.410. 

97 Como en cualquier otra materia que, como la laboral, no sea de competencia exclusiva de la CA. 
Vid. STC 18/1982 , de 4 de Mayo , BOE de 18 de Mayo, (F.J.5 y 6). 
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relaciones laborales" 98. Actuaciones administrativas entre las 

que, interesa especialmente apuntar, están las acti vidades de 

vigilancia, sanción y la actividad de fomento -en l os términos 

que veremos después- 99. 

Así mismo el TC ha delimitado el ámbito material en  el que 

incide el título competencial del art.149.1.7º de l a CE, 

entendiendo que queda restringido a los institutos  jurídicos 

referentes al trabajo por cuenta ajena 100 , en la medida en que el 

adjetivo <<laboral>> hay que entenderlo referido ún icamente al 

trabajo prestado en régimen de ajenidad, de manera que por 

<<legislación laboral>> habrá que entender "aquella  que regula 

directamente la relación laboral es decir(...)la re lación que 

media entre los trabajadores que presten servicios  retribuidos 

por cuenta ajena y los empresarios, en favor de los  que bajo la 

dirección de quienes se prestan estos servicios, co n las 

exclusiones y excepciones que en dicha Ley se indic an" 101 . 

 

De lo dicho se desprende que este ámbito material d e 

competencias incluirá, no sólo las obligaciones y d erechos de los 

trabajadores y de los empresarios en materia labora l, sino 

también en materia educativa y de empleo en cuanto su ejercicio 

derive de la relación laboral 102 .  

                                                 
98 Cfr. STC 194/1994, de 28 de Junio, BOE de 26 de Julio, (F.J.3) y entre otras las ahí citadas: 

35/1982, 39/1982, 48/1982, 7/1985 ó 17/1986. 

99 El TC ha señalado que la imposición de sanciones por incumplimiento de la legislación laboral en 
función de la gravedad de las infracciones, como ejecución de la legislación laboral, corresponde a las CCAA. Vid. 
en este sentido entre otras las SSTC 39/1982 cit. (F.J.11) y 249/1988, de 20 de Diciembre, BOE de 13 de Enero (F.J. 
3 y 4).  

En relación con la competencia autonómica sobre la Inspección de trabajo, vid. GARCIA RUBIO,A., en La 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, Tesis Doctoral, 1998, págs.108 y ss. 

100 Vid. STC 39/1982, de 30 de Junio, BOE de 16 de Julio, (F.J.9) 

101 Vid. STC 35/1982, (F.J.2). 

102 Vid. GARCIA FERNANDEZ,M., en “Distribución competencial en materia laboral”, RL, Tomo II, 
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Por ello habrá que tener en cuenta, como señala DE LA 

VILLA 103  que, “la carencia de potestades de las Comunidades  

Autónomas en el área laboral no consiste sólo en la  imposibilidad 

de aprobar una ley o un reglamento de contenido ple namente 

laboral, sino cualquier norma o precepto que, inclu so incorporada 

en una disposición normativa aparentemente no labor al, se 

proyecte sobre este núcleo de imputación” 104 . 

 

                                                                                                                                                         
1992, pág.110. 
 

Desbordaría  el ámbito de competencias autonómicas una norma autonómica, que por ejemplo ampliara el 
ámbito de aplicación del contrato en prácticas a los estudiantes de los últimos cursos. Esta previsión según señala  
LOPEZ LOPEZ J., en  Marcos autonómicos de relaciones laborales y de protección social, op. cit. pág.155 se 
establecía en el D. 67/1986, de 4 de Marzo del Departamento de Trabajo del País Vasco. 

103 Cfr. DE LA VILLA GIL,L.E., en “Potestades normativas de las Comunidades Autónomas en 
materia laboral y de seguridad social”, ACARL, págs. 14 y 15. 

104 Resulta especialmente significativa la STC 39/1982 en la que resolvió un conflicto positivo de 
competencia promovido por el Gobierno frente al Decreto del Gobierno Vasco 108/1981 de 28 de Septiembre. 
El Decreto objeto de controversia fue dictado en desarrollo del art.15 de la Ley 8/1981, sobre Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma del País Vasco para 1981. Motivo por el cual el TC procedió primero a 
enjuiciar si el art.15.3 de la Ley 8/1981 como norma habilitante incidía en excesos competenciales comprendiendo 
materias no correspondientes al ámbito autonómico.  

El citado precepto establecía un derecho y un correlativo deber de información a los representantes de los 
trabajadores en los siguientes términos: “Las empresas públicas y privadas que reciban subvenciones corrientes o de 
capital de los departamentos del Gobierno de la Comunidad Autónoma o de sus Organismos autónomos, vendrán 
obligadas a informar a sus Comités de Empresa o Delegados de personal de las cantidades recibidas, así como de la 
distribución que realicen de tales fondos. El Gobierno , en el plazo de dos meses de entrar en vigor esta Ley, 
reglamentará las normas que regulen ese derecho de información.” 

El TC consideró que la norma autonómica no incurría en exceso competencial en la medida en que era 
dictada por una CA con potestad normativa en el sector subvencionado -promoción industrial y defensa del empleo- 
y, en cuanto tal obligación se establecía como mecanismo de control de las subvenciones y no como un “derecho y 
correlativo deber de información, incluido en el marco de los derechos de representación colectiva de los 
trabajadores que tienen en el título II del Estatuto de los Trabajadores su disciplina principal”. 

La norma en cuestión -dirá el TC- es “una disposición relativa a la disciplina de las subvenciones” y la 
obligación de informar a los representantes de los trabajadores se configura dentro del esquema negocial de la 
subvención como parte del contenido obligacional. De manera que el incumplimiento de dicha obligación “podrá 
generar el efecto sancionador previsto con carácter general en las normas aplicables a la subvención  o el propio y 
específico de la concreta y determinada subvención de que se trate” pero no “los efectos sancionadores que establece 
el artículo 57 del ET”. De lo contrario se estaría incurriendo en inconstitucionalidad en la medida en que el título 
competencial legitimador de la norma dejaría de ser el propio de la disciplina de las subvenciones para ser el 
correspondiente a la materia laboral que, como es sabido excluye la potestad normativa de las CCAA.  

Éste será precisamente el motivo por el que la misma sentencia anuló el Decreto 108/1981 del Gobierno 
Vasco. A juicio del TC la norma autonómica sí incurría en este caso en vicio de incompetencia ya que “aun tomando 
la subvención como objeto sobre el que se proyecta el derecho de información, lo que reglamenta son aspectos de 
este derecho”, regulado en sus líneas básicas en una ley laboral, y anuda a su incumplimiento un efecto sancionador 
también laboral. 
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La materia laboral en los Estatutos de Autonomía y las 

transferencias a las Comunidades autónomas.-  Todas las CC.AA. 

recogen en sus EE.AA. un título competencial relati vo a la 

"materia laboral", mediante el que asumen competenc ia de 

ejecución de la legislación laboral del Estado 105 ; variando, no 

obstante, el mecanismo de asunción 106 . 

 

 En virtud de los sucesivos Decretos se han traspas ado las 

funciones y servicios del Estado a las CC.AA. en ma teria laboral 

107  y actualmente son pocas las potestades que no qued an bajo el 

poder ejecutivo de los entes autonómicos. Entre est as es 

importante señalar que la Administración del Estado  seguirá 

ejercitando las competencia relativas a los fondos de ámbito 

nacional y de empleo 108 . 

                                                 
105 En efecto, como señala el art.11 del EA de Cataluña -y de forma prácticamente idéntica el resto-, 

"corresponde a la Generalidad la ejecución de la legislación del Estado en las siguientes materias:...2) Laboral, 
asumiendo las facultades, competencias y servicios que en este ámbito y a nivel de ejecución ostenta actualmente el 
Estado respecto a las relaciones laborales, sin perjuicio de la alta inspección de este. Quedan reservadas al Estado 
todas las competencias en materia de migraciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin 
perjuicio de lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias" .  

El ejercicio de dicha competencia "deberá sujetarse a las normas reglamentarias que en desarrollo de su 
legislación dicte el Estado" (art.25.2 EA Cataluña) 

106 El mecanismo de asunción de competencias es el mismo que en materia de educación , por tanto, a 
lo dicho supra me remito. 

107 Hasta la fecha se han traspasado las funciones y servicios de la Administración del Estado en 
materia de trabajo a las CC.AA. de: País Vasco por RD 2209/1979, de 7 de Septiembre (BOE de 21 de Septiembre) y 
RD 1260/1981, de 8 de Mayo (BOE.....) , Cataluña por RD 2210/1979, de 7 de Septiembre (BOE....), Galicia por RD 
1706/1982, de 24 de Julio (BOE de 29 de Julio), Andalucía por RD 4043/1982, de 29 de Diciembre (BOE de 3 de 
Febrero), Comunidad Valenciana por RD 4105/1982, de 29 de Diciembre (BOE de 25 de Febrero), Canarias por RD 
1033/1984, de 11 de Abril (BOE de 1 de Junio), Navarra por RD 937/1986, de 11 de Abril (BOE de 14 de Mayo), 
Murcia por RD 375/1995, de 10 de Marzo, (BOE de 18 de Abril), Castilla-La Mancha por RD 384/1995, de 10 de 
Marzo, (BOE de 19 de Abril), Aragón por RD 572/1995, de 7 de Abril (BOE de 10 de Mayo), Extremadura por RD 
642/1995, de 21 de Abril, (BOE de 17 de Mayo), Castilla y León por RD 831/1995, de 30 de Mayo (BOE de 6 de 
Julio), La Rioja por RD 946/1995, de 9 de Junio (BOE de 6 de Julio), Madrid por RD 932/1995, de 9 de Junio (BOE 
de 11 de Julio), Baleares por RD 98/1996, de 26 de Enero (BOE de 29 de Febrero). 

108 La especial referencia que se hace a este ámbito de competencias  deriva de la importancia que tal 
previsión tendrá en relación con el Sistema de financiación de las acciones de formación continua previsto en el AT. 
En la  STC 95/2002, de 25 de Abril se entiende que tal dispositivo financiero no se puede identificar como fondo de 
ámbito nacional o de empleo lo que será determinante, a juicio del TC, de que dicha financiación se realice mediante 
la técnica de la territorialización, es decir, aplicando un sistema de gestión descentralizado y no centralizado como el 
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D. LA FORMACIÓN PROFESIONAL Y LA SEGURIDAD SOCIAL . 

 

 

La Seguridad Social como ámbito de incidencia de la  

Formación Profesional.  La adopción de medidas formativas por los 

poderes públicos puede afectar al ámbito material d e la Seguridad 

Social, principalmente en relación con la acción pr otectora del 

Sistema.  

Así ocurrirá, en efecto, cuando las prestaciones de  

Seguridad Social queden vinculadas al cumplimiento de 

obligaciones formativas, ya sea como  requisitos pa ra percibir  

determinadas prestaciones -como es el caso de la pr estación 

asistencial por desempleo-, ya como requisito para mantener la  

condición de beneficiarios de las prestaciones -com o es el caso  

de la prestación contributiva por desempleo-. O bie n cuando la 

cuantía de la prestación se condiciona al nivel de cualificación 

 del preceptor -como en el caso de la prestación ec onómica por 

incapacidad permanente total- . 

Y, por otra parte también se puede establecer la ac ción 

formativa como prestación como en el caso de la pre stación de 

recuperación. 

 

La distribución de competencias en materia de Segur idad 

Social. - El art.149.1.17º de la CE, reserva al Estado la 

competencia exclusiva sobre “la legislación básica y el régimen 

económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución 

de sus servicios por las Comunidades Autónomas”. 

La Seguridad Social queda así configurada como un á mbito 

                                                                                                                                                         
que hasta la fecha se utiliza.  
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material en el que pueden compartir competencias el  Estado y las 

CC.AA. La delimitación constitucional  del ámbito d e competencias 

estatal varía, no obstante, dependiendo de si se tr ata de la 

ordenación de esta materia o de su régimen económic o por lo que 

conviene hacer un tratamiento diferenciado de ambos  ámbitos de 

actuación. 

 

En primer término, la reserva de la “legislación bá sica” en 

favor del Estado establecida en el art.149.1.17º ha y que 

entenderla en el sentido de que la CE confiere a és te la 

competencia para establecer los “principios, bases y directrices” 

de la ordenación de la Seguridad Social que, a deci r del TC, son 

los criterios generales -objetivos, fines y orienta ciones 

generales- de regulación de ese sector del ordenami ento jurídico 

que deben ser comunes a todo el Estado  con fundame nto en la 

necesidad de asegurar los principios de unidad del ordenamiento  

de la Seguridad Social y el de igualdad de tratamie nto de todos 

sus miembros 109 . 

A partir de este marco las CC.AA. podrán desarrolla r sus 

propias competencias legislativas que, a salvo de m ayores 

restricciones que pudieran establecer los respectiv os  EE.AA., se 

limitarán a la legislación no básica así como al de sarrollo o 

pormenorización  de las bases y principios establec idos en la 

norma estatal, es decir, al desarrollo legislativo de la 

                                                 
109  Vid. STC 1/1982, de 28 de Enero, BOE de 26 de Febrero, (F.J.1), así como la STC 25/1983, de 7 

de Abril, BOE de 27 de Abril, que su F.J.4 señala que “por <<principios>> <<bases>> y <<directrices>> hay que 
entender los criterios generales de regulación de un sector del ordenamiento Jurídico o de una materia jurídica que 
deben ser comunes a todo el estado. Por ello la mencionada idea posee un sentido positivo y otro negativo: el sentido 
positivo manifiesta los objetivos, fines y orientaciones generales para todo el Estado, exigidos por la unidad del 
mismo y por la igualdad sustancial de todos sus miembros; un sentido negativo, por la misma razón, constituye el 
límite dentro del cual tienen que moverse los órganos de la comunidades Autónomas en el ejercicio de sus 
competencias cuando, aun definiéndose estas como exclusivas, la Constitución y el Estatuto de Autonomía las dejan 
así limitadas”. 
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legislación básica estatal 110 . 

 

En este contexto la adopción de medidas legislativa s 

relativas al Sistema de Formación Profesional será competencia de 

los órganos del Estado cuando incidan en aspectos b ásicos del 

sistema de Seguridad Social.  

Así, establecer la vinculación entre acciones de fo rmación 

profesional y las prestaciones de Seguridad Social corresponderá 

al Estado en la medida en que la “acción protectora ” se considera 

como un aspecto fundamental del Sistema 111  y como consecuencia, 

<<básicas>> serán cuestiones relativas a las presta ciones de la 

Seguridad Social como son los requisitos o su régim en jurídico 112  

Por consiguiente, corresponde al Estado la imposici ón de 

obligaciones en materia formativa a los beneficiari os de las 

prestaciones así como establecer las consecuencias de su 

incumplimiento.  

 

 

Sin embargo, la potestad sancionadora corresponderá  a las 

CC.AA. ya que, según el orden constitucional de com petencias en 

materia de Seguridad Social, el TC ha entendido que   la ejecución 

-y con ella la potestad sancionadora- pueden corres ponder a las 

                                                 
110 Vid. PALOMAR OLMEDA,A. y ZATARAIN DEL VALLE,R., en “La distribución de 

competencias en materia de Seguridad Social y la sentencia del Tribunal Constitucional de 7 de Julio de 1989", RT, 
núm.99, 1990, págs.25 y 26. 

Vid. STC 32/1983, de 8 de Abril, BOE de 17 de Mayo, (F.J.2) 

111 Señala DE LA VILLA que “<<legislación básica de seguridad social>> deberá ser definida como 
toda regulación legal o reglamentaria referida a los aspectos sustantivos o fundamentales del sistema, tales como 
<<el campo de aplicación>>, la <<acción protectora>> y, por supuesto, el <<régimen económico>>”. Cfr. en 
“Potestades normativas de la Comunidades Autónomas en materia laboral y de Seguridad Social”, op. cit. pág.20. 

112 Vid. BLASCO LAHOZ,J.F., LOPEZ GANDIA,J. Y MOMPARLER CARRASCO,M.A., en Curso 
de Seguridad Social, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 1994, pág.73 y PALOMAR OLMEDA,A. Y ZATARAIN DEL 
VALLE,R, en  “La distribución de competencias en materia de Seguridad Social y la sentencia del Tribunal 
Constitucional de 7 de Julio de 1989", op. cit. págs.16, 36 y 37. 
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CC.AA. si así lo establecen sus EE.AA. 113 . 

El TC, en efecto, en la sentencia 195/1996 reconoci ó a la 

Comunidad Autónoma del País Vasco la facultad de sa ncionar las 

conductas de los trabajadores tipificadas como infr acciones 

graves consistentes en “negarse a participar en acc iones de 

promoción, formación y reconversión profesionales, salvo causa 

justificada” y sancionada con la extinción de la pr estación o 

subsidio por desempleo (art.46.1.2 LISOS).  

Señala el TC que esta medida está relacionada con l a 

prestación por desempleo por lo que se trata de una  infracción en 

materia de Seguridad Social, motivo por el cual, a efectos de 

distribución de competencias, queda ubicada en el t ítulo 

competencial del art.149.1.17 de la CE 114 . 

Se corrobora en esta sentencia la ya apuntada incid encia de 

estas  medidas de formación profesional en el títul o competencial 

relativo a la Seguridad Social.  

 

En segundo término, el art.149.1.17º de la CE reser va al 

Estado la competencia exclusiva sobre el <<régimen económico de 

la Seguridad Social>>. En este ámbito material las potestades 

normativas corresponden en exclusiva al Estado pero  no así las 

facultades de gestión o ejecución que puede compart ir con las 

CC.AA. Los entes autonómicos, en efecto, pueden asu mir facultades 

en la gestión del régimen económico de la Seguridad  Social, aun 

cuando dicha competencia estará fuertemente limitad a por los 

principios de unidad presupuestaria y solidaridad d el sistema 

                                                 
113 Básicamente éste es el argumento que lleva al TC a declarar la inconstitucionalidad de, entre otros 

preceptos de la LISOS (en su redacción de 1988), los arts.46.4 y 47, en relación con el aludido art.30.2 de esa 
norma. Vid. STC 195/1996, de 28 de Noviembre, BOE de 3 de Enero de 1997. 

114 Por ello el TC entiende que la potestad sancionadora corresponde al País Vasco en la medida en 
que la infracción pertenece a una materia sobre la que esta CC.AA. ostenta competencias de desarrollo legislativo y 
de ejecución. Vid. STC 195/1996 (F.J.10). 
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público de Seguridad Social.    

Así se recoge en  Sentencia 124/1989 del TC en la q ue, si 

bien se afirma que el art.149.1.17º de la CE atribu ye en 

exclusiva al Estado además de potestades normativas , facultades 

de gestión o ejecución del régimen económico de la seguridad 

social, sin embargo se entiende que la competencia exclusiva 

estatal en torno a la gestión del régimen económico  de la 

Seguridad Social no impide cierto margen de actuaci ón a las 

CC.AA. en este ámbito 115 .  

    A juicio del TC las competencias autonómicas de  gestión 

deben conciliarse con las competencias -también de gestión- que 

en ese ámbito corresponden al Estado como garantía de los   

principios de unidad y solidaridad del Sistema de S eguridad 

Social y por ello advierte que  las CC.AA. a través  de sus EE.AA. 

únicamente podrán asumir aquellas facultades que “n o puedan 

comprometer la unidad del sistema o perturbar su fu ncionamiento 

económico uniforme, ni cuestionar la titularidad es tatal de todos 

los recurso de la Seguridad Social o engendrar dire cta o 

                                                 
115 La STC 124/1989, de 7 de Julio, BOE de 9 de Agosto, resolvió un conflicto positivo de 

competencia planteado por la Generalitat de Cataluña en relación con los apartados a),b),c),e),i),l) y m) del art.1.1 
del RD 1314/1984, de 20 de junio, regulador de la estructura y competencias de la Tesorería General de la Seguridad 
Social por entender que invadían las competencias reconocidas por el EAC a la Generalitat en el art.17.2.b). 

Esta STC ha resultado muy polémica y buena prueba de ello lo constituyen los tres votos particulares que la 
acompañan y los numerosos comentarios críticos que entre la doctrina científica ha suscitado, entre otros: 
PALOMAR OLMEDA,A. Y ZATARAIN DEL VALLE,R., en “La distribución de competencias en materia de 
seguridad Social y la Sentencia del tribunal Constitucional de 7 de Julio de 1989", op. cit. págs.44 y ss., LOPEZ 
LOPEZ,J., en Marcos autonómicos de relaciones laborales y de protección social, op. cit. págs.210 a 213 y GARCIA 
RUBIO,A., op. cit. págs.120 a 126. 

Esta resolución no es cuestionada por los criterios interpretativos que enuncia sobre el art.149.1.17º de la 
CE (F.J.2 y 3)-que, aunque con ciertas matizaciones, por regla general se comparten incluso por dos de los votos 
particulares formulados a la misma-, sino por la aplicación que hace de dichos criterios en la delimitación 
competencial sobre las materias controvertidas y que conducen al TC a resolver a favor de la titularidad estatal de 
competencias de gestión que, o bien  no resultan imprescindibles para garantizar los principios de unidad y 
solidaridad del sistema -como es el caso de la <<gestión y control de la cotización y recaudación de cuotas y demás 
recursos de financiación del sistema de la Seguridad Social>> o de la <<ordenación de los pagos de las obligaciones 
de la Seguridad Social>>-, o bien desbordan el régimen económico-financiero que hasta ese momento era 
considerado contenido material del <<régimen económico de la Seguridad Social>>, incidiendo en su régimen 
económico-administrativo y ampliando de esta forma el contenido material de aquél, -como sería el caso de la 
<<inscripción de empresas y la afiliación, altas y bajas de los trabajadores>>-. 
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indirectamente desigualdades entre los ciudadanos e n lo que atañe 

a la satisfacción de sus derechos y al cumplimiento  de sus 

obligaciones de seguridad social”. 

 

Delimitación competencial en la recaudación de cuot as 

de formación profesional.- La sentencia anterior -STC 124/1989-, 

además de por ofrecer los apuntados criterios inter pretativos del 

art.149.1.17º de la CE, reviste especial interés pa ra este 

trabajo en la medida en que se pronuncia sobre la d elimitación 

competencial relativa a la <<recaudación de las cuo tas de 

desempleo, fondo de garantía  salarial y formación profesional, 

en tanto aquella se efectúe conjuntamente con la de  la Seguridad 

Social>>.  

Sobre este particular el TC señala que las cuotas i ndicadas 

-entre las que se encuentra la de formación profesi onal- “no son 

recursos de la Seguridad Social, sino del INEM y de l FOGASA, que 

no son en puridad Entidades Gestoras de la Segurida d Social” en 

consecuencia su recaudación no se podrá entender co mo una función 

propia de la gestión del régimen económico de la Se guridad Social 

en la medida en que no inciden en el referido ámbit o material de 

atribución competencial 116 . 

Este pronunciamiento en primer término corrobora qu e las 

cuotas de formación profesional no son recursos eco nómicos  de la 

Seguridad Social. Y, así es en efecto, pero no porq ue sean 

recursos del INEM como argumenta el TC, sino porque  el destino de 

dichos fondos es la financiación de las necesidades  formativas de 

la población activa y no la financiación de las nec esidades que 

tiene como finalidad satisfacer el sistema de la Se guridad Social 

                                                 
116 Vid. Fundamento jurídico 8. 
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mediante sus prestaciones 117 . 

 

Los fondos de financiación de la formación profesio nal no 

son recursos económicos de la Seguridad Social y po r tanto no 

integran su patrimonio, aun cuando se recauden por la TGSS  

conjuntamente con las cuotas de Seguridad Social. E sta 

recaudación conjunta, debida a motivos meramente or ganizativos, 

es la que determina que el tratamiento jurídico de la cuota de 

formación profesional se equipare a las de Segurida d Social a  

efectos de la gestión recaudatoria, lo que no signi fica que las 

cuotas de formación profesional integren la caja ún ica de la 

Seguridad Social cuyo control corresponde al Estado . Por ello en 

el orden competencial es perfectamente defendible l a 

desvinculación de la recaudación de la cuota de for mación 

profesional de la materia competencial <<régimen ec onómico de la 

Seguridad Social>> 118 . 

Y es en este sentido en el que se pronunció el TC e n la 

sentencia 124/1989 al excluir del conjunto de activ idades  

ejecutivas que engloba el sector material <<régimen  económico de 

 la Seguridad Social>> la recaudación de la cuota d e formación 

profesional. Exclusión que, en buena lógica, conlle varía la de la 

potestad sancionadora -en cuanto competencia ejecut iva- en 

relación con las infracciones relativas a la cuota de formación 

                                                 
117 Comparte VALDES DAL-RE la conclusión a la que llega el TC, criticando, sin embargo, el 

argumento utilizado para ello, ya que, a su juicio “para excluir una determinada cuota recaudada por la TGSS de la 
materia competencial del <<régimen económico de la seguridad Social>> no basta con discernir su <<titularidad>>. 
Es necesario conocer su contenido material; esto es indagar el destino o fin de los recursos allegados”.  

Por otra parte, según  este autor, la inadecuada fundamentación jurídica utilizada por el TC condujo a que 
en esta sentencia se excluyera erróneamente de la materia competencial <<régimen económico de la Seguridad 
Social>> las cuotas de desempleo cuando en realidad éstas sí son  recursos económicos de la Seguridad Social en la 
medida en que están dirigidas a financiar una prestación de Seguridad Social.  Cfr. VALDES DAL-RE,F., en “Una 
aportación jurídico-constitucional al debate político sobre la competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de 
formación profesional”, op. cit. pág.26. 

118 Cfr. VALDES DAL-RE, F., en “Una aportación jurídico constitucional al debate  político sobre la 
competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional”, op. cit. pág.27 



 
 75 

profesional 119 . 

 

No queda claro, sin embargo, que sea este el criter io 

mantenido por el TC en la sentencia 195/1996. 

En esta ocasión el TC emite juicio de encuadramient o 

competencial de la potestad sancionadora relativa - entre otras- a 

las infracciones que en materia de cotizaciones pre veía la LISOS 

en el art.14.1.5, afirmando que forma parte de la c ompetencia en 

materia de <régimen económico de la Seguridad Socia l>> y que por 

tanto corresponde al Estado como titular de la comp etencia 

ejecutiva y por ende de la gestión de la caja única  de la 

Seguridad Social 120 . 

El TC no hace distinción alguna entre las cuotas a recaudar 

y de ahí surge la duda de si el criterio apuntado e n la sentencia 

es aplicable a todas las cuotas que recauda el Sist ema de 

Seguridad Social o por el contrario sólo a las de S eguridad 

Social.  

A juicio de VALDES DAL-RE, hay argumentos para defe nder 

tanto una interpretación como otra. En favor de la primera aboga 

interpretar el término <<cotizaciones>> teniendo en  cuenta el 

dato normativo de que a los efectos de la LISOS “se  asimilan a 

las infracciones y sanciones en materia de Segurida d Social las 

producidas respecto de otras cotizaciones que recau de el Sistema 

de Seguridad Social” (art.14.2 LISOS), lo que lleva ría a entender 

                                                 
119  En el mismo sentido, vid. VALDES DAL-RE, F., en “Una aportación jurídico constitucional al 

debate  político sobre la competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional”, op. cit. 
pág.27. 

120 A favor de esta conclusión el TC argumenta, por una parte, que dichas infracciones recaen 
directamente sobre la actividad económica de la Seguridad Social en la medida en que se hallan inmediatamente 
referidos a la percepción de los ingresos o a la realización de los gastos correspondientes, y por otra que en ellas el 
objeto inmediato de tutela es la gestión de la caja única de la Seguridad Social. Esta potestad la tiene atribuida el 
Estado lo que “determina que éste , como titular de la ejecución, ostente también la potestad de declarar infracciones 
e imponer sanciones, que no es sino una técnica específica de control, y que forma parte, por consiguiente, de su 
competencia en materia de régimen económico”.  Vid. el  F.J.8 y el 9 recogiendo la conclusión apuntada en el texto. 
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que para el TC dicha asimilación no opera únicament e a efectos de 

la definición legal de infracciones y sanciones, si no también en 

la atribución de competencias sancionadoras lo que justificaría 

que en la sentencia 195/1996 no se distinga entre u nas cuotas y 

otras. De ser esto así, se produciría la anunciada contradicción 

con la sentencia 124/1989 ya que ahora el criterio será que la 

potestad sancionadora en relación con la recaudació n de cuotas de 

formación profesional sí integra la competencia eje cutiva sobre 

el régimen económico de la Seguridad Social y por t anto queda 

reservada al Estado ex  art.149.1.17º CE. 

Esta conclusión sería válida si la premisa de parti da fuera 

cierta, es decir, si las cuotas de formación profes ional 

integraran el patrimonio económico de la Seguridad Social pero, 

como ya quedó apuntado, esto no es así, por lo que hay que 

convenir con VALDES DAL-RE en que “es contrario a l a más 

elemental lógica jurídica el afirmar que la potesta d sancionadora 

sobre esos mismos recursos es, sin embargo, un acto  perteneciente 

al campo del régimen económico  de la Seguridad Soc ial” 121 . 

 

Apunta este autor otra posible interpretación de la  STC 

195/1996 que lleva a entender que la relación de la  cuota de 

formación profesional con el título competencial << régimen 

económico de la Seguridad Social>> es una materia i mprejuzgada 

por esta sentencia. En la resolución judicial no ha y, en efecto, 

referencia alguna a dicha  materia porque no fue és ta objeto del 

recurso de inconstitucionalidad y, consecuentemente , tampoco 

debatida en el proceso constitucional. Es por ello por lo que a 

juicio de este autor la sentencia 195/1996 no aport a nada nuevo 

ni distinto en el juicio de encuadramiento de la fo rmación 

                                                 
121 Cfr. VALDES DAL-RE,F., en “Una aportación jurídico-constitucional al debate  político sobre la 

competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional”, op. cit. págs.28 y 29. 
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profesional ocupacional con las salvedades apuntada s supra : Los 

incentivos a la formación profesional ocupacional - pertenecientes 

al campo de la legislación laboral, art.149.1.7º CE - y las 

medidas formativas vinculadas a prestaciones de la Seguridad 

Social -insertas en el título competencial relativo  a la 

legislación básica de la Seguridad Social, art.149. 1.17º CE-. 

 

A mi juicio, la segunda interpretación es la que re sulta más 

acorde al régimen del reparto competencial establec ido en la CE. 

 El legislador estatal no puede disponer de las reg las sobre 

competencia establecidas en la CE como sería el cas o si se 

entendiera que el art.47 de la LISOS atribuye la po testad  

sancionadora en relación con las infracciones en ma teria cuotas 

de formación profesional, desconociendo que éstas n o integran la 

caja única de la Seguridad Social. 

No obstante lo anterior, es necesario tener en cuen ta que, 

como se apuntó, esta interpretación implicaría que la sentencia 

195/1996 deja indeterminado el título competencial afectado por 

la recaudación de cuotas de formación profesional 122 . 

 

Como ya quedó apuntado supra , desde mi punto de vista, el 

título competencial que debe regir en relación con la recaudación 

de la cuota de Formación Profesional es el relativo  a la política 

de empleo. 

Otra cosa es la cuota por Formación Profesional des de la 

perspectiva del gasto (incentivos o ayudas a la for mación 

profesional) -a la que se hará referencia infra- . 

En unas ocasiones la disposición del gasto se vincu lará a 

                                                 
122  En este sentido, vid. VALDES DAL-RE, F., en “Una aportación jurídico constitucional al debate  

político sobre la competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación profesional”, op. cit. pág.28 y 29. 
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una relación laboral, como sería el caso de las ayu das previstas 

en el ANFC para trabajadores ocupados, y, en otras,  quedará 

desvinculada del ámbito laboral dirigiéndose a aten der las 

necesidades formativas de la población desempleada,  autónomos, 

etc. En este último supuesto, podría estar vinculad a a tres 

títulos competenciales diversos: Materia laboral, s i afectara a 

las relaciones laborales, materia de empleo en la m edida en que 

los fondos se destinaran a la formación profesional  de los 

desempleados o materia de seguridad social si estuv iera asociada 

a una prestación principal. 

 

La Seguridad Social en los Estatutos de Autonomía y  las 

transferencias a las Comunidades Autónomas.-  Todas las CC.AA. 

recogen en sus EE.AA. competencias en materia de Se guridad 

Social. Sin embargo, el nivel competencial alcanzad o no es 

homogéneo pues sólo han alcanzado el techo competen cial permitido 

en este ámbito las CC.AA. de régimen originario ple no de 

competencias y las CC.AA. Valenciana y Canaria que en virtud de 

la reforma de sus EE.AA. han quedado equiparadas a ellas 123 . 

En cuanto a las trasferencias a las CC.AA., nada ha y que 

reseñar pues ninguna de las funciones y servicios t raspasados 

hasta la fecha tienen incidencia en materia de form ación 

                                                 
123 Han asumido, el “desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica de la seguridad social 

del Estado, salvo las normas que configuran el régimen económico de la misma” , “la gestión del régimen económico 
de la Seguridad Social”, “la organización y administración de todos los servicios relacionados con la Seguridad 
Social, así como la tutela de las instituciones, entidades y fundaciones correspondientes, reservándose el Estado la 
alta inspección en la materia” .Así lo señalan los arts.18.2,a),b),18.4 y 18.5 del EA del País Vasco y con idéntico 
tenor el resto. Vid. Cataluña (arts.17.2,a),b), 17.4 y 17.5 EA), Galicia (arts.32.2 y 33.4 EA), Andalucía (arts.20.1, 
20.2,a),b),20.5 EA) y Navarra (arts. 54.1,a),b), 54.2 y 3 LORARF). La Ley 12/1982, de 10 de Agosto le transfirió a 
la Comunidad Valenciana dichas  competencias y ésta las asumió mediante su incorporación al EA por Ley Orgánica 
5/1994, de 24 de Marzo) -arts.38.2,4 y 5 EA-.y lo mismo ocurrió con la el EA de Canaria mediante la LO 4/1996, de 
30 de Diciembre. 

  
Del resto de CC.AA. sólo cabría mencionar que Extremadura mediante la reforma de su EA ha asumido 

competencias de distribución y gestión de los fondos para la protección del desempleo. 
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profesional. 

 

E. LA POTESTAD SUBVENCIONADORA EN MATERIA DE FORMACION 

PROFESIONAL. 

  

La potestad subvencionadora en materia de formación  

profesional.-  La actividad subvencionadora es una forma de 

manifestación del poder de gasto público consistent e en disponer 

de fondos públicos a favor de terceros, para foment ar una 

actividad de utilidad o interés social o para promo ver la 

consecución de un fin público. 

 

La actividad subvencionadora en materia de formació n 

profesional tiene especial importancia por dos moti vos: 

En primer lugar, desde un punto de vista cualitativ o ya que 

la subvención 124  en este terreno ha proliferado de tal forma que 

hoy es difícil encontrar una acción formativa del S istema de 

Formación Profesional que no lleve aparejada una di sposición de 

gasto del Estado o de las CC.AA., ya sea para fomen tar la propia 

formación de trabajadores -ocupados o no- como meca nismo de 

empleabilidad, ya sea para fomentar la colaboración  de entidades 

públicas o privadas con la administración principal mente para la 

realización de actividades formativas. 

A este respecto me parece de interés recoger aquí u na de las 

reflexiones que BARBAGELATA hace en su estudio sobr e las líneas 

de tendencia de los sistemas de formación profesion al en el 

mundo. Este autor en torno a la nueva asignación de  recursos 

destinados a la formación profesional señala que “s e ha comenzado 

                                                 
124 Sobre el concepto de subvención vid. MERCADER UGUINA,J.R. y TOLOSA TRIBIÑO,C., en 

Derecho administrativo laboral, Ed.  Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pág.543., donde se recoge entre otras la 
definición  dada por   FERNANDEZ FARRERES. 
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a crear una verdadera cultura patronal de la formac ión en la 

empresa subvencionada con recursos públicos”, y, co mo el mismo 

autor apunta, esta aseveración es perfectamente pre dicable del 

caso español 125 . 

 

En segundo lugar, sobre la base anterior hay que te ner en 

cuenta que hay determinados programas formativos, s eñaladamente 

los que alternan formación y empleo, en los que ade más de las  

subvenciones para cubrir los gastos de formación se  prevén otras 

dirigidas a cubrir la remuneración de los trabajado res 

contratados en el desarrollo de dichos programas. 

El empleo vinculado a este segundo tipo de ayuda pú blica 

puede adquirir la condición de  <<empleo subvencion ado>> en la 

medida en que por el hecho de existir tal subvenció n los 

contratos de trabajo estén sujetos a un régimen jur ídico 

especial 126 . Como habrá ocasión de ver con más detalle en el 

capítulo tercero de este trabajo, así ocurre con el  empleo 

derivado de los programas de formación y empleo. 

En lo que aquí interesa, es decir, a efectos de jus tificar 

el estudio que se va a emprender sobre el sistema d e distribución 

de competencias en relación con las subvenciones a la formación 

profesional, hay que tener en cuenta, por una parte , que en la 

medida en que esta categoría de empleo queda vincul ado a las 

ayudas públicas la  existencia de los contratos de trabajo a los 

que da lugar dependerá en primer término de la deci sión del poder 

público que ejercite la potestad subvencionadora 127 , y, por otra, 

                                                 
125 Cfr. BARBAGELATA,H.H., en  Formación y legislación del trabajo: tendencias de las recientes 

legislaciones sobre formación profesional, CINTERFOR/OIT, 1996, pág.31. 

126 Sobre el <<empleo subvencionado>> vid.  POIRIER, M. en “L’accession au travail: insertion ou 
formation? Droit Social, núm.3, 1993, págs.257 a 266. 

127 Señala POIRIER que “l’emploi subventionné donne lieu à la conclusion d’un contrat de travail qui 
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que las disposiciones normativas que regulan las ay udas 

vinculadas al empleo en régimen de alternancia con la formación 

podrían conformar en parte el régimen jurídico de l os contratos 

de trabajo 128 . 

 

La distribución de la potestad subvencionadora en 

materia de formación profesional.-  El ejercicio del poder 

subvencionador como concreción del poder de gasto c orresponde 

tanto al Estado como a las Comunidades Autónomas. 

El Estado es titular de la potestad subvencionadora  en 

virtud de su soberanía financiera en la medida en q ue ésta le 

confiere plena capacidad de decisión sobre el emple o de sus 

propios recursos que puede destinar a cualquier fin alidad lícita 

sin más límites que los establecidos por la propia Constitución y 

las Leyes. Y, también son titulares las Comunidades  Autónomas en 

virtud de la autonomía financiera que les reconoce la 

Constitución "para el desarrollo y ejecución de sus  competencias" 

- ex  art.156.1 CE-. 

Así, como señala SANCHEZ MORON, tanto el Estado com o las 

Comunidades Autónomas podrán, en virtud de su poder  de gasto, 

"disponer con cargo a sus presupuestos subvenciones  afectadas a 

fines determinados, definir los objetivos de la med ida 

subvencionadora o de fomento, regular las condicion es 

(subjetivas, objetivas, cuantitativas, modales, tem porales, etc.) 

de las ayudas a conceder, gestionar administrativam ente su 

otorgamiento  y pago y controlar e inspeccionar el cumplimiento 

de aquéllas condiciones por los destinatarios o ben eficiarios de 

                                                                                                                                                         
ne peut exister qu’après décision de l’État”, cfr. POIRIER,M. en “L’accession au travail: insertion ou formation?, op. 
cit. pág.261. 

128 Ibidem, pág.261 
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la subvención" , pero, -acertadamente puntualiza es te autor- 

"cuando tengan competencia para ello ratione materiae  y en la 

medida y dentro de los límites de las respectivas c ompetencias, 

según la Constitución y los Estatutos de Autonomía" 129 . 

Y es que, en efecto, la potestad subvencionadora co mo 

concreción del poder de gasto se atribuye al que ti ene la 

competencia sobre la materia en la que se ejerce. Y  ello -dirá el 

TC-, en la medida en que el poder de gasto "no cons tituye un 

título atributivo de competencias" sino que "es sie mpre un poder 

instrumental que se ejerce <<dentro>> y no al <<mar gen>> del   

orden de competencias y de los límites que la Const itución 

establece y entre ellos el del respeto a la autonom ía política y 

financiera de las Comunidades Autónomas que reconoc en y 

garantizan los artículos 2, 137, y 156 CE". Doctrin a 

Constitucional que, por una parte, revela a las med idas de 

fomento o subvención como "técnicas instrumentales para el 

ejercicio de las competencias propias" 130  y que, por otra, permite 

afirmar la vinculación del ejercicio de la potestad  

subvencionadora al orden competencial 131 . 

De manera que el Estado en virtud de su poder de ga sto, no 

podrá "desconocer, desplazar o limitar las competen cias 

materiales que corresponden a las Comunidades Autón omas según la 

                                                 
129 Cfr. SANCHEZ MORON,M., en Subvenciones del estado y Comunidades Autónomas, Ed. Tecnos, 

Madrid, 1990, pág.195 y 196, y en el mismo sentido, vid. VALDES DAL-RE,F., “Una aportación jurídico 
constitucional al debate  político sobre la competencia de la actividad recaudatoria de la cuota de formación 
profesional”, op. cit. pág.38. 

130 Cfr. SANCHEZ MORON,M., en Subvenciones del estado y Comunidades Autónomas, op. cit. 
pág.196. Para GIMENO FELIU,J.M. “Las medidas de fomento no constituyen un fin en sí mismas, sino un 
instrumento puesto al servicio de las políticas llevadas a cabo en el ejercicio de las competencias propias.”, cfr. en 
“Legalidad , transparencia, control y discrecionalidad en las medidas de fomento del desarrollo económico (ayudas y 
subvenciones)”, RAP, núm.137, 1995, pág.162 . 

131 En este sentido señala FERNANDEZ FARRERES,G. que "si la previsión de gasto no atribuye per 
se competencias, tampoco las puede quitar", cfr. "La subvención y el reparto de competencias entre el estado y las 
Comunidades Autónomas", op. cit. pág.236. 
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Constitución y los Estatutos de Autonomía" en la me dida en que la 

autonomía política y financiera de las Comunidades Autónomas 

constituye un límite a la acción subvencionadora de l Estado. De 

igual forma que los poderes autonómicos no podrán " al abrigo de 

sus potestades respecto del gasto público, recabar para sí una 

competencia sobre áreas reservadas al Estado" 132 , ya que su poder 

de gasto deriva de su autonomía financiera y ésta q ueda vinculada 

al "desarrollo y ejecución de las competencias que,  de acuerdo 

con la Constitución, le atribuyan los respectivos E statutos y las 

Leyes (arts.156.1 CE y 1.1 LOFCA)".  

 

De lo dicho hasta aquí se desprende que en la acció n 

administrativa subvencionadora o de fomento puede e xistir 

concurrencia competencial del Estado y las Comunida des Autónomas. 

Esta derivará de que ambas instancias ostenten comp etencias en la 

materia sobre la que opera la subvención -como se v erá que ocurre 

con los incentivos o ayudas en materia de formación  profesional- 

y su delimitación quedará vinculada al reparto comp etencial que 

sobre la misma establezcan la Constitución y los Es tatutos de 

Autonomía.  

La formación profesional como se ha visto supra  no es título 

atributivo de competencias sino que éstas se atribu yen en función 

del ámbito material o sector de la actividad públic a en el que 

incida la actuación de los poderes públicos. Por ta nto deberá ser 

éste también el título competencial determinante de  las 

competencias en el ejercicio de la potestad subvenc ionadora en 

materia de formación profesional.  

Y si como quedó apuntado en todos los ámbitos mater iales de 

incidencia -empleo, educación,  laboral, seguridad social- puede 

                                                 
132 STC 39/1982, (F.J.5). 
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darse concurrencia competencial, resulta obvio conc luir que, 

tanto el Estado como las Comunidades Autónomas podr án, en virtud 

de su potestad subvencionadora, intervenir en el fo mento de la 

formación profesional.  

Estas actuaciones públicas de fomento de la formaci ón 

profesional, además de con el sistema constituciona l y 

estatutario de atribución de competencias, deberán 

compatibilizarse con las previsiones que sobre ayud as públicas a 

la formación profesional establece el TUE 133 . Y, por otra parte, 

el régimen de compatibilidad apuntado debe hacerse extensible 

también a las subvenciones provenientes de la UE, p rincipalmente 

en cuanto a la gestión de los fondos destinados a t al fin 134 . 

 

 

Delimitar las competencias concurrentes en el ejerc icio de 

la potestad subvencionadora en materia de formación  profesional 

requiere diferenciar cuando las medidas de fomento incidan en 

ámbitos materiales relativos a la política de emple o y la 

                                                 
133 A ellas se hará referencia infra. 

134 Vid. STC 95/2002 de 25 de Abril en la que se refiere concretamente a los fondos provenientes de 
la UE para la financiación de la formación profesional continua. Con apoyo en la doctrina recogida en la 128/1999, 
de 1 de Julio (F.J.7) “la traslación de la normativa comunitaria derivada al Derecho interno ha de seguir 
necesariamente los criterios constitucionales y estatutarios de reparto de competencias entre l Estado y las 
Comunidades Autónomas”, la sentencia de 2002 entiende que el AT al atribuir al ente paritario estatal la función de 
“recibir recursos de los fondos estructurales comunitarios destinados a formación de ocupados” incurre en 
vulneración del orden constitucional de distribución de competencias al invadir las que en materia de “ejecución de 
la legislación laboral” tiene la Generalitat de Cataluña(F.J.18). 



 
 85 

educación, de aquéllos supuestos en los que incidan  en el ámbito 

laboral 135 . 

                                                 
135 Se siguen las pautas de delimitación competencial establecida en la STC 13/1992.  

En el primer caso, el TC señala que el Estado, en b ase a sus 

competencias sobre las bases o coordinación general  de la 

materia, podrá destinar o afectar parte de los fond os de sus 

Presupuestos Generales a específicos programas de f omento, 

“especificando su destino y regulando sus condicion es esenciales 

de otorgamiento hasta donde lo permita su competenc ia genérica 

básica o de coordinación” y las Comunidades Autónom as, si asumen 

 competencias de desarrollo normativo y de ejecució n podrán, por 

una parte, “concretar con mayor detalle la afectaci ón o destino, 

o, al menos, desarrollar y complementar la regulaci ón de las 

condiciones de otorgamiento de las ayudas o su tram itación” y, 

por otra, gestionar los programas de fomento y los correlativos 

fondos en que se apoyan para su plena efectividad. 

 

En el segundo caso sin embargo, la competencia norm ativa 

corresponde únicamente al Estado quedando reservada  a la 

Comunidades Autónomas la competencia de ejecución. Por ello, este 

supuesto para el TC únicamente se diferenciará del anterior en 

que "el Estado puede extenderse en la regulación de  detalle 

respecto del destino, condiciones y tramitación de las 

subvenciones, dejando a salvo la potestad autonómic a de 

autoorganización de los servicios". 

 

Los incentivos a la formación profesional en la STC  

195/1996.  
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El TC ha tenido ocasión de pronunciarse sobre los 

incentivos a la formación profesional en la sentenc ia 195/1996 136 , 

al enjuiciar el encuadramiento competencial de la p otestad 

sancionadora relativa a diversas infracciones tipif icadas en la 

LISOS y entre ellas las que en materia de formación  profesional 

ocupacional recogía el art.28, apartados 3 y 4. 

El TC resuelve a favor de ubicar dichas infraccione s en la 

materia <<legislación laboral>> en la medida en que  atañen a los 

incentivos a la formación profesional ocupacional y  concluye que 

la potestad sancionadora relativa a dichas infracci ones 

corresponderá a la Comunidad Autónoma del País Vasc o por haber 

asumido ésta en virtud de su EA la competencia de e jecución de la 

<<legislación laboral>> 137 . 

 

En esta sentencia el TC afirma que “las acciones de estímulo 

a la contratación laboral en sus distintas modalida des se 

insertan sin dificultad en dicho título  (el relativo a la 

<<legislación laboral>>), el cual ha de tenerse asimismo por 

prevalente en lo que atañe a los incentivos a la fo rmación 

profesional ocupacional ” 138 . 

Así, como parece desprenderse de esta resolución, a  juicio 

del TC los incentivos a la formación profesional oc upacional 

quedan incluidos en la materia laboral y así ocurri rá en todo 

caso en la medida en que así se afirma sin matizaci ón alguna. 

 

                                                 
136 La sentencia del TC 195/1996, de 28 de Noviembre (BOE de 3 de Enero de 1997), resolvió el 

recurso de inconstitucionalidad  interpuesto por el Gobierno Vasco contra la Ley 8/1988, de 7 de Abril sobre 
infracciones y sanciones  del orden social. 

137 Ya que como quedó apuntado supra, a las CCAA corresponde la potestad sancionadora en relación 
con las infracciones en el orden social cuando en virtud de sus EEAA hayan asumido la  competencia de ejecución 
de la <<legislación laboral>> y cuando la infracción de que se trate quede dentro del concepto <<laboral>>. 

138 Cfr. en F.J.5 de la STC 195/1996. 
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Tres consideraciones interesa hacer sobre esta reso lución 

del TC 139 :  

En primer lugar, a mi juicio la afirmación del TC d e que el 

título competencial relevante en lo que atañe a los  incentivos a 

la formación profesional ocupacional sea el relativ o a la 

<<legislación laboral>> debió ser matizada por que no siempre es 

así. 

   Para llegar a esta conclusión bastará demostrar que no todos 

los incentivos o ayudas a la formación profesional ocupacional a 

las que se refería la LISOS en el momento en que fu e objeto del 

recurso que resuelve la sentencia 195/1996 estaban directamente 

vinculados con la materia laboral. 

 

En relación con la infracción tipificada en el art. 28.3 de 

la LISOS como infracción grave de los empresarios  consistente en 

“obtener o disfrutar indebidamente de (...) ayudas de fomento del 

empleo y formación profesional ocupacional, estable cidas para las 

                                                 
139 Hablar de <<título competencial prevalente>> como hace el TC en una materia como ésta en la que 

la actuación pública puede incidir en más de un ámbito material, puede inducir a confusión ya que podría 
interpretarse como título al que con mayor intensidad esté vinculada la actuación pública. No creo que ésta sea la 
intención del TC ya que supondría que, por ejemplo, la mera catalogación de una disposición normativa como 
laboral, educativa, etc., fuera criterio relevante desde la perspectiva del sistema de distribución de competencias para 
que pudiera ser aprobada o no por las CC.AA. Como ya se dijo al analizar la distribución de competencias en 
materia laboral, las CC.AA. de igual manera que no tienen competencia para aprobar una disposición normativa 
plenamente laboral, tampoco la tienen para introducir preceptos o normas que afecten a materia laboral en una 
disposición normativa que fuera, por ejemplo, <<prevalentemente>> educativa o de empleo. 

Sobre este particular hay que recordar la sentencia  39/1982  -a la que se hizo referencia al analizar las 
competencias en materia laboral-. En ella el TC entendió que la C.A del País Vasco no se había extralimitado en sus 
competencias al establecer la obligación de los empresarios beneficiarios de ayudas públicas autonómicas de 
informar al respecto a los representantes de los trabajadores. Esa previsión estaba contenida en una disposición 
normativa Ley 8/1981 dictada en base a las competencias asumidas por esa C.A en materia de empleo -sector en el 
que incidía la subvención- y a juicio del TC no afectaba a la materia laboral por ser un mero mecanismo de control 
de las subvenciones (F.J.4º). 

 En lo que importa destacar aquí, la disposición normativa sobre la que se plantea la controversia  se puede 
catalogar como norma de empleo y el TC no aplica como criterio determinante de las competencias de la C.A. el del 
ámbito material <<más afectado>> por la actuación de la misma sino que  analiza si el título competencial afectado 
por el precepto legal -art.15 de la Ley 8/1981- era o no el relativo a la <<legislación laboral>>. 

Sin embargo, entendió que la norma autonómica dictada en desarrollo del precepto legal que establecía la 
medida de control -el Decreto del Gobierno Vasco 108/1981- si incurría en exceso competencial al entrar a regular el 
derecho información de los representantes de los trabajadores por incidir en materia laboral. 
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distintas modalidades de contratación o programas d e apoyo a la 

creación de empleo”. El TC no entendió, -a mi juici o 

acertadamente como indiqué supra- , que supusiera una detracción 

indebida del patrimonio único de la Seguridad Socia l 140  -, en 

cambio consideró que debía ubicarse en la materia < <legislación 

laboral>> en cuanto atañía a los incentivos a la fo rmación 

profesional ocupacional, sin dar mayores explicacio nes 141 . A mi 

juicio, la conclusión a la que llegó el TC en este caso es 

acertada y la razón que debió esgrimirse era la vin culación 

directa que establecía el art.28.3 de la LISOS entr e estos 

incentivos y la contratación laboral. 

 

Esta vinculación, en cambio, no aparecía en el art. 28.4 de 

la LISOS al tipificar como infracción muy grave de los 

empresarios “la no aplicación o las desviaciones en  la aplicación 

de las ayudas de fomento del empleo, bonificaciones  o 

subvenciones a la contratación laboral, así como a la formación 

profesional ocupacional, concedidas, financiadas o garantizadas, 

en todo o en parte, por el Estado”. Sin embargo, el  TC en este 

caso mantuvo también la relevancia del título compe tencial 

<<legislación laboral>>.  

                                                 
140 Como si ocurre en el caso de las exenciones, bonificaciones o reducciones de las cuotas de 

Seguridad Social”, a las que también se refería ese precepto. 

141 El TC en el F.J.9 señala que “la potestad sancionadora, en lo que a esta infracción se refiere, con 
independencia de su posición sistemática en el seno de la Ley, corresponderá, conforme lo expuesto, al Estado 
cuando suponga una detracción indebida del patrimonio único de la Seguridad Social, como es el caso de las 
exenciones, bonificaciones o reducciones de las cuotas, y a la Comunidad Autónoma en los demás, en virtud de su 
competencia de ejecución de la legislación laboral, que se analizaron en el fundamento jurídico 5º”.  

En este último fundamento el TC  se pronuncia sobre el art.28.4 de la LISOS. Parte el tribunal de la 
concordancia existente entre la representación del Gobierno Vasco y la del Estado en remitir dicho precepto a la 
materia laboral, para terminar señalando que dicha remisión “debe compartirse, toda vez que las acciones de 
estímulo a la contratación laboral en sus distintas modalidades se insertan sin dificultad en dicho título, el cual ha de 
tenerse asimismo por prevalente en lo que atañe a los incentivos a la formación profesional”. Está a todas luces 
insuficiencia argumental denota a mi entender un juicio apresurado respecto de una materia que como la formación 
profesional ... 
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Discrepo de esta conclusión por entender que en el supuesto 

de hecho del precepto -art.28.4 de la LISOS- tenían  cabida no 

sólo incentivos a la formación profesional que se p udieran 

entender relacionados con las instituciones que reg ula el Derecho 

del Trabajo -principalmente  a las que en la senten cia se aludía 

como “actividades de contratación laboral en sus di versas fases o 

estadios” - sino también otros que nada tendrían qu e ver con el 

título competencial en cuestión. Así ocurrirá con l as ayudas que 

el empresario pudiera percibir con ocasión de la re alización de 

aquellas actividades exclusivamente  formativas con templadas por 

el Sistema de Formación Profesional como sería el c aso, por 

ejemplo, de la realización de prácticas formativas en la empresa 

por desempleados asistentes a cursos de formación p rofesional 

ocupacional 142 .  

En este supuesto la ayuda que percibe el empresario  no se 

puede contemplar como una acción de estímulo a la c ontratación 

laboral -lo que a juicio del TC sería determinante de su 

inclusión en el título competencial <<legislación l aboral>>-. Se 

 trata, diversamente, de incentivar la colaboración  del 

empresario para mejorar la empleabilidad de los des empleados que 

cursan la acción  formativa y que es en definitiva el objetivo 

del Subsistema de Formación Profesional Ocupacional  y uno de los 

de la Política de empleo.  

 

Entiendo por ello que no debe ser aplicable el crit erio de 

que el título competencial <<legislación laboral>> se tenga 

siempre “por prevalente en lo que atañe a los incen tivos a la 

                                                 
142 Quedan fuera de los supuestos anteriores las medidas de fomento a la formación profesional 

específica o reglada. La LISOS es una norma que regula las infracciones y sanciones exclusivamente del orden social 
 por ello los preceptos aludidos únicamente hacen referencia a la formación profesional ocupacional. Sin embargo, 
hay que tener en cuenta que el Subsistema de Formación Profesional Reglada contempla también determinados 
incentivos.   
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formación profesional ocupacional” 143 . 

A mi juicio, es necesario establecer distinciones e ntre los 

diversos incentivos que puede percibir el empresari o porque, 

tratándose de ayudas a la formación profesional ocu pacional, las 

acciones financiadas serán, en la mayoría de los ca sos, de 

estímulo al empleo y por tanto, el título competenc ial 

<<legislación laboral>> podrá verse afectado, pero indudablemente 

el relativo al empleo también 144 . 

 

    Distinto será el caso de las ayudas a la formac ión continua, 

dirigidas a financiar las iniciativas previstas en los ANFC -

planes de formación, acciones complementarias y per misos 

individuales de formación- y del AFCPV. Todas ellas  acciones 

formativas destinadas a satisfacer las necesidades formativas de 

la población ocupada a efectos de su adaptación o 

recualificación. En este sentido entiendo que el tí tulo 

competencial que por regla general puede resultar a fectado será 

el relativo a <<legislación laboral>>. Sin embargo,  también será 

necesario hacer distinciones en la medida en que el  ANFC prevé 

también acciones dirigidas a trabajadores desemplea dos y 

autónomos y el AT prevé la asignación de fondos púb licos a tal 

fin. En estos casos difícilmente podrá entenderse q ue el único 

                                                 
143 Sin embargo, hay que recordar que éste es el criterio que el TC mantuvo respecto el art.16.4 de la 

LISOS, precepto que en abstracto como se apuntó -y su redacción no ha sido modificada- difícilmente se puede 
conectar con la materia laboral. Por ello podría ocurrir que el TC si tiene ocasión de pronunciarse sobre el nuevo 
art.16.3 de la LISOS lo haga en el mismo sentido en que lo hizo en la sentencia 195/1996. Los incentivos a los que se 
refieren ambos preceptos son los mismos  variando únicamente que el apartado 3º tipifica la obtención o disfrute 
indebido de los mismos y el apartado 4º la no aplicación o las desviaciones en la aplicación de los concedidos, 
financiados o garantizados, en todo o en parte, por el Estado. 

144 En el marco del Subsistema de Formación ocupacional se ofertan programas formativos que 
ciertamente afectan a las relaciones laborales. Así ocurrirá cuando el alumno esté vinculado jurídicamente con el 
empresario mediante un contrato de trabajo o también cuando se prevea la intervención de los representantes legales 
de los trabajadores. Pero a salvo de estos supuestos y de otros que pudieran darse en los programas que alternan 
formación y empleo, la formación profesional ocupacional es materia conectada principalmente con la disciplina del 
empleo, como hubo ocasión de ver supra. 
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sector afectado pueda ser el laboral. 

 

En segundo lugar, el criterio mantenido por el TC e n la 

sentencia 195/1996 sobre el encuadramiento competen cial de los 

incentivos a la formación profesional ocupacional e n el título 

competencial relativo a la <<legislación laboral>>,  si se 

interpreta de conformidad con la doctrina del TC so bre la 

potestad subvencionadora -expuesta su pra-, llevaría  

indefectiblemente a entender incluidas en el ámbito  material 

<<laboral>> no sólo las medidas de fomento sino tam bién cualquier 

otra de las prevista en el Sistema de Formación Pro fesional  

Ocupacional. 

 

Los incentivos a la formación profesional son medid as de 

fomento y como tales, manifestación de la potestad 

subvencionadora. Ésta queda atribuida al que tiene la competencia 

sobre la materia en la que se ejerce la actividad d e fomento.  

El TC en repetidas ocasiones ha señalado que, en ef ecto,  la 

potestad subvencionadora como concreción del poder de gasto no 

constituye un título atributivo de competencias sin o un poder 

instrumental que se ejerce dentro y no al margen de l orden 

competencial y, en consecuencia, hay que entender q ue la 

subvención es un instrumento del que disponen los e ntes 

autonómicos y estatales para el ejercicio de las co mpetencias que 

les corresponden en razón de la materia. Por consig uiente, la 

potestad sancionadora relativa a las infracciones e n materia de 

subvenciones hay que entenderla como actividad de e jecución 

vinculada al ámbito material afectado por la medida  de fomento y 

si éste, como señala la sentencia 195/1996 sin más matizaciones, 

es el ámbito laboral, todo parece indicar que lo se rá porque la 

formación profesional ocupacional está incluida en el ámbito 
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laboral. Discrepo de tal conclusión por las razones  que hasta 

aquí se han expuesto. 

 

Por último y en tercer lugar, el criterio de la sen tencia 

195/1996 respecto del antiguo art.28.3 de la LISOS no puede ser 

de aplicación respecto de las infracciones que en l a actualidad 

tipifica en los arts.16.3 y 16.4, aunque éstos prec eptos también 

se refieran a incentivos a la formación profesional  ocupacional, 

ya que en la redacción actual estos incentivos se d esvinculan de 

la contratación. 

De la lectura del actual art.16.3 se desprende que la 

infracción tipificada es la obtención o disfrute in debido por el 

empresario de subvenciones o ayudas establecidas en  programas de 

formación profesional ocupacional.  La aplicación d e la doctrina 

del TC contenida en la sentencia 195/1996 conllevar ía que  dicha 

conducta infractora, en cuanto relacionada con los incentivos a 

la formación profesional ocupacional, se ubicara en  la materia 

<<legislación laboral>> lo que a mi juicio sería in correcto ya 

que ahora no sólo se están tipificando conductas su bsumibles en 

lo que el TC describe como “infracciones de deberes  y 

prohibiciones legalmente impuestos a los empresario s respecto de 

actividades de contratación laboral en sus diversas  fases o 

estadios” -como sí ocurría antes en el antiguo art. 28.3 de la 

LISOS-. La regulación actual a mi juicio amplía el supuesto legal 

permitiendo incluir también como infracciones las c ometidas 

respecto de las subvenciones otorgadas como fomento  de acciones 

exclusivamente formativas. Y lo mismo ocurre respec to de la 

infracción tipificada en el actual art.16.4 de la L ISOS. 

 

Delimitación competencial en materia de gestión de los 

fondos públicos destinados a financiar la formación  profesional. - 
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Cualquiera que sea el título competencial relevante , si las 

CC.AA. tienen competencias ejecutivas sobre la mate ria en la que 

recae la subvención, parece que lo procedente sea l a gestión 

descentralizada de los fondos destinados a los prog ramas de 

formación profesional, y, aplicando la doctrina del  TC, que, como 

regla general, dichos fondos no puedan consignarse en favor de un 

órgano de la Administración del Estado u organismo intermediario 

de ésta. “Se trata -dirá el TC- de partidas que deb en 

territorializarse en los propios Presupuestos Gener ales del 

Estado si ello es posible o en un momento inmediata mente 

posterior, mediante normas que fijen criterios obje tivos de 

reparto o mediante convenios de colaboración ajusta dos a los 

principios constitucionales y al orden de distribuc ión de 

competencias". 

Dichos fondos deberán ser distribuidos entre las CC .AA. que 

sean competentes para gestionar los programas de fo rmación y los 

correlativos fondos en que se apoyan 145 , a los efectos de que los 

servicios administrativos autonómicos puedan ejerce r las 

funciones que les competen, consistentes en: Recibi r las 

solicitudes de ayudas, tramitarlas y resolverlas, p roceder a su 

liquidación y pago, ejercer las funciones de contro l e inspección 

del cumplimiento de las condiciones subvencionables  por los 

beneficiarios de las ayudas y, ostentar las potesta des 

sancionadoras correspondientes 146 . 

                                                 
145 Por otra parte, una vez asignados dichos fondos a transferencias a las Comunidades Autónomas con 

afectación de destino, deben ser distribuidos entre aquellas Comunidades Autónomas con competencias de ejecución 
en la materia. Dicha distribución podrá hacerse a través de distintos mecanismos uno de los cuales es el previsto en 
art.153 de la Ley General Presupuestaria. Vid. STC 13/1992, (F.J.8). 
 

Esta viene siendo la vía habitual para la distribución territorial de las subvenciones correspondientes al Plan 
FIP que han de gestionar las CC.AA con competencias en la materia.  

146 Cfr. SANCHEZ MORON,M. en Subvenciones del Estado y Comunidades Autónomas, op. cit. 
pág.205 y 206. 
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Este modelo de gestión descentralizada no es, sin e mbargo, 

con el que de forma generalizada opera en la gestió n de las 

subvenciones en formación profesional. 

La gestión de los programas de formación profesiona l 

ocupacional y de los correspondientes fondos sí se ajusta al 

modelo descrito 147 . Sin embargo, no ocurre así con las iniciativas 

 de formación profesional continua previstas en el Subsistema de 

Formación Profesional Continua. 

El III ANFC, en efecto, prevé la gestión paritaria de 

planes, acciones complementarias y permisos por for mación y el 

III AT la gestión centralizada de las ayudas dirigi das a 

financiar dichas acciones, correspondiendo ésta fun ción al INEM. 

 

 Es necesario plantear si el modelo de gestión eleg ido en el 

ámbito de la formación profesional continua respeta  el orden 

constitucional y estatutario de competencias aun cu ando se aparta 

de la gestión descentralizada que como regla genera l el TC 

entiende que rige cuando las CC.AA. tienen competen cias 

ejecutivas sobre la materia en la que recae la subv ención. 

 

La STC 95/2002, de 25 de Abril sobre la delimitació n 

competencial en materia de gestión de las acciones de formación 

profesional continua y su correspondiente financiac ión.- El TC 

resuelve en esta sentencia de forma acumulada, un r ecurso de 

inconstitucionalidad y un conflicto de competencia,  ambos 

promovidos por el Consejo ejecutivo de la Generalit at de 

                                                 
147 Las CC.AA. como hubo ocasión de ver supra están asumiendo progresivamente la gestión de la 

formación profesional ocupacional, correspondiéndoles la ejecución del Plan FIP y los programas nacionales de 
Escuelas-Taller y Casas de Oficios así como la gestión y control de las subvenciones y ayudas públicas de la política 
de empleo que otorga la Administración del Estado a través del INEM.  
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Cataluña. 

El recurso de inconstitucionalidad se promueve cont ra la 

Disposición adicional vigesimotercera de la Ley 39/ 1992, de 29 de 

Diciembre, de Presupuestos Generales del Estado par a 1993. 

El conflicto de competencia se plantea frente al I Acuerdo 

Tripartito en materia de formación continua de los trabajadores 

ocupados (I AT), suscrito el día 22 de Diciembre de  1992. 

 

La STC 95/2002 entra a resolver en primer lugar el conflicto 

de competencia.  Con carácter previo analiza si dad o que con 

posterioridad al I AT se han negociado los II y III  AT, el 

conflicto planteado subsiste. Considera que el sist ema de gestión 

actualmente plantea en esencia los mismos problemas  

competenciales que el I AT sobre el que se plantea la 

controversia competencial en la medida en que el si stema de 

gestión establecido por el I AT en el que se excluy e del mismo a 

las Comunidades Autónomas se mantiene con los dos p actos 

posteriores. 148  

 

En segundo término entra a resolver la controversia  

competencial circunscrita a los aspectos de ejecuci ón y gestión 

que presenta el sistema arbitrado por el I AT para regular la 

formación profesional de los trabajadores ocupados,  quedando 

fuera del conflicto los aspectos relativos a la ord enación o 

regulación del sistema. 

En concreto, la lesión del orden constitucional de 

distribución de competencias se atribuye a dos cues tiones 149 : 

a) El I AT atribuye la gestión y administración de las 

                                                 
148 Vid. F.J.3. 

149 Vid. F.J.4. 
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acciones formativas a los interlocutores sociales a  través de los 

correspondientes entes de composición paritaria (or ganizaciones 

sindicales y empresariales firmantes del acuerdo), en concreto, 

al “ente paritario estatal” (primer párrafo del apa rtado tercero 

del I AT). 

b) La reivindicación competencial atañe a la dimens ión 

económica del Acuerdo, en tanto que el Gobierno asu me el soporte 

financiero de la formación continua y lo traslada, para su 

gestión y administración, al ente paritario constit uido por los 

agentes sociales firmantes del acuerdo (apartado pr imero, 2º del 

I AT). 

 

Inicia el TC su argumentación realizando un juicio de 

encuadramiento competencial de la materia controver tida, esto es, 

la materia objeto del AT: “formación profesional oc upacional, en 

su modalidad de formación continua de los trabajado res 

asalariados o en activo”. Descartando la posibilida d de 

encuadrarla en los ámbitos de la <<educación>> (art . CE) y de la 

<<planificación económica>>, como medida de polític a de empleo 

(art.149.1.13 CE), el TC se inclina por entenderla incardinable 

en el ámbito de la <<legislación laboral>> (art.149 .1.7CE), “pues 

concierne a la regulación de un concreto derecho de  los 

trabajadores en el seno de la relación laboral, com o el 

reconocido en el art.4.2 del estatuto de los trabaj adores y 

desarrollado en el art.23 del mismo texto legal” 150 . 

 

En segundo término, así encuadrada la materia objet o del AT 

                                                 
150 Apoya su conclusión en la STC de 195/1996 de 28 de Noviembre a la que ya se hizo referencia 

supra en cuanto la misma señalaba que “las acciones de estímulo a la contratación en sus distintas modalidades se 
insertan sin dificultad en dicho título, el cual ha de tenerse asimismo por prevalente en lo que atañe a los incentivos 

a la formación profesional ocupacional”. 
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su distribución competencial se establece en el art .149.1.7CE y 

en el art.11.2 EA de Cataluña, en virtud de lo cual  a la C.A., le 

corresponde la función ejecutiva de la legislación laboral. 

 

El TC considera que como resultado del AT se han me noscabado 

las competencias ejecutivas de las CC.AA. al establ ecer un 

sistema de gestión centralizada encomendando en su integridad a 

los interlocutores sociales y con ello, sustituyend o el sistema 

de gestión pública de esta modalidad formativa que venía rigiendo 

en la materia y sobre la que había operado el trasp aso de 

servicios y consiguiente asunción de la competencia  estatutaria. 

    En efecto, considera que el sistema establecido  en el AT 

vulnera el orden constitucional de distribución de competencias 

al menoscabar la competencia ejecutiva atribuida  c onstitucional 

y estatutariamente - ex  arts.149.17 CE y 11.2 EA 151- a la C.A. de 

Cataluña, promotora del conflicto de competencia qu e se resuelve 

en la sentencia de referencia.  

A juicio del TC, el AT “desapodera a la Generalidad  de 

Cataluña de la competencia ejecutiva en materia de formación 

continua de los trabajadores ocupados, dentro de su  ámbito 

territorial” (F.J.15). Así ocurre en la medida en q ue el AT 

implanta un sistema de gestión centralizada de esta  modalidad 

formativa encomendado en su integridad a los interl ocutores 

sociales integrados en un ente paritario estatal, s in prever la 

                                                                                                                                                         
 

151 Este precepto del EA de la C.A. Cataluña ya se hizo expresa mención supra. 
El precepto estatutario en el inciso 2º establece una reserva en favor del Estado de todas las competencias -y 

entre ellas, obviamente, la de ejecución- en relación a los “fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de lo 
que establezcan las normas del Estado sobre estas materias”. Se plantea el TC si  en el AT a efectos de la 
financiación de las acciones formativas se articula un fondo nacional que pudiera subsumirse en el supuesto del 2º 
inciso del precepto estatutario resolviendo que no concurren los requisitos para tal calificación. Lo que  implica que 
la gestión de los recursos destinados a la financiación de las acciones de formación continua no corresponda al 
Estado sino a la C.A. ex art.11.2, 1º inciso EA Cataluña. 
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participación de la Administración autonómica 152 . 

 

En definitiva, el TC considera que en relación con la 

gestión de las acciones formativas, a la Generalita t de Cataluña 

corresponde la organización y gestión de las modali dades de 

acciones formativas que se desarrollen en ese terri torio 

(empresas de más de 200 trabajadores radicadas en C ataluña o 

empresas que agrupen conjuntamente al menos esa cif ra y se 

localicen en su ámbito territorial). Será el  Estad o “a quien 

incumbe la ordenación de esta actividad, quien tend rá que 

delimitar unos supuestos de otros y decidir aquello s en que, por 

exceder de la competencia autonómica, la gestión o ejecución de 

las acciones formativas no corresponde a la Comunid ad Autónoma de 

Cataluña”, (por su dimensión supraterritorial u otr os motivos) 153 . 

 

Por otra parte, como se apuntó, también el TC abord a en la 

sentencia 95/2002 el examen del recurso de inconsti tucionalidad 

en relación con la Disposición adicional vigesimote rcera de la 

Ley 39/1992, de Presupuestos Generales del Estado p ara 1993. 

La reivindicación competencial se circunscribe en p rimer 

lugar al párrafo segundo donde se dice que “se pond rá a 

disposición del Ente paritario de ámbito estatal de  las 

representaciones sindicales y empresariales”. 

El TC entiende inconstitucional dicha disposición a l excluir 

a la Generalitat de Cataluña de la percepción de lo s 

correspondientes fondos públicos destinados a finan ciar la 

                                                 
152 Sistema que como indica el TC viene a sustituir al sistema de gestión pública de esta modalidad 

formativa en el que como hubo ocasión de ver supra intervenían las CC.AA., en virtud del correspondiente traspaso 
de servicios y consiguiente asunción de la competencia estatutaria en materia laboral. Hasta la fecha de los IAT y 
IANFC, como se vio, la formación continua se consideraba integrada en la formación profesional ocupacional y, por 
consiguiente, no se establecía una gestión diferenciada. 

153 Cfr. F.J.16 
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formación continua en su ámbito territorial. 

 

El segundo reproche es relativo a la exclusión de o tras 

organizaciones sindicales y empresariales en la sus cripción del I 

AT, lo cual supone la exclusión de aquellas que pud ieran tener 

implantación en el territorio de Cataluña. El TC no  entra a 

resolver esta cuestión por entender que el hecho de  que se haya 

declarado contrario al orden constitucional dicho p árrafo de la 

Disposición adicional vigesimotercera de la Ley 39/ 1992, hace 

innecesario examinar esa tacha de inconstitucionali dad, “el 

reconocimiento a favor de la Comunidad Autónoma de Cataluña de la 

gestión de los recursos o subvenciones sitúa en otr o plano la 

intervención de los interlocutores firmantes del AT  y la posible 

discriminación alegada respecto de otras organizaci ones 

sindicales y empresariales” 154 . 

 

 

 

III. EL MARCO EUROPEO DE LA FORMACION PROFESIONAL . 

 

 

El PNFP.-  Uno de los objetivos básicos del Sistema de 

Formación Profesional es el desarrollo de las polít icas y 

acciones formativas teniendo como referencia los co ntenidos del 

Tratado de la Comunidad Europea (TCE) y los comprom isos en 

materia de empleo establecidos en la Cumbre extraor dinaria de 

Luxemburgo de 1997 y en la Resolución del Consejo d e 15 de 

Diciembre de 1997. 

 

                                                 
154 Cfr. F.J.20. 
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El fundamento de este objetivo se encuentra en las 

competencias que el TCE atribuye a la Comunidad Eur opea en 

materia de formación profesional y en el deber de c olaboración de 

los Estados miembros que consagra el TCE.  

Es necesario por tanto conocer el ámbito de la actu ación 

comunitaria en esta materia y para ello se requiere  analizar 

pormenorizadamente el TCE en la medida en que el ar t.5 del mismo, 

en su calidad de ordenador de las competencias comu nitarias, 

establece que la Comunidad actuará dentro de los lí mites de las 

competencias que le atribuye el TCE y de los objeti vos que éste 

le asigna. 

Se consagra a así el principio de competencias de a tribución 

en base al cual la Comunidad podrá y deberá actuar únicamente en 

los ámbitos delimitados por el TCE y, como corolari o que, las 

competencias no atribuidas a la Comunidad sigan res ervadas a los 

Estados 155 . 

Por otra parte, será necesario tener en cuenta que el TCE 

impone el deber de colaboración a los Estados y a l os entes 

territoriales de los mismos que tengan competencia sobre la 

materia de que se trate. De este deber de colaborac ión deriva un 

conjunto de obligaciones activas y pasivas a las qu e se refiere 

el art.10 del TCE 156 , consistentes en; por una parte, adoptar 

todas las medidas generales o particulares apropiad as para 

asegurar el cumplimiento de las obligaciones deriva das del TCE o 

resultantes de los actos de las instituciones de la  Comunidad, 

facilitando a ésta el cumplimiento de su misión y; por otra 

parte, en la obligación de las distintas instancias  de poder de 

                                                 
155 Vid. ISAAC,G., Manual de Derecho comunitario general, Ed. Ariel, 4ª Ed., Barcelona, 1997, 

págs.47 y 53. 

156 Vid. ISAAC,G., Manual de Derecho comunitario general, op. cit. pág.53. 



 
 101 

abstenerse de adoptar aquellas otras medidas que pu edan poner en 

peligro la realización de los fines del TCE 157 . 

 

Sistema comunitario de atribución de competencias.-  El 

sistema comunitario de atribución de competencias d ificulta la 

tarea que aquí se emprende en la medida en que no r esponde a la 

técnica de distribución de competencias por materia s entre la 

Comunidad y los Estados miembros sino que el TCE at ribuye 

competencias según el método funcional, es decir, e n base a los 

objetivos a alcanzar, las acciones a realizar o las  funciones a 

cumplir por la Comunidad 158 . 

Así, en primer término, el TCE identifica los ámbit os 

funcionales en los que se atribuirán competencias a  la Comunidad 

señalando en el art.3 los objetivos a los que debe dirigirse la 

actuación comunitaria 159  y, en segundo término, concreta, a través 

de las disposiciones materiales, las competencias c omunitarias 

para cada ámbito funcional señalando el alcance, la s condiciones 

y las modalidades de su ejercicio 160 . 

                                                 
157 Señala MALO DE MOLINA que el TCE se ciñe al ámbito estatal en la medida en que sólo los 

Estados miembros son, en su calidad de signatarios de los Tratados fundacionales, interlocutores válidos de la 
Comunidades Europeas. Cfr. en Manual de Derecho de la Comunidad Europea, Ed. Trivium, 3ª ed., Madrid, 1997, 
pág.612. 

158 En palabras de MOLINA DEL POZO,C.F., "la competencia no se cede a la Comunidad <<en>> 
cierta materia,..., sino que se residencia en sede comunitaria <<para>> desempeñar una función o conseguir un fin", 
Cfr. en  Manual de Derecho de la Comunidad Europea, op. cit. pág.612. 
 

A juicio de ISAAC, el sistema funcional de atribución de competencias conduce a una competencia 
comunitaria de carácter discontinuo y en consecuencia al enmarañamiento de competencias estatales y comunitarias 
en la mayoría de las materias, lo que multiplica los problemas de delimitación. Cfr. ISAAC,G., en Manual de 

Derecho comunitario general, op. cit. págs.47 a 49 

159 Estos como señala MOLINA DEL POZO, Manual de Derecho de la Comunidad Europea, op.cit. 
pág.146, son fines instrumentales que operan como medios para alcanzar los fines de la Comunidad establecidos en 
el art.2 del TCE. Se trata en definitiva de que la Comunidad, actuando en los ámbitos que señala el art.3 del TCE 
cumpla la misión que le encomienda el art.2 del TCE. 

 
160 La atribución de competencias se produce en las disposiciones materiales del TCE. Vid. 

ISAAC,G., Manual de Derecho comunitario general, op. cit. pág.48 
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Por tanto afirmar la competencia comunitaria en mat eria de 

formación profesional requiere, en primer lugar, an alizar los 

objetivos establecidos en el TCE, identificando aqu éllos para 

cuya consecución el TCE atribuye a la Comunidad pod eres para 

llevar a cabo acciones en materia de formación prof esional. 

Determinados así los ámbitos de actuación comunitar ia será 

necesario, en segundo lugar, conocer las delimitaci ones que sobre 

cada uno de ellos operan las disposiciones material es del TCE al 

establecer en cada caso el alcance de los poderes y  de los medios 

de acción concedidos a la Comunidad -concretados ah ora en las 

Instituciones comunitarias- para el logro de dichos  objetivos. 

 

Objetivos de la Comunidad Europea vinculados a la 

formación profesional.-  La actuación comunitaria en materia de 

formación profesional prevista en el Tratado princi palmente tiene 

por objeto contribuir a una enseñanza y formación d e calidad -

art.3.1.TCE-, mediante el logro de los objetivos es tablecidos en 

los arts.149 y 150 del TCE.  

Sin embargo, el TCE otorga también a la Comunidad 

competencias para adoptar medidas de formación prof esional 

encaminadas a lograr otros objetivos comunitarios c omo son el 

principio de libre circulación de ciudadanos y merc ancías y un 

alto nivel de empleo. 

 

A. LA POLITICA COMUNITARIA DE EDUCACION Y FORMACION  PROFESIONAL. 

 

Marco de la actuación comunitaria.- El Tratado de la 

Comunidad Europea hace referencia a las políticas d e educación y 

formación y atribuye a la Comunidad competencias en  estos ámbitos 

pero no de carácter exclusivo sino concurrentes con  las de los 
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Estados miembros.  

El art.3, apartado q) del TCE señala que la acción de la 

Comunidad en estos ámbitos implicará "una contribuc ión a una 

enseñanza y a una formación de calidad" 161  y en los arts.149 y 150 

del Capítulo III del Título XI se concretan cuáles son las 

competencias y los objetivos de la Comunidad en est os ámbitos, 

así como los instrumentos jurídicos a utilizar para  

alcanzarlos 162 . 

 

Los arts.149 y 150 del TCE constituyen la base jurí dica de 

la política comunitaria de educación y formación pr ofesional. En 

ellos se atribuye a la Comunidad; en relación con l a educación, 

la responsabilidad de "contribuir al desarrollo de una educación 

de calidad fomentando la cooperación entre los Esta dos miembros 

y, si fuera necesario, apoyando y completando la ac ción de estos 

en el pleno respeto de sus responsabilidades en cua nto a los 

contenidos de la enseñanza y a la organización del sistema 

educativo" y; en relación con la formación profesio nal, la 

responsabilidad de desarrollar "una política de for mación que 

refuerce y complete las acciones de los Estados mie mbros, 

respetando plenamente la responsabilidad de los mis mos en lo 

relativo al contenido y a la organización de dicha formación". 

 

Mediante estos preceptos el TCE reconoce implícitam ente la 

                                                 
161 No les confiere carácter de <<política común>> 

162 Antes del Tratado de la Unión Europea (TUE) la política de formación profesional se contenía en 
el art.128 del TCE, ligada a la política de educación. El Consejo en base a dicha previsión adoptó la Decisión de 2 
de Abril de 1963 estableciendo los principios generales y objetivos fundamentales para la elaboración de una 
política común de formación profesional. 

El TUE sienta las nuevas bases jurídicas para desarrollar la dimensión europea de la educación en los 
arts.126 y 127. A partir de 1993 éste será el objetivo prioritario de las iniciativas comunitarias en materia de política 
de educación y formación emprendidas en apoyo al conjunto de las acciones de los Estados miembros y como 
complemento de las mismas, como proponía el Libro Blanco de la Comisión sobre Crecimiento, competitividad, 
empleo (Vid. Boletín de las Comunidades Europeas, suplemento 6/1993)  
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educación y la formación profesional como materias de competencia 

compartida entre la Comunidad y los Estados miembro s y, en 

consecuencia, reserva un ámbito de actuación propio  a la 

Comunidad, que delimita en un doble sentido:  

En primer lugar, en cuanto al alcance de la actuaci ón 

comunitaria prevista. 

La Comunidad en el ámbito de la educación debe limi tarse a 

fomentar la cooperación entre los Estados miembros y, sólo si 

fuera necesario, a reforzar y completar las accione s de los 

Estados miembros. En cambio, su intervención en el ámbito de la 

formación profesional está previsto que sea de mayo r intensidad 

en la medida en que se dirigirá a reforzar y comple tar la 

actuación de los Estados miembros.  

En segundo lugar, en atención a las competencias pr opias de 

los Estados miembros.  

El TCE exige que la Comunidad actúe respetando la 

responsabilidad de éstos en relación al contenido d e las 

enseñanzas y a la organización de los sistemas educ ativo y de 

formación profesional.  

Esta delimitación de competencias compartidas opera da por 

los arts.149 y 150 TCE evidencia el carácter subsid iario del 

ámbito de actuación de la Comunidad 163 . 

 

Criterios de delimitación de competencias concurren tes 

en Política de educación y formación profesional.- Los criterios 

de ordenación del ejercicio de competencias en esta s materias 

son, en efecto, el de subsidiariedad (a)  y el de proporcionalidad 

                                                 
163 Este resultado  deriva de que al ser las competencias en estas materias concurrentes para su 

delimitación haya que estar al principio de subsidiariedad recogido en el art.5 del TCE. Cfr. PEREZ DE LOS 
COBOS ORIHUEL,F., en El Derecho Social Comunitario en el Tratado de la Unión Europea, Ed. Civitas, Madrid, 
1994. págs.106 y 107. 
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(b) , como requiere el art.5 del TCE 164 .  

 

a)  En primer término, afirmar que la competencia comu nitaria 

en educación y formación profesional es subsidiaria  respecto a la 

de los Estados miembros significa que la Comunidad únicamente 

podrá actuar cuando el objetivo pretendido con la a cción 

comunitaria 165  no pueda ser alcanzado de manera suficiente por 

los Estados miembros y, por consiguiente, pueda alc anzarse mejor 

a nivel comunitario debido a la dimensión o a los e fectos de la 

acción comunitaria en comparación con la actuación a nivel de los 

Estados miembros 166 . 

 

b) En segundo término, la intervención de la Comunidad  en 

                                                 
164 La aplicación de estos principios debe ser acorde con los criterios establecidos en el Protocolo 

sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad incorporado al TCE por el Tratado de 
Ámsterdam y dotado, por consiguiente, de eficacia jurídica. 

165  Los objetivos a los que se encaminará la actuación comunitaria en el ámbito de la educación se 
establecen en el art.149 TCE: 

- Desarrollar la dimensión europea en la enseñanza, especialmente a través del aprendizaje y de la difusión 
de las lenguas de los Estados miembros. 

- Favorecer la movilidad de estudiantes y profesores, fomentando en particular el reconocimiento 
académico de los títulos y de los períodos de estudios. 

- Promover la cooperación entre los centros docentes. 
- Incrementar el intercambio de información y de experiencias sobre las cuestiones comunes a los sistemas 

de formación de los estados miembros. 
- Favorecer el incremento de los intercambios de jóvenes y de animadores socioeducativos. 
- Fomentar el desarrollo de la educación a distancia. 

 
La política comunitaria de formación profesional tendrá por objeto (art.150 del TCE): 
- Facilitar la adaptación a las transformaciones industriales, especialmente mediante la formación y 

reconversión profesionales. 
- Mejorar la formación profesional inicial y permanente, para facilitar la inserción y la reinserción 

profesional en el mercado laboral. 
- Facilitar el acceso a la formación profesional y favorecer la movilidad de los educadores y de las personas 

en formación, especialmente de los jóvenes. 
- Estimular la cooperación en materia de formación entre centros de enseñanza y empresas. 
- Incrementar el intercambio de información y de experiencias sobre las cuestiones comunes a los sistemas 

de formación de los Estados miembros. 

166 Vid. COLINA ROBLEDO,M., RAMIREZ MARTINEZ,J.M. y SALA FRANCO,T, en Derecho 
Social Comunitario, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia 1995, refiriéndose a este criterio delimitador como principio de 
subsidiariedad en sentido estricto o propio distinguiéndolo del de subsidiariedad en sentido impropio,  págs.86 y 
102. 
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materia de formación profesional debe ajustarse al principio de 

proporcionalidad. Así lo impone el art.5 del TCE al  señalar que 

en los ámbitos que no sean de su competencia exclus iva "ninguna 

acción de la Comunidad excederá de lo necesario par a alcanzar los 

objetivos del presente Tratado". Este principio ope ra, una vez 

constatada la necesidad de la intervención comunita ria, en el 

momento de elegir los instrumentos de intervención y requiere que 

la elección recaiga en aquéllos que "dejen mayor li bertad de 

acción a los Estados miembros" 167 . 

En este sentido hay que tener en cuenta que los art s.149 y 

150 introducen un límite adicional en relación con los medios de 

intervención comunitaria en materia de educación y formación 

profesional al excluir toda armonización de las dis posiciones 

legales y reglamentarias de los Estados miembros 168 . 

 

 

B. LA LIBRE CIRCULACION DE CIUDADANOS Y MERCANCIAS . 

 

Libre circulación de ciudadanos y mercancías.-  La 

                                                 
167 Cfr. PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,F., en El Derecho Social Comunitario en el Tratado de 

la Unión Europea, op.cit. pág.123. 
Según el Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, g) cuando la 

aplicación del principio de subsidiariedad sea motivo de que la Comunidad no adopte una decisión, los Estados 
Miembros tendrán que ajustarse en su actuación a las normas generales que establece el art.10 del Tratado, tomando 
todas las medidas apropiadas para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones de acuerdo con el Tratado y 
absteniéndose de todas aquellas medidas que pueden poner en peligro la realización de los objetivos del Tratado. 

En este sentido se entiende que el principio de proporcionalidad no sólo modula y guía la forma en que 
deben ejercerse las competencias en el nivel europeo sino también en los Estados miembros. 

168 Así, el Consejo, institución comunitaria a la que -ex arts. 149 y 150 TCE- corresponde adoptar las 
medidas comunitarias de política de formación profesional y de educación, deberá elegir aquéllas que, sin ser 
armonizadoras, resulten más adecuadas al fin propuesto, adoptándolas por el procedimiento establecido en el 
art.251, previa consulta al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones. 

Por otra parte, en relación con la educación el art.149 del TCE prevé que el Consejo pueda adoptar 
recomendaciones, por mayoría cualificada y a propuesta de la Comisión. 
 

Vid. Acuerdo Interinstitucional entre el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión sobre los 
procedimientos para la aplicación del principio de subsidiariedad, firmado el 25 de Octubre de 1993 (DOCE, 
núm.329, de 6 de Diciembre de 1993) 
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actuación comunitaria en política de formación prof esional 

prevista en el Tratado no se limita a la que tiene por objeto 

contribuir a una enseñanza y formación de calidad m ediante el 

logro de los objetivos establecidos en el art.150. El TCE también 

otorga a la Comunidad competencias para adoptar med idas de 

política de formación profesional encaminadas a hac er efectivos 

los derechos de libertad de circulación de los ciud adanos de la 

Unión, tanto de trabajadores por cuenta ajena o pro pia, como de 

estudiantes, así como competencias para adoptar med idas relativas 

a la formación profesional, con el fin de favorecer  la libre 

circulación de mercancías. 

 

En este ámbito, la actuación comunitaria estará dir igida a 

suprimir los obstáculos relacionados con la formaci ón profesional 

que impidan o dificulten la efectividad del derecho  a la libre 

circulación -art.3.1.c) TCE-, variando el marco de la actuación 

comunitaria establecido por el TCE, según la catego ría de 

personas y las materias afectadas. 

Así, en primer lugar, en relación con las personas en 

formación o profesionalmente implicadas en la forma ción, la 

actuación comunitaria dirigida a favorecer su movil idad 

transnacional se enmarca entre los objetivos de la política 

comunitaria de educación y formación profesional y,  por tanto, se 

regirá por las disposiciones relativas a estas mate rias a las que 

ya se aludió supra  -arts.149 y 150 del TCE-. 

 

En segundo lugar, la acción comunitaria encaminada a 

eliminar los obstáculos a la movilidad transnaciona l de los 

trabajadores dependientes y por cuenta propia -como  será la falta 

de un sistema de reconocimiento mutuo de diplomas y  

cualificaciones- se regirá por las disposiciones de l TCE 



 
 108 

relativas a la libre circulación de los trabajadore s, al derecho 

de establecimiento y a la libre circulación de serv icios (a) . 

 

En tercer lugar, la acción de la Comunidad en el ma rco de la 

libre circulación de mercancías se encaminará a gar antizar que la 

competencia no será falseada en el mercado interior  -art.3.1.g) 

TCE- mediante el régimen de ayudas a la formación o torgadas por 

los Estados miembros. Por tanto estará sometida a l as 

disposiciones relativas a la política de competenci a -arts.87, 88 

y 89 TCE- (b) . 

 

a)  La libre circulación de ciudadanos.  

 

Ámbito de la actuación comunitaria: El sistema de 

reconocimiento mutuo de títulos y de cualificacione s 

profesionales.-  La falta de mecanismos que permitan el 

reconocimiento de las cualificaciones profesionales  en el ámbito 

comunitario puede obstaculizar la libre circulación  de personas a 

que alude el art.3.c) del TCE 169 . En virtud de ello la Comunidad 

tiene competencias en el establecimiento de un sist ema de 

reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y ot ros títulos de 

formación profesional. 

 

 El actual Sistema General de reconocimiento mutuo de 

títulos académicos y profesionales fue instaurado p or la 

                                                 
169 Las actuaciones comunitarias dirigidas a facilitar el ejercicio del derecho a la libre circulación de 

las personas en formación o profesionalmente implicadas en la formación forman parte integrante de la política 
comunitaria de educación y formación profesional y por tanto están sometidas al régimen previsto en los arts.149 y 
150 del TCE. Por otra parte, las relativas a la libertad de circulación de trabajadores están sometidas a un régimen 
especial establecido, en el art.40.b) TCE para trabajadores por cuenta ajena y en los arts.44,c) y 47 para los 
trabajadores por cuenta propia. 
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Directiva 89/48/CEE del Consejo de 21 de Diciembre de 1988 170  

relativa al reconocimiento de los títulos de enseña nza superior 

que acreditan una formación mínima de tres años de duración y, 

posteriormente completado con la Directiva 92/51/CE E del Consejo, 

de 18 de junio de 1992 171 , relativa a un segundo sistema general 

de reconocimiento de formaciones profesionales. 

Ambas Directivas han sido transpuestas al ordenamie nto 

jurídico interno español, la primera, mediante el R .D.1665/1991, 

de 25 de Octubre 172  y, la segunda, mediante el R.D.1396/1995, de 4 

de Agosto 173  .  

 

                                                 
170 DO L 019 24.01.89 

171 DO L 209 24.07.92 

172 En ella se establece un sistema de reconocimiento de dichos títulos mediante el que, los nacionales 
de cualquiera de los Estados miembros que estén en posesión de cualificaciones profesionales adquiridas en otro 
Estado miembro que sean análogas a las que se exigen en España para ejercer una profesión regulada, puedan 
acceder a ella en las mismas condiciones que quienes hayan obtenido el correspondiente título español.(BOE de 22 
de Noviembre de 1991). 

173  Interesa realizar varias consideraciones en relación con el Sistema:  
En primer lugar, se requiere que las cualificaciones profesionales adquiridas para ejercer una profesión en 

un Estado miembro -Estado miembro de origen- sean reconocidas por otro Estado miembro en el que el acceso o 
ejercicio de dicha profesión se subordina a la posesión de determinadas cualificaciones profesionales -Estado 
miembro de acogida-. Por tanto, la aplicación del Sistema queda limitado a las enseñanzas profesionales 
reglamentadas, es decir a aquellas que dan lugar a un título, diploma o certificado. 

Por otra parte, no se aplica a todas las profesiones ya que quedan excluidas, tanto las profesiones que tienen 
su propia directiva sectorial -médico, enfermero de cuidados generales, dentistas, matronas y asistentes obstétricos, 
veterinarios, farmacéuticos y arquitectos-, como las actividades sujetas a una directiva transitoria -las actividades 
artesanales, actividades comerciales, actividades industriales, actividades de transportistas, etc.-. 

Por último, importa especialmente destacar que el sistema, aun cuando tienda al reconocimiento automático 
de titulaciones, admite, no obstante, para determinados supuestos excepcionales, la imposición de requisitos 
adicionales como son, la superación de una prueba de aptitud o la realización de un período de prácticas como 
medios para evaluar la aptitud del profesional formado en otro país para adaptarse al nuevo entorno en el que 
pretende ejercer la profesión. El RD. 1665/1991 establece que se podrá exigir una prueba de aptitud cuando se 
pretenda ejercer profesiones que exigen un conocimiento preciso del Derecho español y en las cuales un elemento 
esencial y constante del ejercicio de la actividad profesional es la asesoría y/o asistencia relativas al Derecho 
español. Así ocurre por ejemplo con las profesiones de Abogado y Procurador en las que la Orden de 30 de Abril de 
1996 (BOE de 8 de Mayo), exige la realización de una prueba de aptitud, (arts. undécimo a decimonoveno de la 
Orden). 
 

Por otra parte, el RD.1665/1991 requiere que el solicitante opte entre superar una prueba de aptitud o 
realizar un período de prácticas si la formación adquirida en otro Estado no se corresponde con la exigida por las 
disposiciones nacionales para ejercer la profesión o cuando ésta abarque en España actividades que no estén 
comprendidas dentro del ámbito de la que resulte equivalente en el país de origen (art.4 del RD.) 
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b) La libre circulación de mercancías.  

 

Marco de la actuación comunitaria: La Política 

comunitaria de la competencia.-   El TCE atribuye a la Comunidad 

Europea competencias en materia de política de comp etencia, con 

objeto de garantizar que la competencia no será fal seada en el 

mercado interior -ex art.3,1,g) TCE- y así contribu ir al 

establecimiento de un Mercado Común (art.2 TCE), si n obstáculos a 

la libre circulación de mercancías (art.3,1,c) TCE) . 

Los medios de intervención financiera de los Estado s 

miembros en el marco de sus políticas económicas, y , 

particularmente por lo que aquí interesa, en relaci ón con las 

políticas nacionales de empleo y formación, pueden obstaculizar 

la correcta distribución y empleo de los recursos p roductivos y 

por tanto resultar una práctica restrictiva de la c ompetencia. 

 En este sentido, el TCE en los arts.87 a 89 regula  las 

ayudas estatales a la actividad económica  y establ ece un sistema 

de control por parte de la Comisión con objeto de e vitar la 

aplicación de aquellas que causen falseamientos de la competencia 

contrarios al interés común. 

 

Las ayudas estatales a la formación.- La financiación 

pública en el ámbito de la formación en su mayor pa rte no entra 

en el ámbito de aplicación de las normas de compete ncia señaladas 

en la medida en que la Comisión viene considerando que el 

falseamiento de la competencia que podría ocasionar  esta 

intervención pública está justificado o compensado por su 

contribución a unos objetivos de interés comunitari o que las 

                                                                                                                                                        
 



 
 111 

fuerzas del mercado no podrían lograr por sí mismas 174 . 

En efecto, las ayudas estatales a la formación diri gidas, 

por un lado, a incentivar a los trabajadores a mejo rar sus 

competencias y su capacidad de adaptación y, por ot ro, a fomentar 

que las empresas inviertan en la formación de sus t rabajadores, 

contribuyen a la consecución de los objetivos de la  Comunidad 

favoreciendo que a través de la formación se eleve el nivel de 

empleo comunitario y se refuerce la competitividad de la 

comunidad y, en consecuencia, en su mayoría se enti enden 

compatibles con el mercado común. 

 

Sin embargo, en relación con el segundo tipo de ayu das, es 

decir, las dirigidas a fomentar que las empresas in viertan en 

formación profesional, la Comisión ha señalado que pueden 

resultar contrarias a los objetivos de la política de competencia 

cuando confiriendo a las empresas ventajas en relac ión con sus 

competidores sean susceptibles de falsear la compet encia sin que 

este efecto se vea contrarrestado con un efecto pos itivo de la 

ayuda. En tal caso la medida incentivadora puede co nstituir una 

ayuda de las que entran en el ámbito de aplicación de las normas 

de competencia del TCE y, por consiguiente, estar s ujeta al 

sistema de control preventivo de la Comisión y requ erir su 

autorización para ser ejecutada por el Estado miemb ro.  

Este sería el caso de las ayudas a la formación que  no 

contribuyan a la realización de objetivos comunitar ios, las que 

superen el nivel incentivador necesario y las que e ncubran ayudas 

de funcionamiento, es decir, destinadas a reducir, en ciertas 

empresas, los costes que deberían soportar normalme nte, en su 

                                                 
174 Este es uno de los fundamentos esenciales del apoyo de los Fondos estructurales a la inversión en 

recursos humanos como parte de la política de cohesión económica y social. Vid. Comunicación de la Comisión. 
Directrices sobre ayudas a la formación.  
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propio interés, para mejorar las cualificaciones de  sus 

trabajadores. 

 

Finalmente el Reglamento 68/2001 de la Comisión, de  12 de 

Enero de 2001 175 , relativo a la aplicación de los arts.87 y 88 del 

TCE a las ayudas a la formación ha establecido las condiciones 

que deben reunir las medidas de formación que const ituyen ayuda 

estatal a efectos de lo dispuesto en el art.87.1 de l TCE para que 

queden exentas de la obligación de notificación pre via 

establecida en el art.88.3 del TCE. 

A tal efecto se tendrá en cuenta la intensidad de l a ayuda, 

es decir, “el importe de la misma expresado en porc entaje de los 

costes subvencionables del proyecto”. Y las intensi dades 

admisibles de las ayudas exentas se modularán en at ención a 

diversos criterios, como son: Tipo de formación -ge neral o 

específica 176-, tamaño de la empresa -pequeña/mediana empresa y 

grandes empresas- y su emplazamiento geográfico -en  regiones que 

reúnan las condiciones para ser beneficiarias de ay udas 

regionales en aplicación de los apartados a) y c) d el art.87.3 

                                                 
175 DOCE L núm.010 de 13 de Enero de 2001. 

176 El Reglamento tiene en cuenta el efecto externo de las ayudas y en este sentido es factor 
determinante el carácter transferible de las competencias y cualificaciones adquiridas mediante la formación, 
entendiendo que cuanto mayor sea éste, mayor será la contribución de la ayuda a la consecución de los objetivos 
comunitarios de empleo y desarrollo de los recursos humanos. 

En este sentido se distingue entre acciones de formación específica y de formación general: 
Las primeras incluyen una enseñanza teórica o práctica aplicable directamente en el puesto de trabajo actual 

o futuro del trabajador en la empresa beneficiaria de la ayuda y proporcionan escasas competencias y cualificaciones 
transferibles. En consecuencia será más baja la intensidad de la ayuda que pueda considerarse compatible y quedar 
exenta de la obligación de notificación previa.  

Las acciones de formación general en cambio, incluyen una enseñanza que no es única o principalmente 
aplicable en el puesto de trabajo actual o futuro del trabajador en la empresa beneficiaria, sino que ofrecen al 
trabajador cualificaciones suplementarias transferibles directamente a otras empresas o a otros ámbitos laborales, 
con lo que mejora sustancialmente la empleabilidad del trabajador. Se presume que tiene tal carácter, por ejemplo, la 
formación sancionada por un diploma, certificado o título reconocido por el Estado o con arreglo a sistemas de 
certificación y convalidación de la experiencia laboral. Las ayudas concedidas a tal efecto producen menos efectos 
de falseamiento de la competencia, de manera que intensidades más altas de ayudas pueden ser consideradas 
compatibles con el mercado común y quedar exentas de la obligación de notificación previa. 
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del TCE. 

 

 

C. LA POLITICA COMUNITARIA DE EMPLEO . 

 

 

El marco de la actuación comunitaria.- Promover un alto 

nivel de empleo es uno de los fines que el TCE enco mienda a la 

Comunidad Europea en el art.2. A tal fin la acción comunitaria 

implicará  el fomento de la coordinación entre las políticas de 

empleo de los Estados miembros, con vistas a aument ar su eficacia 

mediante el desarrollo de una estrategia coordinada  para el 

empleo (art.3,i) TCE) 177 . 

 

La formación profesional en el TCE se revela como u n 

mecanismo de política activa de empleo en la medida  en que el 

art.125 la considera medio para lograr el objetivo de un alto 

nivel de empleo recogido en el art.2 TCE 178 . En este sentido, la 

formación profesional deberá ser objeto de atención  prioritaria y 

recurrente de las orientaciones sobre el empleo ado ptadas por el 

Consejo y por ende de los objetivos y medios de act uación 

incluidos en los planes de acción nacionales para e l empleo, así 

como también podrá serlo de las iniciativas comunit arias 

dirigidas a estimular la cooperación entre los Esta dos miembros y 

apoyar actuaciones innovadoras en el ámbito del emp leo. 

                                                 
177 CACHON,L. y PALACIO,J.I., en "Política de empleo en España desde el ingreso en la Unión 

Europea" págs.274 a 304, en MIGUELEZ,F. y PRIETO,C., Las relaciones de empleo en España, Siglo veintiuno de 
España editores, S.A., Madrid, 1999. 
 

COLINA ROBLEDO,M., RAMIREZ MARTINEZ,J.M. y SALA FRANCO,T., en Derecho Social 
Comunitario págs.319 y ss. 

178 Esta apreciación se manifestaba claramente en las directrices presentadas por el Consejo para 
1998. 
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El TCE en el Título VIII -arts. 125 a 130-  estable ce, el 

ámbito de actuación de la Comunidad Europea en mate ria de empleo 

(a)  y las bases de la estrategia coordinada para el em pleo a 

nivel comunitario (b) . 

 

a)  La actuación de la Comunidad dirigida a potenciar un alto 

nivel de empleo concurre con la actuación de los Es tados miembros 

y por consiguiente queda delimitada por los princip ios de 

subsidiariedad 179  y oportunidad.  

El TCE en el art.127 exige, en efecto, que la actua ción 

comunitaria en política de empleo respete las compe tencias de los 

Estados Miembros y limita su marco de actuación al fomento de la 

cooperación entre ellos, al apoyo y, en caso necesa rio, al 

complemento de las acciones de los mismos. 

 

b)  El TCE impone a los Estados miembros y a la Comuni dad 

desarrollar una estrategia coordinada para el emple o a nivel 

comunitario "en particular para potenciar una mano de obra 

cualificada, formada y adaptable y mercados laboral es con 

capacidad de respuesta al cambio económico" -art.12 5 del TCE- con 

el fin de alcanzar los objetivos definidos en el ar t.2 del TCE y, 

en especial, un alto nivel de empleo. 

 

En primer lugar, el TCE a través del art.128 atribu ye a las 

Instituciones comunitarias los poderes y medios de acción 

necesarios para la coordinación de las políticas de  empleo de los 

                                                 
179 Vid. GALIANA MORENO, J.M., en "Aspectos sociales del Tratado de Ámsterdam", REDT, 

1998, págs. 



 
 115 

Estados miembros e impone a éstos un conjunto de ob ligaciones 180  

para lograr que las políticas nacionales de empleo converjan 

hacia objetivos establecidos de forma conjunta, ver ificables y 

actualizados periódicamente.  

 

El método adoptado por el TCE para alcanzar una est rategia 

coordinada para el empleo se basa en la definición a nivel 

comunitario de unas orientaciones para el empleo qu e los Estados 

miembros deben tener en cuenta en sus respectivas p olíticas de 

empleo -art.128 TCE- ya que, aun cuando éstos manti enen sus 

competencias en política de empleo, sin embargo, el  TCE  exige 

que el fomento del empleo sea considerado como un " asunto de 

interés común" y obliga a los Estados miembros a co ordinar sus 

actuaciones al respecto con una voluntad de converg encia hacia 

los objetivos establecidos a nivel comunitario (art .126 TCE). 

 

Así, en base a los poderes atribuidos por el TCE, e l 

Consejo 181 , respetando el principio de subsidiariedad y las 

competencias de los Estados miembros en materia de empleo, 

elaborará anualmente las orientaciones para el empl eo182 , fijando 

los objetivos y los medios concretos -directrices p ara el empleo- 

que deberán incluirse en los planes de acción nacio nales 

elaborados por los Estados miembros con una perspec tiva 

                                                 
180 Estas obligaciones de hacer que el art.128 TCE impone a los  Estados miembros son la concreción 

en el ámbito del empleo de las obligaciones que derivan del deber de colaboración impuesto a estos por el art.10 del 
TCE. 

181 El Consejo adoptará las directrices para el empleo, por mayoría cualificada y a propuesta de la 
Comisión, previa consulta con el Parlamento Europeo, al Comité de las Regiones y al Comité de Empleo (art.128.2 
TCE). 

182 Las directrices para el empleo se basarán en las conclusiones adoptadas por el Consejo europeo 
teniendo en cuenta el informe anual que sobre el análisis de la situación de empleo de la Comunidad elaboren 
conjuntamente el Consejo y la Comisión (art.128.1 TCE). 
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plurianual 183 . 

 

En segundo lugar, el TCE atribuye también a las 

instituciones comunitarias poderes para efectuar la  evaluación y 

seguimiento de las políticas de empleo y, a estos e fectos, impone 

a los Estados miembros la obligación de facilitar a l Consejo y a 

la Comisión un informe anual sobre las principales medidas 

adoptadas y las condiciones de su desarrollo. 

En base a estos informes y previa consulta al Comit é de 

Empleo, el Consejo efectuará anualmente un examen d e la forma en 

que los Estados miembros han trasladado las directr ices a sus 

respectivas políticas de empleo, pudiendo formular las 

recomendaciones que estime pertinentes, por mayoría  cualificada y 

sobre la base de una recomendación de la Comisión. 

                                                 
183 "Así será como se efectúe su concreción efectiva, en forma de objetivos nacionales cuantificados 

siempre que sea posible y oportuno, seguida de su plasmación en medidas nacionales reglamentarias, administrativas 
o de otro tipo...Los Estados miembros fijarán los plazos para lograr el resultado pretendido, teniendo en cuanta, 
entre otras cosas, los medios administrativos y financieros de que dispongan." Cfr. Conclusiones de la Presidencia. 
Consejo Europeo Extraordinario sobre el Empleo de Luxemburgo, Parte I, apartado 15. 



 
 117 

CAPITULO II 

 

 

LAS MEDIDAS DE ACTUACION DEL SISTEMA DE FORMACION 

PROFESIONAL 

 

 

I. EL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL REGLADA  

 

 La formación profesional reglada.-  La formación 

profesional reglada comprende el conjunto de enseña nzas que, 

dentro del Sistema educativo, capacitan para el des empeño 

cualificado de las distintas profesiones. 

 

Tiene como objetivos, la preparación de los alumnos  para la 

actividad en un campo profesional y la impartición de una 

formación polivalente que les permita adaptarse a l as 

modificaciones laborales que puedan producirse a lo  largo de su 

vida profesional. 

Así, la formación profesional reglada está dirigida  a 

ofrecer cualificaciones profesionales que garantice n la 

empleabilidad y adaptabilidad de sus titulados 184 . 

 

 

A. EL MARCO NORMATIVO 

 

Marco legal: La LOGSE.- La Ley Orgánica 1/1990 de 3 de 

                                                 
184 Vid. LOGSE, art.30 y La Política de empleo en España, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 

Madrid, 1998, págs.111 a 114. 
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Octubre, de Ordenación General del Sistema Educativ o (LOGSE)  

regula la estructura y organización del Sistema Edu cativo en 

España, dedicando el Título I a "Las enseñanzas de régimen 

general" y, dentro de éste, el Capítulo IV a la "Fo rmación 

Profesional". 

 

Marco reglamentario.- En desarrollo del Capítulo IV y 

de la disposición adicional cuarta, apartados 3, 4 y 6 de la 

LOGSE se han aprobado una serie de disposiciones re glamentarias, 

que se pueden agrupar en tres bloques: 

 

A) El primer bloque se refiere al proceso de implan tación: 

- Con carácter general, los Reales Decretos 986/199 1 de 14 

de Junio, 1487/1994, de 1 de Julio y 173/1998, de 1 6 de febrero, 

por los que se aprueba, modifica y completa el cale ndario de 

aplicación de la nueva ordenación del sistema educa tivo, se 

establece la extinción gradual de los planes de est udio 

anteriores y el sistema de equivalencias de los año s cursados 

según éstos. 

- Y referido específicamente a la formación profesi onal, el 

Real Decreto 777/1998, 30 de Abril 185 . 

En líneas generales, esta norma se refiere, en prim er lugar, 

al sistema de acceso, admisión y matriculación de a lumnos; en 

segundo lugar, a las correspondencias, a efectos pr ofesionales y 

académicos, entre los títulos profesionales anterio res -técnico 

auxiliar y técnico especialista- y los actuales -té cnico y 

técnico de grado superior-; en tercer lugar, señala  criterios 

generales sobre el sistema de convalidaciones y cor respondencias, 

en cuarto lugar, establece los requisitos mínimos d e espacios 

                                                 
185 BOE de 8 de Mayo de 1998 



 
 119 

formativos e instalaciones para impartir formación profesional 

específica 186 ; y, por último, establece previsiones en relación 

con el profesorado. 

 

B) El segundo bloque recoge la normativa relativa a  la 

estructura de los nuevos estudios de formación prof esional: 

- El Real Decreto 676/1993, de 7 de Mayo, estableci endo las 

directrices generales sobre títulos y las correspon dientes 

enseñanzas mínimas de formación profesional. 

- Los Distintos Reales Decretos estableciendo los T ítulos 

Profesionales y aprobando las enseñanzas mínimas de  cada uno de 

ellos. 

- La normativa de las CC.AA relativa al módulo “For mación en 

centros de trabajo” (FCT) en los ciclos formativos de Formación 

Profesional específica 187 . 

C) El tercer bloque comprende la normativa relativa  a los 

Programas de Garantía Social: 

- El Real Decreto 1345/1991, de 6 de Septiembre, po r el que 

se establece el currículo de la Educación Secundari a Obligatoria 

                                                 
186 Modificando el RD 1004/1991, de 14 de julio en relación con los centros que imparten formación 

profesional específica. 

187 Asturias: -Resolución de 1 de Febrero de 2002 (BOPA de 16 de Febrero) 
Andalucía: - Orden de 31 de Julio de 2001, regula el programa de formación en centros de trabajo 
(BOA de 30 de  
Canarias: - Resolución de la Dirección General de Ordenación e Innovación Educativa, de 23 de 
Julio de 1997, (BOC de 27 de Agosto de 1997).  
Galicia: - Resolución de 7 de Septiembre de 1998, (DOG 186/98 de 24 de Septiembre de 1998) 
Navarra: - Orden foral de 20 de junio de 1997, (BON de 29 de Agosto de 1997).  
Comunidad Valenciana: - Orden de 31 de Agosto de 1988, realización de prácticas profesionales 
formativas en entidades colaboradoras por alumnos de Formación Profesional Reglada y Artes 
Aplicadas y Oficios Artísticos.(DOGV de 15 de Septiembre de 1988). 
- Orden de 9 de Abril de 1996, bases de la convocatoria de ayudas para la realización de 
formación profesional en centros de trabajo y prácticas formativas. (DOGV de 16 de Mayo de 
1996). 
- Orden de 25 de Noviembre de 1997, regula la realización de prácticas en centros dependientes de 
la Consejería de Cultura, Educación y Ciencia, por alumnos de Formación Profesional Reglada y 
Artes Aplicadas y Oficios Artísticos. (DOGV de 26 de Diciembre de 1997).  
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(BOE de 13 de septiembre de 1991), preveía en el ar t.20.2 que "el 

Ministerio de Educación y Ciencia regulará los prog ramas 

específicos de garantía social, promoverá convenios  con otras 

Administraciones e Instituciones, públicas o privad as, para su 

realización y facilitará recursos materiales y pers onales que 

contribuyan a la eficacia de dichos programas".  

- El Ministerio de Educación y Cultura, mediante la  Orden de 

12 de Enero de 1993 (BOE de 19 de Enero de 1993), r egula los 

Programas de Garantía Social que se establezcan en el territorio 

de gestión del Ministerio de Educación y Ciencia, d urante el 

período de implantación anticipada del segundo cicl o de la 

Obligatoria.  

- Los PGS que se desarrollen fuera del territorio M EC se 

regulan mediante las Órdenes dictadas al efecto por  las 

Consejerías de Educación para sus ámbitos territori ales 

correspondientes 188 , o, a falta de norma propia, por la Orden del 

MEC.  

 

 

B. LAS ENSEÑANZAS DE FORMACIÓN PROFESIONAL REGLADA 

 

Niveles.- La formación profesional en el ámbito del sistema 

educativo, se estructura en dos niveles de enseñanz a profesional 

 y comprende unos programas específicos de formació n. 

                                                 
188 Aragón: - Orden de 4 de Abril de 2001 (BOA de 18 de Abril) 

Asturias: -Resolución de 29 de Mayo de 2000 (BOPA de 8 de Junio) 
Andalucía: - Orden de 1 de Abril de 2002 (BOA de ) 
Canarias: - Orden de 17 de Febrero de 1998 (BOC de 6 de Abril), modificada por Orden de 17 de 
Marzo de 2002 (BOC de 8 de Julio) 
Galicia: - Orden de 5 de Mayo de 1997 (DOG de 29 de Mayo) 
Madrid: - Orden 1207/2000, de 19 de Abril (BOM de 3 de Mayo) 
Navarra: - Decreto foral 233/1999, de 21 de Junio (BON de 6 de Agosto). 
Comunidad Valenciana: - Orden de 24 de Febrero de 2000 (DOGV de 14 de Marzo). 
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1º) La Formación Profesional de Base. 

Es la formación básica de carácter profesional que se cursa 

durante la etapa de enseñanza secundaria 189  y que, por 

consiguiente, recibirán tanto los alumnos de Educac ión Secundaria 

Obligatoria (ESO), como los de Bachillerato. 

 

2º) Formación Profesional Específica.  

Consta de dos ciclos formativos:  

a) Formación Profesional de Grado Medio: Etapa comp rendida  

en la educación secundaria, que se puede cursar al terminar la 

ESO, como opción alternativa a los estudios de Bach illerato. 

b) Formación Profesional de Grado Superior: Se curs a al 

finalizar el Bachillerato, como opción alternativa a los estudios 

universitarios. 

  

A las anteriores enseñanzas profesionales habría qu e añadir 

los Programas de Garantía Social (PGS), dirigidos a  los alumnos 

que no hayan superado las enseñanzas correspondient es a la ESO, 

en tanto que incluirán entre sus componentes format ivos, módulos 

de formación profesional básica y específica. 

 

a) La Formación Profesional Específica  

 

Objetivos.-  Sin perjuicio de los objetivos propiamente 

educativos y de los que se señalaron, -que comparte  con la del 

nivel básico-, a estas enseñanzas la LOGSE encomien da 

                                                 
189 El art.17 de la LOGSE establece que el nivel de educación secundaria comprende: 
a) Etapa de educación secundaria obligatoria (ESO), abarca cuatro cursos académicos, entre los doce y 

dieciséis años. 
b) El bachillerato, dos cursos académicos, y 
c) La formación profesional específica de grado medio. 
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específicamente tres cometidos: Facilitar la incorp oración de los 

jóvenes a la vida activa, contribuir a la formación  permanente de 

los ciudadanos y atender a las demandas de cualific ación del 

sistema productivo. 

 

Acceso.-  Se establecen dos vías de acceso a la 

formación profesional específica: 

A) Mediante acceso directo. 

Cumpliendo los requisitos académicos establecidos e n el 

art.31 de la LOGSE, esto es, el título de Graduado en Educación 

Secundaria, para acceder a la formación de Grado Me dio y el 

título de Bachiller, para acceder a la formación de  Grado 

Superior. 

B) Mediante una prueba de acceso, tanto al Grado Me dio como 

al Superior. 

Tiene por objeto constatar si el aspirante -que obv iamente 

carecerá de los requisitos académicos exigidos para  acceder 

directamente- tiene la preparación suficiente para cursar con 

aprovechamiento estas enseñanzas. 

Para acceder por esta vía a los ciclos formativos d e Grado 

Medio, el art.32 de la LOGSE requiere que el aspira nte tenga 

cumplidos los diecisiete años antes de finalizar el  año.  

Para el acceso a los ciclos de Grado Superior se ex ige 

cumplir dos requisitos: 1) Tener cumplidos los vein te años de 

edad antes de la realización de la prueba y, 2) acr editar 

mediante la prueba, de un lado, la madurez en relac ión con los 

objetivos del bachillerato y, de otro, las capacida des referentes 

al campo profesional de que se trate. 

Importa destacar especialmente que la LOGSE posibil ita 

quedar exento de esta parte específica de la prueba  mediante la 

acreditación de una experiencia laboral que se corr esponda con 
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los estudios profesionales que se desee cursar. 190  

La regulación de la prueba queda encomendada a las 

administraciones educativas y, presumiblemente, la norma 

correspondiente prevea el medio de acreditar la exp eriencia 

laboral a los efectos señalados.  

De cualquier forma, apuntada la cuestión, sobre la misma se 

volverá después en tanto que conecta directamente c on la práctica 

profesional como medio de adquisición de la formaci ón 

profesional, aspecto de indudable importancia desde  el punto de 

vista del Derecho del Trabajo. 

 

Estructura modular de los ciclos formativos de la 

Formación profesional específica.- Tanto los ciclos formativos de 

Grado Medio como los de Grado Superior, integrantes  de la 

Formación Profesional Específica, se organizan inte rnamente 

mediante módulos profesionales de duración variable , constituidos 

por áreas de conocimiento teórico-prácticas en func ión de los 

diversos campos profesionales. 

Así, cada ciclo formativo se compone de un número v ariable 

de módulos profesionales de distinta naturaleza que  habrá que 

cursar para obtener la titulación correspondiente a l mismo. 

Estos módulos son: 

- Módulos asociados a unidades de competencia. 

- Módulos transversales. 

- Módulos de Formación y Orientación. 

- Módulos de formación en centros de Trabajo (FCT).  

                                                 
190 En la Comunidad Valenciana se exige acreditar más de un año de experiencia. 

  El módulo profesional de FCT.-  Entre los módulos 

anteriores interesa destacar el de FCT en la medida  en que la 
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LOGSE le dota de una especial trascendencia exigien do que esté 

presente en todos los ciclos formativos de la forma ción 

profesional específica y prevé que tenga una duraci ón que, 

dependiendo del ciclo, oscilará entre las 300 y 720  horas. 

Se concibe como complemento de la formación teórica  

impartida en los centros educativos, con la finalid ad de que el 

alumno, mediante la realización de un conjunto de a ctividades en 

el ambiente real de trabajo, desempeñando las funci ones propias 

de la profesión, adquiera unos conocimientos profes ionales que le 

sería difícil adquirir en el centro educativo donde  cursa el 

resto de módulos profesionales. 

Para su desarrollo se requiere la intervención de e mpresas e 

Instituciones, correspondiendo a las administracion es educativas 

- ex  art.34.2 LOGSE- arbitrar los mecanismos necesarios  para 

incorporarlas a tal fin. 

En este sentido, se prevén y promueven dos formas d e 

colaboración de empresas e instituciones en la FCT:  

 

A) La colaboración en la gestión técnica de la FCT.   

Mediante la suscripción de convenios marco o de col aboración 

con Cámaras de Comercio, organizaciones empresarial es y otras 

instituciones que, como entidades de colaboración t écnica, 

pasarán a prestar apoyo a la administración educati va en tareas 

diversas, como son: La elaboración de un banco de d atos sobre 

centros de trabajo dispuestos a colaborar, asesorar  a las 

empresas en todo lo concerniente a la realización d e las 

prácticas, propiciar la formalización de convenios entre centros 

educativos y empresas que posibiliten la realizació n de las 

prácticas o la programación e impartición de progra mas de 
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formación dirigidos a coordinadores y monitores de FCT191 . 

 

B) La colaboración en la ejecución de la FCT. 

Para lo que se prevén convenios específicos de cola boración 

entre el centro educativo, al que corresponde organ izar la 

realización del módulo de FCT, y la entidad que pre tende 

colaborar en su ejecución.  

Formalizados por escrito, se suscriben por el direc tor del 

centro formativo en nombre de la Administración edu cativa y el 

representante legal de la entidad (empresa o instit ución). 

 

La titulación.- La LOGSE prevé que la titulación 

académica correspondiente a los estudios de formaci ón profesional 

específica será: La de Técnico de la correspondient e profesión  -

cuando se superen las enseñanzas correspondientes a l Grado Medio- 

y la de Técnico Superior de la correspondiente prof esión -cuando 

se supere la formación profesional específica de Gr ado Superior-. 

 

Las convalidaciones y correspondencias.-  En 

cumplimiento de lo dispuesto en la Disposición adic ional cuarta, 

apartado 6º de la LOGSE, el RD 777/1998 esboza el s istema de 

convalidaciones y correspondencias entre las enseña nzas de 

formación profesional reglada y los conocimientos a dquiridos en 

la formación profesional ocupacional y en la prácti ca laboral, 

señalando los criterios generales que deberán segui r los 

Departamentos Ministeriales competentes para determ inarlas, así 

                                                 
191 A tal fin el MEC firmó el 15 de Febrero de 1993 un convenio-marco de colaboración con el 

Consejo Superior de Cámaras de Comercio, Industria y Navegación de España que afecta al territorio que gestiona el 
MEC, Vid. DURAN LOPEZ,F., ALCAIDE CASTRO,M., GONZALEZ RENDON,M. y FLOREZ SABORIDO,I, en 
La Formación Profesional Continua en España, op. cit. pág.51. y especialmente, JIMENEZ JIMENEZ,B. en Claves 
para comprender la formación profesional en Europa y en España, op. cit.págs.126 a 128, recogiendo el objeto del 
convenio-marco de colaboración así como los compromisos asumidos por las Cámaras. 
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como el procedimiento para su solicitud y reconocim iento.  

 

A) En primer lugar, se prevé la convalidación: 

1º.- Dentro del Subsistema de formación reglada: 

- De módulos profesionales entre ciclos formativos.  

- De módulos profesionales con materias de bachille rato. 

2º.- Entre formación reglada y ocupacional: 

- Convalidaciones entre módulos profesionales y mód ulos 

formativos incluidos en los certificados de profesi onalidad, 

desarrollados a partir del RD 797/1995, de 19 de Ma yo, expedidos 

por las Administraciones laborales con competencias  para la 

gestión de la formación profesional ocupacional, co n carácter 

oficial y validez en todo el Estado. 

Corresponde conjuntamente al Ministerio de Educació n y 

Cultura y al Ministerio de Trabajo y Asuntos Social es, establecer 

las convalidaciones, teniendo en cuenta: La similit ud de 

competencias profesionales, las capacidades termina les de la 

formación y la duración requerida para el desarroll o de los 

contenidos y adquisición de las capacidades propias  del módulo 

profesional. 

 

B) En segundo lugar, en relación con la formación 

profesional reglada, se contempla la correspondenci a entre: 

1º.- Módulos profesionales y práctica laboral. 

El sistema de correspondencia entre módulos profesi onales de 

los ciclos formativos de formación profesional espe cífica y la 

práctica laboral establecida en el art.15 del RD 77 7/1998 192  

                                                 
192 Según establece el apartado 2º del precepto, el desarrollo de lo previsto en este artículo 

corresponde al Ministerio de Educación y Cultura, previa consulta al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a las 
Administraciones educativas y a los agentes sociales, sobre la base de los estudios y dictámenes del órgano 
responsable de definir las cualificaciones profesionales. 

Este órgano parece que será el Instituto de Nacional de Cualificaciones, -ver supra-, al que se refiere el II 
PNFP encargándole de proponer medidas que hagan efectivo el sistema de correspondencias y convalidaciones entre 



 
 127 

posibilita que ésta pueda eximir de cursar los módu los 

profesionales teóricos relacionados con la misma. 

Esta correspondencia se puede hacer efectiva a trav és de dos 

vías: 

a) La primera, mediante acreditación por el interes ado de la 

experiencia laboral que se corresponda con los módu los 

profesionales cuya correspondencia se solicita. 

b) La segunda, mediante la realización de una prueb a a 

efectos de comprobar si mediante la experiencia lab oral se han 

adquirido las "capacidades terminales" del módulo o  módulos 

profesionales de que se trate. 

En cualquier caso, corresponde al Ministerio de Edu cación y 

Cultura, previa consulta al Ministerio de Trabajo y  Asuntos 

Sociales, a las administraciones educativas y a los  agentes 

sociales establecer, tanto las previsiones relativa s a la prueba, 

cuanto los requisitos objetivos y documentales exig ibles a 

efectos de acreditar la experiencia laboral. 

 

2º.- Correspondencia entre el módulo profesional de  FCT y 

práctica laboral. 

 El art.16 del RD 777/1998 en desarrollo del art.34 .2 de la 

LOGSE prevé la posibilidad de que puedan quedar exe ntos de 

cursar, total o parcialmente, el módulo práctico co rrespondiente, 

quienes acrediten al menos un año de experiencia pr ofesional 

relacionada con los estudios profesionales que se d esee cursar o 

se estén cursando 193 .  

                                                                                                                                                        
los tres subsistemas de formación profesional, incluyendo la experiencia laboral. 

193 La CA Canaria, al regular la puesta en marcha y desarrollo del módulo de FCT de los ciclos 
formativos que imparten los centros dependientes de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes. Resolución de 
23 de Julio de 1997, BOCAN de 27 de Agosto de 1997, (R.265) establece en el apartado VIII, requisitos y 
procedimiento para la exención del módulo 
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La acreditación se realizará mediante dos documento s:  

- Certificación de la Tesorería General de la Segur idad 

Social donde conste la empresa, categoría profesion al y período 

de contratación.  

- Certificación de la empresa en la que se haga con star la 

duración del contrato de trabajo, la actividad desa rrollada y el 

período de tiempo en el que se ha realizado dicha a ctividad. 

 

 

 

b) los Programas de Garantía Social  

 

a' Concepto y fundamento  

 

Concepto.-  Los Programas de Garantía Social (PGS) son 

programas de formación que refuerzan la acción form ativa del 

Sistema Educativo. La LOGSE los prevé en el art.23. 2 señalando 

como posibles destinatarios de los mismos a los alu mnos que 

abandonen la ESO sin haber alcanzado los objetivos de esa etapa 

educativa.  

 Se conciben con la finalidad de proporcionar a los  alumnos 

una formación básica y profesional que les permita incorporarse a 

la vida activa y/o proseguir sus estudios, especial mente cursar 

los ciclos formativos correspondientes a la formaci ón profesional 

específica de Grado Medio. A estos accederán a trav és de la 

prueba de acceso que, como se vio  supra , está establecida para el 

supuesto de que el aspirante carezca de la titulaci ón requerida -

Título de Graduado en Educación Secundaria- como es  el caso. 

 

Señala el art.23.3 de la LOGSE que la programación,  
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desarrollo y ejecución de los mismos corresponde a las 

administraciones educativas, a las que se impone - ex  art.23.2 

LOGSE- que garanticen una "oferta suficiente" de lo s mismos.  

De forma periódica, en atención a las disponibilida des 

presupuestarias, el Ministerio de Educación y Cultu ra así como  

diversas CC.AA. vienen organizando, con carácter ex perimental, 

este tipo de programas 194 ,  convocándose subvenciones destinadas a 

la financiación total o parcial de los mismos. 

 

b' Los aspectos más relevantes de los PGS  

 

Está prevista  la posibilidad de que en determinado s PGS la 

formación que recibe el alumno se alterne con la re alización de 

un trabajo productivo relacionado con el ámbito pro fesional del 

programa. En estos supuesto el PGS pasa de ser un p rograma 

meramente formativo a ser un programa mixto de form ación-empleo y 

desde luego, adquiriendo especial relevancia para e l Derecho del 

Trabajo como una de las fórmulas de <<formación en alternancia>>. 

Desde esta perspectiva será objeto de atención en e l capítulo 

siguiente. A continuación interesa analizar la regu lación de los 

PGS -partiendo de la Orden del MEC y considerando l as 

particularidades establecidas por las CC.AA.- extra yendo las 

líneas de tendencia sobre los aspectos de los PGS q ue revisten 

especial interés 195 .  

                                                 
194 Se desarrollan de conformidad con lo dispuesto en la Orden de 12 de Enero de 1993 del Ministerio 

de Educación y Ciencia  para el territorio gestionado por él y según las Órdenes dictadas al efecto por las Consejerías 
de Educación para sus ámbitos territoriales correspondientes. Entre otros extremos, establecen los objetivos, 
colectivos a los que se dirigen y modalidades de actuación. Ver supra en el marco normativo del Subsistema de 
Formación Profesional Reglada. 

195 Se toman en consideración las Ordenes de: 
Aragón: - Orden de 4 de Abril de 2001 (BOA de 18 de Abril) 
Asturias: -Resolución de 29 de Mayo de 2000 (BOPA de 8 de Junio) 
Andalucía: - Orden de 1 de Abril de 2002 (BOA de ) 
Canarias: - Orden de 17 de Febrero de 1998 (BOC de 6 de Abril), modificada por Orden de 17 
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Destinatarios del programa.- Se establecen dos 

requisitos de acceso: uno, referido a la edad y, ot ro, a las 

condiciones de escolaridad del aspirante. 

Así, por lo general, se dirigen a jóvenes menores d e 

veintiún años que, por lo menos, cumplan dieciséis en el año 

natural en el que se inicia el programa y que se en cuentren en la 

situación de escolarización prevista en la LOGSE. 

Sobre estas circunstancias interesa señalar que alg unas 

CC.AA. amplían la edad de los participantes. Así la  edad máxima 

se extiende a los menores de 25 años en la Comunida d Valenciana 

de forma generalizada para todas las modalidades de  PGS196  y  en 

la Comunidad Foral de Navarra para la modalidad de Talleres 

Ocupacionales 197 . Andalucía amplía la edad  a los menores 22 años 

cuando tengan un certificado de discapacidad 198  y, para el mismo 

supuesto, Canarias la establece en menos de 23 años 199 . 

 

Duración.-  Con carácter general se establece que ésta 

variará dependiendo de la modalidad, del momento de  desarrollo 

del programa y nivel de acceso así como de las expe ctativas de 

los alumnos. No obstante, en algunas Ordenes se fij an criterios 

                                                                                                                                                        
de Marzo de 2002 (BOC de 8 de Julio) 
Galicia: - Orden de 5 de Mayo de 1997 (DOG de 29 de Mayo) 
Madrid: - Orden 1207/2000, de 19 de Abril (BOM de 3 de Mayo) 
Navarra: - Decreto foral 233/1999, de 21 de Junio (BON de 6 de Agosto). 
Comunidad Valenciana: - Orden de 24 de Febrero de 2000 (DOGV de 14 de Marzo).  

Ver referencia a las mismas supra, en el parágrafo sobre el marco normativo del Subsistema de Formación 
Profesional Reglada. 

196  Vid. art.4 de la Orden de 24 de Febrero de 2000.  

197 Vid. art.5 del Decreto foral 233/1999, de 21 de Junio. 

198 Vid. art.4 de la Orden de 1 de Abril de 2002. 

199 Vid. art.4 de la Orden de 17 de Febrero de 1998. 
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para determinarla, estableciendo una duración mínim a y otra 

máxima.  

Así, el MEC fija en 6 meses -720 horas- la duración  mínima y 

dos cursos académicos -1800 horas- la máxima. Andal ucía fija un 

período de duración máximo en 960 horas -equivalent e a un curso 

escolar- (art.6). En Galicia está previsto que dure n entre 800 y 

1000 horas y se desarrollen en un curso académico. También serán 

de un curso académico en Canarias excepto en la mod alidad de 

Inserción Socio laboral que puede alcanzar a dos cu rsos (art.7). 

En Madrid la duración oscila entre 11 meses como mí nimo a dos 

cursos académicos. En Navarra tendrán una duración mínima de 700 

horas excepto para alumnos discapacitados que tendr án una 

duración de tres cursos (art.8)  En la Comunidad Va lenciana la 

duración será de 900 horas desarrolladas en un curs o académico y 

de forma excepcional podrá extenderse a dos cursos (art.8). 

 

De los datos anteriores cabría concluir que la dura ción de 

los Programas de Garantía Social puede oscilar entr e los seis y 

treinta y tres meses. 

  

Nivel de cualificación.-  Los alumnos al concluir el 

programa, no alcanzarán el nivel de cualificación c orrespondiente 

a la Formación Profesional de Grado medio.  

   Así ocurre en la medida en que el área Formación  Específica 

del Programa comprende las actividades prácticas y conocimientos 

necesarios para que los alumnos adquieran las capac idades 

relacionadas con el desempeño de un puesto de traba jo para el 

cual no se requiera la cualificación de Técnico de Formación 

Profesional de Grado Medio. en consecuencia se les dotará de las 

capacidades profesionales que les permitan desarrol lar 

actividades laborales de limitada complejidad.  
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El alumno al finalizar el programa recibirá un cert ificado 

en el que constará el número total de horas cursada s y las 

calificaciones obtenidas. Estas calificaciones será n tenidas en 

cuenta para la evaluación de la prueba de acceso a los ciclos 

formativos de Formación Profesional de Grado Medio y también 

podrán serlo a efectos de convalidación con los mód ulos de los 

ciclos formativos que se determinen. 

  

II. EL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL OCUPACIO NAL 

 

 La Formación Profesional Ocupacional. - Las acciones 

formativas del Subsistema de Formación Profesional Ocupacional 

tienen como objetivo la cualificación, recualificac ión o puesta 

al día de las competencias profesionales de sus des tinatarios, 

principalmente, demandantes de empleo 200 .  

 

Instrumentos de actuación.- La oferta formativa pública 

correspondiente al Subsistema de Formación Profesio nal 

Ocupacional se instrumenta a través de programas ex clusivamente 

formativos derivados del Plan Nacional de Formación  Ocupacional 

(Plan FIP) y de programas que alternan formación oc upacional y 

empleo; son los programas de Escuelas-Taller,  Casa s de Oficios y 

                                                 
200 Hasta 1993 comprendía tanto las acciones formativas dirigidas a la inserción y reinserción laboral 

de los trabajadores cuanto las dirigidas a la formación profesional continua en las empresas.  
A partir de esa fecha, en consonancia con las directrices del I Programa Nacional de Formación Profesional, 

-configurador de la nueva estructura del actual Sistema de Formación Profesional-, la formación continua quedó 
desvinculada de la ocupacional, implantándose como un nuevo subsistema autónomo, con objetivos, líneas de 
actuación y marco normativo propio.  
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Talleres de Empleo. 

 

A. EL MARCO NORMATIVO 

 

a) los programas formativos  

 

La normativa vigente.- El Plan FIP se regula por el RD 

631/1993 de 3 de Mayo 201 , desarrollado por la Orden de 13 de Abril 

de 1994 202 .   

Por otra parte, el Real Decreto 797/1995, de 19 de Mayo203 , 

que establece las directrices generales sobre los C ertificados de 

Profesionalidad y los correspondientes contenidos m ínimos de la 

formación profesional ocupacional. 

Y, también por el Real Decreto 375/1999, de 5 de Ma rzo 204 , 

por el que se crea el Instituto Nacional de Cualifi caciones. 

 

b) Los programas de formación ocupacional-empleo  

                                                 
201 Publicado en el BOE de 4 de Mayo de 1993. Su  ámbito queda limitado a la atención de la 

población desempleada Así queda reflejado en el art. 1 del RD 631/1993 cuando se señala que el objeto del mismo 
está constituido por las acciones de formación profesional ocupacional dirigidas a los trabajadores desempleados, 
con el fin de proporcionarles cualificaciones requeridas por el sistema productivo e insertarlos laboralmente, cuando 
los mismos carezcan de formación profesional específica o su cualificación resulte insuficiente o inadecuada. 

202   Publicada en el BOE de 28 de Abril de 1994. Hasta la fecha, esta norma, ha sido objeto  de dos 
modificaciones;   la primera, por Orden de 20 de Septiembre de 1995 a efectos de corregir las disfuncionalidades 
detectadas en la gestión de los cursos de formación ocupacional acogidos al Plan FIP. (BOE 14 de Octubre de 1995); 
la segunda, mediante la Orden de 14 de Octubre de 1998 con el fin de atender a los objetivos y los principios del II 
PNFP y a las directrices del Plan Nacional de Acción para el Empleo. (BOE de 26 de Octubre de 1998).  

 La Orden TAS/466/2002, de 11 de Febrero, ha modificado también  la Orden de 13 de Abril de 1994, 
actualizando las cuantías económicas de las subvenciones y ayudas a las entidades colaboradoras y a los alumnos que 
participan en las acciones formativas del Plan FIP.  

 
203 BOE de 10 de Junio de 1995. 
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La normativa vigente.-  La normativa específica de estos 

programas es: 

a) Programas de Escuelas- Taller y de Casas de Ofic ios: 

 La Orden de 14 de Noviembre de 2001 205 , regula conjuntamente 

ambos programas y establece las bases reguladoras d e la concesión 

de subvenciones públicas a los mismos 206 .  

b) Programas de Talleres de Empleo:  

El R.D. 282/1999, de 22 de Febrero 207 , establece el Programa 

de Talleres de Empleo. 

Ha sido desarrollado; mediante la Orden de 14 de No viembre 

de 2001, en la que también se establecen las bases reguladoras de 

la concesión de las subvenciones públicas correspon dientes; y, 

mediante la Resolución de 31 de Marzo de 1999 208 .  

Conforman también el marco normativo de estos progr amas las 

previsiones relativas a la formación profesional oc upacional por 

ser esta enseñanza la que se impartirá a lo largo d el todo el 

proceso formativo. 

- RD 631/1993, de 3 de Mayo por el que se regula el  Plan FIP 

                                                                                                                                                        
204 BOE de 16 de Marzo de 1999. 

205 BOE de 21 de Noviembre de 2001. 

206 La Orden de 14 de Noviembre de 2001 ha derogado expresamente la Orden de 3 de Agosto de 
1994 y la de 6 de Octubre de 1998 que modificaba la anterior.  

Se mantiene vigente, sin embargo, la Resolución del  Inem de 7 de Julio de 1995 (BOE de 28 de Julio) 
mediante la que se desarrolla el procedimiento establecido en la Orden de 3 de Agosto de 1994 para la aprobación, 
seguimiento y control de los proyectos de Escuelas Taller y Casas de Oficios, Unidades de Promoción y Desarrollo  
y de las subvenciones que, al amparo de dicha norma, pudieran otorgarse. 

207 BOE de 23 de Febrero de 1999. 

208 BOE de 12 de Abril de 1999. 
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y las correspondientes Órdenes Ministeriales de des arrollo. 

- RD 797/1995 de 19 de Mayo de 1995, sobre certific ados de 

profesionalidad y los correspondientes contenidos m ínimos de la 

formación profesional ocupacional. 

- Los RRDD correspondientes a cada certificado de 

profesionalidad. 

 

En relación con la fase de formación en alternancia  será de 

aplicación la normativa correspondiente a la modali dad 

contractual utilizada -el contrato para la formació n-. 

 

Marco autonómico.- La Orden de 14 de Noviembre de 2001 

establece en la Disposición Adicional cuarta que la s CCAA que 

asuman la gestión y control de los programas nacion ales de 

Escuelas-Taller y Casas de Oficios, podrán acomodar  lo 

establecido en esa norma a las peculiaridades deriv adas de la 

organización propia de las mismas 209 . 

Cuando el ámbito de actuación del proyecto exceda d el 

territorio de una CA, la gestión corresponderá a la  

Administración del Estado. 

 

B. LAS MEDIDAS DE ACTUACION DEL SUBSISTEMA DE FORMA CION 

PROFESIONAL OCUPACIONAL. 

                                                 
209 Como se vio supra, en un primer momento, los Decretos de traspasos se referían en exclusiva a la 

formación profesional ocupacional, por tanto, no conferían la gestión de estos programas a las CCAA por no ser 
estrictamente programas de formación sino una combinación de empleo y formación. Su gestión ha sido asumida por 
las CCAA en la segunda fase de transferencias y a tales efectos se ha procedido a la territorialización de las 
subvenciones vinculadas a estos programas. 
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a) Los programas formativos: el plan FIP  

 

El Plan FIP.-  Comprende el conjunto de acciones de 

formación profesional ocupacional dirigidas a los t rabajadores 

desempleados para proporcionarles cualificación cua ndo carezcan 

de formación profesional específica o cuando su cua lificación 

resulte inadecuada o insuficiente para su inserción  o reinserción 

en el mercado de trabajo 210 . 

 La aprobación del Plan FIP corresponde al Gobierno 211  y su 

ejecución al INEM o a las CC.AA. que hayan asumido dicha 

competencia 212 . 

a' Los alumnos de formación profesional ocupacional  

 

El proceso de selección de alumnos.-  El proceso de 

selección de participantes en las acciones formativ as del Plan 

FIP consta de dos fases: 

                                                 
210 Vid. art.1 RD 631/1993. 

211 El Ministerio de Trabajo realiza la planificación trienal de las acciones a desarrollar teniendo en 
cuenta las propuestas de las CC.AA. que hayan asumido competencias en esta materia. Esta planificación se realiza 
por especialidades formativas y colectivos prioritarios teniendo en cuenta las necesidades de formación detectadas en 
las diferentes regiones y sectores productivos por el observatorio ocupacional del INEM, así como las tendencias de 
contratación de los tres últimos años y la inserción de los alumnos formados. 

En base a los objetivos establecidos en la planificación del Ministerio de Trabajo, anualmente el INEM y 
las CC.AA. competentes elaboran la programación de los cursos de formación profesional con la participación en su 
caso de las entidades y centros colaboradores. 

212 La ejecución del Plan FIP  comprende diversas actividades que realizarán, de conformidad con los 
criterios establecidos en el Plan FIP, el INEM y las CC.AA. que hayan asumido esta competencia. 

a) Programación, organización, gestión, control administrativo e inspección técnica de las acciones 
formativas. 

b) El establecimiento de contratos-programa. 
c) La homologación de centros colaboradores. 
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1) La fase de preselección de candidatos que realiz a la Dirección 

provincial del INEM u órgano correspondiente de las  CC.AA. con 

competencias transferidas. 

2) La fase de selección de alumnos entre los candid atos 

preseleccionados que corresponde a los responsables  de impartir 

las acciones formativas. 

En todo caso se deberán respetar los requisitos y c riterios 

de priorización de colectivos establecidos en el RD  631/1993 y 

complementados por la Orden de 13 de Abril de 1994,  así como los 

criterios cuantitativos fijados en la Orden. 

 

Derechos de los alumnos.-  Los participantes en las 

acciones formativas del Plan FIP gozan de gratuidad  de la 

formación y tienen cubierto el riesgo de accidente derivado de la 

asistencia a los cursos 213 . 

Por otra parte tienen la posibilidad de acceder a b ecas y a 

las ayudas públicas establecidas para el transporte , manutención 

y alojamiento así como a becas, cuando se trate de desempleados 

minusválidos 214 .  

 

 Obligaciones de los alumnos.- Los alumnos tienen el 

                                                                                                                                                        
d) La selección de alumnos. 

213 Tanto los costes correspondientes al proceso formativo como los del seguro de accidentes de los 
alumnos serán compensados por la subvención que percibirán los centros colaboradores. Vid. art.13 del RD 
631/1993. 

214 La Orden TAS/466/2002, de 11 de Febrero ha  actualizado las cuantías económicas de las 
subvenciones y ayudas a las entidades colaboradoras y a los alumnos que participen en las acciones formativas del 
Plan FIP.  
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deber de asistir y seguir con aprovechamiento los c ursos en los 

que participen.  

El incumplimiento de estas obligaciones consistente  en tres 

faltas de asistencia no justificadas en un mes o fa lta de 

aprovechamiento a criterio del responsable del curs o puede ser 

sancionado con su exclusión del curso y con la cons iguiente 

pérdida de la ayuda económica que en su caso le cor respondiera. 

 

La resolución sobre la exclusión corresponde adopta rla al 

Director provincial del INEM u órgano correspondien te de la 

CC.AA. con competencias, a propuesta del titular de l centro y 

previa la instrucción de un expediente según establ ece el art.9 

del RD. 

 

b' La colaboración en la gestión  

 

i. La impartición de las acciones formativas.-  Al INEM 

y las CC.AA. que hayan asumido la gestión del mismo , como parte 

de dicha actividad les corresponde impartir las acc iones 

formativas correspondientes a la programación anual . Esta tarea 

la pueden realizar directamente, a través de sus pr opios centros 

de formación, o, bien, contando con la colaboración  de las 

empresas, instituciones, organizaciones o asociacio nes 

empresariales y sindicales que cuenten con centros colaboradores, 

en los términos que establece el RD y a los que se compensará los 

costes del desarrollo de los cursos mediante las co rrespondientes 
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subvenciones. 

 

c' Las acciones formativas  

 

Tipos de acciones formativas.-  Los cursos pueden ser 

presenciales o a distancia e incluirán una parte pr áctica que 

podrá realizarse en las aulas-taller del centro de formación o en 

las empresas. 

 

 Las prácticas en empresas 215 .-   La realización de 

prácticas en las empresas requiere la conclusión de  un convenio 

de colaboración entre la entidad gestora y la empre sa u 

organización empresarial correspondiente.  

 

Las prácticas se realizarán en los términos pactado s en el 

convenio, por tanto, es en éste donde se recogerán las 

obligaciones establecidas para la empresa. 

Como contenido mínimo el RD 631/1993 exige que el C onvenio 

incluya información relativa a: Contenido de las pr ácticas, 

duración, lugar, horario y sistema de tutorías. 

El RD se ocupa de señalar, la realización de las pr ácticas 

                                                 
215 El régimen de las prácticas profesionales en las empresas está establecido en el art.4 del RD 

631/1993 y arts.12 y 24 de la Orden de 13 de Abril de 1994.  
Sin embargo, más que de régimen de las prácticas hay que hablar del régimen del convenio de colaboración 

y de la correspondiente subvención a las empresas por las prácticas profesionales ya que nada dice en relación con el 
desarrollo de las prácticas profesionales.  

La Orden únicamente indica en el art.12 el momento adecuado para la realización de las prácticas: 
simultáneamente con el curso o bien finalizado este, sin que hayan transcurrido más de 30 días desde la finalización 
del mismo. 
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"no supondrá la existencia de relación laboral entr e los alumnos 

y la empresa". 

 

Antes del comienzo de las prácticas habrá que poner  en 

conocimiento de los representantes legales de los t rabajadores en 

la empresa, tanto el convenio, como la relación men sual de los 

alumnos que participen en las mismas. 

 

Por otra parte, está previsto que la empresa como 

compensación económica reciba una subvención cuya c uantía se 

calculará por alumno/día de práctica y que incluirá  el coste de 

suscripción de una póliza colectiva de accidentes d e trabajo 216 . 

En caso de incumplimiento de las obligaciones estab lecidas 

para la empresa en el convenio de colaboración debe rá reintegrar 

total o parcialmente la correspondiente compensació n económica en 

los términos establecidos en el art.24 de la Orden de 13 de Abril 

de 1994. 

 

 

b) Los programas de formación ocupacional-empleo.  

 

a’ Las modalidades de programas de formación ocupac ional-empleo. 

 

 Hasta 1998 existían dos programas públicos de form ación en 

                                                 
216 Cuantía fijada en 10'82 euros por alumno y día de prácticas. Vid. Orden TAS/466/2002, de 11 de 

Febrero. 
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alternancia: El programa de Escuelas-Taller y el pr ograma de 

Casas de Oficios 217 . 

 

En 1999, en base a los compromisos adquiridos por e l 

Gobierno en el Plan de empleo de 1998 se establece el Programa de 

Talleres de empleo como programa de apoyo a la crea ción de empleo 

de la población desempleada mayor de veinticinco añ os.  

 

 

 El Programa de Escuelas-Taller.- Están dirigidos a dotar a 

jóvenes desempleados menores de veinticinco años de  la 

cualificación y experiencia profesional necesaria p ara su 

inserción en el mercado de trabajo. Para ello alter nan formación 

ocupacional con la realización de un trabajo produc tivo en 

actividades relacionadas con: 

a) La recuperación o promoción del patrimonio artís tico, 

histórico, cultural o natural. 

b) La rehabilitación de entornos urbanos o del medi o 

ambiente. 

c) La recuperación y acondicionamiento de infraestr ucturas 

                                                 
217 Para su efectividad la Orden de 3 de Agosto de 1994 al regularlos previó como instrumentos de 

apoyo la actuación de las Unidades de Promoción y Desarrollo y la creación de los Centros de Iniciativa 
Empresarial. 
 

La Orden de 14 de Noviembre de 2001 mantiene únicamente las Unidades de Promoción y Desarrollo.  Son 
módulos de intervención en el ámbito comarcal y regional que tienen como finalidad colaborar en la preparación, 
acompañamiento y evaluación de los programas de Escuelas-Taller y Casas de Oficios.  

Su función es detectar las potencialidades de desarrollo y empleo de las comarcas y, en base a ello, elaborar 
planes integrales de intervención de las Escuelas-Taller y Casas de Oficios y proyectos de desarrollo, fomentando la 
inserción laboral de los participantes en dichos programas. 
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públicas. 

d) Cualquier otra actividad de carácter público o s ocial que 

permita la inserción a través de la profesionalizac ión y 

adquisición  de experiencia de los participantes.  

 

 El Programa de Casas de Oficios.- Son programas también 

dirigidos a la inserción de jóvenes desempleados me nores de 

veinticinco años. Alternan aprendizaje y cualificac ión con la 

realización de un trabajo productivo en actividades  relacionadas 

con: 

a) El mantenimiento y cuidado de entornos urbanos, rurales  

o del medio ambiente. 

b) La mejora de las condiciones de vida de los pueb los y las 

ciudades a través de la dotación de servicios socia les y 

comunitarios. 

c) Cualquier otra actividad de utilidad pública o s ocial que 

permita la inserción a través de la profesionalizac ión y 

adquisición de experiencia de los participantes. 

 

Los Talleres de Empleo.-   El Programa de Talleres de 

Empleo es un programa de apoyo al empleo cuyo objet o es la 

inserción de un segmento de la población desemplead a y la 

formación profesional el instrumento para alcanzarl a. 

El objeto de este programa es "mejorar la ocupabili dad de 

los desempleados mayores de veinticinco años, facil itando así su 

posterior integración en el mercado de trabajo" y  a tal fin 
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prevé que los participantes reciban la formación pr ofesional y 

práctica laboral necesarias para su posterior inser ción, ya sea 

por cuenta ajena, ya de forma autónoma. Lo que no o bsta para que 

se prevea, como objetivo del trabajo que se realice  y de la 

formación que se reciba, la cualificación profesion al del 

participante. 

 

b’ Los programas Escuelas-Taller y Casas de Oficios : aspectos más 

relevantes de su régimen jurídico.  

 

Las entidades promotoras.-  Los programas Escuelas-

Taller y Casa de Oficios pueden ser promovidos por:  

  - Los órganos, organismos autónomos y otros entes  públicos  

de la Administración General del Estado y de las Co munidades 

Autónomas. 

- Entidades locales, sus organismos autónomos y ent idades 

con competencias en materia de promoción de empleo,  dependientes 

o asimiladas a las mismas, cuya titularidad corresp onda 

íntegramente a dichas entidades locales. 

- Consorcios. 

- Corporaciones y asociaciones, fundaciones y otras  

entidades sin ánimo de lucro. 

 

 Sus funciones son la selección de alumnos, imparti ción 

de las acciones que integran el proceso formativo d el programa -

tanto las formativas como las complementarias-, con tratación de 
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los alumnos en la etapa de formación en alternancia  y solicitud y 

tramitación de subvenciones. expedir certificados d e 

profesionalidad  

 

El desarrollo de los programas: Fases y duración.-  Los 

programas de formación en alternancia se desarrolla n en dos 

etapas: 

1ª La etapa formativa de iniciación. Esta primera f ase de 

los programas está dedicada exclusivamente a la for mación 

profesional ocupacional de los alumnos.  

Su duración, común para ambos programas, será de se is meses. 

 

2ª La etapa de formación en alternancia. La segunda  etapa de 

los programas corresponde a la formación en alterna ncia con el 

trabajo. En esta etapa los alumnos serán contratado s por las 

entidades promotoras.  

Su duración será de seis meses para los Programas d e Casas 

de Oficios y, para los programas de Escuelas-Taller , su duración 

puede oscilar entre los seis y dieciocho meses. 

 

El proceso formativo: Contenido .- Su contenido es doble 

por una parte acciones de formación profesional ocu pacional y por 

otra parte acciones formativas complementarias. 

1) Las acciones de formación profesional ocupaciona l 218 .-  

                                                 
218 La imprecisión es la nota característica de la normativa relativa a la formación profesional de los 

programas de formación ocupacional en alternancia. La Orden de 14 de Noviembre de 2001 únicamente hace 
referencia a los extremos a los que se alude en el texto, lo cual plantea innumerables interrogantes si se tiene en 



 
 145 

Durante la primera etapa del programa los alumnos r ecibirán 

formación profesional ocupacional conforme al Plan Formativo 

elaborado por el ente promotor en relación con el p royecto de 

obra o servicio a desarrollar 219 . La Orden de 14 de Noviembre de 

2001 de forma un tanto imprecisa señala que la form ación que 

reciban deberá adecuarse “en la medida de lo posibl e y en función 

del oficio o puesto de trabajo a desempeñar, a los contenidos 

mínimos establecidos en los Reales Decretos que reg ulen los 

certificados de profesionalidad de las correspondie ntes 

ocupaciones” (art.5.1). 

En la segunda etapa la Orden se limita a señalar qu e los 

alumnos-trabajadores <<complementarán su formación> > en 

alternancia con el trabajo y la práctica profesiona l 220 .  

Serán las propias Escuelas-Taller o Casas de Oficio s las 

encargadas de impartir las acciones formativas que cursarán los 

alumnos a lo largo del proceso formativo. 

2) Las acciones complementarias.  

La Orden de 14 de Noviembre de 2001 contempla la po sibilidad 

de que los alumnos-trabajadores participantes en lo s programas no 

                                                                                                                                                         
cuenta que en estos programas , como instrumento de alternancia, se suscribirá un contrato de trabajo para la 
formación. Sobre esta cuestión se volverá infra en el siguiente capítulo  

 
219 La Orden de 14 de Julio de 1998 (BOE de 28 de Julio de 1998), al regular aspectos formativos del 

contrato para la formación dispone que la oferta formativa de centros docentes públicos está integrada, entre otros, 
por los vinculados a las administraciones laborales como es el caso de las Escuelas-Taller y Casas de Oficios. 

 
220 El art.14.2 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001 exige que el empresario, para obtener la 

subvención correspondiente al proyecto, presente ante la administración laboral competente una Memoria en la que 
deberá recoger el "Plan Formativo de la Escuela-Taller o Casa de Oficio por especialidades y en relación con el 
proyecto de obra o servicio a desarrollar, de forma que se establezca la correspondencia entre el plan formativo por 
especialidades y las unidades de obra o servicio. Los itinerarios formativos se adecuarán en la medida de los posible, 
a lo establecido en los Reales Decretos de los correspondientes certificados de profesionalidad". 
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hayan alcanzado los objetivos de la ESO, previstos en la LOGSE. 

Para esta eventualidad el art.8 de la Orden prevé q ue se 

organicen programas específicos, de conformidad con  lo 

establecido en el art.23.2 de la LOGSE -relativo a los programas 

específicos de Garantía Social- y en el art.11.2,e)  del ET- .  

En efecto, se trata de los programas de Garantía So cial 

contemplados en la LOGSE y, como se vio supra , cumplen la 

finalidad requerida por la Orden: Proporcionar a lo s alumnos la 

formación básica y profesional que les permita inco rporarse a la 

vida activa o proseguir sus estudios cursando las e nseñanzas del 

sistema educativo y especialmente a través de la pr ueba de acceso 

a la formación profesional específica prevista en e l art.32.1 de 

la LOGSE 221 . 

 

Las certificaciones de profesionalidad.-  Una vez 

finalizada su participación en la Escuela-Taller o Casa de 

Oficios, el alumno-trabajador recibirá un certifica do expedido 

por la entidad promotora. 

El art.9 de la Orden señala cual debe ser su conten ido: La 

duración en horas de su participación en el program a, así como el 

nivel de formación teórico-práctica adquirida y los  módulos 

formativos cursados. 

 

En la medida en que este  certificado acredita los módulos 

                                                 
221 En realidad se trata de programas de educación compensatoria con idéntica finalidad a la de los 

Programas de Garantía Social regulados en la LOGSE. De ahí la remisión que la Orden hace a la LOGSE. 
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de formación ocupacional cursados,  servirá -total o 

parcialmente- para que el alumno-trabajador pueda o btener del 

correspondiente certificado de profesionalidad en e l marco del 

Sistema de Formación Profesional Ocupacional. Y, en  el marco del 

Sistema de Formación Profesional Específica para co nvalidar los 

módulos formativos cursados con los correspondiente s al Sistema 

Educativo a efectos de la obtención del título prof esional 

correspondiente. 

 

c’ Los programas Talleres de Empleo: aspectos más r elevantes de 

su régimen jurídico . 

 

Destinatarios.-  Son las personas que cumplan los dos 

requisitos mínimos establecidos en el art.2 del RD 282/1999 de 22 

de Febrero y especificados en el art.6 de la Orden 9 de Marzo de 

1999 222 : 

a) En primer lugar, se requiere que los participant es sean 

desempleados. Y por tales hay que entender "los dem andantes de 

empleo, registrados en el Servicio Público de Emple o, que 

carezcan de ocupación remunerada y estén disponible s para el 

                                                 
222 Además se establecen unos criterios de preferencia que se aplicarán en el momento de proceder a la 

selección de los concretos participantes en el Programa. Estos son: 
a) En primer lugar, tener especiales dificultades para insertarse en el mercado de trabajo como es el caso de 

parados de larga duración, mayores de cuarenta y cinco años, mujeres y personas con discapacidad. 
b) En segundo lugar, pertenecer a uno de los colectivos determinados de atención preferente por los Planes 

Nacionales de Acción para el Empleo de cada año. 
c) En tercer lugar, no haber participado anteriormente en otro Taller de Empleo, Escuela-Taller o Casa de 

Oficios. 
d) En cuarto lugar, existencia de responsabilidades familiares. 
e) En quinto lugar, nivel de protección por desempleo de los posibles beneficiarios 
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empleo”. 

b) En segundo lugar, tener veinticinco años o más. 

 

Las entidades promotoras del programa.-  Los proyectos 

de Talleres de empleo se pueden promover tanto por entidades 

públicas como privadas sin ánimo siempre que sean c ompetentes 

para ejecutar las obras o servicios correspondiente s al Taller de 

empleo que promueven y dispongan de la capacidad té cnica y de 

gestión suficientes para ello (art.4). 

La Orden específica que podrán serlo: Órganos de la  

Administración General del Estado, Corporaciones Lo cales, 

Comunidades Autónomas, organismos autónomos, consor cios, 

fundaciones, asociaciones y otras entidades sin áni mo de lucro 

(art.2). 

 

Estas entidades comparten con el INEM y, en su caso , con las 

CC.AA. la promoción y gestión del Programa de Talle res de empleo. 

A ellas corresponde plantear las iniciativas, desar rollar la 

gestión y procurar la inserción final de los trabaj adores (art.1 

Resolución) 

Entre sus cometidos cabe destacar su participación en la 

selección de trabajadores. Tarea en la que colabora n con el INEM 

y a la que se hará referencia después. 

 

El RD (art.7) les impone ciertas obligaciones. De e stas 

interesa destacar dos teniendo en cuenta que la ent idad promotora 
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será la empleadora de los alumnos-trabajadores part icipantes en 

el programa: 

1) Realizar la actividad para la que se concede la 

subvención. 

2) Contratar a los trabajadores y formarles en los aspectos 

teóricos y prácticos de las actividades profesional es u oficios 

objeto del programa. 

 

Duración del programa.-  La duración vendrá determinada 

por la resolución administrativa que apruebe el pro yecto 

presentado por la entidad promotora 223 . 

De cualquier forma, el RD - ex  art.3- no  permite que su 

duración sea inferior a seis meses o superior a un año. 

 

Contenido del programa.-  Este Programa se desarrolla en 

una única etapa en la que el participante recibirá formación 

ocupacional en alternancia con el trabajo y la prác tica 

profesional (art.5 RD.).  

Al inicio del Programa el participante será contrat ado por 

la entidad promotora para realizar las obras y serv icios públicos 

correspondientes al Taller de Empleo y simultáneame nte recibirá 

la formación profesional ocupacional adecuada a la ocupación a 

desempeñar (arts.3 y 5 RD.).  

En consonancia con el finalidad del programa el RD requiere 

que tanto el trabajo efectivo que realice el alumno -trabajador 
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como la formación profesional que reciba favorezcan  su inserción 

(art.1 RD). A este mismo objetivo se encaminan las acciones 

complementarias de orientación, información profesi onal y 

formación empresarial que durante todo el proceso r ecibirá el 

alumno-trabajador a cargo del Taller de Empleo, así  como la 

asistencia técnica que deberá prestarle la entidad promotora una 

vez concluido el Taller de Empleo, tanto para la bú squeda de 

empleo por cuenta ajena, como para el establecimien to por cuenta 

propia (art.5 Orden). 

 

Al objetivo de la inserción la Orden en el art.1 ad iciona de 

forma significativa el de procurar la cualificación  profesional 

del participante (art.1 Orden). 

 

Los aspectos formativos.- Desde el inicio del programa, 

la formación profesional teórica se simultánea con la realización 

de un trabajo efectivo, por ello la Orden de 9 de M arzo de 1999 

requiere que la formación profesional ocupacional r ecibida por el 

participante esté relacionada directamente con dich o trabajo 

y que ambos favorezcan no sólo su inserción en el m ercado de 

trabajo sino también que procuren su cualificación profesional 

(art.1).  

 

El alumno-trabajador recibirá la formación profesio nal según 

el plan formativo incluido en la memoria. Esta se a decuará, en su 

                                                                                                                                                         
223 Vid. arts.2.1 y 3.3 de la Orden 
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caso, a los contenidos mínimos establecidos en el c ertificado de 

profesionalidad de la ocupación relacionada con el oficio o 

puesto de trabajo a desempeñar. 

Los alumnos-trabajadores que no hayan alcanzado los  

objetivos de la ESO, participarán en programas espe cíficos que se 

organizarán con el fin de proporcionarles una forma ción básica y 

profesional que les permita incorporarse a la vida activa o 

proseguir sus estudios en las distintas enseñanzas (art.5.2 

RD.) 224 . 

 

En relación con  poco dice el RD al respecto. Sólo indica 

que este se determinará en función de las caracterí sticas del 

proyecto formativo y de las necesidades individuale s de los 

participantes en el mismo. 

El tiempo destinado a la formación teórica se fijar á en el 

contrato de trabajo en atención a las característic as del oficio 

o puesto de trabajo a desempeñar, del número de hor as 

establecido, en su caso, para el módulo formativo a decuado a 

dicho puesto y la duración del contrato. 

Se computará "a todos los efectos"- ex  art.4.2 de la Orden- 

como jornada efectiva de trabajo y en ningún caso p odrá ser 

inferior al 25 por 100 de la jornada máxima previst a en convenio 

colectivo o, en su defecto, de la jornada máxima le gal. 

A la terminación del programa los alumnos-trabajado res 

recibirán un certificado expedido por la entidad pr omotora en el 

                                                 
224 La referencia se entiende hecha a los PGS establecidos en la LOGSE art.23.2 
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que constará la duración en horas de su participaci ón en el 

programa, la competencia adquirida y los módulos fo rmativos 

cursados.  

Este certificado podrá ser convalidado total o parc ialmente 

por el correspondiente certificado de profesionalid ad 

correspondiente ya que éste tiene como finalidad ac reditar las 

competencias profesionales adquiridas también media nte los 

programas de Talleres de Empleo 225 . 

 

La selección de alumnos y del personal directivo, 

docente y de apoyo.-  Las entidades colaboradoras intervienen 

junto al INEM en la selección tanto de los particip antes, como 

del personal del Taller de Empleo. Para ello consti tuyen un grupo 

mixto de trabajo encargado de establecer los criter ios de 

selección adicionales a los que como mínimos recoge  el art.6.3 de 

la Orden y de resolver las incidencias y reclamacio nes derivadas 

del proceso de selección (art.6.5 Orden). 

En todos los casos la selección se hará mediante of erta de 

empleo tramitada a través del INEM. No se precisará  oferta de 

empleo pública previa aun cuando la entidad gestora  sea un 

organismo público. Señala el art.6.5 de la Orden qu e "el personal 

y trabajadores participantes seleccionados no se co nsiderarán 

incluidos en las correspondientes plantillas o rela ciones de 

puestos de trabajo", motivo por el cual excluye la aplicación de 

                                                 
225 A estos efectos el RD 282/1999 en la disposición adicional primera introduce modificaciones en los 

art.1.1 y 3.2 del RD 797/1995, de 19 de Mayo, por el que se establecen directrices sobre los certificados de 
profesionalidad y los correspondientes contenidos mínimos de formación profesional ocupacional. 
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la normativa establecida para los procedimientos de  selección del 

personal de las distintas administraciones públicas .  

 

III.  EL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL CONTIN UA  

 

La formación profesional continua . -  Con carácter 

general se puede identificar con las acciones forma tivas que 

tienen como destinatarios a los trabajadores ocupad os y cuya 

finalidad es la adquisición de los conocimientos o habilidades 

complementarias necesarias para desempeñar mejor el  propio oficio 

o profesión. 

Se distingue así de la formación inicial -proporcio nada por 

los Subsistemas; reglado, principalmente, y; tambié n, por el 

ocupacional- en que ésta tiene lugar en la fase pre via a la vida 

profesional con vistas al aprendizaje de un oficio o profesión, 

mientras que la formación continua se dirige a trab ajadores que 

ya están insertados en una determinada profesión.  

Sin embargo, en la actualidad los perfiles de una y  otra se 

desdibujan en la medida en que la formación profesi onal continua 

se extiende también a trabajadores que, aún ocupado s; o bien no 

han adquirido mediante la formación inicial los con ocimientos y 

habilidades propios de un oficio o profesión; o bie n que a pesar 

de haber cursado la formación inicial, precisan la readaptación o 

recualificación para desempeñar un oficio o trabajo  distinto del 

inicialmente aprendido. 
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Por otra parte, tampoco resulta sencillo distinguir la de la 

formación profesional ocupacional ya que la formaci ón profesional 

continua no atiende ya sólo a los trabajadores ocup ados. En la 

actualidad está también previsto que dé cobertura a  las 

iniciativas formativas de trabajadores a tiempo par cial en sus 

períodos de ocupación, trabajadores que pasen a la situación de 

desempleo cuando se encuentren en período formativo , trabajadores 

acogidos a regulación de empleo en los períodos de suspensión de 

empleo, así como a otros colectivos que pudiera aco rdar la 

Comisión Tripartita prevista en el AT, a propuesta de las 

organizaciones firmantes 226 . 

Y, por último, hay que señalar que la formación pro fesional 

continua no atiende únicamente a trabajadores que p restan sus 

servicios en régimen de ajenidad y dependencia ya q ue los 

trabajadores afiliados al Régimen Especial de Autón omos podrán 

también acceder a las iniciativas de formación prof esional 

continua.  

 

El Subsistema de Formación Profesional Continua.-  La 

formación profesional continua se desarrolla siguie ndo los 

principios y reglas que conforman el Subsistema de Formación 

Continua y mediante los medios técnicos y económico s establecidos 

en él.  

 

El Subsistema configura un conjunto de acciones for mativas 

                                                 
226 Vid. Disposición adicional 2ª III ANFC. 
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que pueden ser desarrolladas por las empresas, trab ajadores o sus 

respectivas organizaciones a través de las modalida des previstas 

convencionalmente: Planes de formación, -de empresa , agrupados, 

específicos de la economía social e intersectoriale s-, medidas 

complementarias y de acompañamiento y permisos indi viduales de 

formación.  

Estas acciones o medidas formativas son financiadas  con 

cargo a fondos públicos siguiendo los criterios est ablecidos 

también convencionalmente y están dirigidas, tanto a la mejora de 

competencias y cualificación, como a la recualifica ción de los 

trabajadores incluidos en el ámbito subjetivo del S ubsistema 227 . 

 

El Subsistema se ordena en torno a dos modalidades de 

acuerdos específicos sobre formación profesional co ntinua: Un 

Acuerdo Interprofesional -el III ANFC- y un Pacto S ocial -el III 

AT. 

Sin embargo, las empresas y trabajadores también pu eden 

desarrollar acciones formativas a través de otros p rocedimientos 

instituidos legal o convencionalmente, en cualquier  caso no 

establecidos mediante el III ANFC. 

El propio III ANFC prevé su existencia cuando en el  art.3 

señala que "Las empresas y organizaciones que no de seen acogerse 

a este acuerdo, podrán desarrollar las acciones for mativas a 

través de otros procedimientos que pueden establece rse desde 

                                                 
227 Cfr. art.1 del III ANFC. 
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ámbitos distintos". 

Cabe preguntarse si estas acciones formativas, qued an o no 

fuera del Subsistema de Formación Continua. A mi ju icio, habría 

que contestar afirmando su inclusión en la medida e n que su 

ordenación, organización y ejecución se atengan a l os criterios 

establecidos en el II PNFP.  

 

Así ocurre actualmente con las acciones formativas que se 

desarrollan en la Comunidad Autónoma del País Vasco . Para este 

ámbito territorial el Subsistema tiene una ordenaci ón específica 

en torno a un Acuerdo Interprofesional -el AIPVFC- y un Pacto 

Social -el AT- y las acciones que lo integran son o rganizadas y 

gestionadas según las previsiones convencionales qu e las 

contemplan.  

 

A. EL MARCO NORMATIVO DEL SUBSISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL 

CONTINUA. 

 

a) El marco legal y reglamentario . 

 

El marco legal.-  Desde 1993, momento en que se 

instituye este subsistema público, tanto las accion es formativas 

que engloba, como los procedimientos para su desarr ollo vienen 

siendo objeto de la negociación colectiva sectorial , ordenada 

según los criterios del ANFC. 

No obstante, en la medida en que la autonomía colec tiva, en 
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base a lo dispuesto en el art.3.3 del ET, debe resp etar los 

mínimos de derecho necesario establecidos en las di sposiciones 

legales, éstas resultarán marco de referencia oblig ada para el 

establecimiento de los procedimientos mediante los cuales se 

desarrollaran las acciones formativas que integran el Subsistema. 

   En consecuencia, tanto el ET como la LOLS forman  parte de su 

marco legal; el primero en la medida en que, por un a parte, al 

establecer el régimen jurídico de la relación labor al individual 

reconoce a los trabajadores, como titulares del der echo a la 

formación profesional, una serie de facultades que sin duda -como 

habrá ocasión de ver- tienen naturaleza de mínimos de derecho 

necesario y, por otra parte, en la medida en que, a l regular los 

órganos de representación unitaria de los trabajado res, otorga a 

los representantes una serie de competencias en mat eria de 

formación, también de obligado respeto a nivel conv encional. Y, 

en relación con este último extremo, también la LOL S viene a 

configurar el marco legal del Subsistema, en tanto que instituye 

la figura del Delegado Sindical como representante legal de los 

trabajadores, lo que supondrá que asumirá las misma s competencias 

que los miembros de los Comités de Empresa y Delega dos de 

Personal en materia de formación. 

 

En otro orden de cosas, la viabilidad del Subsistem a depende 

de la existencia de disponibilidades presupuestaria s228  dado que 

                                                 
228 Como se ocupa de señalar el III ANFC en la Disp. final1.ª al establecer que,"...su aplicación queda 

supeditada a la existencia de disponibilidades presupuestarias..." y reitera en la Disposición final segunda cuando 
señala que, "Las organizaciones firmantes darán traslado al Gobierno de lo acordado para que, mediante el 
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las acciones formativas que lo integran se financia n con cargo a 

fondos públicos en base a los criterios que han ido  

estableciendo, en los sucesivos AA.TT. 

Anualmente, desde 1993, la Ley de Presupuestos del Estado 

recoge la cuantía de los fondos destinados a financ iar los 

“Planes de formación continua en las Administracion es públicas y 

aquéllos que sean fruto de cualesquiera otros acuer dos”, entre 

los que obviamente se encuentra el III ANFC 229 . 

 

El marco reglamentario.-  Está integrado por un conjunto 

de disposiciones en materia de financiación estable ciendo las 

bases reguladoras, los criterios para la concesión y la 

convocatoria de ayudas de Formación Profesional Con tinua con 

cargo a la financiación prevista en el III Acuerdo Tripartito de 

Formación Continua 230  y también en relación con las destinadas a 

financiar las acciones formativas acogidas al AIPVF C.  

 

b) El marco convencional  

                                                                                                                                                         
correspondiente acuerdo tripartito y por el procedimiento legalmente establecido, puedan habilitarse medidas que 
posibiliten la financiación y ejecución del III Acuerdo Nacional de Formación Continua". 

229 Vid. para el año 2000 la Disp. adicional 8.ª de la Ley 54/1999, de 29 de Diciembre, de 
Presupuestos del Estado,(BOE de 30 de Diciembre). 

230  Orden de 26 de Junio de 2001. (BOE de 29 de Junio), modificada por Orden de 10 de Octubre de 
2001 (BOE de 17 de octubre) y por la Orden TAS/1627/2002, de 25 de Junio (BOE de 29 de Junio). 

En desarrollo de las anteriores la Dirección General del INEM procede a dictar las correspondientes 
Resoluciones de convocatoria para la concesión de dichas ayudas: 

  Para el ejercicio 2002: 
- Resolución de 13 de Junio de 2002, (BOE de 29 de Junio), por la que se aprueba la convocatoria de 

ayudas para planes de formación continua de demanda. 
- Resolución de 13 de Junio de 2002, (BOE de 29 de Junio), convocando ayudas para planes de formación 

continua de demanda.   
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En 1993 la formación profesional continua se desvin culó de 

la ocupacional configurándose como un Subsistema au tónomo cuya 

ordenación quedó encomendada a un Acuerdo Interprof esional; el I 

Acuerdo Nacional de Formación Continua de 25 de Feb rero de 1993 

(I ANFC) 231  que fue acompañado de un Acuerdo tripartito sobre la 

misma materia (I AT) en el que se recogían los comp romisos que, 

en relación con ella, asumían tanto el Gobierno com o los 

interlocutores sociales 232  y a los diversos Acuerdos y Convenios 

Colectivos, de ámbitos Sectorial Estatal, concluido s al amparo 

del I ANFC. 

En 1996, en el marco del Diálogo Social con el Gobi erno, 

estos acuerdos fueron sustituidos por: El II ANFC, de 19 de 

Diciembre de 1996, el II AT, de 19 de Diciembre de 1996 y los 

consiguientes Acuerdos y Convenios Colectivos Secto riales 

                                                 
231 El I ANFC, mediante el que se puso en marcha el nuevo Sistema de Formación Profesional 

Continua, fue suscrito el 16 de Diciembre de 1992 por las Organizaciones Sindicales y Empresariales más 
representativas a nivel estatal, - Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), Confederación 
Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), Unión General de Trabajadores (UGT), Confederación 
Sindical de Comisiones Obreras (CCOO)-, adhiriéndose posteriormente al mismo Convergencia Intersindical Galega 
(CIG),(BOE de 10 de Marzo de 1993).  

Aunque la vigencia de este acuerdo estaba previsto que abarcara de 1 de Enero de 1993 hasta 31 de 
Diciembre de 1993, el art.4 posibilitaba que las partes firmantes acordaran la prórroga del mismo. 

Finalmente, esta última posibilidad no se hizo realidad y en 1996 se constituyó una Mesa Tripartita sobre 
formación profesional en la que se acordó, a efectos de dar continuidad al sistema, elaborar un nuevo acuerdo que, en 
base a la experiencia aplicativa del I ANFC durante los años 1993 a 1995, introdujera cambios dirigidos a mejorar la 
gestión, a favorecer una mayor eficacia del sistema y a elevar el nivel cualitativo de la formación. 

Sobre el I ANFC Vid. VALDES DAL-RE,F., "La compleja estructura contractual de la ordenación de la 
formación profesional continua", RL, tomo II, 1995, pág.17. 

232 En la Disposición Final Segunda del I ANFC las organizaciones pactantes expresaron su deseo de 
dirigirse al Gobierno para que mediante un Acuerdo Tripartito se establecieran medidas para la financiación y 
ejecución del I ANFC. 

El I AT fue suscrito el 16 de Diciembre de 1992, por el Gobierno y las Organizaciones Empresariales y 
Sindicales más representativas. En este pacto social se establecieron las condiciones de colaboración entre el 
Gobierno y las Organizaciones pactantes, compromisos  en materia de organización, gestión e impartición, así como 
compromisos de financiación de las acciones formativas derivadas del I ANFC. 
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Estatales. 

En 2000 se suscriben los actualmente vigentes III A NFC233 , de 

19 de Diciembre y III AT 234 , de igual fecha, que, homólogos en su 

naturaleza jurídica, y, con similar contenido, gara ntizan la 

continuidad del Subsistema. 

 

La coexistencia de tan diversos pactos, acuerdos y convenios 

colectivos pone de relieve, como ha hecho notar VAL DES DAL-RE, el 

complejo sistema de acuerdos a través del que se re gula la 

formación profesional continua. “Tres son los ejes -dirá este 

autor- sobre los que gira el sistema: el Acuerdo Tr ipartito, el 

ANFC y los instrumentos contractuales menores: Acue rdos 

Nacionales Sectoriales o Convenios Colectivos Secto riales, unos y 

otros de ámbito estatal”. 

La complejidad apuntada se acrecienta, sin duda, al  

coexistir con los anteriores un Pacto Social y un A cuerdo 

Interprofesional en la CA del País Vasco -ATPV y AI FCPV-

ordenadores a su vez de la formación profesional de  los 

trabajadores ocupados, aunque limitadamente a la co rrespondiente 

a ese ámbito territorial 235 . 

De esta forma se puede hablar de dos niveles en el 

                                                                                                                                                         
  

233 Publicado por Resolución de 2 de Febrero de 2001 (BOE de 23 de Febrero de 2002) 

234 Publicado por Resolución de 1 de Febrero de 2001 (BOE de 15 de Febrero de 2002) 

235 Vid. CASAS BAAMONDE,M.E., en “Concurrencia de acuerdos interprofesionales, estructura de la 
negociación colectiva y formación profesional continua”, RL, Tomo II,1995, pág.70. 
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Subsistema de Formación Profesional Continua; uno d e ámbito 

estatal creado por el ANFC y otro de ámbito autonóm ico creado por 

el AIFCPV 236 . 

 

a’ Acuerdos a nivel estatal  

 

1) El III Acuerdo Nacional de Formación Continua (I II ANFC) 

 

Naturaleza jurídica .- Fue suscrito el 19 de Diciembre 

de 2000 por la Confederación Española de Organizaci ones 

Empresariales (CEOE), Confederación Española de la Pequeña y 

Mediana Empresa (CEPYME), Unión General de Trabajad ores (UGT), 

Confederación Sindical de Comisiones Obreras (CC.OO ) y la 

Confederación Intersindical Gallega (CIG). 

 

Se trata de un Acuerdo Interprofesional 237  de carácter 

Estatal, negociado en  el ámbito del ET y, por cons iguiente, un 

acuerdo con eficacia jurídica normativa y eficacia personal 

general.  

El Acuerdo se autoproclama -de forma errónea en mi opinión- 

Acuerdo sobre materia concreta de los referidos en el art. 83.3 

                                                 
236 Vid. VALDES DAL-RE,F., en “La estructura de la negociación colectiva...”, op. cit. págs.11 y 21. 

237 Los Acuerdos Interprofesionales son aquéllos elaborados por las organizaciones sindicales y 
asociaciones patronales más representativas, de carácter estatal o de Comunidad Autónoma, cuyo ámbito de 
aplicación se extiende a todos los sectores productivos y ramas de actividad, incluidos en su ámbito territorial y, esta 
característica, se puede predicar tanto del Acuerdo Nacional de Formación Continua con ámbito territorial estatal, 
como del Acuerdo Interprofesional de Formación Continua de la Comunidad Autónoma Vasca, de ámbito 
autonómico. 
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del Estatuto de los Trabajadores, en la Disposición  Final 

Primera 238 . 

Aun cuando el ANFC -como el mismo señala- verse sob re una 

materia concreta, “cuál es la Formación Continua en  las 

empresas”, pertenece a la categoría de Acuerdo Marc o del art.83.2 

del Estatuto de los Trabajadores, ya que su objeto no es 

únicamente "enunciar reglas sustantivas" sobre dich a materia, 

sino, también -y, principalmente-, establecer regla s ordenadoras 

de la negociación colectiva sobre la misma 239 . 

El tratamiento prestado por el acuerdo a los planes  de 

formación continua, apoya esta opinión, dado que, p or una parte, 

estructura la negociación colectiva al determinar l as unidades de 

negociación subsiguientes -sectorial estatal, media nte convenios 

colectivos o acuerdos específicos, art.18- y, por o tra, establece 

criterios de complementariedad de las diversas unid ades de 

contratación -arts.18- 240 .      

 

Por otra parte, en relación con su eficacia jurídic a 

                                                 
238 Diversamente, VALDES DAL-RE asegura el carácter de Acuerdo sobre materia concreta de los 

referidos en el art. 83.3 del Estatuto de los Trabajadores, tanto del I ANFC, vid. en “La compleja estructura. 
contractual de la ordenación de la formación profesional continua”, op. cit. pág. , como del II ANFC, en “La 
estructura de la negociación colectiva ...”, op. cit. pág.13. En igual sentido CASAS BAAMONDE,M.E., en 
“Concurrencia de acuerdos interprofesionales estructura de la negociación colectiva y formación profesional 
continua”, op. cit. pág.71. 

239 Sobre el contenido típico de los Acuerdo Marco, Vid. PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL,F., 
"Los pactos sociales y los acuerdos y convenio colectivo marco", en SALA FRANCO,T., PEREZ DE LOS COBOS 
ORIHUEL,F. Y GOERLICH PESET,J.M., Manifestaciones de la autonomía colectiva en el ordenamiento español, 
ACARL, Madrid, 1989, págs.34 a 40.  

240 Los I y II ANFC estructuraban la negociación colectiva en las mismas unidades de negociación y 
establecían criterios de complementariedad  entre las mismas también respecto de los permisos individuales por 
formación. Como muestra de ello vid. los arts.10 y 13 del II ANFC. 
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normativa convengo con VALDES DAL-RE en el carácter  mixto de la 

misma.  

En efecto, parece fuera de toda duda que la Disposi ción 

adicional tercera del III ANFC  al establecer que “ sus 

estipulaciones serán insertadas en los respectivos Convenios 

Colectivos”, manifiesta la eficacia  jurídica difer ida de este 

acuerdo, requiriendo, consiguientemente, del concur so de 

convenios o acuerdos específicos como complemento n ecesario para 

 su aplicación. 

Sin embargo, la exigencia de que a las acciones for mativas 

previstas en el ANFC puedan acceder todos los sujet os incluidos 

en su ámbito de aplicación y no sólo aquéllos perte necientes a un 

sector con acuerdo específico sobre la materia o co n el 

correspondiente convenio colectivo, ha requerido pr ever también 

mecanismos que posibiliten la aplicación directa de l III ANFC, en 

tales circunstancias 241 . 

Ambos extremos han determinado finalmente que la ef icacia 

jurídica normativa del III ANFC sea de carácter mix to 242 . 

 

Por otra parte, en relación con su eficacia persona l, el propio 

acuerdo establece en la Disposición adicional terce ra Primera que 

                                                 
241 A tal efecto se prevé la creación de Comisiones paritarias territoriales para el ámbito de CC.AA. 

(art.19) y se asignan funciones específicas a la Comisión estatal de formación continua (art.17) 

242 Señala VALDES DAL-RE que su eficacia jurídica “en ocasiones  es indirecta, en cuyo caso los 
instrumentos contractuales de ámbito menor actúan como complemento necesario. En otras despliega, en cambio, 
una eficacia directa, bien de carácter subsidiario (en tanto no se negocian los convenios estatales), bien de primer y 
único grado (respecto de los trabajadores y empresas no cubiertos por el amparo que ofrece la negociación 
colectiva)”  Cfr.  en “La estructura de la negociación colectiva en materia...”, op. cit. pág.15. 
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"obliga a las Organizaciones asociadas a las Confed eraciones  

signatarias del presente Acuerdo, y sus estipulacio nes serán 

insertadas en los respectivos Convenios Colectivos" . De esta 

previsión cabría deducir su eficacia personal limit ada, 

vinculando, únicamente, a los sujetos negociadores de los futuros 

convenios colectivos representados por las partes s ignatarias de 

dicho acuerdo. Sin embargo, como señala VALDES DAL- RE las partes 

firmantes del ANFC no pueden disponer libremente “d el tipo de 

eficacia que despliega el convenio sobre los sujeto s incluidos en 

la unidad de contratación" 243 .  Sería incompatible, en efecto, la 

naturaleza estatutaria del III ANFC con su eficacia  personal 

limitada 244 .Este acuerdo, en tanto que estatutario, tiene efic acia 

personal general. 

 

2) EL III Acuerdo Tripartito sobre Formación Profes ional 

Continua (III AT ). 

 

Naturaleza jurídica.-  Este Pacto Social fue suscrito el 

19 de Diciembre de 2000, por el Gobierno y las Orga nizaciones 

Empresariales -CEOE y CEPYME- y Sindicales -UGT, CC OO y CI- 

firmantes del III ANFC. 

 

                                                 
243 Hace VALDÉS DAL-RE esta observación en relación con el I ANFC,  en “La compleja estructura 

contractual de la ordenación de la formación profesional continua", op. cit. pág. y también en relación con el II 
ANFC en “La estructura de la negociación colectiva en materia...”, op. cit. pág.17. 

244 Cfr.  VALDES DAL-RE,F., en “La estructura de la negociación colectiva en materia...”, op. cit. 
pág.15. 
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Se trata de un Acuerdo Tripartito que aparece acomp añado del 

ya mencionado III ANFC-. Ambos acuerdos son interde pendientes y 

difícilmente concebibles el uno sin el otro de form a tal que 

perfectamente hubieran podido aparecer integrados e n un <<Pacto 

Global>> -al estilo del AES- 245 . Sin embargo, no fue ésta la 

opción finalmente elegida por los sujetos negociado res lo que, a 

mi juicio, no obsta, para poder considerar el III A T como 

“presupuesto jurídico” del III ANFC 246 . 

El acuerdo tripartito se puede entender, en efecto,  como 

presupuesto base del acuerdo bilateral en la medida  en que la 

aplicación, financiación y ejecución del III ANFC d epende de la 

existencia misma del III AT y del cumplimiento de l os compromisos 

asumidos en él 247 . 

Aboga en este sentido, el propio III ANFC cuando en  la 

Disposición final primera supedita su aplicación a lo establecido 

en el correspondiente III AT y a la existencia de 

disponibilidades presupuestarias. En el mismo senti do hay que 

                                                 
245 Sobre la relación existente entre los acuerdos tripartito y bipartito que integran un pacto global, vid. 

PEREZ DE LOS COBOS,F., en “Los pactos sociales y los acuerdos y convenios colectivos marco”, en 
Manifestaciones de la autonomía colectiva en el ordenamiento español, op. cit. pág.14. 

246 Así lo sostenía BORRAJO DACRUZ respecto de los acuerdos integrados en el AES , vid. 
BORRAJO DACRUZ,E., “Eficacia jurídica del AES”, en AL, núm.14, 1985, pág.728.  

247 El incumplimiento de ciertos compromisos en materia de financiación recogidos en el III AT, aun 
siendo de carácter político, pueden ser, a mi juicio, de una entidad suficiente como para justificar la resolución del 
ANFC. Así por ejemplo, el cumplimiento del III AT exige al Gobierno incluir anualmente en la Ley General de 
Presupuestos la cuantía destinada a la financiación, la falta de previsión al respecto supondrá que durante ese 
ejercicio no se podrán financiar las acciones formativas previstas en el ANFC, por ello la viabilidad del Sistema 
exige el cumplimiento del compromiso del Gobierno y en este sentido hay que entender que dicho compromiso es 
presupuesto base del ANFC. 
 

Apunta VALDES DAL-RE, que “tal vez el acuerdo tripartito pueda ser configurado como un contrato de 
Derecho público, a cuya regulación resulten aplicables subsidiariamente las normas generales sobre contratación”, 
cfr. en “La estructura de la negociación colectiva en materia de formación continua”, op. cit. pág.12. 



 
 166 

interpretar la Disp. final 2. ª al señalar que “las  

Organizaciones firmantes darán traslado al Gobierno  de lo 

acordado para que mediante el correspondiente Acuer do Tripartito 

y por el procedimiento legalmente establecido, pued an habilitarse 

medidas que posibiliten la financiación y ejecución  del III 

Acuerdo Nacional de Formación Continua", lo que sin  duda indica 

que si estas medidas no se arbitraran el ANFC no po dría ser 

financiado ni ejecutado. 

 

El contenido del II AT.- Son diversos los compromisos 

que a través de este pacto asumen las partes firman tes. Entre 

estos cabría destacar: 

a) Los compromisos en materia de organización, gest ión, 

seguimiento y control (pactos 3º y 4º).  

Estas funciones se encomiendan a la Comisión Tripar tita de 

Formación Continua y la Fundación Tripartita para l a Formación 

Continua 248 . 

b) Los compromisos de colaboración asumidos por el Gobierno 

                                                 
248 El 19 de Mayo de 1993, en cumplimiento de los compromisos asumidos por el Gobierno y los 

Interlocutores sociales en el I AT, se constituyó FORCEM como entidad paritaria de ámbito nacional, encargada de 
la planificación, aprobación, financiación, apoyo técnico y seguimiento de las acciones formativas previstas en el I 
ANFC. 
 

El II ANFC asignó las funciones de administración y seguimiento del AT a la  Comisión Tripartita para la 
Formación Continua y la gestión, seguimiento y control técnico de la iniciativas formativas a la FORCEM y se 
encomendaron a la y  tras la conclusión del II AT. Este acuerdo introdujo un cambio organizativo en el Subsistema 
que supuso la intervención de la Administración del Estado -a través del INEM- en la resolución final de las 
solicitudes y en la gestión de los pagos de las ayudas. Con ello las funciones de FORCEM se vieron reducidas. 

Al respecto señaló SAN JUAN URDIALES,M. -miembro del patronato de FORCEM en representación de 
CEOE- que “esta modificación trataba de dotar al modelo de una mayor transparencia tanto en la toma de decisiones 
como en el control de los fondos”, cfr. en “Algunas consideraciones en torno al modelo de gestión de la Formación 
Continua”,  en CACHON,L. Y MONTALVO, M.D. (Edit.), en Educación y formación a las puertas del siglo XXI: 
La Formación Continua en España, Ed. Complutense, Madrid, 1999, pág.165 
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para favorecer el desarrollo positivo del II ANFC m ediante la 

firma de convenios de colaboración para la utilizac ión de centros 

públicos de formación, medios didácticos e informac ión derivada 

de estudios sectoriales (pacto 6º). 

 

c) Y, finalmente diversos compromisos en materia de  

financiación (pacto 2º). 

En primer lugar, en relación con la cuantía de la c uota de 

formación profesional, se asume el compromiso de ma ntener el 

actual tipo de cotización por Formación Profesional  durante la 

vigencia del Acuerdo 249 . 

  En segundo lugar, se recogen los compromisos prec isos para 

hacer viable el desarrollo del II ANFC. 

A estos efectos se acuerdan los criterios de redist ribución 

de la cuota de Formación Profesional (0'7 por 100 s obre la base 

de accidentes de trabajo y enfermedades profesional es); un 0'35 

por 100 como mínimo   se destinará a la financiació n   de las 

acciones formativas de los trabajadores asalariados  -tanto del 

sector público como privado-, que se desarrollen en  el marco del 

Subsistema de  Formación Profesional Continua, conf orme lo 

establecido en el III ANFC; y, la cantidad restante , se dedicará 

a la formación profesional de desempleados.  

 

3) Los Acuerdos y Convenios Colectivos Sectoriales Estatales 

                                                 
249 El I AT, al amparo de la crisis económica, recogió igual compromiso. En aquélla ocasión, sin 

embargo, se dejaba la vía abierta para la renegociación de la financiación del Acuerdo a partir de 1994, cosa que, 
finalmente, no ocurrió. Tampoco se modificó durante la vigencia del II ANFC. 
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sobre formación profesional continua . 

 

El II ANFC prevé su desarrollo indistintamente por Acuerdos 

Sectoriales Estatales o por Convenios Colectivos, t ambién de 

ámbito sectorial estatal 250 . 

Se suscriben con la finalidad de potenciar la Forma ción 

Profesional de las empresas de sus respectivos ámbi tos, como 

factor de indudable importancia para la competitivi dad del sector 

y como mejor forma de organizar y gestionar las acc iones de 

formación continua promovidas en el sector correspo ndiente al 

amparo del II ANFC 251 . 

Los primeros son Acuerdos concluidos en el marco de l 

art.83.3 del ET y tienen, en efecto, naturaleza de acuerdos sobre 

materia concreta, resultando de aplicación general al sector 

correspondiente sin necesidad de su posterior inser ción en los 

respectivos convenios colectivos. 

Los segundos, en cambio, son propiamente convenios 

colectivos sectoriales estatales ordinarios que, o bien asumen el 

contenido del II ANFC, o bien prevén un posterior A cuerdo 

Sectorial sobre la materia, o finalmente, son conve nios 

                                                 
250 Apunta VALDES DAL-RE que estos Acuerdos y Convenios Colectivos  “se encuentran en 

situación de alternancia, no de yuxtaposición”, lo que en definitiva significa que “II ANFC puede desarrollarse 
indistintamente por uno u otro cauce negocial(...)la opción a favor de unos u otros es una decisión incentivada o 
motivada por las concretas circunstancias concurrentes en el sector, no siendo nada fácil enunciar reglas de universal 
aplicación”,  cfr. en “La estructura de la negociación colectiva en materia de formación continua.”, op. cit. pág.19. 

251 A tal fin se prevé la creación, en cada uno de los sectores, de una Comisión Paritaria Sectorial, con 
la función de aplicar el II ANFC de la manera más adecuada a la realidad sectorial. A  ésta corresponderá 
determinar, dentro del marco establecido por el II ANFC, los criterios para la elaboración de los planes de 
formación, a  salvo de que estos hayan sido ya fijados en el articulado del propio Acuerdo Sectorial. 
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colectivos ordinarios correspondientes a un sector en el que ya 

existía Acuerdo Sectorial específico sobre formació n continua.  

 

En cualquiera de los dos casos, son de carácter est atutario, 

dotados de las consiguientes eficacias; jurídica, n ormativa y; 

personal, general. 

A pesar de ser instrumentos convencionales concluid os en 

desarrollo del II ANFC, las relaciones con éste son  complejas ya 

que el papel del II ANFC puede variar en los tres s entidos 

apuntados por VALDES DAL-RE: 

En primer lugar, el II ANFC puede actuar como norma  

subsidiaria. Así ocurrirá en relación con las cuest iones no 

recogidas en los Acuerdos o Convenios Colectivos 252 . 

En segundo lugar, el II ANFC puede actuar como norm a 

supletoria cuando los Acuerdos o Convenios Colectiv os se remitan 

a él en todo lo no regulado por ellos. 

Y, en tercer lugar, el II ANFC puede actuar como no rma 

básica necesitada de ser complementada por los Acue rdos o 

Convenios Colectivos. Así ocurrirá cuando el II ANF C al regular 

una institución remita la ordenación de otros aspec tos de la  

                                                 
252 Es especialmente importante esta relación en la medida en que el II ANFC hace referencia a los 

permisos por formación y los Acuerdos o Convenios colectivos pueden no hacer referencia alguna a los mismos. En 
tal supuesto cabe preguntarse si el II ANFC, en concreto su art.13, sería de aplicación directa o no. A mi juicio es 
necesario distinguir entre las obligaciones que derivan para los sujetos que negocian los Acuerdos y Convenios 
Colectivos en desarrollo del II ANFC y la eficacia aplicativa de éste. 

 Parece que en virtud del citado precepto los sujetos negociadores tienen la obligación de insertar una 
cláusula en los instrumentos convencionales sectoriales a efectos de establecer “un régimen de Permisos Individuales 
de Formación” en los términos fijados en el propio art.13.  Sin embargo, de incumplirse esta obligación los 
trabajadores del sector tendrán igualmente derecho a disfrutar de dicho permiso en los términos establecidos en el II 
ANFC ya que como aquí se viene defendiendo el precepto convencional señalado es de aplicación directa cuando 
nada diga el convenio colectivo sectorial. 
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misma a los Acuerdos o Convenios Colectivos 253 . 

Por otra parte, importa señalar que alguno de estos  Acuerdos 

y Convenios colectivos, a pesar de ser Acuerdos sob re materia 

concreta del art.83.3 del ET -en un caso- o conveni os colectivos 

ordinarios -en el otro-, establecen reglas para la solución de 

conflictos de concurrencia al amparo de lo previsto  en el 

art.83.2 del ET, lo que no es objetable a juicio de  VALDES DAL-

RE, siempre que se cumpla el requisito establecido en dicho 

precepto legal sobre legitimación negocial y que re stringe a las 

<<organizaciones sindicales y asociaciones patronal es más 

representativas de ámbito estatal o de Comunidad Au tónoma>> 254 . 

Mayoritariamente como regla de solución de conflict os de 

concurrencia se prevé la derogación de la regla del  art.84, 

párr.1. º y en algún caso se establece con efectos 

retroactivos 255 .  

 

b’ Acuerdos a nivel autonómico  

 

                                                 
253 Cfr. VALDES DAL-RE,F., en “La estructura de la negociación colectivo en materia de formación 

continua”, op. cit. págs. 18 a 20. 

254 Se plantea este autor si en estos casos se cumplen los requisitos de legitimación a los que se refiere 
el art.83.2 del ET y responde afirmativamente teniendo en cuenta que la jurisprudencia se inclina a “reconocer la 
eficacia de normas marco contenida en convenios o acuerdos de ámbito estatal negociados, empero, por 
organizaciones no confederales bien que federadas o confederadas a sindicatos o patronales confederales más 
representativas”. Y concluye señalando que “la facultad de ordenar la autonomía negocial también ha de entenderse 
atribuida a las organizaciones sindicales y patronales a ellas (signatarias del II ANFC) federadas o confederadas”. 
Cfr. VALDES DAL-RE,F., “La estructura de la negociación colectiva en materia de formación continua”, op.cit. 
págs.34 y 35. 

255 Amplia referencia a esta cuestión en VALDES DAL-RE,F., en “ La estructura de la negociación 
colectiva en materia de formación continua”, op. cit. pág.36. 
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1) El Acuerdo Interprofesional sobre Formación prof esional 

continua del País Vasco (AIFCPV).  

 

Ámbito de aplicación.- El 28 de Septiembre de 1995 en 

la Comunidad Autónoma del País Vasco se suscribió e l AIFCPV. 

Este Acuerdo, referido únicamente a la formación pr ofesional 

continua, es de aplicación exclusiva a las empresas  y 

trabajadores de la Comunidad Autónoma del País Vasc o, con una 

vigencia de cuatro años, prorrogable automáticament e de no mediar 

denuncia con seis meses de antelación al término de  su vigencia. 

Fue suscrito por la organización empresarial CONFEB ASK y las 

organizaciones sindicales ELA-STV, CC.OO y LAB, tod as ellas más 

representativas en el ámbito de la Comunidad Autóno ma del País 

Vasco, al amparo de lo previsto en el párr. 2. º de l art.84 del 

ET y del párr. 2. º del art.3 del I ANFC 256 . 

El AIFCPV, vino así a limitar el ámbito aplicativo del I 

                                                 
256 El precepto del I ANFC disponía que “las Empresas y Organizaciones que no deseen acogerse a 

este Acuerdo podrán desarrollar las acciones formativas a través de los procedimientos generales, en vigor en cada 
momento”. 

Sin embargo, de no existir la mentada cláusula convencional, al resultado apuntado en el texto se hubiera 
llegado igualmente en virtud del párr. 2.º del art.84 del ET.  

Tras la reforma de 1994, en efecto, es posible negociar, en un ámbito supraempresarial, convenios o 
acuerdos que afecten a lo dispuesto en un convenio de ámbito superior, quedando esta posibilidad sujeta a tres 
condiciones: primero, que los sujetos negociadores reúnan los requisitos de legitimación requeridos para negociar en 
ese ámbito, segundo, que la decisión obtenga el respaldo de las mayorías exigidas para la constitución de la comisión 
negociadora de la correspondiente unidad de negociación y, tercero que la materia a negociar no sea una de las 
relacionadas en el propio art.84 del ET.  

Tanto el I ANFC  -acuerdo afectado- como el AIFCPV -acuerdo afectante- cumplían sin duda estos 
requisitos y, de no existir la cláusula convencional previendo el descuelgue, el AIFCPV hubiera resultado igualmente 
de aplicación preferente respecto del I ANFC y de los subsiguientes Acuerdos y Convenios Colectivos Sectoriales, 
en virtud de los criterios aplicativos establecidos en el precepto estatutario de referencia -art.84,párr.2.ºET-. 

Vid. CASAS BAAMONDE,M.E., en “ Concurrencia de acuerdos interprofesionales, estructura de la 
negociación colectiva y formación profesional continua”, op. cit. pág. 79.  

Es de destacar, como hace esta autora, que el I AIFCPV fue el primer acuerdo interprofesional nacido a 
partir de las previsiones del art.84, párr.2.º del ET. 
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ANFC al sustraerle parcialmente la ordenación del S ubsistema de 

Formación Profesional Continua en la Comunidad Autó noma del País 

Vasco 257 .  

 

Actualmente coexiste con el II ANFC, respecto del c ual es 

prior in tempore  e inferior en ámbito. Consiguientemente, 

compartiendo la opinión manifestada por VALDES DAL- RE de que las 

relaciones entre ambos pactos, en tanto que concurr entes, entran 

en el ámbito de imputación de la regla del párr. 1.  º del art.84 

del ET, hay que concluir que el AIFCPV tiene prefer encia 

aplicativa  respecto del II ANFC. “El AIFCPV -señal a este autor- 

tiene reconocida, en suma y por mandato legal, una garantía de 

intangibilidad aplicativa frente al acuerdo naciona l hasta su 

vencimiento” 258 . 

A mi juicio, sin embargo, nada hubiera impedido que  el II 

ANFC, en tanto que Acuerdo Interprofesional  de los  previstos en 

el art.83.2 del ET, hubiera excepcionado la regla d el párr.1. º 

del art.84 del ET. 

El ET, en efecto, habilita a este tipo de acuerdos para 

hacerlo -art.84, párr.1. º- al fijar las reglas que  han de 

resolver los conflictos de concurrencia entre conve nios 

                                                 
257 En la CA del País Vasco será la Fundación HOBETUZ, entidad tripartita y paritaria creada al 

amparo del AIFCPV, la encargada de dirigir, organizar y subvencionar la totalidad de las acciones formativas de esa 
CA. 

Para los supuestos de empresas cuyo ámbito exceda de esta CA, el AIFCPV prevé en la disp. adicional 2.ª 
que se concluyan convenios de colaboración entre la entidad estatal -FORCEM- y la autonómica vasca -HOBETUZ- 

258 Cfr. VALDES DAL-RE,F., en “La estructura de la negociación colectiva en materia de formación 
continua”, op. cit. pág.29. 
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colectivos de distinto ámbito -art.83.2 -. En base a ello el II 

ANFC podría haber incorporado una cláusula en la qu e como 

criterio de solución estableciera la preferencia ap licativa del 

II ANFC durante toda su vigencia respecto de instru mentos 

contractuales de distinto ámbito, ya en vigor o que  pudieran 

negociarse en el futuro, cuando los mismos divergie ran de él o 

contradijeran su contenido.  

Diversamente, el II ANFC declina incorporar una <<c láusula 

/marco>> que, en el sentido apuntado, le hubiera do tado de 

preferencia aplicativa respecto del AIFCPV. Y entie ndo que el 

silencio del II ANFC habría que interpretarlo como voluntad de no 

excepcionar la regla aplicativa del art.84, párr.1.  º del ET. 

 

 

VALDES DAL-RE considera posible excepcionar la regl a del 

párr.1. º del art.84 del ET pero limitadamente a lo s supuestos de 

concurrencia entre el AIFCPV y los Acuerdos y Conve nios 

Colectivos Sectoriales Estatales 259 .  

A juicio de este autor la inaplicación sectorial de l AIFCPV 

se producirá cuando; por una parte, los Acuerdos y Convenios 

Colectivos, al amparo del art.83.2 del ET, incorpor en una regla 

                                                 
259 Hay que recordar que para este autor el II ANFC es un Acuerdo sobre materia concreta y no un 

Acuerdo Interprofesional de los del art.83.2 del ET. 
 

Por otra parte revela VALDES DAL-RE la dificultad que entraña determinar la regla a utilizar para resolver 
la concurrencia del AIFCPV y los Acuerdos y Convenios Colectivos sectoriales estatales. Para este autor se resuelve 
aplicando “la regla que, en la estructura del art.84, tiene un carácter residual; esto es, la del párr.1.º en su integridad”. 
Y concluye señalando que, el AIFCPV tendrá preferencia aplicativa frente a los Acuerdos y Convenios Colectivos 
sectoriales estatales, pero con carácter supletorio, es decir, salvo pacto en contrario establecido en un Acuerdo 
Interprofesional o convenio colectivo del art.83.2 del ET. Cfr. en “La estructura de la negociación colectiva en 
materia de formación continua”, op. cit. pág.33 
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de solución de conflictos de concurrencia consisten te en la 

derogación del criterio aplicativo establecido en e l art.84, 

párr.1. º del ET y; por otra, doten a la regla apun tada de 

efectos retroactivos, aplicable consiguientemente t ambién a los 

conflictos surgidos respecto de los convenios ya en  vigor 260 .  

De hecho, como en efecto ha detectado este autor, a lgunos 

Acuerdos y Convenios Sectoriales Estatales incorpor an cláusulas 

con el contenido y alcance apuntados, es decir, 

<<cláusulas/marco>> 261 . A mi juicio sin embargo su aplicación 

preferente frente al AIFCPV en el sector de referen cia no es 

posible, ya que, supondría en último término elimin ar la  

preferencia aplicativa que como ya quedó apuntado t iene el AIFCPV 

frente al II ANFC.   

En este sentido hay que tener en cuenta; por una pa rte, que 

los Acuerdos y Convenios Colectivos Sectoriales Est atales se 

suscriben al amparo y como desarrollo del II ANFC e n el ámbito 

estatal sectorial correspondiente, por tanto, si pa ra ese ámbito 

excluyen la aplicación del AIFCPV están dotándose d e preferencia 

                                                 
260 Cfr. VALDES DAL-RE,F., en “ La estructura de la negociación colectiva en materia de formación 

continua”, op. cit. pág.36. 

261 A ellos se aludió antes. Sirva aquí de referencia el I Acuerdo Estatal de Formación Continua para el 
sector de Estiba y Desestiba en el que el art.6 establece las siguientes: 

“Reglas para la solución de los conflictos de concurrencia. 
1. Al amparo de lo prevenido en el art.83.2 del Estatuto de los Trabajadores, en relación con el párrafo 

primero 84 de ese mismo texto legal, los supuestos de concurrencia del presente Acuerdo con otros instrumentos 
contractuales colectivos (acuerdos, convenios o pactos) de distinto ámbito se sustanciarán aplicando las reglas 
establecidas en el presente artículo. 

2.  La concurrencia del presente Acuerdo con instrumentos contractuales de distinto ámbito que estén en 
vigor o que puedan negociarse en el futuro, se resolverán reconociendo a aquel primero preferencia aplicativa durante 
toda su vigencia. 

3. Como consecuencia de lo estipulado en el apartado anterior, no resultarán aplicables los acuerdos 
adoptados en la negociación de ámbito territorial menor que contradigan el contenido del acuerdo, o se separen de 
algún modo de él.” 
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aplicativa frente a él y consiguientemente, aunque de forma 

indirecta, se la están dado también al II ANFC en l a medida en 

que lo desarrollan. Así ocurrirá en el supuesto de que el II ANFC 

actúe como norma subsidiaria o supletoria del Acuer do o Convenio 

Colectivo Sectorial 262 . 

Por otra parte, en línea con lo anterior cabría pre guntarse 

si estos Acuerdos y Convenios Colectivos al incorpo rar la 

<<cláusula/marco>> no contradicen al II ANFC en tan to que éste, 

como se dijo, no excepciona la regla del art.84, pá rr.1., aun 

pudiendo hacerlo. La respuesta debe ser afirmativa si se 

considera al II ANFC como un acuerdo de los referid os en el 

art.83.2 del ET, ya que, como se razonó supra , la preferencia 

aplicativa del AIFCPV frente al ANFC que encuentra amparo legal 

en el art.84.1 del ET opera porque así lo quiere el  II ANFC al no 

hacer uso de la posibilidad que le otorga dicho pre cepto de 

incorporar un pacto en contrario. 

No parece lógico que la garantía de intangibilidad del 

AIFCPV frente al II ANFC no sea eliminada  directam ente por éste, 

cuando sí puede hacerlo, y, en cambio, sí lo sea in directamente 

por un Acuerdo o Convenio Colectivo que, en definit iva, es 

dictado en desarrollo del anterior. 

 

 Considero, por tanto, que el AIFCPV tiene garantía  de 

                                                 
262 Si los Acuerdos o Convenios Colectivos Sectoriales Estatales incorporan la <<cláusula/marco>>, la 

preferencia aplicativa que adquieran frente al AIFCPV  en realidad también la tendrá el II ANFC ya que éste se 
aplicará en dichos ámbitos autonómico/sectoriales con carácter subsidiario o supletorio de los Acuerdos o Convenios 
Colectivos Sectoriales Estatales. 
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intangibilidad aplicativa no sólo frente al II ANFC , sino también 

frente a los Acuerdos y Convenios Colectivos Sector iales 

Estatales que sean dictados al amparo y como desarr ollo del 

Acuerdo Nacional. Los pactos en contrario que se pu dieran 

incorporar serán nulos por contravenir el II ANFC. Así, cuando 

estos Acuerdos y Convenios Colectivos establecen su  preferencia 

aplicativa respecto de “acuerdos adoptados en la ne gociación de 

ámbito territorial menor” habrá que entender que se  refieren a 

los de su mismo o menor ámbito funcional pero no al  AIFCPV 263 . 

 

Naturaleza jurídica.-  El AIFCPV es un acuerdo de los 

referidos en el art.83.3 del ET como acuerdo sobre materia 

concreta, dotado de eficacia jurídica normativa y e ficacia 

personal general en su ámbito territorial 264 . 

Este acuerdo se autodenomina Interprofesional y, en  efecto, 

 lo es en tanto en cuanto su ámbito funcional es in tersectorial y 

 sin que tal extremo pueda implicar que se trate de  un acuerdo de 

                                                 
263 Indudablemente otra hubiera sido la conclusión alcanzada de  sostener  que el II ANFC no es un 

acuerdo de los referidos en el art.83.2 del ET, sino un Acuerdo sobre materia concreta del art.83.3 del ET. En tal caso 
el Acuerdo Nacional no hubiera podido excepcionar la regla del art.84.párr.1.º del ET y por tanto no se podría 
entender que los Acuerdos y Convenios Colectivos al hacerlo contravinieran lo dispuesto en el mismo. 

Pero incluso en este caso, cabría plantearse si los argumentos que conducen a concluir a favor de que los 
Acuerdos y Convenios Colectivos, aún que acuerdos sobre materia concreta del art.83.3, puedan incorporar una 
<<cláusula/marco>> en base al art.83.2 del ET, no servirían igualmente para resolver a favor de que el II ANFC 
también pueda hacerlo, ya que se trataría también de un acuerdo sobre materia concreta negociado por sujetos 
colectivos que tienen la legitimación requerida por el art.83.2 del ET. 

264 Cfr. CASAS BAAMONDE,M.E., en “Concurrencia de acuerdos interprofesionales  estructura de la 
negociación colectiva y formación profesional continua”, op. cit. pág.71 y VALDES DAL-RE,F., en “La estructura 
de la negociación colectiva en materia de formación continua”, op. cit. pág.22.  

Apunta este autor que a diferencia del II ANFC, las personas afectadas por los mandatos del AIFCPV son, 
exclusivamente, sujetos individuales -trabajadores y empresarios incluidos en su unidad de negociación- y no, 
también, sujetos colectivos. En efecto, como a continuación se verá, este extremo queda reflejado en la aplicabilidad 
directa y no diferida del AIFCPV.  
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los regulados en el art.83.2 del ET. El propio cont enido del 

acuerdo impide calificarlo como acuerdo marco ya qu e a diferencia 

del ANFC no establece reglas ordenadoras de la nego ciación  

colectiva en su ámbito de aplicación lo que signifi ca que no 

incorpora el contenido típico que confiere identida d a la figura 

del acuerdo marco y determina la aplicación del rég imen jurídico 

en el art.83.2 del ET 265 .  

Por otra parte, la aplicabilidad de las previsiones  que 

establece en materia de formación continua es direc ta e inmediata 

sin precisar recepción convencional posterior ni co ntener 

remisiones a la negociación colectiva de ámbito inf erior 266 . 

Esta eficacia directa podría llevar a pensar que el  AIFCPV 

tiene naturaleza de convenio colectivo ordinario, s in embargo, a 

diferencia de estos, el AIFCPV no establece condici ones de 

trabajo directamente aplicables a las relaciones in dividuales de 

trabajo, su finalidad es otra.  Como señala CASAS B AAMONDE traza 

un dispositivo organizativo y procedimental orienta do al impulso 

y fomento de la impartición de la formación continu a en su ámbito 

de aplicación que hace que sus contenidos sean más 

procedimentales que sustantivos lo que, precisament e, en mi 

opinión, permite distinguirlo de un convenio colect ivo 

                                                 
265 CASAS BAAMONDE lo califica de "acuerdo  interprofesional específico o sobre materia concreta 

<<puro>>".  Cfr. en “Concurrencia de acuerdos interprofesionales. Estructura de la negociación colectiva y 
formación profesional continua.”, op. cit. pág.75. 

266 Vid. CASAS BAAMONDE,M.E., “Concurrencia de acuerdos interprofesionales estructura de la 
negociación colectiva y formación profesional continua”, op. cit. pág.75 y VALDES DAL-RE,F., en “La estructura 
de la negociación colectiva en materia de formación continua”, op. cit. pág.22. 
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ordinario 267 . 

El AIFCPV, en efecto, no regula los contenidos y té rminos 

del ejercicio del derecho a la formación profesiona l de los 

trabajadores ocupados sino que, se refiere monográf icamente a la 

formación continua, para regular y establecer la es tructura 

técnica y organizativa del Subsistema de Formación Profesional 

Continua específicas para su ámbito territorial. 

 

Se trata, en definitiva, de un acuerdo sobre materi a 

concreta de los previstos en el art.83.3 del ET, in terconfederal 

en atención a los sujetos que lo negociaron, interp rofesional en 

atención a su ámbito funcional y de comunidad autón oma en 

relación con su ámbito territorial. 

 

2) El Acuerdo Tripartito sobre Formación Profesiona l del 

País Vasco (ATPV).  

 

El Acuerdo Tripartito sobre formación continua en l a CA del 

País Vasco, fue suscrito el 6 de Octubre de 1995 (B OE de 25 de 

Octubre), por el Gobierno del País Vasco, y las org anizaciones 

sindicales (ELA/STV, CCOO y LAB) y empresariales (C ONFESBASK) más 

representativas en el ámbito de esa CA. 

Su naturaleza jurídica es idéntica a la del II AT, por ello 

a lo dicho supra  sobre ese acuerdo hay que remitirse. 

                                                 
267 Cfr. CASAS BAAMONDE,M.E., en “Concurrencia de acuerdos interprofesionales estructura de la 

negociación colectiva y formación profesional continua”, op. cit. pág.75. 
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A partir de 1995, las sucesivas leyes de Presupuest os 

Generales del Estado prevén, además de la financiac ión de las 

acciones de formación continua de trabajadores ocup ados y los 

Planes de formación continua en las Administracione s públicas, la 

financiación de los Planes de formación “que sean f ruto de 

cualesquiera otros acuerdos”. Entre éstos, obviamen te, se 

encuentran los suscritos al amparo del art.84, párr .2 del ET, 

como es el caso del AIFCPV 268 . 

 

B. LAS MEDIDAS DE ACTUACION ORDENADAS POR EL SUBSIS TEMA DE 

FORMACIÓN PROFESIONAL CONTINUA 

 

                                                 
268 Para el año 1996 mediante el Real Decreto-Ley 16/1996, de 22 de Noviembre, (BOE de 23 de 

Noviembre), se acordó destinar a la financiación del AIFCPV 972.500.000 pesetas.(Convalidado por Acuerdo del 
Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 12 de Diciembre, BOE de 19 de Diciembre). (No hubo 
acuerdo de la Comisión tripartita de seguimiento sobre asignación de fondos para dicha financiación). 

En 1997, se suscribió un Convenio de Colaboración entre el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el 
Gobierno Vasco, mediante el cual el Ministerio sumió para ese año, parte de la financiación correspondiente al 
AIFCPV. 

Para el año 1998 mediante el Real Decreto-Ley 16/1998, de 4 de Diciembre, (BOE de 8 de Diciembre) se 
dispuso la financiación del AIFC  por importe de 3.100 millones de pesetas. (Convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 17 de Diciembre, BOE de 30 de Diciembre). (Hubo acuerdo parcial 
de la Comisión tripartita de seguimiento) 

Para el año 1999 mediante el Real Decreto-Ley 13/1999, de 3 de Septiembre, (BOE de 4 de Septiembre) se 
dispuso financiar el AIFCPV con 3.450 millones de pesetas. (Convalidado por Acuerdo del Congreso de los 
Diputados, publicado por Resolución de 16 de Septiembre, BOE de 23 de Septiembre).(Hubo acuerdo parcial de la 
Comisión tripartita de seguimiento).  
 

La subvención que otorga el Estado a través del INEM, se rige por los dispuesto en la Orden (MTAS) de 23 
de Julio de 1998, (BOE de 11 de Agosto), por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de ayudas a 
las acciones acogidas al AIFCPV para 1998.  

En esta Orden, la disposición adicional primera señala que las ayudas objeto de la misma, y por tanto 
subvencionadas mediante el crédito señalado, son incompatibles con las que pudieran percibirse en el marco del II 
ANFC. Sin embargo, parece que queda abierta la posibilidad de que la formación continua en el País Vasco también 
pueda ser objeto de financiación a través de la vía prevista para la financiación del II ANFC. Así ocurrirá cuando la 
acción formativa no estuviera dentro del marco del AIFCPV, como es el caso de los permisos por formación que no 
están contemplados en el AIFCPV.  
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El ANFC.- EL ANFC organiza la Formación Profesional 

Continua estableciendo las tres modalidades de desa rrollo de las 

acciones formativas dirigidas tanto a la mejora de competencias y 

cualificaciones como a la recualificación de los tr abajadores 

ocupados con el fin de compatibilizar la mayor comp etitividad de 

las empresas con la formación individual del trabaj ador (art.1) 269  

Y, los procedimientos previstos para que las empres as, 

trabajadores y organizaciones sindicales y empresar iales las 

desarrollen son de tres tipos: Planes de formación,  Medidas 

complementarias de Acompañamiento a la Formación y Permisos 

Individuales de Formación.  

 

a) Los planes de formación profesional continua.  

   El III ANFC señala las cuatro modalidades de pla nes 

formativos que pueden ser financiados con cargo al III AT y 

establece los requisitos que, a tales efectos, debe n cumplir los 

promotores de los mismos. 

  1) Planes de Empresa: Son los elaborados por las empresas 

que cuenten con 100 o más trabajadores 270 .   

2) Planes Agrupados: Tienen carácter sectorial, dir igidos  a 

dos o más empresas que ocupen conjuntamente al núme ro de 

                                                 
269  VALDEOLIVAS GARCIA,Y., GETE CASTRILLO,P. Y TORRENTS MARGALEF,J., en 

“Estudio comparativo y evolutivo de los cambios en la regulación de la formación continua en los Acuerdos y 
Convenios Colectivos”, RL, núms. 23 y 24, 1998, págs.38 a 50., hacen un interesante análisis sobre el concepto de 
formación continua recogido en este Acuerdo. 

270 Las empresas que no alcancen ese número de trabajadores, sólo excepcionalmente podrán presentar 
para su financiación planes de empresa propios, en los supuestos y condiciones que se determinen en las 
convocatorias correspondientes (art.8 III ANFC). 
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trabajadores que se determine en la correspondiente  

convocatoria 271 . 

3) Planes específicos de la economía social: Para l as 

cooperativas y sociedades laborales, además de las modalidades 

anteriores, pueden presentar planes de formación, d e ámbito 

estatal o autonómico, que agrupen a dos o más empre sas de 

distinto sector productivo 272  

4) Planes Intersectoriales. Trascienden el ámbito s ectorial 

 e incluyen acciones formativas tanto de oferta com o de demanda 

que, por su naturaleza, tengan un componente común a varias ramas 

de actividad. Estos planes pueden ser de dos tipos,  de ámbito 

territorial superior a una CC.AA y de ámbito igual o inferior a 

una CC.AA. y, consecuentemente, variarán los sujeto s colectivos 

promotores de los mismos 273 . 

 

b) Las medidas complementarias y de acompañamiento a la 

formación profesional continua. 

El Acuerdo en el art.13, prevé la financiación de A cciones 

                                                 
271 Pueden promover estos planes y, en consecuencia solicitar la correspondiente financiación: Las 

propias empresas adscritas al plan, a las organizaciones Empresariales y/o Sindicales más representativas, a las 
Organizaciones Empresariales y/o Sindicales representativas en el ámbito sectorial y/o territorial igual o superior al 
del ámbito subjetivo del plan, las fundaciones bipartitas previstas en los convenios colectivos y acuerdos sectoriales 
estatales y organizaciones de cooperativas y/o de sociedades laborales con notable implantación en el ámbito del 
plan.(art.9 III ANFC)  

   

272 Podrán solicitarlo las confederaciones y federaciones de cooperativa y/o de sociedades laborales 
con notable implantación en la economía social, en el ámbito territorial del plan. (art.10 III ANFC) 

273  Las Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas puedan presentar Planes 
Intersectoriales de ámbito superior a Comunidad Autónoma. 

Los Planes Intersectoriales de ámbito de Comunidad Autónoma podrán ser promovidos por las 
Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas, en sus respectivas Comunidades Autónomas.  (art.11 
III ANFC)   
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complementarias y de acompañamiento a la formación que 

contribuyan a la detección de necesidades formativa s en los 

distintos ámbitos, a la elaboración de herramientas  y/o 

metodologías aplicables a los planes de formación, a la difusión 

de la Formación Continua, y todas aquéllas otras qu e mejoren la 

eficiencia del Sistema de Formación Continua 274 . 

c) Los permisos individuales de formación profesion al 

continua. 

 El III ANFC prevé la financiación de permisos por formación 

que tengan por objeto la actualización de la cualif icación o el 

perfeccionamiento profesional del trabajador y esta blece su 

régimen jurídico, delimitando, en el art. 13, los á mbitos 

subjetivo y objetivo del mismo, el procedimiento qu e debe seguir 

el trabajador para obtenerlo, así como su remunerac ión y régimen 

de financiación. 

Desde mi punto de vista, se trata de una modalidad especial 

de permiso por formación de los contemplados en el art.23.1.b) 

del Estatuto de los Trabajadores 275 , por tanto, su análisis queda 

diferido al momento en que se estudien las facultad es que al 

                                                 
274 A estas medidas no se refería el I ANFC. Se introducen en el II ANFC y se mantienen en el actual  

como respuesta a la necesidad, puesta de manifiesto por distintos sectores, de promover los medios para detectar las 
necesidades formativas a fin de que la planificación de las acciones formativas a impartir respondan efectivamente a 
los requerimientos del mercado de trabajo. 

275  En relación con estos permisos, según la Exposición de Motivos del I ANFC, este venía a 
desarrollar las previsiones del art.23.1.b) del Estatuto de los Trabajadores sobre la concesión del permiso de 
formación profesional que "tenga como objeto la actualización de la cualificación o el perfeccionamiento 
profesional". Sin embargo, a mi juicio, de la delimitación del presupuesto de hecho que realizaba el Acuerdo 
Nacional, no se desprendía que el desarrollo de los "permisos formativos" llevado a cabo en esa sede, agotara el 
contenido del art. 23.1.b) del Estatuto de los Trabajadores, sino que establecía el régimen jurídico de una modalidad 
especial de permiso por formación. 

El II ANFC, hace una regulación similar a la anterior, pero ya en su Exposición de motivos no se recoge 
dicha aseveración. 
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trabajador reconoce el precepto estatutario mencion ado. 

 

 

 

 

 

 

PARTE SEGUNDA 

 

  

EL SISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL 

AL INICIO DE LA RELACION LABORAL  
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CAPITULO III 

EL SISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL EN 

ALTERNANCIA 

 

  

I. LA FORMACION EN ALTERNANCIA . 

 

A. El CONCEPTO DE FORMACION EN ALTERNANCIA . 

 

La formación en alternancia se puede entender como un 

proceso especial de enseñanza en el curso del cual el alumno 

recibe formación teórica y la complementa -simultán ea o 

posteriormente- con la formación práctica que adqui rirá mediante 

el ejercicio de una actividad profesional en un lug ar de trabajo. 

Este es un concepto amplio de la formación en alter nancia en 

la medida en que, al prescindir del estatuto jurídi co del alumno, 

permite incluir todos los procesos en los que la fo rmación se 

alterna con el trabajo, es decir, aquéllos en los q ue opera el 

principio de <<inmersión>> en la empresa en situaci ones reales de 

trabajo 276  y no sólo aquéllos en los que la formación se alte rna 

con un trabajo dependiente y por cuenta ajena, es d ecir, con el 

empleo. 

Al concepto de formación en alternancia apuntado re sponden, 

tanto las fórmulas de estancias-formativas de los a lumnos que 

cursan enseñanzas profesionales en las empresas y e n el curso de 

                                                 
276 A este principio <<pedagógico>> alude LENOIR en relación con los programas compensatorios y a 

mi juicio se puede extender a todo proceso de formación en alternancia. Vid. LENOIR,C., en “À propos des 
formations par l’alternance” en Droit Social, núm.5, 1993, pág.415. 
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las cuales mantienen su estatuto escolar, cuanto aq uéllas en las 

que los alumnos adquieren la condición de asalariad os en virtud 

de la suscripción de un contrato de trabajo, es dec ir, las 

fórmulas de alternancia formación-empleo 277 . 

 

Por otra parte, la alternancia, en cuanto método de  

formación que asocia dos componentes formativos, la  formación 

teórica y la formación práctica, requiere, por regl a general,  la 

intervención de dos entidades distintas; un organis mo 

especializado en la formación y una empresa especia lizada en la 

producción de bienes o servicios, que se asocian co n ocasión del 

proceso formativo y colaboran en las diversas etapa s del mismo 278 . 

Sin embargo, hay supuestos en los que, como se verá , la formación 

teórica no se imparte en un centro formativo sino p or la propia 

empresa.  

 

B. LA FINALIDAD DE LA ALTERNANCIA .  

 

La alternancia es un dispositivo que asocia formaci ón e 

inserción 279 . En todas las fórmulas de alternancia previstas en  el 

Sistema de Formación Profesional ambos componentes aparecen 

indisociables. 

                                                 
277 Vid. DUTERTRE,J., en “Les séquences éducatives en entreprise. Aproche juridique”, Droit Social, 

núm.2, 1982, pág.127. 

278 Sobre el concepto de formación en alternancia, vid. THERY,M. quien  recoge la definición 
propuesta por el Haut Comité Éducación-Économie: <<une formation en deux lieux distincts et en co-
responsabilité>>, en “Les formations professionnelles en alternance”, Droit Social, núm.4 , 1992, pág.391. 

 Para LENOIR es “un processus particulier de formation où les stagiaires sont placés alternativement en deux 
lieux, distincts mais associés dans ce processus, à savoir d’une part un organisme spécialisé dans la formation, et 
d’autre part une entreprise, lieu apécialisé dans la production (de biens ou de services”. Cfr. en LENOIR,C., "À 
propos des formations par l'alternance", op. cit. pág.411. 

279 Vid. BOULIN,B. en “Les contrats permettant une formation en alternance: Analyse comparative”, 
en Droit Social, núm.2, 1982, pág.142. 
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En efecto, no se trata de dispositivos únicamente f ormativos 

en la medida en que no se dirigen exclusivamente a resolver un 

problema de cualificación profesional y tampoco son  sólo un 

mecanismo de inserción en tanto que no tienen por o bjeto 

únicamente el acceso al empleo 280 . 

Su doble dimensión caracteriza a la alternancia com o 

dispositivo mixto cuyo objetivo es la formación pro fesional 

mediante la realización de un trabajo cualificante.   

 

La preponderancia de cada uno de estos elementos, f ormación-

trabajo, varía, sin embargo, según la fórmula de qu e se trate. 

En las estancias-formativas en las empresas la alte rnancia 

se establece como un mecanismo principalmente de fo rmación pero 

también de preparación para la inserción de los alu mnos que 

cursan enseñanzas profesionales en la medida en que , en primer 

lugar, les facilita un primer contacto con la vida profesional y, 

en segundo lugar, les facilita  una experiencia lab oral en el 

oficio al que se dirigen sus estudios que, certific ada por el 

empresario,  podrán acreditar a los efectos de su p osterior 

acceso al empleo. 

 

En los programas de formación-empleo la alternancia  opera, 

en unos casos como mecanismo principalmente de form ación,  y, en 

otros, invirtiendo los términos, opera como mecanis mo 

principalmente de inserción. 

Al primer tipo responden los PGS ya que, en tanto  programas 

mixtos de formación-empleo previstos en el sistema educativo, 

                                                 
280 Sobre la distinción entre inserción en el empleo y formación profesional vid. POIRIER, M., en 

“L’ccessión au travail: insertion ou formation?”, Droit Social, núm.3, 1993, págs.257 y 258. Para esta autora  
“l’insertion proprement dite s’assigne, quant à elle, essentiellement pour objectif une (re)mise au travail qui ne peut 
être considérée comme véritablement formatrice”.   
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tienen como objetivo principal la formación de los alumnos 

participantes y utilizan la inserción para lograrlo . 

Son, en efecto, programas de educación compensatori a cuyo 

objetivo es que los sujetos excluidos del sistema e ducativo 

puedan alcanzar un nivel mínimo de formación. La LO GSE prevé para 

estos casos, como uno de los remedios al fracaso de l sistema o 

métodos tradicionales, un proceso especial de forma ción en el que 

se alterna la formación con el empleo. Por ello el objetivo del 

programa es la formación del sujeto y el medio util izado la 

inserción que se instrumentaliza a través del contr ato de 

trabajo. 

Se trata, como señala LENOIR, de insertar para form ar y 

cualificar profesionalmente y no a la inversa 281 . 

 

Hay otros programas mixtos formación-empleo que, of ertados 

por el Subsistema Ocupacional, tienen como objetivo  principal la 

inserción de los participantes, son: Las Escuelas-T aller, las 

Casas de Oficio y los Talleres de Empleo.  

También en estos casos existe una carencia formativ a del 

sujeto participante; no tendrá cualificación profes ional, o bien, 

teniéndola será inadecuada a los requerimientos del  mercado de 

trabajo. Por ello estos programas prevén la formaci ón de los 

trabajadores pero, en este caso, como medio para in sertarlos en 

el mercado de trabajo ya que su especial dificultad  para 

encontrar empleo deriva precisamente de dicha caren cia formativa, 

se trata con ello de mejorar la empleabilidad de lo s 

participantes. 

 

En otro orden de cosas, interesa resaltar el releva nte papel 

                                                 
281 Cfr. LENOIR, C., en "À propos des formations par l'alternance", op. cit. págs.414 y 415. 
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que tiene encomendado la empresa en las fórmulas de  formación en 

alternancia.  

La alternancia es una fórmula o medida de política activa de 

empleo de carácter compensatorio que al asociar for mación e 

inserción opera mediante el principio de inmersión en la empresa, 

requiriendo, por tanto, la intervención de ésta.  

La empresa, en efecto, en el sistema de formación e n 

alternancia interviene como organización cualifican te y como 

organización de inserción, cumpliendo por tanto una  doble función 

social: Cualificar e insertar.  

Ambas funciones las cumple en el marco de los progr amas 

mixtos  formación-empleo ya que a través de estos d ispositivos 

acoge y forma, tanto a los excluidos del sistema es colar, como a 

los excluidos del mercado de trabajo 282 . Y lo mismo hace, aunque 

de forma mucho más matizada respecto la inserción, en las 

estancias-formativas de los alumnos en la empresa, en estos casos 

obviamente ésta actúa principalmente como organizac ión 

cualificante. 

 

C. LAS FORMULAS DE FORMACION EN ALTERNANCIA.  

 

Tanto las estancias-formativas en las empresas como  la 

alternancia formación-empleo están previstas en el Sistema de 

Formación Profesional. Las primeras,  se instrument an mediante un 

convenio de colaboración entre la entidad formativa  y la empresa 

y están previstas en los subsistemas reglado y ocup acional. La 

segunda, instrumentada mediante un contrato de trab ajo,  está 

prevista en los programas mixtos formación-empleo q ue organizan 

también ambos subsistemas. 

                                                 
282  Vid. THERY, M., en “Les formations professionnelles en alternance”, op. cit. pág.393. 
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II. LAS ESTANCIAS-FORMATIVAS EN LAS EMPRESAS .  

 

 

Introducción.- Las estancias-formativas en las empresas 

tienen en todos los casos como finalidad que los al umnos en el 

transcurso de la misma complementen la formación te órica 

impartida por un centro educativo mediante la reali zación de 

actividades profesionales en un lugar de trabajo, a dquiriendo de 

esta manera unos conocimientos profesionales que le s sería 

difícil obtener en el centro educativo donde cursan  el resto de 

módulos profesionales 283 . 

 

La inmersión de los alumnos en prácticas en la empr esa, en 

situaciones reales de trabajo, como se verá a conti nuación, 

particulariza su estatuto jurídico escolar aproximá ndolo al de 

los trabajadores asalariados de la misma.  

Desde esta perspectiva las prácticas formativas en las 

empresas resultan, no sólo de interés para Derecho del Trabajo 284 , 

                                                 
283 DUTERTRE, J., señala que mediante la estancia en las empresas se pretende dar a los jóvenes la 

posibilidad de experimentar <<in vivo>> las técnicas que han aprendido <<in vitro>>. Cfr. en  “Les séquences 
éducatives en entreprise. Aproche juridique”, op. cit. pág.134. 

La ilustrativa expresión <<práctica laboral in vitro o de ensayo>>ya fue utilizada por BORRAJO DACRUZ 
para referirse a la práctica realizada exclusivamente en los centros docentes y en contraposición con la práctica 
laboral seria y que con realismo se realiza en las empresas. Cfr. en BORRAJO DACRUZ,E., “Objetivos y bases 
legales para la promoción de la formación profesional en razón del empleo en España”, RT, núm.66, 1982, pág.16 por 
contraposición  a la práctica laboral realizada en las empresas por los trabajadores contratados para la formación  
 
 

Para THERY el papel de la empresa será asegurar la adquisición de los conocimientos y del <<savoir-faire>> 
por el ejercicio de una actividad en el lugar de trabajo. Cfr. en “Les formations professionnelles en alternance”, op. cit. 
pág.393. 

284 Vid. DUTERTRE, J., en “Les séquences éducatives en entreprise. Approche juridique”, op. cit. 
pág.129. 
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sino también centro de imputación del mismo en cuan to los alumnos 

durante su estancia-formativa estarán incluidos en el ámbito 

subjetivo de aplicación de determinadas normas que integran la 

rama social del derecho 285 . 

 

En efecto, la importancia de estas  fórmulas de alt ernancia 

sin contrato de trabajo radica, por una parte, en q ue se implanta 

una forma jurídica de acceso al trabajo distinta al  contrato de 

trabajo 286 , y, por otra, en que dan lugar a un colectivo de 

trabajadores que aun no siendo titulares de un cont rato de 

trabajo se les aplica una franja del Derecho del Tr abajo 287 . 

 

 

A. LAS ESTANCIAS-FORMATIVAS O PRACTICAS <<FORMALES>> EN LAS 

EMPRESAS.  

 

Modalidades.- Tanto el Subsistema de Formación 

Profesional Reglada como el Ocupacional prevén unas  estancias 

temporales de prácticas formativas en las empresas como medio 

para que los alumnos de esas enseñanzas profesional es realicen 

                                                 
285  La ley de prevención de riesgos no los incluye en su ámbito de aplicación no obstante el espíritu de 

la norma puede ir en el sentido de que afecte a todos los que realicen tareas en la empresa y estén expuestos a los 
riesgos de accidente. Si no es posible formación en esta materia si por lo menos habrá que dar información sobre los 
riesgos que corren si no se respetan las reglas de seguridad y salud.  Vid. sobre esto THERY, M., en “Les formations 
professionnelles en alternance”, op. cit. pág.395 

286  FAURE-MURET, E. lo califica de cambio estructural en el proceso de acceso al empleo. Cfr. en 
“Les raisons d’une précarité”, DS, núms.9 y 10, 1989, pág.679. 

287 Mediante estas fórmulas es posible trabajar bajo la subordinación jurídica de una persona y 
revindicar la aplicación de una parte de la legislación del trabajo, sin ser asalariado, es decir, sin que exista un 
contrato de trabajo. Crf. en  FAVENNEC-HENRY, F.,”SIVP et déclin du contrat de travail”, op. cit.pág.514. 

 Para la doctrina francesa éste fenómeno supone “la decadencia del contrato de trabajo”. Cfr. FAVENNEC-
HENRY, F.,”SIVP et déclin du contrat de travail”, op. cit.pág.514 y da lugar a la existencia de una nueva <<race>> 
de trabajadores según FAURE-MURET, E., en “Les raisons d’une précarité”, op. cit. págs.679 y 681 o a una 
<<categoría híbrida>> como les llama FAVENNEC-HENRY, F. en”SIVP et déclin du contrat de travail”, op.cit. 
pág.514. 
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los módulos prácticos que con carácter obligatorio deben cursar 

para obtener la correspondiente titulación. 

Hay que recordar que son dos los supuestos previsto s en el 

Sistema de Formación Profesional 288 : 

1) Los módulos de FCT integrados en itinerarios 

profesionales para la obtención de títulos de Forma ción 

Profesional específica.  

2) Los módulos de FCT integrados en itinerarios 

profesionales para la obtención de certificados de Formación 

Ocupacional. 

 

Instrumento jurídico de la alternancia: El convenio  de 

colaboración.-  Las modalidades de estancia-formativas en las 

empresas, previstas en los programas de formación p rofesional 

reglada y ocupacional y, se pueden considerar como estancias 

prácticas <<formales>> en la medida en que son orga nizadas por el 

Sistema de Formación Profesional y derivadas de la existencia de 

un convenio de colaboración firmado por la empresa y el centro 

formativo con intervención del estudiante. 

El convenio de colaboración es la fórmula jurídica que da 

cobertura a la estancia práctica del estudiante en la empresa y 

que junto al programa de formación se impone como m edio de 

control externo y como garantía del cumplimiento de l objetivo 

formativo de las prácticas 289 . 

                                                 
288 También el Sistema de Educación para el nivel universitario prevé estancias-formativas en 

empresas. Son de dos tipos: Los módulos de prácticas integradas en el plan de estudios universitarios con 
correspondencia en créditos académicos y las prácticas voluntarias, en este caso sin correspondencia en créditos 
universitarios. Aunque, como ya se indicó, no serán objeto de atención por quedar fuera del Sistema de Formación 
Profesional sin embargo interesa apuntar que tienen igual finalidad y similar organización que las programadas y 
desarrolladas por éste.  

289 Determinante de la existencia del stage y sobre todo de que las partes - estudiante y empresario- 
pueden quedarse en la <<periferia del asalariado>> al permitir que se excluya la existencia de un contrato de trabajo, 
 es la existencia de un convenio de formación concluido, en base a la normativa educativa correspondiente, entre la 
empresa y la entidad educativa con la participación del estudiante. Cfr. FAVENNEC-HENRY,”SIVP et déclin du 
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Estatuto jurídico del alumno en prácticas.- Como las 

normas educativas se ocupan de señalar, durante la estancia-

formativa no existirá relación laboral entre los al umnos en 

prácticas y la empresa. No se prohíbe, sin embargo,  su 

contratación pero sí se impone la incompatibilidad entre 

actividad laboral y actividad formativa. 

Así, se impide que la empresa cubra algún puesto de  trabajo 

en plantilla con un alumno en prácticas salvo que s ea mediante 

una relación jurídica laboral; y si éste fuera el c aso, se 

considerará que el alumno contratado abandona el pr ograma 

formativo en el centro de trabajo; debiendo la empr esa, a tales 

efectos, comunicar la contratación al director del centro 290 . 

 

La inexistencia de una relación jurídica laboral en tre 

empresario y alumno imposibilita aplicar a este col ectivo el 

estatuto jurídico de los trabajadores de la empresa . 

Durante su estancia en la empresa mantienen su esta tuto 

escolar y, por tanto, continúan siendo titulares de  los derechos 

y deberes básicos que les reconocen las normas educ ativas.  

No obstante, la especial situación en la que se enc uentran 

en cuanto sujetos de un proceso de formación en alt ernancia, es 

decir, en cuanto inmersos en una empresa en situaci ones reales de 

trabajo, conlleva que su estatuto jurídico tenga ci ertas 

particularidades que les aproxima a la situación ju rídica de los 

trabajadores asalariados de la empresa. 

En este sentido apunta MONTALESCOT que, a menos que  se 

                                                                                                                                                         
contrat de travail”, op. cit. págs. 514 y 515. 

290 En este sentido, Andalucía: Orden de 1 de Septiembre de 1993, art.5.4. 
Canarias: Resolución de 23 de Julio de 1997, instrucción IV, apartado 4.8. 
Asturias: Resolución de 1 de Febrero de 2002, instrucción quinta, apartado 5. 
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quiera convertir la estancia-formativa en la empres a en un 

<<circuito turístico>>, el empresario deberá encome ndar al alumno 

un puesto de trabajo real o sucesivos puestos de tr abajo reales, 

en virtud de lo cual participará de la marcha de la  empresa y se 

integrará en la comunidad que constituye ésta como los 

asalariados que la componen. 

 En consecuencia, señala este autor, el alumno dura nte su 

estancia en la empresa se obliga a trabajar por cue nta del 

empresario que lo acoge, y, en este sentido existe,  en efecto, 

cierto grado de subordinación del alumno al empresa rio, ya que, 

aunque no queda sometido al poder disciplinario del  empresario, 

que mantiene el centro formativo, si queda sujeto a  su poder de 

dirección y organización, en la medida en que  el l ugar donde 

desarrolla las prácticas formativas será un lugar d e trabajo y de 

que las actividades que se le asignen estarán, en t odo caso, 

entre las actividades productivas del centro de tra bajo 291 . 

 

En efecto,  el alumno no está sujeto al poder disci plinario 

del empresario sino al del centro educativo que lo podrá 

ejercitar a instancia de la empresa cuando el alumn o incurra en 

alguna de las conductas tipificadas como faltas en las 

correspondiente norma educativa que establece su ré gimen 

disciplinario 292  o cuando, como apunta DUTERTRE, no respete las 

                                                 
291 En lo que concierne al horario aplicable y al reglamento interior, vid. MONTALESCOT, M-J., en 

“Les stages: un nouveau moyen d’insertion professionnelle?, Droit Social, núm.11, 1977, pág.368. 
También, THERY, M., en “Les formations professionnelles en alternance”, op. cit. pág.395. 

292 Los alumnos de centros docentes no universitarios, son titulares de los derechos y deberes básicos 
recogidos en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de Julio, de Enseñanza en General (LODE) y de los que en desarrollo de 
la anterior establezcan las normas educativas autonómicas y, en su caso, las normas de convivencia que establezcan 
los centros privados no concertados en virtud del art.25 de LODE.  

Esta normativa hay que entender que rige plenamente también durante el tiempo en que el alumno desarrolla 
su formación en el centro de trabajo, en tanto éste se puede asimilar al centro de formación -concertado o no 
concertado- con el que suscribió el convenio de colaboración. Prueba de ello es la remisión que se hace a la misma, 
por ejemplo en Canarias, donde la Resolución de 23 de Julio de 1997 establece que, durante la realización del 
módulo de FCT, el régimen disciplinario del alumnado será el establecido en el Decreto 292/1995, de 3 de Octubre 
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reglas establecidas en el centro de trabajo. 

Hay que tener en cuenta, no obstante, que la normat iva 

específica sobre FCT sí permite al empresario extin guir 

unilateralmente el convenio de colaboración para un  determinado 

alumno o grupo de alumnos, tanto en caso de faltas repetidas de 

asistencia y/o puntualidad no justificadas, como en  supuestos de 

falta de aprovechamiento o mala conducta, previa au diencia al 

interesado. 

 

En segundo término, en virtud del convenio de colab oración 

el empresario tiene competencias en orden a dirigir  la actividad 

formativa del alumno en la empresa y éste la obliga ción de 

cumplir las indicaciones que para atender los objet ivos de su 

formación le haga el empresario o el trabajador des ignado como 

tutor.  

El ejercicio del poder de dirección del empresario en 

relación con el alumno en prácticas está fuertement e limitado en 

la medida en que no existe entre ambos relación de subordinación. 

   Así, queda enmarcado por el convenio de colabora ción y por 

el contenido del programa de formación del centro q ue, como ya se 

indicó, señalará tanto las actividades a realizar p or el alumno, 

cuanto las condiciones de tiempo y lugar de su real ización, 

correspondiendo al empresario -directamente o a tra vés del tutor- 

concretar lo que no esté señalado en el programa y dictar las 

ordenes pertinentes en relación con el modo de ejec ución de la 

actividad productiva de que se trate. 

                                                                                                                                                         
de la Consejería de Educación, Cultura y Deportes, por el que se regulan los derechos y deberes de los alumnos de 
centros docentes no universitarios de esa CA -Instrucción IV, apartado 4.10 de la Resolución de 23 de Julio de 1997-
. 

Entre estos derechos interesa destacar que están recogidos el "derecho a que se respete su integridad física y 
moral y su dignidad personal, no pudiendo ser objeto, en ningún caso, de tratos vejatorios o degradantes o de 
castigos físicos o morales" y significativamente, aluden también al "derecho a desarrollar su actividad académica en 
las debidas condiciones de seguridad e higiene". 
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 Si la empresa extralimitándose en sus funciones, e xige al 

estudiante actividades profesionales no programadas  o requiere 

del estudiante un nivel de rendimiento superior al que debe ser 

propio de una actividad profesional formativa, esta rá 

incumpliendo las cláusulas establecidas en el conve nio de 

colaboración o las previsiones relativas a las acti vidades 

formativas previstas en el programa formativo. En c ualquiera de 

los casos, su conducta incumplidora justificará que  la entidad 

educativa pueda rescindir el convenio de colaboraci ón, incluso 

sin respetar el tiempo de preaviso cuando entienda que con ello 

se está perjudicando gravemente el proceso de apren dizaje 293 .   

 

Y, en torno a la remuneración del alumno en práctic as, hay 

que señalar que la inexistencia de una relación lab oral impide 

que éstos puedan pretender retribución alguna por s u actividad 

formativa, ni por los resultados que puedan derivar se de ella, 

salvo, obviamente, las que les pudieran corresponde r en concepto 

de ayudas o becas por convocatorias específicas par a la 

realización de prácticas en empresas 294 . Tampoco percibirán 

retribución alguna por los resultados que puedan de rivarse de la 

actividad que realice durante su estancia en la emp resa. Las 

normas educativas se pronuncian expresamente en est e sentido y de 

tal previsión podría deducirse que no se prohíbe qu e la empresa  

comercialice el producto derivado de la actividad f ormativa 

realizada por el estudiante 295 . De cualquier forma, ésta es una de 

                                                 
293 Vid. Canarias: Resolución de 23 de Julio de 1997, instrucción, apartado 4.5., Andalucía: Orden de 1 

de septiembre de 1993, art.4  y Asturias: Resolución de 1 de Febrero de 2002, instrucción séptima.  

294 Vid. Canarias: Resolución de 23 de Julio de 1997, instrucción IV, apartado 4.7. 
Andalucía: Orden de 1 de Septiembre de 1993, art.5.2 y 3 
Comunidad Valenciana: Orden de 25 de Noviembre de 1997, apartado 2º, punto 1. 

295 Vid. Canarias: Resolución de 23 de Julio de 1997, instrucción IV, apartado 4.7. y Asturias: 
Resolución de 1 de Febrero de 2002, instrucción cuarta, apartado 4º. 
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las cuestiones sobre las que debería incidir el con venio de 

colaboración. 

 

Nada impide, sin embargo, que el empresario pueda d ar al 

alumno algún tipo ayuda o compensación económica. E s más, la 

normativa general sobre prácticas formativas de est udiantes 

universitarios 296  así lo contempla posibilitando que el Convenio 

de colaboración prevea la aportación por las empres as de una 

cantidad en concepto de bolsa o ayuda al estudio y la forma en 

que ésta será satisfecha.  

La cantidad percibida por el alumno no tendrá natur aleza 

salarial en la medida en que no remunere la activid ad profesional 

realizada por el alumno en virtud de un contrato de  trabajo. 

 Indudablemente la propia finalidad de las práctica s 

formativas requiere que el alumno durante su estanc ia en la 

empresa realice una actividad laboral 297  y el empresario podrá 

comprometerse a darle una prestación económica, ya sea para 

compensar el esfuerzo formativo que realiza, ya par a compensar 

los gastos que su estancia en la empresa le hayan o casionado. 

Pero, en la medida en que la actividad profesional realizada por 

el alumno en prácticas no se pueda considerar como trabajo 

productivo, la prestación económica percibida no te ndrá 

naturaleza salarial 298 .  

                                                 
296 Art.6 del RD 1497/1981 de 19 de Junio sobre programas de cooperación educativa. 

297 Hay que tener en cuenta que entre los objetivos del módulo FCT se encuentran el de complementar 
la adquisición de la competencia profesional conseguida en el centro educativo, mediante la realización de un 
conjunto de actividades de formación identificadas entre las actividades productivas del centro de trabajo y, en 
segundo lugar, el objetivo de adquirir el conocimiento de la organización productiva correspondiente al perfil 
profesional y el sistema de relaciones sociolaborales del centro de trabajo, a fin de facilitar su futura inserción 
profesional. 

298 En este sentido señala DUTERTRE que en la medida en que la gratificación que otorga la empresa 
no es consecuencia de una prestación de trabajo no puede tener la consideración de remuneración del trabajo o 
prestación salarial. Vid. DUTERTRE, J., en “Les séquences éducatives en entreprise. Approche juridique”, op. cit. 
pág.130 
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La falta de trabajo productivo, en efecto, presupon drá la 

inexistencia de una relación jurídica laboral lo qu e impedirá 

considerar que el empresario da la prestación econó mica en 

cumplimiento de una obligación de remunerar el trab ajo productivo 

del alumno y que éste la recibe como contraprestaci ón de su 

trabajo 299 . En definitiva, se tratará de <<remuneración>>, 

<<indemnización>> o <<beca>> pero no de salario y, por tanto, 

quedará fuera del marco normativo laboral. 

 

Por otra parte, durante la estancia formativa en la  empresa 

el estudiante tiene derecho a recibir la formación práctica y 

como contrapartida se impone al empresario la oblig ación de 

asegurar la formación práctica del estudiante. 

El fundamento de este derecho que tiene el estudian te frente 

al empresario no deriva, como ocurre en el caso de los 

aprendices, de una disposición legal. En la medida en que las 

normas educativas no lo establecen, se tendrá que f undamentar en 

el programa de formación que el empresario se compr omete a 

desarrollar en la empresa al suscribir el convenio de 

colaboración con el centro educativo. De ahí deriva  que 

DUTERTRE300   plantee la necesidad de que en dicho convenio de 

colaboración se establezca con suficiente precisión  el objetivo 

de las prácticas en la empresa, a lo que yo añadirí a -por lo que 

se dirá después en relación con las que se califica rán como  

estancias-formativas <<informales>>- como necesidad  primordial la 

existencia misma de dicho convenio de colaboración.  

                                                 
299 Vid. GONZALEZ ORTEGA, S. en “Las becas: ¿formación, inserción, prácticas profesionales, 

trabajo asalariado?”, en CRUZ VILLALON (Ed.), Trabajo subordinado y trabajo autónomo en la delimitación de 
fronteras del Derecho del Trabajo. Estudios en homenaje del profesor José Cabrera Bazán. Ed. TECNOS, Madrid, 
1999, págs.123 a 135. 

300 Vid. DUTERTRE, J., en “Les séquences éducatives en entreprise. Approche juridique”, op. cit. 
pág.134 y 135. 
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Estatuto jurídico de la empresa.-  Desde el momento que 

el empresario suscribe el convenio de colaboración está sujeto a 

las obligaciones ahí establecidas, así como a las q ue señalen las 

normas educativas que regulan la FCT en orden a fac ilitar y 

colaborar en la programación, seguimiento y control  del 

desarrollo del módulo en su empresa. 

Sin olvidar el deber de asegurar la formación práct ica del 

estudiante al que ya se aludió, entre las obligacio nes del 

empresario hay que destacar, por una parte, que a é l corresponde 

designar al responsable o responsables de la empres a encargados 

del seguimiento y coordinación de los alumnos en el  centro de 

trabajo y, por otra, colaborar en la labor de segui miento, 

valoración y supervisión del profesor-tutor designa do por el 

centro educativo y del responsable-tutor de la empr esa y, a tal 

fin, deberá facilitar las reuniones periódicas de a mbos así como 

 el acceso a la empresa del profesor-tutor. 

 

Como se ha indicado es obligación del empresario de signar al 

responsable-tutor de la empresa. Sobre esta figura hay que 

señalar que aunque todas las normas autonómicas hac en referencia 

a ella, sin embargo, se limitan a indicar que la em presa 

designará un tutor en el centro de trabajo y que és te colaborará 

con el profesor-tutor en las tareas de control y ev aluación.     

 Queda sin determinar si el designado debe ser o no  un 

trabajador de la empresa y concretar sus tareas de dirección, 

medios técnicos y formativos que el empresario debe  poner su 

disposición para realizar su función, tiempo dedica do a la 

formación, etc. 301 . 

                                                 
301 Para DUTERTRE las funciones principales del tutor serán precisar las operaciones prácticas que 

debe hacer el alumno y dar cuenta de ello al centro de enseñanza, de ello deriva en primer término una 
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Mecanismos de control .- Algunas normas autonómicas 302  al 

regular la FCT imponen al empresario colaborador el  deber de 

informar a los representantes de los trabajadores s obre 

determinados extremos relativos a las estancias-for mativas en las 

empresas de los alumnos que cursen dichos módulos, como son: El 

contenido del programa específico de formación en e l centro que 

desarrollarán los alumnos, las actividades formativ as, el 

calendario, el horario y el lugar en que se realiza rán (centro o 

centros de trabajo). 

Se reconoce así el derecho de información pasiva a los 

representantes de los trabajadores en relación con los programas 

de FCT, más concretamente diría, sobre las estancia s-formativas 

de los alumnos de formación profesional reglada. So bre este 

particular, es necesario hacer algunas consideracio nes. 

 

En primer lugar, el alcance del derecho se limita a  que los 

representantes de los trabajadores tengan acceso a la información 

                                                                                                                                                         
responsabilidad pedagógica del tutor en el aprendizaje práctico y la necesaria colaboración entre éste y el centro 
educativo. Cfr. en “Les séquences éducatives en entreprise. Approche juridique”, op. cit. pág.405 

Sobre la importancia del papel que desempeña el tutor, vid. LENOIR, pág.416, y  LUTTRINGER, haciendo 
también referencia a la misión del tutor así como a las consecuencias de que el empresario no lo designe, en pág.289.  
 

Me parece interesante apuntar que en Francia los interlocutores sociales ya en 1991 precisaron las 
condiciones generales de la función de los tutores en las diversas fórmulas jurídicas de alternancia. Vid. el Acuerdo 
interprofesional de 3 de julio de 1991, art.20-3, el de 8 de Enero 1992 y el Decreto de Mayo de 1992. Entre otros 
extremos se señalan: 

- El tutor será elegido por el empresario de forma voluntaria entre los trabajadores competentes de la 
empresa teniendo en cuenta el objetivo de formación a conseguir. 

- Sólo puede atender como máximo a tres personas simultáneamente, parece que cualquiera que sea la 
fórmula jurídica de alternancia. 

- Conserva la responsabilidad de la acción formativa durante todo su desarrollo y,  
- Participa en su evaluación. 

302 Vid. Canarias: Resolución de 23 de Julio de 1997, instrucción IV, apartado, 4.12, Andalucía: Orden 
de 1 de Septiembre de 1993, art.9.4 y Asturias: Resolución de 1 de Febrero de 2002, instrucción séptima, apartado 
5º. 
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señalada pero no a la documentación relativa al con venio de 

colaboración entre la empresa y el centro educativo  y sin que 

tampoco se haga referencia al momento en que deberá n ser 

informados, si antes o con posterioridad a la suscr ipción.  

 

En segundo lugar, el fundamento de tal derecho no r eside en 

que los representantes de los trabajadores puedan c ontrolar el 

desarrollo del programa de formación en la empresa y su 

adecuación a la normativa educativa sobre FCT -tare a que, 

obviamente, no les corresponde- sino en que reciban  la 

información necesaria para poder controlar el cumpl imiento de la 

normativa laboral en el desarrollo del módulo práct ico.  

En este sentido, entiendo que la previsión establec ida en la 

normativa educativa de las CC.AA., no sólo está ple namente 

justificada, sino que también es conveniente en la medida en que 

el acceso a dicha información permitirá a los repre sentantes, por 

un lado, realizar sus tareas de vigilancia y contro l en los 

términos señalados - ex  art. 64.1.9º,a) ET- y, por otro, cumplir 

su deber de informar a los trabajadores, como señal a el mismo 

precepto en el apartado 1.12º; obligación a mi juic io exigible en 

tanto que el desarrollo del módulo de FCT previsibl emente 

afectará directa o indirectamente a las relaciones laborales de 

la empresa, al requerir que el alumno se integre en  el equipo de 

trabajadores de la misma, realice un conjunto de ac tividades de 

formación identificadas entre las actividades produ ctivas del 

centro de trabajo, pudiendo incluso, si está previs to en el 

programa de formación, rotar por distintos puestos de trabajo, 

secciones, áreas o departamentos de la empresa, pro pios de su 

perfil profesional. 

 

En tercer lugar, el derecho de información reconoci do en las 
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disposiciones reglamentarias autonómicas es distint o al derecho 

que el art.64.1, 4º,c) del ET reconoce a los repres entantes de 

los trabajadores. Este precepto les reconoce el der echo a emitir 

informe con carácter previo a la ejecución por part e del 

empresario de las decisiones adoptadas por éste en relación con 

los planes de formación profesional de la empresa. 

  En el caso que nos ocupa el derecho es de informa ción 

pasiva y por consiguiente de menor alcance que el r econocido en 

el precepto estatutario referido, ya que este últim o es un 

derecho de consulta que consecuentemente alcanza, t anto al acceso 

a la información y documentación necesaria para rea lizar las 

tareas de control y vigilancia del cumplimiento de la normativa 

laboral, como a ser escuchados y a que sus opinione s y propuestas 

sean tenidas en cuenta por el empresario al adoptar  su decisión, 

aun cuando no le resulten vinculantes 303 . 

 

Hechas las anteriores consideraciones sobre el dere cho de 

los representantes de los trabajadores a ser inform ados sobre el 

programa de FCT que se desarrollará en la empresa y  con ellas 

revelada mi posición favorable a que a través de lo s mismos los 

trabajadores puedan ejercer el control de las estan cias-

formativas en las empresas, es necesario cuestionar  si las normas 

educativas autonómicas incurren en vicio de incompe tencia en la 

medida en que inciden en una materia que, en cuanto  relativa a 

los derechos de participación de los trabajadores e n la empresa, 

se puede calificar sin ningún género de duda, como materia 

laboral, como señalara el TC en sentencia 39/1982, de 30 de 

Junio 304 , y, por consiguiente, de competencia estatal, "sin  

                                                 
303 Cfr. MONEREO PEREZ, J.L., Los derechos de información de los representantes de los 

trabajadores, CIVITAS, Madrid, 1992, págs.116 y 117 así como 102 y 104. 

304 Vid. STC 39/1982, de 30 de Junio, F.J. 7 a 11. (BOE de 16 de Julio de 1982) 
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perjuicio de su ejecución por los órganos de las Co munidades 

Autónomas". 

A mi juicio, así es, ya que, el hecho de que las CC AA no 

tengan potestades normativas en materia laboral imp ide, como 

señalara DE LA VILLA, que incorporen en disposicion es normativas 

no laborales preceptos con proyección en el núcleo de imputación 

del derecho del trabajo, como es el caso, dado que estamos ante 

normas educativas que incorporan un precepto que in cide en las 

relaciones colectivas de trabajo 305 . 

 

Así las cosas, debería ser una norma legal estatal la que 

otorgara a los representantes de los trabajadores c ompetencias en 

esta materia.  

Esta es una de las diversas cuestiones relativas a las 

estancias prácticas en las empresas que precisan tr atamiento 

legal y estatal, por incidir en un ámbito material de 

competencias reservado en exclusiva al Estado.  

El actual marco normativo no sólo es inadecuado des de el 

punto de vista constitucional apuntado. También res ulta  

insuficiente en la medida en que, al estar integrad o por 

disposiciones normativas educativas y no laborales,  atiende 

predominantemente al aspecto formativo de la estanc ia temporal en 

la empresa, omitiendo regular importantes cuestione s relativas a 

la inserción temporal del estudiante en la misma, p rincipalmente 

en lo que atañe a los derechos y obligaciones del e mpresario y 

del estudiante y, fundamentalmente, a efectos de ga rantizar una 

adecuada protección al estudiante en tanto que inme rso en la 

empresa realizando actividades y utilizando medios e 

instalaciones propias del proceso productivo de la misma. 

                                                 
305 Vid. DE LA VILLA, L.E., en "Potestades normativas de las Comunidades Autónomas en materia 

laboral y de Seguridad Social", ACARL, págs.10 a 30, cit. pág.14 y 15. 
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 B. LAS ESTANCIAS-FORMATIVAS O PRACTICAS <<INFORMALE S>> EN 

LAS EMPRESAS. 

  

Características principales.- Hay que tener en cuenta 

que junto a las anteriores hay prácticas en empresa s realizadas 

voluntariamente por estudiantes o titulados al marg en de acuerdos 

o convenios de colaboración o, si se quiere, al mar gen de 

programas de formación profesional reglada u ocupac ional. 

 No es ya extraño que el estudiante, una vez conclu idas las 

correspondientes prácticas <<formales>>, continúe e n la empresa 

realizando prácticas voluntarias <<informales>> o q ue haga éstas, 

en la misma o distinta empresa, una vez terminados sus estudios y 

obtenida la correspondiente titulación, con el fin de obtener 

“experiencia profesional”. 

 No existe convenio de colaboración o si se prefier e 

convenio de formación que regule la estancia-format iva voluntaria 

<<informal>> en la empresa. El estudiante o titulad o no está 

vinculado a una entidad educativa, no está, por tan to, sujeto al 

estatuto escolar y tampoco lo está al laboral en la  medida en que 

no existe vínculo jurídico laboral con el empresari o. La 

naturaleza de su relación es la misma que la que ma ntienen con el 

empresario los estudiantes en prácticas <<formales> >, y que, en 

palabras de MARTIN VALVERDE, es “una mera relación provisional de 

cortesía, en virtud de la cual el titular de una or ganización 

productiva accede a proporcionar al voluntario una oportunidad de 

trabajo o preparación profesional” 306 . 

                                                 
306 Cfr. MARTÍN VALVERDE,A., en El período de prueba en el contrato de trabajo, Ed. 

Montecorvo, 1976, pág.38 
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Problemática jurídica.-  Pero qué duda cabe que son las 

fórmulas <<informales>> de estancias-formativas en las empresas 

las que con mayor facilidad pueden encubrir la exis tencia de un 

contrato de trabajo y, principalmente, en el caso d e titulados, 

un contrato de trabajo en prácticas. 

Desde mi punto de vista, el principal factor de rie sgo es la 

inexistencia de un convenio de colaboración que reg ule la 

relación entre las partes y establezca el contenido  del programa 

formativo a desarrollar durante el tiempo que el es tudiante o 

titulado permanezca en la empresa, especialmente, e n el caso de 

que -como parece ser habitual- dichas prácticas sea n 

remuneradas 307 . 

 

En tales casos, como ha señalado FAVENNEC-HENRY, “l os 

criterios tradicionales del derecho del trabajo rec obran su 

interés” 308 . Habrá que indagar si, en efecto, concurren la  

ajenidad y dependencia que presuponen la existencia  de un 

contrato de trabajo. 

 Para ese autor, la remuneración de las tareas que se 

realizan en la empresa no es criterio determinante de la 

existencia o no de un contrato de trabajo. Y, en ef ecto, así es 

en la medida en que el contrato de trabajo puede ex istir, tanto 

cuando el estudiante reciba una prestación económic a que, aunque 

pudiera denominarse beca a efectos de encubrir su n aturaleza 

salarial, en realidad retribuya un trabajo típicame nte laboral, 

                                                 
307 En tal caso la necesidad de un convenio de colaboración es perentoria como soporte y justificación 

de su concesión. 

308 Cfr. FAVENNEC-HENRY, F.,”SIVP et déclin du contrat de travail”, DS, núm.6, 1988. op. cit.515 
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cuanto en el caso de que no obtenga retribución alg una y, sin 

embargo, el elemento productivo predomine frente al  formativo en 

el trabajo que realice.  

En las prácticas formativas <<informales>> hay que convenir 

con FAVENNEC-HENRY que el trabajo debe ser un medio  y la 

formación el objetivo del estudiante 309 , por ello entre los 

criterios determinantes de la inexistencia de una r elación 

jurídica laboral estarán; de existir remuneración, que la causa 

de ésta, lejos de ser el trabajo desempeñado por el  estudiante o 

titulado, sea compensatoria de “la dedicación a la propia 

formación y perfeccionamiento profesional” 310 ; y, en todo caso, es 

decir, sean retribuidas o no, será determinante el predominio del 

factor formativo frente al productivo en las tareas  a desarrollar 

por el estudiante o titulado, de manera que aquélla s, siguiendo a 

GONZALEZ ORTEGA, se correspondan con la titulación o estudios de 

referencia, sean organizadas de forma específica pa ra el fin 

formativo perseguido y que su ejecución suponga par a el 

estudiante o titulado el enriquecimiento del patrim onio 

profesional que hubieran adquirido mediante una for mación teórica 

y práctica previas 311 . 

 

La proliferación de estancias de prácticas en empre sas con 

ocultación de contratos de trabajo de titulados, qu e ya en 1976 

fue apuntada por MARTIN VALVERDE 312 , y que para este autor 

                                                 
309 Vid. FAVENNEC-HENRY, F.,”SIVP et déclin du contrat de travail”, op. cit. pág.516 

310 Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S., “Las becas. ¿Formación, inserción, prácticas profesionales, trabajo 
asalariado?”, op. cit. pág.129. 

311  Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S., “Las becas. ¿Formación, inserción, prácticas profesionales, 
trabajo asalariado?”, op. cit. pág.130 y 131, donde además se recogen unos criterios  secundarios que adquirirán 
protagonismo cuando los principales resulten insuficientes a los efectos de incluir las becas en el espacio jurídico 
laboral. 

312 Vid.  MARTÍN VALVERDE, A., en El período de prueba en el contrato de trabajo, op. cit.pág.40. 
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justificó el art.8.2 de la LRL y la posterior regul ación del 

contrato en prácticas, parece que puede continuar a  través de lo 

que aquí se ha identificado como prácticas <<inform ales>>. Por 

ello, desde mi punto de vista, se impone la adopció n de las 

medidas oportunas para evitar los posibles fraudes que en materia 

de contratación de titulados, principalmente -pero no 

exclusivamente-, puedan producirse por un uso indeb ido de esta 

figura. 

Son diversas las propuestas que en este sentido pue den 

hacerse.  

A mi juicio, la radical prohibición de que los titu lados 

puedan realizar estancias-formativas en las empresa s es una de 

ellas y encontraría total justificación desde el mo mento en que 

existe un contrato de trabajo en prácticas cuyo obj eto, sin lugar 

a dudas, coincide plenamente con el de la estancia- formativa en 

la empresa. 

El principal inconveniente de esta medida radica en  que con 

ella se suprimiría una fórmula de aprendizaje no fo rmal que, 

desde luego hay que reconocer, es una de las vías i dóneas para la 

adquisición de competencias profesionales.  

 Por otra parte la medida propuesta chocaría con el  modelo 

de formación profesional que pretende implantar la Ley orgánica 

5/2002 de las Cualificaciones y de la Formación Pro fesional pues, 

como hubo ocasión de apuntar  supra,  con esta norma se tratan de 

reforzar precisamente las vías no formales de adqui sición de 

competencias profesionales con significación para e l empleo, 

entre las que, sin duda, aunque esta norma no haga referencia 

expresa a ellas, hay que entender incluidas las est ancias-

formativas <<informales>> en las empresas.  

 

Así las cosas, como alternativa me parece más oport uno 
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proponer una regulación de la práctica profesional en dos 

sentidos:  

En primer lugar, dirigida a establecer mecanismos d e control 

tanto internos como externos para evitar los riesgo s apuntados 

tanto si las estancias-formativas voluntarias en la s empresas las 

realizan exclusivamente estudiantes como si las pue den realizar 

también otras personas, tituladas o no.   

En este sentido, el control de los representantes d e los 

trabajadores, generalizado a todas las estancias-fo rmativas que 

se realicen en la empresa es, como ya señalé, impre scindible, e, 

igualmente lo es, la existencia de un convenio de c olaboración 

con una entidad educativa, que debería establecerse  como  

requisito necesario para poder realizar las estanci as-formativas 

en las empresas. En él, además de un detallado prog rama de 

formación, habría que establecer, si fuera del caso ,  la cuantía 

y justificación de la beca correspondiente y aquell os otros 

aspectos que fueran necesarios a efectos de garanti zar la función 

formativa de la estancia temporal en la empresa y l os derechos  y 

obligaciones de las partes. 

 

En segundo lugar, es necesaria una regulación de la  práctica 

laboral en el marco de la relación jurídica laboral 313  que 

posibilite que el acceso a la misma no quede reserv ado 

exclusivamente a los trabajadores titulares de un c ontrato de 

trabajo en prácticas. Es preciso facilitar a los tr abajadores con 

un contrato de trabajo ordinario vías mediante las que pudieran 

acceder a la práctica profesional como medio de adq uisición de 

las competencias profesionales. Las facultades que actualmente la 

ley otorga a los trabajadores para acceder a la for mación 

                                                 
313 Así lo sugiere GONZALEZ ORTEGA, S., en  “Las becas. ¿Formación, inserción, prácticas 

profesionales, trabajo asalariado?”, op. cit. pág.133. 
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profesional se limitan a las establecidas en el art .23 ET y como 

habrá ocasión de ver infra , su ejercicio queda reservado 

exclusivamente a aquellos supuestos en que el traba jador curse 

procesos formales de formación profesional. 

    

 

III. PROGRAMAS MIXTOS DE FORMACION-EMPLEO.  

 

A. INTRODUCCION.   

 

Los programas mixtos formación-empleo son instrumen tos de 

política de empleo ofertados con la finalidad de lo grar la 

inserción de determinados trabajadores demandantes de empleo a 

través de su formación profesional. 

   

Actualmente hay cuatro programas públicos que respo nden a 

estas características, son: El programa de Garantía  Social, el de 

Escuelas-Taller, el de Casas de Oficios y el de Tal leres de 

Empleo.   

 Son programas cuyo objetivo no es únicamente la in serción 

de los participantes sino también su formación y qu e exigen que 

ésta se imparta en alternancia con el trabajo para lo cual prevén 

la contratación de los alumnos participantes. Así, la formación 

en alternancia se incorpora a los contratos de trab ajo 

particularizando su régimen jurídico. 

Por otra parte, son programas de actuación administ rativa 

sujetos a financiación pública. A consecuencia de e llo, el 

régimen jurídico de los contratos que se suscriban en el marco de 

los mismos quedará sujeto a las particularidades de rivadas de la 

normativa que los regula. 

 



 
 209 

Teniendo en cuenta lo anterior, una vez que se haya n 

identificado las modalidades de programas mixtos de  formación-

empleo, a continuación,  se analizarán  los dos asp ectos de los 

mismos que, a mi juicio, resultan más interesantes desde la 

perspectiva apuntada. Estos son, en primer lugar, e l contrato de 

trabajo como instrumento de alternancia en el marco  de los 

programas mixtos formación-empleo y, en segundo lug ar,  el 

régimen jurídico del mismo. El análisis que sigue, por tanto, 

se centrará exclusivamente en la relación laboral e ntre la 

entidad promotora del programa y el alumno-particip ante en el 

mismo314 . 

 

 

B. MODALIDADES DE PROGRAMAS MIXTOS FORMACION-EMPLEO. 

 

a) Los Programas de Garantía Social .  

 

  Los Programas de Garantía Social (PGS) tienen por  finalidad 

atender las carencias educativas y de formación pro fesional de 

los alumnos que han abandonado el sistema educativo  con una 

formación general básica incompleta o sin una mínim a 

cualificación y que, por consiguiente, tienen espec iales 

dificultades para su inserción laboral.  

Son programas de formación que refuerzan la acción formativa 

del sistema educativo, establecidos con la finalida d de que los 

                                                 
314 Hay  que tener en cuenta sin embargo que no es ésta la única relación laboral que surgen en el 

desarrollo de estos programas, ya que, también existe vínculo jurídico laboral entre la entidad promotora y los 
directores, docentes y personal de apoyo. Las circunstancias en las que se desenvuelven estas relaciones laborales, 
como es obvio, no son idénticas a las de los alumnos-trabajadores, sin embargo, en algunos aspectos son muy 
similares. Por ello aunque su régimen jurídico no sea el objeto de estudio, sin embargo, se hará referencia a ciertos 
aspectos del mismo en la medida en que existiendo pronunciamientos judiciales al respecto éstos pudieran ser 
clarificadores del régimen jurídico de los contratos de formación en alternancia e incluso de aplicación analógica al 
mismo. 
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alumnos que lo necesiten y quieran puedan adquirir la formación 

básica y profesional necesaria que les posibilite e vitar la 

situación desfavorable en la que se encuentran en r elación con su 

inserción laboral y/o su reinserción en el sistema educativo 315 .  

En este sentido, constituyen una de las acciones de  carácter 

compensatorio que, para hacer efectivo el principio  de igualdad 

en el ejercicio del derecho a la educación, el art. 63 de la LOGSE 

manda desarrollar al Estado y CC.AA. en el marco de  las políticas 

de educación compensatoria. 

Se dirigen a jóvenes menores de veintiún años que, por lo 

menos cumplan dieciséis en el año natural en el que  se inicia el 

programa y que se encuentren en la situación de esc olarización 

prevista en la LOGSE. 

En determinados PGS la formación que recibe el alum no se 

alterna con la realización de trabajo por cuenta aj ena, 

relacionado con el ámbito profesional del programa.  En estos 

casos el PGS deja de ser un programa meramente form ativo para 

convertirse en un programa mixto de formación-emple o en el que el 

contrato de trabajo será utilizado como instrumento  de 

alternancia. 

 

b) Las Escuelas-Taller y Casas de Oficios . 

 

Son programas de formación en alternancia con el tr abajo y 

la práctica profesional. Dirigidos a dotar a los de sempleados 

menores de 25 años de la cualificación y experienci a profesional 

necesaria para su inserción en el mercado de trabaj o, mediante la 

                                                 
315 Como se vio supra, la LOGSE concibe estos programas con la finalidad de proporcionar a los 

alumnos que abandonan la ESO una formación básica y profesional que les permita incorporarse a la vida activa y/o 
proseguir sus estudios, especialmente cursar los ciclos formativos correspondientes a la formación profesional 
específica de Grado Medio. 
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realización de un trabajo productivo en alternancia  con el 

perfeccionamiento de su cualificación. 

En estos programas se distinguen dos etapas: 

La primera exclusivamente formativa. En ella los al umnos 

reciben formación profesional ocupacional y tienen derecho a 

percibir becas y ayudas económicas.  

La segunda de formación en alternancia con el traba jo. En 

ella los alumnos serán contratados por las entidade s promotoras  

percibiendo las retribuciones salariales que les co rrespondan.  

 

c) Los Talleres de Empleo.  

 

Son programas mixtos de formación-empleo a través d e los 

cuales los participantes adquirirán la formación pr ofesional y la 

práctica laboral necesaria para su inserción en el mercado de 

trabajo. También en los Talleres de Empleo como ocu rre en las 

Escuelas-Taller y Casas de Oficio la formación prof esional opera 

como instrumento de inserción. Se trata, en efecto,  de formar a 

los desempleados para mejorar sus expectativas de i nserción. Sin 

embargo, es distinta la población a la que se dirig en ya que los 

Talleres de Empleo atienden a los desempleados excl uidos de los 

programas anteriores, esto es, a los de 25 o más añ os. 

Por tanto, su puesta en marcha ha significado que e l apoyo a 

la creación de empleo a través de los programas mix tos formación-

empleo se extienda, en la actualidad, a la totalida d de la 

población desempleada 316 . 

                                                 
316 El RD 282/1999 de 22 de Febrero establece el programa Talleres de Empleo como un programa de 

apoyo al empleo cuyo objeto es la inserción de un segmento de la población desempleada y la formación profesional 
el instrumento para alcanzarla. 

El art.1 del RD, en efecto, señala como objeto de este programa, "mejorar la ocupabilidad de los 
desempleados mayores de veinticinco años, facilitando así su posterior integración en el mercado de trabajo" y  a tal 
fin prevé que los participantes reciban la formación profesional y práctica laboral necesarias para su posterior 
inserción, ya sea por cuenta ajena, ya de forma autónoma. Lo que no obsta para que la Orden de 9 de Marzo de 1999 
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C. EL CONTRATO DE TRABAJO COMO INSTRUMENTO DE ALTERNANCIA EN 

EL MARCO DE LOS PROGRAMAS MIXTOS FORMACION-EMPLEO. 

 

 

Introducción.- Todos los programas mixtos formación y 

empleo tienen como finalidad la inserción  de los p articipantes a 

través de su cualificación en alternancia con la pr áctica 

profesional y, a tal fin, prevén la conclusión de u n contrato de 

trabajo. 

El contrato de trabajo que se suscriba en los progr amas 

mixtos formación-empleo debe garantizar la formació n en 

alternancia con el trabajo, es decir, que el alumno -trabajador 

recibirá la formación teórico-práctica convenida y que el trabajo 

efectivo que realice será adecuado a la misma. 

En el ordenamiento jurídico laboral únicamente exis te una 

modalidad contractual que responda a esa finalidad:  El contrato 

para la formación. La particularidad del mismo radi ca en su 

causa, ya que ésta será, no sólo el intercambio de trabajo por 

salario, sino también la formación teórica y prácti ca del 

trabajador. En atención a la misma el contrato para  la formación 

está sujeto a un régimen jurídico específico que ti ene como 

finalidad ordenar la coexistencia entre trabajo y f ormación con 

vistas a una cualificación estableciendo a tal fin para el 

empresario una obligación de formación teórico-prác tica conforme 

un proceso en alternancia 317 . 

Esta modalidad contractual, sin embargo, ha encontr ado 

                                                                                                                                                         
prevea como objetivo del trabajo que se realice y de la formación que se reciba, la cualificación profesional del 
participante. 

317 Vid. en este sentido LUTTRINGER, J.M., en “<<L’entrepise formatrice>> sous le regard des 
juges”, Droit Social, núm.3, 1994, pág.287. 
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dificultades a la hora de incardinarse en los progr amas 

formación-empleo; bien porque  los requisitos estab lecidos en el 

ET para contratar en formación impedían suscribirlo ; bien porque 

al formalizarse en un programa de actuación adminis trativa 

beneficiado de ayudas públicas, se introducían espe cialidades en 

su régimen jurídico que lo apartaban del prototipo de régimen 

legal  del contrato para formación hasta el extremo  de que la 

necesaria  articulación de ambos regímenes quedaba cuestionada. 

Como consecuencia de lo anterior, la alternancia en  el marco 

de los programas de formación-empleo no podía instr umentarse, en 

todos los casos, mediante un contrato para la forma ción y, como 

alternativa, había que recurrir a lo que la normati va de los 

programas señalaba como la “modalidad contractual m ás acorde con 

las circunstancias del trabajador y del proyecto".  

Esta modalidad contractual, que operaba como altern ativa al 

contrato para la formación, ante la falta de previs ión en el 

ordenamiento laboral de otros instrumentos contract uales de 

alternancia formación-empleo, resultaba ser, en def initiva, un 

contrato de simple inserción laboral al quedar some tido al 

régimen jurídico común 318 .   

Como resultado, las relaciones laborales que surgía n en 

virtud del proceso formativo en alternancia podían quedar 

sujetas, bien  al régimen jurídico aplicable al con trato para la 

formación, bien al previsto para el contrato de tra bajo ordinario 

por tiempo determinado que se concluía. De esta man era se 

                                                 
318 Se puede decir, en este sentido que los programas de formación-empleo fueron ampliando sus 

beneficiarios hasta dar cobertura, no sólo a alumnos de formación profesional titulares de un contrato de tipo 
particular, como es el de formación, sino también a los titulares de un contrato de tipo ordinario. 
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manifestaba una diversificación de los regímenes de  alternancia y 

formación 319 .  

                                                 
319 Sobre esta situación a la que no es ajeno el sistema de formación en alternancia francés. Vid. 

LUTTRINGER, J.M., en “<<L’entrepise formatrice>> sous le regard des juges”, op.cit.pág.290. 

La inconveniencia que a mi juicio presentaba tal du plicidad 

derivaba, por un lado, de que el régimen jurídico d el contrato de 

trabajo ordinario no garantizaba la alternancia for mación-empleo 

en la misma medida en que lo hacía el contrato para  la formación 

y, por otra parte, de que tampoco se lograba su equ iparación en 

virtud de las especialidades que en ambos regímenes  introducía la 

normativa específica de los programas y de las subv enciones que 

llevaban aparejadas. 

 

Tras la reforma de la normativa aplicable a los pro gramas 

ET, CO y TE de Noviembre de 2001, el contrato para la formación 

se impone con carácter preceptivo como contrato de alternancia en 

estos programas. 

 Pero es preciso tener en cuenta que, como a contin uación se 

verá, las anteriores modificaciones, por un lado, n o han afectado 

a los PGS y que, por tanto, en el marco de estos pr ogramas aún se 

podrá suscribir un contrato de trabajo de tipo ordi nario y, por 

otro lado, que tampoco han afectado a las especiali dades que la 

normativa de los programas ET, CO y TE introducía e n el régimen 

jurídico del contrato de alternancia, apartándolo d el régimen 

legal del contrato para formación. 

 De manera que, desde mi punto de vista, se puede s eguir 

sosteniendo, por una parte, que la diversificación de regímenes 

formación y alternancia aún se mantiene, aunque con  carácter 

residual para los PGS, y, por otra parte, que el co ntrato para la 
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formación en el marco de los programas mixtos forma ción-empleo no 

puede ser considerado como el instrumento paradigmá tico de 

alternancia, aunque desde luego habrá que reconocer  que será la 

mejor de las fórmulas contractuales ofertadas por l a normativa 

laboral. 

 

 

 a) El contrato para la formación como instrumento de 

alternancia en los programas mixtos formación-emple o.  

 

 

a’) El contrato para la formación en los Programas de 

Garantía Social. 

 

 La normativa educativa que regula los PGS no hace a lusión 

alguna a la modalidad contractual a utilizar. Sin e mbargo, 

diversas razones apuntan a que sea un contrato form ativo el que 

mejor encaje en este supuesto, tanto por el perfil del candidato, 

cuanto por su adecuación a la finalidad del program a de garantía 

social que es, en definitiva, el marco en el que se  concluye y 

que, todo parece indicar, requiere compatibilizar f ormación y 

empleo. 

Y, parece que en este sentido caminan la Orden del MEC 

(art.7.2) y la normativa autonómica al establecer q ue, cuando 

este supuesto se contemple en el programa, "el trab ajo del alumno 

se considerará parte del programa a efectos de form ación", lo que 

traerá como consecuencia que "los contenidos y hora rio del área 

de Formación Profesional Específica se adapten a es ta 

circunstancia". 
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De los contratos formativos hay que descartar el de  

prácticas, en tanto que los alumnos carecen de la t itulación 

requerida para ello. 

La posibilidad de que se suscriban contratos para l a 

formación en el marco de los PGS sí estaba contempl ada 

expresamente en la Disposición adicional segunda de  la Ley 

63/1997 de Medidas urgentes para la mejora del merc ado de trabajo 

y el fomento de la contratación indefinida en la qu e, para este 

supuesto, fijaba en veinticuatro años la edad máxim a para 

contratar para la formación. 

Esta Disposición fue expresamente derogada por el R eal 

Decreto-Ley 5/2001, de 2 de marzo, de Medidas Urgen tes de Reforma 

del Mercado de Trabajo para el incremento del emple o y la mejora 

de su calidad 320  que, tramitado como proyecto de ley, dio lugar a 

la Ley 12/2001, de 9 de Julio 321 .  

Los participantes en PGS no pueden ser incluidos en  ninguno 

de los colectivos para los que se suprime el límite  máximo de 

edad para suscribir el contrato para la formación e n virtud de la 

modificación operada en el art.11.2.a) del ET por l a Ley 12/2001. 

Diversamente, habrá que entender que para ellos vue lve a regir el 

régimen general del art.11.2,a) del ET. En consecue ncia, en los 

PGS se podrá suscribir un contrato para la formació n pero 

exclusivamente cuando los participantes que sean ma yores de 

dieciséis y menores de veintiún años. 

La inclusión  de un contrato para la formación en e l marco 

de un PGS no está, sin embargo, exenta de ciertas d ificultades. 

Estas pueden derivar, en primer lugar, del propio r égimen legal  

del contrato para la formación en tanto que pueda, bien impedir 

                                                 
320 BOE de 3 de Marzo de 2001. 

321 BOE de 10 de Julio de 2001. 



 
 217 

su suscripción, bien restar efectividad a la contra tación como 

mecanismo de apoyo a la inserción  educativa y labo ral del 

colectivo que la norma educativa trata de garantiza r, y, en 

segundo lugar, pueden deberse a una más que probabl e inadecuación 

de la normativa educativa reguladora de los PGS -qu e lo contempla 

como mecanismo de inserción educativa- a las previs iones de la 

normativa laboral -que lo regula como institución p ropia del 

ámbito laboral en atención a su causa formativa-. 

 

En primer término, en relación con la edad máxima p ara 

suscribir un contrato para la formación. Ya se ha i ndicado que en 

la medida en que este colectivo no se ve afectado p or la reforma 

del art.11.2,a) del ET se les aplica la regla gener al por lo que 

no podrán  suscribir un contrato para la formación los 

participantes en PGS mayores de veintiún años.  

Teniendo en cuenta la edad de los participantes en los PGS 

prevista en la LOGSE -jóvenes menores de veintiún a ños que por lo 

menos cumplan dieciséis en el año natural en el que  se inicia el 

programa-, en principio, la inclusión de este colec tivo en el R. 

Decreto-ley 5/2001 y posteriormente en la Ley 12/20 01 podría 

parecer que era innecesaria al adecuarse la edad de  participar en 

los PGS con la edad de contratar para la formación.  

Sin embargo, no hay que olvidar que, como se vio supra,  a 

las CC.AA. en base a las competencias que tienen en  materia de 

educación les corresponde la programación, desarrol lo y ejecución 

de los PGS. A tales efectos pueden establecer, adem ás de los 

objetivos y modalidades de actuación, los colectivo s a los que se 

dirigen, señalando edades de participación diversas  a las 

indicadas  en la LOGSE. Concretamente, en lo que aq uí interesa 

ampliando la edad máxima de participación por encim a de los 
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veintiún años 322 . 

Así las cosas, a mi juicio,  resulta criticable que  no haya 

suprimido también el límite máximo de edad a los pa rticipantes en 

PGS para contratar para la formación, ya que éstos,  de superar la 

edad fijada en el art.11.2,a) ET, tendrán que suscr ibir un 

contrato de trabajo ordinario que, como después se verá, no 

garantiza en la misma medida que lo hace el de form ación la 

alternancia formación-empleo. 

 

En segundo término, en relación con la formación qu e reciben 

los alumnos-trabajadores. Tendrá por objeto, en tod os los casos, 

completar las enseñanzas correspondientes a la ESO,  y, parece que 

éste será el único objetivo formativo del programa y por tanto 

del contrato de formación concluido en su desarroll o. 

Este supuesto, dadas las carencias formativas de lo s 

destinatarios del PGS, es subsumible en el contempl ado por el ET 

en el art.11.2,e) párrafo 3º referido al trabajador  contratado 

para la formación que no ha finalizado los ciclos e ducativos 

comprendidos en la escolaridad obligatoria y para e l que la norma 

laboral exige que su formación teórica tenga por ob jeto inmediato 

completar dicha formación, y, es que, los PGS están  establecidos 

en la LOGSE, precisamente, con dicha finalidad. 

 

Así las cosas, cabría plantear si suscribiendo un c ontrato 

                                                 
322  Así lo hacen 3 de las 5 CC.AA. que tienen normativa específica: 
La Comunidad Valenciana en la Orden de 24 de Febrero de 2000 establece como destinatarios de los PGS a 

jóvenes menores de 25 años y que, al menos, cumplan 16 años en el año natural en que inician el programa (art.4.1). 
La Comunidad Foral de Navarra en el Decreto Foral 233/1999 de 21 de Junio amplía la edad máxima de 

participación a los 25 años en la modalidad de Talleres Ocupacionales (art.5). 
La Comunidad Canaria en la Orden de 17 de Febrero de 1998 prevé que para los alumnos con necesidades 

educativas especiales la edad de participación se amplíe a los 23 años cuando posean un certificado de discapacidad 
media o ligera (art.4). 
 

Por lo que interesa a efectos de contratación, excepto en este último caso que cabría asimilarlo al de 
trabajador minusválido, en el resto de supuestos no se podrá concluir un contrato para la formación. 
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para la formación en un PGS no se estarían desconoc iendo las 

previsiones relativas a la formación teórica de est os contratos 

establecidas en el ET en la medida en que la prepar ación 

conseguida por el trabajador no alcance el nivel de  cualificación 

que exige el art.11.2 del ET.  

A mi juicio, así sería. No obstante, hay que tener en cuenta 

que los tribunales, en atención a la regulación ant erior a la 

reforma de 1997 entendían legal utilizar esta modal idad 

contractual con el único fin de completar los ciclo s educativos 

correspondientes a la enseñanza obligatoria cuando el trabajador 

careciera de dicha titulación. Interpretaban, en de finitiva, que 

el contenido de la  formación a impartir en el cont rato para la 

formación podía limitarse a la formación educativa elemental 323 . 

 

Entiendo sin embargo que el ET en el art.11,e), pár rafo 3º, 

 configura las carencias formativas correspondiente s a la ESO 

como <<objeto inmediato>> de la formación teórica d el contrato y 

                                                 
323 Vid. CARDENAL GARRO, en “El <<nuevo>>contrato para la formación: Diferencias con el 

contrato de aprendizaje”, pág.452, Aranzadi Social, tomo V, 1997, p.452.  
 

 Comparto con FERNANDEZ LOPEZ, M.F. la idea de que “la necesidad de una formación académica 
básica era y es ciertamente prodrómica de la finalidad cualificadora que con estos contratos se trataría de lograr, y no 
era cuestionable que la ley incidiera en su necesidad”. Esta autora plantea la  duda sobre “si tal formación 
instrumental debía articularse a través de mecanismos contractuales como el aprendizaje, o si era el sistema 
educativo general el que había de aguzar las formas de colmar las deficiencias de la población más marginal”, Cfr. en 
“los contratos formativos en la concertación  social de 1997: La reforma de la reforma”, pág.43, en RODRIGUEZ 
PIÑERO, M., VALDES DAL-RE, F. Y CASAS BAAMONDE, M.E. (Coord.). Estabilidad en el empleo, diálogo 
social y negociación colectiva. La reforma laboral de 1997, Ed. Tecnos, Madrid, 1998. 
 

La opción finalmente adoptada por la LOGSE ha sido establecer programas de educación compensatoria 
como son los PGS y éstos en algunos casos prevén la alternancia formación-empleo como fórmula más eficaz de 
alcanzar dichos objetivos. Esta fórmula requiere la suscripción de un contrato de trabajo y si la formación académica 
básica no es adecuado instrumentalizarla mediante el contrato para la formación, surge la cuestión de determinar que 
otra modalidad contractual podría ser utilizada. No existe como se sabe más modalidad de formación en alternancia  
que el contrato para la formación,  por tanto la exigencia del PGS hay que solucionarla suscribiendo un contrato de 
tipo ordinario. El distinto nivel de garantías establecido en uno y otro régimen jurídico aconseja la suscripción del 
contrato para la formación. A consecuencia de lo anterior llegamos a una postura contradictoria en relación con que 
la formación del contrato para la formación se pueda limitar a la enseñanza correspondiente a la ESO; lo que en 
principio cabe defender para el contrato para la formación <<ordinario>>, es decir su inadmisión, puede no ser 
conveniente en relación con el contrato para la formación suscrito con ocasión de un PGS, en tanto la alternativa al 
contrato formativo sea un contrato común. 
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no como objeto <<único>>; por consiguiente, hay que  entender que 

está necesitado de ser completado con una formación  profesional 

posterior. 

Por tanto, habría que descartar la posibilidad de q ue la 

formación que reciba el alumno del PGS, en cuanto s ujeto de un 

contrato de formación, se pueda limitar a la corres pondiente a la 

ESO. Esta deberá configurarse como mínima, a comple tar, en todo 

caso, con una formación que permita al trabajador a lcanzar el 

nivel de cualificación que exige el art.11 del ET y , en su 

desarrollo, concreta el art.5 del RD 488/1998, de 2 7 de Marzo. 

Lo contrario supondría que la causa del contrato de  

alternancia en los PGS no coincidiera con la causa del contrato 

para la formación ya que ésta es  la formación teór ica y práctica 

<<para>> desempeñar adecuadamente un oficio o puest o de trabajo, 

<<que requiera>> un determinado nivel de cualificac ión 324 . 

Con estos programas se pretende una formación básic a a nivel 

de la ESO, lo que no parece suficiente para desempe ñar 

adecuadamente un oficio o un puesto de trabajo cual ificado. 

Existe una desconexión entre la finalidad del progr ama y la 

función del contrato de formación -ex art.11.2,e) E T-, que lleva 

 a cuestionar que esta modalidad contractual se pue da utilizar 

como mecanismo de alternancia en el marco de los PG S. 

 Para estos casos, teniendo en cuenta lo anterior, habría 

que convenir en la necesidad de que el contenido fo rmativo del  

programa garantice el nivel de cualificación fijado  en la norma 

laboral 325 . 

                                                 
324 Como efectivamente ha hecho notar PRADO LAGUNA, J.L., cuando el art.11.2 del ET señala el 

objeto del contrato para la formación en realidad está describiendo su causa formativa, cfr. en “Los aspectos 
formativos en el nuevo contrato para la formación”, RDS, núm.3, 1998, pág.76. 

325 Esta inadecuación entre el contenido de la formación profesional teórica del programa y la prevista 
para el contrato para la formación se detecta también -como después se verá- en las Escuelas-Taller, Casas de Oficios 
y Talleres de Empleo. En todos los casos son divergencias que afectan al objeto mismo del contrato de trabajo y que 
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La dificultad anterior podría quedar salvada si la duración 

del contrato para la formación fuera superior a la del propio PGS 

en el que está inserto, de manera que terminado aqu él, el 

trabajador obtuviera una formación profesional adec uada al puesto 

de trabajo que viniera desempeñando 326 . 

Sin embargo, el régimen de duración y prórrogas del  contrato 

para la formación lo impide. Hay que tener en cuent a que la 

duración del PGS podrá alcanzar dos cursos académic os y hasta 

tres, si existen especiales circunstancias que así lo requieran. 

Esto supone que el programa puede durar hasta dos a ños y nueve 

meses, lo que significa que cabe la posibilidad de que sobrepase 

la duración máxima del contrato para la formación p revista 

legalmente o que concluido el programa, resten únic amente tres 

meses en relación a la que como máximo se pudiera e stablecer en 

la negociación colectiva 327 . En cualquier caso, no se podría 

suscribir un nuevo contrato para la formación y el trabajador 

seguiría sin cualificación suficiente y adecuada pa ra  ser 

reinsertado. 

 

En este sentido hay que tener en cuenta; por una pa rte, que 

para adquirir ese nivel de cualificación el alumno no podrán 

                                                                                                                                                         
llevan a cuestionar que el contrato en alternancia suscritos en el marco de programas mixtos formación-empleo tenga 
la misma naturaleza que el contrato para la formación <<ordinario>>, es decir, concluido al margen de un programa 
formación-empleo. 

326 Señala la doctrina que completado el ciclo de escolaridad obligatoria si el contrato continúa se debe 
proporcionar al trabajador la formación teórica adecuada al oficio o puesto de trabajo que venga desempeñando. Cfr. 
ALBIOL MONTESINOS,I. en Contratos formativos: Prácticas y aprendizaje, pág.74, Ed. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1994,, PRADO LAGUNA,J.L. en “Los aspectos formativos en el nuevo contrato para la formación”, 
pág.94, RDS, núm.3, 1998, ver MARTIN PUEBLA 

En este mismo sentido la STSJ de Andalucía de 5 de Julio de 1996 señala que una vez finalizada la 
enseñanza obligatoria “el contrato de aprendizaje deja de tener objeto,..., salvo que se renueve el tiempo de 
formación teórica adaptada al puesto de trabajo de que se trate, si ello es posible; puesto que es previsible que, en 
tales casos, el puesto de trabajo carezca de toda cualificación”. Recoge esta resolución judicial CARDENAL 
GARRO en “El <<nuevo>>contrato para la formación: Diferencias con el contrato de aprendizaje” op. cit.pág.452. 

327 Caso de que existiera convenio colectivo de aplicación. 
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volver a utilizar los mecanismos formativos del con trato para la 

formación -a salvo de que se les pudiera aplicar el  régimen de 

prórrogas, posibilidad, por lo visto, harto difícil - y; por otra, 

que salvo que consiguiera acceder a la formación pr ofesional de 

grado medio y siguiera cursando tales enseñanzas, v erá limitadas 

sus posibilidades de reinsertarse en el sistema de formación 

profesional y cursar los módulos correspondientes a  un 

Certificado de Profesionalidad en la medida en que,  por un lado, 

al no pertenecer al colectivo de demandantes de pri mer empleo, 

pierden la prioridad para cursar las acciones forma tivas 

correspondientes al Subsistema de Formación Profesi onal 

Ocupacional y, por otro lado, porque podrían tener vedado -o 

cuando menos difícil- el acceso al Subsistema de Fo rmación 

Continua en tanto que no son trabajadores ocupados.  

En consecuencia, utilizar el contrato de formación en los 

términos señalados hará que la situación desfavorab le de estos 

sujetos debida a sus carencias formativas -que es p recisamente lo 

que pretendía paliar el PGS- se mantenga, pero ahor a en orden a 

su reinserción laboral y en relación a otros trabaj adores que 

fueron sujetos de un contrato para la formación <<o rdinario>> ya 

que éstos habrán adquirido un nivel mayor de cualif icación que 

aquéllos difícilmente podrán alcanzar.  

 

En base a las anteriores consideraciones, por una p arte, 

debería descartarse la posibilidad de que el contra to para la 

formación tenga por objeto únicamente alcanzar los objetivos de 

la ESO, en atención tanto a las razones jurídicas e xpuestas, 

cuanto a las de política de educación compensatoria  señaladas.   

 Por otra parte, cabría cuestionar el régimen de ed ad y 

duración de los contratos por formación prevista es tatutariamente 

en relación con los desarrollados en el marco de lo s PGS, 
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afirmando su inadecuación y proponiendo una mayor f lexibilidad 

atendiendo a los casos que la edad del participante  supere la 

máxima legal y a los que el proceso formativo del p rograma 

pudiera resultar insuficiente al objeto del contrat o para la 

formación, requiriendo ser completado con la formac ión 

profesional propia de dicho contrato 328 . 

 

Cabe, sin embargo, como propuesta alternativa, plan tear la 

posibilidad de que existiera otra modalidad de cont rato formativo 

que viniera a cubrir las necesidades formativas tan to de éste 

como de cualquier otro colectivo que no hubiera sat isfecho la 

escolaridad obligatoria. Esta nueva modalidad podrí a estar en la 

línea del "contrato de cualificación" que como moda lidad distinta 

al contrato de aprendizaje clásico, prevé la normat iva francesa 

como mecanismo para insertar y completar la formaci ón de los 

jóvenes de 16 a 25 años sin cualificación profesion al o con una 

cualificación que no les permite acceder a un emple o. 

 

b’) El contrato para la formación en los programas Escuelas 

Taller y Casas de Oficio.  

 

La Orden de 3 de Agosto de 1994 prescribía que la 

alternancia de la formación con el trabajo producti vo en la 

segunda etapa de estos programas mixtos formación-e mpleo se 

instrumentara a través del contrato para la formaci ón.  

Únicamente se podía prescindir de él cuando los alu mnos no 

                                                 
328 Obviamente tanto las conclusiones anteriores como sus correlativas propuestas carecerían de 

sentido si la normativa educativa que regula los PGS garantizara tanto el objeto de la formación del Programa, 
cuanto el de la formación del contrato, ya fuera fijando el momento de la conclusión del contrato en la fase final del 
Programa, ya haciendo una programación adecuada de los contenidos formativos en este sentido. Lo que permitiría 
evitar que los trabajadores insertos en programas de garantía social que ven extinguido su contrato para la formación 
estuvieran en condiciones menos favorables en orden a su reinserción laboral que aquéllos que estuvieron sujetos a 
un contrato de formación <<ordinario>>  por ser distinto su nivel de cualificación. 
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reunieran los requisitos legalmente establecidos 329 . La norma en 

tal caso permitía utilizar "la modalidad de contrat ación más 

acorde con las circunstancias del alumno-trabajador  y del 

proyecto” 330 .  

                                                 
329 Teniendo en cuenta las diferencias del régimen jurídico del contrato para la formación y con el del 

contrato de trabajo <<ordinario>>, entiendo que la suscripción de este último, cuando se den los requisitos para 
contratar para la formación, podría constituir un fraude de ley si con ello se trata de evitar un régimen jurídico que, 
como después se verá, resulta más beneficioso para el trabajador. 

330 Esta previsión contenida en el art.5.2 de la Orden de 3 de Agosto de 1994, deriva de una 
modificación introducida en la misma por la Orden de 6 de Octubre de 1998 a efectos de adecuarla a la regulación 
del contrato para la formación. 
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Los alumnos podían no reunir alguna de las exigenci as 

subjetivas previstas en el art.11.2 del ET 331  para contratar en 

formación pero, en ese contexto, principalmente ocu rría porque 

tuvieran la titulación requerida para realizar un c ontrato en 

prácticas 332 .Posibilidad factible en la medida en que los 

criterios de selección de participantes recogidos e n la Orden no 

coincidían plenamente con los requisitos para contr atar como 

trabajador en formación 333 . 

 

Tras la reforma de 2001, la Orden de 14 de Noviembr e impone 

el contrato para la formación como <<modalidad más adecuada>> 

para que los alumnos sean contratados por las entid ades 

promotoras de ET y CO y, a tal efecto, exige que lo s 

                                                 
331 Atendiendo a la edad de los alumnos que participan en estos programas, pude ocurrir que el 

trabajador seleccionado cumpla los 25 años durante la primera fase del programa.  En efecto, la edad máxima de los 
participantes es de 24 años y teniendo en cuenta que la primera etapa de los programas puede durar seis meses cabe 
la posibilidad de que los alumnos tengan ya los 25 años en el momento de suscribir el contrato de trabajo. 

Por ello estos trabajadores, antes de la reforma del art.11.2,a) del ET, no podían contratar mediante el 
contrato por formación por superar la edad máxima -veinticuatro años- que para este colectivo establecía la 
Disposición adicional segunda de la LEY 63/1997, debiéndose utilizar "la modalidad de contratación más acorde 
con las circunstancias del alumno-trabajador y del proyecto". 

Suprimido el límite máximo de edad para suscribir el contrato para la formación para los desempleados que 
participen en programas de Escuelas-Taller y Casas de Oficio, queda salvado uno de los obstáculos que impiden que 
en estos programas el contrato de alternancia sea, en todo caso, un contrato formativo. 

332 Los criterios de selección nada dicen sobre la cualificación de los aspirantes haciendo más hincapié 
en su situación de desempleados por tanto es posible que resulte elegido un alumno que ya tuviera una titulación 
requerida para contratar en prácticas. Esta circunstancia igualmente impediría que el contrato en alternancia fuera el 
de formación. 

333 Se revela de esta forma que los programas priman la inserción de los jóvenes frente a su formación. 
La selección corresponde hacerla al INEM en colaboración con la entidad promotora. A tal efecto se 

constituirá un grupo mixto de trabajo entre ésta y la Dirección Provincial del INEM que establecerá los criterios para 
la selección de participantes.  

Estos criterios deben ser conformes con los establecidos en el art.8 de la Orden: 
- Requisitos mínimos de los candidatos: 

. Desempleados 

. Menores de veinticinco años. 

. Que preferentemente no hayan participado antes en otra Escuela-Taller o Casa de Oficios. 
- Criterios de preferencia a considerar: 

. Personas discapacitadas. 

. Mujeres. 

. Nivel de cobertura de desempleo. 

. Tiempo de permanencia en la situación de desempleo. 
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participantes cumplan los requisitos necesarios par a formalizar 

dicho contrato en la fase de formación en alternanc ia 334 . De lo 

que antecede se desprende que en el marco de los pr ogramas 

Escuelas-Taller y Casas de Oficio, eliminadas las d ificultades 

para suscribir un contrato para la formación, éste no se podrá 

suplir con un contrato de tipo ordinario. 

 

Se mantienen sin embargo las diferencias sustancial es que 

existían entre en el objeto y contenido de la forma ción teórica 

de los programas y los exigidos en el contrato para  la formación. 

De la normativa de los programas no se deduce con c laridad 

que el plan formativo a desarrollar en Escuelas-Tal ler y Casas de 

Oficios se ajuste al contenido de la formación teór ica de los 

contratos para la formación y, a mi juicio, este re quisito que, 

como es obvio, afecta al objeto del contrato se deb e cumplir para 

poder suscribir el contrato para la formación 335 .   

Reaparece un problema endémico de los programas for mación-

empleo, que ya afectaba a los PGS y que afectará  t ambién -como 

después se verá- a los  Talleres de Empleo. Su impo rtancia 

justifica un detenido estudio diferido al momento d e analizar 

infra  el régimen jurídico de los contratos en alternanci a 

suscritos en estos programas. 

 

En otro orden de cosas, cabría plantear si en los p rogramas 

Escuelas-Taller y Casas  de Oficios el contrato de trabajo 

                                                 
334 Vid. arts.6 y 10.2 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001 

335 Durante la primera etapa los alumnos recibirán la formación profesional ocupacional según el plan 
formativo que se incluirá en la memoria elaborada por la entidad promotora.  (art.5 y 13 de la Orden de 6 de Octubre 
de 1998). Dicho plan se realizará por especialidades y en relación con el proyecto de obra o servicio a desarrollar, 
en este sentido la Resolución de 7 de Julio de 1995 señala que se estructurará mediante itinerarios modulares, con 
los contenidos necesarios para el desempeño de la ocupación y aquellos otros que se refieran a la formación 
complementaria, en su caso. 
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pudiera tener naturaleza de contrato en prácticas. El hecho de 

que la formación teórica se pueda impartir en la pr imera etapa 

del programa, es decir, con anterioridad a que el p articipante 

sea contratado con la entidad promotora, podría hac er pensar que 

es precisamente el contrato en prácticas el indicad o suscribir en 

el marco de estos programas 336 .  A mi juicio, la causa del 

contrato de alternancia lo impide. 

Estos programas tienen por finalidad que el alumno-

trabajador adquiera no sólo experiencia profesional  sino además 

una formación teórico-práctica que le otorgue una c ualificación 

que facilite su inserción laboral. La finalidad del  contrato en 

prácticas no es, sin embargo, que el trabajador obt enga una 

formación teórica, -ésta ya la poseerá en el moment o de la 

contratación-, sino que aplique y perfeccione los c onocimientos 

técnicos ya adquiridos, es decir, que obtenga una e xperiencia 

profesional adecuada a su titulación como medio de inserción 

laboral. 

Desde esta perspectiva, el contrato en prácticas se  revela 

disfuncional al fin formativo del programa en el qu e se 

suscribiría.  

Y, a mayor abundancia cabría añadir que la formació n  

recibida por el alumno-trabajador en la segunda fas e del programa 

es <<complementaria>> de la formación teórica recib ida en la 

primera etapa y, aun cuando aquélla sea de carácter  práctico, 

también formará parte del itinerario formativo que el alumno 

deberá cursar y  por tanto resultará imprescindible  para obtener 

el correspondiente certificado de profesionalidad 337 . 

                                                 
336 Parece que en este sentido apunta BALLESTER PASTOR, M.A. en El contrato de formación y 

otras formas de contratación laboral en alternancia, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pág.73. 

337 Hay que recordar que según el RD 797/1991 -art.1-, también las competencias profesionales 
adquiridas mediante los programas Escuelas-Taller y Casas de Oficios se acreditarán por medio del certificado de 
profesionalidad. 
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Hay que tener en cuenta además que será al finaliza r el 

programa, y, no antes, cuando la entidad promotora expedirá el 

certificado 338  que servirá al alumno-trabajador para, 

posteriormente, obtener el certificado de profesion alidad o 

convalidar con los módulos formativos de formación profesional 

específica. 

De manera que la  certificación no se expide al fin alizar la 

formación teórica sino al concluir el programa 339 , por tanto, la 

titulación requerida para contratar en prácticas, e n su caso, 

sólo se obtendría extinguido ya el contrato en alte rnancia 340 . 

 En base a las consideraciones anteriores cabría co ncluir 

negando la posibilidad de suscribir un contrato en prácticas en 

el marco de los programas Escuelas-Taller y Casas d e Oficios.  La 

causa del contrato en alternancia aunque formativa no se puede 

equiparar a la causa legalmente prevista para el co ntrato en 

prácticas.   

 

c’) El contrato para la formación en los programas Talleres 

de Empleo. 

 

Los participantes en un programa Taller de Empleo s erán 

contratados al inicio del mismo por la entidad prom otora.  

                                                 
338 Según el art.7 de la Orden de 3 de Agosto de 1994 en este certificado constará “la duración en horas 

de su participación en el programa, así como la cualificación adquirida y los módulos formativos cursados”. 
“Este certificado servirá, total o parcialmente y previos los requisitos  que se determinen, para ser 

convalidado en su momento por el certificado de profesionalidad”, así mismo “podrá servir para ser convalidado por 
los módulos que correspondan de la formación profesional específica regulada en la LOGSE”.  

339 Por esta razón no creo que, el contrato para la formación suscrito en uno de estos programas se 
pueda entender subsumible en el supuesto del art.11.2,e) del ET, esto es,  cuando se tiene por cumplido el requisito 
de la formación teórica al haber realizado un curso de formación profesional ocupacional adecuado al oficio o puesto 
de trabajo objeto del contrato ya que para ello se exige acreditación “mediante certificación de la Administración 
pública competente”. 

340 Incluso en este caso difícilmente ocurrirá en tanto no esté previsto el sistema de convalidaciones y 
correspondencias que permitan equiparar las distintas enseñanzas profesionales. 
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Antes de la reforma de 2001 el contrato para la for mación no 

podía ser utilizado como instrumento de alternancia  en los 

programas de Talleres de Empleo en la medida en que  los 

participantes no cumplían los requisitos de edad pa ra 

suscribirlo. Por ello la Orden -art.3.2- señalaba q ue se 

utilizaría "la modalidad contractual más acorde con  las 

circunstancias del trabajador y del proyecto", impi diendo 

expresamente la suscripción de contratos a tiempo p arcial. Y, a 

la exclusión expresa anterior, a mi juicio, había q ue añadir la 

del resto de modalidades contractuales recogidas en  el ET; 

trabajo en común, contrato de grupo o de trabajo a domicilio, así 

como el contrato en prácticas ya que no resultaba a decuado a la 

finalidad formativa del programa por las mismas raz ones que ya 

fueron expuestas en relación con las Escuelas Talle r y Casas de 

Oficios. 

En virtud de la modificación introducida en el art. 11.2,a) 

del ET por el RD-L 5/2001, posteriormente la Ley 12 /2001, los 

desempleados participantes en estos programas no es tán sujetos al 

límite máximo de edad para suscribir un contrato pa ra la 

formación. 

Sin embargo, de la literalidad del art.3.2 de la Or den que 

regulaba estos programas no parecía deducirse que f uera 

imperativo utilizar esta modalidad contractual form ativa siempre 

que se cumplieran los requisitos establecidos en el  art.11.2 del 

ET, como sí ocurría en los programas Escuelas-Talle r y Casas de 

Oficio 341 . 

                                                 
341 Todo hace suponer que la previsión contenida en el art.3.2 de la Orden fue fruto de la imposibilidad 
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de suscribir, en ese momento, contratos para la formación en el marco de estos programas debido a la edad de los 
participantes. Producida la reforma legal era necesario adecuar la norma reglamentaria a la misma evitando, cuando 
menos, que la elección de la modalidad contractual quedara en manos de la entidad promotora, ya que, en último 
término sería ésta quien decidiera la que fuera “más acorde con las circunstancias del trabajador y del proyecto” 
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 La Orden de 14 de Noviembre de 2001 ha salvado tal  

ambigüedad, de manera que, actualmente, no sólo ser á posible, 

sino también imperativo, suscribir un contrato para  la formación 

en el marco de los programas de Talleres de Empleo.  En efecto, de 

idéntica forma que en ET y CO, se impone el contrat o para la 

formación como <<modalidad más adecuada>> para que los alumnos 

sean contratados por la entidades promotoras de los  TE y, a tal 

efecto, se exige que los participantes en los progr amas TE 

cumplan los requisitos necesarios para formalizar d icho 

contrato 342 .  

 

De cualquier forma, también aquí el objeto y el con tenido 

del programa formativo a desarrollar pueden ser obs táculos para 

suscribir un contrato para la formación 343 . En efecto, las 

divergencias entre el elemento formativo del progra ma y el del 

contrato para la formación también se detectan en T alleres de 

Empleo, por tanto, a lo que se dirá infra  me remito. 

 

En definitiva, también en los programas Talleres de  Empleo 

el contrato para la formación se suscribirá en todo s los casos no 

pudiendo utilizarse otra modalidad contractual como  instrumento 

de alternancia formación-empleo. 

 

 

b) La modalidad contractual alternativa al contrato  para la 

                                                 
342 Vid. 3.3 y 7.2 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001. 

343 Antes de la reforma de 2001 también la duración del programa podía ser un obstáculo para suscribir 
un contrato para la formación. El ET exige que la duración mínima del contrato sea de seis meses y la duración del 
programa podía ser inferior a ese tiempo ya que la Orden señalaba que la duración máxima del programa sería de un 
año.  Ahora la Orden de 14 de Noviembre en el art.3.2 establece que la duración de los Talleres de Empleo será 
como mínimo de seis meses y máximo de un año, sin que la duración de los contratos suscritos pueda exceder a la 
fecha de finalización del proyecto 
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formación en los programas mixtos formación-empleo:  El contrato  

para obra o servicio determinado.  

 

Introducción.-  Tras la reforma de 2001, plantear cuál sería 

la modalidad alternativa al contrato para la formac ión en los 

programas de formación-empleo me parece necesario p or dos 

motivos: En primer lugar, porque aunque la normativ a específica 

exige la conclusión de un contrato para la formació n  en ET, CO y 

TE, no lo impone para PGS por lo que en algún caso habrá que 

recurrir a un contrato de trabajo distinto al de fo rmación. 

En segundo lugar, porque será precisamente la fórmu la 

contractual alternativa al contrato para la formaci ón la que dote 

de virtualidad a éste como medio de instrumentar la  alternancia. 

Y, a mi juicio, así hay que considerarlo, no sólo e n relación con 

los cuatro programas actualmente existentes -PGS, E T, CO Y TE-,  

sino también respecto de cualesquiera otros program as de 

formación-empleo que, como medida de política de em pleo, puedan 

crearse en un futuro si, como los actuales, son pro gramas 

temporales de actuación administrativa sujetos a di sponibilidades 

presupuestarias.  

Como resultado de lo que sigue, habrá que valorar 

positivamente la reforma que en el art.11.2,a) del ET se produjo 

en 2001, al tiempo, propugnar  que se incorporen al  mismo los 

alumnos-trabajadores de los PGS y, finalmente, reiv indicar para 

el futuro un contrato formativo como única fórmula contractual 

válida para instrumentar la alternancia en los prog ramas 

formación-empleo. 

 

El objeto del contrato.-  La modalidad contractual 

alternativa al contrato para la formación que suscr iban los 

participantes en los programas mixtos formación-emp leo con la 
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entidad promotora, será un contrato de trabajo de t ipo ordinario 

y la exigida adecuación de su modalidad a las "circ unstancias del 

trabajador y del proyecto" quedará referida a la du ración y al 

objeto del mismo. 

El contrato de trabajo será efectivamente de duraci ón 

determinada y, como se verá a continuación, podrá s er encuadrado 

en uno de los supuestos de contratación temporal ad mitidos en el 

art.15.1 del ET 344 . 

 

Teniendo en cuenta el objeto del contrato, todo par ece 

indicar que entre los contratos temporales del art. 15 del ET será 

el de obra o servicio determinado el indicado forma lizar en el 

marco de estos programas.  

 Las obras o servicios en los que, por regla general , se 

desenvolverán las actividades de los trabajadores p articipantes 

en estos programas, podrían perfectamente subsumirs e en el 

supuesto legal señalado 345 .   

El ET en el art.15.1,a) tipifica el supuesto que ju stifica  

utilizar este tipo de contrato temporal exigiendo q ue la obra o 

servicio a realizar tenga “autonomía o sustantivida d propia 

dentro de la actividad de la empresa y cuya ejecuci ón, aunque 

                                                 
344 En ningún caso podrán concluirse contratos de duración superior al año en el marco de los 

programas de Talleres de Empleo, ya que el art.3.2 de la Orden impide que la duración máxima del contrato supere 
la duración del Proyecto de Taller de Empleo y el art.3 del RD limita la duración máxima de los proyectos a un año.   
  También en Escuelas-Taller y Casas de Oficios el art.5.2 de la Orden señala que la duración máxima del 
contrato no podrá ser superior a la duración del proyecto de Escuela-Taller o Casa de Oficios, y ésta, como se sabe, 
está limitada: en el primer caso no podrá ser inferior a un año, ni superior a dos y, en el segundo, será de un año. 

345 Hay que recordar en este sentido que los participantes en Talleres de Empleo realizarán tareas en 
obras o servicios de utilidad pública o interés social, relacionados con nuevos yacimientos de empleo, como medio 
para alcanzar los objetivos formativos propuestos y con ello mejorar sus perspectivas de inserción. 

Y, los alumnos-trabajadores de las Escuelas-Taller y Casas de Oficios realizarán actividades de utilidad 
pública o de interés general y social -relacionadas con la rehabilitación del patrimonio, del medio ambiente y del 
entorno urbano y la recuperación de oficios artesanales, etc.-, obteniendo una cualificación que les permita su 
inserción en el mercado de trabajo. 
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limitada en el tiempo, sea en principio de duración  incierta” 346 . 

Las circunstancias objetivas y temporales requerida s para 

formalizar este tipo de contratos en los programas de formación-

empleo concurren, tanto si las obras o servicios fo rman parte de 

la actividad interna de la entidad promotora, como si son ajenas 

a la misma 347 . 

Así lo han entendido los tribunales en relación con  los 

contratos suscritos por el personal directivo y doc ente de las 

Escuelas-Taller y Casas de Oficio 348  y, a mi juicio, lo mismo 

                                                 
346 Es importante apuntar que con reiteración el TS ha señalado que “el válido acogimiento a la 

modalidad contractual que autoriza el art.15.1 a) ET no sólo requiere que la obra o servicio que constituya su 

objeto sea de duración incierta y presente autonomía y sustantividad propia dentro de lo que es la actividad normal 

de la empresa, sino además que, al ser concertado, sea suficientemente identificada la obra o el servicio y que, en el 

desarrollo de la relación laboral, el trabajador sea ocupado en la ejecución de aquélla o en el cumplimiento de éste 

y no normalmente en tareas distintas”.  
Cfr. las SSTS en u.d. de 10 de Diciembre de 1996, A/9139, (F.J.2), de 30 de Diciembre de 1996, A/9864, 

(F.J.4), 11 de Noviembre de 1998, A/9623, (F.J.3) y la de 28 de Diciembre de 1998, A/387, (F.J.1). 

 
347 Ninguna de las dos posibilidades puede descartarse en la medida en que la normativa no precisa 

cuales son las obras y servicios que pueden programar las entidades promotoras para ser ejecutadas en el marco de 
estos programas. 

Son tres las cuestiones que se limita a señalar: a) que las obras y servicios sean de utilidad pública y de 
interés social (art.1 de la Orden), b) que las obras y servicios posibiliten a los trabajadores participantes la 
realización de un trabajo efectivo que, junto con la formación ocupacional recibida, procure su cualificación 
profesional y favorezca su inserción laboral (art.1 de la Orden). 
c) que la incidencia del proyecto en nuevos yacimientos de empleo será uno criterio a tener en cuenta para la 
aprobación del mismo. Señala el art.9 de la Orden que se valorará el carácter innovador del proyecto teniendo en 
cuenta su incidencia en nuevos yacimientos de empleo como: 

a) servicios de utilidad colectiva. 
b) Servicio de ocio y culturales. 
c) Servicios personalizados de carácter cotidiano. 

348 STSJ de Andalucía/Granada de 17 de Marzo de 1999, A/5559 (F.J.2),  
“la existencia de fases perfectamente diferenciadas en el desarrollo del Programa  -Escuela-Taller- en el que se 
ocupa al demandante -contratado con la categoría de Jefe de Taller-Monitor de Albañilería-, y la posibilidad 
consiguiente de que para la actividad específica de enseñanza que caracteriza a cada una se hagan contrataciones 

distintas, bajo la fórmula de contratos para obra determinada, sin que sea deducible de ello una actuación en 

fraude de ley por parte del demandado que pudiese privar al contrato de un carácter de temporalidad que ya en 

principio es indiscutible. 

No constituye, pues, despido el cese del actor, sino que el mismo es consecuencia de la conclusión de la 
obra para la que aquél fue contratado”. 
 

STSJ de Castilla-La Mancha de 17 de Febrero de 1999, A/5225 (F.J.3) “si bien no existía impedimento 
alguno para que los actores suscribiesen contratos para obra o servicio al amparo del RD 2104/1984, de 21 de 

noviembre, a efecto de dar cobertura a la prestación de sus servicios en un determinado proyecto de Escuela-Taller, 

ello lo era circunscribiendo su vigencia o duración a la terminación del concreto y específico proyecto para el que 

fueron contratados”. Sin embargo, “los actores fueron contratados por el Ayuntamiento de Hellín para atender 
unas necesidades que excedían de las propiamente derivadas de este específico proyecto, entrelazándolas con otros 
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cabría  decir con respecto a los contratos de los a lumnos-

trabajadores contratados por la entidad pública o p rivada que se 

erija en promotora de un proyecto de este tipo.  Y,  -con las 

prevenciones derivadas de la ambigüedad de la norma tiva que los 

regula- en idéntico sentido al señalado hay que ent enderlo para  

los PGS, teniendo en cuenta, sin embargo, que en es te caso la 

temporalidad del contrato de trabajo puede no deriv ar de la 

actividad a realizar pero lo que parece indudable e s que se 

suscribe con ocasión de un programa que perfectamen te podría  

incluirse en la categoría de programas temporales d e actuación 

administrativa. En consecuencia, como se verá a con tinuación, 

aquí -igual que el resto de programas mixtos formac ión-empleo-, 

habrá que tener en cuenta los criterios jurispruden ciales sobre 

la contratación temporal para la realización de tar eas relativas 

al Plan FIP 349 . 

                                                                                                                                                         
distintos, sin cobertura legal que lo amparase, deviniendo de aplicación la previsión contenida en el art.2.2 c) del 

indicado RD 2104/1984, transmutando el carácter temporal de la relación, convirtiéndola en otra de carácter 

indefinido”. 
 

STSJ de Navarra de 9 de Diciembre de 1998, A/6584 (F.J.2), “la actividad llevada a cabo por el 
demandante, como Coordinador, presenta autonomía y sustantividad propias dentro de la actividad ordinaria del 

Consistorio, existiendo un claro deslinde entre lo que constituye las actividades propias del empleador y aquellas 

que requiere la específica en el desarrollo de la Escuela Taller. De esta forma ninguna duda cabe de que la 

actividad para la que fue contratado el actor era perfectamente idónea y adecuada para configurar una relación 

laboral de esta naturaleza”. 
 
 

STSJ de Castilla-La Mancha de 11 de Abril de 1996, A/2077, (F.J.2) cuando el objeto del contrato es la 
prestación de servicios como monitora de recursos forestales en la Escuela-Taller de Almansa, cuya duración 
prevista  era de 24 meses distribuidos en 4 ciclos de seis meses cada uno con sus correspondientes cuantías 
subvencionadas, también distintas. No apreció fraude de ley en la contratación mediante sucesivos contratos para 
obra o servicio especificándose en cada uno de ellos que la causa determinante de los mismos era el cumplimiento o 
realización de cada una de las tres fases del proyecto formativo a desarrollar en la Escuela-Taller. 
 

TSJ de Madrid en sentencia de 5 de Abril de 1993, A/1945, (F.J.único), entendió correcto utilizar el 
contrato de servicios para la contratación de una monitora restauradora para realizar las tareas inherentes a su 
profesión en la Escuela-Taller de Osuna, así como su posterior prórroga 

STSJ de Andalucía/Granada de 27 de Octubre de 1992, A/5018, (F.J.3) en programa de formación de 
Escuela-Taller estructurado en seis fases “cada una de las cuales tiene consideración independiente de la anterior”. 
“El desarrollo total del proyecto formativo podía aconsejar el cambio de profesorado”, máxime cuando “el 
contenido formativo teórico-práctico está integrado por materias y disciplinas variadas”. 

349 En este sentido importa reseñar la STSJ de Madrid de 21 de Febrero de 1997,A/466, en relación al 
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Son tres los argumentos en que se puede apoyar la 

utilización del contrato para obra o servicio deter minado en el 

marco de los programas de formación-empleo 350 .  

En primer lugar, hay que tener en cuenta que, en la  mayoría 

de las ocasiones, las obras o servicios que constit uyen el objeto 

de los contratos que se suscriben con ocasión de la  ejecución de 

estos programas serán ajenos a las actividades que de forma 

habitual realiza la entidad promotora. 

Así lo han entendido los tribunales en relación con  las 

actividades docentes que se realizan en una Escuela -Taller y 

resulta clarificadora en este sentido una resolució n del TSJ de 

Castilla-La Mancha en la que respecto de una Corpor ación Local, 

promotora de una Escuela Taller con un proyecto edu cativo  en las 

especialidades de guías naturaleza-recursos foresta les, 

albañilería, carpintería y forja, señala que “ evidentemente no es 

función ni propia ni permanente de un Ayuntamiento el 

proporcionar enseñanzas teórico-prácticas remunerad as sobre una 

profesión u oficio a sus vecinos. Otra cosa es que,  en 

determinados casos y atendiendo al nivel de desempl eo de la 

                                                                                                                                                         
contrato suscrito por un monitor con el Ayuntamiento de Leganés, formalizado en virtud de un Convenio de 
colaboración suscrito entre dicha Corporación local y la CAM con objeto de desarrollar cursos especiales para 
jóvenes dentro del marco de educación compensatoria. 

Considera el tribunal que la modalidad contractual utilizada -para obra o servicio determinado- fue la 
correcta, aun cuando los contratos fueran reiterados, “pues -dirá el tribunal- las actividades que constituyen su objeto 
están íntimamente vinculadas a los convenios de colaboración suscritos entre el ayuntamiento y la CAM, de tal 

manera que éstas finalizan al finalizar el convenio. Tales actividades no tienen carácter permanente sino temporal, 

pues tienen por finalidad el desarrollo de los cursos indicados que depende del presupuesto económico otorgado 

por la CAM al ayuntamiento demandado en base a los convenios citados” (F.J.2). 

350 En las consideraciones que siguen se han tenido en cuenta los estudios sobre el contrato de trabajo 
para obra o servicio determinado realizados por, CAMPS RUIZ,L., en La contratación laboral temporal, Ed. Tirant 
lo Blanch, Valencia, 1995, págs.19 a 55, AGIS DASILVA,M., en “La interpretación jurisprudencial del objeto del 
contrato para obra o servicio determinado”, RDS, núm.3, 1998, págs.129 a 144, GARCIA NINET,J.I. y VICENTE 
PALACIOS,A., en Contrato temporal para obra o servicio determinado: Nueva legislación y jurisprudencia, Ed. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 1998 y MERCADER UGUINA,J.R., en La contratación temporal en la jurisprudencia 
del TS, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, págs.22 a 37. 
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población y aprovechando, no la necesidad, sino el beneficio que 

supone para la población, el realizar determinadas obras, 

reparaciones o recuperaciones ornamentales, el Ayun tamiento 

promueva y tutele la obtención de unas subvenciones  que permitan, 

por una parte la impartición de tales enseñanzas y por otra la 

realización de unas actividades beneficiosas para e l pueblo, pero  

por unos sistemas y unas actividades docentes que n o entran 

dentro del servicio o actividad propia del Ayuntami ento ” 351 . 

 

También desvinculadas de las actividades ordinarias  de la 

entidad promotora estarán, por regla general, las o bras o 

servicios a realizar por los alumnos-trabajadores p articipantes 

en el proyecto en la medida en que  se instrumental izan al logro 

de los objetivos del programa que son su formación e inserción 

profesional y no al objeto y finalidad propios de l a entidad 

promotora 352 . La entidad promotora, en el marco de un programa de 

                                                 
351 Cfr. STSJ de Castilla-La Mancha de 11 de Abril de 1996. 

352 A este respecto resultan de interés las consideraciones del TSJ de Galicia en torno a la naturaleza 
del trabajo realizado por los participantes en las Escuelas-Taller -aunque se refiera al de los contratados para la 
formación- y la finalidad de la Escuela-Taller -promovida en este caso por una Corporación local-. [STSJ de Galicia 
de 7 de Marzo de 1998 (A/1019)]. 

Señala este tribunal que el programa formativo “tiene un contenido teórico-práctico desarrollado -este 
último- a través de contratos de aprendizaje (art.5.2 de la Orden de 3 de Agosto de 1994)que permiten la 

realización de un trabajo que, aunque se califique de productivo, se encuentra en realidad subordinado, como 

medio instrumental, a la consecución de esa adecuada formación que es el fin esencial de las Escuelas-Taller” 
(F.J.3) 

Y, en relación con la Escuela-Taller señala que el hecho de que “cuente con módulos de fontanería, 
albañilería y carpintería y realice actividades de restauración, remodelación y construcción de edificios y obras 

públicas, pueda desvincularse... de su carácter formativo y de su finalidad esencial -que no es beneficiarse de la 

prestación del trabajo de los alumnos como empresa dedicada a la construcción con ánimo de lucro o sin él- sino 

de enseñarles y ayudarles en sus tareas, cualificándoles profesionalmente.... No se está en presencia de una 

<<empresa>> que opera como tal en el sector de la construcción, edificación y obras públicas, sino de un 

<<centro formativo>>, o en todo caso, de un <<programa público con finalidad formativa promovido por una 

corporación local sin ánimo de lucro y sin beneficio con la prestación del trabajo de los alumnos>>(F.J.3). 
 

Como se verá infra, estas circunstancias serán determinantes de que los tribunales consideren que las 
relaciones laborales que surgen con ocasión del desarrollo de estos programas tienen unas especialidades que 
justifican que su régimen jurídico no se vea afectado por lo dispuesto en el convenio colectivo de aplicación en la 
entidad promotora. 

La actividad en atención a la finalidad del programa no será productiva sino de carácter formativo lo que 
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formación-empleo, no actúa, en efecto, como organiz ación 

meramente productora de obras y servicios, sino pri ncipalmente 

como organización formadora y las actividades que r ealizan los 

alumnos-trabajadores tienen un componente formativo  que las 

particulariza y que, incluso si se enmarcaran dentr o de las 

actividades normales y permanentes de la entidad pr omotora, les 

dotaría de la autonomía y sustantividad propia nece sarias para 

poder suscribir un contrato para obra y servicio de terminado 353 . 

Sin perjuicio de lo anterior, el segundo de los arg umentos 

anunciados lo aportan las consecuencias que en mate ria de 

contratación derivan del hecho de que los programas  mixtos 

formación-empleo sean <<programas temporales de act uación 

administrativa sujetos a disponibilidades presupues tarias>>, como 

también lo es el Plan FIP. 

 

 Si los programas mixtos formación-empleo son plane s de 

política de empleo previstos a nivel oficial y cond icionados a 

las disponibilidades presupuestarias del INEM y a l as ayudas del 

FSE, tendrán la misma naturaleza que el Plan FIP y los programas 

formativos que en él se integran. En consecuencia, parece 

razonable que por analogía les pueda ser aplicada l a doctrina 

                                                                                                                                                         
dotará al contrato de trabajo concluido en el marco de estos programas de una especialidad en cuanto a su objeto 
también respecto del contrato para obra o servicio común.  

 
353 Este sería el caso, por ejemplo, de una Escuela-Taller o Taller de Empleo en los que se 

desarrollaran proyectos en las especialidades de albañilería, fontanería, etc., promovidos por una entidad pública o 
privada sin ánimo de lucro perteneciente al sector de la construcción. 

 A idéntica conclusión habría que llegar si la entidad promotora fuera una empresa dedicada a la enseñanza 
ya que las actividades a realizar por los  alumnos-trabajadores difícilmente podrán coincidir con las actividades 
permanentes y continuadas de aquélla. 

No cabe decir lo mismo, sin embargo, respecto de las tareas docentes, de coordinación o dirección  que se 
realicen en la Escuela-Taller o Taller de Empleo promovidos por dicha empresa ya que éstas actividades 
indudablemente sí son las actividades propias del centro de enseñanza. 

No obstante, también en este caso se podrán suscribir contratos para obra o servicio determinado en la 
medida en que las tareas a realizar están vinculadas a un programa temporal de actuación administrativa, como 
veremos a continuación. 
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unificada por el TS en torno a la naturaleza de los  contratos que 

se suscriban en el marco del Plan FIP y, en virtud de ello, 

entender justificada la contratación temporal para obra o 

servicio determinado para realizar las tareas vincu ladas a estos 

programas mixtos formación-empleo 354 . 

El TS, en efecto, ha reconocido al Plan FIP “ la condición de 

servicio determinado pues tanto su duración como la s concretas 

circunstancias en que ha de realizarse dependen de las 

específicas disposiciones que se adopten ”, y señala que “ su 

duración incierta no desaparece con la nueva regula ción contenida 

en el RD 1618/1990 ya que el gasto que genera el de sarrollo del 

Plan queda condicionado a las disponibilidades pres upuestarias y 

a la concesión de ayudas por parte del FSE ” 355 . 

El TS entiende justificado utilizar la contratación  temporal 

para servicio determinado cuando las tareas a reali zar por el 

trabajador se enmarquen dentro de dicho Plan, ya qu e “ tal Plan 

tiene la condición de servicio determinado, en cuan to a la 

realización de los programas, que en el mismo se in tegran, 

persiguen fines variables en su consecución -lo que , a su vez, 

puede demandar aptitudes diferentes en las personas  que los 

desarrollan- que dependen a su vez de los fondos pr esupuestarios 

                                                 
354 Con toda claridad se manifiesta en este sentido el STSJ de Navarra  en la sentencia  de 9 de 

Diciembre de 1998, cuando señala que “la validez de esta modalidad contractual para atender las necesidades 
derivadas de la concertación de planes de actuación como éstos viene avalada por reiterada jurisprudencia 

(Sentencias del Tribunal Supremo de 17 mayo, 10 junio y 3 noviembre 1994 [RJ 1994\4212, RJ 1994\5422 y 

RJ 1994\8590], 10 abril y 21 julio 1995 [ RJ 1995\3038 y RJ 1995\6324]), doctrina que resulta extrapolable al 

supuesto enjuiciado pues la actividad llevada a cabo por el demandante, como Coordinador, presenta autonomía y 

sustantividad propias dentro de la actividad ordinaria del Consistorio, existiendo un claro deslinde entre lo que 

constituye las actividades propias del empleador y aquellas que requiere la específica en el desarrollo de la Escuela 

Taller. De esta forma ninguna duda cabe de que la actividad para la que fue contratado el actor era perfectamente 

idónea y adecuada para configurar una relación laboral de esta naturaleza” (F.J.2). 

355 Cfr. entre otras con las SSTS dictadas en u.d. de 7 de Octubre de 1992, A/7621 (F.J.6), de 24 de 
Septiembre de 1993 A/8045, (F.J.3), de 11 de Octubre de 1993, A/7587 (F.J.4), de 25 de Enero de 1994, A/375 
(F.J.2), de 17 de Mayo de 1994, A/4212 (F.J.3), de 7 de Octubre de 1995, A/6324 (F.J.3). 
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destinados, ya propios, ya del Fondo Social Europeo . Nada, pues, 

más acorde a la instrumentalización de los contrato s por 

servicios determinados ” 356 . 

                                                 
356 Cfr. STS de 21 de Julio de 1995, A/6324 y STS de 28 de Diciembre de 1998, A/387, (F.J.2) 

 
“Los contratos están correctamente celebrados -dirá el TS- y no tienen un objeto permanente o indefinido, 

sino temporal, aunque incierto en su duración total, puesto que tienen por finalidad la gestión del Plan FIP, para el 

que no existe una dotación económica estable, sino consignaciones presupuestarias anuales, así como la regulación 

de sus fines y funciones en sucesivas Ordenes desde 1985, participando el Estado y el FSE con cantidades 

variables, lo que naturalmente repercute en la contratación del personal necesario para dichos fines”. Cfr. STS en 
u.d. de 16 de Febrero de 1993, A/1174 (F.J.4) y, en el mismo sentido, las referidas en nota anterior. 
 

Concretamente, el TS entiende correctamente celebrado  el contrato para servicio determinado que se 
suscriba con el INEM para realizar actividades conectadas con el Plan -como son la gestión del Plan FIP, promoción 
de la formación e inserción profesional, etc.-, ya que según el TS “el Plan FIP dentro de las actividades del INEM 

goza de autonomía y sustantividad propia y es de duración incierta”. Cfr. STS en u.d. de 25 de Enero de 1994 
A/375, (F.J.2). 

También está justificada la contratación para servicio determinado  cuando el contrato tenga por finalidad 
impartir cursos de formación profesional, ya sea en el propio INEM, ya sea en un centro de enseñanza colaborador 
del INEM en el Plan FIP. 

En efecto, en relación con el contrato de profesor suscrito con el INEM el TS señala que dicho  contrato “no 
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En lo que aquí interesa, los criterios jurisprudenc iales 

expuestos, serán de aplicación a los contratos susc ritos con el 

INEM u organismos autonómicos competentes para real izar tareas de 

gestión de los programas formación-empleo, así como  a los 

contratos de directores, monitores y alumnos partic ipantes que se 

suscriban con las entidades promotoras de los proye ctos. 

                                                                                                                                                         
responde a actividades del INEM que tengan carácter permanente, como acaece en las actividades de formación, 

pues éstas están vinculadas a la política de empleo,..., y, en consecuencia, dependientes de las variables 

consignaciones presupuestarias”, [STS en u.d. de 10 de Noviembre de 1994, A/8604, (F.J.2)]. 
Y, en relación con la contratación de varios profesores por un centro privado de enseñanza que se dedica a 

la enseñanza en general, para impartir cursos de formación ocupacional, el TSJ de Castilla y León/ Valladolid en 
sentencia de 3 de Septiembre de 1996 A/2821 (F.J.3) señaló que los contratos suscritos estaban relacionados con 
cursos organizados con el INEM y que dichos cursos “se agotan con su realización y para ellos se ha producido una 
contratación diferenciada claramente de la actividad ordinaria de la empresa”. 
 

El TSJ de Navarra, sin embargo, en sentencia de 17 de Julio de 2000 contraviene la doctrina del TS al 
considerar que la actividad realizada por  unos monitores-tutores consistente en organizar e impartir los diversos 
cursos de formación del plan FIP en el Ayuntamiento de Pamplona, forma parte de la actividad propia de dicho 
Ayuntamiento que, año tras año, asume y ejecuta en colaboración con otros organismos que aportan subvenciones. 
Publicada en RL, núm.22, 2000, TSJ-1574. 
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 En todos estos casos, si la actividad a realizar e stá 

vinculada a los citados programas, la contratación temporal para 

servicio determinado estará justificada 357 , coincida o no con las 

que ordinariamente realiza la entidad contratante 358 . 

 

La duración del contrato.- En tercer lugar, en 

cualquiera de los casos, las actividades a realizar  estarán 

limitadas en el tiempo porque se llevan a cabo en e l marco de un 

programa de duración determinada 359 .  

Con el proyecto cesarán las obras o servicios que m otivaron 

la contratación de los participantes y, por consigu iente, 

desaparecerá el fundamento para la continuidad de s us contratos 

                                                 
357 En esta línea el TSJ de Madrid en la sentencia ya referenciada de 5 de Abril de 1993, consideró que 

“los servicios profesionales de la recurrente -monitora restauradora- estaban enmarcados dentro de un plan de 
política de empleo previsto a nivel oficial -Escuela-Taller-,...,de ahí que su permanencia en las funciones dichas se 

limitasen en el tiempo y se fuera prorrogando a medida que las subvenciones que posibilitaban la contratación se 

mantuvieran,...,la vinculación mantenida nació condicionada siempre en su temporalidad en razón de la 

transitoriedad del servicio prestado” (F.J.único). 
 

Por otra parte también es de reseñar la sentencia del TSJ de Murcia de 23 de Septiembre de 1996 A/2851, 
(F.J.3) en la que incluye la selección de personal de Escuelas-Taller entre las tareas que por su vinculación al Plan 
FIP el tribunal entiende justifican suscribir este contrato con el INEM.   

358 No es ésta, sin embargo, la opinión que mantiene BALLESTER PASTOR, M.A. en El contrato de 
formación y otras formas de contratación laboral en alternancia, op. cit., pág.84, respecto de los contratos suscritos 
en el marco de los programas Talleres de Empleo. Para esta autora “a menos que se trate de obras o servicios cuya 
duración natural coincida con la duración del taller de empleo (seis meses a un año) y que dispongan de la 
correspondiente autonomía y sustantividad (no siendo posible aplicarlo a actividades continuadas del taller) la 
fórmula contractual será la del contrato sometido a término del art.49". 

A mi juicio, en la medida en que el Taller de Empleo sea un programa temporal de actuación administrativa 
sujeto a disponibilidades presupuestarias la doctrina jurisprudencial apuntada supra será de aplicación y los 
tribunales entenderán justificado suscribir un contrato de trabajo para obra o servicio determinado cualquiera que sea 
el tipo de actividad a realizar -propias o ajenas a las habituales de la entidad promotora- y la duración del contrato, o 
mejor, la continuidad del mismo vendrá condicionada, como infra se verá, a la existencia de la correspondiente 
previsión presupuestaria que haga posible que la entidad promotora cuente con los recursos económicos necesarios 
para desarrollar el proyecto. 

359 Se puede entender que cumplirían perfectamente el requisito de ser susceptibles de acotación 
temporal objetiva por tener un principio y un final determinado o determinable. Vid. en este sentido CAMPS RUIZ, 
L. en La contratación laboral temporal, op. cit. pág.22 

Señala la Orden de 14 de Noviembre de 2001 en el art.3.2 que “una vez transcurrido el plazo de duración 
previsto en la correspondiente resolución aprobatoria se entenderá finalizado el proyecto de Taller de Empleo” y, en 
idéntico sentido, lo hace el art.3.3 y 4.2 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001  para Escuelas-Taller y Casas de 
Oficios, respectivamente. 
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por desaparición de la causa que los originó.  

Desde esta perspectiva es posible entender que la a ctividad 

a realizar en el marco de estos programas es el fac tor 

determinante de la temporalidad del contrato que se  suscribe 360  y 

que su duración viene determinada por el programa e n la medida en 

que éste fija la duración de la actividad a realiza r. 

 

Hay que plantear, sin embargo, si tratándose de pro gramas de 

actuación administrativa sujetos a disponibilidades  

presupuestarias la duración del contrato no  deriva rá también  de 

factores externos a la propia actividad, como es la  existencia de 

dotaciones presupuestarias. Es decir, si la duració n del contrato 

está condicionada además de por la duración del pro grama, por la 

dotación presupuestaria.  

 

Para responder a esta cuestión interesa el criterio  

mantenido por el TS en relación a un supuesto simil ar ya que se 

trataba de los contratos de trabajo suscritos tambi én con ocasión 

de un plan de actuación administrativa pero, en est e caso, 

consistente en la prestación de servicios de ayuda domiciliaria 

competencia de la Comunidad Autónoma, cuando ésta l os encomienda 

a los Ayuntamientos mediante un concierto y, simult áneamente, 

concede los fondos necesarios para ello. 

Es doctrina unificada que “hacer depender la duración de los 

contratos de trabajo necesarios para la prestación de estos 

servicios de la persistencia de la subvención neces aria para su 

                                                 
360 Es doctrina unificada que “la temporalidad puede predicarse del servicio cuando este servicio se 

consume y concluye con su realización” y que “queda fuera de las previsiones legales que la duración del contrato 
quede supeditada a la mera voluntad o decisión resolutoria de alguna de las partes”. Cfr. entre otras las SSTS 
dictadas en u.d. de 30 de Noviembre de 1992, A/9292  y de 18 de Octubre de 1993, A/7838 (F.J.4). 
 

Vid. sobre este particular, GARCIA NINET, J.I. Y VICENTE PALACIO, A. en Contrato temporal para 
obra o servicio determinado: Nueva legislación y jurisprudencia, op.cit. pág.40 y 54. 
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funcionamiento, cuando esta subvención procede de u n tercero y no 

de una mera consignación presupuestaria del propio empleador, no 

es acto que pueda estimarse abusivo, en fraude de l ey o contrario 

a Derecho y sí, por el contrario, susceptible de se r encuadrado 

en el contrato por servicio determinado, pues cumpl e los 

requisitos establecidos en los arts. 15.1 a) del Es tatuto de los 

Trabajadores y 2 del Real Decreto 2104/1984, ya que  no cabe duda 

que la singularidad que el servicio tiene respecto al 

Ayuntamiento que lo dispensa, le confiere la autono mía y 

sustantividad propia que aquellos preceptos exigen,  y la duración 

es, para la entidad municipal, incierta, en cuanto depende de dos 

factores ajenos a su voluntad: el concierto con la Administración 

autonómica y la concesión de la correspondiente sub vención” 361 . 

 

En virtud de esta interpretación jurisprudencial la  dotación 

presupuestaria opera en definitiva como una suerte de condición 

resolutoria que se incorpora a los contratos de tra bajo suscritos 

para realizar las obras o servicios previstos en es tos programas 

de actuación administrativa, de manera que, procede rá  la 

extinción de los contratos cuando falte la correspo ndiente 

dotación  presupuestaria 362 . 

Y, ésta es línea interpretativa que siguen los Trib unales 

Superiores, tanto respecto de éstos programas, como  también de 

                                                 
361 Cfr. SSTS en u.d. de 18 de Diciembre de 1999 A/307, (F.J.2) y de 28 de Diciembre de 1998, A/387 

(F.J.2) en ambos casos se trataba de un servicio de atención domiciliaria prestado por el Ayuntamiento en virtud de 
un concierto con la Comunidad Autónoma. 

En relación con el mismo plan de actuación también el TS señaló en la sentencia dictada en u.d. de 11 de 
Noviembre de 1998, A/9623 que “la duración del servicio es limitada en el tiempo ya que se prevé expresamente en 
los contratos que finalizarán cuando se cumpla el plan concertado mediante el oportuno convenio celebrado por 

ambas Administraciones, que equivale a la conclusión del servicio objeto del contrato (artículo 49.1, c) del estatuto 

de los Trabajadores” (F.J.3). 

362 Vid. en este sentido GARCIA NINET, J.I. y VICENTE PALACIO, A., en  Contrato temporal para 
obra o servicio determinado: nueva legislación y jurisprudencia, op. cit. págs.86 y 87. 
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otros de igual naturaleza. Consideran, en efecto, q ue en la 

medida en que el desarrollo y ejecución de las acti vidades a 

realizar en el marco de los programas de actuación administrativa 

requieran de la permanencia y prolongación de fondo s públicos, la 

duración del contrato quedará condicionada a la exi stencia de los 

mismos, y, en consecuencia, resuelven que el cese d e la 

subvención conlleva la extinción de los contratos d e trabajo por 

terminación de la obra o servicio para los que fuer on 

suscritos 363 . 

                                                 
363 El TSJ de Canarias/Las Palmas en repetidas ocasiones se ha pronunciado en este sentido: 
Así, en sentencias STSJ de 18 de Junio de 1999, A/4153 (F.J.3) y de 29 de Septiembre de 1998, A/6820 

(F.J.2) respecto de las contrataciones para prestar servicios en el Ayuntamiento de Las Palmas de Gran Canaria como 
pintor y peón, respectivamente, señala que “el objeto de la contratación temporal del actor no era sino dar 
cumplimiento al Proyecto Subvencionado de Programa Territorial de Apoyo al Empleo y a la Formación... Tal dato 

es de vital importancia, pues la efectividad de la contratación del actor así como su continuidad en el puesto de 

trabajo para el que fuera contratado dependerá, a todas luces, de la dotación presupuestaria que, mediante las 

oportunas subvenciones, destine la Administración empleadora a tal fin. Y es que, tal y como expresara esta Sala de 

lo Social en su Sentencia de fecha 6-9-1996, el desarrollo de la relación laboral ha de ceñirse a la correspondiente 

subvención, circunstancia que se erige en causa y condición de mantenimiento de aquélla, de manera que el cesar 

de la dotación presupuestaria conlleva la extinción y contrato celebrado”. Resolviendo que “el cese de la 
subvención conlleva la extinción del contrato del actor”. 
  En el mismo sentido lo hace en la sentencia  de 5 de Junio de 1998, A/3145, (F.J.4) cuando la actividad de la 
actora era la de participar en el plan de ayuda al drogodependiente prestando sus servicios retribuidos, primero como 
administrativa y después como monitora en virtud del Plan Canario contra la Droga suscrito entre el Gobierno de la 
Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento demandado que venía a depender, para su desarrollo, de la 
correspondiente subvención de la Administración autonómica. Entendiendo que “la duración de dicha relación 
quedaba condicionada tanto en su origen como en su desarrollo y duración además de a la consecución de los fines 

que le son propios por la permanencia y prolongación de los fondos públicos con los que afrontar la financiación 

del programa, de los cuales no siempre se tiene la seguridad de estar presentes en los sucesivos ejercicios 

presupuestarios ni siquiera; con las mismas cantidades al depender, según lo antes expuesto, de factores políticos, 

sociales y económicos. Por ello, al cesar la subvención, el cese de la actora fue ajustado a derecho”  
Y, así mismo en la de 10 de Marzo de 1998, A/1781, (F.J.3), en relación con un trabajador  contratado por 

Ayuntamiento de Santa Lucía para prestar sus servicios como trabajador social para la realización de obra o servicio 
determinado con cargo a la subvención concedida por el Gobierno de Canarias para la actuación de animación 
comunitaria y promoción a la convivencia social. Señalando que “extinguida la subvención la contratación de los 
trabajadores para consecución de tal fin a través de la adecuada modalidad contractual de obra o servicio 

determinado ha de entenderse finalizada por depender los mismos, precisamente, de la consignación presupuestaria 

anual así como de una regulación específica de fines y funciones en sucesivas órdenes anuales”. 
  

También el TSJ de Andalucía/Málaga en la sentencia de 15 de Marzo de 1995, A/1022, (F.J.2) resolvió en 
el mismo sentido respecto del contrato  para la realización de obra o servicio determinado concertado con el 
Ayuntamiento de Ronda en el que se estipulaba  que el objeto de dicho contrato sería la prestación de servicios en la 
Unidad de Promoción de Empleo, en tanto dicho servicio se encontrase subvencionado por la Consejería de Trabajo 
y Bienestar Social de la Junta de Andalucía; extinguiéndose el contrato en el momento en que el Ayuntamiento no 
recibiese la indicada subvención. 

Considera el tribunal “perfectamente posible que en el contrato para la prestación de un servicio 
determinado se haga depender la duración del mismo del mantenimiento de las subvenciones económicas 

necesarias para la debida prestación del servicio en cuestión” y cita como precedente la STSJ de Madrid de 5 de 
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Otro es sin embargo el criterio que ha mantenido el  TSJ de 

Madrid precisamente en relación con un programa Esc uela-Taller 364 . 

Según este tribunal es la duración del programa -mí nimo de un 

año, máximo de tres- la que sirve para delimitar el  concepto de 

obra y no la de los períodos de cobertura económica  -los fondos 

deben remitirse a la entidad promotora cada seis me ses y la 

renovación ha de hacerse el último mes de cada perí odo-. 

“ Los créditos  -dirá el TSJ- tienen una previsión de 

renovación sin solución de continuidad y de no ser así ello daría 

lugar a la correspondiente exigencia de la Administ ración que 

desarrolla el Plan de Formación a la Administración  que lo 

financia, pero en modo alguno puede alterar el desa rrollo del 

programa ”. Por tanto, no podrá invocarse como causa de exti nción 

del contrato la terminación de la obra o servicio p or falta de 

renovación del crédito. En palabras de este tribuna l  “ante la 

total dependencia económica de una Administración r especto de 

otra a estos efectos, las consecuencias en el orden  laboral 

serían las de acudir al expediente de regulación de  empleo, a fin 

de amparar adecuadamente a aquellos trabajadores qu e por causas 

ajenas a su voluntad, a la de la empleadora y a la naturaleza del 

servicio que prestan, son privadas de un empleo cua lquiera que 

sea la naturaleza, indefinida o temporal del mismo” .  

En definitiva, según esta interpretación judicial, por falta 

                                                                                                                                                         
Abril de 1993, A/1945. 

En efecto, en el F.J.único de esta sentencia se señala que “los servicios profesionales de la recurrente 
estaban enmarcados dentro de un plan de política de empleo previsto a nivel oficial -Escuela Taller de Osuna- 

(apartado cuarto de probanza). De ahí que su permanencia en las funciones dichas se limitasen en el tiempo 

(cláusula 6. ª del contrato obrante al folio 52) y se fuera prorrogando a medida que las subvenciones que 

posibilitaban la contratación se mantuvieran.... En ningún caso el supuesto transcrito daría derecho a una fijeza 

laboral que catalogaría como despido la decisión unilateral de dar por finalizada la relación temporal examinada, 

ya que la vinculación mantenida nació condicionada siempre en su temporalidad en razón a la transitoriedad del 

servicio prestado”. 

364 Cfr. STSJ de Madrid de 12 de Diciembre de 1992, (A/5695), (F.J.2). 



 
 247 

de la dotación presupuestaria la obra no se podrá c oncluir o el 

servicio no se podrá realizar pero en ningún caso, se podrá 

entender que hayan terminado. En consecuencia, será  esa 

circunstancia económica la que deberá ser invocada como causa de 

extinción de los contratos y no la terminación de l as obras o 

servicios objeto de los contratos.  

 

En los programas mixtos formación-empleo habrá que estar a 

la normativa que regula su financiación. A mi juici o, la que 

actualmente es de aplicación a ET, CO y TE parece a bogar en el 

sentido apuntado por el TS, ya que, contrariamente a lo que 

mantiene el TSJ de Madrid, los créditos previstos p ara estos 

programas no tienen una previsión de renovación sin  solución de 

continuidad. 

En este sentido considero que hay que interpretar e l art.3.3 

de la Resolución de 31 de Marzo de 1999 y el art.4. 3 de la 

Resolución de 7 de Julio de 1995 en las que se esta blecen las 

bases reguladoras de la concesión de subvenciones p úblicas para 

los programas Talleres de Empleo y Escuelas-Taller y Casas de 

Oficio, respectivamente, cuando señalan que el impo rte de las 

subvenciones con cargo al INEM que se especifiquen en la 

correspondiente resolución administrativa “tendrán el carácter de 

subvención estimada, quedando condicionado su abono  en los 

ejercicios siguientes a la existencia de crédito pa ra tal fin” 365 . 

                                                 
365 “Tal concesión de beneficios es la justificación y el origen creador para la puesta en marcha y 

desarrollo de la escuela taller de Almansa”. Así lo señala el TSJ de Castilla-La Mancha en sentencia de 11 de Abril 
de 1996, A/2077, (F.J.2) 

Esta sentencia recoge en el F.J.1 parte del texto de la resolución administrativa del  Director Provincial del 
INEM de Albacete en la que se otorgan las subvenciones correspondientes. El texto se transcribe a continuación por 
el interés que estimo presenta en relación a lo que aquí se debate, revelando parece la dependencia existente entre la 
continuidad del programa y la previsión presupuestaria de los fondos necesarios para su ejecución. 
  “En el considerando séptimo de tal resolución se expresa textualmente que «... la Escuela Taller/Casa de 
Oficios tiene una duración total de 24 meses distribuidos en 4 ciclos de 6 meses cada uno...». 

Por su parte, en la misma resolución, folios 28 vuelto y 135 vuelto de autos, se dispone que «esta 

Dirección Provincial del INEM acuerda, estimar la solicitud de la Entidad Promotora de la Escuela Taller/Casa de 
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   De estas previsiones parece deducirse que en la resolución 

administrativa sí queda comprometido y garantizado el abono de 

las subvenciones correspondientes al ejercicio pres upuestario en 

curso, pero no las correspondientes a ejercicios si guientes. 

 

En ese caso, cabría plantear qué consecuencias tend rá para 

el contrato de trabajo que la subvención ya comprom etida no se 

abone en dicho ejercicio, esto es, cuando no se tra nsfiera al 

ente promotor del proyecto la cantidad equivalente al coste 

subvencionado para el período correspondiente cuand o éste quede 

comprendido en el ejercicio presupuestario en el qu e se aprueba 

la resolución administrativa 366 .     

A mi juicio, será en este supuesto en el que deberá  

aplicarse la doctrina del TSJ de Madrid y entender que si la 

actividad no puede continuar desarrollándose por fa lta de la 

dotación presupuestaria ya comprometida, la entidad  promotora 

podrá resolver los contratos para obra o servicio d eterminado, 

pero no por llegada a término de los mismos, sino e n amparo de 

las circunstancias económicas acaecidas, que impide n concluir la 

obra o realizar el servicio - ex  art.52,c) ET-. 

                                                                                                                                                         
Oficios autorizando el proyecto formativo en las especialidades de guías naturaleza-recursos forestales, albañilería, 

carpintería, forja y concediendo una subvención global estimada de 174.255.746 pesetas con el desglose que figura 

como anexo a la presente resolución, quedando condicionado a su abono en los ejercicios siguientes a la existencia 

de crédito para tal fin, y realizándose el pago de las cantidades ...». 

Tal anexo (folios 30 y 137 de autos) recoge claramente la distribución del proyecto aprobado en cuatro 

fases distintas con sus correspondientes cuantías subvencionadas, también distintas.” 

366 En relación con la transferencia de fondos hay que tener en cuenta que la Orden de 9 de Marzo de 
1999 sobre Talleres de Empleo (art.11.1 y 2)y, con prácticamente igual tenor literal, el art.18.1 y 2 de la Orden de 6 
de Octubre de 1998 sobre Escuelas-Taller y Casas de Oficios, señala que: 

“1. Una vez dictada la resolución..., el Director general del INEM o el provincial, en el ámbito territorial de 
sus competencias, transferirá al ente promotor, y por períodos no superiores a seis meses, una cantidad equivalente al 
coste subvencionado correspondiente a los mismos. 

Previamente al primer pago de la subvención la entidad promotora deberá acreditar el inicio del proyecto, 
remitiendo al INEM la correspondiente certificación. 

2. Dentro del primer mes de cada período al que se refiere el apartado anterior, se transferirá a la entidad 
promotora una cantidad equivalente al coste subvencionado para el mismo, previa solicitud por parte de la entidad 
promotora.” 
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En conclusión, la duración de los contratos para ob ra o 

servicio determinado suscritos para realizar las ac tividades 

programadas en el marco de los programas formación- empleo vendrá 

determinada por la duración del correspondiente pro grama, de 

manera que transcurrida ésta se entenderán terminad as las obras y 

servicios y con ellas extinguidos los contratos de trabajo 

suscritos para realizarlos. No obstante, dado que l a ejecución de 

las actividades no podrán continuar, dándose por co ncluido el 

programa y, con él, los contratos de trabajo. 

Pero, si existiendo tal previsión presupuestaria, l os fondos 

comprometidos en la resolución administrativa no se  hacen 

efectivos mediante transferencia a la entidad promo tora, ésta 

podrá extinguir los contrato de trabajo suscritos p ara realizar 

las actividades del programa, pero, en este caso, n o porque el 

programa haya concluido, sino por las circunstancia s económicas 

que impiden continuarlo. 

En definitiva, la duración de los contratos depende  de la 

duración del programa y la continuidad de éste depe nde a su vez 

de la renovación de los fondos públicos necesarios para ejecutar 

las actividades programadas. Por consiguiente, de q ue en cada 

ejercicio haya una previsión presupuestaria que los  posibilite 

dependerá la continuidad del programa en ese períod o y, con él, 

la de los contratos de trabajo. 

 

  

D. EL REGIMEN JURIDICO DE LOS CONTRATOS DE TRABAJO SUSCRITOS 

EN EL MARCO DE LOS PROGRAMAS MIXTOS DE FORMACION-EMPLEO. 

 

 

Introducción.-  Los contratos de trabajo en alternancia 
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suscritos en un programa mixto de formación-empleo,   presentan un 

régimen jurídico complejo y singular. 

Su complejidad deriva de que se suscriben en un pro grama de 

actuación administrativa sujeto a financiación públ ica y esto 

trae como consecuencia que el marco normativo que d etermina su 

régimen jurídico esté integrado, además de por las normas 

laborales generales y las especiales relativas a la  modalidad 

contractual que se utilice, por el conjunto de norm as específicas 

de aplicación al programa. E, importa señalar que e ntre estas 

últimas quedan incluidas las que regulan las subven ciones 

públicas previstas para el mismo, así como las rela tivas a la 

formación profesional. 

En segundo término, la singularidad de su régimen j urídico 

proviene de la combinación de dos factores: por una  parte, de que 

la prestación de trabajo se realice en alternancia con la 

formación profesional y, por otra, de que tanto la formación como 

la remuneración del trabajador corran a cargo de fo ndos 

públicos 367 . 

La normativa específica de aplicación al programa, en 

atención a estos factores, introduce ciertas especi alidades que 

van a particularizar su régimen jurídico, principal mente respecto 

del régimen jurídico común, pero también respecto, del ya de por 

sí particular, régimen jurídico del contrato para l a formación. 

 

    A continuación se analizarán, los aspectos de s u régimen 

jurídico especialmente significativos desde esa per spectiva, para 

después plantear en qué medida y forma puede interv enir la 

                                                 
367 Las ayudas públicas, dependiendo del programa concreto a desarrollar pueden ser de tres tipos: 

becas para alumnos (transporte y manutención en la primera fase de ET y CO), subvención de gastos de formación 
profesional ocupacional (incluyendo no sólo material sino también gastos salariales derivados de la contratación de 
personal directivo, docente y de apoyo) y subvenciones de gastos salariales derivados de la contratación de 
participantes (alumnos-trabajadores) en los programas. 
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negociación colectiva en la configuración de su rég imen jurídico. 

  

 

a) Especialidades del régimen jurídico del contrato  de 

trabajo en los programas de formación-empleo.  

 

La normativa específica aplicable a los programas 

formación-empleo es precisamente la que dota de sin gularidad al 

régimen jurídico del contrato de trabajo en alterna ncia. Este 

revela un fuerte intervencionismo administrativo qu e, todo parece 

indicar, es debido en mayor medida al carácter subv encionado de 

los programas y a su objetivo de inserción, que a s u carácter 

formativo. Así resulta, del análisis de las previsi ones relativas 

a la contratación, al objeto del contrato, a la dur ación y 

extinción del mismo, así como las establecidas en r elación con la 

formación profesional. Este análisis se hará, como ya se avanzó, 

teniendo en cuenta la diversidad de modalidades con tractuales que 

se pueden utilizar como contratos de trabajo en alt ernancia. 

 

a’) La contratación.  

 

Las  singularidades del régimen jurídico del contra to de 

trabajo en alternancia se revelan desde el momento mismo de la 

contratación. 

El régimen de contratación establecido por la norma tiva 

específica aplicable a los programas formación-empl eo se proyecta 

sobre la libertad de contratación imponiendo fuerte s limitaciones 

a ésta. 

 

Las restricciones a la libertad de contratación en los 

programas de formación-empleo se manifiesta en tres  imposiciones: 
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las partes contratantes, el procedimiento de selecc ión de los 

trabajadores, así como la forma del contrato de tra bajo 368 .  

A la mayoría de estos aspectos ya se ha hecho refer encia en 

el capítulo anterior, por tanto, baste ahora record arlos 

brevemente. 

  

1) Las partes contratantes.- La contratación de los alumnos 

en la etapa de formación en alternancia corresponde  a las 

entidades promotoras de los programas y las normas señalan, tanto 

las entidades públicas y privadas que podrán serlo,  como los 

requisitos que deberán cumplir para ello 369 . 

Así mismo se determina quién podrá participar en lo s 

programas y, por tanto, quien podrá suscribir un co ntrato de 

trabajo con la entidad promotora 370 . 

A modo de requisitos mínimos para poder acceder al programa 

se establecen unos referidos a la edad y condición de desempleado 

del candidato o a sus condiciones de escolaridad en  PGS. Y, junto 

a los anteriores, la reforma de 2001 impone para ET , CO y TE que 

se cumplan los requisitos para formalizar un contra to para la 

                                                 
368 Es de sumo interés el análisis sobre el empleo subvencionado que hace POIRIER, M. en 

“L’accession au travail. Insertion ou formation?, op. cit. pág.263. Desde mi punto de vista también el empleo 
derivado de los programas de formación-empleo entraría sin dificultad  dentro de esta categoría, por ello las 
reflexiones de esta autora han sido tenidas en cuenta, como oportunamente se indicará, al analizar el régimen jurídico 
del contrato en alternancia, obviamente en aquellos aspectos en los que éste no difiere del derivado del ordenamiento 
jurídico francés. 

369 TE: vid. art.4 RD 282/1999 de 22 de Febrero y art.2 Orden de 9 de Marzo de 1999. 
ET y CO: vid. art.2 de la Orden de 3 de Agosto de 1994 y art.2 Resolución de7 de Julio de 1995.  

 

 
370 PGS: vid. Ordenes de: Andalucía de 14 de Julio de 1995, Canarias de 12 de septiembre de 1994, 

Galicia de 5 de Mayo de 1997, Navarra de 11 de Marzo de 1996 y  Valencia de 22 de Marzo de 1994. 
TE: vid. los requisitos establecidos en art.2 del RD 282/1999 de 22 de Febrero y especificados en el art.7.2 

de la Orden de 14 de Noviembre de 2001 
ET y CO: vid. art.10.2 Orden de 14 de Noviembre de 2001 y art.1 de la Resolución de 7 de Julio de 1995. 
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formación. Antes se establecían  otros llamados <<r equisitos de 

preferencia>> que se aplicaban en el momento de la selección, 

como por ejemplo, tiempo de permanencia y nivel de protección por 

desempleo, pertenecer a un colectivo con especiales  dificultades 

de inserción -parados de larga duración, mayores de  45 años, 

mujeres, discapacitados-, etc. 

 Ahora la normativa de los programas se remite a lo s 

criterios que determinen el Ministerio de Trabajo y  el INEM 

teniendo en cuenta las directrices europeas de empl eo. 

Ninguno de ellos hace referencia a las carencias fo rmativa 

que pudiera tener el candidato, lo que hace pensar que en la 

norma, al establecer los requisitos de selección, h a pesado más 

el objetivo de los programas de insertar que el de formar 371 . 

 

El Real Decreto-Ley 5/2002 372 , en la Disposición Adicional 

primera al regular el Programa de Renta Activa de I nserción (RAI) 

incluye los programas de ET, CO y TE entre las acci ones de 

inserción laboral (aptdo.7º). 

 Los participantes en el programas de RAI, tienen “ carácter 

prioritario frente a otros colectivos” para incorpo rarse a planes 

de empleo y/o formación y, entre éstos, a  ET, CO y  TE,  cuando 

                                                 
371 La habilitación al Gobierno para limitar la libertad de contratación y el acceso al empleo que 

suponen los requisitos y preferencias para contratar en el marco de los programas mixtos formación-empleo, se 
encuentra en el art.17.3 ET y es importante tener en cuenta que a su vez suponen un límite a la intervención de la 
negociación colectiva, pues será una materia sobre la que no podrán disponer las partes negociadoras en cuanto 
implica al Estado o a las CC.AA.  

Haciendo referencia con carácter general al régimen de reservas y preferencias de empleo como límites para 
la negociación colectiva, vid. SALA FRANCO, T., en La libertad empresarial de contratación, IES, 1980, pág.95. 

372 Real Decreto-Ley 5/2002, de 24 de Mayo, de medidas urgentes para la reforma del sistema de 
protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad. (BOE 25 de Mayo de 2002). 

El criterio de la edad del desempleado -“mayor de 45 años”- que se establece para participar en el programa 
RAI (aptdo.2º), determina que el programa formación-empleo indicado como acción de inserción laboral sea el 
programa TE, hay que tener en cuenta, sin embargo, que a los minusválidos y a las víctimas de violencia doméstica 
no se les exige el requisito de la edad y que por tanto estos colectivos podrán participar en cualquiera de los 
programas formación-empleo. 
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hayan transcurrido 45 días  desde su admisión al pr ograma de RAI 

sin que hayan encontrado empleo (aptdo.7º,4),b)). S u 

incorporación a dichas acciones de formación-empleo  será acordada 

y gestionada por el servicio de empleo o la entidad  colaboradora 

correspondiente. 

 

2) El procedimiento de selección.-  En relación con este 

aspecto  hay que destacar dos especialidades 373 .  

                                                 
373 TE: vid. art.7 de la Orden de  14 de Noviembre de 2001 y art.6 de la Resolución de 31 de marzo de 

1999 
  ET y CO: vid. art.10 Orden de 14 de Noviembre de 2001 y art.7 de la Resolución de 7 de Julio de 1995. 

En primer lugar, la selección no la hará la entidad  

promotora en exclusiva sino en colaboración con el INEM, y, a 

tales efectos, se constituirá una comisión mixta qu e establecerá 

unos criterios de selección acordes con los que est ablece la 

normativa como mínimos. 

En segundo lugar, el procedimiento a seguir tanto e n ET, CO 

como TE será el previsto por el INEM para la cobert ura de ofertas 

de empleo. Se excluye la aplicación de la normativa  establecida 

para los procedimientos de selección del personal d e las 

administraciones públicas, aun cuando la entidad pr omotora que 

contrate al alumno sea un organismo público. La raz ón la señalan 

las propias normas indicando que los alumnos-trabaj adores no se 

considerarán incluidos en las correspondientes plan tillas o 

relaciones de puestos de trabajo. 
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3) La forma del contrato de trabajo.- Y, por último, en 

cuanto la forma del contrato la normativa de los pr ogramas impone 

la forma escrita en el modelo oficial correspondien te 374  así como, 

a efectos de su control administrativo, su inscripc ión en la 

Oficina de Empleo con la identificación del program a al que 

pertenecen.  

 

 

b’) El objeto del contrato de trabajo en alternanci a.   

 

En el contrato de trabajo en alternancia la formaci ón 

profesional se incorpora al objeto del contrato. La s prestaciones 

de las partes adquieren una dimensión formadora y l a ejecución de 

las mismas, combinando la formación y la prestación  de trabajo, 

se realiza en régimen de alternancia 375 . 

Sin embargo, esta cualidad del objeto del contrato en 

alternancia, que es precisamente la que lo distingu e del contrato 

de trabajo ordinario, es mínimamente tenida en cuen ta por la 

normativa de los programas 376 .  

Desde esta perspectiva habrá que cuestionarse si la  atención 

que a este aspecto se presta en la normativa de los  programas no 

deviene insuficiente. A mi juicio así es como revel arán las 

observaciones que siguen sobre las prestaciones de las partes. 

 

                                                 
374 TE: vid. art.6.3 Resolución de 31 de Marzo de 1999 
ET y CO: vid. art.7.3 Resolución de 7 de Julio de 1995. 

375 Vid. POIRIER, M., en “L’accession au travail. Insertion ou formation? op.cit. pág.262 y 263 

376 Me parece importante subrayar que mientras el mayor o menor grado de atención puede ser 
irrelevante cuando el contrato de trabajo en alternancia sea para la formación, puede no serlo cuando en PGS se 
suscriba un contrato de trabajo ordinario en la medida en que el régimen jurídico de este último no garantice de la 
misma forma que lo hace el contrato para la formación que la prestación de trabajo tenga un objetivo formativo y 
acorde con la formación teórica y que se ejecute en régimen de alternancia con ésta. 
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 1) La prestación de trabajo.-  En los programas mixtos 

formación-empleo, como ya se anunció supra , la relación de 

trabajo-formación no responde al tipo de relación q ue según 

FAVENNEC-HÉRY es característica de los contratos de  formación en 

alternancia, esto es, el trabajo subordinado al obj etivo de la 

formación y, en consecuencia, “asimilación muy ampl ia, e incluso 

una identidad entre trabajo y la formación” 377 . 

Diversamente en los PGS y ET, CO y TE no se da esta  relación 

teleológica. Hay dos aspectos relacionados con la p restación 

laboral que, en efecto, llevan a cuestionar que en el marco de 

estos programas el trabajo esté subordinado al obje tivo de la 

formación, lo que de no ser así, a mi juicio, plant earía 

problemas de adecuación del objeto del contrato sus crito en estos 

programas con el del contrato para la formación. 

 

En primer lugar, el trabajo productivo que realiza el 

alumno-trabajador se vincula principalmente al obje tivo de la 

inserción y sólo secundariamente la normativa de lo s programas 

asigna a la prestación de trabajo un objetivo forma tivo. 

Así las Ordenes de 14 de Noviembre de 2001 establec en, por 

una parte, que  las obras o servicios de utilidad p ública o de 

interés social que se desarrollen en ET, CO y TE “d eben 

posibilitar a los alumnos-trabajadores la realizaci ón de un 

trabajo efectivo que, junto con la formación profes ional 

ocupacional recibida, que estará relacionada direct amente con 

dicho trabajo, procure su cualificación profesional  y favorezca 

su inserción laboral” 378  y, por otra, que en el desarrollo de los 

                                                 
377 Cfr. FAVENNEC-HÉNRY, F., en “Trabajo y formación profesional, una frontera que se 

desdibuja”, Revista Internacional del Trabajo, vol.115, núm.6, 1996, págs.722 y 723. 

378 Cfr. TE en el art.1.3 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001 y para ET y CO en art.1.2 de la 
Orden de 14 de Noviembre de 2001. 
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programas “el aprendizaje y la cualificación se alt ernan con el 

trabajo productivo en actividades de interés públic o o social que 

permitan la inserción a través de la profesionaliza ción y 

adquisición de experiencia de los participantes” 379 .  

 

En segundo lugar, en relación con la duración del t rabajo 

efectivo. 

Entre los mecanismos de tutela del interés del trab ajador 

contratado para la formación el art.11.2,e) del ET hace depender 

la duración del trabajo efectivo del tiempo dedicad o a la 

formación teórica. Este último -señala- se adecuará  a “las 

características del oficio o puesto de trabajo a de sempeñar y del 

número de horas establecido para el módulo formativ o adecuado a 

dicho puesto u oficio” y  “en ningún caso será infe rior al 15 por 

100 de la jornada máxima” -legal o convencional-. D e esta manera 

legalmente; se limita la duración del trabajo efect ivo, que no 

podrá ser superior al 85% de la jornada máxima lega l o 

convencional, en su caso, y; simultáneamente, se ga rantiza un 

tiempo mínimo dedicado a la formación teórica. 

 

Antes de la reforma de 2001 esta garantía no estaba  prevista  

en la normativa de Escuelas-Taller y Casas de Ofici o, limitándose 

a establecer que “todos los alumnos-trabajadores re cibirán el 

mismo tiempo de formación con independencia del tip o de contrato 

                                                 
379 Cfr. TE en el art.3.1 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001 y para ET y CO en art.3.1 y 4.1 de la 

Orden de 14 de Noviembre de 2001. 
 

Resulta ilustrativo en este sentido que en Escuelas-Taller y Casas de Oficio la Resolución de 7 de Julio se 
limite a exigir -ex art.3.2,b- que el programa formativo que corresponde elaborar a la entidad promotora esté en 
correspondencia y de acuerdo con las diferentes unidades que componen la obra o servicio a ejecutar, en orden a la 
realización de la formación práctica y el trabajo real. 

Y, en sentido similar en Talleres de Empleo la Resolución de 31 de Marzo señala que los itinerarios del 
Plan Formativo “deberán corresponderse lo más posible a las unidades de obra o servicios a realizar” (art.2.2, a). 
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suscrito” 380 . Sin embargo, si se establecía para los Talleres d e 

Empleo en la Orden de 9 de Marzo de 1999 y aún mejo raba el mínimo 

legal del art.11.2,e)del ET, al prohibir que el tie mpo dedicado a 

la formación teórica fuera inferior al 25 por 100 d e la jornada 

máxima -convencional o legal- 381 . 

Tras la reforma 2001 en la normativa de los program as no hay 

previsión alguna que imponga que el cálculo de la d uración del 

trabajo efectivo se haga en función del tiempo de f ormación 

teórica,  ni que exija un tiempo mínimo dedicado a la formación 

teórica. 

Ante tal silencio cabe plantearse si en realidad la  

normativa de los programas está introduciendo una e specialidad en 

el régimen jurídico del contrato para la formación o si 

diversamente se ha eliminado cualquier referencia a  la duración 

del trabajo efectivo en el entendido de que las pre visiones del 

art.11 del ET serán de aplicación supletoria. A mi juicio es esta 

segunda interpretación la que debe prevalecer.  

 

Es necesario precisar, por otra parte, que estatuta riamente, 

                                                 
380 Esta previsión, aunque equiparaba a todos los participantes en un mismo programa, no parecía 

garantizar que en todo caso hubiera que dedicar un tiempo mínimo a la formación teórica. De la misma cabía deducir 
que, únicamente, cuando en un mismo programa  hubiera alumnos contratados para la formación y otros no, el 
tiempo de formación sería como mínimo el impuesto por el art.11.2.e) del ET. En cambio, no ocurriría así cuando 
todos los participantes fueran titulares de un contrato ordinario ya que la norma pretendía que éstos tuvieran el 
mismo tiempo de formación pero no que éste  fuera el previsto en el art.11.2,e) del ET. 

381 El art.5.1 del RD 282/1999, de 22 de febrero por el que se establece el programa de Talleres de 
Empleo señala que: 

“El tiempo destinado a la formación se determinará en función de las características del proyecto formativo 
y de las necesidades individuales de los participantes en el mismo”.  
 

La derogada Orden de 9 de Marzo de 1999, dictada en desarrollo del RD 282/1999, de 22 de Febrero, 
establecía en el art.4.2 que: 

“El tiempo dedicado a la formación teórica, que se computará a todos los efectos como jornada efectiva de 
trabajo, se fijará en el contrato, en atención a las características del oficio o puesto de trabajo a desempeñar, del 
número de horas establecido, en sui caso, para el módulo formativo adecuado a dicho puesto y la duración del 
contrato. En ningún caso dicho tiempo de formación será inferior al 25 por 1000 de la jornada máxima prevista en 
convenio colectivo o, en su defecto, de la jornada máxima legal”. 
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como es sabido, no se garantiza un tiempo mínimo de  formación 

para el contrato de trabajo ordinario, por tanto, e n los PGS el 

silencio de la norma significará que cuando se susc riba un 

contrato ordinario, la duración del trabajo efectiv o no siempre 

se calculará en función del tiempo de formación teó rica y que 

tampoco se exigirá un tiempo mínimo dedicado a ésta . 

Hay que tener en cuenta, por otra parte, que las no rmas 

autonómicas que regulen los PGS tampoco podrán esta blecerla en la 

medida en que afecta a una materia reservada al Est ado. 

 

2) La obligación formativa del empresario.-  Las normas 

reguladoras de los programas imponen a la entidad p romotora la 

obligación de asegurar la formación de los alumnos- trabajadores, 

pero al incumplimiento de tal obligación únicamente  anudan 

sanciones administrativas. 

Por ello, en el plano contractual las consecuencias  

jurídicas del incumplimiento empresarial de las obl igaciones en 

materia de formación diferirán según la modalidad c ontractual 

utilizada. 

Así, respecto de un trabajador contratado para la f ormación, 

cuando la entidad promotora incumpla en su totalida d  sus 

obligaciones en materia de formación teórica, en vi rtud del 

art.11.2,k) del ET, se presumirá que el contrato es  un contrato 

común y ordinario por tiempo indefinido, por inexis tencia de la 

causa que justifica la aplicación de un régimen jur ídico 

especial. 

 

La ambigüedad de la norma jurídica contenida en el 

art.11.2,k) del ET -reiteradamente puesta de manifi esto por la 

doctrina, ha dado lugar a que desde ésta se propong an diversas 

interpretaciones en torno, tanto a su presupuesto d e hecho, como 
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a la consecuencia jurídica que al mismo anuda 382 . Y, tampoco los 

criterios judiciales resultan ser del todo clarific adores 383 .Hay 

que tener en cuenta, además, la distinta consecuenc ia que tal 

incumplimiento producirá cuando la entidad promotor a sea una 

Administración Pública.  

En cualquier caso, es decir, cualquiera que sea el alcance 

del incumplimiento al que se refiere el art.11.2,k)  del ET y la 

naturaleza de la presunción ahí contenida, lo relev ante ahora es 

 que para los trabajadores sujetos a un contrato or dinario tal 

consecuencia jurídica no se producirá por no estar prevista en el 

                                                 
382 Una cabal interpretación del presupuesto de hecho de la norma exigiría, a mi juicio, ponerlo en 

relación con la finalidad formativa de esta modalidad contractual y por tanto con el contenido de la formación teórica 
del contrato para la formación. Actualmente, tras la reforma de 1997, la formación profesional que debe cursar el 
trabajador contratado para la formación, como quedó apuntado supra, se encuentra determinada reglamentariamente.  

El art.3.3 del RD 797/1995 señala, en efecto, que la formación teórica de estos contratos “estará referida a 
la totalidad de los módulos profesionales de carácter teórico que integren el itinerario formativo de la 
correspondiente ocupación, cuando el contrato de aprendizaje (hoy, formación) tenga por objeto el desempeño 
adecuado de un oficio, o al módulo profesional asociado a la unidad de competencia con valor y significado para el 
puesto de trabajo cuyo aprendizaje constituya el objeto del contrato”. 

Por tanto habrá que entender que el presupuesto de hecho del art.11.2,k) del ET se produce cuando el 
trabajador por causas imputables al empresario no pueda cursar la totalidad de los módulos que compongan el 
itinerario formativo convenido al suscribir el contrato para la formación. Si así ocurre, por no cursar uno, varios o 
todos, el trabajador no habrá alcanzado el nivel de cualificación que a partir de la reforma de 1997 se ha incorporado 
al régimen jurídico del contrato en tanto que configurador de la causa formativa del mismo. No se trata ya de que el 
trabajador se forme a través del trabajo sino de que, alternando formación y trabajo, alcance el nivel de cualificación 
acordado como objeto de su contrato. 

Por tanto, habrá que entender que el empresario cumple la totalidad de sus obligaciones cuando se alcance 
el resultado pretendido, es decir, cuando el trabajador adquiera dicho nivel de cualificación y que de no ser así por 
causas imputables al empresario, estaríamos en el supuesto del art.11.2,k) del ET. 

Lo anterior será predicable respecto de un contrato para la formación <<ordinario>> y las cosas no pueden 
diferir si se trata de un contrato de esta misma naturaleza pero suscrito en el marco de un programa mixto formación 
empleo. La diferencia radica en que el contenido de la formación teórica en dichos contratos será establecida por la 
entidad promotora como contenido del plan formativo. En coherencia con lo antes señalado habrá que considerar el 
plan formativo como un <<todo>> y entender producido el supuesto de hecho cuando la entidad promotora no 
imparta uno, varios o todos los módulos en que se estructure el mismo. 
 

Por otra parte en relación con la consecuencia jurídica de la norma, tampoco hay un criterio uniforme en 
torno al carácter de la presunción a favor del carácter común u ordinario del contrato para la formación establecida 
en el art.11.2,k) del ET y también aludida en el art.22 del RD 488/1998. 

Cabe entender que al establecerse en un precepto titulado presunciones, ésta admitirá prueba en contra, que 
correspondería al empresario. Sin embargo, la literalidad  del precepto estableciendo que “se considerará” y no que 
“se presumirá” conduce a entender que se trata de una presunción iuris et de iure, que no admite prueba en contrario. 
En este sentido, SALA FRANCO, T., “Los contratos formativos. (En torno al artículo 11)”, en REDT, núm.100, 
2000, pág.404. 

383 Vid. STS de 19 de Febrero de 1996, A/1302, 27 de Abril de 1998, A/3068 y de 30 de Junio de 
1998, A/5540. 
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régimen legal aplicable a su contrato 384 . Y, a mi juicio, tampoco 

existe habilitación legal que permitiera a las norm as 

reglamentarias que regulan los programas establecer  esta 

garantía. 

 

Únicamente cabría plantear si en estos casos, la fa lta de 

formación teórica y/o práctica se puede considerar un supuesto de 

fraude de ley, o si, diversamente, se está ante un mero 

incumplimiento contractual del empresario. 

La falta de formación teórico-práctica puede supone r que el 

trabajador realice obras o servicios distintos de l os que 

constituyen el objeto del contrato, desde el moment o que en 

dichas actividades faltará el elemento formativo qu e las 

caracteriza en el marco de un programa formación-em pleo. De ser 

así, a mi juicio se incumpliría uno de los requisit os de validez 

del contrato para obra o servicio determinado, regu lados en el 

art.15.1,a) del ET consistente según el TS en que  “en el 

desarrollo de la relación laboral, el trabajador se a ocupado en 

la ejecución de aquélla o en el cumplimiento de ést e y no 

normalmente en tareas distintas ” 385 .  Cuando el incumplimiento 

empresarial sea, si no absoluto, sí de suficiente e ntidad como 

para que la diferencia entre las tareas comprometid as y las 

efectivamente realizadas sea significativa y habitu al 386 , 

                                                 
384 En el plano contractual a mi juicio las obligaciones de la entidad promotora y del alumno-trabajador 

forman parte del contenido de su contrato y por tanto su incumplimiento habría que considerarlo un incumplimiento 
contractual, no obstante, el régimen legal del contrato, al ser el común, no prevé como consecuencia la novación del 
contrato. 

385 Cfr. las ya referenciadas: STS de 11 de Noviembre de 1998 (F.J.3), en relación con el programa de 
ayuda a domicilio y las SSTS de 30 de Diciembre de 1996, (F.J.4) y la de 10 de Diciembre de 1996 (F.J.2) en 
relación con contratos para obra o servicio determinado suscritos con el INEM. 

386 El TSJ de Cataluña en sentencia de 22 de Marzo de 1999, A/5758, entiende que “impide estimar 
fraudulento el contrato por el hecho de que el trabajador pudiere haber prestado ocasionalmente sus servicios en 
obras o actividades distintas a las que constituyen el objeto de la contratación” (F.J.2). En el mismo sentido, 
requiriendo un incumplimiento especialmente cualificado, STSJ de Castilla y León/Valladolid, de 7 de Junio de 
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permitirá entender fraudulento el contrato de traba jo, operando 

la consecuencia prevista en el art.15.3 del ET, est o es, la 

novación contractual 387 . 

Por otra parte, teniendo en cuenta que los contrato s se 

suscriben en el marco de programas de actuación adm inistrativa 

hay que plantear cual será la consecuencia jurídica  de que las 

actividades no siendo formativas tampoco sean las q ue de forma 

ordinaria realiza la entidad promotora, y que, por tanto, bien 

pudieran justificar la suscripción de un contrato p ara obra o 

servicio. Únicamente en el caso de que esta circuns tancia 

resultara irrelevante se estará ante un supuesto de  fraude de ley 

que traerá como consecuencia la novación del contra to y, como 

corolario, su desvinculación con el programa en el que fue 

suscrito y, con ello, de los fondos públicos asigna dos. De manera 

que si llegado el caso, la entidad promotora no cue nta con fondos 

para que la actividad continúe, podrá extinguir los  contratos de 

trabajo pero para ello deberá alegar causas económi cas. 

 

De todo lo anterior se deduce que en el contrato pa ra la 

formación, la formación del trabajador, tanto teóri ca como 

práctica, se ve garantizada por la sanción legalmen te prevista 

ante los incumplimientos de las obligaciones del em presario al 

respecto, consistente en la novación del contrato d e trabajo.  

Sin embargo, tal garantía no opera en los contratos  para 

obra o servicio en los cuales únicamente se prevé c omo sanción 

que el empresario devuelva las ayudas que hubiera o btenido ya que 

                                                                                                                                                         
1999, A/2722, (F.J.2), así como las de, Castilla-La Mancha de 10 de Marzo de 1993, A/1626, (F.J.2) y País Vasco de 
6 de Octubre de 1998, A/7273, (F.J.2). 

387 Para CAMPS RUIZ más que un supuesto de fraude de ley se trata de un supuesto de simulación 
relativa de contrato temporal, cfr. en “La contratación laboral temporal”, op. cit. págs.50 a 54.   En idéntico sentido 
MERCADER UGUINA, J., en La contratación temporal en la jurisprudencia del Tribunal Supremo, op. cit. 
pág.125. 
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la recalificación del contrato sólo operaría si se entendiera que 

hubo fraude de ley pues, en caso contrario, estaría mos ante un 

mero incumplimiento contractual. 

3) La obligación retributiva del empresario.-  La obligación 

retributiva del empresario en el contrato de altern ancia se 

singulariza cuando los servicios del trabajador se remuneran con 

cargo a subvenciones públicas 388 , y así ocurre en el marco de los 

programas formación-empleo. 

La importancia de estas ayudas o subvenciones públi cas ya ha 

sido resaltada con anterioridad y, como se dijo, so n un elemento 

en cierta manera perturbador del carácter sinalagmá tico y oneroso 

del contrato de trabajo que condiciona su régimen j urídico 389 . 

 

En referencia concreta ahora a la obligación retrib utiva del 

empresario se plantean varios interrogantes. 

En primer lugar, ¿el hecho de que la retribución ec onómica 

del trabajo prestado por el alumno-trabajador se re alice con 

cargo  a las ayudas públicas previstas para estos p rogramas, 

exonera a la entidad promotora de su contraprestaci ón 

retributiva? A mi juicio no es así, salvo que se en tendiera que 

en realidad la parte-empresarial del contrato de tr abajo no es la 

entidad promotora, sino el INEM. 

La condición de empresario la ostenta, sin ningún g énero de 

dudas, la entidad promotora en la medida en que sus cribe los 

contratos de trabajo, abona el salario al trabajado r, paga sus 

cotizaciones a la Seguridad Social y dirige y contr ola el 

funcionamiento de las ET,CO y TE 390 .  

                                                 
388 Vid. POIRIER, M., en “L’accession au travail: insertion o formation?” op. cit. págs.260 y 261. 

389 Vid. POIRIER, M., en “L’accession au travail: insertion o formation?” op. cit. págs.261. 

390 Vid. STSJ de Castilla y León/Valladolid de 17 de Septiembre de 1996, A/2830, (F.J.5 y 7). 
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Pero el INEM no es totalmente ajeno a la relación l aboral ya 

que participa en la selección del personal y en la subvención de 

los costes salariales de la contratación. No obstan te, su  

aportación económica hay que entenderla como produc to de la 

actividad de fomento y enmarcada en la relación de colaboración 

que existe entre éste y la entidad promotora, y, no  como 

prestación salarial 391 . 

 

En el marco de los programas formación-empleo, a mi  juicio, 

tampoco el INEM tiene responsabilidad salarial soli daria. La 

relación de colaboración existente entre las entida des promotoras 

y el INEM, no permite considerarlo, a los efectos d el art.42 del 

ET, como empresa principal que encarga la realizaci ón de obras o 

servicios correspondientes a su propia actividad a las entidades 

promotoras que participan en los programas. Y, al n o ser así, no 

operará la consecuencia jurídica establecida en el citado 

precepto legal y el INEM no será responsable solida rio de las 

deudas salariales de aquéllas en los términos fijad os 

estatutariamente. 

 

En apoyo de la afirmación anterior puede traerse a colación 

un pronunciamiento del TS en unificación de doctrin a en relación 

con un supuesto que, no siendo idéntico al que aquí  se plantea, 

guarda con éste gran similitud ya que se cuestiona si el INEM es 

responsable solidario de las deudas salariales de l os centros 

colaboradores que participan en los programas del P lan FIP. 

Este tribunal en sentencia de 29 de Octubre de 1998 392   

                                                 
391 Vid. STSJ de Madrid de 13 de Julio de 1993, A/3690, (F.J.1). 

392 STS u.d. de 29 de Octubre de 1998 A/9049 resuelve estimando el recurso de casación en 
unificación de doctrina interpuesto por el INEM contra STS Castilla-La Mancha de 6 de Febrero de 1998 A/399. 
Vid. Cometario a la misma por MARTIN JIMENEZ, R., “Descentralización funcional en las Administraciones 
Públicas y <<propia actividad>>” en RL, 1999, Tomo I, págs.705 a 710. 
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resuelve en sentido negativo. Entiende que en este caso no 

concurren los requisitos que integran el supuesto d e hecho del 

art.42 del ET, ” la propia actividad del INEM  -afirma el TS-  es el 

fomento de la formación ocupacional mediante la sub vención de los 

cursos, pero no la realización de los mismo, que co rre a cargo de 

empresas y entidades colaboradoras ”. Y, en consecuencia, 

concluye,  “ no ha surgido la responsabilidad del empresario 

comitente por deudas salariales prevista en dicho a rtículo ” 393 . 

                                                                                                                                                         
 La STSJ de Castilla-La Mancha que el TS casa y anula, consideró que en el marco de los convenios de 

colaboración entre el INEM y las empresas o entidades que participan en el Plan FIP, el INEM ha de considerarse, a 
los efectos del art.42 ET, empresa principal o empresa comitente que subcontrata o encarga la realización de obras o 
servicios correspondientes a su propia actividad. En consecuencia llega a la conclusión de que el INEM debe abonar 
los salarios debidos por la empresa demandada, habida cuenta de que ésta no los ha hecho efectivos en su momento. 

A una solución contraria en un supuesto sustancialmente igual llegó el TSJ Galicia en la sentencia de 12 de 
Abril de 1994 A/1758 que se aportó como sentencia de contraste. Se trataba también de  un convenio de 
colaboración entre el INEM y una entidad colaboradora -en este caso, una corporación municipal-, en virtud del cual 
esta última participaba en actividades de formación profesional ocupacional subvencionadas por el Plan FIP. Y 
también se reclamaba la responsabilidad solidaria del INEM por salarios debidos en la impartición de dichas 
actividades formativas.  El TSJ de Galicia resolvió considerando que no existía la responsabilidad solidaria 
reclamada al INEM porque la realización directa de los cursos de formación profesional ocupacional no forma parte 
del núcleo competencial de este organismo público. 
 

El STS de Castilla-La Mancha ya había resuelto  un caso sustancialmente igual en sentencia de 19 de Enero 
de 1998 A/5120, considerando que “pese a que la modalidad de descentralización productiva utilizada para la 
impartición de los cursos no sea propiamente la de una contrata, sino la más particular de la suscripción de un 

Convenio con un Centro Colaborador -que queda sujeto a unas exigencias y control de su actividad por parte del 

INEM-, no estaríamos en realidad ante un supuesto, por su finalidad, muy distinto del contemplado en el art.42 del 

ET... Desde una perspectiva finalista, nos encontramos ante el supuesto en que el INEM, empresa principal, 

concierta con una determinada empresa privada la realización de una actividad que es propia del Ente Gestor, que 

la desarrolla bajo su supervisión, controlando su desarrollo y quien entrega una subvención destinada, entre otras 

cosas, a subvenir los gastos del personal empleado para la realización de los cursos concertados” (F.J.3). No me 
consta que contra esta sentencia se haya interpuesto recurso de casación para unificación de doctrina. 
 

Hay que tener en cuenta, como indica la anterior resolución, que, en cambio, el TS en u.d. si ha entendido 
que existe responsabilidad solidaria  del Ministerio de Educación respecto del pago de salarios del personal docente 
contratado en Centros Concertados. Vid. las SSTS ahí referidas, de 22 de Diciembre de 1993 A/9981, de 3 de Julio 
de 1995 A/6585 y de 21 de Febrero de 1996 A/1306. 

393 A tal conclusión llega el TS: 
En primer lugar, aplicando la teoría de las <<actividades indispensables>> en la interpretación del concepto 

jurídico (F.J.2) 
En segundo lugar teniendo en cuenta el papel que el INEM desempeña en el sector de la formación 

profesional ocupacional: ”la propia actividad del INEM -afirma el TS- es el fomento de la formación ocupacional 
mediante la subvención de los cursos, pero no la realización de los mismo, que corre a cargo de empresas y 

entidades colaboradoras”. (F.J.3) 
“Visto el fenómeno desde la perspectiva general de la ordenación del sector de la formación profesional”  -

el TS afirma- “no existe un servicio público de formación profesional ocupacional cuya gestión esté atribuida al 
INEM en régimen de exclusiva, sino un conjunto de actividades concurrentes públicas y privadas de formación 
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La doctrina del TS recogida en esta sentencia, a mi  juicio, 

puede perfectamente aplicarse también a las relacio nes laborales 

que surgen con ocasión del desarrollo de los progra mas mixtos 

formación-empleo ya que, la intervención del INEM e n los mismos, 

así como su colaboración con las entidades promotor as de los 

proyectos, se produce en los mismos términos que en  los programas 

exclusivamente formativos del Plan FIP, esto es, su bvencionar 

parte de las actividades e intervenir con las entid ades 

promotoras en la programación de las actividades y en la 

preselección de los alumnos participantes. 

En este sentido hay que tener en cuenta que, a juic io del 

TS, “ tampoco las tareas formativas organizadas y desarro lladas 

por terceros - como sería el caso de las entidades promotoras de 

ET, CO y TE- se convierten en servicios propios del INEM por el 

hecho de que éste las subvencione. La actividad de fomento de los 

poderes públicos es por definición una actividad ex terna, que no 

incorpora al ciclo o ámbito de actividad del organi smo público 

las labores o tareas que son objeto de fomento. Sól o serán 

propias del INEM, por tanto, aquellas tareas format ivas que 

realiza o lleva a cabo directamente ”. 

Resulta significativo al respecto que la Resolución  de 7 de 

Julio de 1995 para ET y CO (art.2) y, en idénticos términos, la 

Resolución de 31 de Marzo de 1999 para TE (art.1), señalen que 

“la promoción y gestión de los programas se llevará  a cabo de 

manera compartida entre las entidades promotoras y el INEM. Este 

se reserva la programación, supervisión, coordinaci ón, 

seguimiento y control, valoración de resultados y f inancia parte 

                                                                                                                                                         
profesional ocupacional, que el INEM se encarga de fomentar. El hecho de que este organismo público subvencione 

parte de estas actividades o el hecho de que tenga incluso intervención en la programación de las actividades 

subvencionadas y en la preselección de los alumnos participantes en las mismas (art.5.1 RD 631/1993) no le 

convierte en empresario comitente de dichos servicios formativos” (F.J.3). 
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de los proyectos mediante el otorgamiento de las su bvenciones 

correspondientes. Las entidades promotoras plantean  la 

iniciativa, desarrollan la gestión y procuran la in serción final 

y al mismo tiempo aportan parte de la financiación de los 

proyectos”. 

   Podrá afirmarse, por tanto, que no existe respon sabilidad 

solidaria del INEM respecto de las deudas salariale s contraídas 

por las entidades promotoras de los proyectos de ET , CO y TE. 

 

Resuelto el primer interrogante planteado sobre la 

obligación retributiva en el sentido de que la enti dad promotora 

no queda eximida de ésta por el hecho de existir ap ortación 

financiera del INEM para subvencionar los costes sa lariales de 

los alumnos-trabajadores, surge a continuación una nueva 

cuestión, esta vez en relación con la cuantía del s alario de 

estos trabajadores. 

 

La cuestión planteada deriva de la ambigüedad de la s normas 

de aplicación a los programas ya que, si bien prevé n que con 

cargo a los presupuestos del INEM se subvencionen l os costes 

salariales derivados de la contratación de los alum nos-

trabajadores, no aclaran si la entidad promotora, a  consecuencia 

de ello, estará total o parcialmente exenta de sopo rtar la carga 

financiera que representa la remuneración. Dicho de  otro modo, la 

normas al establecer las subvenciones para los prog ramas de 

formación-empleo fijan la cuantía de las destinadas  a sufragar 

los costes salariales pero no precisan si con ellas  se sufraga 

total o parcialmente los salarios. 

 

Conviene recordar que, según las normas de los prog ramas ET, 
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CO y TE antes citadas 394 , la financiación del proyecto corresponde 

en parte al INEM mediante el otorgamiento de las su bvenciones 

correspondientes, pero que las entidades promotoras  también 

aportan parte de la financiación. 

En base a lo anterior parece que lo razonable sea e ntender 

que sobre la entidad promotora pesa la totalidad de  la carga 

financiera que representa la remuneración de los al umnos-

trabajadores, en cuanto obligada a retribuirles el trabajo 

prestado, y que la aportación económica del INEM es  una ayuda o 

subvención destinada a fomentar los proyectos, redu ciendo -e, 

incluso  eliminando, según el caso- los costes sala riales que su 

ejecución comporta y que deben ser asumidos por la entidad 

promotora. 

De manera que la carga financiera de la entidad pro motora  

sólo se verá disminuida cuando exista una resolució n aprobatoria 

de la subvención y su minoración será inversamente proporcional a 

la cuantía destinada por el INEM a sufragar los cos tes 

salariales. 

                                                 
394 Resolución de 7 de Julio de 1995 para Escuelas-Taller y Casas de Oficio (art.2) y la Resolución de 

31 de Marzo de 1999 para Talleres de Empleo (art.1). 

 Desde esta perspectiva el salario de los trabajado res no 

siempre vendrá determinado por la cuantía de la sub vención. 

Además desde un punto de vista jurídico las normas reglamentarias 

que son de aplicación a los programas en los que se  suscriben los 

contrato de trabajo no pueden fijar la remuneración  de los 

trabajadores desconociendo las previsiones legales o 

convencionales -de existir- al respecto. 

 

Señalado lo anterior interesa adentrarse en las con cretas 
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previsiones que al respecto establecen las normas d e los 

programas. 

En TE la norma 395  señala que el INEM subvencionará, 1'5 veces 

el s.m.i., incluida la parte proporcional de dos pa gas 

extraordinarias, así como la totalidad de las cuota s a cargo del 

 empleador 396 . 

 

En ET y CO la norma señala que el INEM subvencionar á el 75% 

del s.m.i y la totalidad de las cuotas a cargo del empleador 397 .  

Por lo que se dijo antes, esta previsión no puede s ignificar 

que el salario de los contratados en ET y CO sea el  75% del 

s.m.i. 

                                                 
395 Vid. art.12.1,b) de la Orden de 14 de Noviembre de 2001. 

396 Antes, en TE el art.8.1,b) de la Orden de 9 de Marzo de 1999 señalaba que el INEM 
subvencionaría, bien 1'5 veces el s.m.i., bien la cuantía prevista en el convenio colectivo de aplicación, de ser ésta 
inferior. Como parece obvio, con esta previsión se pretende evitar que la entidad promotora perciba una subvención 
superior al salario que debe abonar al trabajador y, simultáneamente, podría deducirse que la subvención tiene por 
objeto cubrir la totalidad de la retribución del trabajador, que será la que establezca el convenio colectivo aplicable  
y, en su defecto, 1'5 veces el s.m.i. 

397 En ET y CO la norma distinguía según la modalidad contractual. Así el art.14.1,d) de la Orden de 3 
de Agosto de 1994, derivado de los cambios introducidos por la Orden de 6 de Octubre de 1998., fija; para contratos 
para la formación, el INEM subvencionará el 75% del s.m.i y la totalidad de las cuotas a cargo del empleador; y, 
para otras modalidades contractuales, la subvención sería equivalente a la anterior y se  subvencionarán las cuotas 
patronales, pero en este caso referidas a una retribución del 75% del s.m.i.  

En efecto, para los contratados en formación habrá que 

entender que es de aplicación el régimen salarial e stablecido en 
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el art.11.2 del ET según el cual les corresponde la  retribución 

establecida en el convenio colectivo y, en su defec to, como 

mínimo el salario mínimo interprofesional en propor ción al tiempo 

de trabajo efectivo. Y, si se aplicara este criteri o legal para 

determinar la retribución  de estos trabajadores en  ET y CO, no 

siempre arrojaría como resultado que su salario fue ra el 75% del 

s.m.i. -que es la cuantía de la subvención-, para e llo sería 

necesario que la norma hubiera prefijado un tiempo dedicado a la 

formación teórica del 25% de la jornada cosa que, c omo hubo 

ocasión de ver supra , no hace. 

 

De cualquier forma, me parece significativo que el Real 

Decreto-Ley 5/2002 de medidas urgentes para la refo rma del 

sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad, 

al regular el programa de RAI establezca la incompa tibilidad 

entre la RAI -75% del s.m.i.- y los salarios que pr ovengan de 

contratos de inserción u otros subvencionados por e l INEM 

(aptdo.8º,3), d), entre los que indudablemente pued en incluirse 

los enmarcados en ET,CO y TE, mientras que no se es tablezca tal 

incompatibilidad con los salarios que provengan del  trabajo por 

cuenta ajena realizado por el beneficiario de la RA I -

aptdo.8º,4), d-. De estas previsiones parece despre nde que el 

R.D-Ley presume que la cuantía del salario se corre sponde con la 

cuantía de la subvención, ya que, en caso contrario  ¿por qué no 

considerarlos compatibles? 

 

Una cuestión surge al hilo de lo anterior: ¿En los PGS, la 

formación profesional, en cuanto factor que incide y condiciona, 

el proceso productivo en el que se desenvuelve la r elación 

laboral y la prestación de trabajo, puede repercuti r en el 

régimen salarial de los trabajadores contratados pa ra obra o 
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servicio determinado?. 

No habrá obstáculo legal - ex  art.26.3 ET- a que mediante la 

autonomía colectiva o la individual se establezca u na estructura 

salarial en la que se tenga en cuenta el elemento f ormativo pero, 

¿en base a este factor, se puede establecer una ret ribución 

inferior al s.m.i.?. 

Sólo podría ser así cuando existiera habilitación l egal para 

ello. El régimen legal del contrato para la formaci ón tiene en 

cuenta el elemento formativo, permitiendo que la cu antía de los 

salarios pueda ser inferior al s.m.i. en función de l tiempo 

dedicado a la formación profesional teórica. Tras l a Ley 12/2001 

cabe plantearse si en base al art.15.6 del ET tambi én esto es 

posible para un contrato de trabajo ordinario. 

 Desde mi punto de vista, los convenios colectivos y los 

contratos de trabajo no podrán fijar un salario inf erior al 

s.m.i. para los contratados por obra y servicio det erminado en 

los programas en PGS, lo que en definitiva viene a significar que 

estos trabajadores, a diferencia de los contratados  para la 

formación, tienen garantizado el s.m.i. 

 

 De lo que antecede se deduce que el régimen salari al 

aplicable a los alumnos-trabajadores de PGS estará en función de 

la modalidad contractual utilizada, ya que, salvo q ue los 

convenios colectivos o contratos de trabajo lo evit en, el régimen 

salarial de los contratados para la formación  vari ará del 

aplicable a los contratados por obra o servicio det erminado. 

Como hubo ocasión de ver, se puede dar la circunsta ncia -

bien que con carácter excepcional- de que en un mis mo programa 

PGS coincidan  alumnos-trabajadores con contratos d e trabajo de 

distinto tipo, en tal caso, surge la duda de si las  diferencias 

retributivas que de ello se derivan están basadas e n unos 
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criterios objetivos que puedan justificarlas desde la perspectiva 

del principio de igualdad. A mi juicio esto no es a sí. 

La menor retribución de los contratados para la for mación 

prevista legalmente queda justificada en razón del tiempo que 

dedican a la formación teórica y en que prestan un trabajo de 

inferior valor en relación a otros trabajadores que  ya tienen 

experiencia.  Sin embargo, no creo que estas razone s puedan ser 

esgrimidas para justificar que se vean sometidos a un régimen 

salarial desigual en relación con los otros alumnos -trabajadores 

participantes en el mismo programa. No parece razon able entender 

que, en esas circunstancias, el trabajo de los cont ratados para 

la formación sea de inferior valor al realizado en virtud del 

contrato para obra o servicio determinado, y, por l o visto supra , 

tampoco el criterio del tiempo de formación teórica  puede ser 

utilizado porque será el mismo en ambos casos.  

 

c’) La formación profesional. 

 

1) El objeto de la formación profesional.- La normativa 

aplicable a los programas dificulta enormemente sab er cuál es el 

objeto de la formación, cuestión de enorme transcen dencia porque, 

como se avanzó, condiciona el objeto del contrato d e trabajo en 

alternancia. 

Resulta complicado saber si la formación tendrá por  objeto 

adquirir una cualificación, es decir, un determinad o nivel de 

cualificación al modo del objeto de la formación en  el contrato 

de trabajo para la formación, o si se puede limitar  a la 

adquisición de los conocimientos que sean necesario s para 

desempeñar un determinado puesto de trabajo aunque éste no sea 

cualificado. 
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En primer término, hay que recordar que la formació n básica 

y profesional correspondiente al nivel de la ESO; p uede aparecer, 

como objetivo en los programas ET, CO y TE cuando e l alumno no 

hubiera alcanzado dicho nivel formativo, y; siempre  será objetivo 

principal en los PGS. Ya manifesté supra  la opinión negativa que 

me merece que, con respaldo judicial, se utilice el  contrato para 

la formación como fórmula jurídica de alternancia c uando el 

objetivo de la formación se limite a adquirir el ni vel de 

formación correspondiente a la ESO y a lo allí seña lado me 

remito. 

 

En segundo término y sin perjuicio de lo anterior, las 

normas de ET, CO y TE son muy imprecisas en relació n con el 

objeto de la formación profesional. Sólo hacen refe rencia a la 

cualificación cuando configuran  el objeto del prog rama pero sin 

requerir que se forme a los alumnos trabajadores pa ra realizar un 

trabajo cualificado 398 . 

Señalan que “las obras o servicios de utilidad públ ica o de 

interés social que se desarrollen -en ET, CO y TE p orque el 

precepto es de idéntico tenor literal para los tres  programas- 

deberán posibilitar a los alumnos trabajadores la r ealización de 

un trabajo efectivo que, junto con la formación pro fesional 

ocupacional recibida, que estará relacionada direct amente con  

                                                 
398 Antes de la reforma de Noviembre de 2001: En TE el RD 282/1999 señala que los trabajadores 

“realizarán obras y servicios de utilidad pública o interés social, relacionados con nuevos yacimientos de empleo, y 
que posibiliten la inserción posterior de los participantes tanto en el empleo por cuenta ajena como mediante la 
creación de proyectos empresariales o de economía social” y en el desarrollo del TE “recibirán formación 
profesional ocupacional adecuada a la ocupación a desempeñar” (art.5).  

Y, si las previsiones anteriores no despejan la duda de que dicha ocupación requiera un nivel de 
cualificación, menos lo hace la Orden de 3 de Agosto al indicar cuál es el objeto de las ET y CO. Éste a tenor del 
art.1 es “promover la inserción de los participantes a través de su cualificación en alternancia con la práctica 
profesional en ocupaciones relacionadas con la recuperación del patrimonio, la rehabilitación de entornos urbanos o 
del medio ambiente, mejora de las condiciones de vida de las ciudades” y, a las anteriores, significativamente añade 
“ así como cualquier otra actividad de utilidad pública o de interés general y social que permita la inserción a través 
de la profesionalización y experiencia de los participantes” .   
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dicho trabajo, procure su cualificación profesional  y favorezca 

su inserción laboral” 399 . 

Parece que en todos los casos la normativa se limit a a 

exigir que las actividades que los alumnos-trabajad ores realicen 

sean de utilidad pública o de interés general, que favorezcan la 

inserción y procuren la cualificación del alumno-tr abajador, pero 

sin requerir una especial cualificación para ser de sempeñadas, y 

menos, que se les exija el nivel de cualificación  impuesto por 

el art.11, 2 del ET y concretado en el 5 del RD 488 /1998 de 27 de 

Marzo. 

 

2) El contenido de la formación profesional.- Antes de la 

reforma de 2001, las previsiones normativas sobre e l contenido de 

la formación profesional en la fase de los programa s en la que 

los participantes estarán vinculados a la entidad p romotora 

mediante un contrato de trabajo, adolecían de tal a mbigüedad e 

imprecisión que llevaban a poner en cuestión que la  formación 

teórica que se impartía en los mismos tuviera que a decuarse a los 

contenidos mínimos establecidos en los RR.DD. que r egulan los 

certificados de profesionalidad 400 . 

 

Actualmente las Ordenes de 14 de Noviembre de 2001  señalan 

que los alumnos-trabajadores “recibirán formación p rofesional 

ocupacional adecuada a la ocupación a desempeñar”, según un Plan 

de Formación que se incluirá en la memoria y que di cha formación 

                                                 
399 Cfr. para TE en el art.1.3 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001 y para ET y CO en el art.1.2 de 

la Orden de 14 de Noviembre de 2001. 

400 Vid.  Actualmente, no obstante, y a falta de normativa autonómica, la normativa estatal aplicable 
a Escuelas-Taller y Casas de Oficio no se pronuncia claramente en este sentido,  ya que, la Resolución del INEM de 
7 de Julio de 1995 se limita a establecer que en el Plan de Formación que presente la entidad promotora a efectos de 
solicitar la correspondiente subvención se concreten los contenidos de la formación profesional, y, que éstos sean los 
“necesarios para el desempeño de la ocupación y aquellos otros que se refieran a la formación 
complementaria”(art.3.2). 
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“se adecuará, <<en la medida de lo posible y en fun ción del 

oficio o puesto de trabajo a desempeñar>>, a los co ntenidos 

mínimos establecidos en los Reales Decretos que reg ulen los 

certificados de profesionalidad de las correspondie ntes 

ocupaciones” 401 . 

 

Aunque, como se ve, algo más precisa la normativa a ctual, de 

ella tampoco puede derivarse que  en todo caso la f ormación que 

recibirá el alumno-trabajador deba adecuarse a los contenidos 

mínimos establecidos en el certificado de profesion alidad de la 

ocupación relacionada con el oficio o puesto de tra bajo a 

desempeñar.  

 

A mi juicio, sin embargo, así debería ser por imper ativo del 

RD 797/1995 de 19 de Mayo 402 . Esta norma al establecer las 

directrices sobre certificados de profesionalidad y  los 

correspondientes contenidos mínimos de la formación  profesional 

ocupacional, encomienda a la administración compete nte para 

gestionar estos programas la tarea de adecuar su of erta formativa 

a los contenidos mínimos establecidos en los RR.DD.  que regulan 

los certificados de profesionalidad.  

Este criterio de programación, por tanto, se impone ; a las 

CC.AA. en los proyectos de Escuelas-Taller, Casas d e Oficio y 

Talleres de Empleo cuyo ámbito de actuación no exce da de su 

territorio, en la medida han asumido la gestión y c ontrol de los 

programas y como consecuencia su programación; y, a l Estado para 

proyectos que excedan el ámbito territorial de las Comunidades 

                                                 
401 Vid. TE art.3.4 de la Orden de 14 de Noviembre de 2001 y ET y CO en el art.5 de la Orden de 14 

de Noviembre de 2001. 

402 Vid. art.3 apartado 2 del RD 797/1995 teniendo en cuenta la modificación que en el mismo 
introduce el RD 282/1999 de 22 de Febrero que establece el programa Talleres de Empleo. 
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Autónomas. 

 

Del panorama descrito sobre el objeto y contenido d e la 

formación profesional surgen dos dudas interpretati vas: 

La primera, si la normativa de los programas, al in troducir 

especialidades en el objeto y contenido de la forma ción 

profesional en la fase de formación en alternancia,  se aparta de 

las que, en relación a estos aspectos, han servido para 

determinar el régimen jurídico del contrato para la  formación. 

A mi juicio así será cuando la programación de la E scuela 

Taller, Casa de Oficio o Taller de Empleo no impong a que el Plan 

Formativo se ajuste a los requisitos impuestos por el ET en el 

art.11,2,a), RD 488/1998 y por RD 797/1999. 

En caso contrario, el objeto y el contenido de la f ormación 

profesional variarían respecto de los previstos par a el contrato 

para la formación. En éste, como hubo ocasión de ap untar supra , 

la formación tiene por objeto alcanzar el nivel de cualificación 

necesario para poder desempeñar el oficio o el pues to de trabajo 

determinado y el contenido de la formación teórica,  viene 

determinado reglamentariamente y vinculado a los co ntenidos 

teóricos de los módulos formativos de los certifica dos de 

profesionalidad - ex  art.10 del RD 488/1998-. En concreto se exige 

- ex  art.3.3 del RD 797/1995- que cuando el contrato pa ra la 

formación tenga por objeto el desempeño adecuado de  un oficio, 

comprenda “la totalidad de los módulos profesionale s de carácter 

teórico que integren el itinerario formativo de la 

correspondiente ocupación”, y, cuando tenga por obj eto desempeñar 

un puesto de trabajo, la formación teórica del cont rato esté 

referida “al módulo profesional asociado a una unid ad de 

competencia con valor y significado para el puesto de trabajo”. 

Sólo en caso de no existir el correspondiente certi ficado de 
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profesionalidad, comprenderá “los contenidos  estab lecidos por el 

INEM para las ocupaciones o especialidades formativ as relativas 

al oficio o puesto de trabajo objeto del contrato” (art.10 del RD 

488/1998). 

 

 En segundo lugar, afirmada la posible disparidad e ntre el 

objeto y contenido de la formación profesional de l os programas y 

los del contrato para la formación, surge la duda d e si las 

previsiones anteriores, relativas al contenido de l a formación en 

el contrato para la formación, son de aplicación o no cuando este 

contrato se suscriba en uno de los programas formac ión-empleo a 

los que se está aludiendo. Considero que también aq uí hay que 

contestar afirmativamente ya que tanto el RD 488/19 98 como el RD 

797/1995 al que se remite son aplicables. El RD 488 /1998 en la 

disposición adicional segunda introduce particulari dades en su 

regulación para los contratos en Escuelas- Taller, Casas de 

Oficio y PGS, y entre éstas no aparece ninguna rela tiva al 

contenido de la formación. De manera que una posibl e discordancia 

entre el contenido de la formación del programa y e l del contrato 

para la formación debería impedir suscribir este úl timo.  

Mantener lo contrario supondría admitir que la norm ativa de 

los programas puede introducir especialidades en el  régimen 

jurídico del contrato de trabajo para la formación dirigidas a 

particularizarlo cuando se suscriba en un programa de formación-

empleo, y que, al hacerlo, puede contravenir el rég imen legal y 

reglamentario del contrato de trabajo para la forma ción. 

 

En cualquier caso, lo que sí parece evidente es que  en PGS, 

salvo que lo eviten las administraciones competente s para 

gestionar los programas, el objeto y el contenido d e la formación 

profesional  también puede variar en función de la modalidad 
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contractual utilizada, con lo que una vez más se re vela la 

dualidad de regímenes -alternancia y formación- y s urge un nuevo 

argumento en defensa de su unificación. 

 

3) La organización de la formación profesional .- La 

impartición de la formación profesional teórica cor responde, como 

regla general, a las entidades promotoras y, a tal fin, 

contratarán a personal docente y de apoyo. 

Este sistema en el que la formación no se imparte p or un 

centro formativo sino por la propia entidad promoto ra, plantea  

unos riesgos que han sido denunciados por la doctri na científica 

 respecto  a su utilización en el contrato para la formación. Los 

peligros que plantea dicha fórmula son principalmen te la 

confusión entre la formación teórica y práctica y l a dificultad 

de controlar no sólo la efectiva impartición de la formación 

teórica sino también la calidad de ésta, y, parece indudable que, 

en los programas de formación-empleo la situación s e puede 

agravar si se tiene en cuenta lo que sobre el objet o y contenido 

de la formación profesional teórica se ha dicho supra 403 . 

 

Las entidades promotoras corren con los gastos deri vados del 

proyecto educativo pero está previsto que éstos sea n 

subvencionados con cargo al presupuesto del INEM, i gual que 

ocurría con los costes salariales de los alumnos-tr abajadores. 

En efecto el INEM puede subvencionar los costes de formación 

profesional ocupacional y educación básica durante todo el 

proyecto. Su aportación económica se fijará en la r esolución 

                                                 
403 La doctrina francesa también es crítica con ésta fórmula de impartición a la que no es ajeno el 

Sistema de formación en alternancia francés. Frente a los riesgos apuntados propone POIRIER volver a la fórmula 
sobre la que reposaba el sistema de aprendizaje francés antes de la reforma de 1984, esto es, que la formación 
general teórica se desarrolle fuera de la empresa y la formación práctica en situación de trabajo se efectúe en la 
empresa. Cfr. POIRIER.M., en “L’accession au travail. Insertion ou formation?”, op. cit. pág.265    
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aprobatoria de la subvención correspondiente y esta rá destinada a 

sufragar: coste salariales de profesorado, director  y personal de 

apoyo, medios didácticos, material escolar y de con sumo y otros 

gastos que se estime oportuno. 

  

4) La certificación de la formación profesional.-  Finalizada 

su participación en el programa los alumnos recibir án un 

certificado expedido por la entidad promotora. Este  certificado 

tiene por finalidad acreditar la formación recibida   y por ello 

se exige que en él figure no sólo el tiempo dedicad o a la 

formación sino también el nivel de formación teóric o-práctica 

adquirida y los módulos formativos cursados. 

 

Hay que recordar que los contenidos de la formación  

profesional, en todos los casos, se organizan adopt ando una 

estructura modular a efectos de facilitar su acredi tación y 

convalidación con la formación profesional de otros  tipos de 

oferta formativa, como la reglada o la ocupacional -que también 

tienen estructura modular-. 

Con ello se posibilita; en el primer caso, que conc luido el 

programa, los alumnos de PGS puedan reinsertarse en  el sistema 

educativo a través de la prueba de acceso a la form ación de Grado 

Medio y los alumnos de Escuelas-Taller, Casas de Of icio y 

Talleres de Empleo puedan convalidar  los módulos c ursados para 

obtener el título profesional correspondiente; y, e n el segundo, 

que si al concluir el programa el alumno no ha comp letado el 

perfil profesional, pueda obtener la acreditación d e la formación 

adquirida a efectos de su convalidación con los mód ulos 

correspondientes del certificado de profesionalidad  de que se 

trate.  
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En los PGS el certificado incluirá las calificacion es 

obtenidas y éstas serán tenidas en cuenta para la e valuación de 

la prueba de acceso a los ciclos formativos de Form ación 

Profesional de Grado Medio y también podrán serlo a  efectos de 

convalidación con los módulos de los ciclos formati vos que se 

determinen. 

 

 

 

b) El convenio colectivo como fuente del régimen ju rídico 

específico aplicable al contrato de trabajo en alte rnancia . 

 

 

Como se ha visto, del hecho de que los contratos de  trabajo 

en alternancia se suscriban en el marco de un progr ama público de 

formación-empleo deriva que su régimen jurídico se singularice en 

virtud de las especialidades que en el mismo introd uce la 

normativa específica aplicable al programa. 

Interesa plantear a continuación qué papel puede ju gar la 

negociación colectiva en la configuración de dicho régimen 

jurídico. 

Más concretamente se trata de dilucidar si las 

peculiaridades que presentan las relaciones jurídic o laborales 

que surgen con ocasión de un programa mixto formaci ón-empleo, 

podrían justificar un tratamiento convencional dife renciado que 

particularizaría su régimen jurídico respecto del d e los 

restantes trabajadores de la entidad promotora. 

En sentido afirmativo lo ha entendido el TSJ de Paí s Vasco 404  

para un grupo de trabajadores contratados por un Ay untamiento en 

                                                 
404 Cfr. STSJ del País Vasco de 3 de Marzo de 1992, A/1285. 
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virtud de programas de empleo beneficiarios de subv ención pública 

-colectivo al que indudablemente pertenecen los con tratados al 

amparo de programas mixtos formación-empleo-. El di ferente 

tratamiento normativo al que está sometido el colec tivo de 

trabajadores apuntado, en este caso, deriva de la d eterminación 

del ámbito de aplicación del Reglamento de medidas del personal 

del Ayuntamiento de Bilbao. Este expresamente exclu ía de su 

ámbito personal a dicho colectivo de trabajadores, aplicándoles 

el Ayuntamiento el convenio colectivo del sector de  la 

construcción de Vizcaya. 

No entra el tribunal a resolver si la aplicación de l 

convenio colectivo de la construcción es correcta o  no 405 , sino a 

determinar si la diferencia de trato derivada de ap licar distinta 

norma laboral es discriminatoria en la medida en qu e la situación 

salarial diferente que origina resulta desventajosa  para el 

colectivo excluido del Convenio Colectivo del Ayunt amiento. 

Para el tribunal el origen de la desigualdad de tra to radica 

en la imposibilidad de aplicarles el Reglamento de medidas del 

personal del Ayuntamiento de Bilbao al excluir éste  expresamente 

de su ámbito personal a los contratados al amparo d e convenios 

con otras entidades que financien en parte las cont rataciones.   

 Dicha exclusión, a juicio del tribunal, supone una  

delimitación de su ámbito personal conforme al art. 85.2 b) del ET 

y es razonable en la medida en que se fundamenta en  “ la 

peculiaridad del acceso de los interesados a un emp leo temporal 

en el Ayuntamiento, distinto al personal fijo y tem poral 

contratado directamente por el mismo, y también en los objetivos 

que dicha contratación persigue, claramente separad a de la 

                                                 
405 Sobre esta cuestión -a la que se hará referencia infra- tuvo ocasión de entrar a resolver este mismo 

tribunal en sentencia de 8 de Octubre de 1996, A/3708 en virtud de una reclamación salarial de los alumnos-
trabajadores de una Escuela-Taller.   
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estricta atención a las necesidades de personal del  Ayuntamiento, 

como lo indica tanto la falta de participación de é ste en la 

selección como la amplia colaboración financiera qu e prestan las 

entidades que promueven la contratación ”(F.J.2).  

Estas circunstancias, a criterio del tribunal, otor gan un 

cierto grado de razonabilidad a la distinta situaci ón de uno y 

otro personal y en ello radica la imposibilidad de apreciar 

discriminación, aun cuando el convenio que se les a plica fije 

unos niveles salariales por debajo de los fijados p or la norma de 

aplicación al resto del personal. 

 

Cabe hacer dos observaciones a esta resolución judi cial: 

En primer lugar, no parece objetable que las peculi aridades 

de las relaciones laborales que se dan en el marco de estos 

programas, entre los que sin duda se encuentran los  programas 

mixtos formación-empleo, puedan hacer razonable que  su régimen 

jurídico difiera del que rige para el resto del per sonal que 

presta servicios en la entidad promotora.  

Sin embargo, entiendo discutibles las circunstancia s tenidas 

en cuenta por el tribunal en la sentencia que antec ede para 

justificar el origen de las diferencias de regulaci ón, esto es, 

la exclusión de ese colectivo del ámbito del conven io colectivo. 

Lo relevante sería, si acaso, la distinta clase de trabajo 

que realizan los trabajadores, así como las especia les 

circunstancias en las que éste se desarrolla 406 .   

El trabajo que realizan los alumnos-trabajadores es , en 

efecto, un trabajo más formativo que productivo y, ni el de 

éstos, ni el de los monitores y directores tendrá q ue ver, por 

                                                 
406 Las peculiaridades tenidas en cuenta por el tribunal, a mi juicio, más que para justificar su exclusión 

del convenio colectivo, servirían para determinar qué modalidad contractual utilizar para su contratación   -como se 
vio supra, el contrato para obra o servicio determinado como alternativa al contrato para la formación-.     
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regla general, con el que realizan los restantes tr abajadores de 

la entidad promotora. Por otra parte, el lugar en e l que se 

desarrollan las actividades formativas, es decir, l a Escuela-

Taller, Casa de Oficio o Taller de Empleo no es en realidad un 

centro productivo sino un centro formativo en el qu e se realizan 

tareas que perfectamente pueden desvincularse de la s que de forma 

habitual realiza la entidad promotora. 

De cualquier forma, por lo que se dirá a continuaci ón, tengo 

mis dudas de que estas particularidades alcancen má s allá de 

permitir que el convenio colectivo pueda establecer  una 

regulación especial en atención a las singularidade s 

concurrentes.  

 

En línea con lo anterior, cabe también objetar a la  

resolución judicial que antecede que la exclusión d el colectivo 

del ámbito del convenio colectivo sea la vía adecua da para 

establecer la diferenciación de regímenes jurídicos . 

La delimitación del ámbito de aplicación del conven io 

colectivo, como se sabe, está sujeta al principio d e igualdad y 

no discriminación 407  y, aunque pudiera pensarse que en este caso 

                                                 
407 El TSJ de Castilla-La Mancha en sentencia de 4 de Marzo de 1999, A/1398, entendió aplicable el 

régimen de permisos retribuidos establecido en el convenio colectivo para el personal laboral fijo del Ayuntamiento 
de Chinchilla a un trabajador que prestaba sus servicios para dicho Ayuntamiento, en una Casa de Oficio como 
monitor de carpintería, en virtud de un contrato para lanzamiento de nueva actividad. Pese a que dicho convenio 
excluía de su ámbito personal a los trabajadores con contrato temporal, al establecer en el art.1 que “las normas 
contenidas en el presente acuerdo, serán de aplicación a todo el personal laboral fijo, que preste sus servicios en el 
Ayuntamiento de Chinchilla de Motearagón” el tribunal entiende, aplicable dicho convenio colectivo en la medida en 
que “la diferencia de trato otorgada por el Ayuntamiento a su personal temporal en relación con el personal fijo 
resulta claramente discriminatoria, sin que pueda tener cobertura legal alguna, violando, frente a la tesis de la 

empresa el principio constitucional de igualdad”.  
En este supuesto la cláusula delimitadora del ámbito de aplicación del convenio colectivo es 

manifiestamente inconstitucional al excluir del mismo a un colectivo de trabajadores en base  exclusivamente a la 
temporalidad de su relación laboral en la medida en que las diferencias sustanciales que tal exclusión provoca en su 
régimen jurídico respecto al de los trabajadores contratados por tiempo indefinido es una desigualdad irrazonable y, 
por tanto, constituye una vulneración del principio de igualdad consagrado en el art.14 de la CE. 

Adviértase que a diferencia de este supuesto, en el contemplado por el TSJ del País Vasco la exclusión del 
Reglamento de medidas del personal del Ayuntamiento de Bilbao, no alcanza a todos los trabajadores, sino 
exclusivamente a los contratados al amparo de programas de empleo subvencionados por otros Entes Públicos. 
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existen diferencias objetivas entre este colectivo y el resto de 

trabajadores de la empresa que pudieran justificar su exclusión 

del convenio colectivo, sin embargo, hay que tener en cuenta que 

 dicha delimitación originará un tratamiento normat ivo no sólo 

diferenciado, sino, también -y esto sería lo releva nte para 

apreciar la discriminación-, menos favorable para l os 

trabajadores excluidos 408 . 

En este sentido, hay que tener en cuenta, por una p arte, que 

se trata de un colectivo de trabajadores con especi ales 

dificultades para negociar su propio convenio colec tivo y, por 

otra, que los tribunales entienden que tampoco les será de 

aplicación el convenio colectivo en cuyo ámbito fun cional pudiera 

encuadrarse la actividad que desarrolla la Escuela- Taller, Casa 

de Oficio o Taller de Empleo. Lo que en definitiva viene a 

significar que su exclusión del convenio colectivo aplicable a la 

entidad promotora les veda la posibilidad de que la s condiciones 

en que se desenvuelva su relación jurídica laboral se regulen 

convencionalmente. 

En efecto, reiteradamente los TTSSJ se han pronunci ado en 

contra de entender incluidos en el Convenio Colecti vo de la 

construcción a los alumnos-trabajadores de las Escu elas-Taller 

cuya actividad coincide con la del sector productiv o en la que se 

aplica el convenio -construcción, edificación y obr as públicas- 

y, prácticamente en todos los casos se ha resuelto en base a que 

la entidad promotora no es una empresa constructora  a la que 

quepa incluir en el ámbito del convenio sino <<un c entro 

formativo>> 409 . 

                                                 
408 Vid. BAYLOS GRAU, A., en “Trabajo temporal y no discriminación”, RL, 1987, Tomo II, pág.436 

y 437. 

409 Así, el TSJ del País Vasco en sentencia de 8 de Octubre de 1996, A/3708 resuelve en virtud de una 
reclamación salarial de los alumnos-trabajadores de una Escuela-Taller, promovida por un Organismo autónomo 
Local. Pretendían éstos que se les abonara la diferencia entre lo que venían percibiendo como consecuencia de su 
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Como consecuencia de la doctrina judicial apuntada y de  

prosperar la línea interpretativa mantenida por el TSJ del País 

Vasco en orden a que este colectivo pueda ser exclu ido del ámbito 

personal del convenio colectivo aplicable a la enti dad promotora 

en la que prestan servicios o en el supuesto de que  la entidad 

promotora no tuviera convenio colectivo, el régimen  jurídico de 

las relaciones laborales de los trabajadores contra tados en el 

marco de programas mixtos de formación-empleo  no s erá el 

establecido convencionalmente para la entidad promo tora y tampoco 

el establecido convencionalmente para un determinad o sector de 

producción, sino aquél que legal y reglamentariamen te rija para 

su contrato de trabajo. 

 

 Así las cosas, parece obvio que el tratamiento nor mativo 

                                                                                                                                                          
contrato como alumnos-trabajadores y lo que, a su juicio, les correspondía como peones al aplicar el Convenio 
Colectivo de la Construcción.  El tribunal desestima la pretensión al considerar que no les es de aplicación dicho 
Convenio Colectivo argumentando que “no nos encontramos ante una empresa de la construcción ni en el ámbito al 
que se refiere el convenio colectivo sino ante una Escuela-Taller que tiene por finalidad la inserción,..., y la 

promoción del patrimonio artístico,..., lo que haría ilusorio añadir al salario, por ejemplo, la paga de beneficios a 

que se refiere el Convenio Colectivo. En consecuencia -concluye- no estamos ante un contrato de carácter general 

de un trabajador de la construcción por lo que no es de aplicación del Convenio Colectivo (de la Construcción)” 
(F.J.3). 
 

En igual sentido la STSJ de Galicia de 7 de Marzo de 1998, A/1019 respecto de los trabajadores con 
contrato de aprendizaje, participantes en una Escuela-Taller promovida por un Ayuntamiento -Concello de Fuensanta- 
que reclamaban en conflicto colectivo les fuera aplicada la normativa sectorial de la Construcción, señala  que “no se 
está en presencia de una <<empresa>> que opera como tal en el sector de la construcción, edificación y obras 

públicas sino de un <<centro formativo>> o, en todo caso, de un <<programa público con finalidad formativa 

promovido por una Corporación local sin ánimo de lucro y sin beneficio con la prestación del trabajo de los 

alumnos>>, y a la que no puede encuadrarse en el aludido Convenio Provincial” (F.J.3). 
 

 Y también la STSJ de Aragón de 3 de Junio de 1998, A/2517 (Escuela-Taller promovida por la 
Mancomunidad de municipios “Alto Jalón”) en la que señala que la “Mancomunidad demandada no es una empresa 

constructora a la que quepa incluir en el ámbito material dibujado por el artículo 1 del Convenio Colectivo 

provincial y Anexo II,a) del Convenio Colectivo General de la Construcción. Es una de las Entidades Promotoras, 

sin fines de lucro, a que se refiere el artículo 2 de la Orden y, por consiguiente, la remisión del artículo 5.2 en 

materia de retribuciones salariales de los <<alumnos-trabajadores>> a la <<normativa vigente>> no puede ser 

entendida a la de un hipotético sector productivo, sino a la antes comentada de los arts.11 del Real decreto 

2317/1993, de 29 de Diciembre, 3.2,f) de la Ley 10/1994, de 19 de Mayo, y 11.2,f) del Texto Refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, aprobado por real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de Marzo. Téngase en cuenta, en 

último término, que el Proyecto Escuela-Taller <<Alto Jalón>> en que participó el demandante, distribuyo sus 

treinta y seis alumnos-trabajadores en cuatro especialidades distintas (albañilería, carpintería, forja, fontanería y 

pintura),..., resultando impensable un distinto sistema retributivo en función de la actividad preponderante de cada 

alumno según las fases que atravesara su ciclo formativo” (F.J.3). 
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menos favorable al que se verán sometidos derivará de la 

inaplicación del convenio colectivo originada por s u -todo hace 

suponer, involuntaria- exclusión del ámbito persona l del mismo y 

no de una diferenciación de regulaciones establecid a en un mismo 

convenio colectivo o derivada de distintos convenio s colectivos, 

lo que, por otra parte, también sería perfectamente  admisible 

desde el punto de vista constitucional 410 . 

La exclusión del convenio colectivo, por contra, ha y que 

concluir, introduce una desigualdad discriminatoria  en perjuicio 

de esa minoría de trabajadores de la entidad promot ora 411 . 

En consecuencia, considero que la vía indicada para  

establecer una regulación diferenciada debería cons istir en  

introducir diferencias de trato en el convenio cole ctivo aplicable 

-sea éste o no el de la entidad promotora- en aquel los aspectos de 

la relación laboral en los que no hubiera una igual dad <<radical e 

inicial>> 412 . 

 

 En otro orden de cosas, no me parece posible justi ficar, en 

base a las peculiaridades de estas relaciones juríd ico laborales, 

 que ante el silencio del convenio colectivo se exc epcione la 

aplicación del mismo a ese colectivo, ya que, ademá s de que 

posiblemente se atentase al principio de igualdad, en todo caso se 

vería afectada la “fuerza vinculante” del convenio colectivo. 

                                                 
410 Como señala RODRIGUEZ PIÑERO,M., en “Igualdad en los tratamientos normativos y convenio 

colectivo”, RL, 1990, Tomo II, pág.67 en torno a que la autonomía contractual establezca regulaciones diferenciadas 
que “se admite no sólo la diferenciación de regulaciones entre distintos convenios colectivos, sino también las 
distinciones dentro del ámbito territorial y funcional de un convenio colectivo; caben, pues,<<diferencias de 
regulación o de trato>> que las partes consideren convenientes o adecuadas, pero ello dentro del marco legal y 
constitucional, por lo que habrá que examinarse si la diferencia es o no razonable o aceptable”. 

Vid. la STC 136/1987, de 22 de Julio. 

411 Vid. en este sentido, BAYLOS GRAU, A., en “Trabajo temporal y no discriminación”, 
op.cit.pág.437. 

412 STC 136/1987, de 22 de Julio. 
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El TSJ de Madrid 413 , sin embargo, resuelve en sentido 

contrario  al apuntado al desestimar la pretensión de que fuera 

aplicado el Convenio Colectivo para el personal del  Ayuntamiento 

de Madrid a  los trabajadores en conflicto -en lo q ue aquí 

interesa: Monitores, administrativos y personal de apoyo de las 

Escuelas-Talleres y Casas de Oficio-. Según argumen ta el 

tribunal, dichos trabajadores, seleccionados por el  INEM y la 

entidad colaboradora conforme a la normativa aplica ble al 

programa, “ acceden por esta vía a un empleo temporal en el 

Ayuntamiento, distinto al personal fijo y temporal contratado 

directamente por el mismo, con unos objetivos muy c oncretos de 

participación o colaboración en la política de empl eo, pues los 

programas que integran el objeto del Convenio de Co laboración 

entre el INEM y Corporaciones Locales responden a u n plan 

específico y distinto de lo que es la función propi a de un 

Ayuntamiento atendida con el personal adecuado a la  misma, cuyas 

relaciones están comprendidas en el ámbito del Conv enio Colectivo 

 negociado <<ad hoc>>, esto hace que no sea aplicab le a los 

demandantes el convenio del personal laboral que pr este sus 

servicios al Ayuntamiento de Madrid, aunque el artí culo segundo 

considere a tal efecto el Ayuntamiento como una uni dad de 

trabajo ”, y añade la sentencia, “ coincidiendo esta línea 

decisoria con la expuesta en S.3-3-1992 en Recurso 1940/1991 de 

la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justi cia del País 

                                                 
413 El STSJ de Madrid de 13 de Julio de 1993, A/3690,  (F.J.3), señala que el personal docente y de 

apoyo que, seleccionado por el INEM y la Entidad colaboradora, accede por esta vía a un empleo temporal en el 
ayuntamiento, es distinto al personal fijo y temporal contratado directamente por el Ayuntamiento. 
 

No obstante, el TSJ de Castilla y León/Valladolid en sentencia de 17 de Septiembre de 1996, A/2830, 
consideró que, aunque sus puestos de trabajo no figuren formalmente en las plantillas aprobadas por el 
Ayuntamiento, “la totalidad de los trabajadores de las Escuelas-taller forman parte de la plantilla real del 
Ayuntamiento,..., si es que no se quiere dejar a merced de la exclusiva voluntad del ayuntamiento la determinación 
de quienes se integran en dichas plantillas so pretexto de no hallarse incluidos en la relación de puestos de trabajo a 
que se refiere el art.16 de la Ley 30/1984, de 2 de Agosto, sobre medidas de reforma de la función pública” (F.J.8). 
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Vasco ”. 

Esta última aseveración, a mi juicio no es correcta , ya que, 

ambas sentencias resuelven en base a supuestos dist intos. En la 

aludida STSJ del País Vasco la inaplicación del con venio 

colectivo del Ayuntamiento, como se vio supra , la impone el 

propio convenio  al delimitar su ámbito personal, m ientras que en 

este segundo caso la inaplicación del convenio cole ctivo tiene su 

origen en una decisión adoptada por el Ayuntamiento  en base a las 

singularidades de las relaciones laborales que surg en al amparo 

de los programas mencionados, sin que el convenio e xpresamente 

prevea su exclusión.  

Y, a mi juicio, si establecer un régimen jurídico 

diferenciado mediante la inaplicación del convenio colectivo; en 

el primer supuesto, es decir, cuando la imponga el convenio 

colectivo al delimitar su ámbito de aplicación excl uyendo  

expresamente del mismo a este colectivo, puede resu ltar 

discutible desde el punto de vista constitucional; en el segundo, 

es decir, cuando tenga su origen en una decisión un ilateral del 

empresario adoptada sin apoyo convencional alguno, resulta a 

todas luces inaceptable por atentar contra el derec ho a la 

negociación colectiva. 

  

Para concluir, como respuesta al interrogante plant eado al 

inicio  de este epígrafe se puede afirmar que el ré gimen jurídico 

de los contratos en alternancia puede particulariza rse mediante 

un tratamiento convencional diferenciado. Pero, a m i juicio, éste 

debe tener su origen exclusivamente en la autonomía  colectiva y 

preferentemente derivar de las especialidades intro ducidas por un 

convenio colectivo aplicable a este colectivo de tr abajadores, 

sea éste o no el de la entidad promotora.  

En caso contrario, es decir, cuando el tratamiento 
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convencional diferenciado derive de la inaplicación  del convenio 

-cualquiera que sea ahora su causa- cabe preguntars e si el 

régimen jurídico resultante no será, además de meno s favorable, 

<<derogatorio>> del régimen jurídico común. El sent ido de la 

respuesta depende de si se entiende lesionado -como  aquí se ha 

defendido- o no el derecho a la negociación colecti va de los 

alumnos-trabajadores contratados en el marco en un programa de 

formación-empleo, y, por extensión, del resto de tr abajadores 

contratados con ocasión del mismo 414 . 

Considero que así es. Actualmente, este colectivo, por lo 

que se ha visto, se puede decir que tiene vedado el  derecho a la 

negociación colectiva, y, si bien es cierto que en algún caso la 

razón puede encontrarse en una incorrecta interpret ación judicial 

del ámbito de aplicación del convenio colectivo, si n embargo, no 

se puede negar que siempre subyace un considerable desinterés de 

los titulares de la autonomía colectiva.  

Este se manifiesta no sólo en la negociación colect iva 

ordinaria, como se ha visto, sino también en los Ac uerdos y 

Convenios Colectivos que conforman el entramado con vencional del 

Subsistema de Formación Continua. En concreto me pa rece 

trascendental la falta de atención de los sucesivos  ANFC. Es 

cierto que éstos, como hubo ocasión de ver supra , no toman en 

consideración la formación ocupacional sino sólo la  continua, y, 

desde ese punto de vista, no parece razonable que e stablecieran 

reglas sobre, por ejemplo, el objeto y contenido de  la formación 

profesional de los programas formación-empleo. Sin embargo, me 

parece oportuno que, en cuanto acuerdos marco, hubi eran 

                                                 
414 Hay que tener en cuenta que la falta de convenio colectivo tiene especial transcendencia desde la 

perspectiva del importante papel que juega la negociación colectiva en la ordenación de los contratos y en cuanto es 
un “instrumento fundamental para la deseable adaptabilidad por su capacidad de acercamiento a las diversas y 
cambiantes situaciones de los sectores de actividad y de las empresas” vid. en este sentido LOPEZ LOPEZ,J. en “Los 
contratos formativos: Causa formativa, condiciones salariales y protección social”, op.cit. pág.123. 
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establecido reglas de negociación relativas a las c ondiciones en 

las que se van a desenvolver las relaciones laboral es que surgen 

en el marco de dichos programas, o, cuanto menos, h ubieran 

promovido la inclusión del colectivo de trabajadore s en situación 

de alternancia en los convenios colectivos ordinari os. 
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CAPITULO IV 

 

LA OBLIGACION DE FORMACION PROFESIONAL DEL 

TRABAJADOR 

 

 

I. LA FORMACION PROFESIONAL, EL PATRIMONIO PROFESIO NAL Y LA 

CUALIFICACION PROFESIONAL DEL TRABAJADOR.  

 

 

La formación profesional y la relación jurídica 

laboral.- Desde la perspectiva de la  relación jurídica labor al la 

formación profesional tiene dos manifestaciones: co mo fórmula de 

aprendizaje y como patrimonio profesional del traba jador adquirido 

mediante la formación y experiencia profesional. 

 

Desde la primera perspectiva la formación profesion al es la 

vía de adquisición de las competencias profesionale s que integran 

el patrimonio profesional del trabajador, y, por ta nto, el 

instrumento de capacitación profesional de los trab ajadores. 

Desde la segunda perspectiva apuntada, la formación  

profesional aparece como el resultado de la formaci ón cursada y de 

la experiencia  laboral adquirida por el trabajador , por tanto, 

identificable con los conocimientos, comprensión y habilidades que 

posee el trabajador y que conforman su capacidad de  trabajar. 

  

En la primera parte del trabajo se han analizado la s 
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fórmulas a través de las cuales el trabajador adqui ere las 

competencias profesionales necesarias para trabajar . Estas no 

consisten sólo en procesos formales de formación si no también  en 

procesos informales en la medida en que a través de  estos el 

trabajador obtiene unas competencias profesionales que se 

integran también en su patrimonio profesional fruto  de la  

experiencia profesional. En efecto, como se despren de del estudio 

del Sistema de Formación Profesional, la profesiona lidad se puede 

adquirir por vía formativa, por vía de la experienc ia laboral o 

por una combinación de ambas vías esto es alternand o formación y 

trabajo. Hay que tener en cuenta que aunque el Sist ema de 

Formación Profesional tenga como objetivo integrar las diversas 

acciones formativas ofertadas desde los tres subsis temas -

reglado, ocupacional y continua-, persiste, sin emb argo, una 

oferta formativa externa al Sistema mediante la que  los 

trabajadores adquieren igualmente competencias prof esionales. 

 

La profesionalidad o el patrimonio profesional del 

trabajador.- Los conocimientos, comprensión y habilidades que el  

trabajador adquiere mediante la formación profesion al se 

incorporan a su patrimonio personal, conformando lo  que la 

doctrina científica ha identificado como la profesi onalidad del 

trabajador, esto es, el  “conjunto de conocimientos  y capacidades 

derivadas de la formación de base, de los conocimie ntos 

profesionales específicos, de la experiencia adquir ida y 

concretamente utilizable” 415 , y, que como señala VALDÉS DE LA 

                                                 
415 Concepto dado por GUIGNI y que ha sido recogido por la doctrina española. Así, vid. 

CASTIÑEIRA FERNANDEZ,J., en “La tutela de la profesionalidad del trabajador, la formación y readaptación 
profesionales y el Estatuto de los Trabajadores”, RPS, núm.121, 1979, pág. 126,   MONEREO PEREZ,J.L. y 
MORENO VIDA,M.N., en “Cambio tecnológico, cualificación y formación profesional”, AA.VV. Contrato de 
trabajo y formación profesional, V Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo y Relaciones 
Laborales, MTSS, 1987, pág.293, (nota a pie núm.47),  VALDES DE LA VEGA, B. en La profesionalidad del 
trabajador en el contrato de trabajo, en TROTTA, Madrid, 1997, pág.18 y MARTIN PUEBLA,E., Formación 
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VEGA responde a lo que se denomina como <<patrimoni o 

profesional>> del trabajador. 

  

Interesa hacer varias consideraciones en torno al c oncepto 

apuntado. 

En primer lugar, hay que destacar la especial signi ficación 

que  adquiere la formación profesional desde la per spectiva de la 

profesionalidad en cuanto es el medio de adquisició n de los 

elementos  que la integran. 

En segundo lugar, es preciso recordar que los proce sos de 

aprendizaje para el trabajo organizados por el Sist ema de 

Formación Profesional siguen la metodología de form ación basada 

en competencias profesionales. Son éstas las que co nforman la 

profesionalidad del trabajador.  

Así se deduce del RD 797/1995 cuando señala que “el  

certificado de profesionalidad tiene por finalidad acreditar las 

competencias profesionales adquiridas mediante acci ones de 

formación profesional ocupacional, programas de esc uelas taller y 

casas de oficios, contratos de aprendizaje, accione s de formación 

continua, o experiencia profesional”. 

 

En tercer lugar, hablar de competencias profesional es como 

elementos del patrimonio profesional del trabajador , tiene la 

virtualidad de que engloba los conocimientos que el  trabajador 

posee e indica su capacidad profesional referida a una tarea, un 

puesto de trabajo o una profesión, según sea el cas o416 . 

                                                                                                                                                          
profesional y contrato de trabajo, Ed. La Ley-Actualidad, Madrid, 1998, pág.23. 

416 VARGAS ZUÑIGA, .F., en el documento de trabajo “La formación por competencias. Instrumento 
para incrementar la empleabilidad” propone como concepto de competencia “como capacidad efectiva para llevar a 
cabo exitosamente una actividad laboral plenamente identificada” y aporta otras definiciones entre las que se 
encuentra la manejada por el INEM “las competencias profesionales definen el ejercicio eficaz de las capacidades 
que permiten el desempeño de una ocupación, respecto a los niveles requeridos en el empleo. Es algo más que el 
conocimiento técnico que hace referencia al saber y al saber-hacer”. El concepto engloba no sólo las capacidades 
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Así parece desprenderse del concepto de competencia  

profesional que recoge la Ley Orgánica 5/2002, de 1 9 de junio, de 

las Cualificaciones y de la Formación Profesional ( LOCFP)417  en el 

art.7: “conjunto de conocimientos y capacidades que  permitan el 

ejercicio de la actividad profesional conforme a la s exigencias 

de la producción y el empleo” 418  .  

Para VARGAS ZUÑIGA la capacidad profesional para el  trabajo 

que entraña la competencia profesional implica que el trabajador 

no sólo dispone de los conocimientos y habilidades necesarios 

para realizarlo sino también de la comprensión del trabajo que  

realiza en el sentido de que puede conocer los obje tivos a lograr 

así como la conexión de sus funciones con dichos ob jetivos. De 

manera que para este autor la competencia profesion al se conforma 

por la conjunción articulada de estos tres elemento s, los 

conocimientos, la comprensión y las habilidades. 

 

Se puede decir por tanto que la profesionalidad del  

trabajador está integrada por el conjunto articulad o de elementos 

que conforman las competencias profesionales del tr abajador 

adquiridos por vía formativa ya sea ésta formal o i nformal, 

ofertada por el Sistema de Formación Profesional o ajena al mismo 

y que, conviniendo con VALDÉS DE LA VEGA,  es “iden tificable con 

el nivel profesional, la aptitud o capacidad indivi dual de 

                                                                                                                                                          
requeridas para el ejercicio de una actividad profesional, sino también un conjunto de comportamientos, facultad de 
análisis, toma de decisiones, transmisión de información, etc. considerados necesarios para el pleno desempeño de la 
ocupación”. 

Este documento de trabajo se puede consultar en 
http://www.cinterfor.org.uy/public/spanish/region/ampro/cinterfor/publ/sala/vargas/ 

417 Publicada en el BOE de 20 de Junio de 2002. 

418 VARGAS ZUÑIGA en el documento citado en nota anterior recoge  el concepto de competencia 
profesional que maneja la OIT: “idoneidad para realizar una tarea o desempeñar un puesto de trabajo eficazmente 
por poseer las calificaciones precisas para ello”. 
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aquel” 419 . 

  

Me parece oportuno señalar que el concepto de 

profesionalidad o patrimonio profesional del trabaj ador apuntado 

parece corresponderse con la definición de cualific ación 

profesional que aparece en el art.4 de la LOCFP: “c onjunto de 

competencias profesionales con significación para e l empleo que 

pueden ser adquiridas mediante formación modular u otros tipos de 

formación y a través de la experiencia laboral”. 

Como resultado de lo anterior el concepto de cualif icación 

profesional utilizado a los efectos de la LOCFP dif eriría del que 

aquí se va a manejar. 

 

La cualificación profesional del trabajador.-  Desde la 

perspectiva de este trabajo se entenderá que cuando  el patrimonio 

profesional del trabajador queda referido exclusiva mente a la 

prestación laboral objeto de una relación jurídico laboral 

entonces hay que hablar de cualificación profesiona l entendiendo 

por tal el “conjunto de conocimientos, experiencias  y actitudes 

profesionales necesarias para realizar o desempeñar  las funciones 

laborales exigidas por las características específi cas de un 

determinado puesto de trabajo u ocupación” 420 . La cualificación 

denota la capacidad del trabajador, no ya de trabaj ar, sino de 

ejecutar un proceso de trabajo determinado. 

                                                 
419 Cfr. VALDES DE LA VEGA en La profesionalidad del trabajador en el contrato de trabajo, op. 

cit.pág.18. 

420 Cfr.  MONEREO PEREZ, J.L. Y MORENO VIDA, M.N., en “Cambio tecnológico, cualificación y 
formación profesional”, V Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo y Relaciones Laborales, 
MTSS, 1987, pág...283. 

PALOMEQUE LÓPEZ, M.C. entiende por cualificación profesional del trabajador “el conjunto de 
conocimientos, aptitudes o habilidades de que goza el mismo para realizar efectivamente una determinada labor 
propia de una actividad, oficio o profesión” encontrándose dicha noción “en la   misma base del contrato de trabajo, 
desde el punto de vista del interés del empresario”. Cfr. en “El supuesto base en los conflictos individuales de 
clasificación profesional, RPS, núm.95, 1972, pág.83. 
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Es más amplia la noción de profesionalidad o patrim onio 

profesional que la de cualificación profesional. La  primera, en 

efecto, al quedar integrada por <<todas>> las compe tencias 

profesionales adquiridas por el trabajador que en u n momento 

determinado pueden ser utilizables para trabajar,  se puede 

entender como potencial profesional en abstracto qu e tiene el 

trabajador. La cualificación sin embargo queda refe rida 

únicamente a las competencias profesionales del tra bajador 

relacionadas con una prestación laboral determinada 421 .     

 

Cuando el trabajador y el empresario al suscribir u n 

contrato de trabajo contraten no sólo las funciones  que integran 

el contenido de la prestación laboral, sino también  las 

competencias profesionales que posee el trabajador por ser éstas 

necesarias para realizar las tareas convenidas, la cualificación 

pactada  se integrará en la relación jurídica labor al.  

En tal caso se verá como, aunque todos los elemento s que 

integran la profesionalidad o patrimonio profesiona l forman parte 

de la persona del trabajador 422 , sin embargo, en virtud del 

contrato de trabajo, al trabajador únicamente se le  reconoce una 

parte del mismo, y, el trabajador únicamente empeña  en el 

cumplimiento de la prestación laboral una parte del  mismo; en 

                                                 
421 VALLE MUÑOZ, F.A., entiende por cualificación “aquella capacidad profesional que el trabajador 

ostenta, independientemente de su concreta utilización en una relación laboral”. Será en su terminología la 
calificación extracontractual o subjetiva que coincidiría con un estadio precontractual y se distinguiría de la 
calificación contractual u objetiva en tanto que ésta coincidiría con la fase de determinación de la prestación laboral. 

Comparándolo con la conceptuación que aquí se propone: la cualificación subjetiva que propone Valle 
MUÑOZ se corresponde con lo que aquí se entiende por <<profesionalidad o patrimonio profesional>> del 
trabajador, mientras que lo que VALLE MUÑOZ entiende por cualificación objetiva aquí se identifica como 
<<cualificación convencional>> del trabajador. Cfr. VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad funcional del 
trabajador en la empresa, CES, Madrid, 1998, págs.40 a 42. 

422 Como han  señalado ALONSO OLEA, M. Y CASAS BAAMONDE, M.E. “Existe una relación 
estrecha entre el trabajo objeto del contrato y el trabajador como sujeto del mismo. La intimidad de la conexión entre 
objeto y sujeto hace que la prestación contractual de trabajo sea personalísima, en el sentido jurídico de que empeña 
la persona del trabajador en su cumplimiento” Cfr. en Derecho del Trabajo, UCM, pág.50 
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ambos casos, aquélla que se identificará como <<cua lificación 

convenida>> y que será la necesaria para realizar l a prestación 

laboral pactada.  

La <<cualificación convenida>> al incorporarse a la  relación 

jurídica laboral producirá unas consecuencias juríd icas en la 

situación jurídica de los sujetos de la relación de  trabajo, 

pero, ¿se puede afirmar que el factor cualificación   singulariza 

las esferas jurídicas del trabajador y del empresar io?  

Sólo si la cualificación convenida introduce especi alidades 

en el haz de derechos, facultades, obligaciones y/o  cargas del 

trabajador y del empresario, se podrá decir que par ticulariza su 

situación jurídica como sujetos de la relación labo ral. 

    Como se verá así ocurre en la medida en que la cualificación 

convenida se incorpora, por un lado, a la prestació n laboral como 

objeto de la relación laboral y, por otro, al derec ho de crédito 

del empresario. Para el trabajador generará singula res deberes 

jurídicos mientras que para el empresario, lejos de  comportar 

obligación específica alguna, ampliará su ámbito de  poder. Sólo 

generará para el empresario la carga de colaborar e n la formación 

o adaptación del trabajador lo que como se verá va a tener 

especial transcendencia ante situaciones de cambio en el programa 

de prestación introducidas unilateralmente por el e mpresario. 

 

 

II. LA CUALIFICACION PROFESIONAL COMO ELEMENTO INTE GRANTE DE LA 

RELACION JURIDICA LABORAL . 

 

 

A. LA CUALIFICACION PROFESIONAL DEL TRABAJADOR SUJE TO DE LA 

RELACION JURIDICA LABORAL.  
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La cualificación profesional como cualidad del trab ajador en 

el marco de la relación jurídica laboral tiene esca sa 

trascendencia salvo que esté conectada directamente  con el 

trabajo convenido como objeto de la relación obliga toria.  

Desde esta perspectiva interesa la cualificación pr ofesional 

del trabajador principalmente por dos motivos:  

En primer lugar, porque cuando la prestación labora l 

convenida consiste en realizar un trabajo cualifica do, las 

competencias profesionales requeridas por ésta será n 

determinantes de la aptitud del trabajador para, pr imero 

contratarlo como objeto de la obligación y, después , realizarlo 

en cumplimiento de la misma. 

En segundo lugar, porque la profesionalidad que se reconoce 

al trabajador en la relación laboral será única y e xclusivamente 

aquella que tenga trascendencia para el cumplimient o de la 

prestación laboral convenida. 

 

La cualificación profesional del trabajador como 

presupuesto subjetivo para contratar un trabajo cua lificado.-

Cuando la cualificación adjetiva el trabajo o prest ación laboral 

comprometida, por traslación se adjetiva el sujeto que debe 

realizarla en la medida en que la cualificación apa rece como un 

requisito subjetivo necesario para hacer posible el  objeto del 

contrato de trabajo. 

En efecto, hay que convenir en que si un trabajo es  

cualificado por exigir para su ejecución unas compe tencias 

profesionales determinadas, para que este trabajo p ueda pactarse 

como objeto de una relación jurídica laboral es nec esario que el 

trabajador cuente con la cualificación profesional apropiada para 

poder realizarlo, ya que, en caso contrario, la pre stación 

laboral resulta imposible desde un punto de vista s ubjetivo. 
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La cualificación se presenta así como cualidad del objeto 

del contrato de trabajo que limita la libertad de c ontratación 

del empresario al seleccionar el trabajador que ser á sujeto del 

contrato de trabajo. 

 

La cualificación profesional también se puede conte mplar 

como cualidad del trabajador como sujeto del contra to de trabajo.  

Desde esta perspectiva la cualificación profesional  del 

trabajador condiciona el objeto del contrato en la medida en que 

la falta de la misma impide al trabajador contratar  la 

realización de determinados trabajos por carecer  d e la aptitud 

profesional necesaria para ello.  

La cualificación profesional se presenta así como c ualidad 

del trabajador que limita la voluntad de las partes   al fijar el 

objeto del contrato de trabajo en la medida en que el trabajador 

deberá poseer como mínimo el nivel de competencias requerido por 

la prestación laboral a realizar, ya que, en caso c ontrario, el 

trabajador carecerá de la aptitud necesaria para el lo. 

La aptitud y la cualificación profesional, como afi rma 

MARTIN VALVERDE, pueden no coincidir. En efecto, la  cualificación 

 no es indicio definitivo de aptitud en la medida e n que ésta, 

respecto de determinados puestos de trabajo no sólo  engloba las  

<<condiciones técnicas del trabajador>> -que este a utor 

identifica como “conocimiento del oficio o profesió n, habilidad 

manual, dominio de técnicas de trabajo intelectual”  y que 

perfectamente pueden subsumirse en el concepto de c ualificación 

profesional que aquí se maneja-, sino también las c ualidades 

personales del trabajador que inciden directamente en el 

desempeño del puesto de trabajo, esto es, “iniciati va, 
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adaptabilidad, sociabilidad, etc.” 423 . 

No obstante, en los trabajos que requieran un nivel  de 

competencias determinado, la cualificación profesio nal del 

trabajador sí será determinante de su capacidad pro fesional para 

cumplir la prestación laboral adecuadamente. De man era que el 

trabajador careciendo de las competencias profesion ales exigidas 

por el trabajo convenido es más que probable que ma nifieste 

ineptitud para cumplir la prestación laboral.  

Por tanto se puede decir que la ineptitud del traba jador 

puede provenir de la falta de cualificación, que se  manifestará 

principalmente en la ausencia o insuficiencia de co mpetencias 

profesionales para el desempeño de la prestación la boral 

contratada 424 . 

Prueba de ello tenemos en que la jurisprudencia inc luye la 

falta de titulación entre las causas que pueden pro vocar en el 

trabajador una ineptitud subsumible en el art.52,a)  del ET y es 

preciso recordar que la titulación no es sino la ac reditación 

formal de las competencias profesionales adquiridas  por el 

trabajador que le capacitan para desempeñar una pro fesión, por 

tanto, en la medida en que la titulación es la form alización de 

la cualificación, la carencia de titulación se pued e asimilar a 

falta de cualificación para desempeñar el trabajo c onvenido. 

 

Por otra parte me parece significativo que el TS en  

sentencia de 2 de Mayo de 1990 conceptúe la ineptit ud como 

“inhabilidad o carencia de facultades profesionales  que tienen su 

origen en la persona del trabajador, bien por falta  de 

                                                 
423 Cfr. MARTIN VALVERDE, A., en El período de prueba en el contrato de trabajo, op. cit. 

pág.131. 

424 Vid. en este sentido MIRON HERNANDEZ,M.M., en El derecho a la formación profesional del 
trabajador, CES, Madrid, 2000, pág.261 
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preparación o de actualización de sus conocimientos , bien por 

deterioro o pérdida de sus recursos de trabajo -rap idez, 

destreza, falta de concentración, etc.- “ 425 .  

   

 

La cualificación del trabajador como límite en la 

determinación del objeto de la relación laboral.- De lo dicho se 

desprende que el trabajador y el empresario al dete rminar la 

prestación laboral mediante la clasificación subjet iva del 

trabajador están condicionados por la cualificación  de éste, 

tanto si está formalmente acreditada mediante un tí tulo académico 

o profesional (a) , como si no lo está (b) . 

 

(a)  En primer lugar, no se podrán asignar al trabajado r unas 

tareas para las que no tenga la titulación académic a o 

profesional exigidas para desempeñarlas. 

La cualificación formalizada mediante un título pue de ser, 

efectivamente, un límite para las partes a la hora de determinar 

la prestación convenida en cuanto la titulación se establezca  

como requisito para el ejercicio de una profesión.    

La exigencia de la titulación académica o profesion al es una 

limitación de la capacidad para contratar y, por co nsiguiente, 

una cortapisa a la libre elección de profesión u of icio. En 

efecto, opera como una prohibición para contratar d ichos trabajos 

por razón de la titulación y su inobservancia puede  determinar la 

nulidad del contrato de trabajo 426 . 

                                                 
425 Cfr. en A/3937 (F.J.2) 

426 Afirma BORRAJO DACRUZ que cuando por una prohibición formal o expresa de la ley un sujeto 
no puede ser parte en una relación jurídica se está ante un supuesto de falta de legitimación. En tal caso, la 
prohibición legal “obstaculiza e impide” el ejercicio de la capacidad jurídica del trabajador en ese caso en concreto.  
  A mi juicio, así ocurrirá cuando el trabajador no tenga  la titulación exigida por la norma para realizar las 
tareas propias de una profesión titulada. En efecto, el trabajador carecerá de legitimación para ser titular de una 
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En consecuencia, como doctrinalmente se ha defendid o, el 

límite de la titulación debe estar justificado en r azones de 

orden público 427  y sólo podrá ser impuesto por los poderes 

públicos que tengan competencias en relación con la  determinación 

de las profesiones tituladas, como se vio supra,  mediante una 

disposición legal o reglamentaria. 

Se trata, por tanto, de una materia indisponible pa ra las 

partes, tanto del contrato, como del convenio colec tivo, si no 

hay respaldo normativo para ello 428 .  

 

La jurisprudencia, sin embargo, no se muestra contr aria a la 

posibilidad de que el convenio colectivo pueda impo ner una 

titulación específica para realizar trabajos que de  suyo no la 

requieran como medio de “mantener el nivel cultural  y técnico que 

resulte más adecuado para una actividad profesional  

determinada” 429 . 

Esta cuestión será tratada con más detalle al hacer  

referencia a la movilidad funcional en la medida en  que las 

titulaciones académicas y profesionales son límites  a la misma.  

  Pero, sin perjuicio de lo que se dirá infra , interesa ahora 

                                                                                                                                                          
concreta  relación jurídica; aquella cuyo objeto sea precisamente la realización de dichas tareas.  

Por otra parte, señala este autor que cuando la prohibición legal  afecte a la “idoneidad para contratar” su 
“inobservancia acarrea la nulidad del contrato de trabajo”. Y, esta será la consecuencia jurídica del incumplimiento 
de la prohibición  de contratar sin la titulación exigida legalmente. 

Cfr. en  BORRAJO DACRUZ, E., La capacidad para contratar la prestación de servicios, Ed. s.n.,  1960, 
págs.96, 99 y 128. 

427 Cfr. SALA FRANCO, T.,  “Movilidad Funcional “en BORRAJO DACRUZ (Dir.) Comentarios a 
las leyes laborales. El Estatuto de los Trabajadores, EDERSA, Tomo VIII, Madrid, 1988, pág.41 y  CRUZ 
VILLALON, J., en Las modificaciones de la prestación laboral, Ed. MTSS, Madrid, 1983, págs.58 y 59. 

428 Vid. CRUZ VILLALON,J., en Las modificaciones de la prestación laboral pág.58  

429 La controversia que resuelve el TS en tales casos deriva de que el trabajador ha realizado funciones 
correspondientes a una categoría superior para la que no tiene la titulación que requiere el CC. Reclama el 
reconocimiento de la categoría superior y la retribución correspondiente en razón al ejercicio de las funciones 
correspondientes a dicha categoría.  El TS entiende que la falta de titulación no impide realizar las funciones pero si 
impide que se reconozca al trabajador esa categoría profesional. 
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hacer dos puntualizaciones y avanzar una opinión cr ítica al 

respecto.  

 

En primer lugar, el TS diferencia los efectos juríd icos de 

tal requisito en función de quien lo establezca; si  lo imponen 

los poderes públicos, legal o reglamentariamente, e ntonces la 

titulación opera como requisito para contratar; mie ntras que, si 

lo exige el convenio colectivo, entonces el título  no 

constituirá elemento legal necesario para ejercitar  una actividad 

laboral, aunque sí lo sería para el reconocimiento pleno de la 

categoría profesional superior al trabajador que ca reciera del 

mismo ya que éste sólo tendrá derecho al abono de l as diferencias 

retributivas correspondientes en razón al ejercicio  de funciones 

superiores 430 . 

En segundo lugar, la jurisprudencia ampara, por tan to, que 

el convenio colectivo pueda establecer la titulació n como 

requisito para la reclasificación definitiva a cate goría superior 

cuando no exista disposición legal o reglamentaria que lo exija.  

 

Desde mi punto de vista esta doctrina jurisprudenci al 

resulta criticable por varios motivos. 

En primer término, porque si la titulación exigida 

convencionalmente opera como límite al reconocimien to de la 

categoría profesional superior hay que suponer que en la misma 

medida, convencionalmente se impide que en el acto de 

clasificación al trabajador no titulado se le equip are a esa 

categoría 431 . 

                                                 
430 Cfr. SSTS u.d.  de 25 de Marzo de 1994 A/2638 (F.J. 3 y 4), de 27 de diciembre 1994 A/10710 

(F.J.3) y la de 19 de Abril de 1996, A/3327 (F.J.3).    

431 Así parece haber ocurrido en el supuesto planteado al TS y resuelto por sentencia de  26 de Enero 
de 1998 A/1064. El trabajador fue contratado por la empresa como Ingeniero-Técnico para realizar las funciones de 
Jefe de Mantenimiento. El trabajador carecía de dicho título en el momento de la contratación por faltarle el proyecto 
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En segundo término, desde el punto de vista del 

reconocimiento de  la profesionalidad del trabajado r la doctrina 

jurisprudencial apuntada trae por consecuencia que al trabajador 

no se le reconozca ni tan siquiera la cualificación  que 

corresponde a las funciones que efectivamente reali za, lo que en 

definitiva significa agravar la desprotección de la  cualificación 

subjetiva del trabajador que, como se verá infra , ya se 

manifiesta en la fase de la constitución de la rela ción laboral y 

 extenderla también a la fase del cumplimiento de l a prestación 

laboral. 

Y, teniendo en cuenta lo anterior, la falta de tute la de la 

profesionalidad del trabajador en la doctrina juris prudencial 

apuntada es manifiesta. Dicha tutela desde una pers pectiva 

estática no debería alcanzar únicamente a la conser vación del 

patrimonio profesional del trabajador sino también a su 

reconocimiento, lo que en este caso no ocurre, desd e el momento 

en que el convenio colectivo con amparo jurispruden cial podrá 

intervenir estableciendo trabas al reconocimiento d e la 

profesionalidad del trabajador. 

 

En este orden de cosas interesa recordar que uno de  los 

objetivos del II PNFP es la adecuación de los conte nidos de la 

                                                                                                                                                          
de fin de carrera y en esa misma situación se encontraba cuando posteriormente la empresa le solicita la certificación 
académica que le acreditaba como Ingeniero-Técnico. A consecuencia de ello la empresa rescinde el contrato de 
trabajo. El TS convalida la decisión empresarial por entender que “el contrato de trabajo se hallaba viciado desde 
su inicio por un defecto de nulidad” (F.J.1), defecto que no se ha subsanado por el paso del tiempo, pues  el 
desempeño de tales funciones por el trabajador durante un tiempo fue una mera actitud de permisión por parte de la 
empresa (F.J.2).    

Desde mi punto de vista es discutible la premisa de la que  parte el TS para llegar a la conclusión apuntada. 
 El TS otorga condición de límite para  la contratación de las funciones de Jefe de Mantenimiento a la titulación de 
Ingeniero-Técnico en base a que así lo establece el convenio colectivo y equipara los efectos jurídicos de su 
incumplimiento a los de la prohibición legal o reglamentaria para contratar careciendo de la titulación 
correspondiente,  cuando, a mi juicio, sólo en este último caso podría estar justificada la nulidad del contrato de 
trabajo ya que en el caso que resuelve el TS no me parece que la prohibición convencional pueda hacer nulo el 
contrato de trabajo.  Diversamente, la empresa debió optar por la subsistencia del vínculo contractual con la 
reclasificación del trabajador pues en realidad de lo que se trata es de un problema de incorrecta clasificación 
profesional del trabajador en el marco de un contrato de trabajo válido. 
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oferta formativa del Sistema de Formación Profesion al al Sistema 

de Clasificación Profesional. A mi juicio tal adecu ación debe 

dirigirse a ajustar el contenido de los módulos for mativos  que 

se cursan en el itinerario formativo del correspond iente 

certificado de profesionalidad a las tareas reales que 

desempeñará el trabajador y no en el sentido de exi gir esa 

titulación profesional como requisito para contrata r las tareas 

correspondientes a esa profesión u oficio. La prete ndida 

adecuación no puede ser entendida como necesidad de  extender el 

límite de la titulación como factor obstativo para ejercer un 

puesto de trabajo. Diversamente se trataría de que la distinción 

entre categorías y grupos profesionales establecido s en la 

clasificación profesional convencional se realice p or motivos 

exclusivamente de cualificación o aptitudes profesi onales. Como 

se verá  infra   esto es precisamente lo que promueve el ET. 

 

(b) En segundo lugar, desde la perspectiva de la 

cualificación como requisito de aptitud tampoco se pueden 

contratar unas funciones cuando la cualificación pr ofesional del 

trabajador no sea suficiente para efectuarlas de fo rma correcta. 

Y, en este caso, al margen ya de que se requiera qu e la 

cualificación profesional esté acreditada formalmen te. 

En efecto, el trabajador debe tener la cualificació n 

profesional necesaria para realizar las tareas pact adas, es 

decir, capacidad profesional para realizar el traba jo convenido. 

En caso contrario, la prestación deviene imposible desde un punto 

de vista subjetivo por falta de capacidad profesion al del 

trabajador para realizar la prestación laboral. 

Si a pesar de ello el trabajador es contratado, cab e 

plantearse si en tal caso el objeto del contrato ve ndrá 

determinado por la cualificación profesional del tr abajador y, en 
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consecuencia, el empresario sólo podrá esperar una prestación 

conforme con la capacidad profesional de aquél. 

Desde mi punto de vista así es en atención a las 

consideraciones que siguen. 

Si en el momento de la contratación la falta de 

cualificación profesional no es conocida por el emp resario, 

cuando ésta se manifieste posteriormente como inept itud el 

empresario podría pedir la anulación del contrato d e trabajo en 

base a un error en la persona del trabajador 432 . No obstante, como 

alternativa a esa posibilidad, el ET permite al emp resario que  

extinga el contrato de trabajo por la vía del art.5 2,a) ET en 

base a la ineptitud del trabajador 433 . 

Esta ineptitud, sin embargo, en cuanto que originar ia no 

podrá operar como causa de extinción si se realizó período de 

prueba 434 , ya que el ordenamiento jurídico laboral instituye  el 

período de prueba precisamente para que el empresar io pueda 

                                                 
432 Como señala VIDA SORIA, la falta de titulación académica y profesional o la ausencia de la 

oportuna autorización administrativa para ejercer una profesión o actividad profesional determinada son claramente 
supuestos de error y no de ineptitud. Cfr. VIDA SORIA, J., en “La ineptitud del trabajador respecto a la ocupación o 
trabajo para que fue contratado”, en AA.VV., Dieciséis lecciones sobre causas de despido, Ed. Facultad de Derecho, 
Universidad de Madrid, Madrid, 1969, pág.121.  

433 Poniendo  de relieve la falta de operatividad de la acción de nulidad  por error sobre la aptitud del 
trabajador, vid. MARTIN VALVERDE, A., en El período de prueba en el contrato de trabajo, op. cit. pág.133 y 
134, GONZALEZ ORTEGA, S.,  “Tribunal central de Trabajo. Contrato de trabajo y otras materias: la ineptitud 
como causa de despido y su relación con los supuestos de incapacidad del trabajador para realizar la prestación 
laboral”, RPS, núm.127, 1980, pág.216,  RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción por causas objetivas”, en 
BORRAJO DACRUZ (Dir.), Comentarios a las leyes laborales: El Estatuto de los Trabajadores, EDERSA, 
Madrid, pág.238, BAYLOS GRAU, A., “Tribunal Central de Trabajo. Despidos: Algunos aspectos de la 
interpretación jurisprudencial del despido objetivo”, RPS, núm.122, 1979, pág.5, GOÑI SEIN, J.L., “La ineptitud del 
trabajador como causa de despido”, REDT, núm.11, 1982, pág. 439. 

434 Esta es la opinión que de forma mayoritaria ha venido manteniendo la doctrina científica. Vid. por 
todos RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción por causas objetivas”, op. cit. pág.239 y 246, GOÑI SEIN, J.L., 
“La ineptitud del trabajador como causa de despido”, op. cit. pág. 440, QUESADA SEGURA, R, “Tendencias 
recientes de la jurisprudencia sobre ineptitud del trabajador como causa de despido”, TL, núm.16, 1989, pág.59, 
GONZALEZ ORTEGA, S.,  “Tribunal central de Trabajo. Contrato de trabajo y otras materias: la ineptitud como 
causa de despido y su relación con los supuestos de incapacidad del trabajador para realizar la prestación laboral”, 
op.cit.p´ag.216, RIVERO LAMAS, J., “La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas: Criterios 
jurisprudenciales”, RGD, núm.573, 1992, pág.5495. 



 
 308 

constatar la aptitud del trabajador 435 . 

Para ello debe realizar todas las actuaciones neces arias 

tendentes a conocer si el trabajador está efectivam ente 

capacitado profesionalmente o no para realizar el t rabajo 

convenido. Al empresario en este sentido se le exig e un deber de 

diligencia que debe manifestarse en una conducta di rigida a 

indagar y cercionarse sobre la adecuación de la pre paración 

profesional del trabajador al puesto de trabajo 436 . No obstante, 

si el trabajador ocultó maliciosamente su falta de cualificación, 

el empresario podrá ejercitar la acción de anulabil idad del 

contrato de trabajo por vicio en el consentimiento 437 . 

 

Si el empresario renuncia al período de prueba habr ía que 

entender que presupone la cualificación del trabaja dor y, por 

tanto, el empresario no podrá alegar la ineptitud o riginaria como 

causa de resolución del vínculo contractual 438 .    

En virtud de todo ello, pasado el período de prueba  o no 

realizado el mismo, la falta de cualificación profe sional del 

trabajador  no permitirá la extinción del contrato de trabajo por 

la vía del art.52,a) ET. 

Sin embargo, esto no significa que el trabajador se a apto 

para realizar el trabajo convenido. En este sentido  hay que 

                                                 
435  Vid. MARTIN VALVERDE, A., en El período de prueba en el contrato de trabajo, op. cit. 

pág.149 y  GOÑI SEIN, J.L., “La ineptitud del trabajador como causa de despido”, op. cit. pág.440. 

436 Cfr. GOÑI SEIN, J.L., “La ineptitud del trabajador como causa de despido”, op.cit. pág.441. 

437 Vid. GONZALEZ ORTEGA, S., “Tribunal central de Trabajo. Contrato de trabajo y otras materias: 
La ineptitud como causa de despido y su relación con los supuestos de incapacidad del trabajador para realizar la 
prestación laboral”, op.cit.pág.216, QUESADA SEGURA, R., “Tendencias recientes de la jurisprudencia sobre 
ineptitud del trabajador como causa de despido”, op.cit. pág.59 y  RIVERO LAMAS, J.,  “La extinción del contrato 
de trabajo por causas objetivas: Criterios jurisprudenciales”, op. cit. pág. 5495. 

438 Vid. GOÑI SEIN, J.L., “La ineptitud del trabajador como causa de despido”, op.cit. pág.441 y 442, 
 QUESADA SEGURA, R., “Tendencias recientes de la jurisprudencia sobre ineptitud del trabajador como causa de 
despido”, op.cit. pág.59 y  RIVERO LAMAS, J., “La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas: Criterios 
jurisprudenciales”, op. cit. pág.5495. 
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entender que el grado de aptitud del trabajador det erminará el 

objeto de la relación jurídica laboral ya que el em presario sólo 

podrá esperar una prestación laboral conforme con l a aptitud del 

trabajador contratado 439 . 

En realidad, la ineptitud del trabajador no se subs ana sino 

que la prestación laboral debida queda condicionada  por la misma. 

Es, en este sentido, en el que se puede decir que l a 

cualificación profesional del trabajador delimita e l objeto de la 

relación jurídica laboral. Contratado el trabajador  la ineptitud 

por falta de cualificación profesional, manifestada  o conocida en 

el momento de la contratación, sólo permitirá al em presario 

esperar una prestación laboral conforme a la compet encia 

profesional del trabajador contratado. 

 

La cualificación profesional como presupuesto subje tivo 

del cumplimiento de la prestación laboral.- La cualificación 

profesional no es sólo un requisito de aptitud del trabajador 

para contratar un trabajo cualificado sino también  para realizar 

el trabajo contratado, es decir, para cumplir la pr estación 

laboral convenida.  Su ausencia o insuficiencia en el momento del 

cumplimiento de la prestación laboral puede generar  la ineptitud 

del trabajador manifestada en un rendimiento defici ente. Aun 

cuando pudiera  tratarse de un supuesto de ineptitu d sobrevenida, 

no siempre será subsumible en el supuesto de hecho del art.52,a) 

del ET que justifica la  extinción  el contrato de trabajo por 

esta causa objetiva, pues, para ello, es necesario que la 

deficiencia en el rendimiento no sea imputable al t rabajador. No 

será el caso cuando, como se verá infra , la falta de 

                                                 
439  RAMIREZ MARTINEZ, recoge opiniones doctrinales al respecto en “Extinción por causas 

objetivas”, op. cit. pág.239, GOÑI SEIN, J.L., “La ineptitud del trabajador como causa de despido”, op. cit. pág. 
239. 
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cualificación origen de la ineptitud derive de una conducta 

negligente del trabajador 440 . 

 

Durante el desarrollo de la relación laboral la pre stación 

laboral que debe realizar el trabajador puede sufri r 

modificaciones ya sea porque el empresario, dentro del marco de 

la prestación debida, requiera que el trabajador re alice 

funciones distintas a las inicialmente pactadas, ya  porque en 

virtud del <<ius variandi>> altere sustancialmente la propia 

prestación debida o incluso las condiciones en que ésta debía 

realizarse. En cualquier caso la aptitud del trabaj ador limitará 

el alcance de la modificación en la medida en que s ea considerada 

como requisito para el cumplimiento de la prestació n laboral y en 

este sentido enmarcará los poderes del empresario.             

 

B. LA CUALIFICACION DE LA PRESTACION LABORAL OBJETO  DE LA 

RELACION JURIDICA LABORAL. 

 

Como se ha dicho el patrimonio profesional del trab ajador es 

el conjunto de competencias profesionales que le ca pacitan 

profesionalmente para trabajar. 

Mediante el contrato de trabajo el trabajador compr omete ese 

patrimonio profesional, todo o en parte, pero en cu alquier caso, 

el necesario para realizar la prestación laboral co nvenida.  

Cuando en el marco de una relación jurídica laboral , el 

objeto de la obligación del trabajador comprenda el  despliegue de 

competencias profesionales, la cualificación adquir irá  especial 

                                                 
440 Señala FITA ORTEGA que la ausencia de voluntariedad en la obtención de un rendimiento 

deficiente es el elemento que determinará que se esté ante una ineptitud subsumible en el art.52,a) ET o ante un 
supuesto de actuación negligente del trabajador que, revistiendo la gravedad necesaria, pudiera llegar a justificar su 
despido disciplinario.  Cfr. FITA ORTEGA, F., en La ineptitud como causa de extinción del contrato de trabajo, Ed. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 1997, págs.41 a 43. 
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relevancia en la medida en que incidirá en el conju nto de 

derechos, obligaciones y cargas jurídicas del traba jador y 

empresario.  

  

   La prestación laboral debida.- La  prestación laboral 

debida es el trabajo que como objeto de la relación  jurídica 

laboral tiene que realizar el trabajador.   

Legalmente viene delimitada por el art.22 ET al reg ular el 

sistema de clasificación profesional (a)  y por los arts.20 y 39 

ET al establecer el marco del ejercicio del poder d e dirección en 

relación con la movilidad funcional  (b) .  

De dicho marco delimitador deriva el contenido de l a 

prestación debida. Conviene avanzar que vendrá dete rminada por 

todas las funciones o tareas que el trabajador y el  empresario 

hubieran pactado, ya en el momento de la contrataci ón, ya con 

posterioridad, y por las funciones o tareas que el empresario 

pueda asignar al trabajador en virtud de su poder d e dirección 441 . 

Contenido que finalmente habrá que integrar teniend o en cuenta 

las matizaciones que oportunamente se irán haciendo  en torno a 

los elementos que la conforman (c) . 

 

  (a) En primer término, la determinación de la prestació n 

                                                 
441 En base a la regulación anterior CRUZ VILLALON llegaba a la conclusión que la prestación 

laboral debida venía “determinada por todas las funciones propias de su categoría profesional, a las que se añaden 
todas aquellas otras tareas y funciones que se pueden considerar como profesionalmente equivalentes”, cfr. en , en La 
modificación de la prestación laboral, op. cit. pág.65. 

Como referencias más recientes al concepto de prestación laboral debida, Vid. DE SOTO RIOJA, S., en “El 
contenido de la prestación laboral”, op. cit. pág.175. 

También VALDES DE LA VEGA, B. aporta un concepto de prestación debida, pero hay que tener en 
cuenta que difiere del que aquí se maneja al entender que “la <<prestación debida>> es todo aquello a lo que el 
trabajador se ve obligado a cumplir en base a su vínculo contractual. Incluye tanto el trabajo realizado bajo las 
órdenes del poder de especificación, como aquel otro producto de las modificaciones que pueda el empresario 
ordenar en virtud del poder de variación o ius variandi”, cfr.  en La profesionalidad del trabajador en el contrato 
laboral, op. cit. pág.171 a 173. 

 VALDES DAL-RE, F. recoge este concepto en “La movilidad funcional”, op. cit. págs.25 y 26.  
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laboral debida se realiza, en efecto, mediante la c lasificación 

profesional del trabajador. Esta es fruto de un pac to suscrito 

por el trabajador y el empresario conforme a las re glas 

establecidas por el sistema de clasificación profes ional 

aplicable a la empresa. Al respecto hay que hacer d os 

consideraciones: 

 Por un lado, el pacto de clasificación profesional  del 

trabajador está previsto en el art.22.5 ET con la f inalidad de 

establecer las funciones contratadas, es decir, aqu éllas que como 

contenido de la prestación laboral el trabajador se  compromete a 

realizar. 

Para determinar dichas funciones el trabajador y el  empresario 

optarán por una de las tres fórmulas señaladas por SALA FRANCO442 :  

En primer lugar, atribuyendo al trabajador un deter minado 

grupo profesional, categoría profesional o grupo y categoría 

profesional según el sistema de clasificación profe sional 

aplicable en la empresa. En este caso el contenido de la 

prestación laboral debida por el trabajador vendrá determinado 

por las funciones correspondientes al grupo profesi onal y/o 

categoría profesional asignado al trabajador. 

En segundo lugar, mediante el pacto se pueden atrib uir al 

trabajador pormenorizadamente unas determinadas fun ciones de 

entre las que integran un grupo o categoría profesi onal. En este 

caso la equiparación al grupo y/o categoría profesi onal será 

necesaria pero sólo a efectos retributivos pues el contenido de 

la prestación laboral debida viene determinado por las concretas 

funciones pactadas. 

 En tercer lugar, el trabajador y el empresario pue den 

contratar funciones correspondientes a dos o más gr upos o 

                                                 
442 Cfr. SALA FRANCO, T., en “Puntos críticos del régimen jurídico de la clasificación profesional y 

de la movilidad funcional”, op. cit. pág.97. 
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categorías profesionales, es decir, pactar la poliv alencia 

profesional, como permite hacer el art.22.5 ET. En tal caso, la 

equiparación a efectos retributivos deberá realizar se, salvo 

pacto en contrario 443 , aplicando el criterio de la prevalencia, 

esto es, identificando el grupo o categoría profesi onal 

correspondiente a las funciones prevalentes 444 . 

Por otro lado, interesa destacar la importancia que  

legalmente se otorga a la profesionalidad del traba jador en la 

                                                 
443   Para SALA FRANCO en la medida en que se trata de un mínimo imperativo puede ser disponible 

tanto   individual como colectivamente en beneficio de los trabajadores, pudiéndose pactar desde la preeminencia 
como criterio de equiparación, hasta la imposibilidad de pactar la polivalencia funcional. Cfr.   SALA FRANCO, T., 
en  “Puntos críticos del régimen jurídico de la clasificación profesional y de la movilidad funcional”, op. cit.  pág.97 
y 98. 

En contra,  CONDE MARTIN E HIJAS considera que de los términos en que la norma se expresa no se 
puede deducir que establezca un mínimo de derecho necesario sino que se trata de una norma de derecho necesario 
absoluto con la que la ley impone una garantía de mayor flexibilidad en favor del empresario. Cfr. CONDE 
MARTIN E HIJAS, V., en  "Clasificación profesional, promoción profesional y económica y movilidad funcional" 
en BORRAJO DACRUZ (Dir.) Comentarios a las leyes laborales: La reforma del Estatuto de los Trabajadores, 
EDERSA, Madrid, 1994, pág. 181. 

444   En el texto se prescinde de que el acuerdo de equiparación pueda referirse al nivel retributivo como 
parece establecer el art.22.5 ET pues con ello en realidad  se determina la remuneración del trabajador pero no la 
prestación debida. Para  SALA FRANCO el  precepto se refiere a los sistemas de valoración de puestos de trabajo y 
en éstos, con carácter previo a la determinación del nivel retributivo se habrán determinado las funciones 
comprometidas por el trabajador mediante su  equiparación a un grupo y/o categoría profesional, según el sistema de 
clasificación profesional existente.  

Cfr. SALA FRANCO, T., en “Movilidad funcional”, op. cit. pág.36 y en “Puntos críticos del régimen 
jurídico de la clasificación profesional y de la movilidad funcional”, op. cit. pág.98.  Y, también   vid. VALDES 
DAL-RE, F., en “La movilidad funcional”, en MARTINEZ ABASCAL (Coord.) La modificación del contrato de 
trabajo, Ed. IBIDEM, Madrid, 1997, op. cit. pág.27.  

La diversificación de categorías debe responder a diferencias de fondo en el contenido de la prestación y 
estas diferencias son las que justificarán su distinto nivel retributivo.  También la cualificación requerida para ejercer 
las tareas o funciones puede ser considerada como elemento clave para conformar la categoría profesional.   
 Pero surge la duda de si el convenio colectivo en virtud exclusivamente de la titulación del trabajador puede 
diferenciar categorías y atribuirles distinto nivel retributivo aun cuando las tareas o funciones de una y otra sean 
iguales. El TS ha resuelto esta cuestión en sentido afirmativo al entender que en el supuesto que se le planteaba aun 
cuando las funciones de una y otra categoría fueran iguales, la mayor retribución establecida en el convenio colectivo 
para los titulados superiores respondía a superior <<preparación profesional>> y a que  las tareas se <<realizaban de 
forma>> acorde con la titulación exigida.  Vid. STS de 23 de Mayo de 1996 A/4615 (F.J.3) y  STS de5 de Febrero 
de 1998 A/1639.  

Indudablemente en este supuesto  surge la duda de si la previsión convencional no encubre  una 
discriminación para los trabajadores que aun realizando las mismas funciones  perciben una retribución inferior por 
carecer de la titulación correspondiente. Problema de un tratamiento discriminatorio que el propio TS en obiter dicta 
se plantea y rechaza.  

A mi juicio el convenio colectivo lo que hace en realidad es establecer un nivel retributivo y, al  no basarlo 
en las funciones o tareas a realizar por los trabajadores sino a la titulación de los mismos, lo que hace en definitiva  
es determinar la remuneración de los trabajadores en atención a su cualificación. Desde mi punto de vista es por este 
motivo por el que el TS en los casos de autos  considerara que  el cambio de categoría profesional no se trata 
propiamente de una movilidad funcional sino de un cambio de retribución. 
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definición del sistema de clasificación profesional  en cuanto 

marco delimitador de la prestación laboral debida. Importancia 

que se revela atendiendo a los criterios establecid os legalmente 

para la elaboración del sistema de clasificación pr ofesional por 

la negociación colectiva. 

 El pacto entre el trabajador y el empresario que d a lugar a 

la clasificación subjetiva del trabajador, en efect o, debe 

enmarcarse en el Sistema de clasificación profesion al  pactado 

colectivamente conforme a los criterios previstos e n los 

apartados 1 a 4 del art.22 ET. 

 El ET posibilita optar entre un modelo de clasific ación 

profesional basado en la categoría profesional, uno  basado  en el 

grupo profesional y un modelo mixto en el que los g rupos 

profesionales incluyan categorías profesionales. En  cualquier 

caso, lo que interesa apuntar es la especial releva ncia que 

estatutariamente se otorga a los factores relaciona dos con la 

profesionalidad del trabajador como criterios a ten er en cuenta 

para confeccionar las tablas de clasificación profe sional. 

En efecto, la importancia de la profesionalidad del  

trabajador en el Sistema de clasificación profesion al se revela, 

en la delimitación conceptual que el ET hace del gr upo 

profesional y de las categorías equivalentes. 

En primer lugar, en relación con el grupo profesion al es de 

destacar que como elementos configuradores del mism o, junto con 

el contenido general de la prestación, aparecen tan to la 

titulación como las aptitudes profesionales del tra bajador. No 

existe acuerdo doctrinal en torno a si estos elemen tos determinan 

que la equivalencia profesional sea el criterio de agrupación de 

las diversas categorías profesionales, funciones o especialidades 

profesionales que pueden integrar el grupo profesio nal. Las 

consecuencias jurídicas varían según la postura que  se adopte 
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pues, como se verá infra , de ello dependerá en primer término el 

ámbito de actuación del poder de dirección del empr esario en el 

marco de la movilidad funcional y, como consecuenci a, el alcance 

de la prestación debida por el trabajador.  

 

En segundo lugar, también las aptitudes profesional es del 

trabajador son determinantes de la relación de equi valencia entre 

categorías y, además, la formación profesional es c onsiderada 

como mecanismo de adquisición de dicha aptitud prof esional. 

El art.22.3 ET al configurar las categorías equival entes 

únicamente hace referencia a la aptitud profesional  del 

trabajador. La falta de mención al contenido de la prestación 

laboral como presupuesto objetivo para la calificac ión de 

equivalencia también ha sido objeto de atención doc trinal pero  

en este caso parece existir unanimidad en  requerir  la 

concurrencia de ambos requisitos como presupuestos de 

equivalencia de categorías profesionales: aptitud d el trabajador 

para realizar las funciones que las integran y equi valencia 

profesional entre dichas funciones. 

 

(b) En segundo lugar, la prestación laboral, al ser el 

trabajo que debe realizar el trabajador como objeto  de la 

relación jurídica laboral, no sólo queda conformada  por las 

tareas que hayan sido convenidas por el empresario y trabajador 

en el momento de la contratación, sino también por aquellas otras 

que el empresario en virtud de su poder de direcció n puede 

asignar al trabajador. Por tanto, resulta imprescin dible hacer 

referencia al régimen de la movilidad funcional com o medio de 

determinación de la prestación laboral debida. 

El marco del ejercicio del poder de dirección del e mpresario 

está legalmente establecido en los arts.20 y 39.1 E T. Como ha 
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señalado la doctrina el empresario derivado de su p oder de 

dirección puede variar las funciones que habitualme nte desempeña 

el trabajador ejercitando sus facultades de especif icación y 

asignarle otras en el marco de la movilidad funcion al establecido 

en el art.39.1 ET. 

 Estas nuevas funciones, que por ser producto de un  cambio 

funcional, no forman parte del contenido de la pres tación laboral 

pactada, integran, no obstante, también, la prestac ión laboral 

debida 445 . 

Determinar cuáles son estas funciones o tareas no e s tarea 

fácil ni exenta de polémica, por ello, sin perjuici o de que infra  

al tratar específicamente la movilidad funcional se  dé cuenta de 

las diversas opiniones doctrinales al respecto, int eresa avanzar 

aquí la conclusión mayoritariamente defendida por l a doctrina 

científica; ésta es, que únicamente integrarán la p restación 

laboral debida aquellas funciones o tareas que sean  consideradas 

profesionalmente equivalentes a las pactadas o, si se quiere, a 

las que habitualmente desempeña el trabajador. 

 

(c)   En definitiva, se puede decir que la prestación l aboral 

debida queda delimitada legalmente no sólo por el a rt.22 ET sino 

también por los arts.20 y 39.1 ET. De manera que fi nalmente 

incluirá:  

En primer lugar, las funciones o tareas pactadas po r el 

trabajador y el empresario conforme al art.22 ET y que por regla 

general serán las que de forma habitual desempeñe e l trabajador. 

   VALDES DAL-RE las identifica como <<trabajo conv enido>> 446  y, 

                                                 
445 Señala  VALDES DAL-RE que estas funciones, “aunque no forman parte propiamente del 

contenido pactado de la prestación laboral, pueden serle requeridas por el empresario al amparo de los poderes de 
dirección que le confiere el art.39 ET”. Cfr. VALDES DAL-RE, F., en “La movilidad funcional”, op. cit. pág.26. 

446 Sobre el contenido de la prestación debida vid. VALDES DAL-RE, F., en “La movilidad 
funcional”, op. cit. págs.25 y 26. 
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a efectos aclaratorios me parece oportuno señalar q ue en adelante 

se hará referencia a ellas bajo esa denominación o como 

<<prestación laboral convenida>>, indistintamente. 

 En segundo lugar, la prestación laboral debida est ará 

integrada también por aquellas otras tareas o funci ones 

consideradas profesionalmente equivalentes y que, p or tal motivo, 

el empresario puede asignar al trabajador en virtud  de su poder 

de dirección ex  arts.20 y 39 ET 447 .   

  

La prestación laboral convenida es determinante de la 

cualificación profesional convenida .- El patrimonio profesional 

del trabajador reconocido en el momento de la contr atación será 

aquél que exija la prestación laboral convenida 448 . Así ocurrirá, 

en efecto, salvo que el sistema de clasificación pr ofesional 

aplicable imponga que la prestación laboral se dete rmine en 

función de la profesionalidad del trabajador, esto es, que se 

equipare al trabajador a la categoría más ajustada al conjunto de 

sus competencias profesionales, lo que daría lugar a la llamada 

<<categoría subjetiva>> y que  se traduciría en el derecho del 

trabajador a exigir la realización de trabajos corr espondientes a 

las competencias profesionales que tiene. 

Diversamente, el carácter convencional de las funci ones a 

                                                 
447 Para RODRIGUEZ PIÑERO la expresión <<trabajo convenido>> presenta en el contexto de la ley 

un doble y diferente significado. Cabe hablar de un  trabajo convenido <<in concreto>> referido a  las tareas 
asignadas específicamente al trabajador en un momento concreto, generalmente a través de la asignación, más o 
menos permanente, de un determinado puesto de trabajo. También trabajo convenido incluiría todas las posibles y 
genéricas tareas que podrían ser asignadas <<regularmente>> al trabajador, las que constituyen la prestación 
genéricamente debida, entre las que puede <<elegir>> libremente el empleador dentro del ejercicio de su poder de 
dirección (trabajo convenido <<in abstracto>>). Hay  veces que ambos coinciden pero puede no ser así, y que la 
intención de las partes al contratar incluya y permita la posibilidad, sin cambios o modificaciones del contrato 
mismo, de cambios de puestos de trabajo dentro del trabajo genéricamente convenido.  Cfr. en “La movilidad del 
trabajo dentro de la empresa”, II Ciclo de mesas redondas sobre RR.LL., CEOE, Marzo, 1983, págs.7 a 55, cit. 
pág.19 y 20. 

448 Vid. MONEREO PEREZ, J.L. y MORENO VIDA, M.N., en “Cambio tecnológico, cualificación y 
formación profesional” op.cit. pág.293 y 285, distinguiendo entre cualificación real útil o cualificación personal, la 
cualificación convencional y la cualificación objetiva.   
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desarrollar conduce a que, por regla general, al tr abajador se le 

asigne una <<categoría convencional>> que sólo tend rá en cuenta 

la cualificación correspondiente a las exigencias d el puesto de 

trabajo que va a desempeñar 449 . Esta cualificación que se 

identifica con la  <<cualificación convencional o c ontractual>> 450  

podrá integrar todas o parte de las competencias pr ofesionales 

que conforman el patrimonio profesional del trabaja dor, en 

cualquier caso, serán las requeridas por la <<categ oría 

convencional>> que es la que, en definitiva, produc e efectos 

jurídicos 451 .  

En efecto, como reiteradamente ha señalado la doctr ina, la 

tutela de la profesionalidad del trabajador no alca nza a que al 

trabajador se le asignen funciones correspondientes  a su 

profesionalidad 452 . Como se ha llegado a decir, el trabajador “ no 

tiene un derecho subjetivo a la cualificación profe sional  que 

pudiera amparar la facultad de pedir tareas corresp ondientes a 

sus capacidades profesionales actuales” 453  y tampoco tiene 

“derecho a exigir el reconocimiento de una categorí a superior a 

la contratada pese a poseer una categoría subjetiva  superior a 

ésta” 454 , lo que indudablemente dificulta las posibilidades  de 

desarrollar su carrera profesional. 

                                                 
449 En este sentido PALOMEQUE LOPEZ, M.C. en “Los supuestos base en los conflictos individuales 

de clasificación profesional”, RPS, núm.95, 1972, pág.87. Señala este autor que a efectos de determinar la 
clasificación del trabajador se tiene en cuenta la función real ejercida en cada instante por éste “con independencia 
de que ésta responda o no a la competencia teórica del mismo no tenida en cuenta al contratar”. 

450 Cfr. MONEREO PEREZ, J.L. y MORENO VIDA, M.N., en “Cambio tecnológico, cualificación y 
formación profesional” op.cit. pág. 

451 Así lo apunta CRUZ VILLALON, J., en  La modificación de la prestación de trabajo, op. cit. 
págs.50 y 51. 

452 Vid. MONEREO PEREZ, J.L. Y MORENO VIDA, M.N., en “Cambio tecnológico, cualificación y 
formación profesional” op. cit. pág.293 

453 Cfr. CRUZ VILLALON, J.en La modificación de la prestación de trabajo, op. cit. págs.51 y 52. 

454  Cfr. SALA FRANCO, T., en “Movilidad funcional”, op. cit.pág.42. 
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La profesionalidad del trabajador sólo se tiene en cuenta; 

como requisito de aptitud, primero para contratar, y, después 

para efectuar correctamente las funciones contratad as; y, si 

acaso, en el estadío precontractual 455 . En modo alguno el 

patrimonio profesional del trabajador vincula al em presario. Este 

 sólo se halla sujeto por la parte del patrimonio p rofesional del 

trabajador reconocido en el momento de la contratac ión 456 . 

 

Como reverso de la <<categoría convencional>> se ha  dicho 

que el empresario no puede exigir al trabajador que  realice 

tareas no pactadas aun cuando tenga cualificación p ara ello 457 . A 

mi juicio, así es salvo que, como habrá ocasión de ver, las 

nuevas funciones le sean impuestas fruto de una dec isión 

modificativa empresarial adoptada unilateralmente p or el 

empresario.  

 

La cualificación profesional convenida.- Si como se 

dijo la cualificación profesional forma parte de la  persona del 

trabajador, al ser la prestación de trabajo persona lísima, el 

trabajador empeña esa parte de su profesionalidad e n el 

cumplimiento de la prestación laboral. 

Desde esta perspectiva, el trabajador y el empresar io al 

suscribir el contrato de trabajo, no contratan sólo  las funciones 

que integran el contenido de la prestación laboral,  sino también 

                                                 
455 CRUZ VILLALON, J. señala que “ahora se considera la profesión personal como motivo subjetivo 

prenegocial que puede expresarse o no en el contrato en forma de cuál es la prestación debida, pero que sólo esta 
última, la categoría contractual, es la que produce efectos jurídicos”. Cfr. en La modificación de la prestación de 
trabajo, op. cit. pág.51 

456 Cfr. VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad del trabajador en la empresa, CES, Madrid, 1998, 
págs.41 y 42. 

457 Cfr. SALA FRANCO, T., en “Movilidad Funcional”, op. cit. pág. 42. y VALLE MUÑOZ, F.A., en 
La movilidad del trabajador en la empresa, op.cit pág.43. 
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las competencias profesionales que posee el trabaja dor y que, 

como se ha visto, quedan limitadas a las que result an necesarias 

para realizar las tareas convenidas.  

Se puede decir en consecuencia que mediante la clas ificación 

subjetiva del trabajador se determinará no sólo la prestación 

laboral convenida sino también una <<cualificación profesional  

convenida>>, indicativa de las competencias profesi onales que el 

trabajador y el empresario contratan, y, que será l a necesaria 

para que las funciones que integran la prestación l aboral 

convenida se puedan realizar. 

 

 Importa diferenciar la cualificación profesional q ue aquí 

se identifica como <<cualificación profesional conv enida>> de 

aquélla que como objeto de la relación jurídica lab oral puedan 

pactar el trabajador y el empresario. 

A estos efectos hay que precisar que las competenci as 

profesionales que integran la <<cualificación profe sional 

convenida>>  forman parte  del patrimonio profesion al del 

trabajador con carácter previo a su contratación y que se 

contratan precisamente por ser presupuesto del cump limiento de la 

prestación laboral y no como objeto de la relación obligatoria. 

 

La cualificación profesional una vez contratada en función 

de la prestación laboral convenida se convierte, en  efecto, en un 

presupuesto subjetivo del cumplimiento de la presta ción laboral 

ya que como se apuntó, se puede identificar con la aptitud 

profesional que el trabajador precisa para efectuar  de forma 

correcta las funciones contratadas. 

Son diversas las cuestiones que surgen en torno a l a 

cualificación establecida contractualmente alguna d e las cuales, 

dada su  conexión con el cumplimiento de la prestac iones 



 
 321 

derivadas del contrato de trabajo serán planteadas infra . 

 Antes interesa apuntar las especialidades que la 

cualificación profesional convenida introduce en la  situación 

jurídica del trabajador y del empresario como deudo r y acreedor, 

respectivamente, de una prestación laboral cualific ada en el 

marco de la relación jurídica laboral. 

 

C. LA INCIDENCIA DE LA CUALIFICACION PROFESIONAL CO NVENIDA EN LA 

SITUACION JURIDICA DE LOS SUJETOS DE LA RELACION JU RIDICA 

LABORAL. 

 

a) La cualificación profesional convenida como fact or que 

particulariza la situación jurídica del trabajador como 

deudor de la prestación laboral.  

 

Los deberes profesionales derivados de la cualifica ción 

profesional convenida como deberes jurídicos acceso rios a la 

prestación laboral.  Cuando el objeto de la relación obligatoria 

es un trabajo cualificado la situación jurídica del  trabajador 

como deudor se particulariza en la medida en que  l a prestación 

laboral como obligación principal estará acompañada   de una serie 

de deberes jurídicos específicos relativos a la pro fesionalidad 

del trabajador que las partes hayan contratado como  cualificación 

convenida. 

 En efecto, cuando en el marco de una relación labo ral pesa 

sobre el trabajador el deber de realizar una presta ción 

cualificada, parece obvio que para poder ejecutar é sta 

regularmente, el trabajador tendrá que aplicar las competencias 

profesionales contratadas conforme a las exigencias  técnicas y 

profesionales del puesto de trabajo o profesión.  
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Sin embargo, hay que tener en cuenta que, a efectos  de la 

exacta ejecución de la prestación laboral, esas act ividades, 

necesarias en la fase de cumplimiento de la prestac ión, deben 

estar precedidas de otras, también conectadas con l a 

cualificación del trabajador que deben realizarse e n las fases 

previas a la del cumplimiento, con la  finalidad de  preparar y 

conservar la cualificación exigida por la prestació n laboral.    

 Estas serán las dirigidas principalmente a mantene r el nivel 

profesional contratado, bien mediante la actualizac ión y 

perfeccionando de las competencias ya adquiridas, o  bien mediante 

la adquisición de competencias profesionales nuevas  si fueran 

necesarias para ello.  

 

Se puede decir, por tanto, que son diversos los deb eres 

profesionales que integrarán la esfera de prestació n del 

trabajador; desde el básico de mantener el nivel pr ofesional 

comprometido, hasta el genérico de aplicar las comp etencias 

profesionales contratadas; se podrían incluir,  el deber de 

adquirir nuevas competencias profesionales, los de actualizar y 

perfeccionar las que ya poseía y, en fin, aquéllos que deriven de 

las exigencias técnicas y profesionales  del puesto  de trabajo o 

de la profesión 458  .  

Tres consideraciones interesa hacer sobre estas obl igaciones 

de carácter profesional que pesan sobre el trabajad or y su 

conexión con la obligación básica de aquél consiste nte en 

realizar el trabajo convenido, principalmente a los  efectos de 

                                                 
458 Entre los supuestos en los que la jurisprudencia conecta la falta de diligencia con la transgresión de 

la buena fe contractual  GARCIA MURCIA recoge los “trabajos que deben realizarse con sujeción estricta a 
instrucciones, directrices o reglamentos provenientes del empleador o de otras fuentes reguladoras del contrato de 
trabajo”. En estos casos la falta de diligencia consistirá en “el desempeño del trabajo de forma irregular, defectuosa o 
al margen de las exigencias técnicas y profesionales del puesto de trabajo o de la profesión correspondiente”, cfr. 
GARCIA MURCIA, J., en “Falta de diligencia y transgresión de la buena fe contractual (I y II)”,  AL, núms.24 y 25, 
1990, pág.287. 
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perfilar mejor su naturaleza jurídica. 

 

En primer lugar, estos comportamientos del trabajad or en la 

medida en que resulten necesarios para el exacto cu mplimiento de 

la prestación laboral, se podrán considerar como de beres 

jurídicos accesorios al deber principal de realizar  la prestación 

laboral.  

En efecto, desde mi punto de vista, tanto en el deb er del 

trabajador de desplegar sus competencias profesiona les, como en 

el resto de deberes profesionales, se dan las notas  que según 

DIEZ-PICAZO caracterizan los deberes jurídicos acce sorios que 

integran la <<situación de deuda>> en el marco de u na relación 

obligatoria 459 .  

Por una parte, guardan estrecha relación con la pre stación 

principal en la medida en  que sirven de apoyo a és ta y la hacen 

idónea para el logro del fin a que se dirige. 

Por otra parte, no poseen una finalidad independien te de la 

de la prestación principal que les pudiera caracter izar como 

prestaciones accesorias. Diversamente, no tienen su stantividad 

propia frente a la prestación laboral sino que su f inalidad es 

hacer posible la máxima utilidad de ésta  y no ampl iarla o 

extenderla. 

 

Estos deberes jurídicos del trabajador formarán par te 

esencial de la prestación laboral 460  y, en este sentido, interesa 

apuntar que las competencias que debe aplicar el tr abajador serán 

única y exclusivamente las que hayan sido contratad as es decir 

                                                 
459 Cfr. DIEZ-PICAZO, L. en Fundamentos del Derecho Civil patrimonial, Tomo II, op. cit. págs.117 

a 121. 

460 Sobre la relación del deber principal y deberes accesorios, vid. DIEZ-PICAZO, L., en Fundamentos 
del Derecho Civil patrimonial, Tomo II, op. cit. pág.119. 
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las que integran la <<cualificación convenida>>. De sde mi punto 

de vista aplicar competencias profesionales diversa s a las 

contratadas no podrá entenderse como un deber juríd ico que 

integra la prestación laboral convenida y tampoco c omo una  

prestación accesoria, salvo que como tal se hubiera  establecido 

en el acto de constitución de la relación obligator ia 461 . 

En este sentido hay que recordar la acertada opinió n 

doctrinal de que el empresario no puede exigir al t rabajador la  

realización de tareas no pactadas aun cuando tenga cualificación 

suficiente para ello. En lo que aquí interesa, tal exigencia  

supondría que al trabajador se le imponen unos debe res 

profesionales que exceden de los correspondientes a  la prestación 

laboral convenida. 

 

Sin perjuicio de lo anterior si entraría dentro de los 

deberes profesionales del trabajador adquirir nueva s competencias 

profesionales, pero desde mi punto de vista, sólo e n el caso de 

que fueran precisas para mantener el nivel profesio nal 

contratado 462 . El empresario no puede exigir al trabajador que 

adquiera nuevas competencias profesionales para sup erar dicho 

nivel, pues le estaría imponiendo un deber profesio nal cuya 

finalidad excedería con mucho a la de preparar y co nservar la 

cualificación profesional convenida para el correct o cumplimiento 

                                                 
461 Tendría como finalidad ampliar o extender la utilidad o rendimiento que la prestación principal 

debe proporcionar al empresario, sin embargo tengo mis dudas de que pueda considerarse con autonomía respecto de 
ésta y permitiera una exigibilidad separada. Sobre las prestaciones accesorias, vid. DIEZ-PICAZO, L., en 
Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Tomo II, op. cit. pág.315 y  316 

462 GONZALEZ ORTEGA al conceptuar la ineptitud mantiene  que si el trabajador es inicialmente 
apto basta, a su juicio, “con el mantenimiento de la aptitud o del nivel del rendimiento primitivo para entender 
cumplida su obligación laboral en lo que hace a la cualidad de la misma”. Desde su punto de vista no puede exigirse 
al trabajador una progresión continua en su aptitud pues esto supondría “introducir en la obligación contractual del 
trabajador no sólo la de trabajar, sino la de trabajar más y mejor cada vez”. Cfr. en GONZALEZ ORTEGA, S., 
“Tribunal central de trabajo. Contrato de trabajo y otras materias: La ineptitud como causa de despido  y su relación 
con los supuestos de incapacidad del trabajador para realizar la prestación laboral”, op. cit. pág.209. 
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de la prestación laboral. 

 Desde mi punto de vista, el nivel profesional que el 

trabajador debe mantener es el que corresponda a la  cualificación 

profesional que haya contratado, por tanto, vendrá determinado 

por la prestación laboral convenida y es ésta la qu e debe 

enmarcar las específicas obligaciones a cargo del t rabajador de 

incrementar, actualizar y perfeccionar las competen cias 

profesionales contratadas. 

 

Como consecuencia de todo lo anterior se puede deci r que en 

el marco de una relación laboral, cuando el objeto de la 

obligación del trabajador sea realizar un trabajo c ualificado, 

pesan sobre éste diversas obligaciones profesionale s dirigidas a 

asegurar el cumplimiento de la prestación laboral c onvenida. 

Deberes profesionales que dado su carácter accesori o, 

complementan y ensanchan el deber principal de pres tación del 

trabajador 463 . 

 

En segundo lugar, se trata de deberes profesionales  que 

comportan unas específicas reglas de conducta, lo q ue en último 

término significa que modalizarán el comportamiento  básico debido 

por el trabajador. 

Precisamente el hecho de que el trabajo comprometid o sea 

cualificado impone al trabajador un modelo de dilig encia 

profesional 464 . 

                                                 
463 Sobre la relación entre el deber central y primario o deber de prestación y los deberes accesorios, 

vid. DIEZ-PICAZO, L. en Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Tomo II, op. cit. pág.119. 

464 Doctrinalmente se entiende la diligencia como modo de la prestación debida por el trabajador  e, 
interesa especialmente apuntar, por lo que aquí se está argumentando, que el deber de diligencia no se considera 
como un deber autónomo y con sustantividad propia. Como ha señalado MONTOYA MELGAR, “no existe un deber 
de trabajar, por un lado, y un deber de ser diligente, por otro, sino que la obligación del trabajador es, 
indisolublemente, la de trabajar con diligencia”, cfr. MONTOYA MELGAR, A., en “Artículo 20.- Dirección y 
control de la actividad laboral” en BORRAJO DACRUZ (Dir.) Comentarios a las leyes laborales. El Estatuto de los 
Trabajadores, EDERSA, Madrid, 1985, pág.108 y  GARCIA MURCIA, J., en “Falta de diligencia y transgresión de 
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En efecto, los deberes profesionales se pueden cons iderar 

como pautas de comportamiento que vienen impuestas al trabajador 

como poseedor de unas competencias profesionales. D esde este 

punto de vista, al estar integrados en la obligació n básica de 

trabajar lo que hacen en realidad es particularizar  el modelo de 

conducta que debe observar el trabajador, no sólo a l realizar el 

trabajo contratado, sino también en momentos anteri ores al 

cumplimiento. 

lo ha entendido VALDES DE LA VEGA al señalar que “l a 

diligencia debida será aquella conectada con el emp leo de la 

aptitud, cualificación o habilidad profesional que hayan sido 

tomadas en consideración en el momento de contratar , o en 

posteriores novaciones” 465 . 

Es importante insistir en la idea de que aunque las  reglas 

de diligencia tengan especial transcendencia en la fase de 

cumplimiento de la prestación laboral, la diligenci a profesional 

es importante también en fases anteriores a él, ya que incide en 

deberes profesionales cuyo objeto son las actividad es previas 

necesarias para la preparación de la prestación lab oral 

precisamente por el hecho de ser ésta <<cualificada >>. 

 

 En tercer lugar, en cuanto obligaciones profesiona les de 

hacer, su inobservancia tiene consecuencias jurídic as en el 

cumplimiento regular de la prestación. 

La inobservancia de un deber accesorio, siguiendo a  DIEZ-

PICAZO, no origina un verdadero y propio incumplimi ento, sino 

solamente un cumplimiento defectuoso -salvo, como e s obvio, que 

                                                                                                                                                          
la buena fe contractual (I y II)”, op. cit. pág.281. 

465 Cfr. VALDES DE LA VEGA, B.,  en La profesionalidad del trabajador en el contrato de trabajo, 
op. cit. pág.156 y recogiendo esta opinión también vid. MIRON HERNANDEZ, M.M., en El derecho a la formación 
profesional del trabajador, op.cit. pág.260. 
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vaya acompañado de infracción del deber básico o pr incipal-, sin 

embargo, como después se verá, la infracción del de ber de aplicar 

las competencias profesionales, puede originar un i ncumplimiento 

definitivo de la obligación del trabajador 466 . 

 

Facultades jurídicas del trabajador.- La situación de 

deuda del trabajador está formada además de por deb eres jurídicos 

por facultades mediante las cuales, según DIEZ-PICA ZO, se 

protegen los intereses del deudor. 

En lo que aquí interesa, hay que señalar que el hec ho de que 

el elemento cualificación se integre en la relación  jurídica 

laboral no introduce variaciones respecto de las fa cultades que 

la ley reconoce al trabajador como titular del dere cho a la 

formación profesional. Este derecho así como las fa cultades que 

lo integran se reconocen en el ET a todos los traba jadores con 

independencia de si la prestación laboral contratad a es o no 

cualificada. 

Legalmente no se tienen en cuenta las obligaciones 

formativas que como se ha visto integran la situaci ón de deuda 

del trabajador. Desde esta perspectiva, a mi juicio , el 

tratamiento legal que recibe el trabajador como suj eto de una 

relación jurídica laboral cuyo objeto es una presta ción laboral 

cualificada es inadecuado.  

 

Las facultades legalmente establecidas para protege r la 

profesionalidad del trabajador, son de dos tipos.  

Unas, tienen por finalidad que el trabajador progre se en su 

                                                 
466 En este sentido señala MONTOYA MELGAR que el trabajo prestado sin la debida diligencia “hace 

incurrir al trabajador no en el mero incumplimiento de su obligación de ser diligente, sino, más radicalmente, en el 
incumplimiento o cumplimiento defectuoso de su prestación laboral. El cumplimiento, para ser liberatorio, ha de ser 
diligente”. Cfr. MONTOYA MELGAR en “Artículo 20.- Dirección y control de la actividad laboral”, op. cit. 
pág.108. 
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profesionalidad, son las que el ET recoge en el art .23 del ET. Y, 

otras son las facultades que estatutariamente se re conocen al 

trabajador para evitar que su profesionalidad pueda  verse 

perjudicada durante el desarrollo de la relación la boral. 

A ambas se hará referencia infra . Pero, sin perjuicio de lo 

que después se dirá, es necesario apuntar desde aho ra que las 

primeras son precisa y exclusivamente los instrumen tos jurídico 

que el trabajador podrá utilizar para acceder a las  actividades 

de formación continua necesarias para el cumplimien to de sus 

deberes profesionales, principalmente los de actual izar y 

adquirir nuevas competencias profesionales. 

A través del art.23 ET se protege el interés profes ional del 

trabajador facilitando que pueda compatibilizar la jornada 

laboral con el  cumplimiento de sus obligaciones co ntractuales de 

formación.  

 

b) La cualificación profesional convenida como fact or que 

particulariza la situación jurídica del empresario como 

acreedor de la prestación laboral convenida.  

 

 

La incidencia de la cualificación profesional conve nida 

en la situación jurídica del empresario.-  En el marco de la 

relación jurídica laboral la cualificación como cua lidad de la 

prestación laboral incide en la situación jurídica del empresario 

como acreedor de la prestación laboral convenida. 

Sin embargo, esta incidencia es escasa e incluso po dría 

entenderse insuficiente si se tiene en cuenta, por una parte, que 

el trabajador es titular de los deberes profesional es apuntados 

supra , y, por otra, que legalmente al trabajador se le r econoce 

en la relación jurídica laboral el derecho a la for mación 
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profesional, lo que en buena lógica debería presupo ner un 

correlativo deber jurídico del empresario.  

Como se verá a continuación no es el caso, a salvo -hay que 

matizar- de que exista una norma especial que así l o establezca -

como lo hace la LPRL en materia de seguridad y salu d laboral o  

la Ley 14/1994 para las empresas de trabajo tempora l-. 

Estatutariamente no se recoge la obligación del emp resario de 

garantizar la formación y actualización profesional  continua de 

los trabajadores. 

 

Sobre el grado de incidencia de la cualificación co nvenida 

en la situación jurídica del empresario hay que hac er varias 

consideraciones. 

En primer lugar, la cualificación convenida se enma rca en el 

derecho de crédito del empresario en cuanto pasa a integrarse en 

la prestación laboral. 

En efecto, en el ámbito de actuación del derecho de l 

empresario estará la prestación laboral 467  acompañada de la 

cualificación convenida y, en consecuencia, de los deberes 

profesionales que pesan sobre el trabajador y sobre  los que el 

empresario también ejercerá sus poderes de direcció n y 

organización.  

La parte del patrimonio profesional que se ha ident ificado 

como la cualificación convenida, en la medida en qu e pertenece a 

la esfera de la persona del trabajador, una vez con tratada queda 

subordinada al empresario en la misma medida en que  lo está el 

trabajador y, por tanto, sujeta a su poder de direc ción y, en 

particular, a su poder de especificación. 

                                                 
467 “Enmarcada en sus condiciones de identidad, género y cuantía, y las circunstancias del tiempo y de 

lugar en que la prestación debe ser obtenida”, cfr. DIEZ-PICAZO,L. en Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial, 
Tomo II, pág.108  
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En segundo lugar, la facultad principal del empresa rio de 

exigir la prestación laboral alcanza a exigir no só lo el 

rendimiento convenido, sino también a que el trabaj ador, en 

cumplimiento de sus deberes profesionales, actúe co n la 

diligencia profesional debida. El empresario, en ef ecto, estará 

facultado para exigir al trabajador el cumplimiento  de los 

deberes profesionales pero hay que tener en cuenta que éstos, en 

tanto que deberes jurídicos sin autonomía ni sustan tividad 

propia, carecerán de exigibilidad separada de la pr estación 

laboral 468 . 

Hay que tener en cuenta que la prestación laboral c onvenida 

 no la conforman las funciones que el empresario pu ede asignar al 

trabajador en virtud de su poder de especificación,  es decir,  

las funciones que integran el grupo profesional o l as 

correspondientes a las categorías equivalentes a la  asignada al 

trabajador, sino exclusivamente las funciones o tar eas pactadas 

por el trabajador y empresario. Lo que en definitiv a viene a 

significar que como se apuntó, el empresario no pue de exigir al 

trabajador obligaciones profesionales que sobrepase n el marco de 

ésta. 

 

En tercer lugar, no se impone al empresario obligac ión 

específica alguna a los efectos de que el trabajado r cuente con 

la cualificación precisa para ejecutar la prestació n laboral 

convenida. 

 

La colaboración del empresario.-  Pero qué duda cabe que 

la colaboración del empresario en el cumplimiento d e los deberes 

                                                 
468 Vid. DIEZ-PICAZO, L. en Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial, Tomo II, op. cit. pág.316. 
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profesionales que pesan sobre el trabajador será ne cesaria. 

 En efecto, en primer término es necesario que el e mpresario 

facilite al trabajador el ejercicio de las facultad es que le 

reconoce el art.23 del ET para que éste pueda compa tibilizar el 

tiempo de trabajo con las actividades de formación que deba 

realizar para completar o mejorar su formación prof esional. En 

este caso, la colaboración empresarial se establece  en el art.23 

ET como un deber jurídico del empresario en la medi da en que es 

exigible directamente por el trabajador. 

En segundo término, aun cuando el ET no establezca una 

obligación formativa a cargo del empresario, es nec esaria la 

colaboración de éste en la formación del trabajador  cuando la 

misma sea precisa para el correcto cumplimiento de la prestación 

laboral pues el empresario es responsable civil dir ecto de los 

perjuicios que una prestación laboral defectuosa po r falta de 

cualificación del trabajador que la realiza pueda o casionar a 

terceros ex  art.1903 CC. 469 .  

Desde este punto de vista la colaboración del empre sario 

puede ser necesaria precisamente para evitar la eje cución 

irregular de la prestación laboral y con ello el po sible 

perjuicio a terceros. 

Producido el daño con ocasión del cumplimiento irre gular o 

defectuoso de la prestación laboral, el carácter cu asi-objetivo 

de la responsabilidad empresarial 470  hace difícil que el 

empresario pueda exonerarse por más que alegue y ac redite su 

                                                 
469 Sobre responsabilidad civil de los empresarios, vid. DIEZ-PICAZO, L. y  GULLON, A., en Sistema 

de Derecho Civil, vol. II, 6ª ed., Ed. Tecnos,  Madrid, 1992, págs. 626 y 627. 

470 Vid. DIEZ-PICAZO, L. y  GULLON, A., en Sistema de Derecho Civil, op. cit. pág.626 y entre la 
doctrina laboralista, ALONSO OLEA, M.  y  CASAS BAAMONDE, M.E., Derecho del Trabajo, op. cit. pág.379, 
ALFONSO MELLADO, C.L. en Indemnizaciones entre empresarios y trabajadores antes y durante el desarrollo de 
la relación laboral, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1994 y RAMIREZ MARTINEZ (Dir.), GARCIA ORTEGA, J., 
GOERLICH PESET, J.M., PEREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F., RAMIREZ MARTINEZ, J.M. y SALA 
FRANCO, T., en Curso de Derecho del Trabajo, 10ª ed., Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2001, pág.399. 
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colaboración  en la formación del trabajador como c onducta 

diligente observada para evitar el daño. 

Ello no obsta para que la colaboración empresarial se puede 

contemplar como una carga jurídica en la medida en que será una 

conducta que el empresario deba desplegar para evit ar los 

perjuicios derivados de que el trabajador por falta  de 

cualificación no pueda ejecutar regularmente la pre stación 

laboral. La observancia de dicho comportamiento, no  es exigible 

por el trabajador pero no cabe duda que su inobserv ancia, es 

decir, la falta de colaboración del empresario en l a 

cualificación del trabajador cuando sea necesaria, puede 

perjudicar la posición jurídica del propio empresar io 471 . 

  

Por otra parte, frente a ciertas situaciones de cam bio 

instadas unilateralmente por el empresario, la cola boración de 

éste también tendrá carácter necesario, tanto en la  fase previa, 

como en la de la ejecución de la prestación laboral , a efectos de 

que su propio interés no se vea perjudicado. 

 Así ocurrirá, en efecto, cuando  el empresario mod ifique 

unilateralmente el modo de realizar la prestación l aboral y 

cuando la modificación unilateral afecte sustancial mente a las 

condiciones de trabajo o a las funciones convenidas  como 

contenido de la prestación laboral. 

Estatutariamente, tanto para el primer supuesto, 

identificable con el contemplado en el art.52,b) de l ET como 

introducción de modificaciones técnicas en el puest o de trabajo, 

como en el segundo, establecidos en el art.41 como modificación 

sustancial de condiciones de trabajo y en el art.39  como 

movilidad funcional, también se establece el caráct er necesario 

                                                 
471 Vid. DIEZ-PICAZO, L. en Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial, tomo II, op. cit. págs.110 y 

112 
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de la colaboración del empresario para que el traba jador pueda 

ejecutar regularmente la prestación laboral.  

Hay que tener en cuenta que tampoco dicha colaborac ión se 

contempla como un deber jurídico del empresario, ex igible 

directamente por el trabajador y cuya inobservancia  daría lugar a 

las consecuencias propias del incumplimiento del ac reedor 472 , 

sino como una carga en la medida en que será una co nducta que el 

empresario debe desplegar a efectos de evitar el pe rjuicio que le 

puede suponer que la prestación laboral sea defectu osa o devenga 

imposible por falta de cualificación del trabajador  que tiene que 

realizarla. 

A mi juicio, de las previsiones estatutarias señala das se 

puede deducir que, efectivamente, en ambos casos se  trata de una 

carga de colaboración que pesa sobre el empresario desde el 

momento en que su inobservancia no se considera inc umplimiento de 

las obligaciones de éste. Su inobservancia únicamen te será 

relevante si trae como consecuencia un perjuicio pa ra terceros o 

la imposibilidad sobrevenida de la prestación, ya q ue, en este  

caso, la imposibilidad no se podrá considerar imput able al 

trabajador, sino al empresario. 

 

Al margen del deber y de la carga de colaboración 

establecidos en los supuestos apuntados, la esfera de crédito del 

empresario relativa a la cualificación del trabajad or queda 

reducida a la obligación legal de mantenerle efecti vamente 

ocupado y que esa una ocupación sea adecuada a su c lasificación 

profesional -ex art.4.2,a) ET -. 

 

En conclusión, la cualificación profesional una vez  

                                                 
472 Vid. DIEZ-PICAZO, L. en Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial, tomo II, op. cit. págs.110 y 

112 
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contratada se integra en la prestación laboral, per o no se 

convierte en objeto de singulares obligaciones cont ractuales del 

empresario y trabajador como, en opinión que compar to con CASAS 

BAAMONDE, sería deseable. 

La cualificación convenida únicamente genera debere s 

jurídicos para el trabajador.  

La obligación de mantener el nivel profesional cont ratado 

recae exclusivamente en el trabajador sin que sobre  el empresario 

se imponga obligación alguna de proporcionar la for mación 

necesaria para ello, a salvo, como vimos de que una  norma 

especial así lo establezca.  

Las obligaciones que tiene el empresario de mantene r al 

trabajador efectiva y adecuadamente ocupado y de fa cilitarle el 

ejercicio de las facultades que le reconoce el art. 23 del ET, las 

tiene frente a todos los trabajadores, tanto si la prestación 

laboral que debe realizar es cualificada, como si n o lo es, por 

tanto no pueden considerarse <<obligaciones singula res>> 

derivadas de la cualificación profesional convenida . 

Por ello hay que convenir con RODRIGUEZ-SAÑUDO que el 

derecho del trabajador a la formación profesional e n el marco de 

la relación jurídica laboral no encuentra la correl ativa 

obligación que cabría esperar del sujeto frente al que es 

exigible 473 .  

 

D. LA CUALIFICACION EN LA EJECUCION DE LA PRESTACIO N LABORAL 

CONVENIDA.  

 

El trabajador, en el cumplimiento de la prestación laboral, 

tiene la obligación de observar los deberes profesi onales 

                                                 
473 Cfr. RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, F., en “Sobre el contenido del deber de formación 

profesional del empresario”, op. cit. pág.244 y 245. 
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vinculados a la cualificación convenida en la medid a en que de no 

hacerlo así el cumplimiento de la prestación labora l puede verse 

perjudicado y con ello insatisfecho el interés del empresario. 

En efecto, de su inobservancia puede derivar una pr estación 

defectuosa por no ajustarse a la que establecieron las partes al 

contratar lo que supondría el incumplimiento de la obligación 474 . 

 

Cuando el incumplimiento de la obligación  deriva d e la 

inobservancia de los deberes profesionales del trab ajador, para 

determinar la responsabilidad contractual por incum plimiento hay 

que tener en cuenta que el origen del mismo se encu entra en la 

inobservancia de la regla de diligencia profesional  y que por 

tanto sería imputable al trabajador. 

Aunque en el ordenamiento laboral la diligencia se orienta 

principalmente a la obtención de un rendimiento deb ido 475 , de 

manera que si éste disminuye de forma voluntaria y continuada 

puede ser causa justificada de despido disciplinari o -ex art.54 

ET- 476 , hay que tener en cuenta que la diligencia también   alude, 

como ha señalado GARCIA MURCIA, a “la conducta que se observa o 

ha de observarse en el desarrollo de una determinad a 

actividad” 477 . 

                                                 
474 Sobre concepto de prestación defectuosa y los supuestos de insatisfacción del derecho de crédito, 

vid. DIEZ-PICAZO, L., en Fundamentos del Derecho Civil patrimonial, Tomo II, op. cit. pág.570 y 571. 

475 Para  MONTOYA MELGAR, “presupuesto imprescindible de la diligencia -pero que no debe 
confundirse con ella misma- es la aptitud, pericia o idoneidad del trabajador para realizar el trabajo convenido: si la 
aptitud deriva de la competencia profesional, la diligencia supone la atención orientada a la obtención del rendimiento 
debido”, cfr. MONTOYA MELGAR, A., en Derecho del Trabajo, op. cit. pág.304. 

476 Mediante la sanción por disminución del rendimiento se controla la obligación de diligencia, cfr. 
GARCIA MURCIA, J., en “Falta de diligencia y transgresión de la buena fe contractual (I y II)”, op. cit. pág.289. 

477 Esta dimensión de la diligencia para GARCIA MURCIA presta más atención “al modo de 
realización del trabajo y al comportamiento profesional del trabajador que al resultado tangible de sus servicios” y  
adquiere relevancia especialmente en “trabajos en los que no es posible medir con criterios cuantitativos el 
rendimiento exigible” y en aquellos en los el “interés del empleador no se cifra exactamente en el resultado final, sino 
en que el trabajo se desarrolle de manera correcta y adecuada”, cfr. GARCIA MURCIA,J., en “Falta de diligencia y 
transgresión de la buena fe contractual (I y II)”, op. cit. pág.289.  
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Así, tratándose de una prestación cualificada, la d iligencia 

podrá estar conectada o no con el rendimiento debid o pero, en 

cualquier caso, en la medida en que exija “una dete rminada 

conducta o comportamiento profesional en la prestac ión de 

servicios”, su inobservancia habrá que considerarla  como 

incumplimiento de los deberes profesionales que pes an sobre el 

trabajador para el cumplimiento correcto y adecuado  de la 

prestación laboral. En definitiva, tan falta de dil igencia es 

incumplir las reglas sobre el rendimiento como prod ucto del 

trabajo, como incumplir las reglas relativas al <<m odo de 

cumplimiento>> de la prestación laboral 478  que aquí, por su 

conexión con la obligaciones profesionales, se vien en 

identificado como la diligencia profesional que deb e observar el 

trabajador en el cumplimiento de una prestación lab oral 

cualificada. 

 

A igual conclusión se llega al partir de la cualifi cación 

como requisito de aptitud para realizar la prestaci ón 

cualificada. En tal caso la disminución del nivel p rofesional 

contratado debida a la obsolescencia de sus conocim ientos, a la 

pérdida (por desuso) de sus habilidades y/o a la fa lta de 

comprensión, puede repercutir en el cumplimiento de  la prestación 

laboral, ya sea por  impedir el cumplimiento exacto  de la misma, 

ya, en último extremo, por constituir un supuesto d e 

                                                                                                                                                          
Por ejemplo, esta dimensión de la diligencia tiene especial significación en las relaciones laborales 

especiales de artistas y deportistas profesionales, ya que, en ambos casos la diligencia debida no alude no tanto al 
resultado del trabajo cuanto a la manera de realizar el mismo. Vid. al respecto ROQUETA BUJ, R., en El trabajo de 
los artistas, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1995, págs.68 y 69 y en El trabajo de los deportistas profesionales, Ed. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, págs.160 a 162. 

478 Señala GARCIA MURCIA que hay trabajos en los que no siempre es posible medir el rendimiento 
con precisión y entre estos, por regla general, se encontrarán los caracterizados por su especial cualificación.   Para 
este autor, la correcta realización de los mismos “depende no tanto de controles externos como de la adecuada 
disposición y actitud del trabajador”. Cfr. en  “Falta de diligencia y transgresión de la buena fe contractual (I y II)”, 
op. cit. pág.289. 
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imposibilidad sobrevenida de la prestación al gener ar la 

ineptitud del trabajador para realizar el trabajo q ue el 

empresario le encomiende en virtud de su poder de d irección. 

Manifestada la descualificación del trabajador en e l 

cumplimiento de la prestación laboral, la causa ori ginaria de la 

misma tendrá especial relevancia desde la perspecti va de su 

imputabilidad y, una vez más, si la descualificació n se produce  

por inobservancia de las reglas de diligencia profe sional que 

imponían al trabajador mantener las competencias pr ofesionales 

contratadas en un nivel profesional adecuado para e l correcto 

cumplimiento de la prestación laboral convenida, el  

incumplimiento o imposibilidad de dicha prestación será a él 

imputable. 

 

No puede ser otra la conclusión desde el momento qu e el 

trabajador tiene la obligación de mantener y actual izar las 

competencias profesionales contratadas, mientras qu e el 

empresario; de una parte, no tiene obligación algun a de 

proporcionar al trabajador la formación necesaria a  esos efectos; 

y, de otra, la carga jurídica que pesa sobre él de colaborar en 

la formación del trabajador no determina que la imp osibilidad 

sobrevenida de la prestación laboral convenida sea imputable al 

empresario. 

 

Pero cabe preguntarse si esta conclusión, siendo vá lida en 

relación con la cualificación profesional vinculada  a la 

prestación laboral convenida lo es también respecto  de la 

cualificación profesional vinculada al resto de fun ciones que por 

 integrar también la prestación laboral debida el e mpresario 

puede asignar al trabajador en virtud de su poder d e dirección ex  

art.39.1 ET. E, incluso, respecto de las funciones extrañas a la 
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prestación laboral debida que el empresario pueda a signar al 

trabajador en virtud del <<ius variandi>> ex  arts.39.2 y 39.5 ET. 

La respuesta a esta cuestión depende del mayor o me nor 

alcance de la profesionalidad del trabajador como l ímite a la 

movilidad funcional decidida unilateralmente por el  empresario, 

lo que será objeto de atención infra . 

 

 

  

III. LA FORMACION PROFESIONAL COMO INSTRUMENTO DE C UALIFICACION 

ANTE CAMBIOS EN EL PROGRAMA DE PRESTACIÓN. 

 

 

Punto de partida: La instrumentalidad como caracter ística de 

la formación profesional.- La formación profesional entendida 

como proceso de adquisición de competencias profesi onales es una 

medida de política activa de empleo que cumple dos funciones.  

En primer lugar, mejora la capacidad de inserción y  de 

reinserción de los trabajadores. Desde este punto d e vista la 

formación es un instrumento <<para el empleo>> que posibilita, no 

sólo la adquisición de la capacidad profesional nec esaria para 

realizar una actividad profesional, sino también un  cambio de 

actividad profesional o tipo de empleo. 

Como medida de reinserción -que es la que ahora int eresa 

destacar-, la formación profesional cumple una func ión 

terapéutica al contribuir a paliar los efectos que la movilidad 

externa derivada de los procesos de reestructuració n productiva 

produce en los trabajadores afectados. 

En efecto, a través de la formación profesional los  

trabajadores desempleados adquirirán las competenci as 

profesionales necesarias para reinsertarse en el me rcado de 
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trabajo. Y principalmente, como se vio supra,  es el Subsistema de 

Formación Profesional Ocupacional el que establece las vías y 

acciones formativas adecuadas a tal fin. 

 

En segundo lugar, la formación profesional permite la 

adaptación de los trabajadores a la evolución y mod ificaciones 

que se produzcan en el programas de prestación en e l marco de la 

relación jurídica laboral. 

Desde este punto de vista la formación es un instru mento que 

 <<en el empleo>> permite al trabajador adquirir la s competencias 

profesionales necesarias para mantener su empleo an te situaciones 

de movilidad interna. Como mecanismo de adaptación cumple una 

función preventiva frente al desempleo, y, como se vio supra , a 

tal fin se encamina la oferta formativa del Subsist ema de 

Formación Profesional Continua. 

 

De lo apuntado se sigue que ante situaciones de mov ilidad, 

interna y externa, el trabajador adquirirá, mediant e procesos de 

formación profesional, las competencias profesional es necesarias 

tanto para el mantenimiento de su empleo, como para  defenderse  

frente al desempleo mejorando su capacidad de reins erción. 

 

El ordenamiento jurídico, frente a las situaciones de 

movilidad interna concibe la profesionalidad del tr abajador como 

un bien jurídico necesitado de tutela pero la conte mpla desde un 

punto de vista estático. A mi juicio, al adoptar es ta perspectiva 

se limita a protegerla como medio de defensa del tr abajador 

frente al desempleo, olvidando el trascendental pap el que la 

formación profesional puede jugar como estrategia < <en el 

empleo>> para mejorar la profesionalidad del trabaj ador 

“ampliando la base de sus posibilidades de trabajo también dentro 
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de la empresa” 479 . 

profesionalidad queda, en efecto, salvaguardada de los 

posibles perjuicios que la decisión empresarial pue da ocasionarle 

sin embargo no se impide con carácter absoluto, que  estos se 

produzcan, como tampoco se establecen, en ningún ca so, los medios 

necesarios para que el trabajador reciba la formaci ón profesional 

que requiera, no sólo para su adaptación, sino tamb ién para 

evitar, en último término, la extinción de su contr ato de trabajo 

y su sustitución por otro trabajador más cualificad o. 

La profesionalidad se impone como límite legal fren te a 

ciertas situaciones de movilidad interna de los tra bajadores 

instadas unilateralmente por el empresario lo que r esulta 

coherente con la idea de que ante situaciones econó micas 

desfavorables o de inevitables cambios técnicos, or ganizativos o 

de producción por las que atraviesa la empresa, la movilidad 

interna es una medida alternativa a la extinción de  los contratos 

de trabajo 480 . 

En efecto, puede considerarse que las medidas empre sariales 

de movilidad interna protegen la estabilidad en el empleo 

evitando el despido del trabajador, pero en modo al guno 

garantizan su empleo ya que si la situación empresa rial que 

justificó la decisión de cambio persiste, el trabaj ador puede 

verse afectado por una decisión extintiva empresari al. En tal 

caso, de no protegerse la profesionalidad del traba jador frente a 

la decisión modificativa empresarial se produciría un perjuicio 

                                                 
479 Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO,M. en “Empleabilidad y acceso a la formación”, RL, núm.10, 2001,  

pág.5 

480 Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO, M. en “Empleabilidad y acceso a la formación”, op. cit. pág. 9. 
Con la matización apuntada por  RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Flexibilidad interna: movilidad 

funcional, movilidad geográfica y modificación sustancial de condiciones de trabajo”, ejemplar mecanografiado de la 
ponencia presentada en el VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Valladolid, 1996, 
pág.2. Señala este autor que “las medidas de flexibilidad interna no aparecen estrictamente como medidas alternativas 
al despido, puesto que las causas justificativas de una y otra flexibilidad son distintas”. 
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en el patrimonio profesional del trabajador que en último término 

significaría un grave perjuicio para la posición de l trabajador 

como futuro demandante de empleo al disminuir sus p osibilidades 

de reinserción.  

En definitiva, resultaría incoherente que la preten dida 

protección de la estabilidad en el empleo mediante la movilidad 

interna terminara ocasionando la desprotección del trabajador 

frente a la movilidad externa al quedar reducidas l as 

posibilidades de defensa que su profesionalidad le confiere 

frente al desempleo. 

Por ello parece razonable desde la perspectiva  apu ntada que 

la profesionalidad se imponga como límite legal a l a movilidad 

funcional del trabajador y, que también se impusier a frente a la 

modificación sustancial de sus condiciones de traba jo, lo que no 

 hace el Estatuto de los Trabajadores, como se verá  infra,  por 

irrazonable que pueda parecer desde el punto de vis ta apuntado.  

También este  motivo -aunque no único como indicaré  infra -, 

me lleva a considerar incongruente el tratamiento q ue se da a la 

profesionalidad en el art.52,b) ET.  

De operar la consecuencia jurídica prevista en este  

precepto, llegamos a la situación absurda en la que  un trabajador 

despedido por inadaptación sin haber sido formado < <en el 

trabajo>> a través del Subsistema de Formación Prof esional 

Continua, como demandante de empleo deba ser formad o <<para el 

trabajo>> por el Subsistema de Formación Profesiona l Ocupacional. 

  

Lo absurdo de la situación desde la perspectiva de la 

política de empleo, y más concretamente desde el Si stema de 

Formación Profesional, se trueca,  desde la perspec tiva jurídica 

laboral, en grave desprotección jurídica de la esta bilidad en el 

empleo por falta de una adecuada protección de la p rofesionalidad 
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del trabajador. 

 

 

A. LA FORMACION PROFESIONAL Y LA MOVILIDAD FUNCIONA L. 

 

a) El régimen jurídico de la movilidad funcional.  

 

Concepto.- La movilidad funcional se entiende como el 

cambio de las funciones que habitualmente presta el  trabajador de 

acuerdo con la clasificación profesional efectuada en el momento 

de contratar 481 . 

 

El Ordenamiento Jurídico laboral concede al empresa rio la 

facultad de decidir unilateralmente la modificación  de las 

funciones que viene desempeñando el trabajador. 

Ahora bien, el empresario no tiene libertad absolut a a la 

hora de adoptar esa decisión modificativa, ya que s u actuación se 

encuentra sometida a una serie de límites; unos gen éricos, como 

son, el principio de la buena fe contractual ex  arts.1258  CC. y 

20.2 ET y el principio de no discriminación de las decisiones 

unilaterales del empresario ex  arts.14 CE, 4.2.c) ET y 17.1 ET; 

y, otros específicos, fijados en la normativa regul adora de esta 

institución con el fin de que los intereses profesi onales y 

económicos del trabajador afectado por la decisión empresarial 

queden también protegidos. 

 

Supuestos de movilidad funcional.-  Los límites y 

condiciones legales varían en función del tipo de m ovilidad 

                                                 
481 Cfr. SALA FRANCO, T., en “Los puntos críticos del régimen jurídico de la clasificación 

profesional y de la movilidad funcional”, op. cit. pág.99. 
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funcional que decida el empresario, y ésta puede se r:  

a) La movilidad funcional ordinaria: Producida dent ro del 

grupo profesional contratado o, a falta de definici ón de grupos 

profesionales, dentro de las categorías profesional es 

equivalentes a la contratada, entendiendo por tales , según el 

art.22.3 del ET aquellas categorías comprensivas de  funciones 

para cuyo desempeño se requiere una aptitud similar 482 . En efecto, 

para calificar dos categorías profesionales como eq uivalentes se 

requiere que la aptitud profesional necesarias para  desempeñar 

las funciones propias de una permita desarrollar la s prestaciones 

laborales básicas de la otra, previa la realización , si es 

necesario, de procesos simples de formación o adapt ación. 

Este cambio de funciones no está sujeto a límite ca usal 483  y 

tampoco temporal, en consecuencia, puede ser tanto temporal como 

definitivo. Lo acuerda el empresario en virtud de s u poder de 

dirección ex  art.20 ET, y, por tanto, se produce sin rebasar lo s 

límites de la clasificación profesional ex  art.39.1 ET. 

De manera que el empresario, mediante la movilidad funcional 

ordinaria, puede asignar al trabajador unas funcion es nuevas que 

serán distintas a las que realiza habitualmente, pe ro que no 

excederán de la prestación laboral debida, pues est ás funciones -

<<nuevas>> respecto a las inicialmente pactadas-, s on también 

parte integrante de la prestación laboral debida, c omo quedó 

apuntado supra . 

 El sentido del cambio sólo puede ser horizontal en  la 

medida en que la equivalencia profesional opere com o límite al 

                                                 
482 Este es el concepto de movilidad funcional horizontal que da SALA FRANCO, T., en “La 

movilidad funcional”, op. cit. pág.71. 

483 Señala SALA FRANCO que aunque esta movilidad funcional no sea, efectivamente causal, sin 
embargo, hay convenios colectivos  que  pueden exigir que  razones  organizativas, de producción, etc.,   justifiquen 
la decisión empresarial. Vid. SALA FRANCO, T., en “Los puntos críticos del régimen jurídico de la clasificación 
profesional y de la movilidad funcional”, op. cit. pág.101 
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poder de dirección empresarial. A esta cuestión, po lémica entre 

la doctrina científica, se hará referencia infra  en tanto que 

afecta a la profesionalidad del trabajador. 

 

b) La movilidad funcional extraordinaria: Se produc e cuando 

el empresario en virtud del “ius variandi” asigna  al trabajador 

unas funciones nuevas que no integraban la prestaci ón debida. Por 

tanto, como consecuencia del cambio el trabajador r ealizará 

funciones no correspondientes al grupo profesional contratado o, 

a falta de definición, a las categorías profesional es 

equivalentes a la contratada. 

El sentido del cambio será en todo caso vertical y podrá ser 

tanto ascendente, cuando en virtud del cambio se pa se a realizar 

funciones superiores a las contratadas, como descen dente cuando 

las funciones nuevas sean inferiores a aquellas 484 . 

 En cualquier caso, a diferencia del cambio funcion al 

ordinario,  la modificación funcional extraordinari a en la medida 

en que supone una variación de la prestación labora l debida, por 

una parte, se considera una modificación funcional <<sustancial>> 

y, por otra, está limitada tanto causal como tempor almente por el 

art.39.2 ET. 

 

c) La movilidad funcional excepcional: Será un camb io de 

funciones no incluido en los supuestos anteriores. La 

modificación funcional no está sujeta a límite temp oral pero sí a 

límite causal y procedimental.  

El art.39.5 ET se ocupa de esta modalidad señalando  la forma 

en que se deberá realizar el cambio de funciones qu e exceda de 

los límites señalados en el art.39 ET. Una de las v ías puede ser 

                                                 
484 Cfr. SALA FRANCO, T., en “La movilidad funcional”, op. cit. pág.70 y también en “Los puntos 

críticos del régimen jurídico de la clasificación profesional y de la movilidad funcional”, op. cit. pág.103. 
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la decisión unilateral del empresario siguiendo el procedimiento 

previsto en el art.41 ET y otra vía la pactada, ind ividual o 

colectivamente 485 . 

 

b) La tutela legal de la profesionalidad del trabaj ador 

frente a la movilidad funcional.  

 

  El empresario, en virtud de su poder de dirección , puede 

modificar las funciones del trabajador dentro del m arco de 

actuación establecido en el art.39.1 ET -grupo prof esional o 

categorías equivalentes-. 

 El ámbito en el que se desenvuelve el poder de dir ección 

empresarial es la prestación laboral debida ex  art.20.1 ET. En 

virtud del mismo el empresario puede variar las fun ciones que 

habitualmente desempeña el trabajador ejercitando s us facultades 

de especificación y asignarle cualesquiera otras de  las que 

integran la prestación laboral debida con los único s límites de 

la titulación requerida para desempeñarlas, la dign idad y la 

formación y promoción profesional del trabajador 486 .  

El Estatuto de los Trabajadores, en efecto, al regu lar la 

movilidad funcional en el art.39, tutela la profesi onalidad del 

trabajador pero lo hace, como a continuación se ver á, 

                                                 
485 La  polivalencia profesional entendida como realización de funciones propias de dos o más 

categorías, grupos o niveles retributivos, será un supuesto de movilidad funcional impuesta por el empresario cuando 
el trabajador sea movilizado para desempeñar funciones correspondientes a otros grupos o categorías profesionales 
distintos de los contratados sin dejar de desempeñar las propias de su categoría o grupo, produciéndose así 
acumulación de funciones intergrupales o intercategoriales, es decir, la polivalencia funcional.  

En consecuencia como apunta SALA FRANCO, aunque la ley no lo prevea, la polivalencia profesional es un 
supuesto más de movilidad funcional, que puede ser horizontal o vertical, y dentro de ésta, ascendente, descendente o 
mixta. En consecuencia, el art.39 del ET será de aplicación a estos supuestos. Se trataría en todo caso de una 
movilidad funcional parcial frente a la movilidad funcional total de los supuestos anteriores. Cfr. en "La movilidad 
funcional", págs.71 a 78. 
 

 
486  Vid. en este sentido DE SOTO RIOJA, S., en “El contenido de la prestación laboral”, op.cit. 

págs.184 y 185. 
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predominantemente desde una perspectiva estática; i mpone las 

titulaciones académicas y profesionales precisas pa ra ejercer la 

prestación laboral (a’) , establece la equivalencia profesional 

como límite a la movilidad funcional (b’)  y exige que el cambio 

no menoscabe la dignidad del trabajador y no perjud ique su 

formación y promoción profesional (c’) . 

Sólo residualmente se incide en la vertiente dinámi ca de la 

profesionalidad  al impedir en el art.39 que el emp resario pueda 

alegar como causa de extinción del contrato de trab ajo la 

ineptitud del trabajador sobrevenida a consecuencia  del cambio 

funcional o la falta de adaptación del trabajador a  las 

circunstancias derivadas del mismo  (d’) . 

  

 a’) Las titulaciones académicas y profesionales pre cisas 

para ejercer la prestación laboral como límites a l a movilidad 

funcional.  

 

  El art.39.1 ET establece como límite a la movilid ad 

funcional “las titulaciones académicas o profesiona les precisas 

para ejercer la prestación laboral”. 

Cuando la titulación es exigida para realizar una p restación 

laboral, de igual forma que como se vio supra , en el momento de 

la contratación, se impone como límite a las partes  para pactar 

aquella  como objeto de la relación jurídica labora l, durante el 

desarrollo de la relación laboral la titulación tam bién limita la 

facultad del empresario de modificar las funciones que debe 

realizar el trabajador en la medida en que impide q ue se le 

asignen aquellas para las que el trabajador no cuen te con la 

titulación precisa para realizarlas 487 .  

                                                 
487 En este sentido, SALA FRANCO, T. en “La movilidad funcional”, op. cit. pág.41 
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El art.39 ET en este sentido  <<recuerda>> que ni a un como 

producto de una modificación funcional decidida uni lateralmente 

por el empresario el trabajador podrá realizar una prestación 

laboral cuando no tenga la titulación necesaria par a ello. La 

titulación opera como límite al cambio de funciones  cualquiera 

que sea el origen del mismo; poder de dirección, “i us variandi” 

ex  art.39.2 ET o art.41 ET, pacto individual o pacto colectivo. 

Pero, aunque el art.39.1 ET no lo especifique, no t odos los 

títulos académicos o profesionales operan como lími te legal a la 

movilidad funcional, sino exclusivamente aquéllos q ue una norma 

imperativa exija de modo específico para el ejercic io profesional 

de las nuevas funciones que se quiera asignar al tr abajador 488 . 

Existen, en efecto,  actividades laborales cuyo eje rcicio está 

sometido a la previa obtención de un título profesi onal por ser  

<<profesiones tituladas>>. Se trata de actividades cuyo ejercicio 

reviste especial dificultad y complejidad y encierr a una 

indiscutible responsabilidad. Por ello, para efectu ar las 

funciones propias de las mismas se precisan unos co nocimientos 

específicos que son establecidos legal o reglamenta riamente con 

carácter general. El título oficial acredita la adq uisición de 

dichos conocimientos mediante la superación de las enseñanzas, 

cursos y pruebas establecidas, también legal y 

reglamentariamente, a tal fin. Los poderes públicos , en atención 

al “bien general de la sociedad y al orden público de la misma”  

imponen el título oficial para el ejercicio de las <<profesiones 

tituladas>> como medio de evitar los múltiples perj uicios y 

riesgos  que ocasionaría para todos que dichas acti vidades fueran 

                                                 
488  Hay que entender por  título el medio de acreditar la posesión de  los conocimientos 

correspondientes a cada nivel, ciclo o especialidad educativa. Y, en lo que aquí interesa, dentro de estos están,  los 
correspondientes a las enseñanzas profesionales regladas, esto es, los títulos profesionales de Técnico y Técnico 
Superior que acreditan las competencias adquiridas a través de la formación profesional específica de grado medio y 
de grado superior. A ellos hay que añadir los certificados de profesionalidad de una ocupación que acreditan las 
competencias adquiridas mediante la formación profesional ocupacional. 
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ejercitadas sin los conocimientos necesarios para e llo 489 .   Para 

el TS, en tales casos el título oficial será necesa rio para 

realizar “ válida y lícitamente las actividades y funciones 

propias de la profesión ” 490 . 

 

 Cuando una norma legal prohíba el ejercicio profes ional sin 

la debida titulación el TS reiteradamente ha señala do que “ la 

exigencia de título puede constituir no sólo requis ito 

inexcusable para la realización de una actividad pr ofesional  -en 

cuyo caso sólo se puede adquirir la categoría si se  ostenta la 

titulación requerida-  sino también impedimento par a que puedan 

realizarse, aun accidentalmente, las funciones corr espondientes 

en cuanto la norma imperativa prohíbe el ejercicio profesional 

sin la debida titulación y su violación puede ocasi onar 

infracciones de otro orden ” 491 . Doctrina jurisprudencial que 

sería perfectamente aplicable también en el supuest o de que 

reglamentariamente se exigiera autorización adminis trativa o 

habilitación para el ejercicio profesional 492 . 

 

                                                 
489 Vid. en este sentido SALA FRANCO, T., en “Movilidad funcional”, op. cit. pág.41. 

 
Interesa destacar por su claridad expositiva la sentencia del TS dictada en u.d. de 25 de Marzo de 1994 

A/2638. En ella se recoge el concepto de título oficial y el fundamento de su  imposición como  requisito para 
ejercitar la profesión, distinguiendo los supuestos en que se exige legal o reglamentariamente de aquellos otros en los 
que su exigencia deriva exclusivamente del convenio colectivo  (F.J.3). 

490 Cfr. STS de 21 de junio de 2000 A/5963 (F.J.3). 

491 Cfr. entre otras, SSTS en u.d. de 26 de Octubre de 1999 A/8408 (F.J.3), de 8 Febrero de 2000, 
A/1742 (F.J.3) y 17 de Mayo de 2000 A/4636 (F.J.2). 

492 Como señala SALA FRANCO junto a los títulos académicos y profesionales “habría que situar  
seguramente por analogía a aquellos permisos o licencias exigidos por la legislación para desempeñar una 
determinada función. Casos típicos serían los permisos de conducción o las licencias de los guardas jurados”. Cfr. en 
“La movilidad funcional”, op. cit. pág.41. 

 También favorable a una interpretación amplia de la exigencia de titulación impuesta legalmente, vid.  
RODRIGUEZ PASTOR, G. en Movilidad funcional y negociación colectiva, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, 
pág.79. 
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Si como señala el TS la titulación requerida, legal  o 

reglamentariamente,  impide que el trabajador ejerz a la profesión 

ni aun accidentalmente, no cabe duda que limita la facultad 

modificativa empresarial. Y, si a pesar de la prohi bición del 

art.39.1 ET el empresario encomendara  funciones de  categoría 

profesional superior a un trabajador que no tenga l a titulación 

exigida legalmente o reglamentariamente para ello, es también 

criterio jurisprudencial que el trabajador no podrá  adquirir la 

categoría profesional correspondiente  y tampoco te ndrá derecho a 

percibir las diferencias retributivas cuando haya d esempeñado 

temporalmente las tareas para las que se exige titu lación. Lo  

cual supone que la titulación es un límite a la pro moción 

profesional y económica del trabajador. 

 Cabría cuestionar si en tal caso no se estaría ant e una 

decisión modificativa empresarial ilícita a la que fuera 

aplicable el art.9 ET y, en virtud de esta disposic ión 

estatutaria, reconocer al trabajador el derecho a l a remuneración 

de las tareas efectivamente realizadas, lo contrari o, como se ha 

dicho puede suponer un enriquecimiento sin causa de l 

empresario 493 . 

No es ésta, sin embargo, la postura que mantiene el  TS 494 .  

Como ya se ha apuntado para este tribunal el título  también es 

requisito ineludible para  percibir las diferencias  retributivas 

por desempeño de funciones propias de una categoría  que exige una 

                                                 
493 Vid. en este sentido GARATE CASTRO, J., en “La movilidad funcional. (En torno al artículo 39)” 

en El Estatuto de los Trabajadores. Veinte años después. REDT, núm.100, 2000,  pág. 844.  

494 Vid. STS  30 de Marzo 1992, A/1887 (F.J.6), de 25 de Marzo de 1994 A/2638 (F.J.3) y de 4 de 
junio de 2001 A/5464.(F.J.2 y 3). 

 En esta última el título del que carecían las demandantes era el de maestra con especialidad en educación 
infantil requerido por la LOGSE y el RD 1004/1991 para impartir enseñanza en Escuelas o Centros de Enseñanza de 
educación infantil .Esta sentencia resuelve un recurso de casación para u.d. interpuesto contra la sentencia dictada por 
el TSJ de Castilla- La Mancha (6 de Julio de 2000) en la que se desestimaba un recurso de suplicación interpuesto 
contra la SJS de Albacete en la que se reconocía a las demandantes el derecho a percibir las diferencias retributivas. 
Es de tener en cuenta que la sentencia de contraste fue la del TS de 12 de Febrero de 1997 A/1261. 
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titulación específica habilitante 495 . 

 

En segundo lugar, hay que plantear si el convenio c olectivo 

puede establecer un título académico o profesional como límite a 

la movilidad funcional cuando legal o reglamentaria mente no se 

requiera para ejercitar la actividad laboral. Al re sponder a esta 

cuestión es necesario recordar que, como se dijo supra , el 

requisito de la titulación para el ejercicio de la actividad 

laboral afecta al derecho a la libre elección de pr ofesión u 

oficio reconocido en la Constitución en la medida e n que impide 

que trabajadores que no tengan dicha titulación pue dan ejercitar 

la profesión. Por este motivo se mantiene que sólo pueda operar 

como límite a la movilidad funcional cuando existan  razones de 

orden público que lo justifiquen, en consecuencia, únicamente 

cuando  lo establezcan los poderes públicos con com petencias para 

ello, mediante una norma legal o reglamentaria.    

 

Sin embargo, de la doctrina del TS se desprende que  la 

<<titulación convencional>>, es decir, la exigida p or el convenio 

colectivo cuando no la impone una disposición legal  o 

reglamentaria, puede operar como límite a la movili dad funcional 

definitiva. 

El convenio colectivo puede establecer la exigencia  de una 

determinada titulación como requisito para realizar  las funciones 

de una categoría profesional a pesar de que tal exi gencia no esté 

                                                 
495 Interesa apuntar que el TS, en las sentencias de 30 de Marzo 1992, A/1887 (F.J.6) y; de 17 de Mayo 

de 1997 A/4099 (F.J.3), justifica la mayor retribución de las funciones cuyo ejercicio requiere  el título, “no sólo en el 
dato objetivo de la importancia o jerarquía laboral que revisten sino, también, en el dato subjetivo que representa el 
despliegue de un período formativo susceptible de capacitar para el legal ejercicio de tales actividades de superior 
categoría profesional”. Este argumento conduce al TS  a denegar al trabajador el derecho a percibir la retribución 
correspondiente a esas funciones aunque se hayan desempeñado, si no tiene título para ello. En este sentido parece 
que a juicio del TS se retribuye la formación lo que desde mi punto de vista tendría sentido si, como hubo ocasión de 
comentar supra, las funciones que se realizan son las mismas y la diferencia de retribución estuviera establecida 
convencionalmente en función de la titulación. 
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establecida legalmente. En tal caso señala el TS qu e “ el título 

no constituye elemento legal necesario para ejercit ar una 

actividad laboral, sino que su imposición por conve nio colectivo 

tiene el designio de mantener el nivel cultural y t écnico que 

resulte más adecuado para una actividad profesional  

determinada ” 496 .  

La <<titulación convencional>> exigida por el conve nio 

colectivo opera como límite a la reclasificación de finitiva del 

trabajador en dicha categoría profesional.  

A juicio del TS, en efecto, el trabajador no podrá reclamar 

el ascenso aunque venga desarrollando las funciones  propias de 

dicha categoría profesional durante el período de t iempo 

establecido en el art.39.4 ET, pues a ello obsta el  convenio 

colectivo al exigir estar en posesión de una determ inada 

titulación. 

 No obstante, sí se reconoce al trabajador el derec ho  a 

percibir las diferencias retributivas por desempeño  de tareas de 

categoría superior en la medida en que el trabajado r, aun 

careciendo de la titulación convencional exigida po r el convenio 

colectivo, realiza dichas funciones válida y lícita mente 497  y el 

art.39.4 ET le habilita para reclamar la diferencia  retributiva 

entre la categoría propia y la efectivamente desemp eñada.   

 Criterio jurisprudencial, por tanto, diferente al que, como 

se apuntó supra , mantiene el TS cuando el trabajador carece  de 

                                                 
496 Cfr. SSTS u.d. de 7 de Marzo de 1994 A/2211 (F.J.6), de 25 de Marzo de 1994 A/2638 (F.J.3), de 

27 de Diciembre de 1994 A/10710 (F.J.3),  “Si bien las normas de carácter convencional impiden el reconocimiento 
de categoría superior, no deben privar al trabajador que ejercita <<válidamente>> dichas funciones, por encima de su 
categoría, de la percepción de las retribuciones correspondientes a la misma”. En igual sentido las de 26 de Octubre 
de 1999 A/8408 (F.J.3),  8 de Febrero de 2000 A/1742 (F.J.3), de 17 de Mayo de 2000 A/4636 (F.J.2) y de 21 Junio 
de 2000 A/5963 (F.J.3). 

497 Así se ha pronunciado  el TS en las sentencias referenciadas en nota anterior. Hay que tener en 
cuenta sin embargo que no siempre ha sido éste el criterio mantenido por el TS en u.d., y como muestra sirvan las 
SSTS de 23 de Diciembre de 1994 A/10501 (F.J.2 y 3) y de 17 de Mayo de 1997 A/4099 (F.J.3).  
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la titulación legal o reglamentariamente impuesta p ara el 

ejercicio profesional. 

 

En definitiva, aun cuando el convenio colectivo  es tablezca 

la titulación académica o profesional como exigenci a para 

realizar las funciones de una categoría profesional , el 

empresario puede  asignar temporalmente dichas func iones a un 

trabajador que carezca de la titulación requerida 

convencionalmente. En tal caso el trabajador tiene derecho a 

percibir las diferencias retributivas por desempeño  de tareas de 

categoría superior - ex  art.39.4 ET-, pero no a reclamar el 

ascenso cuando el convenio colectivo establece la t itulación como 

requisito para ello - ex  art.39.4 ET-.  

 

De la doctrina jurisprudencial apuntada se desprend e que el 

hecho de que el convenio colectivo establezca la << titulación 

convencional>>  como límite a la movilidad funciona l ascendente 

definitiva no significa que aquella igualmente oper e como límite 

a la movilidad funcional ascendente temporal.  

En efecto, el empresario puede designar para realiz ar 

funciones de categoría superior a trabajadores a lo s que no 

correspondería el ascenso por no tener la titulació n que de 

conformidad con el convenio colectivo requiere la c ategoría 

profesional de destino. Esta situación se puede pro ducir cuando 

convencionalmente la titulación no opere como límit e a la 

movilidad funcional ascendente pero sí se establezc a como 

requisito para el ascenso a esa categoría.  

La unificación de criterios convencionales en torno  a la 

titulación me parece necesaria como medio de evitar  posibles 

lesiones del derecho a la promoción profesional de los 

trabajadores. 
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En primer lugar, es razonable que para consolidar l a 

reclasificación definitiva a categoría superior se impongan las 

reglas de promoción establecidas en los convenios c olectivos, en 

la medida en que el interés colectivo de los trabaj adores con 

derecho al ascenso debe ser respetado.  

En segundo lugar, el desempeño temporal de funcione s de 

categoría superior hace surgir ex  art.39.4 ET el derecho 

subjetivo al ascenso o a la cobertura de la vacante  

correspondiente. Diversamente, si el trabajador no tiene la 

titulación que el convenio colectivo requiere para ello, carece 

de tal derecho. De manera que si se permite al empr esario  

asignar  funciones de categoría superior a un traba jador que no 

reúne los requisitos necesarios para a reclamar el ascenso o la 

cobertura de la vacante puede resultar, en último t érmino, una  

lesión del derecho a la promoción profesional de lo s trabajadores 

que sí reúnen tales requisitos para ascender en la medida en que 

se les veda la vía de promoción prevista en el art. 39.4 ET. 

Por ello creo que deben unificarse los criterios 

convencionales en torno a la titulación como requis ito para la 

movilidad funcional ascendente temporal y la defini tiva o 

ascenso,  lo que último  término, viene a significa r que  

comparto con VALDES DAL-RÉ la idea de que el empres ario sólo 

debería poder asignar funciones de categoría superi or a los 

trabajadores que cumplan los requisitos establecido s por el 

convenio colectivo para ascender 498 . 

 

Dicho lo anterior, habrá que plantearse la convenie ncia -que 

no la licitud, pues ni el art.39.1 ET ni el art.24. 1 ET obstan a 

ello- de que la titulación puede operar como límite  de la 

                                                 
498 Cfr. VALDES DAL-RE, F., en “La ruptura del principio de correspondencia función-categoría por 

ejercicio del ius variandi empresarial”, RPS, núm.103, 1974, pág.36. 
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movilidad funcional temporal y definitiva. 

El TS, como se ha visto, ampara que el convenio col ectivo 

establezca la <<titulación convencional>> como crit erio para el 

ascenso, no obstante, deja sin resolver la cuestión  de si el 

convenio colectivo puede o no limitar la movilidad funcional 

temporal exigiendo un título para realizar una acti vidad 

profesional cuando éste no esté impuesto legalmente 499 , es decir, 

impedir que se ejerzan tales funciones “aun acciden talmente”.  

Si como tuve ocasión de apuntar supra  mantener este criterio 

en relación con el ascenso, a mi juicio, supondría desproteger la 

profesionalidad del trabajador, con mayor motivo me  lo parece en 

relación con la movilidad funcional temporal. 

El art.24.1E recoge unos criterios que como <<mínim os>> 

deberán tener en cuenta los convenios colectivos al  establecer 

las reglas de promoción. Interesa señalar que la ti tulación no 

aparece entre los mismos mientras que en el citado precepto sí se 

hace mención expresa a la formación del trabajador.  Una y otra, 

como resulta obvio, no son lo mismo en lo que se re fiere al 

bagaje profesional del trabajador tenido en cuenta a efectos de 

promoción. El criterio de la titulación es más rest rictivo que el 

de la formación en cuanto dificulta que  las compet encias 

profesionales de complicada acreditación  puedan se r tenidas en 

cuenta para la promoción del trabajador.  Así puede  ocurrir con 

las competencias adquiridas mediante mecanismos no formales de 

formación o la experiencia laboral. La realización del trabajo es 

uno de los mecanismos de adquisición de competencia s 

profesionales que tiene el trabajador y, por tanto,  la  

realización de tareas distintas de las inicialmente  contratadas 

puede resultar un mecanismo de formación en el trab ajo idóneo 

                                                 
499 El TS no se pronuncia sobre esta cuestión  en las resoluciones apuntadas.  Los procesos versaban 

sobre clasificación profesional o reclamación de cantidad y no sobre movilidad funcional. 
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para  que el trabajador incremente su profesionalid ad adquiriendo 

la experiencia necesaria para su posterior promoció n profesional. 

 

Por este motivo desde mi punto de vista hay que cue stionar 

la conveniencia  de que el título académico o profe sional, cuando 

no se exija legal o reglamentariamente, sea impuest o 

convencionalmente como criterio de ascenso o límite  a la 

movilidad funcional. En ambos casos pone trabas a l a progresión 

funcional del trabajador y por tanto  colisiona con  el derecho a 

la promoción a través del trabajo reconocido en el art.35.1 CE y 

recogido en el art.4.2,f) ET.  

 

Me parece oportuno traer a colación dos previsiones  

contenidas en la Ley orgánica 5/2002 de las Cualifi caciones y de 

la Formación Profesional relativas al reconocimient o y 

acreditación de las competencias profesionales, pue s en ellas se 

hace referencia a otras formas de acreditación form al de las 

competencias profesionales de los trabajadores dist intas a los 

títulos académicos y profesionales. 

En primer término, el art.3 entre los fines del Sis tema 

Nacional de Cualificaciones y Formación profesional  recoge el de 

<<evaluar y acreditar oficialmente la cualificación  profesional 

cualquiera que hubiera sido la forma de su adquisic ión>>. 

En segundo término, específicamente en relación con  el 

reconocimiento y acreditación de las competencias p rofesionales 

adquiridas a través de <<la experiencia laboral o d e vías no 

formales de formación>>. El art.8.3, partiendo de q ue las 

competencias adquiridas a través de estas vías de f ormación 

pueden no completar las cualificaciones recogidas e n algún título 

de formación profesional o certificado de profesion alidad,  

establece que en tal caso, las competencias profesi onales se 
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reconocerán mediante <<una acreditación parcial acu mulable con la 

finalidad, en su caso, de completar la formación co nducente a la 

obtención del correspondiente título o certificado> >.  

 

 

b’) La equivalencia profesional como límite a la mo vilidad 

funcional.   

 

El art.39.1 ET enmarca la modificación funcional qu e se 

identificó supra  como movilidad funcional ordinaria, en el grupo 

profesional o categorías equivalentes. De lo que se  sigue que 

este precepto determina en parte el contenido de la  prestación 

laboral debida 500  pues de él se deduce que ésta integrará también 

las funciones del grupo profesional y de las catego rías 

profesionales equivalentes. 

Interesa determinar qué se entiende por grupo profe sional y 

categoría equivalente a los efectos del art.39.1 ET , es decir, 

como ámbitos de ejercicio de la movilidad funcional  ordinaria, y, 

derivado de ello, el alcance de la prestación debid a por el 

trabajador como límite al poder de dirección del em presario. 

 

1) La movilidad funcional dentro del grupo profesio nal. 

 

 Cuando el sistema de clasificación profesional se a rticula 

sobre grupos profesionales la doctrina mantiene opi niones 

diversas en relación con lo que se entiende por gru po profesional 

a los efectos del art.39.1 ET, y, como consecuencia  de ello, 

diferentes criterios en torno al alcance de la pres tación debida 

                                                 
500 Vid. CRUZ VILLALON, J., en  La modificación de la prestación de trabajo, op.cit.pág.52 y DE 

SOTO RIOJA, S., en “El contenido de la prestación laboral”, op. pág.187 
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por el trabajador como límite al poder de dirección  del 

empresario. 

 

El debate doctrinal en primer término se centra en  

determinar si el grupo profesional puede agrupar ca tegorías de 

distinto nivel o debe limitarse a integrar categorí as 

equivalentes. De la solución alcanzada dependerá qu e el marco de 

la movilidad funcional ordinaria sea más o menos ex tenso y como 

consecuencia más o menos amplio el contenido de la prestación 

debida por el trabajador. 

 El ET  cuando establece los criterios de definició n del 

grupo profesional en el art.22.2 permite agrupar en  el mismo 

<<diversas categorías profesionales>>. No menciona la 

equivalencia profesional como elemento o criterio d e agrupación, 

aunque si establece como criterios ordenadores del contenido del 

grupo profesional las aptitudes profesionales, titu laciones y 

contenido general de la prestación. 

 La notoria ambigüedad del precepto ha dado lugar a  una 

interpretación doctrinal favorable a que  el grupo profesional 

pueda integrar categorías profesionales diversas, e quivalentes o 

no, ordenadas jerárquicamente. RIVERO LAMAS defiend e ésta 

interpretación y sostiene la posibilidad de que la movilidad 

funcional dentro del grupo pueda ser no sólo horizo ntal sino 

también vertical -ascendente y descendente- sin con  ello 

traspasar el límite del art.39.1 ET 501 . Conforme a esta 

interpretación la prestación laboral debida por el trabajador 

integraría todas las funciones correspondientes al grupo 

profesional  en el que estuviera integrado el traba jador, tanto 

las profesionalmente equivalentes a las que habitua lmente 

                                                 
501 Cfr. RIVERO LAMAS, J., en “La movilidad funcional en la empresa en la Ley 11/1994", op. cit. 

pág.709 
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realiza, como aquellas que no siéndolo, pertenezcan  también al 

grupo profesional. 

 

Para otro sector doctrinal, sin embargo,  la  agrup ación de 

categorías profesionales en un grupo profesional de be realizarse 

aplicando el criterio de la equivalencia profesiona l establecido 

en el art.22.3 ET.  

Esta interpretación, como se verá, al introducir el  límite 

de la equivalencia profesional en la delimitación d e la 

prestación debida por el trabajador arroja un resul tado más 

ventajoso para los intereses profesionales del trab ajador al 

restringir el ámbito de actuación del poder de dire cción del 

empresario. 

Mantiene esta postura CAMPS RUIZ considerando que e s la 

noción de equivalencia que acoge el art.22.3 ET el criterio de 

agrupación de categorías dentro del grupo profesion al. Criterio 

que a juicio de este autor no se refiere al rango o  nivel de las 

categorías profesionales que integran el grupo sino  a las 

“aptitudes profesionales necesarias para el desempe ño de las 

funciones propias de cada una de ellas”.  En consec uencia dentro 

del grupo puede haber categorías profesionales que siendo 

equivalentes tengan distinto rango o nivel, superio r o inferior, 

en relación con la categoría inicialmente asignada al trabajador. 

El cambio de funciones ordenado por el empresario d entro del 

grupo puede ser tanto horizontal como vertical -asc endente o 

descendente-, en cualquier caso, se tratará de un s upuesto de 

movilidad funcional ordinaria por estar circunscrit a al grupo 

profesional ex art.39.1 ET y entre categorías profe sionales 

equivalentes aun cuando sean de distinto nivel 502 . 

                                                 
502 Cfr. CAMPS RUIZ, L.M., en La modificación de las condiciones de trabajo, Ed. Tirant lo Blanch, 

Valencia, 1994, págs. 16, 17 y  23 a  25. 
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También considera  ROMAN DE LA TORRE que las funcio nes que 

integran el grupo quedan “cohesionadas bajo una rel ación de 

equivalencia profesional”. Los criterios que establ ece el art.22 

ET para la agrupación de funciones, especialidades o categorías 

dentro del grupo -titulaciones, contenido general d e las 

prestaciones y aptitudes profesionales del trabajad or-, conlleva, 

a su juicio que las tareas que integran el grupo te ngan un “mismo 

perfil profesional, tanto en su aspecto objetivo, r especto del 

contenido de las funciones, como en el subjetivo re specto de la 

capacidad profesional del trabajador para realizarl as”. Para esta 

autora las funciones que integran el grupo pertenec en al mismo 

nivel profesional 503 . 

 

Para VALDES DAL-RE también la equivalencia profesio nal “es 

el elemento que dota de sustantividad diferenciador a al grupo 

profesional en el sistema de organización del traba jo” y actúa 

como “medida para el ejercicio de la movilidad func ional”. Para 

este autor, el grupo profesional quedará integrado por un 

conjunto de tareas o cometidos profesionalmente equ ivalentes o 

con un <<mismo perfil profesional>> tanto en sentid o objetivo, de 

descripción del contenido funcional, como en sentid o subjetivo, 

de definición de la capacidad profesional del traba jador para 

                                                                                                                                                          
Apunta este autor que los límites establecidos en el art.39.3 ET son de aplicación al cambio de funciones 

dentro del grupo. Al operar la equivalencia profesional como límite a la movilidad dentro del grupo difícilmente se 
producirá un perjuicio a la formación profesional del trabajador pero sí puede ser especialmente significativa la 
dignidad del trabajador en los supuestos de movilidad funcional a categoría equivalente inferior. 

 
El TSJ de Aragón, en sentencia de 15 de Julio de 1998 A/2754, resuelve un supuesto en el que el cambio, 

circunscrito al grupo profesional, se produce a una categoría equivalente pero de nivel inferior. La sentencia 
considera infringido el art.39.1 ET en la medida en que se ha producido contraviniendo los límites del art.39.3 ET al 
desplazarse a la trabajadora a un puesto de trabajo ajeno a las actividades informáticas que de forma habitual venía 
realizando y para las que contaba con una especialización profesional adquirida mediante diversos cursos de 
formación (F.J.2). 

503 Cfr. en ROMAN DE LA TORRE, M.D., en “Clasificación profesional y movilidad funcional”, 
(VALDÉS DAL-RE, Dir.) La reforma del mercado laboral, Lex Nova, Valladolid, 1994, pág.172. 
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ejecutarlas” 504 . 

  

Desde la posición que mantienen estos autores, a mi  juicio 

puede derivarse una misma conclusión en cuanto a cu ál es el 

alcance de la prestación debida por el trabajador, y, es que 

estará constituida por las funciones que habitualme nte realiza el 

trabajador así como por aquellas otras equivalentes  a ellas que 

le pueden ser asignadas por el empresario por forma r parte del 

grupo profesional al que está equiparado. 

 

A igual conclusión se llega si el criterio de la 

equivalencia profesional se aplica no al conformar el grupo 

profesional, sino como límite de la movilidad funci onal 

ordinaria. En efecto, VALLE MUÑOZ considera que el grupo 

profesional es una agrupación de categorías de dive rso nivel 

algunas de las cuales serán equivalentes entre sí y  otras no.    

 Para este autor la movilidad funcional ordinaria s e 

producirá dentro del grupo profesional pero exclusi vamente entre 

las categorías que resulten equivalentes. Por tanto , la movilidad 

funcional ordinaria será horizontal; ejercitada den tro del grupo 

y entre categorías equivalentes 505 .  

Si el cambio se produce dentro del grupo profesiona l pero a 

categoría profesional no equivalente, el sentido de l cambio podrá 

ser ascendente o descendente, en cualquier caso com o señala CRUZ 

VILLALON se habrá sobrepasado el art.39.1 ET y se e stará en el  

supuesto de movilidad funcional del art.39.2 ET 506 . 

                                                 
504 Cfr. VALDES DAL-RE, F., en “La movilidad funcional”, op. cit. pág.29. 

505 Cfr. VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad funcional del trabajador en la empresa, op. cit. 
pág.168 y 169. 

506 Cfr. CRUZ VILLALON, J., en “El artículo 39 ET” en  (MONEREO PÉREZ, Dir.), Comentarios al 
Estatuto de los Trabajadores, Ed. Comares, Granada, 1998, pág.478. 
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Como resultante de esta interpretación doctrinal la  

prestación debida estará integrada por las funcione s que 

habitualmente presta el trabajador y por todas aque llas que 

integrando el grupo profesional sean equivalentes 

profesionalmente con ellas. 

 

Son escasos los pronunciamientos judiciales que apo rtan 

criterios de interpretación del art.39.1 ET en rela ción con el 

art.22.2 ET. Por ello como criterio orientador hay que tener en 

cuenta las consideraciones hechas por MARTINEZ GARR IDO507 . 

Considera este autor que si la conformación de los grupos se 

ha hecho correctamente, es decir siguiendo el crite rio 

establecido en el art.22 ET, aquel integrará de <<m anera 

automática>> categorías equivalentes. En caso contr ario la 

facultad modificativa empresarial estará sometida a  la 

concurrencia acumulativa de dos requisitos: Circuns cribirse al 

grupo profesional y dentro de éste, realizarse excl usivamente 

entre categorías profesionales equivalentes. Se aco ge, por tanto, 

el criterio doctrinal y jurisprudencial sobre la mo vilidad 

funcional dentro del grupo profesional sentado con la regulación 

anterior en virtud del cual se exigía la equivalenc ia de 

funciones entre el antiguo y el nuevo puesto de tra bajo 508 .  

En efecto, el concepto de equivalencia profesional fue 

acuñado por la jurisprudencia al delimitar el alcan ce de la 

movilidad funcional ordinaria en la regulación esta tutaria 

                                                 
507 Cfr. MARTINEZ GARRIDO, L.R., en “La nueva movilidad funcional”, AL, núm.38, 1994, 

págs.595 y 596. 

508 En favor de la equivalencia entre las funciones habituales y las que se pretenden asignar al 
trabajador se manifestaba SALA FRANCO, matizando que “sólo cuando el trabajo exigido <<difiera sustancialmente 
del habitual y sea susceptible de causar perjuicios potenciales al trabajador >> será considerado como ajeno a la 
esfera de las variaciones unilaterales lícitas del empresario”, cfr. en SALA FRANCO, T.,  “Movilidad funcional”, op. 
cit. pág.45 y 46. 
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anterior a la reforma de 1994 509 . 

El TS   señaló que la movilidad funcional estaba su jeta al 

límite de la pertenencia al grupo profesional y den tro de éste se 

exigía que el cambio se produjera entre funciones  equivalentes o 

que tuvieran el mismo nivel dentro del grupo 510 . Así la 

equivalencia profesional se incorporó como criterio  de 

delimitación de la movilidad funcional ordinaria, y , garantizó 

que los cambios sólo se produjeran en sentido horiz ontal como 

medio de proteger la profesionalidad del trabajador 511 . 

 

En este sentido se ha pronunciado, ya con la actual  

regulación, el TSJ de Baleares en sentencia de 26 d e Junio de 

1995. Considera este tribunal que el legislador en el actual 

art.39.1 ET establece la movilidad entre categorías  profesionales 

equivalentes de manera que en la actualidad se mant iene la 

exigencia de ambos requisitos: dentro del grupo pro fesional y a 

categoría profesional equivalente 512 . 

 

Desde mi punto de vista, la equivalencia profesiona l debe 

operar, efectivamente, como límite a la movilidad f uncional 

decidida por el empresario en virtud de su poder de  dirección, 

cualquiera que sea la opción elegida para la clasif icación 

profesional -grupos profesionales, categorías profe sionales o un 

                                                 
509 Vid. DE SOTO RIOJA, S., en “El contenido de la prestación laboral”, op. cit. págs.193 y 194,  

VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad funcional del trabajador en la empresa, op.cit. págs.162 y 163.  

510 Cfr. STS de 21 de Marzo de 1989 A/1905 (F.J.4), STS de 25 de Julio de 1990 A/6479 (F.J.3) y STS 
de 16 de Enero de 1991 A/52 en la que se señala que  “los límites de la facultad empresarial ordinaria de cambiar de 
puesto de trabajo a un trabajador a su servicio, con fundamento en el art.39 ET, son el respeto a sus derechos 

económicos, el no desbordamiento del ámbito del <<grupo profesional>>, y  la equivalencia de funciones o 

categoría entre el antiguo y el nuevo puesto de trabajo” (F.J.4). 

511  Así lo apunta  DE SOTO RIOJA, S., en “El contenido de la prestación laboral”, op. cit. pág.162. 

512 Cfr. STS de Baleares de 26 de Junio de 1995 A/2262 (F.J.4). Me parece un dato de interés que en 
esta resolución judicial se hace referencia expresa al trabajo doctrinal de MARTINEZ GARRIDO antes citado. 
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sistema mixto-. 

 No parece razonable que la ley establezca diversos  límites 

al poder de dirección empresarial dependiendo del s istema de 

clasificación elegido, y, que, como resultado de el lo, la 

equivalencia profesional  sea límite al cambio entr e categorías 

equivalentes pero no lo sea cuando implica a catego ría 

intragrupales.  

Por otra parte, aunque desde luego hay que reconoce r que el 

art.22.3 ET no lo establece expresamente, los crite rios 

ordenadores del contenido del grupo profesional ahí  establecidos 

 -aptitudes profesionales, titulaciones y contenido  general de la 

prestación- desde mi punto de vista parecen abogar en favor de la 

equivalencia entre las diversas categorías o funcio nes que lo 

integren.  

Por ello convengo con CRUZ VILLALON que desde el ar t.39.1 ET 

se presume que el grupo integra categorías equivale ntes y que por 

tanto los cambios que se producen dentro del mismo respetan el 

criterio de la equivalencia 513 . Desde este punto de vista 

resultaría una redundancia que el citado precepto m encionara la 

equivalencia también en relación con las categorías  profesionales 

o funciones integrantes del grupo profesional.  

Lo anterior no obsta a que si efectuado el cambio q uedara 

acreditado que, aún dentro del grupo, se produce en tre categorías 

no  equivalentes, entonces la modificación funciona l se situaría 

en el marco de la movilidad funcional extraordinari a del art.39.2 

ET, sometido, consiguientemente, a las limitaciones  temporales y 

                                                 
513 Cfr. CRUZ VILLALON, J., en “El art.39 ET”, op. cit. pág. 478. 
 Sobre este particular interesa apuntar que el TSJ de Madrid en sentencia de 30 de junio de 1999 A/3070 

señala que “el citado art.22 en la modificación sufrida en la Ley núm.11/1994 sobre reforma laboral, rompió el viejo 
esquema de categorías profesionales cerradas con un contenido específico y lo cambió por el de  grupo profesional 
que comprende todos los empleados de una rama industrial y en la que todos pueden llevar a cabo las tareas del 
grupo, excepto las que requieran titulación académica”.  
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causales allí establecidas 514 . 

Por otra parte, traspasar el ámbito de la equivalen cia 

profesional supone que al trabajador se le puedan a signar 

funciones nuevas que al no ser profesionalmente equ ivalentes con 

las que venía realizando, bien requieran un nivel d e aptitud 

profesional que no tenga el trabajador y que tampoc o pueda 

adquirir mediante <<procesos simples de formación>> , o bien 

operando en sentido inverso, conlleven la descualif icación del 

trabajador. Hay que tener en cuenta que estos cambi os funcionales 

realizados en el marco del art. 39.1 ET no están su jetos a límite 

temporal ni causal y que por tanto pueden ser perma nentes.  Por 

tanto, seguramente, en el primer caso, la decisión empresarial 

supondría la imposibilidad subjetiva del objeto de la relación 

jurídica laboral. En ambos supuestos, no cabe duda,  además de un 

perjuicio grave para su formación profesional se me noscabará la 

dignidad del trabajador.    

Por tanto, teniendo en cuenta los límites estableci dos en el 

art.39.3 ET, que después se verán más detalladament e, 

difícilmente la movilidad funcional ordinaria que t raspase el 

límite de la equivalencia profesional sería lícita.   

 

Por otra parte, no me parece que por el hecho de qu e la 

equivalencia profesional limite la movilidad funcio nal ordinaria, 

 el límite de la formación profesional establecido en el art.39.3 

sea una redundancia 515 . En primer lugar, porque no hay que 

descartar los supuestos en los que el cambio, aún p roducido 

dentro del grupo profesional y entre categorías equ ivalentes, 

perjudique la formación profesional del trabajador.  En segundo 

                                                 
514 Vid. en este sentido CRUZ VILLALÓN, J., en “El art.39 ET”, op. cit. pág. 478. 

515 Así parece que lo considera CRUZ VILLALON, J., en “El art.39 ET”, op. cit. pág. 483. 
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lugar, porque  si la noción de equivalencia profesi onal, como 

parece desprenderse del art.22.3 ET, descansa exclu sivamente en 

el criterio subjetivo de la aptitud profesional, lo s límites del 

art.39.3 ET y especialmente la formación y promoció n profesional 

del trabajador, como después se verá,  van a result ar 

imprescindibles para garantizar la protección de la  

profesionalidad frente al poder de dirección del em presario.    

Considero que, en efecto, los límites del art.39.3 ET deben 

operar de forma acumulativa con la equivalencia pro fesional al 

enmarcar la movilidad funcional dentro del grupo pr ofesional 516 . 

 En este sentido interesa traer a colación la STSJ de Aragón de 

15 de Julio de 1998 en la que aplicando ya el art.3 9 ET reformado 

señala que la facultad empresarial que el precepto recoge -en la 

sentencia se denomina <<ius variandi>> empresarial- , está sujeta 

a los límites establecidos en el mismo precepto cua ndo dispone 

que se efectuará <<sin menoscabo de la dignidad del  trabajador y 

sin perjuicio de su formación profesional>>. Por ta nto, la 

modificación de funciones dentro del grupo y entre categorías 

equivalentes sólo sería posible cuando se respeten aquellos 

límites 517 . 

          

En base a las consideraciones anteriores entiendo q ue la 

equivalencia profesional opera como límite de la mo vilidad 

funcional ordinaria y que por consiguiente el grupo  profesional 

sólo delimitará el marco de actuación del poder de dirección del 

empresario, y, como corolario la prestación debida por el 

                                                 
516  Apunta CAMPS RUIZ que al operar la equivalencia profesional como límite a la movilidad dentro 

del grupo difícilmente se producirá un perjuicio a la formación profesional del trabajador pero si puede ser 
especialmente significativa la dignidad del trabajador en los supuestos de movilidad funcional a categoría equivalente 
inferior. Cfr. en La modificación de las condiciones de trabajo, op.cit. pág. 25. 

517 Vid. STS Aragón de 15 de Julio de 1998 A/2754 (F.J.2).  Sobre este pronunciamiento judicial se 
volverá después para cuestionar el juicio de equivalencia entre categorías profesionales que hace. 
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trabajador, en la medida en que integre categorías 

equivalentes 518 . 

Como resulta de lo anterior la prestación debida in tegrará 

las funciones concretas que el trabajador y empresa rio convienen 

en el momento de la contratación y que el trabajado r realiza de 

forma habitual y aquellas otras que por ser equival entes 

profesionalmente con ellas el empresario puede asig nar al 

trabajador en virtud de su poder de dirección. Esta s funciones 

corresponderán al grupo profesional al que fue equi parado el 

trabajador o bien a una categoría profesional equiv alente a la 

que ostenta el trabajador, como se verá a continuac ión. 

 

2) La movilidad funcional entre categorías profesio nales 

equivalentes. 

 

Con la Ley 11/1994 se introduce en el ET, art.22.3,   la 

noción de categoría equivalente. 

 Sobre la misma hay que hacer algunas consideracion es dada 

su especial significación en relación con la profes ionalidad del 

trabajador. 

En primer término, el elemento en torno al que gira  este 

concepto legal es, indudablemente, la aptitud profe sional. La 

relación de equivalencia se dará cuando dos categor ías 

profesionales requieran una aptitud profesional sim ilar 519 . 

Como resultado del concepto de equivalencia que inc orpora  

por el art.22.3 ET, al trabajador se le podrán asig nar las 

funciones correspondientes a otras categorías profe sionales 

                                                 
518 En este sentido ROMAN DE LA TORRE, M.D., en “Clasificación profesional y movilidad 

funcional”, op. cit. pág.172  y VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad funcional del trabajador en la empresa, op. 
cit. pág.168 

519 Vid. CAMPS RUIZ, L.M., en La modificación de las condiciones de trabajo, op. cit. pág.17. 
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cuando tenga capacidad profesional para realizar, c uanto menos, 

las funciones básicas de las mismas e incluso cuand o no 

teniéndola pueda adquirirla mediante <<procesos sim ples de 

formación o adaptación>>. Como resultado de lo ante rior la 

prestación laboral debida por el trabajador se ampl ía enormemente 

y, consecuentemente también lo hace, en la misma me dida, el marco 

de ejercicio del poder de especificación del empres ario. Pero qué 

duda cabe que a este resultado lleva el criticado c oncepto legal 

 de categoría equivalente que da el art.22.3 ET 520 , en la medida 

en que, por lo que ahora interesa, sólo se toman en  consideración 

“los rasgos subjetivos de capacitación profesional,  y se elude la 

identidad profesional de las actividades” 521 . 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, en segundo término,  cabe 

plantear si para que dos categorías sean equivalent es además de 

la aptitud profesional del trabajador para realizar las no se  

requiere también que exista similitud profesional e ntre las 

funciones que las integran como presupuesto objetiv o de la 

equivalencia entre categorías profesionales.  

Así lo ha entendido la doctrina 522  y desde mi punto de vista, 

en efecto, aun cuando el art.22.3 ET expresamente n o lo señale 

tal exigencia puede derivarse del art.39.3 ET 523 . 

                                                 
520 Vid. en este sentido crítico SALA FRANCO, T, en “Los puntos críticos del régimen jurídico de la 

clasificación profesional y de la movilidad funcional”, op. cit. págs.100 y 101. 

521 Cfr. VALDES DE LA VEGA, B. en La profesionalidad del trabajador en el contrato de trabajo, 
op. cit. pág.205. También en este sentido, VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad funcional del trabajador en la 
empresa, op. cit. pág.94 y 95. 

522 Vid. DE SOTO RIOJA, S., en “El contenido de la prestación laboral”, op. cit. pág.197, RIVERO 
LAMAS, J., en “La movilidad funcional en la empresa en la Ley 11/1994" VALLE MUÑOZ, F.A. en La movilidad 
funcional del trabajador en la empresa, op. cit. pág.96. MARTINEZ ABASCAL, V.A., en La nueva regulación de la 
movilidad funcional, op. cit. pág.122 y 123 MIRON HERNANDEZ, M.M., en El derecho a la formación profesional 
del trabajador, op. cit. pág.191. 

523 Vid. en este sentido DE SOTO RIOJA, S., en “El contenido de la prestación laboral”, op. cit. 
pág.197. 
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 Los derechos profesionales del trabajador establec idos en 

el art.39.3 ET como límites a la movilidad funciona l ordinaria 

adquieren especial relevancia en la medida en que d eterminan que 

el requisito objetivo apuntado juegue como presupue sto para la 

calificación de dos categorías profesionales como e quivalentes.  

En efecto, el necesario respeto a la dignidad, form ación y 

promoción profesional del trabajador que impone el art.39.3 ET va 

a impedir que puedan asignarse al trabajador tareas  de contenido 

profesional diferente a las que de forma habitual v enía 

realizando. 

Como ha señalado RIVERO LAMAS, el medio para garant izar los 

derechos profesionales del trabajador, es que el ca mbio de 

funciones respete la especialidad profesional habit ual del 

trabajador, esto es, el contenido general del traba jo que venía 

realizando 524 . 

En consecuencia, aun cuando el art.22.3 ET al dar e l 

concepto de categorías equivalentes no haga referen cia al 

criterio objetivo  para determinarlas, la equivalen cia debe estar 

referida no sólo a la aptitud profesional del traba jador, sino 

también a las funciones que las integran. La existe ncia de 

identidad profesional entre ellas es presupuesto ob jetivo de la 

equivalencia profesional en virtud del art.39.3 ET.    

 

Y, para resaltar aún más si cabe la importancia que  tienen 

los derechos profesionales del art.39.3 ET como gar antes de la 

profesionalidad del trabajador frente a la movilida d funcional 

entre categorías equivalentes, precisamente cuando la ley no 

determina plenamente dicho marco funcional, sirva u n breve 

                                                 
524 Cfr. RIVERO LAMAS, J., en “La movilidad funcional en la empresa en la Ley 11/1994", op. cit. 

pág.711. 
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comentario a la STSJ de Aragón de 15 de Julio de 19 98525 .  

Esta sentencia resuelve un supuesto en el que el ca mbio se 

realizó dentro del grupo profesional y en virtud de l mismo la 

trabajadora pasó a realizar funciones de inferior c ategoría 

(auxiliar administrativo) que la que poseía (oficia l 

administrativo), “ presentando ambas  -a juicio del tribunal- la 

equivalencia precisa (art.39.1 en relación con el a rt.22.3 ET) ”. 

Hay dos consideraciones que me parece importante ha cer en 

relación con este pronunciamiento.  

En primer lugar, llama la atención que el tribunal considere 

equivalentes las categorías profesionales implicada s en el cambio 

cuando, como se recoge literalmente en el fundament o jurídico 2º 

de la sentencia, a consecuencia del mismo la trabaj adora pasa a 

un “ puesto de trabajo ajeno a las actividades informáti cas que 

desde el comienzo de su actividad laboral en la emp resa había 

realizado y para las que contaba con una especializ ación 

profesional adquirida mediante la realización de di stintos y 

sucesivos cursos ”.  

Parece que se procede a la calificación de equivale ncia 

teniendo en cuenta exclusivamente la aptitud de la trabajadora 

para desempeñar las tareas de la categoría inferior  y se 

prescinde de tomar en consideración el tipo de tare as que de 

forma habitual venía realizando así como de su espe cialidad 

profesional, a efectos de compararlas con las corre spondientes a 

la categoría de destino.   

En segundo lugar, la sentencia pese a considerar qu e las 

categorías eran equivalentes, estima infringido el art.39.1 ET en 

la medida en que el cambio se ha producido contravi niendo los 

límites del art.39.3 ET.  

                                                 
525 STSJ de Aragón de 15 de Julio de 1998, A/2754 (F.J.2) 
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En consecuencia, y esto es lo que se trataba de res altar, 

todo parece indicar que la decisión modificativa em presarial se 

hubiera considerado lícita de no operar los límites  del art.39.3 

ET. Por ello, como antes apunté, estos límites, en último 

término, resultan esenciales como medio de tutela  de la 

profesionalidad del trabajador frente a interpretac iones 

inadecuadas del concepto de equivalencia entre cate gorías que 

admitieran, como en el caso de autos, que el cambio  funcional se 

realizara con referencia exclusiva a la aptitud del  trabajador y, 

por tanto, prescindiendo de tomar en consideración las funciones 

a realizar por el trabajador en  la categoría de de stino. 

 

   

3) La aptitud profesional como criterio subjetivo d e 

equivalencia. 

 

 Apuntada la necesaria concurrencia del presupuesto  objetivo 

para la calificación de equivalencia es necesario h acer algunas 

consideraciones en torno a la configuración legal d e la aptitud 

profesional como criterio subjetivo de equivalencia  (a)  y en 

tanto que la formación profesional aparece en el ar t.22.3 ET como 

medio de adquirirla (b) . 

 

(a) En primer lugar, no aclara el art.39.1 ET qué aptit ud 

profesional opera como límite al poder de dirección  del 

empresario; si la aptitud objetivamente requerida p or la 

categoría de destino; o, si la aptitud profesional del concreto 

trabajador afectado por el cambio funcional 526 .  

                                                 
526 La <<aptitud profesional>> es uno de los múltiples conceptos jurídicos indeterminados que como  

ha criticado SALA FRANCO aparecen en la definición legal del art.22.3 ET y que como se dice requerirá de una 
interpretación judicial caso por caso. Cfr. en SALA FRANCO, T, en “Los puntos críticos del régimen jurídico de la 
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Desde mi punto de vista el empresario no puede camb iar al 

trabajador a una categoría profesional que aún cali ficada como 

equivalente a la que esté equiparada, requiera una capacidad 

profesional que el trabajador no tenga. Lo impedirí an la 

dignidad, formación y promoción  profesional del tr abajador como 

límites a la movilidad funcional entre categorías e quivalentes ex  

art.39.3 ET. Por tanto, se puede entender que la ap titud 

profesional del concreto trabajador afectado por el  cambio es el 

límite al poder de dirección del empresario y no la  aptitud 

objetivamente requerida por la categoría de destino . 

 

En segundo lugar, del art.22.3 ET parece deducirse que  si 

el trabajador carece de la aptitud profesional nece saria para 

realizar las prestaciones básicas de la categoría d e destino 

deberá adquirirla previamente al cambio funcional. En tal caso, 

cabe preguntarse si la necesaria formación profesio nal o 

adaptación del trabajador es una carga u obligación  jurídica que 

el ordenamiento laboral impone al empresario o bien  es una 

obligación que pesa sobre el trabajador. 

 

Si se afirma la idea expuesta en el considerando an terior, 

es decir, que la aptitud profesional del trabajador  afectado por 

el cambio limita la movilidad funcional entre categ orías 

equivalentes, me parece lógico afirmar que la forma ción o la 

adaptación del trabajador resultan ser necesarias p ara que se vea 

satisfecho el interés del empresario de cambiar de categoría 

profesional al trabajador aun cuando el cambio sea entre 

categorías calificadas objetivamente como equivalen tes. 

 

                                                                                                                                                          
clasificación profesional y de la movilidad funcional”, op. cit. págs.101. 
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PEDRAJAS MORENO considera que la formación o adapta ción del 

trabajador no es, una obligación empresarial. No ob stante apunta 

este autor la posibilidad de que el empresario teng a el “deber de 

coadyuvar a que el ajuste se produzca sin friccione s” 527 . 

 

Desde mi punto de vista, sin embargo, aun cuando la  

colaboración del empresario sea necesaria en la fas e previa a la 

modificación efectiva de las funciones para que el trabajador 

reúna la aptitud profesional necesaria para que el cambio pueda 

producirse,  no me parece que dicha colaboración se  configure 

como un deber jurídico incardinado a la protección de la 

profesionalidad del trabajador, pues ello significa ría que el 

trabajador pueda exigir el cumplimiento efectivo de  la obligación 

empresarial, Y, no parece que esto sea exactamente así pues 

producido el cambio, el trabajador, si no reúne el requisito de 

aptitud profesional para desarrollar las nuevas fun ciones, podría 

pretender que la decisión empresarial se declare nu la, pero 

difícilmente prosperará una pretensión dirigida a e xigir del 

empresario una colaboración que vaya más allá de la  impuesta por 

el art.23 ET.   

A mi juicio, más que como deber de colaboración, el  

empresario debe facilitar al trabajador los medios de formación y 

adaptación que sean necesarios; primero, para que e l cambio sea 

lícito; y, segundo, para el correcto cumplimiento d e las nuevas 

funciones, porque de no hacerlo así su propio inter és se verá 

perjudicado.   

Considero que sobre el empresario no pesa, por tant o, un 

deber de colaboración sino una carga jurídica cuya inobservancia 

conllevará un perjuicio para los intereses empresar iales, que se 

                                                 
527  Cfr. PEDRAJAS MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, AL, núm.27, 1999, op. 

cit. pág.511. 
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constata:  

Primero, en que la modificación funcional pueda con siderarse 

ilícita como ordinaria por mor de la ineptitud prof esional del 

trabajador y también ilícita como movilidad funcion al 

extraordinaria por infracción de los límites profes ionales del 

art.39.3 ET que, como se verá después, rigen tambié n para el “ius 

variandi” empresarial.  

Segundo, en que de producirse el cambio funcional n o será 

posible alegar la ineptitud o la falta de adaptació n del 

trabajador como causas de extinción del contrato ex  art.52 ET.   

 Ésta prohibición legal, establecida en el art.39.3  ET como 

límite a la movilidad funcional entre categorías eq uivalentes, 

impide considerar que la prestación defectuosa, que  pudiera 

derivarse de la falta de aptitud profesional del tr abajador para 

realizar las nuevas funciones producto del cambio, tenga su 

origen en un incumplimiento del trabajador 528 . Diversamente, de la 

previsión normativa apuntada parece desprenderse qu e la ineptitud 

o falta de adaptación del trabajador derivadas del cambio de 

funciones no son imputables al trabajador y sí lo s on al 

empresario. 

 En efecto, el empresario podría acudir a la vía de l art.52 

ET para extinguir el contrato de trabajo por estas causas. Pero 

esta posibilidad, por imperativo del art.39.3 ET, h a quedado 

expresamente prohibida cuando la ineptitud o falta de adaptación 

derivan de la movilidad funcional. 

Y por último, no hay que olvidar que la posición ju rídica 

del empresario puede verse perjudicada también si, en la fase de 

ejecución de la prestación laboral se producen daño s a terceros 

como consecuencia de la falta de aptitud del trabaj ador para 

                                                 
528 Vid. en este sentido VALDES DE LA VEGA, B., en La profesionalidad del trabajador en el 

contrato de trabajo, op. cit. pág.206. 
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realizar las nuevas funciones, 

 

(b) En otro orden de cosas, la aptitud profesional requ erida 

para desempeñar las prestaciones básicas de la cate goría de 

destino debe ser de nivel similar a la que se requi ere para 

realizar las prestaciones de la categoría de origen . Así se 

deriva de que tal aptitud pueda adquirirse mediante  <<procesos 

simples de formación o adaptación>>. 

  La norma, sin embargo, no aclara a qué tipo de pr ocesos de 

aprendizaje se refiere. 

Desde mi punto de vista, la simplicidad como nota q ue 

caracteriza el proceso de aprendizaje viene impuest a por los 

presupuestos objetivo y subjetivo de equivalencia p rofesional y 

en atención a ellos hay que determinar cuál será el  objetivo 

formativo perseguido. 

Si como se ha apuntado el cambio debe realizarse a categoría 

funcionalmente equivalente y la aptitud que precisa  el trabajador 

debe ser similar a la que poseía para realizar las funciones de 

la categoría de origen, habrá que descartar que el proceso de 

aprendizaje persiga el objetivo de que el trabajado r obtenga una 

nueva cualificación profesional. Y, si la formación  no puede 

estar dirigida a la recualificación del trabajador,  los cursos de 

formación o adaptación referidos en el art.22.3 ET no parece que 

puedan ser los ofertados por el Subsistema de Forma ción 

Ocupacional. 

Cabría, sin embargo, que dicha formación o adaptaci ón 

tuviera por finalidad la formación básica del traba jador, su 

reciclaje e incluso su especialización. 

En primer lugar, es posible que el trabajador requi era una 

formación básica. Esta la podría adquirir mediante cursillos, 

seminarios, conferencias, etc. que como medios info rmales de 
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formación pueda programar la empresa a tal fin. E i ndudablemente 

también a través de la formación en el lugar de tra bajo como 

medio principalmente de adaptación pero también de formación 

práctica para el nuevo puesto de trabajo. En este s entido hay que 

recordar que el Sistema de Formación profesional  

institucionaliza la experiencia laboral como medio de adquirir la 

cualificación de los trabajadores. 

 

En segundo lugar, también entrarían en el supuesto del 

art.22.3 ET el reciclaje y la especialización profe sional en 

tanto que tienen por objeto que el trabajador obten ga una 

formación complementaria a la ya poseída para ampli ar o poner al 

día sus conocimientos. En tal caso las acciones for mativas 

ofertadas por el Subsistema de Formación Continua s erán las 

indicadas para ello. 

 

En definitiva, en supuestos en los que el trabajado r no 

tenga la aptitud requerida por el art.22.3 ET, el c ambio 

funcional requerirá un proceso previo de formación o un período 

de adaptación y de entre la oferta formativa del Si stema de 

Formación Profesional me inclino por considerar que  sólo tendrán 

la consideración de procesos simples de formación o  adaptación a 

los efectos del art.22.3 ET, los cursos organizados  por el 

Subsistema de Formación Continua y los procesos inf ormales a 

través de los cuales el trabajador puede adquirir l a formación 

básica o práctica laboral requerida.  

 

En cualquier de los casos la colaboración de la emp resa va a 

resultar imprescindible para que el trabajador teng a acceso a las 

actividades formativas apuntadas, principalmente si  se requieren 

 procesos de formación  <<informales>> pues exigirá n un tiempo de 
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adaptación a efectos de que mediante la práctica y en su caso el 

adiestramiento profesional adecuado el trabajador p ueda adquirir 

la aptitud profesional precisa para realizar las nu evas 

funciones. 

 

 En cualquiera de los casos, la carga formativa imp uesta al 

empresario tiene diversas implicaciones. En primer lugar, 

requiere que  el empresario programe la modificació n funcional  

con la antelación suficiente para permitir que el t rabajador, 

llegado el momento del cambio efectivo, se encuentr e 

suficientemente capacitado. 

En segundo lugar, prever los oportunos  medios de f ormación 

o mecanismos de adaptación  corresponde también al empresario. 

Tarea que deberá realizar teniendo en cuenta la pro fesionalidad 

del concreto trabajador afectado por el cambio.  

En tercer lugar, establecidos éstos, pesa sobre el 

trabajador el deber de colaborar en su formación o adaptación. 

Este deber como ha señalado VALDES DE LA VEGA se li mita a una 

actuación diligente y de buena fe, con independenci a del 

resultado que se alcance 529 . 

 

Hay convenios colectivos que incluyen previsiones d irigidas 

a garantizar a los trabajadores una formación adecu ada al nuevo 

puesto de trabajo en supuestos de movilidad funcion al ordinaria. 

En estos casos, por regla general, se impone a la e mpresa la 

obligación de programar, organizar, e, inclusive im partir, planes 

de formación, cursos de perfeccionamiento,  adiestr amiento, 

etc. 530 .  

                                                 
529 Vid. VALDES DE LA VEGA, B., en La profesionalidad del trabajador en el contrato de trabajo, 

op. cit. pág.206. 

530 Vid. en este sentido, los convenios colectivos de las empresas: V-2 Complementos auxiliares 



 
 377 

Generalmente en estos casos está previsto que la ac ción 

formativa se realice en tiempo de trabajo, pero de no ser esto 

posible, se prevé que la empresa retribuya al traba jador el 

tiempo empleado en asistir al curso.  

La asistencia al curso, es importante señalar, de f orma 

mayoritaria se impone al trabajador con carácter ob ligatorio. 

 Y, en este sentido hay que tener en cuenta que el TSJ de 

Cataluña, en sentencia de 10 de Diciembre de 2001 531  ha 

considerado procedente el despido disciplinario de una 

trabajadora basado en la negativa reiterada de la m isma a asistir 

a un curso de readaptación profesional organizado p or la empresa 

y que ésta consideraba una obligación de la trabaja dora derivada 

del puesto de trabajo. Para este Tribunal la orden empresarial se 

enmarcaba, en efecto, en el ámbito y organización d el trabajo y  

por consiguiente la trabajadora debió acatar dicha orden. Al no 

hacerlo de forma reiterada incurrió en desobedienci a de una orden 

dada por el empresario en el ejercicio regular de s us funciones 

directivas y además una transgresión de la buena fe  contractual.  

 

c’) La formación y promoción profesional como límit es a la 

movilidad funcional. 

 

 El empresario dentro del marco de actuación establ ecido en 

el art.39 ET puede modificar las funciones del trab ajador pero 

sin con ello perjudicar su formación y promoción pr ofesional pues 

en caso contrario la decisión modificativa empresar ial será 

                                                                                                                                                          
(art.11), (R.1843 ), General Óptica (art.30) (R.826), DHL Internacional España,S.A. (R.3873), FORD (art.139) 
(R.4997), Babbock borsig España,S.A., (arts.21 y 23) (R.7280), Compañía española de Tabaco en Rama,S.A. (art.35) 
(R.7281), MADE, tecnologías renovables,S.A. (Art.12) (R.7442), Unidad editorial (art.37) (R.9125), Eads-Casa y 
Airbus España,S.A. (R.11881). 

531 Vid. STSJ de Cataluña de 10 de Diciembre de 2001, A/683 (2002). 



 
 378 

ilícita. 

La formación y promoción profesional del trabajador , en 

efecto, se recogen en el art.39.3 ET como límites a  la movilidad 

funcional ordinaria y también a la movilidad funcio nal 

extraordinaria 532 .  

 Ambos, en tanto que derechos profesionales del tra bajador 

junto con el derecho a la conservación del empleo, eran 

considerados como límites a la movilidad funcional en la 

regulación anterior 533 . Sin embargo, la falta de concreción del 

antiguo art.39 ET, que los rubricaba como “derechos  profesionales 

del trabajador”, propició que junto a la indicada l ínea 

interpretativa, que los entendía referidos a la con servación del 

empleo y a la defensa de la formación y promoción p rofesional, 

surgiera otra restringiendo su alcance a la pertene ncia al grupo 

profesional y a la titulación académica y profesion al para 

ejercer la prestación laboral 534 . 

Por lo dicho, la mención expresa a la formación y p romoción 

profesional que hace el actual art.39.3 es especial mente 

significativa por cuanto, como ha señalado DEL REY GUANTER, 

acentúa su “carácter inmediato de límites a la movi lidad 

                                                 
532 Vid. en este sentido SALA FRANCO, T. en "La movilidad funcional", R.L., núms.17 y 18, 1994, 

pág.73 donde señala que los límites legales a la movilidad funcional horizontal, relativos a la existencia de titulación 
académica o profesional precisa para ejercer la prestación laboral y a la dignidad del trabajador y los derechos de 
formación y promoción profesional del trabajador, incluida la garantía frente a despidos objetivos, resultan también 
aplicables a estos supuestos de movilidad funcional vertical, siendo el primero de ellos lógica y naturalmente 
aplicable a la movilidad ascendente y el segundo a la movilidad descendente. 

533 En referencia a la imposibilidad de despedir al trabajador por ineptitud cuando ésta derive de un 
cambio de funciones, vid. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción por causas objetivas”, op. cit. pág.244  y, con 
carácter general,  SALA FRANCO, T., en “Movilidad funcional”, op. cit. págs.42 a 48. 

Esta interpretación extensiva del art.39 ET encontró eco en la jurisprudencia como muestran las sentencias 
del TS de 21 de Marzo de 1989, A/1905 y STCT de 28 de Junio de 1985, A/4295 referenciadas por SALA FRANCO, 
T., en La reforma del Mercado de Trabajo, op. cit. pág.167 

534  Con extensa referencia a  las diversas posiciones doctrinales y jurisprudenciales mantenidas, vid.  
SALA FRANCO, T., en “Movilidad funcional”, op. cit. págs.42 a 48,  SALA FRANCO, T. y  LOPEZ 
TARRUELLA, F., en La modificación de la prestación de trabajo, Ed. Deusto, Bilbao, 1991, págs.48 a 51, SALA 
FRANCO, T., en La reforma del Mercado de Trabajo, op. cit. pág.167 y BRIONES GONZALEZ, C., en La 
extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, op. cit. pág.152.  
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funcional” 535  y despeja cualquier duda respecto a su “eficacia 

inmediata y garantía sustancial y procesal” 536 .  

El legislador, en efecto, al concretar los derechos  

profesionales que deben ser respetados, garantiza m ás eficazmente 

los intereses profesionales del trabajador, lo que,  como señala 

SALA FRANCO, significa una mayor tutela a la profes ionalidad del 

trabajador de la que derivaba de la ambigua regulac ión 

anterior 537 . 

Como se ha visto supra son precisamente estos límites los 

que protegen la profesionalidad del trabajador fren te a las 

incertidumbres interpretativas derivadas del actual  marco legal 

de la movilidad funcional ordinaria, y, principalme nte, respecto 

de los elementos determinantes de la equivalencia e ntre 

categorías profesionales.  

 

Tutela de la profesionalidad del trabajador que, si n 

embargo, como se viene viendo, no ha dejado de ser principalmente 

estática 538 . En las situaciones de movilidad funcional, en efe cto, 

como ha señalado PEDRAJAS MORENO 539 ,  la formación profesional se 

contempla como un “bien perteneciente a la órbita e xclusiva del 

trabajador” que el empresario está obligado a respe tar, sin que, 

como se ha visto, se imponga al empresario la oblig ación de 

                                                 
535 Señala este autor que tanto la formación como la promoción son límites genéricos constitucionales 

en tanto que ambos son derechos con entronque constitucional -arts.10.1, 35.1 y 40.2CE). Al ser recogidos 
expresamente por el art.39.3 ET pasan a ser límites directos. Cfr. DEL REY GUANTER, en “Movilidad funcional, 
movilidad geográfica y modificación sustancial de las condiciones de trabajo”, en (ALARCÓN CARACUEL, Coord.) 
La reforma laboral de 1994, Ed. Marcial Pons, Madrid, 1994, págs.196 y 197. 

536 Ibidem, pág.198. 

537  Cfr. SALA FRANCO, T. en “La movilidad funcional”, op. cit. págs. 69 y 72. 

 
538 Vid. en este sentido ROMAN DE LA TORRE, M.D., en “Clasificación profesional y movilidad 

funcional”, op. cit. pág.195. 

539 Vid. PEDRAJAS MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, op. cit. págs. 510 y 511. 
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facilitar al trabajador la formación que fuera nece saria para 

desempeñar las funciones nuevas que se le asignen. El empresario 

no tiene el deber jurídico de formar al trabajador,  ni aun cuando 

la movilidad funcional se realice a categoría equiv alente y para 

ello  requiera realizar previamente un proceso simp le de 

formación o adaptación - ex  art.22.3 ET-. Desde mi punto de vista, 

sin embargo, cabe vislumbra una tutela dinámica de la 

profesionalidad del trabajador, como después se ver á, derivada de 

que el art.39.3 ET prohíba que la ineptitud profesi onal del 

trabajador para realizar las nuevas funciones o su falta de 

adaptación sean causa de despido objetivo ex art.52  ET 540 .  

 

En cuanto al concreto alcance de la formación profe sional 

como límite a la movilidad funcional, cuando el ET impide que la 

movilidad funcional perjudique la formación profesi onal está 

contemplándola desde dos perspectivas 541 . 

 En primer lugar, desde un punto de vista  estático , como  

patrimonio profesional ya adquirido por el trabajad or. 

 En ese sentido, prohíbe que por vía de la movilida d 

funcional aquél quede mermado lo que, aunque princi palmente puede 

ocurrir ante una movilidad funcional vertical desce ndente, no hay 

que descartar del resto de supuestos de cambio de f unciones. 

El perjuicio al patrimonio profesional del trabajad or se 

producirá por pérdida de las competencias profesion ales que aquel 

tenía y que para su actualización requieren el ejer cicio 

                                                 
540 Vid en este sentido VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad funcional del trabajador en la 

empresa, CES, Madrid, 1998, pág. 299 y 230. De forma tajante VALDES DE LA VEGA considera, sin embargo,  
que se margina la progresión de la profesionalidad del trabajador. Vid en La profesionalidad del trabajador en el 
contrato de trabajo, op. cit. pág. 210. 

 
541 Interpreta VALLE MUÑOZ que la formación profesional a la que alude el art.39.3 ET hay que 

entenderla en sentido amplio incluyendo “tanto la formación profesional ya adquirida por el trabajador, como aquella 
que se encuentre en curso de adquisición”, cfr. en La movilidad funcional del trabajador en la empresa, op. cit. 
pág.295 
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permanente de tareas que ya no se realizan debido a l cambio 

funcional. En este sentido, hay que recordar que la s competencias 

profesionales están integradas no sólo por conocimi entos teóricos 

del trabajador sino también por habilidades desarro lladas 

principalmente mediante el desempeño de actividades  laborales. Si 

en virtud de la modificación funcional se perdieran  dichas 

habilidades y con ello peligrara la cualificación d el trabajador, 

la movilidad funcional sería inadmisible, además de  por atentar 

contra el patrimonio profesional del trabajador por  lesionar su 

derecho a la ocupación adecuada 542 . 

 

 En segundo lugar, el art.39 contempla la formación  

profesional también desde una perspectiva dinámica,  como medio de 

adquisición de competencias profesionales. 

 En este sentido hay que entender que igualmente pr ohíbe que 

con la modificación funcional se menoscaben las fac ultades 

jurídicas que el trabajador tenía reconocidas en ba se a las 

anteriores funciones para progresar en su profesion alidad.  Habrá 

que entender que se perjudica la formación profesio nal del 

trabajador si debido a la movilidad funcional no pu ede ejercitar, 

por una parte, los derechos que en tanto titular de l derecho a la 

formación profesional tiene con base en el art.23 E T y, por otra, 

aquellos que en virtud de las anteriores funciones le 

correspondieran en base al convenio colectivo y/o a l plan 

formativo de la empresa 543 . 

                                                 
542  Mantiene  SALA FRANCO que “sería ilícita la movilidad funcional que atentase contra el derecho 

de ocupación efectiva del trabajador del art.4.2.a) del Estatuto de los Trabajadores”, cfr. en SALA FRANCO, T., en 
“Puntos críticos del régimen jurídico de la clasificación profesional y de la movilidad funcional”, op.cit. pág.102, en 
igual sentido, vid.  VALLE MUÑOZ, F.A., en La movilidad funcional del trabajador en la empresa, op. cit. 
pág.295.   

543 Vid. SALA FRANCO, T. en “Puntos críticos del régimen jurídico de la clasificación profesional y 
de la  movilidad funcional”, op. cit. pág.72  

Se pondría considerar como límite “los derechos profesionales que tuviera el trabajador inherentes a la 
categoría profesional de origen”. Sobre esta cuestión en relación con la regulación anterior vid. STS de 12 de Mayo 
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En este sentido hay que tener en cuenta que la 

jurisprudencia  reconoce la valía formativa de dese mpeñar una 

cierta actividad lo que una vez más lleva a conside rar el derecho 

a una ocupación adecuada como límite a la movilidad  funcional 544 . 

Relacionado directamente con lo anterior hay que re cordar  

que el art.39.3 ET también impone como límite a la movilidad 

funcional la promoción profesional del trabajador y  que la 

formación profesional es una de las vías que tiene el trabajador 

para progresar en la carrera profesional, por ello,  si con 

ocasión de la movilidad funcional se ponen trabas a  las 

expectativas de ascenso del trabajador y entre ella s a que pueda 

acceder a los procesos de formación profesional nec esarios para 

ser titular del derecho al ascenso, habrá que enten der que la 

decisión modificativa empresarial contraviene la no rma 

estatutaria 545 . 

 

 

d’) La capacidad profesional del trabajador y su ad aptación 

como límites a la movilidad funcional: Garantías fr ente al 

despido objetivo.  

 

Cuando al trabajador se le cambie de funciones "com o 

                                                                                                                                                          
de 1984 , TCT de d e 5 de Marzo de 1984 y de 4 de abril de 1986  

544   En este sentido se puede interpretar el pronunciamiento del TS en la sentencia de 5 de Marzo de 
1985 que recoge ORTIZ LALLANA, en pág.559. “El respeto de los derechos profesionales impide la movilidad 
dentro de la categoría cuando prive al trabajador de la práctica necesaria para el desarrollo de su formación 
profesional”. 

Vid. STSJ Cataluña de 12 de junio de 1992 (RL, 2/1993) sobre aprendizaje en el puesto de trabajo. 

545 Así parece afirmarlo  SALA FRANCO, T., en “La movilidad funcional”, op. cit. pág.72. aunque  
con anterioridad dudaba de que se pudiera pretender la ilicitud de la medida empresarial “que cerrase el paso a unas 
razonables expectativas convencionales de promoción en la carrera profesional del trabajador movilizado”, cfr. en 
“Puntos críticos del régimen jurídico de la clasificación profesional y de la  movilidad funcional”, op. cit. pág.103.  

Vid. SSTSJ del País Vasco de 3 de Marzo de 1991 A/6864 y de  Cataluña de 3 de Noviembre de 1992 
A/5491. 
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consecuencia de la movilidad funcional", el empresa rio no podrá 

despedirlo invocando las causas de ineptitud sobrev enida o de 

falta de adaptación que, como justificativas del de spido 

objetivo, se recogen en el art.52.a) del ET. 

 

Son diversas las cuestiones que plantea esta previs ión legal 

recogida en el art.39.3 del ET, muchas de ellas ya se han sido 

comentadas supra  por tanto bastará ahora con hacer una breve 

referencia. 

 

 En primer lugar, el derecho del trabajador a la 

conservación del empleo como límite a la movilidad funcional 

ordinaria ha sido utilizado supra  como argumento legal para 

defender que la formación y adaptación profesional del trabajador 

afectado por la decisión modificativa empresarial n o es un deber 

jurídico del empresario sino una mera carga empresa rial impuesta 

por el art.39.3 ET e interesa ahora añadir que esto  es igualmente 

válido para la movilidad funcional extraordinaria, es decir, la 

decidida unilateralmente por el empresario ex art.3 9.2 ET. Este 

precepto, como se ha dicho, opera como límite tanto  en los 

supuestos de movilidad funcional ordinaria como ext raordinaria. 

 

En segundo lugar, entiendo que esta previsión del a rt.39 es 

consecuencia de que uno de los límites a la movilid ad funcional 

sea la formación profesional del trabajador en su v ertiente 

estática, es decir, como parte del patrimonio profe sional del 

trabajador, en la medida en que éste determina la a ptitud 

profesional del trabajador.  Se puede entender que desde la 

perspectiva de esta previsión legal, tanto la falta  de aptitud 

del trabajador como la falta de adaptación, cuando derivan de una 

modificación funcional decidida unilateralmente por  el empresario 
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son imputables a éste y por ello no entran en el su puesto del 

art.52 ET. Naturalmente, como ha señalado RAMIREZ M ARTINEZ,  para 

excepcionar la aplicación del art.52 y con él el de spido objetivo 

es preciso que la ineptitud o falta de adaptación s ean causadas 

precisamente por el cambio de funciones y no sobrev enidas con 

posterioridad al mismo, cuando ya el trabajador se hubiera 

adaptado a las nuevas funciones y las desempeñara d e modo que 

pudieran considerarse como funciones habituales 546 . 

 

En tercer lugar, opera como límite al poder de dire cción y  

variación empresarial en cuanto que si el trabajado r movilizado 

no tiene aptitud profesional para desempeñar las fu nciones que se 

le asignen o no se adapta a los cambios técnicos, e l empresario 

no podrá utilizar el despido objetivo. De manera qu e si como 

resultado del cambio de funciones se produce la ine ptitud o falta 

de adaptación del trabajador, el empresario podrá h acer dos 

cosas: volver a modificar las funciones de este tra bajador o, 

facilitar al trabajador los medios formativos y de adaptación 

necesarios  para que pueda desempeñar las funciones  nuevas que se 

le hubieran  asignado. 

La opción por una u otra posibilidad indudablemente  

dependerá del marco de la movilidad funcional pues mientras que 

para supuestos de movilidad funcional horizontal el  nuevo cambio 

puede entenderse que subsana el anterior no ocurrir á lo mismo si 

                                                 
546 Cfr. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción por causas objetivas”, op. cit. pág.244 y también 

FITA ORTEGA, F., en La ineptitud como causa de extinción del contrato de trabajo, op. cit. pág.25. 
Hay que tener en cuenta que el marco de referencia de la ineptitud debe ser  la clase de trabajo a que está 

obligado el trabajador y a las condiciones normales en que éste se realiza. En este sentido vid. VIDA SORIA, J,  “La 
ineptitud del trabajador respecto a la ocupación o trabajo para que fue contratado”, op. cit. pág.119. 

Seguramente es en este sentido en el que hay que entender a CRUZ VILLAON cuando afirma que “la 
exclusión (del despido objetivo) sólo tiene aplicación plena para el caso del ius variandi, que tiene carácter temporal. 
Por contra, cuando se trate de una movilidad funcional ordinaria, lo que se establece es un lapso de tiempo razonable 
para que esas funciones se conviertan en habituales para el trabajador y, por ende, le sea exigible esa diligencia en la 
adaptación a las nuevas tareas”. Cfr. en “El art.39 ET”, op. cit. pág.487. 
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el primer cambio se produjo a categoría profesional  superior.   

 Devolver al trabajador a la categoría de origen im plica, en 

efecto, una nueva movilidad funcional extraordinari a en sentido 

vertical descendente y sujeta, en consecuencia, a l os límites 

establecidos en el art.39.2 y 3 ET. Esto significar á, por una 

parte, que el trabajador al desempeñar funciones de  categoría 

superior en virtud del primer cambio, habrá consoli dado la 

retribución correspondiente a las mismas como “retr ibución de 

origen”, y, por otra parte, que el empresario deber á estar en 

condiciones de probar que existen “necesidades pere ntorias o 

imprevisibles de la actividad productiva” que justi fican el 

cambio y, así, comunicárselo a los representantes d e los 

trabajadores. 

 Presumiblemente en tales supuestos la disyuntiva m ovilidad 

interna-formación se resuelva, bien estableciendo u n período de 

adaptación -análogo al establecido en el art.52.b) ET- 547 , bien en 

favor de la formación del trabajador afectado por e l cambio, y, 

es en este sentido en el que entiendo que la formac ión 

profesional en sus vertientes teórica y práctica, o pera como 

instrumento esencial para la movilidad funcional y que la 

garantía frente al despido objetivo impuesto por el  legislador en 

el art.39.3 ET viene a incentivar la asunción por p arte del 

empresario de cierta responsabilidad en la formació n profesional 

de los trabajadores a efectos de su capacitación y adaptación al 

nuevo puesto de trabajo. En definitiva, protege la vertiente 

dinámica de la profesionalidad del trabajador 548 . 

                                                 
547 Vid. en este sentido, RAMIREZ MARTINEZ, J.M., “Extinción por causas objetivas”, op. cit. 

pág.244. y SALA FRANCO en “Movilidad funcional”, op. cit. pág.46. 

548 El reverso de esta previsión legal protectora de la profesionalidad del trabajador lo revela SALA 
FRANCO, en "La movilidad funcional", op.cit. pág.72, pues como indica este autor , puede ser un impedimento para 
que la movilidad funcional sea utilizada como instrumento paliativo de la ineptitud del trabajador al inducir al 
empresario a despedir ex art.52,a) ET antes que  a  variar las funciones del trabajador inepto.  Vid.  también FITA 
ORTEGA, F., en La ineptitud como causa de extinción del contrato de trabajo, op. cit. pág.26. 



 
 386 

 

 

 c) La tutela judicial de la profesionalidad del tra bajador 

 frente a la movilidad funcional.  

 

Frente a la movilidad funcional ordinaria y extraor dinaria 

que el trabajador entendiera que perjudica su profe sionalidad  

cabría ejercitar dos acciones ante los órganos juri sdiccionales 

del orden social. 

 

En primer lugar, el trabajador puede impugnar la me dida 

empresarial, pero para ello -a diferencia de lo que  ocurre 

respecto de la movilidad geográfica y modificación sustancial de 

condiciones de trabajo- no hay modalidad procesal e specífica. Por 

tanto, será el proceso ordinario el cauce procesal adecuado, sin 

que se prevea para la correspondiente acción ni un plazo 

específico de caducidad, ni se cierre el paso al po sible recurso 

de suplicación contra la sentencia que se dicte en él 549  . 

En este supuesto la pretensión ejercitada por el tr abajador 

estará dirigida a que se declare la nulidad del cam bio funcional 

adoptado por el empresario y se podría fundamentar en el 

perjuicio a su profesionalidad; bien directamente c omo infracción 

del derecho a la formación profesional en tanto en cuanto el 

art.39.3 del ET lo recoge expresamente como límite a la movilidad 

funcional ordinaria y extraordinaria y tal reconoci miento le dota 

                                                 
549 Vid. CONDE MARTIN DE HIJAS, V., en "Clasificación profesional, promoción profesional y 

económica y movilidad funcional", op. cit. págs. 261 a 263. 
Este autor plantea la comparación entre el control judicial de la movilidad funcional y la geográfica y 

modificación sustancial del contrato, concluyendo en que siendo sustancialmente la primera la de menor importancia 
la LPL establece para ella mayores garantías procesales, en tanto que el cauce procesal para la impugnación de la 
decisión empresarial es el proceso ordinario y, en consecuencia, la acción de impugnación tiene un plazo más 
dilatado de ejercicio, el proceso tienen mayores garantías formales y la sentencia que en él se dicta puede ser 
susceptible de recurso. 
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de eficacia jurídica inmediata; bien indirectamente , como 

infracción  de los límites, objetivo -equivalencia funcional- y 

subjetivo -aptitud profesional-, a la movilidad fun cional 

ordinaria. 

  

En segundo lugar, la acción resolutoria del contrat o de 

trabajo y su correspondiente indemnización basada e n el perjuicio 

de la formación profesional del trabajador ex  art.50,a) ET se 

podrá ejercitar exclusivamente en el supuesto de qu e la 

modificación funcional sea extraordinaria pues ésta  es la única 

que tiene el carácter sustancial que exige el prece pto legal, a 

ella se hará referencia infra . Ante supuestos de movilidad 

funcional ordinaria el trabajador ,  puede accionar pidiendo la 

rescisión del contrato de trabajo basado en incumpl imiento 

contractual del empresario ex  art.50,c) ET, como alternativa a la 

acción revocatoria aludida supra . 

 

 

B. LA FORMACION PROFESIONAL Y LAS MODIFICACIONES 

SUSTANCIALES DE CONDICIONES DE TRABAJO.  

 

 

a) El régimen jurídico de la modificación sustancia l de 

condiciones de trabajo.  

 

 

Marco normativo de la modificación sustancial de 

condiciones de trabajo.- El Ordenamiento Jurídico, a través del 

art.41 del ET, prevé la posibilidad de que el empre sario pueda 

acordar unilateralmente modificaciones sustanciales  de las 
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condiciones de trabajo.  

Este precepto establece el régimen de estas modific aciones 

señalando los límites a los que se verá sometido el  empresario, 

el procedimiento que deberá seguir para acordar dic has 

modificaciones y los efectos que para el trabajador  tendrá tal 

decisión. 

 

Por otra parte también los convenios colectivos pue den 

entrar a regular esta materia pues el régimen de la  modificación 

establecido en el art.41 es un <<mínimo de derecho necesario>> y, 

por tanto, mejorar las condiciones establecidas est atutariamente 

desde el punto de vista del trabajador 550 .    

Así, no habría impedimento legal para que el conven io 

colectivo pudiera complementar la regulación legal estableciendo 

previsiones que palien la falta de protección que e l precepto 

otorga a la profesionalidad del trabajador y que en  este sentido, 

incluyera, por ejemplo, medidas tendentes a que la empresa 

garantice la formación profesional y adaptación de los 

trabajadores al cambio, programando e incluso impar tiendo, con 

carácter previo a la modificación, las acciones for mativas 

necesarias,  estableciendo períodos de adaptación, etc.  

Por otra parte, tampoco habría inconveniente en que , como 

apunta VIDA SORIA 551 , convencionalmente se previeran 

modificaciones funcionales a iniciativa de los trab ajadores o sus 

representantes, lo que, como señala este autor, no parece admitir 

                                                 
550 Disponibilidad convencional relativa al procedimiento y no a las causas y a los efectos previstos en 

el art.41 ET. En este sentido, vid. entre otros, CAMPS RUIZ, L.M., en La modificación de las condiciones de 
trabajo, op. cit. pág.36, SALA FRANCO, T., en “La movilidad funcional”, op. cit. pág.75., RAMIREZ MARTINEZ, 
J.M., en Flexibilidad interna: movilidad funcional, geográfica y modificación de condiciones de trabajo”, op. cit. 
pág.57, 

551 Cfr. VIDA SORIA, J., en “El nuevo régimen jurídico de las modificaciones sustanciales de las 
condiciones de trabajo”,  en BORRAJO DACRUZ (Coord.), El nuevo Estatuto de los Trabajadores: Puntos críticos. 
Ed. Actualidad editorial, S.A., Madrid, 1995, pág.88. 
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el art.41. En tal caso el convenio colectivo establ ecería el 

régimen de las mismas, y, al hacerlo, por lo que re specta a la 

profesionalidad del trabajador, contribuir a favore cer  el 

desarrollo de su carrera profesional. 

 

Concepto de modificación sustancial de condiciones de 

trabajo.-  El art.41.1 ET establece una relación de materias cuya 

modificación puede considerarse sustancial, entre l as que se 

encuentra las “Funciones, cuando excedan de los lím ites que para 

la movilidad funcional prevé el art.39 del ET” (apt do. f). 

 

El concepto de modificación sustancial es un concep to 

jurídico indeterminado, para su  concreción la juri sprudencia y 

la doctrina han establecido unos criterios interpre tativos de los 

que interesa destacar 552 :  

En primer lugar, que el catálogo de materias recogi do en el 

art.41 tiene carácter meramente ejemplificativo y n o 

exhaustivo 553 . En consecuencia, una modificación, tanto puede se r 

considerada sustancial cuando afecte a materias div ersas de las 

ahí reseñadas, cuanto no ser considerada sustancial  a pesar de 

afectar a materias incluidas en dicho listado 554 . 

En segundo lugar, teniendo en cuenta lo anterior, e l 

                                                 
552 Vid. CAMPS RUIZ, L, M., en La modificación de las condiciones de trabajo, Ed. Tirant lo Blanch, 

Valencia, 1994, pág.54 y también LOPEZ TARRUELLA, F., en "Las modificaciones sustanciales de las condiciones 
de trabajo", BORRAJO DACRUZ (Dir.), Comentarios a las leyes laborales: La reforma del Estatuto de los 
trabajadores, EDERSA, Madrid, 1994, pág.314. 

553 Vid. entre otros, CRUZ VILLALON, J., en “El artículo 41 del ET tras la reforma de 1994", en RL, 
núms.17 y 18, pág.123, PEDRAJAS MORENO, A., en “Modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo”, en 
VALDES DAL-RE (Dir.), La reforma del mercado de trabajo, LEX NOVA, Valladolid, 1994, cit. pág.369 y VIDA 
SORIA, J., “El nuevo régimen jurídico de las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo”, op. cit. 
pág.92. 

Vid. STS de 3 de Diciembre de 1987 A/8822.  

554 Cfr. PEDRAJAS MORENO, A., en “Modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo”, op. 
cit.págs.366y 369. 
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carácter sustancial  de la modificación no depende tanto de la 

materia que se vea afectada por el cambio cuanto de  la incidencia 

del mismo en los aspectos fundamentales de la relac ión laboral 555 , 

teniéndose en cuenta, a estos efectos, el carácter temporal o 

definitivo de la modificación y las posibles compen saciones 

económicas vinculadas al mismo 556 . 

 

 Supuestos de modificaciones sustanciales de las 

condiciones de trabajo.-  El art.41 del ET distingue entre 

modificaciones de carácter colectivo y de carácter individual; 

así como entre modificaciones que afecten o no a co ndiciones 

establecidas en un convenio colectivo estatutario, estas últimas 

no afectan a la movilidad funcional por no estar re cogida 

expresamente en la ley 

 

A) Modificaciones de carácter colectivo. 

Tienen tal consideración los cambios funcionales qu e afecten 

dentro de un período de 90 días, a un número de tra bajadores 

determinado de trabajadores superior a: 

a) 10 trabajadores en empresas de hasta 100 trabaja dores. 

b) 10% de trabajadores en empresas de entre 100 y 3 00 

                                                 
555 Recogiendo ambos criterios el TS en sentencia de 3 de Diciembre de 1987, A/8822 señaló que "por 

modificación sustancial hay que entender aquélla de tal naturaleza que altere y transforme los aspectos 

fundamentales de la relación laboral, entre ellas, las previstas en la lista "ad exemplum" del art.41.2 pasando a ser 

otras distintas de modo notorio...". De este pronunciamiento se deduce, por una parte que hay que atender a la 
importancia cualitativa de la modificación y, por otra parte, -como ya se dijo antes-, que la lista de condiciones de 
trabajo que relaciona el art.41 es meramente ejemplificativa. 

556 El TS de 2 de Febrero de 1994, A/900 en el que a propósito de la modificación de una condición de 
trabajo consistente en la sustitución de la jornada de descanso semanal por otra, con motivo de la campaña comercial 
de Navidad y Reyes, entendió que "el supuesto no reúne las condiciones que se precisan en el art.41.2 del ET 
porque no se trataba de una alteración o modificación sustancial de las condiciones de trabajo, sino de una 

modificación circunstancial y concreta, que respetaba además el descanso semanal sustituyendo incidentalmente 

unas fechas por otras y ofreciendo una compensación económica". 
Destaca de este pronunciamiento la importancia de las compensaciones económicas previstas por la 

modificación así como el carácter temporal de la misma. 
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trabajadores, y 

c) 30 trabajadores en empresas de más de 300 trabaj adores. 

 

Según lo anterior, el carácter colectivo de las 

modificaciones funcionales dependerá del número de trabajadores 

implicados. 

 

B) Modificaciones de carácter individual. 

Serán las que disfruten los trabajadores a título 

individual, esto es las que no lleguen a afectar al  número mínimo 

de trabajadores necesario para otorgarles carácter colectivo. 

 

Límites causal y procedimental a la modificación 

sustancial de condiciones de trabajo.- En primer término el 

art.41 del ET establece la posibilidad de que el em presario pueda 

acordar modificaciones sustanciales de las condicio nes de 

trabajo, pero únicamente cuando existan probadas ra zones 

económicas, técnicas, organizativas o productivas q ue justifiquen 

la decisión empresarial. Estas causas según se desp rende del 

propio art.41 ET van a concurrir cuando el cambio c ontribuya a la 

expansión y mejora económica de la empresa.  

La valoración, en consecuencia, deberá hacerse caso  por 

caso, como ha señalado la doctrina, comprobando el efecto 

beneficioso de las medidas propuestas por el empres ario sobre la 

organización de los recursos empresariales, traduci do en la 

mejora de la situación de la empresa 557 . 

  

 En segundo término, el art.41 ET impone también el  

                                                 
557 Cfr. CAMPS RUIZ, L.M., en La modificación de las condiciones de trabajo, op. cit. pág.57 y 

LOPEZ TARRUELLA MARTINEZ, F., en "Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo”, op. cit. 
pág.316. 
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procedimiento que debe seguir el empresario para ll evar a cabo la 

modificación. Este variará en función del tipo de m odificación de 

que se trate: 

 

(a) Para las modificaciones de carácter individual la ú nica 

exigencia que establece el art.41 es que la decisió n empresarial 

sea notificada al trabajador y a sus representantes  con una 

antelación mínima de 30 días a la fecha de su efect ividad. 

El ET tampoco en este caso concreta nada en relació n a la 

forma y contenido de la notificación, no obstante, hay que 

entender que esta deberá realizarse por escrito e i ndicando la 

causa que justifica la decisión empresarial a efect os de la 

posterior impugnación de la misma por parte del tra bajador y 

evitar su indefensión 558 . 

Por otra parte hay que entender que cuando la Ley s e refiere 

a representantes legales lo hace tanto a los unitar ios como a los 

sindicales. 

 

(b)  Para modificaciones de carácter colectivo la decis ión 

empresarial requiere el previo agotamiento de un pe ríodo de 

consultas con los representantes legales de los tra bajadores, - 

unitarios o sindicales, alternativamente-, de durac ión no 

inferior a 15 días. 

 

 La exigencia del período de consultas desde mi pun to de 

vista puede revestir especial importancia desde la perspectiva de 

la tutela de la profesionalidad del trabajador afec tado por la 

decisión empresarial y, hasta cierto punto, compens ar la falta de 

                                                 
558 Vid. en este sentido, LOPEZ TARRUELLA MARTINEZ, F., en "Las modificaciones  sustanciales 

de las condiciones de trabajo", op. cit. pág.321 y PEDRAJAS MORENO, A., en "Modificaciones sustanciales de las 
condiciones de trabajo", op. cit. pág.379. 
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atención que el art.41 ET presta a la misma. 

En este trámite procedimental está previsto que el 

empresario y los representantes de los trabajadores , no sólo 

discutan y negocien la existencia o no de las causa s alegadas por 

el empresario y  la posibilidad de evitar o reducir  los efectos 

de la decisión modificativa empresarial, sino tambi én que 

propongan las medidas necesarias para atenuar las c onsecuencias 

de la modificación sustancial en los trabajadores a fectados 559 . Y, 

qué duda cabe que las medidas de tipo formativo ten drán especial 

 relevancia como contenido de las consultas en la m edida en que, 

en línea con el fin pretendido por el legislador en  el art.41 ET, 

 pueden contribuir a paliar el perjuicio que la dec isión 

empresarial ocasione en la profesionalidad de los t rabajadores 

afectados. 

En este orden de cosas también es importante tener en cuenta 

que aunque la Ley no exige que las partes lleguen a  un acuerdo, 

sin embargo, prevé medios para que la fase de consu ltas concluya 

con un pacto, y, entre estos, impone a las partes l a obligación 

de negociar de buena fe. Deber jurídico que, como h a señalado 

NORES TORRES, puede entenderse infringido si el emp resario se 

muestra cerrado a la negociación, rechazando sistem ática e 

injustificadamente las propuestas de los representa ntes de los 

trabajadores, sin aportar contrapropuesta alguna 560 . 

 

Una vez finalizado este trámite, el empresario debe rá 

notificar al trabajador y a sus representantes su d ecisión, 

debiendo respetar el plazo de preaviso de 30 días a  la 

                                                 
559 Sobre el contenido de las negociaciones en el período de consultas, vid. NORES TORRES, L.E., en 

El período de consultas en la reorganización productiva empresarial, Ed. CES, Madrid, 2000, págs.204 y 205. 

560 Cfr. NORES TORRES, L.E., en El período de consultas en la reorganización productiva 
empresarial, op. cit. pág.208. 
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efectividad de la modificación. 

  

 

b)  La tutela legal de la profesionalidad del traba jador 

ante las modificaciones sustanciales de las condici ones de 

trabajo.  

 

En supuestos de cambios sustanciales de las condici ones de 

trabajo, el legislador hace prevalecer el interés d el empresario 

frente la profesionalidad del trabajador en la medi da en que la 

formación profesional de éste no es límite a la dec isión 

empresarial. Esta prevalece igualmente frente al pr incipio de 

estabilidad en el empleo. 

El ET, en efecto, en el art.41 no impone la formaci ón 

profesional como límite a la modificación sustancia l de  

condiciones de trabajo pero tampoco es ajeno a la p osibilidad de 

que la medida modificativa empresarial pueda perjud icarla. El 

art.50.1,a) ET contempla, efectivamente, esa posibi lidad 

considerándola como un perjuicio grave para el trab ajador y 

otorga a éste, por una parte, la posibilidad de ext inguir su 

contrato de trabajo como medio de defensa de su pro fesionalidad 

y, por otra, el derecho a percibir una indemnizació n como medio 

de resarcir los daños y perjuicios ocasionados. 

 

Con todo, el panorama que a continuación se describ irá sobre 

la tutela legal de la profesionalidad del trabajado r ante las 

modificaciones sustanciales de condiciones de traba jo desde mi 

punto de vista arroja un resultado desalentador.   

En primer término, porque el ET no impide que se pe rjudique 

la profesionalidad del trabajador, tampoco establec e medios de 

prevención frente a tal riesgo y, cuando el perjuic io resulta 
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inevitable, tampoco se imponen medidas que lo palie n, al margen 

de la ya apuntada indemnización del art.50 ET y de las posibles-

aunque remotas- medidas que en este sentido se pudi eran pactar en 

el acuerdo de modificación colectiva.  

En segundo término, porque el ET, más que tutelar l a 

profesionalidad del trabajador, en realidad lo que hace es 

permitir la autotutela, es decir, que sea el trabaj ador el que 

proteja su propia profesionalidad frente a la decis ión 

modificativa empresarial y, por lo que se verá, la única vía que 

tiene para hacerlo es a costa de su propio empleo. 

 Esta previsión legal pudiera ser aceptable en una situación 

de pleno empleo pero desde luego no lo es en la act ual, máxime 

teniendo en cuenta los medios que el Sistema de For mación 

Profesional ofrece para favorecer la adaptación de los 

trabajadores ocupados. 

 

a’) El perjuicio de la formación profesional del tr abajador 

derivado de modificaciones sustanciales de las cond iciones 

de trabajo como presupuesto de la extinción del con trato de 

trabajo por voluntad del trabajador.  

 

 Cuando el trabajador resulte perjudicado por la 

modificación sustancial tiene derecho a rescindir s u contrato de 

trabajo por la vía de la dimisión ordinaria -ex art .49.d) ET-, 

por la específica establecida en el art.41.3 ET, y,  cuando el 

perjuicio sea <<cualificado>> por afectar a su form ación 

profesional o a su dignidad entonces tiene también la posibilidad 

de acudir a la vía de extinción prevista en el art.  50.1,a) ET.  

 

 El supuesto que justifica la resolución del contra to por 

voluntad del trabajador ex  art.50.1,a) ET lo constituyen las 
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modificaciones sustanciales de las condiciones de t rabajo 

decididas unilateralmente por el empresario que red unden en 

perjuicio de la formación profesional del trabajado r. 

Al respecto interesa saber: qué debe entenderse por   

modificaciones sustanciales a efectos de este prece pto (a) , cuál 

es la naturaleza de la decisión empresarial que jus tifica la 

extinción por esta causa (b)  y, por último, qué perjuicios a la 

formación profesional justificarán la medida extint iva del 

art.50.1,a) ET (c) . 

 

 (a)  Las modificaciones sustanciales de condiciones de 

trabajo que operan como presupuesto de hecho del ar t.41 ET tienen 

por finalidad determinar en qué supuestos el empres ario queda 

sujeto a los límites causales y procedimentales est ablecidos en 

dicho precepto. Mientras que las que se manejan a l os efectos del 

art.50.1,a) ET tienen por finalidad determinar qué supuestos 

desencadenarán la extinción del contrato de trabajo  como 

consecuencia jurídica del art.50.1,a) ET.  

Unas y otras no tienen por qué coincidir en la medi da en que 

la acción resolutoria no está condicionada al régim en jurídico de 

la decisión modificativa empresarial y, como despué s se verá, 

tampoco a su regularidad, sino que viene ordenada a  la 

concurrencia de dos requisitos: de una parte, al ca rácter 

sustancial del cambio y, de otra, al perjuicio que con la misma 

se ocasione a la formación profesional del trabajad or 561 . 

En referencia concreta a la movilidad funcional -

                                                 
561 Mantiene el TS que la acción resolutoria del art.50.1a) ET exige, no sólo que la modificación se 

haya producido y pueda ser calificada como sustancial, sino además, que redunde en perjuicio de la formación 
profesional o en menoscabo de la dignidad del trabajador, pues sin la concurrencia conjunta de ambos requisitos tan 
sólo cabe la posibilidad de acudir a la acción contemplada en el artículo 41 del Estatuto de los Trabajadores, pero no 
la de solicitar la extinción del contrato de trabajo que el artículo 50 equipara a efectos indemnizatorios al despido 
Cfr. STS en u.d. de 8 de Febrero 1993 A/749  (F.J.3) citando las del mismo Tribunal de 26 de Julio 1990 A/6483, de 
21 de Septiembre 1987 A/6234 y de 16 de Septiembre de 1986 A/4983. 
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especialmente por su relación con la prestación lab oral debida-, 

lo anterior supondría que aun cuando el art.41.1 ET  en el 

apartado f) sólo haga referencia expresa al cambio de funciones 

que exceda los límites del artículo 39 ET, la movil idad funcional 

extraordinaria del art.39.2 ET en la medida en que puede 

considerarse <<sustancial>> por originar una altera ción de la 

prestación laboral debida, doctrinalmente se consid era que 

también será subsumible en el presupuesto de hecho del art.50.1 

a) ET 562 . 

 

 

(b)  El ET en el art.50.1,a) no condiciona la consecuen cia 

jurídica a la regularidad de la decisión empresaria l.  

 

La modificación decidida unilateralmente por el emp resario 

calificada  como <<sustancial>>, puede ser presupue sto de la 

extinción del contrato de trabajo por voluntad del trabajador, 

tanto si adoptó con sujeción al régimen causal y pr ocedimental 

establecido, como si se adoptó contraviniendo éste.  A esta 

conclusión llegó la jurisprudencia en base a la reg ulación 

anterior y la doctrina considera perfectamente defe ndible tal 

interpretación del presupuesto del art.50.1,a) ET e n base al 

régimen actual del art.41 ET 563 . 

 

 Sin embargo, aun cuando pueda sostenerse que la ex tinción 

                                                 
562   Vid. por todos,  RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Flexibilidad interna: movilidad funcional, 

movilidad geográfica y modificación sustancial de condiciones de trabajo”, op. cit. pág.34. 

563 Cfr. GOERLICH PESET, J.M., en La extinción del contrato de trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 
1994, pág.27. 

No se trata de una modificación realizada de forma irregular y por tanto no se exige que haya un previo 
incumplimiento empresarial Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO Y FERNANDEZ LOPEZ, en La voluntad del trabajador 
en la extinción del contrato de trabajo, Ed. La ley-Actualidad, Madrid, 1998,  págs.158 y 159. 



 
 398 

del art.50.1,a) ET pueda estar justificada en una d ecisión 

empresarial regular desde el punto de vista causal y 

procedimental, difícilmente, a mi juicio, dicha dec isión podrá 

considerarse lícita pues, si así fuera, significarí a que, como 

señalan RODRÍGUEZ PIÑERO Y FERNÁNDEZ LÓPEZ, el ET a dmite la 

posibilidad de que el empresario actúe legítimament e aun cuando 

al introducir cambios sustanciales en las condicion es de trabajo 

provoque un notable perjuicio para el trabajador “l esionando 

valores fundamentales inherentes a la persona” como  son  la 

dignidad y la formación profesional 564 .  

Resultado que, desde luego, propicia el art.41 ET a l no 

hacer  mención expresa a la dignidad y a la formaci ón profesional 

del trabajador como límites específicos a la modifi cación 

sustancial de condiciones de trabajo. 

 

De cualquier forma, como se ha dicho es difícil sos tener la 

consecuencia apuntada. El empresario debe ejercitar  sus poderes 

empresariales y entre estos el <<ius variandi>> ext raordinario 

sometido a unos límites que, aun cuando no estén ex presamente 

establecidos en el art.41 ET, impiden que pueda con siderarse 

lícita una modificación sustancial de condiciones d e trabajo que 

perjudique la formación profesional del trabajador 565 . 

 

En este sentido, BEJARANO HERNANDEZ defiende la ili citud de 

toda modificación sustancial que infrinja los derec hos básicos de 

                                                 
564 Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO, M.  y  FERNANDEZ LOPEZ, M.F., en La voluntad del trabajador en 

la extinción del contrato de trabajo, op. cit.  pág.160. 

565 Para ALBIOL MONTESINOS, sin embargo, “las modificaciones sustanciales de condiciones de 
trabajo, en cuanto que llevadas a cabo por la vía prevista en el artículo 41 ET suponen un ejercicio legítimo de  
facultades empresariales. Por lo que no se entiende por qué el artículo 49.10 ET las califica de incumplimientos 
empresariales”. Cfr. ALBIOL MONTESINOS, I., en “Extinción por voluntad del trabajador”, BORRAJO DACRUZ 
(Dir.), Comentarios a las leyes laborales: El Estatuto de los Trabajadores, EDERSA, Madrid, 1988, pág.214. 
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los trabajadores y dentro de éstos, la dignidad y l a formación 

profesional del trabajador 566 . Y, en referencia concreta al cambio 

funcional señala que éstos operan como límites gené ricos 

cualquiera que sea el régimen jurídico al que se ve a sometida la 

modificación funcional 567 .  

Desde mi punto de vista, aun cuando así debería ser , obsta a 

ello la falta de eficacia jurídica  directa del art .4.2 ET en el 

que se recoge el derecho a la formación profesional  del 

trabajador. Este precepto no tiene eficacia jurídic a directa y, 

por tanto, no parece que su contravención pueda con siderarse como 

un incumplimiento de una norma imperativa que tuvie ra como 

consecuencia jurídica la nulidad de la decisión emp resarial. 

                                                 
566 Cfr. BEJARANO HERNANDEZ, A. en Modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo 

y vías procesales de impugnación, Ed. Civitas, Madrid, 2000, pág.95 y 96. 

567 Ibidem, pág.83. 

 Lo anterior, sin embargo, no impide que el derecho  a la 

formación profesional reconocido en el art.4.2 ET p ueda utilizarse 

como criterio interpretativo a efectos de determina r el alcance 

del deber de buena fe del empresario en relación co n la 

profesionalidad del trabajador ante situaciones de cambio 

sustancial de condiciones de trabajo. 

 Así, cabría entender que el empresario en virtud d el deber 

de buena fe contractual tiene que ejercitar sus pod eres 

empresariales y entre estos el <<ius variandi>> ext raordinario 

respetando los derechos básicos del trabajador -en el caso que nos 

ocupa el derecho a la formación profesional-.  
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Siendo así, hay que convenir con RODRIGUEZ PIÑERO y  FERNANDEZ 

LÓPEZ que el perjuicio a la formación profesional o casionado por 

una modificación sustancial de condiciones de traba jo sería un 

ilícito contractual, aun cuando la modificación fue ra regular 

desde la perspectiva causal y procedimental 568 . 

 

Sin perjuicio de lo anterior, interesa a continuaci ón hacer 

el mismo planteamiento pero concretado para las mod ificaciones 

funcionales <<sustanciales>> pues desde mi punto de  vista es en 

este ámbito donde más puede verse afectada la profe sionalidad del 

trabajador.  

En definitiva, se trata de plantear si es posible q ue la 

alteración de la prestación debida perjudicando la formación 

profesional del trabajador pueda ser considerada lí cita.  

En primer lugar, la modificación sustancial de la p restación 

laboral debida realizada a través de la vía de la m ovilidad 

funcional del art.39.2 ET, de ocasionar un perjuici o a la 

formación profesional del trabajador, sería en todo  caso ilícita 

pues como resulta obvio en tal supuesto el límite d e la formación 

profesional establecido en el art.39.3 ET se entend ería 

incumplido 569 . 

 En segundo lugar, respecto de la movilidad funcion al  

excepcional, es decir, la referida en el art.39.5 E T. Su régimen 

jurídico se encuentra en el art.41 ET. y como se ap untó este 

precepto no recoge los derechos profesionales como límite a la 

misma. De lo que se sigue que el cambio de funcione s vía art.41 

podría ser considerado ilícito si se contravienen l as causas o el 

                                                 
568 Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO, M y FERNANDEZ LOPEZ, M.F., en La voluntad del trabajador en la 

extinción del contrato de trabajo, op.cit. pág.160. 

569 En este sentido vid. ALBIOL MONTESINOS, I., en “Extinción por voluntad del trabajador”, op. cit. 
pág.214, nota a pie núm.6. 



 
 401 

procedimiento ahí establecido pero no tendría por q ué serlo si se 

perjudica la formación profesional del trabajador. 

Afirmar lo anterior significaría que cumplidos los requisitos 

formales y causales del art.41 ET no habría obstácu lo alguno para 

que el empresario cambiara definitivamente al traba jador a 

categoría profesional no equivalente, ni subjetiva,  ni 

objetivamente.     

Esta conclusión desde mi punto de vista es discutib le, de una 

parte,  porque la aptitud profesional del trabajado r es un límite 

a la modificación sustancial de funciones vía art.4 1 ET, y, de 

otra, porque el ejercicio de los poderes empresaria les está 

sometido al principio de buena fe contractual. 

 

En relación con la aptitud o capacidad profesional del 

trabajador, defender que ésta no es límite a la mod ificación 

sustancial de condiciones de trabajo supondría: 

En primer término, que el empresario puede asignar al 

trabajador unas funciones aunque no tenga capacidad  profesional 

para realizarlas. En segundo término, que el trabaj ador tendrá la 

obligación de adquirir las competencias profesional es precisas 

mediante procesos de formación que, todo hace supon er, en este 

caso no serán <<simples>>, sino más bien todo lo co ntrario dado 

que seguramente lo que se requiera sea la recualifi cación del 

trabajador. 

Y, por último, que producido el cambio si el trabaj ador no 

alcanza el nivel profesional requerido por las nuev as funciones se 

verá abocado a ejercitar la acción resolutoria del art.50.1,a) ET, 

pues, en caso contrario, el empresario podrá desped irlo  por 

incumplimiento de los deberes profesionales accesor ios a la nueva 

prestación laboral debida, en definitiva, por falta  de diligencia 

profesional, o, como mal menor, utilizar la vía del  art.52,a)ET 
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extinguiendo el contrato por ineptitud del trabajad or. 

 

Diversamente a lo apuntado, a mi juicio, el empresa rio sólo 

puede asignar al trabajador unas funciones para las  que tenga 

capacidad profesional pues en caso contrario el obj eto de la 

relación jurídica laboral resultante de la novación  sería 

imposible desde el punto de vista subjetivo y en co nsecuencia la 

decisión empresarial que modifica la prestación lab oral debida 

sería nula. 

Considero en efecto que el cambio funcional extraor dinario 

del art.41 ET requiere lo que supra  se identificó como presupuesto 

subjetivo de la equivalencia, esto es, que el traba jador tenga 

capacidad profesional para realizar las nuevas func iones. De no 

respetarse la capacidad profesional del trabajador éste podrá 

ejercitar la acción resolutoria del art.50.1,a) ET pero, también, 

a efectos de evitar la extinción del contrato de tr abajo, tiene 

abierta la posibilidad de ejercitar la acción revoc atoria de la 

decisión empresarial a través del cauce procesal de l proceso 

ordinario. 

 

Por otra parte interesa plantear si el cambio podrí a 

producirse a categoría profesional inferior no equi valente 

profesionalmente 570 . En tal caso aunque el trabajador tuviera la 

aptitud profesional necesaria para realizar las nue vas funciones 

también se perjudicaría su formación profesional pu es 

evidentemente con ocasión del cambio perdería en pa rte su 

patrimonio profesional. ¿Sería esta modificación fu ncional 

<<sustancial>> lícita? Teniendo en cuenta lo dicho supra  en 

relación con el deber de buena fe del empresario es  posible 

                                                 
570 En este sentido CRUZ VILLALON, J. en “El art.41ET”, op. cit. pág.517. 
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entender que se trata de una conducta empresarial i lícita.  

 

  Como conclusión de lo anterior, el empresario deb e ejercitar 

sus poderes empresariales y entre estos el <<ius va riandi>> 

extraordinario sometido a unos límites genéricos, e n concreto la 

aptitud profesional del trabajador y el deber de bu ena fe 

contractual, que impiden que una modificación susta ncial de 

condiciones de trabajo que perjudique la formación profesional del 

trabajador pueda considerarse lícita. La modificaci ón 

<<sustancial>> podrá ser regular desde el punto de vista del 

régimen causal y procedimental estatutariamente est ablecido, pero 

en la medida en que lesione el derecho a la formaci ón profesional 

del trabajador afectado por el cambio habrá que ent ender que el 

empresario se ha extralimitado en el ejercicio de s us potestades y 

que, por tanto,  la modificación será ilícita. 

 En consecuencia, dado que el presupuesto de hecho del 

art.50.1,a) ET es precisamente ese perjuicio cualif icado a la 

formación profesional hay que convenir con RODRIGUE Z PIÑERO Y 

FERNÁNDEZ LÓPEZ que dicho presupuesto de hecho es u n ilícito 

contractual 571 . 

 

Señalado lo anterior es necesario tener en cuenta q ue el 

art.41 al omitir toda referencia a los derechos pro fesionales del 

trabajador en la delimitación del ámbito de actuaci ón del <<ius 

variandi>> extraordinario empresarial, tampoco proh íbe que el 

empresario pueda extinguir el contrato de trabajo p or ineptitud o 

falta de adaptación del trabajador ex  art.52 ET. En consecuencia, 

cabe plantear si esta vía empresarial de extinción puede ser 

operativa en los supuestos anteriores, es decir, cu ando al 

                                                 
571 Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO, M. y FERNANDEZ LOPEZ, M.F. en  La voluntad del trabajador en 

la extinción del contrato de trabajo, op. cit. pág.160. 
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trabajador como consecuencia del cambio se le asign aran funciones 

sin que tuviera capacidad profesional para realizar las o bien 

cuando el trabajador no se adaptara a las nuevas fu nciones  

derivadas del cambio técnico introducido por el emp resario.   

 

 Desde mi punto de vista podría mantenerse que en b ase al 

principio de buena fe contractual el empresario deb ió prever los 

cambios y asegurar los medios de formación o adapta ción necesarios 

para que el trabajador pudiera hacerles frente. De manera que 

salvo que el empresario hubiera adoptado las medida s preventivas 

adecuadas se podría considerar infringido el deber de buena fe 

contractual y, en consecuencia, injustificado  el d espido objetivo 

 por ineptitud o falta de adaptación del trabajador .   

Esta es la interpretación  que hace la jurisprudenc ia 

francesa. En los contratos de trabajo ordinarios lo s tribunales 

franceses a partir de 1992 han puesto en evidencia unas 

obligaciones que pesan sobre el empleador en el cua dro de la 

ejecución del contrato de trabajo y en el procedimi ento de 

extinción por causas económicas: el deber de adapta r a los 

trabajadores a la evolución de sus empleos y una ob ligación de 

recolocación/reclasificación del trabajador 572 . 

De manera que, la correcta ejecución del contrato d e trabajo 

supone que el empresario debe ofrecer al trabajador  los medios 

para adaptarse a todas las evoluciones y cambios qu e afecten a su 

empleo.  

Esta obligación, los tribunales franceses la deduce n del 

principio de buena fe contractual (art.1134, 3 Code  civil) 573 , y 

                                                 
572 Cfr. DEL SOL, M., en "Le droit des salariés à une formation professionnelle qualifiante: des aspects 

juridiques classiques, des interrogations renouvelées", Droit social, núm.4, 1994, pág.416 y 417. 

573 Cfr. DEL SOL, M., en "Le droit des salariés à une formation professionnelle qualifiante: des aspects 
juridiques classiques, des interrogations renouvelées", op. cit., pág.418. 
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alcanza a que el empresario prevea los cambios y as egure los 

medios para que el trabajador pueda hacerles frente , pero no a 

garantizar totalmente el empleo del trabajador ya q ue si éste no 

se adapta a las nuevas exigencias del puesto de tra bajo el 

empresario podrá extinguir su contrato de trabajo 574 . Se trata de 

incitar a las empresas a que adopten una gestión pr eventiva en 

materia de empleo 575 . En este sentido, afirma DEL SOL, la medida 

siendo protectora del interés del trabajador, -al h acer prevalecer 

la estabilidad en el empleo frente el poder de orga nización 

empresarial-, no ignora, sin embargo, el interés de  la empresa, -

al no tener el trabajador ninguna garantía absoluta  de empleo 576 . 

La obligación empresarial, por tanto,  es de medios  pero no 

de resultado y su incumplimiento origina que se ent ienda que el 

despido es injustificado por carecer de causa real y seria 577 . 

Paralelamente surge para el trabajador un deber inh erente a 

su contrato de trabajo que es el de adaptarse a la evolución de su 

empleo, para lo que el trabajador dispone de los << créditos de 

formación>>. 

 

A mi juicio, como se deduce de lo expuesto supra , nada impide 

que en el caso español se llegara al mismo resultad o 

interpretativo.  

MARTIN PUEBLA tras el estudio de la doctrina y juri sprudencia 

francesa, llega a esa misma conclusión en relación con la 

movilidad funcional horizontal. Considera este auto r que el 

                                                 
574
 Ibidem,  pág.417. 

575    LYON-CAEN,A., “Le droit et la gestion des compétences”, Droit Social, núm.6, 1992, pág.579 

576 Cfr. DEL SOL, M.,"Le droit des salariés à une formation professionnelle qualifiante: des aspects 
juridiques classiques, des interrogations renouvelées"  op. cit. pág.417. 

577 Ibidem,  pág.418. 
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reconocimiento del derecho del trabajador a la form ación 

profesional en la relación de trabajo ex art.4.2,b)  ET es el 

soporte jurídico sobre el que puede asentarse “un d eber de 

formación a cargo del empresario con vocación de ge neralidad”. 

Como ya se anotó supra desde su punto de vista el e mpresario tiene 

el deber de proporcionar al trabajador los medios n ecesarios para 

adaptarse a las nuevas funciones y efectuar correct amente los 

cometidos que se le encomiendan pues, de no hacerlo , incurriría en 

un ejercicio ilícito por abusivo de sus facultades directivas. 

La doctrina española ya se manifestó en este sentid o respecto 

de la regulación de la movilidad funcional anterior  a la reforma 

de 1994 entendiendo que  el respeto a los derechos económicos y 

profesionales que el art.39 ET imponía al empresari o impedía que 

si el trabajador devenía inepto como consecuencia d e un cambio de 

puesto de trabajo el empresario pudiera alegar inep titud como 

causa de despido ex art.52 ET 578 . Se llegó a interpretar que el 

art.52,a) ET exigía un período de adaptación del tr abajador a las 

nuevas condiciones de trabajo y nuevas tareas que, por aplicación 

analógica del previsto en el art.52,b) ET, debía se r de dos 

meses579 . 

La jurisprudencia también mantuvo esta línea interp retativa  

llegando a exigir la reclasificación del trabajador 580 .  

En la regulación actual el art.39.3 ET suprime la p osibilidad 

de alegar ineptitud o falta de adaptación como caus a de despido 

                                                 
578 Vid. RAMIREZ MARTINEZ, J.M.  en “Extinción por causas objetivas”, op. cit. pág.244 y  SALA 

FRANCO, T., en “Movilidad funcional”, op. cit. pág.46. 

579 Vid. GONZALEZ ORTEGA, S. en “Tribunal central de trabajo. Contrato de trabajo y otras 
materias: la ineptitud como causa de despido y su relación con los supuestos de incapacidad del trabajador para 
realizar la prestación laboral”, RPS, núm.127, 1980, pág.208 y, en el mismo sentido, BRIONES GONZALEZ, C. en 
La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, MTSS, Madrid, 1995, pág.72 y 73. 

580 Cfr. BRIONES GONZALEZ, C., en La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, op. 
cit. pág.73 y jurisprudencia ahí citada, especialmente la STCT de 3 de Febrero de 1981 A/686 recogida por esta 
autora en nota núm. 60. 
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cuando las mismas deriven de un cambio funcional. 

 Pero, como ya se indicó esta prohibición no se rec oge en el 

art.41 ET lo que a juicio de BRIONES GONZALEZ no ob sta para 

mantener que en supuestos de modificación sustancia l de 

condiciones de trabajo no sea posible el despido po r ineptitud del 

trabajador ex art.52,a) ET. 

 Sin embargo, como apunta esta autora, queda abiert a la 

posibilidad de despedir al trabajador por falta de adaptación 

cuando la modificación sustancial se hubiera produc ido en virtud 

de un cambio técnico operado en el puesto de trabaj o. En efecto, 

la falta de adaptación del trabajador por este moti vo integra el 

presupuesto de hecho del art.52,b)ET, en consecuenc ia, de 

concurrir aquella, el empresario estaría facultado despedir al 

trabajador  ex art.52,b) ET.  

Y, hay que convenir con BRIONES GONZALEZ que del re sultado 

alcanzado deriva una <<incongruencia>>, que a su ju icio proviene 

de “una reforma fragmentaria de las causas objetiva s de despido, 

que se ha centrado en la causa c) del artículo 52, ignorando las 

restantes” 581 .  

Desde mi punto de vista, Hubiera supuesto un consid erable 

avance en la tutela de la profesionalidad del traba jador que con 

ocasión de tal reforma se hubiera, sino suprimido l a falta de 

adaptación a los cambios técnicos que recoge el art .52,a) ET como 

causa de despido objetivo, cuanto menos prohibido i nvocar la 

ineptitud o falta de adaptación como causas de desp ido objetivo en 

supuestos de modificaciones sustanciales de condici ones de trabajo 

-como lo hace el art.39.3 ET respecto de la movilid ad funcional-. 

 

 (c)  ¿qué perjuicios a la formación profesional justifi carán 

                                                 
581  Cfr.  BRIONES GONZALEZ, C. en La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, op. 

cit. págs.75, 165 y 166. 
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la medida extintiva del art.50.1,a) ET? 

 

Se ha dicho que la modificación sustancial de condi ciones de 

trabajo no determina por sí solas lesión a la forma ción 

profesional 582 . De manera que el perjuicio a la formación 

profesional “debe concurrir objetivamente y de form a tal” que 

resulte justificada la extinción 583 , y, en la medida en que el daño 

no se presume, corresponderá al trabajador que lo a lega la carga 

de probarlo 584 . 

 

Tal presunción a juicio de CRUZ VILLALÓN no opera n i aun 

cuando se trate de un cambio funcional 585 . Sin embargo, la doctrina 

judicial sí presume que un cambio <<sustancial>> de  funciones,  

perjudica la formación profesional en diversos supu estos, entre 

estos; por el simple hecho de producirse fuera del grupo 

profesional o categorías profesionales equivalentes 586 ,  cuando 

                                                 
582 En este sentido CRUZ VILLALON, J., en “El art.41 ET”, op. cit. pág.517. 

583 Así lo mantiene  por ejemplo el TSJ de  Navarra en sentencia de 8 de Septiembre de 1992 A/4295. 
Este tribunal, siguiendo la doctrina del TCT recogida entre otras en las sentencias de 18 noviembre y 17 diciembre 
1989, señala que “no basta con una actuación anormal o ilícita por parte de la empresa, sino que es necesario que de 
la misma, por su trascendencia y demás circunstancias concurrentes, se acredite la existencia de un perjuicio real y 
objetivo para la formación profesional del productor o que sea atentatoria contra su dignidad, lo que no ha tenido 
lugar en el caso ahora enjuiciado” (F.J.2). 

584 Cfr. RODRIGUEZ PIÑERO, M. y  FERNANDEZ LOPEZ, M.F., en  La voluntad del trabajador en 
la extinción del contrato de trabajo, op. cit. pág.171 y  CRUZ VILLALON, J., en “El art.41 ET”, op. cit. pág516. 

En este sentido el TSJ de la  Comunidad Valenciana en sentencia de 28 de Noviembre de 1990, A/3736 
señala que el perjuicio “no exime a quien lo alegase de su prueba, no siendo suficiente el simple alegato de su 
existencia ni el fundarlo en motivaciones personales, sino acreditando que concurre un perjuicio objetivo valorable y 
que incluso debe someterse a un juicio en que se cotejen de la pervivencia de aquélla y aún la buena fe empresarial 
que excluya cualquier sospecha de discriminación” (F.J.2). 

585 Cfr. CRUZ VILLALON, J., en “El art.41 ET”, op. cit. pág.517 

586 STSJ de  Castilla y León (Valladolid) de 5 de Octubre de 1992 A/5196. Se parte como hechos 
probados de  que la trabajadora estuvo sola en las antiguas oficinas desde noviembre 1991 a enero 1992, sin tener 
ocupación alguna, así como que se le encomendaron en el nuevo centro de trabajo tareas que no eran propias de su 
categoría profesional, y, finalmente, que el nuevo horario, en cuanto a la hora de entrada, se aplicaba  exclusivamente 
a la actora. 

 A la vista de tales hechos concluye el tribunal “parece obvio que el precepto aplicable al caso de autos no 
es el 41 que dice la recurrente sino el 50 del Estatuto de los Trabajadores, en que fundamenta la juzgadora de 
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conlleve la degradación profesional del trabajador 587 , cuando 

suponga una falta prolongada de ocupación efectiva 588 , e incluso 

cuando producido el cambio a categoría profesional superior el 

trabajador no cuente con la capacidad profesional n ecesaria para 

realizar las nuevas funciones. 

 

b’) El derecho del trabajador a la extinción indemn izada del 

contrato de trabajo como consecuencia jurídica del 

art.50.1,a) ET. 

 

 

1) La extinción del contrato de trabajo por volunta d 

del trabajador.  

 

En primer lugar interesa plantear cuál es la natura leza 

jurídica de la extinción. 

La doctrina mayoritariamente se inclina por entende r que  la 

extinción del art.50 es de naturaleza judicial 589 .  

                                                                                                                                                           
instancia su decisión, porque no sólo se ha producido una modificación de las condiciones de trabajo que perjudican 
a la actora en su formación profesional como es el no darle ocupación efectiva o dársela en tareas impropias de su 
categoría profesional, sino que también se ha cambiado el centro de trabajo sin autorización alguna y se le ha 
impuesto un horario de trabajo que, aunque aceptado por el Delegado de Personal, no se aplica a todos los 
trabajadores sino exclusivamente a la actora a la que se le da un trato claramente discriminatorio; ha incurrido, en 
consecuencia, la empresa en graves y culpables incumplimientos contractuales que justifican y amparan la pretensión 
de la actora. 

587  Vid. STSJ de Cataluña  de 11 Junio 1992, A/3369. En este caso, por conveniencia de la empresa se 
redujo la actividad del trabajador a la de mero montador de autorradios y el TSJ entiende que tal degradación de 
funciones es incardinable en el art. 50.2 del Estatuto de los Trabajadores, pues, “independientemente de que la 
profesión del demandante no esté recogida como categoría en convenio, es obvio que se ha realizado una 
degradación en la actividad para la que el trabajador fue contratado, que redunda en perjuicio de su formación 
profesional”. (F.J.2) 

588 Vid. STSJ del  País Vasco  de 23 de Marzo de 1992 A/1304 

589 La incoherencia derivada del carácter judicial de esta vía de extinción ha sido puesta en evidencia 
por la doctrina, entre otros, ALBIOL MONTESINOS ALBIOL MONTESINOS,I., en “Extinción por voluntad del 
trabajador”, op. cit. pág.204 y  VIDA SORIA, J.,  en “El nuevo régimen jurídico de las modificaciones sustanciales 
de las condiciones de trabajo”, op. cit. pág.101,  y desde luego así resulta de que el trabajador deba mantenerse en su 
puesto de trabajo hasta la firmeza de la sentencia, a pesar de los perjuicios infringidos a su formación profesional,  y, 
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El TS en unificación de doctrina ha consolidado el criterio 

que ya mantuvo en anteriores ocasiones sobre el car ácter 

constitutivo de la sentencia que recae en el proces o encaminado a 

la resolución del contrato de trabajo por voluntad del 

trabajador 590 . La extinción del contrato se origina por la 

sentencia constitutiva de carácter firme que estime  que la empresa 

ha incurrido en alguna de las causas del ar.50 ET, -a las que el 

TS se refiere como “incumplimientos contractuales”-  591 . 

                                                                                                                                                           
que todo hace presagiar, no cesarán hasta tanto no se resuelva finalmente el proceso.  

Frente a la opinión mayoritaria,  CRUZ VILLALON sostiene que, "la extinción se produciría en virtud de 
los arts.40, 41 o 49.4 ET -incluso cuando se reclama la indemnización superior correspondiente al perjuicio 
cualificado o grave-, que otorgan directamente la facultad de extinguir, rescindir o dimitir, respectivamente" y que 
"por contra, para el resto de las resoluciones no modificativas, el art.50 ET tan sólo concede al trabajador la 
posibilidad de <<solicitar>> la extinción. 

En consecuencia, defiende que incluso la extinción prevista en el art.50.1.a) del ET por "modificación...que 
redunde en perjuicio de su formación profesional" tenga naturaleza extrajudicial. 
 

  Desde mi punto de vista, a pesar de que entienda más razonable  que la extinción del art.50.1,a) ET tuviera 
carácter extrajudicial,  en línea con la opinión doctrinal apuntada supra, y sobre todo de cara a una mayor protección 
de la profesionalidad del trabajador, sin embargo, la literalidad de los arts.41 y 50 del ET conduce a una conclusión 
distinta. 

Así, el primero señala "sin perjuicio de los dispuesto en el art.50, apartado 1.a)...", por tanto, remitiéndose 
sin más a ese precepto. 

Por su parte, el art.50 del ET, en relación a todos los supuestos en él contemplados, señala que "serán 
causas justas para que el trabajador pueda solicitar la extinción del contrato:...". 

Por consiguiente, no resulta tan claro que el trabajador, en este caso, pueda extinguir la relación laboral por 
sí sólo sin necesidad de acudir con carácter previo a la vía judicial solicitando al juzgador la resolución contractual. 
La transcrita previsión del art.50 es común a todas las causas y, por tanto, no se entiende que en un caso sí y en los 
otros no se predique  la naturaleza automática de la extinción. 

Pero desde luego, hay que reconocer que  la interpretación sistemática del precepto puede respaldar la 
solución contraria. Es perfectamente defendible el carácter automático de la resolución prevista en el art.41ET  
cuando la modificación produce un perjuicio simple al trabajador que la soporta. Y,  si esto es así, en buena lógica si 
la modificación produce efectos más graves para el trabajador habrá que entender que con mayor motivo éste pueda 
reaccionar frente a la decisión empresarial extinguiendo automáticamente la relación jurídica.  Lo contrario  nos lleva 
a una nueva  incoherencia también planteada por VIDA SORIA. A salvo de  que se entienda que el perjuicio que 
justifica la resolución del art.50 y trae como consecuencia una indemnización de mayor cuantía, al ser 
<<cualificado>>, debe quedar acreditado y controlado por los tribunales. 

590 En STS u.d.  de 23 de Abril de 1996 A/3403 se atribuye a la sentencia un carácter constitutivo lo  
significa que “la relación continuará subsistente mientras no adquiera firmeza y en este caso tendrá el trabajador el 
derecho, y también la obligación, de continuar ocupando su puesto de trabajo en tanto no se resuelva el recurso 
pendiente.(F.J.4) y cita como anteriores  en el mismo sentido las SSTS, de 22 de Octubre de 1986 A/5878,  de 26 de 
Noviembre de 1986 A/6516, de 12 de Julio de 1989 A/5461 y la de 18 de Julio de 1990 A/6425. 

Aplicando esta doctrina judicial,  la STSJ de Cataluña de 13 Julio de 1995, A/3093, señala que  “la 
sentencia que haya de conocer de la acción de extinción por voluntad del trabajador, es de carácter constitutivo, de 
tal manera que la relación laboral no puede entenderse extinguida hasta el momento que así lo establezca la sentencia 
y únicamente en el caso de que la misma estime la pretensión del actor” (F.J.1). 

591  Razona el TS  que “si la extinción del contrato no se produce hasta que por sentencia firme se 
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 En consecuencia, el trabajador, por una parte, deb e 

solicitar la rescisión judicial del contrato y, por  otra, no 

abandonar la actividad laboral que desempeña en la empresa hasta 

que obtenga sentencia firme, pues en tanto la sente ncia no 

adquiera firmeza la relación laboral subsiste y con  ella el 

derecho y la correlativa obligación del trabajador de continuar 

trabajando 592 . En caso contrario, es decir, si el trabajador 

abandona su puesto de trabajo, se entenderá que la extinción del 

contrato se produjo por voluntad unilateral del mis mo ex  art.49.4 

ET y el posterior ejercicio de la acción extintiva del art.50 ET 

no tendrá efectos revocatorios de tal dimisión, en la medida en 

que  jurisprudencialmente se viene entiendo que la dimisión del 

trabajadores es irrevocable salvo que la misma sea aceptada por la 

empresa 593 . 

De cualquier forma, con carácter excepcional el TS admite  la 

posibilidad de que el trabajador ex art.50 ET extin ga directamente 

el contrato, es decir, extrajudicialmente, cuando l a continuidad 

de la relación laboral atente a la dignidad, a la i ntegridad 

personal del trabajador, o, en general, cuando lesi one sus 

derechos fundamentales 594 . 

                                                                                                                                                           
estime que la empresa ha incurrido en alguna de las causas de incumplimiento contractual, se está reconociendo el 
carácter constitutivo de la sentencia y su subordinación precisamente al momento de la firmeza. Y ya vimos que esto 
entraña la subsistencia del vínculo laboral y el derecho y correlativa obligación del trabajador a continuar en el 
desempeño de sus funciones”. Vid. la citada STS u.d.  de 23 de Abril de 1996 A/3403 (F.J.4) 

592 Además de las anteriormente citadas, vid. la más reciente STS de 8 de Noviembre de 2000 A/1419 
(F.J.2). 

593 Tiene señalado el TS el carácter irrevocable de la dimisión del trabajador salvo que la posterior 
retractación del trabajador sea aceptada por la empresa. Vid. STS de 18 de Julio de 1990 A/6425 (F.J.3) 

594 A modo ejemplificativo señala la STS de 18 de Julio de 1990 A/6425 que “en supuestos 
excepcionales, por ejemplo, malos tratos de palabra u obra, falta continuada del abono del salario o llevar a cabo el 
trabajo en modalidad distinta de la que fue contratada, es decir, cuando se ofrecen situaciones que pongan de 
manifiesto que la convivencia resulta muy difícil, es admisible dicho abandono” (F.J.2). Con posterioridad el TS en 
u.d. ha apuntado también esta posibilidad en la  ya citada STS de 23 Abril 1996 A/3403. 

 
  En este sentido, también la STSJ de  Galicia de 25 de Marzo de 1998 A/5894 (F.J.2). 
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 En segundo lugar, el tenor literal del art.41.3 ET  plantea 

dificultades interpretativas en torno a si la impug nación de la 

decisión empresarial ex art.41.3 ET a través del ca uce procesal 

del art.138 LPL, es compatible o no con la extinció n del contrato 

ex art.50.1,a) ET 595 . 

La regla defendida por la doctrina es que ambas acc iones son 

compatibles 596 . En el mismo sentido lo ha considerado el TS en 

unificación de doctrina manteniendo que “ No existe argumento 

atendible, y menos una clara imposición legal, que autorice a 

pensar que la deducción de demanda impugnativa excl uye una 

ulterior petición extintiva si la respuesta judicia l fuere 

desfavorable. Con este planteamiento se está condic ionando una de 

las opciones: extinción indemnizada del contrato, n ada menos que a 

la exclusión de un derecho fundamental, el de somet er al juez 

social, «ex» artículo 24.1 de la Constitución, la v iabilidad o la 

justicia de la orden empresarial ”,  en definitiva el TS considera 

que “ esta alternativa hermenéutica aboca a resultados ta n lesivos 

y exagerados, desde el punto de vista de los valore s básicos de 

nuestro ordenamiento que forzosamente ha de ser rec hazada ” 597   

 

Hay que recordar que como mantiene  GOERLICH PESET  la acción 

                                                 
595 Las mismas dificultades interpretativas que plantea el art.40.1 ET en relación con la movilidad 

geográfica. 
 En efecto, en relación a  un supuesto de traslado el TS señala que “el análisis literal de la norma pudiera dar 

la impresión, en una primera lectura, de que la impugnación del traslado excluye la alternativa de extinción”. Cfr. 
STS de 21 de Diciembre de 1999 A/1426 (F.J.3). 

596 Vid. GOERLICH PESET, J.M. en La extinción del contrato de trabajo, op. cit. pág. 28 y su nota a 
pie núm. 24. 

597 Cfr. STS u.d.  de 21 de Diciembre de 1999 A/1426 de 2000 (F.J.3). Esta sentencia como ya se 
apuntó resuelve un supuesto de traslado del trabajador y aplica por tanto el art.40.1 ET en relación con el art.50.1.a) 
ET y no el art.41.3 ET. De cualquier forma, dada la identidad de las previsiones en relación con la acción 
impugnatoria establecida en ambos preceptos, la doctrina del TS recogida en el texto, perfectamente puede aplicarse 
al art.41.3 ET. 
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resolutoria del art.50.1,a) ET es “absolutamente in dependiente del 

control judicial de la regularidad formal o causal de las 

modificaciones sustanciales puestas en marcha por e l 

empresario” 598 .  Por tanto, si el trabajador instó la impugnación  

de la decisión empresarial y ésta fuera declarada r egular desde la 

perspectiva formal y procedimental, el trabajador p odrá con 

posterioridad ejercitar la acción resolutoria del a rt.50.1,a) ET.  

El orden de ejercicio de acciones deberá ser éste y   no otro. 

Tres son las razones que esgrime GOERLICH PESET par a afirmarlo 599 . 

 En primer término, la literalidad del art.41.3 imp ide el 

ejercicio simultáneo de ambas acciones. pues este p recepto permite 

impugnar la decisión empresarial al “trabajador que  no habiendo 

optado por la rescisión de su contrato se muestre d isconforme con 

la decisión empresarial” y, la norma, al no estable cer 

diferencias, hay que considerar que por <<rescisión  del contrato>> 

entiende tanto la vía del art.41.3 ET -frente a per juicios 

<<simples>>-, como la prevista en el art.50.1.a) ET  -frente a 

perjuicios <<cualificados>>. 

En segundo término, el plazo de caducidad de 20 día  al que 

está sometida la acción impugnatoria impide inverti r el orden so 

pena de que la acción caducara, pues la doctrina ju dicial mantiene 

que la acción resolutoria del art.50. a falta de di sposición 

específica, está sujeta a la prescripción general d e un año 600 . 

Y, por último, también será el orden señalado el ad ecuado 

desde la perspectiva de la satisfacción de los inte reses del 

trabajador. En efecto, si ejercitada en primer luga r la pretensión 

                                                 
598 Cfr. GOERLICH PESET, J.M. en La extinción del contrato de trabajo, op. cit. pág.27. 

599 Ibidem, pág.28, 29 y nota a pie núm.24. 

600 Cfr. STSJ de la Comunidad Valenciana de 29 de Septiembre de 1996 A/2879, así como la del TSJ 
de Galicia de 8 de Enero de 2001 A/274 y las citadas en su F.J.6. entre ellas las del TS de 22 de Diciembre de  1988 
A/9897  y de 5 de Febrero de 1990 A/820. 



 
 414 

impugnatoria, ésta prosperara, el trabajador podrá pedir la 

ejecución forzosa y, en último término, rescindir e l contrato por 

la vía del art.50.1,c) ET, por tanto sin acudir a l a vía del 

apartado a) de ese precepto y, en consecuencia, sin  necesidad de 

tener que acreditar el perjuicio a su formación pro fesional.   

 

   

 

2) El derecho del trabajador a percibir una 

indemnización por los perjuicios causados a su 

formación profesional .  

 

Cuando la modificación sustancial de condiciones de  trabajo, 

cualquiera que sea la condición afectada, perjudiqu e la formación 

profesional o la dignidad del trabajador, el legisl ador entiende 

que el perjuicio causado -a la formación profesiona l y/o a la 

dignidad del trabajador-, es grave y en consecuenci a establece que 

el trabajador ex  art.50.2 ET tiene derecho a la indemnización 

correspondiente al despido improcedente 601  

 

La carga indemnizatoria que el art.50 ET impone al 

empresario, se ha dicho que  no tiene por finalidad  resarcir al 

trabajador por incumplimientos empresariales previo s, puesto que 

la decisión empresarial se enmarca en el art.41 ET y por tanto 

suponen un ejercicio legítimo de las facultades emp resariales, lo 

que desde luego fue cuestionado supra.  

Su fundamento, a juicio de  CRUZ VILLALÓN, se encue ntra en la 

“imposición de una responsabilidad objetiva empresa rial, derivada 

                                                 
601 El ET fija la cuantía de la indemnización en atención al alcance del perjuicio causado. Sobre este 

particular vid. CRUZ VILLALON, J. "El art.41 del ET tras la reforma de 1994", en RL, núms.17 y 18/1994, pág. 
160. 
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del daño causado  al trabajador con la introducción  de unos 

cambios que desbordan lo pactado contractualmente, que le 

perjudican objetivamente y le constriñen a optar po r la resolución 

contractual” 602 . Y, la cuantía de la indemnización se fija en 

atención al perjuicio causado lo que explica las di ferencias que 

en este punto se establecen entre la indemnización del art.41 ET y 

la del art.50 ET. 

Desde esta perspectiva, la formación profesional de l 

trabajador, no operando como límite a las facultade s modificativas 

del empresario, se puede considerar, en efecto, com o una carga 

para éste en tanto que de no respetar la profesiona lidad del 

trabajador adoptando una medida modificativa que pe rjudica su 

formación profesional, se verá obligado a resarcirl e con la 

indemnización prevista en el art.50 ET, si el traba jador decide 

ejercitar el derecho que tal precepto le reconoce a  solicitar la 

extinción del contrato de trabajo.  

 

c) La tutela judicial de la profesionalidad del tra bajador 

frente a modificaciones sustanciales de condiciones  de 

trabajo: Control judicial de la decisión empresaria l.  

 

Tanto la modificación individual como la colectiva podrán ser 

controladas por la jurisdicción social. 

La primera, a través del proceso individual regulad o en el 

art.138 LPL y la segunda, a través de la misma vía procesal cuando 

 se plantee una reclamación individual y a través d el proceso de 

conflicto colectivo 603  regulados en los arts.151 y ss. LPL, si la 

                                                 
602 Ibidem págs.159 y 160. 

603 Señala el TS en sentencia dictada en u.d. de 18 de Junio de 2001 A/6309, que “la impugnación de 
estas decisiones empresariales (colectivas) puede llevarse a cabo por los trámites de conflicto colectivo, por así 
ordenarlo el art.41.4 ET y ello a pesar de que no se cumplan los requisitos procesales establecidos en el art.151 

LPL en cuanto a la afectación de intereses generales de un grupo genérico de trabajadores. En este caso (la 
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reclamación es colectiva 604 . 

A través de la vía de impugnación individual establ ecida en 

el art.138 LPL el debate procesal se centrará en la  concurrencia o 

no de las causas establecidas en el art.41 ET a efe ctos de que la 

medida empresarial se declare justificada o no, con  independencia 

de los perjuicios que tal medida ocasione a los tra bajadores 605 . 

 

El perjuicio que la modificación pueda producir sob re la 

                                                                                                                                                           
modificación acordada afecta únicamente a cuatro trabajadores) no se trata de un conflicto colectivo propiamente 
dicho, incardinable en las previsiones del Real Decreto-Ley de 4 de Marzo de 1977, sino de una pretensión, cuyo 

ejercicio, está referido por la Ley a los cauces de tal modalidad procesal” (F.J.2). 
En definitiva, podría decirse que “el art.41 diseña un proceso de conflicto colectivo especial”,  STS de 6 de 

Marzo de 2001 A/2836 (F.J.4). 

604 En ambos supuestos la acción está sujeta al plazo de caducidad de 20 días hábiles establecido en el 
art.59.4 del ET. 

El plazo para ejercitar la acción impugnatoria por la  vía individual no planteaba problemas al estar 
establecido  expresamente en el art.138.1 LPL, sin embargo, la LPL no se hace referencia expresa al supuesto en que 
la vía de impugnación fuera la de conflicto colectivo. 

El TS a partir de la sentencia dictada en u.d. de 21 de febrero de 1997, A/1571 viene entendiendo que  el 
plazo de caducidad previsto en el art.59.eET es de aplicación a los dos tipos de procedimientos en base a las 
siguientes razones : “a) porque la caducidad se predica de la acción y esta se ejerce con el mismo contenido, 
aunque con distinto ámbito en los dos tipos de procesos; b) porque la finalidad de la caducidad es evitar la 

indefinición en situaciones que afectan gravemente a ambas partes, y esta finalidad quedaría burlada si sólo se 

aplicara a los conflictos individuales” (F.J.6). Posteriormente, manteniendo el mismo criterio interpretativo, entre 
otras, vid. SSTS en u.d. de 14 de Mayo de 1997 A/4095 (F.J.3), de 22 de Julio de 1999 A/6165 (F.J.3), de 9 de Abril 
de 2001 A/5112 (F.J.2). 
 

Es doctrina unificada del TS que en tanto el proceso especial regulado en el art.138 LPL “tiene como 
presupuesto la existencia real de modificaciones sustanciales de trabajo tal y como se conciben en el art.41 del ET, 
cuando el empresario introduce  una  modificación sustancial de carácter colectivo o individual -tanto da- sin seguir 
los trámites formales establecidos en el art.41, la acción impugnatoria podrá ejercitarse a través del procedimiento 
ordinario o el de conflicto colectivo (*). Pero,  en cualquiera de los dos casos, la acción no estará sujeta al plazo de 
caducidad del art.59.4 ET y se podrá impugnar mientras persista la situación impuesta por la empresa. Vid. SSTS de 
10 de Abril de 2000 A/3523, 18 de Septiembre de 2000 A/8333, de 9 de Abril de 2001 A/5112 “no se debe apreciar 
la caducidad porque la empresa no siguió el procedimiento adecuado para la modificación exigido en el art.41 ET 

y, en tanto en cuanto no siguió ese procedimiento no puede ahora beneficiarse de una caducidad que se haya 

condicionada al previo cumplimiento por la empresa de las exigencias procedimentales establecidas para la validez 

de aquella supresión” (F.J.2). Con clara exposición de la apuntada doctrina unificada, vid. STS de 15 de Enero de 
2001 A/770 (F.J.2) 
 

(*) Cuando no se esté en el supuesto del art.41, como se ha dicho, podrá seguirse el procedimiento de 
conflicto colectivo pero en tal caso, no el <<especial>> previsto en el art.41 ET, sino el ordinario. En consecuencia 
para que esa vía procesal sea  la adecuado para ejercitar la pretensión se requerirá que ésta ex art.151.1 LPL,  a) se 
refiera a un grupo genérico de trabajadores, y, b) actúe un interés general, es decir se esté ante un conflicto colectivo 
en sentido propio. En este sentido vid. STS de 6 de Marzo de 2001 A/2836 (F.J.4 y 5) 

605 Vid. en este sentido CRUZ VILLALÓN, J., en  “El artículo 41 del ET tras la reforma de 1994",  op. 
cit. págs.121. 
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profesionalidad del trabajador no parece, en efecto , que pueda ser 

objeto de  control judicial a través de este cauce procesal. La 

literalidad de los arts.41.3 ET y 138 LPL  al estab lecer cuál es 

el sentido de la sentencia dictada en los procesos de carácter 

individual dificulta  interpretar que el control ju dicial no quede 

limitado a la causalidad de la medida adoptada y qu e ésta pueda 

ser impugnada por infracción de normas sustantivas así como por 

infracción de las normas del procedimiento prevista s en el art.41 

ET  606 .  

No obstante, cabe plantear si la lesión de derechos  e 

intereses legítimos del trabajador como causa para impugnar la 

decisión empresarial podría plantearse a través del  procedimiento 

ordinario. En tal caso, aunque el legislador no hay a reconocido la 

formación profesional como límite específico -a dif erencia de lo 

que ocurre en la movilidad funcional-, su lesión se  podría alegar 

como causa de impugnación en base al reconocimiento  genérico de la 

misma como derecho del trabajador en la relación de  trabajo ex  

art.4.2.b) del ET y de estimarse la demanda conduci ría a la 

                                                 
606 Vid. en este sentido BEJARANO HERNANDEZ, A., en Modificaciones sustanciales de las 

condiciones de trabajo y vías procesales de impugnación, CIVITAS, Madrid, 2000, pág.163 y 165. 
 

La posibilidad de fundamentar la pretensión que se ejercita en el proceso desarrollado según los trámites del 
art.138 LPL en motivos diversos a la causalidad de la medida empresarial ha sido objeto de atención doctrinal. 

LOPEZ TARRUELLA aboga por que el "objeto del proceso fuera más bien, en sentido amplio, la 
disconformidad del trabajador con la medida impugnada (en los términos de los arts.40 y 41), siendo por tanto los 
concretos motivos impugnatorios no solamente los expresamente contemplados en el art.138 sino cualesquiera 
otros". Para este autor, no tiene ningún sentido que, instaurada esa modalidad (art.138 LPL) con la finalidad evidente 
de evitar perjuicios y otorgar seguridad, deba procederse por la vía procedimental ordinaria".  

En el mismo sentido vid. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en  "Flexibilidad interna: movilidad funcional, 
geográfica y modificación de condiciones de trabajo", op. cit.  pág.44. 

 
 CRUZ VILLALON, J., en "El artículo 41 del ET tras la reforma de 1994", op. cit., págs.162 y 163, 

entiende que cabe tal posibilidad en relación con la posibilidad de basar la impugnación en la inobservancia de los 
requisitos de forma o de procedimiento, pero parece que únicamente para los procedimientos de carácter colectivo y 
no para los individuales y también lo hace GARCIA MURCIA, J., aunque este autor no  diferencia entre 
procedimiento individual y colectivo. 
 

De cualquier forma, como doctrinalmente se recuerda, la sentencia no tendrá recurso lo que por 
consiguiente, puede hacer más conveniente  "mantener las impugnaciones por la específica modalidad procesal 
limitada a los supuestos estrictamente contemplados en el art.138".  
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declaración de nulidad de la medida empresarial. De sde mi punto de 

vista, la dificultad de esta solución estriba en qu e como hubo 

ocasión de ver supra  el precepto mencionado no tiene una eficacia 

jurídica directa. Y, probablemente las mismas dific ultades 

plantearía impugnar la decisión empresarial por inf racción del 

deber de buena fe contractual. Como tampoco hay cer teza de que si 

el empresario, en atención a las consecuencias subj etivas 

derivadas de la modificación sustancial de condicio nes de trabajo, 

decidiera despedir al trabajador por ineptitud o fa lta de 

adaptación, el trabajador obtuviera tutela judicial  efectiva de su 

profesionalidad ejercitando la acción de despido co n fundamento en 

la infracción empresarial del deber de buena fe con tractual. 

 

De cualquier forma, la profesionalidad del trabajad or frente 

a modificaciones colectivas a mi juicio, podría ser  objeto de 

tutela judicial mediata, esto es, a través del cont rol judicial  

de las normas del procedimiento previstas en el art .41 ET. 

Concretamente, mediante el control del cumplimiento  del deber de 

negociar de buena fe durante el período de consulta s que el art.41 

ET impone al empresario y a los representantes de l os 

trabajadores, tanto si a la medida colectiva debe p receder un 

acuerdo colectivo, como si, diversamente, el períod o de consultas 

no tiene que terminar necesariamente en acuerdo. Pa ra CRUZ 

VILLALÓN el legislador en el art. 41 ha introducido  un “auténtico 

deber jurídico, del que derivarían específicas cons ecuencias 

jurídicas en caso de incumplimiento del mismo” y, a  juicio de este 

autor, “sería incluso posible estimar la ilegalidad  de la medida 

modificativa en el caso de que se incumpliera en lo  esencial de 

parte empresarial ese deber de negociación” 607 . 

                                                 
607   Cfr. CRUZ VILLALÓN, J. en “El artículo 41 del ET tras la reforma de 1994", op.cit. pág.150. 
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El art.41.4 ET señala que el período de consultas v ersará 

sobre “la posibilidad de evitar o reducir sus efect os, así como 

sobre las medidas necesarias para atenuar sus conse cuencias para 

los trabajadores afectados”. 

Si se considera que la profesionalidad del trabajad or puede 

verse perjudicada por la medida modificativa, el de ber de negociar 

de buena fe puede alcanzar a que se propongan y neg ocien las 

medidas formativas apropiadas para evitar o cuanto menos para 

paliar tal perjuicio.  Así pues, considerando infra cción del deber 

de negociar de buena fe que  en el período de consu ltas la 

profesionalidad del trabajador afectado por la medi da modificativa 

no ha protegido en la forma apuntada, se trata a co ntinuación de 

dilucidar si tal incumplimiento conllevaría  que ju dicialmente se 

declarara la nulidad de la modificación colectiva o  cuanto menos 

el carácter injustificado de la misma. 

 

¿Cuál sería en tal caso la vía procesal indicada pa ra 

reclamar por incumplimiento del deber de negociar d e buena fe? 

Teniendo en cuenta que se trata de un requisito pro cedimental 

establecido en el art. 41 ET, son varias las posibi lidades que se 

pueden barajar: a través del procedimiento individu al del art.138 

LPL, mediante el procedimiento ordinario, el proced imiento de 

conflicto colectivo y el de impugnación de  conveni os colectivos. 

 

En primer lugar, frente a una modificación de carác ter 

colectivo el trabajador puede ejercitar una pretens ión individual 

                                                                                                                                                           
Considerando la opinión de este autor y teniendo en cuenta que como el mismo señala  el acuerdo colectivo 

de modificación se puede identificar con un convenio colectivo estatutario,  puede ser factible que la infracción del 
deber de buena fe contractual establecido en el art.41 ET fundamente la petición de ilegalidad del acuerdo colectivo 
de modificación ejercitada en un proceso de impugnación de convenio colectivo que se tramitará por el proceso de 
conflicto colectivo -ex arts.151.2 y 169.3 LPL-. 
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impugnatoria de la decisión empresarial fundamentad a en la 

infracción del deber de negociar de buena fe. Pero si tal 

infracción se entiende como incumplimiento del proc edimiento 

establecido en el art.41 ET, la vía procesal del ar t.138 LPL no 

será la indicada para ello. En efecto, hay que reco rdar que el TS 

en doctrina unificada entiende que “cuando no se cu mplen por el 

empleador las exigencias formales del precepto “no se puede 

entender que la medida se ajusta a lo establecido e n el art.41 del 

ET, siendo entonces el proceso ordinario el adecuad o para reclamar 

frente a la medida y no el especial del art.138 LPL ” en la medida 

en que éste “tiene como presupuesto la existencia r eal de 

modificaciones sustanciales de trabajo tal y como s e conciben en 

el art.41 del ET” 608 .    

 

Por tanto  es  el procedimiento ordinario el cauce procesal 

adecuado para que el trabajador impugne la decisión  modificativa 

empresarial colectiva.  Lo que para el trabajador p resentará 

indudables ventajas, teniendo en cuenta que; al fun damentar la 

pretensión en la infracción de una norma de procedi miento 

establecida en el art.41 ET, la acción no estaría s ujeta a un 

plazo de caducidad de 20 días hábiles establecido e n el art.59.4 

ET; la sentencia estimatoria conllevaría  -en este caso sin lugar 

a dudas- la nulidad de la medida empresarial; y, qu e, a diferencia 

también de lo previsto para la modalidad procesal d el art.138 LPL, 

la sentencia dictada en el proceso ordinario será s usceptible de 

ser recurrida 609 . 

  

                                                 
608 Vid. STS de 15 de Enero de 2001 A/770 (F.J.2) 

609 Así lo entiende BEJARANO HERNANDEZ en relación con las medidas empresariales adoptadas al 
margen de los procedimientos modificativos establecidos en el art.41 ET. Cfr. en Modificaciones sustanciales de las 

condiciones de trabajo y vías procesales de impugnación, op. cit. págs.165 y 171. 
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En segundo lugar, en los art.41.3 ET y 138 LPL se e stablece 

cuál es el sentido de la sentencia dictada en los p rocesos de 

carácter individual, sin embargo, no hay previsión legal alguna en 

torno a los pronunciamientos posibles de la sentenc ia dictada en 

el proceso colectivo. Por tanto, desde el punto de vista doctrinal 

y jurisprudencial, no hay impedimento legal a que e n el proceso 

colectivo el control judicial no se limite a la cau salidad de la 

medida empresarial sino que pueda alcanzar también a controlar el 

cumplimiento de los requisitos formales establecido s en el art.41 

ET610 . Y, entre estos -por lo que aquí se está viendo- s i el 

empresario ha incumplido el deber jurídico de negoc iar de buena fe 

que le impone el art.41.4ET.  

En este supuesto se pretendería la inaplicación de la 

decisión modificativa empresarial, fundamentada en la ilicitud de 

la misma por infracción del deber de negociar de bu ena fe 

establecido en el art.41 ET y tanto en caso de exis tir acuerdo 

como en el supuesto de que, aun exigiéndolo el art. 41, la 

modificación se hubiera acordado unilateralmente po r el 

empresario. En el primer caso, no se cuestionará el  acuerdo 

adoptado en el período de consultas, sino la decisi ón adoptada por 

el empresario. El órgano judicial decidirá sobre la  aplicación o 

no de la decisión empresarial y no sobre la validez  del acuerdo 611 . 

En este caso la existencia o inexistencia de un acu erdo 

colectivo previo será relevante a efectos de determ inar la 

                                                 
610 En este sentido vid. DEL REY GUANTER, S. en “Movilidad funcional, movilidad geográfica y 

modificación sustancial de condiciones de trabajo”, en La reforma laboral de 1994, (Coord. ALARCON 
CARACUEL), Ed. Marcial Pons, Madrid, 1994, pág.217 y   CRUZ VILLALON, J. en “El artículo 41 del ET tras la 
reforma de 1994", op.cit. pág.163. 

Para LOPEZ-TARRUELLA la impugnación de la medida modificativa se puede fundamentar en la 
inobservancia del procedimiento  o incumplimiento de requisitos esenciales del mismo, tanto en el proceso colectivo 
como en el individual. Cfr.  en “Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo”, op. cit.  pág.339. 

611  Cfr.  PEDRAJAS MORENO,A., en “Modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo”, en 
(VALDES DAL-RE, Dir.), La reforma del mercado laboral, LEX NOVA, Valladolid, 1994.pág.393 
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legitimación en el proceso. 

  De no existir acuerdo, los representantes de los trabajadores 

que intervinieron en la fase de consultas estarán e ntre los 

sujetos colectivos legitimados activamente en el pr oceso. 

De existir aquél, convengo con PEDRAJAS en que, aun que la ley 

expresamente no lo establezca, se debe constituir u n 

litisconsorcio pasivo en virtud del cual serán  dem andados el 

empresario y los representantes que lo suscribieron . El acuerdo 

colectivo y la posterior decisión modificativa empr esarial, como 

apunta este autor, son autónomas y es la “decisión y no el acuerdo 

la determinante de las modificaciones, que a partir  de la misma, 

habría de producirse” 612 . Lo anterior no obsta a que, de estimarse 

la demanda, la sentencia dictada en el proceso pued a afectar al 

acuerdo  suscrito en el período de consultas y, por  ello, se 

impone  que  los que lo suscribieron necesariamente  intervengan en 

el proceso. 

Aunque la ley nada diga en relación con la califica ción de 

las  modificaciones que se lleven a cabo sin observ ar el período 

de consultas, de estimarse la demanda, es criterio judicial que la 

calificación que corresponde es la de nulidad de la  decisión 

empresarial 613 . Se trata de una sentencia dictada en un proceso d e 

                                                 
612  Ibidem, pág.393 

613 “Como quiera que el período de consultas resulta ser la especialidad del procedimiento de 

modificación colectiva, su ausencia debe comportar la declaración de nulidad de la modificación. Su elusión es, en 

efecto, otro modo fraudulento de convertir en individual una modificación colectiva y, por tanto como 

unánimemente ha entendido la jurisprudencia, la calificación pertinente es la nulidad”. Cfr. STSJ de Castilla-La 
Mancha de 28 de Septiembre de 1998, A/4290 en la que resuelve desestimando un recurso de suplicación interpuesto 
por la empresa contra la sentencia de J.S. Guadalajara dictada en procedimiento de conflicto colectivo, en la que se 
declaraba nula la modificación sustancial de carácter colectivo adoptada sin observar el período de consultas y se 
condenaba a la empresa a reponer a los trabajadores afectados en las condiciones anteriores a su adopción. 

En igual sentido vid.  STSJ de la Comunidad Valenciana de 3 de Diciembre de 1996 confirmando la nulidad 
de la  “reducción de los tiempos de viaje, acordada unilateralmente por la empresa, sin cumplir los requisitos 
exigibles” y la condena correspondiente a la empresa  (F.J.3)  y también la STSJ de Canarias/Santa Cruz de Tenerife 
de 23 de Diciembre de 1998 A/4723 en la que confirma la sentencia de instancia declarando la nulidad de la decisión 
empresarial y la correspondiente condena a la empresa, por incumplimiento de los requisitos formales. Calificación 
de nulidad que este tribunal entiende que procede por incumplimiento de formalidades, tanto en caso de 
modificación colectiva (período de consultas/negociación), como en caso de modificación individual (notificación al 
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conflicto colectivo, no obstante, en caso de incump limiento 

voluntario del empresario, será directamente ejecut able en la 

medida en que no recoge simplemente un pronunciamie nto declarativo 

sino también un pronunciamiento de condena a la emp resa a reponer 

a los trabajadores afectados por el conflicto colec tivo a sus 

anteriores condiciones de trabajo 614 . 

En tercer lugar, también es factible que la infracc ión del 

deber de buena fe contractual establecido en el art .41 ET 

fundamente la petición de ilegalidad del acuerdo co lectivo de 

modificación de un convenio colectivo estatutario 615 . La  

pretensión se ejercitará en el  proceso de impugnac ión de convenio 

colectivo que se tramitará por el procedimiento de conflicto 

colectivo - ex  arts.151.2 y 169.3 LPL-. Deberá constituirse un 

litisconsorcio pasivo necesario demandando, tanto a l empresario, 

como a los representantes que suscribieron el acuer do. 

En este caso, a diferencia del anterior, se impugna  el 

acuerdo adoptado por entender que éste es ilegal. P or tanto, si se 

estima la demanda la sentencia declarará la nulidad  del acuerdo 

                                                                                                                                                           
trabajador) (F.J.4). 

614 Vid. en este sentido MONTOYA MELGAR, A. y otros, en Comentarios a la Ley de Procedimiento 
Laboral, ARANZADI, Elcano, 2000, pág.464.  

Como regla general,  las sentencias dictadas en procesos de conflicto colectivo no son título ejecutivo, sin 
embargo, el TC en 1990 admitió la ejecución directa de las sentencias declarativas dictadas en este proceso cuando 
tengan una repercusión directa en el plano individual. Por otra parte hay que tener en cuenta que hay casos, como en 
los supuestos de modificación de condiciones de trabajo o traslados cuando se planteen por la vía de conflicto, en 
que la posibilidad de una ejecución directa en realidad deriva de que además de una  pretensión declarativa en el 
proceso se ejercita una pretensión de condena. 

 ALONSO OLEA, M., MIÑAMBRES PUIG, C. Y ALONSO GARCÍA, R.M. consideran que  en ese caso 
el conflicto es plural y no colectivo y que por tanto el procedimiento que debió seguirse fue el ordinario y no el 
especial de conflicto colectivo. Vid., en Derecho Procesal del Trabajo, 11ª, ed. CIVITAS, Madrid,2000, pág.268 

615 En este sentido LOPEZ TARRUELLA. Pág.348 y CRUZ VILLALÓN,J. pág.162 respecto de los 
laudos arbitrales  

Para ALFONSO MELLADO y BLASCO PELLICER, la vía procesal de impugnación del convenio 
colectivo no es la apropiada si se trata de impugnar las modificaciones colectivas adoptadas por acuerdo entre la 
empresa y los representantes legales y sindicales. Cfr. en “Efectos e impugnación de las modificaciones sustanciales 
de las condiciones de trabajo”, Comunicación presentada en el VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social, Valladolid, Mayo, 1996, pág.10. 
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colectivo y en tal caso hay que plantearse qué efec tos jurídicos 

tendrá sobre la decisión modificativa empresarial q ue fue adoptada 

 en virtud de dicho acuerdo, ahora anulado y que, p revisiblemente, 

ya fuera ejecutada. 

¿La decisión empresarial, en tanto que acto de apli cación del 

acuerdo, si ya ha sido ejecutada, podrá verse afect ada por la 

declaración de ilegalidad de aquél?  

En tal caso, entrará en juego la llamada <<tercera vía>> de 

impugnación del acuerdo cuyo cauce procesal es el p roceso 

ordinario 616 . A través de esta impugnación individual indirecta  el 

trabajador no puede impugnar el acuerdo pero sí pre tender que no 

se aplique el mismo, y, en caso de que como apunté,  la medida 

hubiera sido efectiva, reclamar por los perjuicios que le hubiera 

ocasionado la infracción del deber de negociar de b uena fe. 

Control judicial del cumplimiento del acuerdo adopt ado 

en el período de consultas.  Por otra parte, también el 

procedimiento ordinario será la vía procesal idónea  para reclamar 

el cumplimiento de los compromisos adoptados por el  empresario en 

el período de consultas e incorporados al acuerdo c olectivo como 

contenido del mismo.  Lo que aquí interesa resaltar  en la medida 

en que en dicho acuerdo pueden aparecer compromisos  de formación 

de los trabajadores. 

 El TS en unificación de doctrina ha resuelto que a nte un 

incumplimiento de lo pactado por la empresa, el pro ceso adecuado 

para reclamar lo adeudado es el proceso ordinario y  no el especial 

del art.138 LPL, pues éste tiene como presupuesto q ue existan 

realmente las modificaciones sustanciales ex art.41  ET 617 .  

                                                 
616 Vid. ALONSO OLEA, M., MIÑAMBRES PUIG, C. y ALONSO GARCÍA, R.M., en Derecho 

Procesal del Trabajo, op. cit.pág.284 y 285. 

617 Cfr. SSTS de  18 de julio de 1997 A/6354, de 7 de abril de 1998 A/2690 (F.J.3) y de 8 de abril de 
1998 A/2693 (F.J.3), de 11 de Mayo de 1999 A/4721 
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C. LA FORMACION PROFESIONAL Y LAS MODIFICACIONES TE CNICAS OPERADAS 

EN EL PUESTO DE TRABAJO. 

 

 

Introducción.- El art.52.b) del ET permite al empresario 

extinguir el contrato de trabajo si el trabajador n o se adapta a 

las modificaciones técnicas que se producen en su p uesto de 

trabajo. 

Indudablemente esta previsión estatutaria conecta 

directamente con la formación profesional en la med ida en que la 

falta de adaptación, como hecho causante de la exti nción, puede 

ser evitada mediante acciones formativas, en aquéll os supuestos en 

los que la modificación técnica signifique la neces idad de un 

progreso y perfeccionamiento de la capacidad profes ional del 

trabajador. 

La formación profesional, como medida de capacitaci ón, puede 

facilitar la adaptación de los trabajadores a los c ambios técnicos 

que se produzcan en su puesto de trabajo y, evitand o la extinción 

de los contratos por esta causa, actuar en definiti va como medida 

preventiva frente al desempleo.  

Es, desde esta perspectiva, desde la que se va a an alizar el 

precepto estatutario. 

 

a) La falta de adaptación como causa de extinción.  

 

Concepto.-  La inadaptación se puede entender como la 

incapacidad del trabajador de acomodarse a las nuev as condiciones 

y circunstancias de su puesto de trabajo resultante s de un cambio 
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técnico introducido en el mismo por el empresario. Esta 

incapacidad, como ha señalado RAMIREZ MARTINEZ, tra erá como 

consecuencia que "el trabajador no sepa desempeñar las funciones 

que le están encomendadas una vez producido el camb io técnico o 

alcanzar el rendimiento exigible en el puesto de tr abajo 

modificado" 618 . 619  

 

Como ha señalado la doctrina, la incapacidad manife stada por 

el trabajador sólo será relevante a efectos del art .52,b) del ET 

cuando, aun siendo imputable al trabajador 620 , sea ajena a su 

voluntad, ya que el precepto estatutario la configu ra como causa 

objetiva de extinción del contrato de trabajo 621 . Una incapacidad, 

por consiguiente que, en palabras de GONZALEZ ORTEG A, será el 

"resultado negativo de un proceso de adaptación al que el 

trabajador se ha dedicado con total interés pero de  resultado 

insuficiente" 622 . 

 

                                                 
618 Cfr. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en "Extinción por causas objetivas", op. cit. pág.253. 

 
Vid. la STS de 28 de Mayo de 1987 (A/1912) de la que, aun cuando el tribunal entiende que la extinción 

fue improcedente por no quedar debidamente acreditados los motivos alegados en la carta de despido, se puede 
derivar que la inadaptación se podría haber entendido como falta de aptitud profesional imprescindible para atender 
el mantenimiento en perfecto estado de las máquinas más modernas de la empresa. 

619 Conexión entre inadaptación e ineptitud. La inadaptación a la postre resulta ser una ineptitud 
sobrevenida, con rasgos sustantivos y formales específicos. Cfr. SAGARDOY BENGOECHEA, J.A., en "Ineptitud, 
falta de adaptación y absentismo", Estudios sobre el despido, Universidad Complutense de Madrid, Facultad de 
Derecho, Sección de publicaciones, Madrid, 1996, págs.137 a 153. 

620 Para BRIONES GONZALEZ, C., esta causa sería imputable, tanto al trabajador, en tanto que 
"deviene inepto para el desempeño de los cometidos del puesto de trabajo que tenía asignado", como al empresario, 
en tanto que "es el que desencadena las condiciones de las que tal ineptitud deriva". Cfr. BRIONES GONZALEZ, 
C., en La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, op. cit.pág.174. 

621 Distinguiéndose así del supuesto que pueda dar lugar al despido por razones disciplinarias basado 
en una disminución del rendimiento exigible cuando ésta es grave y culpable pues en este caso la causa de la 
extinción será subjetiva y no objetiva. 

622 Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S., en "El progreso en la capacidad profesional como obligación del 
trabajador en el estatuto de los Trabajadores", op. cit. pág.158. 
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Al art.52,b) del ET no le es indiferente la causa d e la falta 

de adaptación del trabajador, exige que ésta sea co nsecuencia de 

un cambio técnico razonable introducido por el empr esario, y que 

éste se produzca en el puesto de trabajo y sólo si la concurrencia 

de estos requisitos da como resultado la falta de a daptación del 

trabajador, el precepto estatutario permite al empr esario 

extinguir el contrato de trabajo.  

Pero para que la decisión extintiva sea procedente será 

necesario que el empresario observe, en primer térm ino, las 

previsiones legales y convencionales relativas a la  modificación 

técnica del puesto de trabajo y, en segundo término , la garantía 

que el ET establece para el trabajador afectado, es to es, le haya 

dado un plazo para adaptarse a su puesto de trabajo  una vez 

introducido el cambio, que, como mínimo, será de do s meses. 

Así, la inadaptación del trabajador, detectable des de el 

momento en que se introduce el cambio técnico, sólo  tendrá 

relevancia jurídica cuando haya transcurrido el per íodo de 

adaptación pues, será ese el momento en que el empr esario podrá 

exigir al trabajador el rendimiento normal del nuev o puesto de 

trabajo ya que, hasta entonces, es decir, durante e l período de 

adaptación, debió ser inferior el nivel exigible de  rendimiento 623 . 

 

 

b) Requisitos del hecho causante de la falta de ada ptación.  

 

La modificación técnica.-  En primer término el art.52,b) 

del ET exige que se haya producido una modificación  técnica en el 

puesto de trabajo, sin precisar que deba entenderse  por técnica. 

                                                 
623 Sobre el nivel exigible de rendimiento, vid. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en "Extinción por 

causas objetivas", op. cit. pág.254 y GONZALEZ ORTEGA, S., en "El progreso en la capacidad profesional como 
obligación del trabajador en el estatuto de los Trabajadores", op. cit. pág.155. 
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Los escasos pronunciamientos judiciales existentes sobre esta 

causa de despido, poco ayudan a clarificar este ext remo; ya que, 

salvo la STCT de 10 de Octubre de 1982 624  en la que se hace 

referencia a la introducción de "las modificaciones  técnicas 

acomodadas al progreso evitando el anquilosamiento en viejas y 

desfasadas técnicas o modos operativos que pueden i mpedir el 

normal desarrollo de la Empresa, su competitividad y aún la 

deseable mejora en los métodos de trabajo", el rest o, 

identificando la modificación introducida por el em presario, 

declaran si ésta constituye o no un cambio técnico,  sin ofrecer 

criterios generales que pudieran servir para interp retar el 

sentido de la norma. 

Así, se ha entendido como cambio técnico la adquisi ción de 

ordenadores por la empresa 625  y también la sustitución de máquinas 

fotocopiadoras por otras de un diseño más avanzado 626 .  

 

Por otra parte, la doctrina científica no mantiene un 

criterio unívoco al respecto. RAMIREZ MARTINEZ atie nde a la 

naturaleza de la modificación y afirma que el prece pto hay que 

entenderlo referido indistintamente a modificacione s tecnológicas 

y técnicas, por ser éstas equivalentes 627 , pero no contemplaría 

                                                 
624 Vid. STCT de 1 de Octubre de 1982 (A/5135). 

625 Vid. STS de 21 de Junio de 1988 (A/6865) El cambio técnico es la adquisición de un ordenador 
con un programa especial de delineación en color, no realizándose, ya en la misma el trabajo de delineación sino 
por medio de ordenador. 

STCT de 27 de Noviembre de 1985 (A/6510), el cambio técnico está relacionado con la introducción de 
ordenadores como avances de la electrónica. 

626 Vid. STS de 28 de Mayo de 1987 (A/3912) El cambio técnico es el avance técnico de las máquinas 
fotocopiadoras de cuya reparación se ocupa el trabajador. Aquí se plantea como el cambio técnico se produce no en 
la propia empresa sino en la firma para la que trabaja dicha empresa, que posee maquinas fotocopiadoras de 
avanzado diseño. 

627 El ET habla de modificaciones técnicas y antes el RDLRT se refería a modificaciones tecnológicas 
lo que, a juicio de RAMIREZ MARTINEZ, " no parece significar diferencia alguna", cfr. RAMIREZ MARTINEZ, 
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modificaciones organizativas 628 , mientras que, GONZALEZ ORTEGA es 

partidario de utilizar como criterio delimitador el  "alcance o 

repercusión de la modificación sobre la prestación del 

trabajador", defendiendo que el supuesto incluiría los cambios que 

el empresario "introduzca en los sistemas de organi zación y de 

trabajo en la empresa" 629 . 

 

Tras la reforma de 1994, no creo plausible que sign ifique lo 

mismo un cambio técnico que organizativo, por el mi smo motivo que 

razones técnicas no equivalen a razones organizativ as, pues si no 

fuera así, carecería de sentido que los arts.40, 41 , 49 y 51 

hubieran enunciado ambas causas entre las justifica tivas de los 

traslados, modificaciones sustanciales de las condi ciones de 

trabajo y despidos colectivos, respectivamente 630 .  

Sin embargo, es cierto que pueden darse casos en lo s que el 

proceso de reestructuración de la empresa exigirá l a introducción 

simultánea de cambios, tanto técnicos como organiza tivos, siendo 

difícil determinar a cual de ambos sería imputable la inadaptación 

del trabajador 631 , igual que, como señala GONZALEZ ORTEGA, habrá 

                                                                                                                                                           
J.M., "Extinción por causas objetivas", op.cit. pág.253. 

628 Vid. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción por causas objetivas”, op. cit. pág.253 y en el 
mismo sentido, BLASCO PELLICER, A., en "La extinción del contrato de trabajo por falta de adaptación del 
trabajador a las modificaciones técnicas del puesto de trabajo", op. cit. pág.38, RODRIGUEZ PASTOR, G., “La 
inadaptación del trabajador a los cambios técnicos en el puesto de trabajo. (En torno al artículo 12, b) del estatuto de 
los Trabajadores)”, op. cit. pág.43 y  SAGARDOY BENGOECHEA, J.A., en “Ineptitud, falta de adaptación y 
absentismo”, op. cit. pág.145. 

629 Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S., en "El progreso en la capacidad profesional como obligación del 
trabajador en el estatuto de los Trabajadores" op. cit. pág.150 

630 Vid. GOERLICH PESET, J.M., en La extinción del contrato de trabajo,  donde señala que aun 
guardando estas causas cierta relación, "los nuevos arts. 49.9 y 51.1 del ET, imponen considerar que las causas 
organizativas tienen sustantividad con respecto a las técnicas", y DEL REY GUANTER, S., en "Los despidos por 
<<causas empresariales>> y fuerza mayor: Líneas esenciales de la reforma (arts.51 y 52 c del Estatuto de los 
Trabajadores)”, RL, núms.17 y 18, 1994, págs.177 y 178. 

631 Para DEL REY GUANTER, S., "el componente organizativo es el más directamente relacionado 
con las relaciones laborales. Una innovación tecnológica normalmente tiene consecuencias organizativas desde la 
perspectiva técnica y laboral. Pero puede haber cambios organizativos sin cambios tecnológicos. En este caso se trata 
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otros supuestos en los que la propia modificación n o podrá ser 

imputable claramente al tipo técnico o al tipo orga nizativo por 

contener aquélla elementos de ambos 632 .  

En cualquier caso, no creo que la solución del prob lema pueda 

derivar de una interpretación que conduzca, como ab oga este autor, 

a considerar el fenómeno de una manera menos rígida , pues, a mi 

juicio, lo impiden la propia literalidad del precep to y la 

interpretación sistemática del mismo en relación co n los preceptos 

arriba señalados, otra cosa es que, de lege ferenda , fuera 

oportuno proponer la adecuación de la causa de la i nadaptación 

contemplada en el art.52,b) del ET a la realidad de l 

funcionamiento de las empresas, adicionando el camb io 

organizativo.  

Esta propuesta sería defendible teniendo en cuenta,  en primer 

lugar, que en las empresas la organización juega co mo factor de 

competitividad y que, como ha señalado DEL REY GUAN TER, en la 

actualidad, "la eficacia de la adecuación del facto r humano al 

técnico y productivo" exige la "continua renovación  y mejora 

organizativas" 633  y, en segundo lugar, teniendo en cuenta que los 

cambios organizativo, en la medida en que pueden pr oducir un 

aumento del nivel de cualificación requerido al tra bajador, pueden 

                                                                                                                                                           
de una utilización más eficaz de la gestión de los recursos humanos en su aplicación directa a la organización del 
trabajo", vid. "Los despidos por <<causas empresariales>> y  fuerza mayor: Líneas esenciales de la reforma (arts.51 
y 52 c del Estatuto de los Trabajadores)”, op.cit. pág.178.” 

632 Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S., "Tribunal central de Trabajo. Contrato de trabajo y otras materias: 
La ineptitud como causa de despido y su relación con los supuestos de incapacidad del trabajador para realizar la 
prestación laboral" op.cit. pág.150. 

Para SANCHEZ MUÑOZ, los cambios organizativos son prerrequisitos o condicionantes del propio cambio 
técnico. Señala esta autora que "una empresa no puede tener una estrategia innovadora eficiente y ni siquiera puede 
aplicar con éxito las innovaciones desarrolladas por otros sin introducir cambios en la organización y la gestión. La 
ausencia de estos últimos es precisamente un freno para que se produzcan los efectos positivos de los avances 
técnicos", cfr. SANCHEZ MUÑOZ, P., en Los efectos del desarrollo tecnológico sobre el empleo, Ed. Encuentro, 
Madrid, 1997, pág.46. 

633 Cfr. DEL REY GUANTER, S., en "Los despidos por <<causas empresariales>> y fuerza mayor: 
Líneas esenciales de la reforma (arts.51 y 52 c del Estatuto de los Trabajadores), op. cit. pág.177. 
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afectar también, como lo hacen los técnicos, a la a ptitud del 

trabajador. 

Hoy por hoy, queda en manos de los Tribunales deter minar caso 

por caso, de entre los cambios introducidos, aquél que en 

definitiva desencadena la inadaptación del trabajad or y ordenar 

que se aplique la consecuencia jurídica del precept o cuando aquél 

sea el técnico. 

Es ésta una de las cuestiones, -entre las muchas qu e luego se 

verán-, que dificulta la aplicación de este precept o y que, 

probablemente, incida en la poca operatividad que, hasta la fecha, 

ha tenido esta vía de extinción.  

 

Razonabilidad del cambio técnico.-   Las modificaciones 

técnicas deben ser razonables y la razonabilidad de l cambio hay 

que entender que tendrá un doble alcance. 

En primer lugar, la decisión empresarial de introdu cir la 

modificación deberá estar justificada excluyendo, c omo señalara el 

TCT en la sentencia de 10 de Octubre de 1982, "toda  posible 

arbitrariedad empresarial" 634 . 

Así, la decisión empresarial deberá estar amparada en 

"motivos productivos serios" y tener por finalidad la mejora del 

proceso productivo. En este sentido, tiene declarad o el TCT como 

razonable que la empresa trate de evitar el "anquil osamiento en 

viejas y desfasadas técnicas o modos operativos que  pueden impedir 

el normal desarrollo de la Empresa, su competitivid ad y aun la 

deseable mejora en los métodos de trabajo", en defi nitiva, se 

trata de que la introducción del cambio tenga por o bjeto la 

modernización de la empresa y obtención de mayores rendimientos. 

Pero la razonabilidad del cambio no debe alcanzar ú nicamente 

                                                 
634 Vid. STCT de 10 de Octubre de 1982 (A/5135) 
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a que la medida empresarial esté justificada, sino también a que 

ésta se adopte oportunamente en el tiempo. Así, por  un lado, debe 

ser razonable el tiempo de espera antes de introduc ir el cambio 

una vez producida la causa que lo justifica y, por otro, parece 

irrazonable que se despida a un trabajador por este  motivo cuando 

haya sido recientemente trasladado 635 . 

 

En segundo lugar, el TCT hace depender la razonabil idad del 

cambio de la trascendencia del mismo y así excluye a aquél que 

"sea de tal naturaleza que pugne con las caracterís ticas 

fundamentales de la ocupación inicial de forma tal que encubra una 

variación esencial que prácticamente obligue a modi ficar la 

categoría profesional del afectado o a realizar tar eas antagónicas 

de aquéllas para las que fue contratado obligándole , en la 

práctica, a aprender un nuevo oficio o profesión" 636637 .Lo que sin 

duda enlaza con el ámbito en el que debe incidir el  cambio, como a 

continuación se verá. 

 

En el puesto de trabajo.-  En segundo término el art.52 

exige que la modificación técnica se haya introduci do en el puesto 

de trabajo, es decir, en el puesto que el trabajado r viniera 

desempeñando 638  y este requisito viene a delimitar el supuesto en 

el siguiente sentido. 

                                                 
635 Vid. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción por causas objetivas” op. cit. pág.255. 

636 Téngase en cuenta que por lo que se recoge en la sentencia, en el caso de autos "la empresa, sin que 
conste que haya sido autorizada para ello, ha modificado su actividad de forma tan radical como lo es el dedicarse 
ahora a las artes gráficas cuando antes lo hacía a la serrería", Vid. STCT de 10 de Octubre de 1982 (A/5135). 

637 Para SAGARDOY BENGOECHEA, J.A. "lo razonable entraña la correspondencia con la 
titulación, formación y aptitudes potenciales del trabajador y a partir de ahí lo que entrañe un esfuerzo y una 
diligencia, pero no en grado superlativo", cfr. en “Ineptitud, falta de adaptación y absentismo”, op. cit. pág.146. 

638 Así lo recogía la regulación precedente en el art.39 del RDLRT, vid. GONZALEZ ORTEGA, S. 
"Tribunal central de Trabajo. Contrato de trabajo y otras materias: La ineptitud como causa de despido y su relación 
con los supuestos de incapacidad del trabajador para realizar la prestación laboral" op. cit. pág.150. 
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La mejora técnica debe incidir directamente en el p uesto de 

trabajo del trabajador que acusa la inadaptación, s iendo 

intrascendente cual haya sido la incidencia cuantit ativa de la 

decisión modificativa empresarial, es decir, el núm ero de puestos 

de trabajo afectados por el cambio o el número de t rabajadores 

afectados por el mismo, -en el supuesto de que un m ismo puesto de 

trabajo fuera desempeñado por varios trabajadores- 639 , lo 

definitivo, a efectos de aplicar la causa extintiva  del art.52,b) 

del ET, es la individualización de las consecuencia s del cambio 

técnico. Así, frente a un mismo cambio que afecte a  una pluralidad 

de trabajadores, la inadaptación puede ser singular  o plural, 

originado; en el primer caso, la extinción de un ún ico contrato, 

y; en el segundo, la de varios. 640   

Por contra, a criterio del TCT si habrá que tener e n cuenta 

la incidencia cualitativa de la modificación técnic a, ya que, 

ésta, en ningún caso, podrá quedar referida a la ac tividad global 

de la empresa, dando lugar al cambio a una ocupació n nueva. En 

este supuesto, la STCT de 10 de octubre de 1982 con sideró que, la 

modificación técnica no se introduciría en el ámbit o laboral 

delimitado por el art.52,b) del ET al exigir este p recepto que 

aquélla se circunscriba al puesto de trabajo y, ade más, traería 

como consecuencia que el trabajador pasara a desemp eñar funciones 

correspondientes a otra categoría profesional. 641  

En este sentido, la doctrina 642  ha venido señalando que el 

                                                 
639 Cfr. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en op. cit. pág.256. y BRIONES GONZALEZ, C., en La 

extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, op. cit. pág.169.  

640 Vid. GONZALEZ ORTEGA, S., en "Tribunal central de Trabajo. Contrato de trabajo y otras 
materias: La ineptitud como causa de despido y su relación con los supuestos de incapacidad del trabajador para 
realizar la prestación laboral" op. cit. pág.151 y 152 y BRIONES GONZALEZ, C., recogiendo la opinión del 
anterior, en La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, op.cit. pág.170. 

641 Vid. STCT de 10 de octubre de 1982 (A/5135) 

642 Para GONZALEZ ORTEGA la exigencia de razonabilidad de los cambios alcanza a que sean 
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art.52,b) del ET excluye el supuesto en que el camb io técnico de 

lugar a un cambio de funciones, ya que, en tal caso , se 

produciría, no un cambio en el puesto de trabajo, s ino un cambio 

de puesto de trabajo. 

Así, el cambio a considerar será, no el que se prod uzca en el 

objeto de la prestación, sino el que afecte a las c ondiciones de 

su realización entre las que se incluiría, el modo de prestación 

de esas mismas funciones 643 . 

 

La reforma del 94 introduce una novedad, no en el p ropio 

art.52,b) pero sí en el régimen de la movilidad fun cional 

ordinaria establecido en el art.39, al impedir que el empresario 

extinga el contrato de trabajo por inadaptación del  trabajador 

cuando se produjo a consecuencia de la movilidad fu ncional, es 

decir, cuando el cambio técnico produce un cambio d e las funciones 

que hasta ese momento venía realizando el trabajado r y que hay que 

entender que alcanza tanto a la movilidad funcional  ordinaria   

como a la extraordinaria. Así, la ley pasa a recoge r expresamente 

el criterio doctrinal apuntado, dotando de cobertur a legal a la 

movilidad funcional como límite al cambio técnico q ue pudiera dar 

lugar a la extinción por inadaptación del trabajado r 644 . 

 

Ante esta novedad introducida en el art.39.3 del ET  surge la 

                                                                                                                                                           
adecuados a la categoría profesional del trabajador que los sufre, Vid. GONZALEZ ORTEGA, en "Tribunal central 
de Trabajo. Contrato de trabajo y otras materias: La ineptitud como causa de despido y su relación con los supuestos 
de incapacidad del trabajador para realizar la prestación laboral", op. cit. pág.207. 

643 Para RAMIREZ MARTINEZ, J.M., el art.52,b) del ET "se refiere al cambio no en el objeto de la 
prestación, al cambio de funciones, sino al modo de prestación de las mismas funciones, que en lo esencial deben 
permanecer inalterables", cfr. en “Extinción por causas objetivas”, op. cit.pág.255. 

BRIONES GONZALEZ, C., entiende que "el puesto de trabajo que el trabajador ocupa es el que ha de 
resultar afectado por la modificación técnica, quedando alterados sus contenidos funcionales", cfr. en  La extinción 
del contrato de trabajo por causas objetivas op. cit. pág.169. 

644 Vid. MARTINEZ ABASCAL, V.A., en La nueva regulación de la movilidad funcional, Ed. 
ARANZADI, Pamplona, 1996, págs.96 y 97. 
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cuestión de si, a partir de la reforma, la movilida d funcional 

excepcional, es decir, la producida extramuros del art.39 del ET, 

se mantiene o no como límite. Se trataría de ver cu ál es la razón 

de que el legislador haya introducido tal novedad y  las 

consecuencias de que se haya introducido en el prec epto legal 

señalado y no en el propio art.52,b) del ET. 

Indudablemente el art.39 del ET viene ahora a recog er 

expresamente la movilidad funcional como límite al despido 

objetivo basado en el apartado b) del art.52 del ET . Dicho límite 

 al quedar recogido en el apartado 3 del art.39 del  ET hay que 

entender que constituye una garantía del trabajador  frente a las 

modificaciones funcionales tanto ordinarias, como e xtraordinarias. 

Sin embargo, a mi juicio, razones sistemáticas impi den poder 

afirmar lo mismo en relación con la movilidad funci onal 

excepcional. 

  En efecto, el art.39 en sus apartados 1º, 2º y 3º  recoge el 

régimen de la movilidad funcional ordinaria y extra ordinaria, 

mientras que el de la excepcional queda establecido , más adelante, 

en el apartado 5 del citado precepto, en consecuenc ia, habrá que 

entender que dicha garantía no opera en relación co n la movilidad 

funcional excepcional.  

Por otra parte, habrá que suponer que si el legisla dor 

hubiera querido imponer esta garantía con carácter general para 

todos los supuestos de movilidad funcional lo hubie ra podido 

hacer, bien, insertando un apartado ad hoc  al final del art.39, -

apartado 6º-, o bien, directamente en el propio art .52,b) sin 

especificar el tipo de movilidad funcional de que s e tratara. 

En definitiva, si el cambio técnico trae como conse cuencia 

un cambio de funciones y el trabajador no se adapta  al mismo, el 

empresario no podrá, amparándose en el art.52,b) de l ET, 

despedirlo por causas objetivas, salvo que el cambi o de funciones 
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fuera de carácter excepcional 645 . El resultado apuntado ya fue 

criticado supra  al hacer referencia a la modificación sustancial 

de condiciones de trabajo y a lo dicho allí me remi to. 

 

La conclusión anterior lleva a replantear la interp retación 

que hasta el momento se venía haciendo del alcance del "puesto de 

trabajo" como ámbito al que se debe circunscribirse  la 

modificación técnica, porque si es posible que el c ambio técnico 

de lugar a la modificación sustancial de funciones,  

indudablemente, se está admitiendo que el puesto de  trabajo 

originario se pueda transformar en otro. En este ca so habría que 

entender que el legislador delimita el ámbito en el  que debe 

incidir el cambio pero que es ajeno a la consecuenc ias del mismo 

en relación con el contenido de la prestación y con diciones de su 

realización, y que si la modificación técnica conll eva una 

variación de una u otras, el empresario deberá proc eder siguiendo 

las previsiones legales o convencionales establecid as al efecto.  

En relación con la movilidad funcional ordinaria y 

extraordinaria, legalmente se impide al empresario extinguir por 

inadaptación cuando variaron las funciones que habi tualmente 

realizaba el trabajador, ya fuera por razón del cam bio, ya con 

ocasión de él. Como vimos, en este caso al empresar io se le 

presentan dos opciones, la primera formar al trabaj ador para que 

logre la requerida adaptación a las nuevas funcione s o, en 

segundo lugar, restituir al trabajador a su antigua  categoría 

profesional.  

A mi juicio, el legislador, introduciendo esta gara ntía a 

favor del trabajador frente a la decisión empresari al, impone al 

empresario la carga de adaptar al trabajador a los cambios 

                                                 
645 En el mismo sentido, vid. BRIONES GONZALEZ, C., en La extinción del contrato de trabajo 

por causas objetivas, op. cit. pág.165 y 166. 
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funcionales originados por la introducción de un ca mbio técnico.  

Pesa sobre el empresario la carga jurídica de conse guir la 

adaptación del trabajador poniendo a su disposición  los medios 

necesarios para que pueda lograrla, pues de ser imp osible la 

adaptación el empresario no podrá despedirlo por la  vía del 

art.52,b) del ET. 

Carga jurídica que sin embargo no tiene el empresar io frente 

a la movilidad funcional excepcional, como se dijo.  

  

 

Los medios de adaptación deben ser ofrecidos por el  

empresario al trabajador y pueden ser diversos en p rimer lugar la 

adopción de medidas preventivas y por tanto anterio res a que el 

cambio sea efectivo, en segundo lugar la formación del trabajador 

si el cambio exige la recualificación de este e, in clusive, el 

cambio de puesto de trabajo -recolocación- o la rec lasificación 

del trabajador cuando las medidas anteriores no hub ieran dado 

resultado. 

Paralelamente el trabajador tiene el deber de adapt arse lo 

que significa que no debe oponerse a las medidas of ertadas por el 

empresario y deberá asistir a los cursos de formaci ón si tal 

fuera el medio propuesto por el empresario. En caso  de 

incumplimiento se estaría ante la comisión de una f alta laboral 

sancionable por el empresario. 

Pero la obligación del trabajador no alcanza al res ultado ya 

que si la adaptación no se alcanza por causas ajena s a la 

voluntad de este no se tratará de un incumplimiento  

contractual 646 . 

                                                 
646 Por otra parte, se puede seguir manteniendo el criterio que el TS mantuvo en sentencia de 22 de 

Abril de 1980 (A/1672) en orden a que la categoría profesional opera como límite, tanto si la movilidad es decidida 
unilateralmente por el empresario, cuanto si, respondiendo a la solicitud de la trabajadora, tiene su origen en el 
mutuo acuerdo, ya que, a juicio del tribunal, si la trabajadora no es apta para el trabajo que se le asignó y, éste, no 
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c) Garantías legales para el trabajador frente a la  

extinción . 

 

a’) El período de adaptación.  

 

Fundamento .- El ET exige que el empresario antes de 

extinguir, deje transcurrir un período de tiempo cu ya finalidad 

está en que el trabajador pueda adaptarse a la modi ficación 

introducida 647 .  

Se trata, por tanto, de un período de adaptación de  carácter 

obligatorio que integra el presupuesto de hecho de la extinción 

y, en definitiva, de la causa de la misma ya que és ta se 

configura como la falta de adaptación del trabajado r a un cambio 

técnico constatable, no en el momento en que el cam bio se 

introduce, sino transcurrido como mínimo el período  de tiempo que 

señala la ley.  

                                                                                                                                                        
se corresponde con su categoría profesional, deberá ser destinada a prestar el trabajo propio de su categoría, pero 
no podrá ser despedida por inadaptación a un trabajo que no es el de su categoría profesional. 

647 Interesa apuntar que durante la vigencia del RDLRT   esta garantía se venía exigiendo aunque el 
art.39,b) de esta norma expresamente sólo previera que la modificación no afectara a la categoría profesional. Era 
frecuente que las normas sectoriales así lo establecieran y, como en su momento manifestó la doctrina, un correcto 
entendimiento del precepto la imponía dado que el término adaptación obligaba a la empresa a "dejar transcurrir un 
plazo prudencial de tiempo antes de proceder al despido" y cuya duración se entendía determinada por el uso o 
costumbre del lugar.  

Esta línea interpretativa no fue recogida en el Proyecto de Ley del Estatuto de los Trabajadores, ya que 
éste, únicamente incorporaba como garantías que la modificación técnica operara en el puesto de trabajo y que el 
cambio fuera razonable. 

Sin embargo, por aprobación de una enmienda presentadas por el PSOE en el Congreso, se incorpora 
finalmente al texto de la Ley la necesidad de que transcurra un período de tiempo antes de la extinción con una 
duración mínima de dos meses. 
 

Por otra parte, y aunque no logró prosperar, me parece pertinente hacer mención de la enmienda 
presentada por el Partido Andalucista ya que se dirigía a incrementar el nivel de garantías del trabajador frente a la 
decisión extintiva del empresario, proponiendo que se incorporara al texto la obligación de que la empresa, 
previamente a adoptar la decisión extintiva, ofreciera un curso de reconversión o de perfeccionamiento profesional 
a cargo del organismo oficial o propio competente que capacitara al trabajador para la adaptación requerida. 

Finalmente, esta previsión, como ya avancé, no fue recogida en los términos propuestos, es decir, como 
deber del empresario, quedando en el texto legal como mera facultad empresarial, como habrá ocasión de ver infra. 
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Por consiguiente, incumplido el plazo hay que enten der, por 

un lado, que el empresario no podrá amparar su deci sión extintiva 

en el supuesto recogido en el art.52,b) del ET y, p or otro, que 

la no concesión del plazo de adaptación es incompen sable 

económicamente. 

  

Por otra parte, si el empresario únicamente puede v alorar la 

adaptación o inadaptación del trabajador al cambio una vez 

transcurrido este período, es lógico que, como ha d efendido la 

doctrina, durante el mismo el empresario rebaje su nivel de 

exigencia sin pretender que el trabajador alcance e l rendimiento 

que le sería requerido en caso de alcanzar la adapt ación y, en 

este sentido, efectivamente existe la obligación em presarial de 

colaborar en el proceso de adaptación 648 . 

 

Así, El art.52,b) del ET, limitándose a impedir que  la 

extinción se produzca antes de transcurrido un tiem po desde que 

se produjo el cambio técnico, únicamente impone al empresario la 

obligación de permitir que el proceso de adaptación  del 

trabajador al cambio se pueda producir, colaborando  en los 

términos señalados. Sin embargo, no le impone la ob ligación de 

intervenir en dicho proceso, capacitando al trabaja dor, -lo que 

obviaría esta causa de extinción-, o exigiendo que facilite su 

capacitación. 

  

No obstante, medidas favorecedoras de la capacitaci ón se 

pueden adoptar durante este período, tanto a instan cia del 

trabajador, en la medida en que ejercite las facult ades que para 

                                                                                                                                                        
 
648 Vid. BRIONES GONZALEZ, C., en La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, 

op. cit.  pág.175. 
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progresar en su capacidad profesional le brinda el ET o el 

convenio colectivo, cuanto a instancia del empresar io, si 

ofreciera al trabajador un curso de reconversión o de 

perfeccionamiento en los términos que señala el art .52,b) del ET.  

A ellas se hará referencia con posterioridad, antes  hay que 

determinar cuál es en realidad el tiempo del que di spone el 

trabajador para adaptarse al cambio ya que la viabi lidad de las 

mismas depende, entre otras, de esta circunstancia.  

 

El período obligatorio de adaptación.  En cuanto a la 

duración del período obligatorio habrá que estar a lo que señale 

el convenio colectivo o contrato individual ya que el Estatuto 

fija para este período una duración mínima; dos mes es a computar 

desde que se introdujo la modificación, y, esta pre visión es un 

mínimo de derecho necesario, por tanto susceptible de 

negociación, a efectos de su mejora, tanto mediante  contrato 

individual como por convenio colectivo. 

Hay que tener en cuenta que si, como apuntó supra , el cambio 

técnico lleva aparejada una modificación sustancial  de 

condiciones de trabajo, el tiempo del que dispondrí a el 

trabajador para adaptarse al cambio se incrementarí a, dado que el 

art.41 exige que la modificación se notifique al tr abajador con 

treinta días de antelación. 

Pero salvo ese caso especial, la regla general serí a que el 

trabajador tiene de plazo para adaptarse al cambio dos meses como 

mínimo. 

 

Período voluntario de adaptación.- De la existencia de 

un período mínimo deriva, a mi juicio, que pueda ex istir un 

período máximo y cabría plantear si el mínimo puede  ser 

prorrogado por voluntad empresarial sin quedar pred eterminada su 
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duración, dado que en principio se trataría de un b eneficio para 

el trabajador al contar con más tiempo para lograr la adaptación. 

Presumiblemente la falta de previsión en relación c on la 

duración máxima del período de adaptación se deba a  un afán 

protector del legislador en favor del trabajador co mo sujeto 

afectado por el cambio técnico introducido por el e mpresario. No 

obstante, podría verse perjudicado por la insegurid ad que le 

puede producir no saber cuándo supera definitivamen te la prueba 

de la adaptación, como ocurriría en el supuesto pla nteado. 

 

A mi juicio la ley, al no hacer referencia a la dur ación 

máxima que puede alcanzar el período de adaptación,  produce un 

efecto perturbador ya que, salvo que el convenio o el contrato lo 

hayan fijado, difícilmente se podrá determinar el m omento en el 

que surge para el trabajador la obligación de alcan zar un 

rendimiento normal y en el que de no hacerlo se deb e constatar la 

inadaptación del trabajador. En consecuencia, queda ría 

indeterminado el momento en que surge para el empre sario el 

derecho a ejercitar la acción extintiva que, para m ayor 

complicación, no tiene señalado plazo de ejercicio.   

 

Por otra parte, tampoco tendrá certeza el trabajado r del 

tiempo que dispone para adaptarse a efectos de matr icularse y 

cursar las acciones pertinentes que le capaciten pa ra la 

adaptación requerida. 

Y, así las cosas cabría preguntarse, ¿podrá el empr esario 

despedir al trabajador cuando haya transcurrido, po r ejemplo, un 

año desde que se introdujo el cambio, alegando que el tiempo que 

excede del obligatorio fue concedido al trabajador como período 

voluntario de adaptación?. En realidad por el enunc iado del 

precepto habría que contestar afirmativamente esta cuestión, si 
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el convenio colectivo o contrato, en su caso, se li mitaran a 

señalar un período mínimo de adaptación. 

 

Por otra parte, como se dijo el ET no señala plazo para 

extinguir el contrato, señalando únicamente que se deberá 

preavisar al trabajador con un mes de antelación. 

Esta cuestión se la ha planteado la doctrina entend iendo, -

con carácter general para todos los supuestos de ex tinción por 

causas objetivas-, que la decisión empresarial debe rá adoptarse 

inmediatamente después de producirse la causa que l a justifica o, 

todo lo más, en un momento próximo. Efectivamente, se trata de 

que el plazo que tenga el empresario para tomar la decisión, 

constatada la causa objetiva, sea razonable y entie ndo que esto 

pudiera no representar mayores problemas para las d os causas 

objetivas que acompañan a la inadaptación en el art .52 ET. No 

obstante, en relación con ésta las cosas cambian po rque resurge 

el problema apuntado supra  de determinar el momento en que la 

falta de adaptación debe ser constatada. 

La indeterminación del plazo para extinguir a mi ju icio 

puede conducir a que el trabajador no tenga certeza  de cuando 

pasa de ser candidato al desempleo por despido obje tivo a serlo 

por despido disciplinario en aplicación del art.54, e) del ET. 

 

En definitiva, la norma con su indeterminación llev a a que 

los tribunales deban utilizar criterios de razonabi lidad a 

efectos valorar si el empresario ejercitó su facult ad rescisoria 

conforme a derecho, si hizo uso abusivo del derecho  que le 

reconoce el art.52,b) del ET o si actuó en fraude d e ley 649 . 

Por una parte, deberán determinar si la duración de l período 

                                                 
649 Sobre el abuso de derecho y las peligrosas consecuencias de su aplicación, vid. GONZALEZ 

CABALLO, P., en "La extinción abusiva del contrato de trabajo por el empresario", RT, núm.86, 1986, pág.75. 
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de adaptación fue razonable o no, pudiendo utilizar se como 

criterio de razonabilidad la duración del período d e prueba 

establecido en el convenio colectivo, dado que la f inalidad de 

ambos períodos es similar, entendiendo que de no ha ber sido así 

el empresario no habría actuado con la diligencia d ebida a los 

efectos de comprobar la falta de adaptación del tra bajador.  

Habría que valorar asimismo la actitud del empresar io 

durante el proceso de adaptación, es decir, si se l imitó 

simplemente a dejar transcurrir el tiempo o si, por  el contrario, 

intervino facilitando al trabajador medios de adapt ación, lo que 

en principio justificaría la prolongación del perío do de 

adaptación. Y, es en este sentido en el que, a mi j uicio, debe 

jugar el ofrecimiento al trabajador de cursos de fo rmación, es 

decir, como criterio de valoración de la actuación empresarial en 

relación con la duración del período de adaptación y no, como se 

ha defendido, en la valoración de la razonabilidad de la 

modificación introducida 650 .  

 

Por otra parte, una vez constatada la concurrencia de todos 

los elementos del supuesto de hecho no habría dific ultad de 

enjuiciar la oportunidad en el tiempo de la decisió n extintiva en 

los términos apuntados, es decir,  si se ha produci do en un plazo 

prudencial desde que concurrió la causa extintiva 651 .  

La indeterminación de la norma deja aún otro asunto  

pendiente y es el relativo a la posibilidad de que el empresario 

                                                 
650 Vid. en este sentido, SALA FRANCO, T. (DIR.) Guía práctica de la extinción del contrato de 

trabajo, op. cit.pág.102. 

651 Vid. GONZALEZ CABALLO,P., en "La extinción abusiva del contrato de trabajo por el 
empresario", RT, núm.86, 1986, pág.65 y 66, recoge un pronunciamiento del relativo a la extinción por jubilación 
del empresario señalando que "...tal ejercicio (a dar por extinguido el contrato) debe efectuarse dentro de un plazo 
prudencial..." y calificando de abusiva la decisión empresarial de extinguir varios años después de haber obtenido 
la jubilación al haber hecho "uso de un derecho reconocido fuera del cauce normal para ello", STCT de 20 de 
Mayo de 1983, A/4510. 
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dejara pasar el plazo "prudencial" para extinguir e l contrato por 

causas objetivas y, vía art.54, 2,e) del ET, despid iera al 

trabajador por disminución en el rendimiento. En re alidad si este 

despido disciplinario encubriera una extinción por falta de 

adaptación estaríamos indudablemente ante un fraude  de ley. 

La cuestión a dilucidar es cuando la falta o diminu ción en 

el rendimiento pasa de ser involuntaria a ser volun taria, ya que 

éste es efectivamente el "único criterio hábil para  decidir la 

aplicación de una u otra forma extintiva" 652 . 

Es criterio jurisprudencial que la disminución en e l 

rendimiento se entiende voluntaria cuando no conste  causa 

objetiva o hechos ajenos a la voluntad del trabajad or que la 

motive 653  y, siendo el cambio técnico, a tenor del art.52,b)  del 

ET, una de estas causas objetivas, el trabajador de berá probar 

que la disminución en el rendimiento normal que vie ne obteniendo 

se debió a aquélla y por tanto fue por causa ajena a su 

voluntad 654 , lo que debería conducir a entender que, dado que el 

empresario pudo utilizar la vía extintiva del art.5 2,b) ET y no 

lo hizo, produciendo un grave perjuicio al trabajad or, el despido 

fue realizado en fraude de ley y por tanto califica do como 

improcedente 655 . 

 

b’) La formación profesional en el período de adapt ación.  

 

                                                 
652 Cfr. GARATE CASTRO, F.J., en El rendimiento en la prestación de trabajo, CIVITAS, Madrid, 

1984, pág.290. 

653 Vid. entre otras la STSJ de Extremadura de 17 de Mayo de 1993 (rep. CISS 192/1993) y 
GARATE CASTRO, F.J., El rendimiento en la prestación de trabajo, op. cit. pág.278 y jurisprudencia allí citada. 

654 Vid. GARATE CASTRO, F.J., El rendimiento en la prestación de trabajo, op. cit. pág.279 y 280. 

655 Vid. en relación con los efectos del despido fraudulento, STS de 2 de Noviembre de 1993 
(A/8346) y de 1996 (A/4612 y 6102)  TSJ de 1995 (A/1097) y de 1996 (A/473) 
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Desde mi punto de vista, del art.52,b) del ET deriv a para el 

trabajador la carga jurídica de progresar en su cap acidad 

profesional hasta alcanzar el nivel profesional imp uesto por el 

cambio técnico, para evitar que el empresario extin ga el contrato 

de trabajo a través de la vía del art.52,b) del ET 656 .  

A tal fin, el trabajador, por medio de la formación  

profesional, puede adquirir los conocimientos y des trezas 

necesarios para adaptarse a las nuevas circunstanci as o 

condiciones que se han producido en el puesto de tr abajo por la 

introducción de un cambio técnico y así alcanzar el  rendimiento 

que se le va a exigir una vez finalizado el período  de 

adaptación. 

 

Los nuevos requerimientos del puesto de trabajo pue den 

quedar satisfechos compatibilizando formación con p restación de 

servicios, ya porque sea formación práctica la requ erida, ya 

porque el trabajador pueda adquirir la formación te órica 

asistiendo a cursos de formación fuera de las horas  de trabajo.  

No obstante, es posible que tal compatibilidad resu lte 

imposible o revista especiales dificultades. En tal  caso, dado 

que, como señalé supra , a mi juicio, la obligación del empresario 

en materia formativa no alcanza a facilitar al trab ajador los 

medios de adaptación, será éste el que deba proveer se de los 

instrumentos necesarios para capacitarse pudiendo u tilizar para 

ello las facultades que el art.23 del ET le reconoc e para la 

                                                 
656 Doctrinalmente se considera, sin embargo, que se trata de una obligación que el citado precepto 

estatutario impone al trabajador, como ya antes lo hacía el art.39.1,b) del RDLRT. En este sentido vid. por todos, 
CRUZ VILLALON, J., en Las modificaciones de la prestación laboral, op. cit. págs. 70 a 73 y RAMIREZ 
MARTINEZ, J.M., en “Extinción por causas objetivas”, op. cit. pág.260. Obligación que, se matiza, será de 
actividad y no de resultado en la medida en que la obligación del trabajador se entiende cumplida cuando adopte 
una conducta tendente a lograr la adaptación requerida. En este sentido GONZALEZ ORTEGA, en El progreso en 
la capacidad profesional como obligación del trabajador en el Estatuto de los Trabajadores”, op. cit. pág.156 y 
BRIONES GONZALEZ, C., en La extinción del contrato de trabajo por causas objetivas, op. cit. pág.180 y 181. 
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asistencia a cursos de formación profesional o las que, 

adicionalmente, señale el convenio colectivo a tal efecto. 

 

Entre las actividades formativas a las que puede re currir el 

trabajador se encuentran, como se sabe, los cursos incluidos en 

los planes de formación organizados por el Subsiste ma de 

Formación Profesional Continua.   

Es necesario hacer algunas consideraciones al respe cto, 

teniendo en cuenta, por un lado, que el empresario,  por regla 

general, no está obligado a preavisar al trabajador  de la 

introducción del cambio técnico en su puesto de tra bajo y por 

otro, la duración del período de adaptación 

Así, la imprevisibilidad del cambio puede conducir a que el 

trabajador se encuentre en dificultades para cursar  la acción 

formativa adecuada salvo que ésta sea impartida por  la propia 

empresa. 

Dicha dificultad puede radicar en que las acciones de 

formación profesional continua programadas no satis fagan las 

necesidades del trabajador, ya sea por el contenido  de las 

mismas, ya porque se impartan en un momento no coin cidente con el 

período de adaptación que tiene el trabajador. En e stos casos, si 

el trabajador no obtiene la adaptación, podrá ser d espedido por 

el empresario por más que haya intentado progresar en su 

capacidad profesional para alcanzarla, cumpliendo c on sus deberes 

de buena fe y diligencia profesional 657 .  

En estos casos en los que manifiestamente el trabaj ador no 

dispone de los instrumentos necesarios para la adap tación, no 

sólo porque no se los proporciona el empresario, si no porque 

tampoco el Subsistema de Formación Continua le ofre ce vías de 

                                                 
657 Vid. en este sentido, GONZALEZ ORTEGA, S., en "El progreso en la capacidad profesional 

como obligación del trabajador en el Estatuto de los trabajadores", op.cit. pág.158 
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capacitación que respondan a sus necesidades format ivas 

perentorias, cabría cuestionar la licitud de la dec isión 

extintiva empresarial. 

La ilicitud de la decisión empresarial no puede der ivar de 

que el empresario haya incumplido la obligación de ofrecer al 

trabajador un curso de adaptación porque ésta no se  recoge en el 

ET.  

Sin embargo, sobre el empresario pesa el deber de b uena fe 

contractual cuyo alcance -hay que insistir una vez más- debería 

interpretarse en consonancia con el derecho a la fo rmación 

profesional que el art.4.2,b) del ET reconoce al tr abajador, y 

plantear que en base al mismo el empresario incurre  en un ilícito 

contractual al no haber adoptado las medidas preven tivas 

necesarias que tiene a su alcance para la adaptació n del 

trabajador y, en consecuencia, cuestionar la licitu d de la 

decisión extintiva empresarial. 

 

Por otra parte, la duración del curso puede no coin cidir con 

el período de adaptación. En este supuesto, habrá q ue entender 

que si el trabajador está asistiendo a un curso de formación el 

empresario no podrá extinguir el contrato de trabaj o hasta que 

finalice el mismo ya que tal actuación empresarial hay que 

entender que sería contraria al principio de buena fe 

contractual. 

Por otra parte, el carácter retribuido del permiso por 

formación dependerá de si así se establece en el co nvenio 

colectivo. De no serlo, el trabajador podría tener derecho a 

percibir la prestación económica que a tales efecto s establece el 

ANFC. Sin embargo, la imprevisibilidad de la introd ucción del 

cambio técnico dificulta que opere esta última posi bilidad ya 

que, como se verá infra , los trámites de solicitud y resolución 
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establecidos en el art.12 del III ANFC exige que se  solicite con 

más de un mes de antelación al disfrute del mismo 658 . 

 

El art.52,b) del ET prevé la posibilidad de que el 

empresario ofrezca al trabajador un curso de formac ión 

profesional, que le capacite para la adaptación req uerida y, a 

tales efectos se dispone que el "contrato quedará e n suspenso por 

el tiempo necesario y hasta el máximo de tres meses ". 

 

 Hay diversas cuestiones que cabría deducir de esta  

previsión legal.  

En primer lugar, el curso debe ser de reconversión o de 

perfeccionamiento profesional y tener como finalida d que el 

trabajador progrese en su capacidad profesional has ta alcanzar el 

nivel profesional requerido a efectos de su adaptac ión. 

En segundo lugar, ofrecer un curso de reconversión o 

perfeccionamiento profesional legalmente no se impo ne al 

empresario como un  deber jurídico sino que se esta blece como una 

mera facultad empresarial. 

En tercer lugar, en la medida en que no se trata de  una 

obligación empresarial, las actividades formativas no corren a 

cargo de la empresa, es decir, la empresa no tiene que 

impartirlas y tampoco tendrá que financiarlas. En c onsecuencia, 

el empresario no tiene que compensar al trabajador por el tiempo 

invertido en formación. 

Así podría deducirse de la consecuencia jurídica qu e 

establece el art.52,b) del ET cuando el empresario ofrezca al 

trabajador un curso de reconversión o perfeccionami ento 

                                                 
658 El plazo se determinará en la correspondiente convocatoria, no obstante del III ANFC se puede 

deducir que como mínimo será de un mes pues éste es el plazo que tiene el empresario para resolver desde que el 
trabajador le solicitara la autorización para disfrutar el permiso por formación. 
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profesional, esta es, la suspensión del contrato de  trabajo. 

  

No obstante, el régimen jurídico ahí establecido pl antea 

dudas acerca de si en realidad se trata de un supue sto de 

suspensión como reza el precepto.  

La cuestión surge al señalar el art.52 del ET que e l 

trabajador durante la suspensión tiene derecho a pe rcibir el 

“equivalente al salario medio que viniera recibiend o”, lo que 

indudablemente  mejora los efectos propios de la su spensión, que 

como es sabido son, la exoneración de las obligacio nes recíprocas 

de trabajar y remunerar el trabajo. Se podría enten der que en 

este sentido el art.52 del ET ha mejorado para esta  causa los 

efectos de la suspensión sin alterar su propia esen cia. 

Inclinarse por esta interpretación significará que como establece 

el art.52,b) del ET se trate de un supuesto de susp ensión del 

contrato de trabajo al que se aplican sus reglas es pecíficas en 

relación con sus efectos 659 . Sin embargo hay autores que discrepan 

de esta interpretación entendiendo que no se trata de un supuesto 

de suspensión del contrato de trabajo 660 . El trabajador no queda 

exonerado de la obligación de trabajar sino que ést a, se dice, se 

transforma una obligación de asistir al curso de fo rmación, 

manteniendo el empresario la obligación de retribui r el tiempo de 

formación en la cuantía fijada en la ley 661 .   

                                                 
659 Vid. ALONSO OLEA, M. Y BARREIRO GONZALEZ, G. en El Estatuto de los Trabajadores: 

Texto, comentarios, jurisprudencia, Ed. CIVITAS, 1995, pág.214. 

660  Mantienen esta postura  VIDA SORIA, J., en "Suspensión del contrato de trabajo",   BORRAJO 
DACRUZ (Dir.) Comentarios a las leyes laborales. El Estatuto de los trabajadores, Tomo IX, Vol.1º, EDERSA, 
Madrid, 1983 op. cit. pág.25 y RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción del contrato de trabajo”, op. cit. 258. 

661 Cfr. RAMIREZ MARTINEZ, J.M., en “Extinción del contrato de trabajo”, op. cit. 258 
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CAPITULO V 

 

 EL DERECHO A LA FORMACION PROFESIONAL DEL 

TRABAJADOR 

 

 

 

I. LA FORMACION PROFESIONAL COMO DERECHO SUBJETIVO DEL TRABAJADOR 

EN LA RELACION JURIDICA LABORAL . 

 

 

 

A. LA FORMACION PROFESIONAL COMO DERECHO DE LOS TRABAJADORES 

EN LA RELACION LABORAL.  

 

 

La Formación profesional como derecho básico de los  

trabajadores en la relación de trabajo.- El Estatuto de los 

Trabajadores, en el art. 4, enumera los derechos bá sicos de los 

trabajadores, y lo hace, distinguiendo entre aquell os que ostenta 

el trabajador con independencia de ser o no parte d e un contrato 

individual de trabajo y aquellos que ostenta precis amente por el 

hecho de ser sujeto de una relación laboral. A la e numeración del 

primer tipo de derechos dedica el art. 4 su apartad o primero 

mientras que el catálogo de derechos básicos que ti ene el 

trabajador en la relación de trabajo se encuentra e n el apartado 

segundo de dicho precepto 662 . 

                                                 
662 Sobre los derechos reconocidos al trabajador en el apartado primero del art. 4 del Estatuto de los 
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La formación profesional queda configurada por el p recepto 

estatutario referido como derecho básico de los tra bajadores en 

la relación de trabajo al ser tipificado como tal e n el apartado 

segundo del mismo 663 .  Será por tanto un derecho derivado de la 

relación jurídico-laboral entre empresario y trabaj ador, que éste 

ostentará en virtud de ser sujeto de la misma y cuy o ejercicio 

quedará circunscrito a la relación laboral 664 . 

 

La naturaleza jurídica del derecho a la formación 

profesional.- El derecho a la formación profesional al ser un 

derecho derivado de la relación laboral, entiende P RADOS DE REYES 

que integra el contenido natural e imperativo de la  misma y así 

"queda integrado automáticamente en la respectiva p osición 

jurídico-obligacional que trabajador y empresario o cupan en la 

relación de trabajo", lo que trae como consecuencia  que "su 

existencia quede al margen de la operatividad recon ocida a la 

autonomía de la voluntad en el contrato" 665 . 

 

Será posible entender el derecho a la formación pro fesional, 

en tal caso, como parte integrante del contenido de  la relación 

jurídico-laboral entre empresario y trabajador e, i dentificándolo 

                                                                                                                                                        
Trabajadores, vid. MOLINA NAVARRETE, C., “El artículo 4 ET”, en MONEREO PEREZ (Dir.) Comentarios al 
Estatuto de los Trabajadores, Ed. Comares, Granada, 1998, págs.128 a 141, así como, RAMIREZ MARTINEZ, 
J.M., en “Derechos y deberes laborales. (En torno a los artículos 4 y 5)”, en  REDT, núm.100, 2000, págs.253 a 275. 

663 Vid. STS de 15 de Marzo de 1991, A/1861, (F.J.3.). 

664    PEDRAJAS MORENO considera que el art.4 del ET no configura el derecho a la promoción y 
formación profesional como derecho básico lo cual no es óbice para que mantenga la conclusión que se recoge en el 
texto en la medida en que entiende que es un derecho ejercitable <<en la relación de trabajo>>.  Cfr. PEDRAJAS 
MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, op.cit. pág.510.  

665 Cfr. PRADOS DE REYES, F.J., "Las conexiones de la formación profesional y el contrato de 
trabajo", en AA.VV., Contrato de trabajo y formación profesional, V Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho 
del Trabajo y Relaciones Laborales, Mº de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, págs. 128 y 129. 
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con el poder jurídico atribuido por el ordenamiento  jurídico al 

trabajador, en virtud del cual puede exigir un dete rminado 

comportamiento a la contraparte de la relación jurí dica, así 

como, hacer valer las consecuencias jurídicas estab lecidas por la 

normativa correspondiente, considerar que el derech o a la 

formación profesional queda configurado en el art. 4.2 b) del 

Estatuto de los Trabajadores como un derecho subjet ivo del 

trabajador 666 . 

Así lo hace el citado autor 667 , entendiéndolo ejercitable en 

la relación laboral y oponible frente al empresario , no obstante 

el carácter genérico de la formulación que el prece pto de 

referencia hace del mismo y, por tanto, la convenie ncia de que 

tanto su contenido como alcance se establezcan por la 

correspondiente normativa de desarrollo 668 . 

 

 PEDRAJAS MORENO, sin embargo, se inclina por su ca rácter 

programático, considerando que la forma amplia, gen eral y 

abstracta en que el art.4.2,b) del ET proclama el d erecho a la 

formación profesional hace a su desarrollo normativ o, además de 

conveniente, necesario para la efectividad del mism o669 . Desde mi 

punto de vista así es, lo que no obsta para que se pueda 

considerar como un derecho subjetivo de los trabaja dores en la 

relación jurídica laboral, proclamado en el art.4.2 ,b) del ET, 

                                                 
666 Sobre el contenido de la relación jurídica, vid. DIEZ-PICAZO, L. y GULLON, A., Sistema de 

Derecho Civil, Volumen I, TECNOS, 7ª Ed., Madrid, 1990, pág. 232 y 233. 

667 En igual sentido, cfr. GONZALEZ ORTEGA,S., "El progreso en la capacidad profesional del 
trabajador como obligación del trabajador en el Estatuto de los Trabajadores", en AA.VV., Contrato de trabajo y 
formación profesional, V Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo y Relaciones Laborales, Mº de 
Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, pág.146 

668 Cfr. PRADOS DE REYES, F.J., "Las conexiones de la formación profesional y el contrato de 
trabajo", op. cit. pág.129 

669 Cfr. PEDRAJAS MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, op. cit. pág.510. 
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pero cuya mayor o menor efectividad dependerá de lo s mecanismos 

que para su satisfacción y tutela se establezcan en  el desarrollo 

normativo del indicado precepto estatutario. 

 

La formación profesional como derecho subjetivo.- 

Siguiendo la doctrina civilística que identifica el  derecho 

subjetivo con poder jurídico, categorizar el derech o a la 

formación profesional como derecho subjetivo presup ondrá, en 

primer término, la constatación por parte del orden amiento 

jurídico de la existencia de un interés digno de pr otección 

jurídica, del que es titular el trabajador en cuant o sujeto de 

una relación jurídico-laboral. 

 En este sentido entiende RODRIGUEZ PIÑERO que el d erecho a 

la formación profesional, aunque no ha sido reconoc ido 

directamente por la Constitución, la norma fundamen tal impone a 

los poderes públicos, a través del art. 40, la obli gación de 

garantizar tanto la formación profesional como la r eadaptación 

profesional 670  y considera que de tal garantía, así como, de la 

mención en el art. 35.1 del derecho "a la promoción  a través del 

trabajo" y de la libertad de elección profesional, puede 

inferirse la tutela que el texto constitucional pre sta a la 

profesionalidad, en base a la cual será objetivo co nstitucional 

"favorecer el desarrollo de las capacidades y posib ilidades 

profesionales del trabajador" 671 . 

Así pues, si como viene interpretando la doctrina, tanto 

científica como judicial 672 , el art. 4.2.b) del Estatuto de los 

                                                 
670 RODRIGUEZ-PIÑERO, M., op. cit. pág. 21 

671 RODRIGUEZ PIÑERO, M., op. cit. pág.26 

672 Por todos, vid. CASTIÑEIRA FERNANDEZ.J., "La tutela de la profesionalidad del trabajador, la 
formación y readaptación profesionales y el Estatuto de los Trabajadores", en RPS, núm.121, 1979, págs.129 a 132 y 
PRADOS DE REYES, F.J., "Contrato de trabajo y formación profesional", op. cit. pág. 128.         
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Trabajadores, resulta desarrollo, en el ámbito labo ral, del 

contenido tanto del art. 35.1 como del art. 40 de l a 

Constitución, habrá que entender que es la capacida d profesional 

del trabajador el interés digno de tutela que encue ntra cobijo en 

esta norma infraconstitucional y a cuyo beneficio, se ha dicho, 

deben adecuarse la estructura y contenidos del cont rato de 

trabajo, "procurando, junto a la función económica y social que 

le es propia, que la capacidad profesional del trab ajador pueda 

progresar e incrementarse" 673 . 

En segundo término, considerar el derecho a la form ación 

profesional reconocido en el art. 4.2.b) como un de recho 

subjetivo, presupone igualmente la puesta a disposi ción del 

trabajador de las posibilidades de actuación necesa rias para 

satisfacer tal interés, así como, los medios necesa rios para 

proteger y tutelar el mismo 674 . Facultades de actuación y 

mecanismos de protección jurídica que, junto con lo s deberes que 

la titularidad del derecho impone, constituyen cont enido del 

derecho subjetivo a la formación profesional y que se analizará a 

continuación.  

 

 

B. LA ESTRUCTURA DEL DERECHO A LA FORMACION PROFESIONAL COMO 

                                                                                                                                                        
 

Vid. STCT de 5 de octubre de 1988, A/6106, (F.J.2), entendiendo que el derecho a la formación reconocido 
en el art.4.2.b) del ET está en consonancia, asimismo, con el derecho a la educación reconocido en el art. 27 de la 
Constitución de lo que se inferiría que es también la educación en general el bien que el ordenamiento jurídico 
pretende proteger en la disposición estatutaria. 

673 Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S., “El progreso en la capacidad profesional como obligación del 
trabajador en el Estatuto de los Trabajadores", op. cit. pág. 145, y en el mismo sentido CASTIÑEIRA 
FERNANDEZ.J.,  "La tutela de la profesionalidad del trabajador, la formación y readaptación profesionales y el 
Estatuto de los Trabajadores", op. cit. pág. 129.  

674 En este sentido vid. PEDRAJAS MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, op. cit. 
pág.510. 



 
 455 

DERECHO SUBJETIVO DEL TRABAJADOR.  

 

 

a) El sujeto del derecho subjetivo a la formación 

profesional. 

 

 

La relación laboral ordinaria.- Será sujeto de un 

derecho subjetivo la persona a la que el ordenamien to jurídico 

atribuye el poder jurídico en que aquél consiste y que ostenta la 

titularidad del mismo. 

 

El ET, en el art. 4, atribuye el derecho subjetivo a la 

formación profesional a "los trabajadores" y así, s erán los 

"trabajadores que voluntariamente presten sus servi cios 

retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de  organización 

y dirección de otra persona, física o jurídica, den ominada 

empleador o empresario" (art.1.1 del ET) los titula res del 

derecho a la formación profesional 675 . 

 

Por consiguiente, resulta indiscutible, tanto del p recepto 

estatutario anteriormente transcrito como de aquél en que el 

derecho a la formación profesional se reconoce, que  este derecho 

se atribuye estatutariamente a aquellos trabajadore s que son 

sujetos de una relación jurídico-laboral "ordinaria " e incluida 

en el ámbito de aplicación de la propia norma estat utaria. Y, 

serán titulares de este derecho independientemente de la duración 

de su contrato de trabajo así como del carácter def initivo o no 

                                                 
675 Entendiendo la titularidad como cualidad que a la persona le confiere el hecho de ser sujeto de un 

derecho subjetivo, cfr. DIEZ-PICAZO, L. y GULLON, A., Sistema de Derecho Civil, op. cit. pág.441. 
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del mismo aunque en ambos supuestos se presenten es peciales 

dificultades para el ejercicio de las facultades in herentes al 

mismo676 . 

 

Las relaciones laborales especiales.- No tan clara 

resulta la titularidad del derecho en el caso de lo s trabajadores 

sujetos de una relación jurídico-laboral de carácte r especial a 

los que el Estatuto de los Trabajadores se refiere en el art.2 y 

disposición adicional segunda y la Ley 13/1982, de 7 de Abril, de 

integración social de los minusválidos, en el art. 41. 

El régimen jurídico de estas relaciones de carácter  especial 

encuentra su regulación en normas distintas al prop io Estatuto de 

los Trabajadores y, en virtud de ello, habrá que es tar a lo que 

la normativa específica establezca al respecto. La dificultad, no 

obstante, estará en los supuestos en que dicha norm ativa no haga 

referencia a este derecho de forma expresa ni tampo co se remita a 

lo establecido en el art.4 del ET. 

 

Haciendo un breve repaso a cada una de estas relaci ones de 

carácter especial encontramos el siguiente cuadro: 

 

- DEPORTISTAS PROFESIONALES: 

 

Su régimen jurídico se regula por el R.D.1006/1985,  de 26 de 

Junio 677  y, en el art.7.5 de esta norma, se establece que, "Serán 

                                                 
676 En relación a los trabajadores sometidos a período de prueba y a los trabajadores temporales, vid. 

SALA FRANCO, T. (Dir.), ALBIOL MONTESINOS, I., CAMPS RUIZ, L., GARCIA NINET, I., LOPEZ 
GANDIA, J. Y SALA FRANCO, T., en Derecho del Trabajo, TIRANT LO BLANCH, 6ª Ed., Valencia, 1992, 
pág.470 y la Jurisprudencia del TC allí citada, así como, en MARTIN VALVERDE, A., RODRIGUEZ-SAÑUDO 
GUTIÉRREZ, F. Y GARCIA MURCIA, J., en Derecho del Trabajo, op. cit. pág.386. 
 

 
677 BOE de 27 de Junio de 1985. 
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aplicables a esta relación laboral especial los der echos y 

deberes básicos previstos en los arts. 4 y 5 del Es tatuto de los 

Trabajadores". 

En base a ello es posible entender que los deportis tas 

profesionales sí son sujetos del derecho a la forma ción 

profesional.  

 

- PERSONAL DE ALTA DIRECCION: 

 

La relación laboral de estos trabajadores se regula  en el 

R.D. 1382/1985, de 1 de Agosto 678  y en el mismo no se encuentra 

reconocimiento expreso del derecho a la formación p rofesional del 

personal de alta dirección.  

 

El art. 3 de esta norma dispone que: "las demás nor mas de la 

legislación laboral común, incluido el ET, solo ser án aplicables 

en los casos en que se produzca remisión expresa en  este R.D.", 

remisión al art. 4 del ET que no se produce a lo la rgo de su 

articulado, lo que induce a pensar que tan solo en el caso de que 

el derecho a la formación profesional sea considera do como uno de 

los derechos básicos que la Constitución reconoce s e podría 

entender que el personal de alta dirección es sujet o del derecho 

a la formación profesional como derecho subjetivo. 679  

 

 

- EMPLEADOS AL SERVICIO DEL HOGAR FAMILIAR: 

 

                                                 
678 BOE de 12 de Agosto de 1985. 

679 No obstante, en el R.D. 1382/1985 se recogen tanto el pacto de permanencia, en el art. 8, como 
posibilidad de extinción de la relación laboral por voluntad del alto directivo por modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo cuando esta suponga un grave perjuicio a su formación profesional. 
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El R.D. 1424/1985, de 1 de Agosto 680 , por el que se regula la 

relación laboral de carácter especial del servicio del hogar 

familiar, establece en la disposición adicional que  " en lo no 

previsto en la presente norma será de aplicación la  normativa 

laboral común, en lo que resulte compatible con las  

peculiaridades derivadas del carácter especial de e sta relación". 

En virtud de esta remisión a lo preceptuado por el Estatuto de 

los Trabajadores y entendiendo que el derecho a la formación 

profesional no resultaría incompatible con las pecu liaridades de 

esta relación laboral, no habría dificultad alguna en considerar 

que los empleados al servicio del hogar familiar so n titulares 

del derecho a la formación profesional, en tanto en  cuanto, el 

art. 4.2.b) del Estatuto de los Trabajadores les se a de 

aplicación. 

 

- ESTIBADORES PORTUARIOS: 

 

La Ley 32/1984, de 2 de Agosto, que modifico determ inados 

preceptos del Estatuto de los Trabajadores, señaló el plazo de un 

año para que el gobierno regulara todas las relacio nes laborales 

de carácter especial, plazo que no se cumplió para los 

estibadores que se hizo a través del Real Decreto-l ey 2/1986, de 

23 de Mayo sobre el servicio público de estiba y de sestiba de 

buques 681 . 

Esta norma señala en su art. 19 que, "en lo no regu lado por 

la presente norma será de aplicación el Estatuto de  los 

Trabajadores y demás normas laborales de general ap licación en 

cuanto sean compatibles con la naturaleza especial de la relación 

                                                 
680 BOE de 13 de Agosto de 1985. 

681 BOE de 27 de Mayo de 1986. 
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laboral de los estibadores portuarios", luego, aquí  cabe plantear 

lo mismo que para los empleados al servicio del hog ar familiar, 

esto es, que no siendo, como parece, incompatible e l derecho a la 

formación profesional con la naturaleza de esta rel ación especial 

los trabajadores sujetos a ella serán titulares de ese derecho. 

 

- ARTISTAS: 

 

El R.D. 1435/1985 de 1 de Agosto 682 , por el que se regula la 

relación de carácter especial de los artistas en es pectáculos 

públicos establece en el art. 6.1 que "En la relaci ón especial de 

trabajo de los artistas en espectáculos públicos, s on de 

aplicación los derechos  y deberes laborales básico s a los que se 

refiere la sección 2ª del capítulo 1 del título I d el Estatuto de 

los Trabajadores", así pues, estos trabajadores son  titulares del 

derecho a la formación profesional en los términos establecidos 

en el precepto estatutario de referencia. 

No obstante, cabría plantear en relación a los meno res de 16 

años contratados para trabajar en espectáculos públ icos, el tipo 

de titularidad que ostentan los mismos respecto de,  no solo del 

derecho a la formación profesional sino también res pecto de 

cualquier otro derecho de los denominados básicos. En tal sentido 

es de señalar que la normativa específica que regul a esta 

relación laboral de carácter especial establece en el art. 2 que 

"corresponden al padre o tutor el ejercicio de las acciones 

derivadas del contrato", en virtud de lo cual es po sible entender 

que la titularidad que ostentan los trabajadores me nores de 16 

años respecto de los mismos no es una titularidad p lena sino que 

esta se ve limitada en cuanto que los padres o tuto res serán los 

                                                 
682 BOE de 14 de Agosto de 1985. 
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encargados por la norma de defender el interés del menor, 

correspondiendo a aquellos el ejercicio de los medi os de tutela 

que el ordenamiento jurídico ofrece a este como tit ular del 

derecho a la formación profesional. 

 

- REPRESENTANTES DE COMERCIO: 

 

El R.D. 1438/1985, de 1 de Agosto 683 , regula la relación 

laboral de carácter especial de las personas que in tervengan en 

operaciones mercantiles por cuenta de uno o más emp resarios, sin 

asumir el riesgo y ventura de aquellas. 

Esta norma reglamentaria establece en el art. 12 qu e: "Son 

aplicables en el ámbito de esta relación laboral de  carácter 

especial los derechos y deberes laborales básicos r econocidos en 

el Estatuto de los Trabajadores" y, en virtud de es ta remisión al 

Estatuto de los Trabajadores, es posible mantener l a aplicación 

de los derechos reconocidos al trabajador en el art . 4.2 del 

Estatuto de los Trabajadores 684 . 

 

- MINUSVALIDOS QUE TRABAJEN EN CENTROS ESPECIALES DE EMPLEO: 

 

La Ley 13/1982, de 7 de Abril, de integración socia l de los 

minusválidos, atribuyó carácter especial a la relac ión laboral de 

                                                 
683 BOE de 15 de Agosto de 1985. 

684 "La previsión del artículo 12 del RDRC (...) se remite, sin duda, no solo a <<los derechos básicos 
reconocidos por la Constitución>> -según se desprende de la exigencia derivada del art. 2.2 del E.T.T.-, sino también 
al conjunto de los derechos a que se refiere el artículo 4 del E.T.T.; a tal efecto, no parece que sea relevante -en un 
sentido restrictivo- la circunstancia de que el mencionado artículo 4 atribuya carácter básico, de modo expreso, 
únicamente a los derechos que recoge en su apartado primero: a mi juicio, no hay razones sólidas para mantener la 
no aplicación de los derechos reconocidos al trabajador en el artículo 4.2 del E.T.T., especialmente si se tiene en 
cuenta que muchos de ellos tienen una conexión directa con el texto constitucional, singularmente los derechos a no 
ser objeto de discriminación, a la integridad física y a la dignidad personal". Cfr.  CAMPS RUIZ, L.M., "La relación 
especial de los representantes de comercio" en BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.), Comentarios a las leyes laborales. 
Estatuto de los Trabajadores, Tomo II, Vol. 1º, EDERSA, Madrid, 1987, pág.259. 
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"los trabajadores minusválidos que presten sus serv icios en 

centros especiales de empleo". Su régimen jurídico se regula por 

el Real Decreto 1368/1985, de 17 de Julio 685 . 

Esta norma señala en el art.9 que "los trabajadores  

minusválidos tendrán los derechos y deberes básicos  previstos en 

el estatuto de los Trabajadores". Luego, indudablem ente son 

titulares del derecho subjetivo a la formación prof esional. 

                                                 
685 BOE de 8 de Agosto de 1985. 

Respecto de estos trabajadores es interesante apunt ar que, 

en materia de formación profesional, tienen ciertas  

especialidades frente a los trabajadores sujetos a una relación 

laboral ordinaria; así, en el art. 10.2 se prevé la  posibilidad 

de pactar un período de adaptación profesional al t rabajo con la 

finalidad de la adaptación profesional del trabajad or a las 

tareas del puesto de trabajo que va a desempeñar o en su caso a 

completar la formación necesaria para el mismo. Por  su parte el 

art.13 c) concede al trabajador minusválido el dere cho a permiso 

para participar en acciones de orientación, formaci ón y 

readaptación profesional, siendo este permiso retri buido siempre 

que tales ausencias no excedan de diez días en un s emestre. Por 

último, especialidad también en el supuesto de exti nción del 

contrato de trabajo por falta de adaptación a las m odificaciones 

técnicas operadas en su puesto de trabajo ya que el  plazo para 

extinguir que el art.52.c) del Estatuto de los Trab ajadores fija 

en, como mínimo dos meses,  se extiende a tres en v irtud del art. 

16.2.b) del RD 1368/1985. 

 

- PERSONAL CIVIL DEPENDIENTE DE ESTABLECIMIENTOS MI LITARES: 
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Por RD 2205/1980, de 13 de Junio 686 , y en cumplimiento de la 

Disposición Final Séptima del Estatuto de los traba jadores, se 

regula el régimen jurídico del personal civil no fu ncionario 

dependiente de establecimientos militares. 

En este RD aparece la formación profesional como de recho 

básico de estos trabajadores en el art.4 b), previs ión que 

permite incluirlos como titulares de este derecho. 

No obstante, sobre las facultades que esta norma le s otorga 

en desarrollo del derecho a la formación, hay que s eñalar que 

están establecidas en el art. 22 del RD y en pareci dos términos a 

lo dispuesto en el art.23 del Estatuto de los Traba jadores, con 

la única salvedad, como han puesto de manifiesto RA MIREZ MARTINEZ 

y SALA FRANCO, de la no previsión de la concesión d e permisos 

para formación o perfeccionamiento profesional con reserva de 

puesto de trabajo 687 . 

También cabría señalar como especialidad que, en el  

Capítulo V dedicado a; premios, faltas y sanciones,  el art. 59 

señala entre los motivos de premio, "el afán de sup eración", 

entendiendo que habrán incurrido en el mismo "aquel los que hayan 

mejorado notablemente su formación teórica y prácti ca, con el 

propósito de alcanzar categorías superiores o ser m ás útiles en 

su trabajo", lo que les hará merecedores, según est ablece el art. 

62.3 del RD, de "becas o viajes de estudios y premi os en 

metálico". 

 Por otra parte, y aunque no consista en especialid ad pues 

se establece en los mismos términos que en el Estat uto de los 

                                                 
686 BOE de 18 de Octubre de 1980. 

687 Cfr. RAMIREZ MARTINEZ, J.M. y SALA FRANCO, T., "La relación laboral especial del 
personal civil no funcionario dependiente de establecimientos militares", en BORRAJO DACRUZ (Dir.), 
Comentarios a las leyes laborales: El Estatuto de los trabajadores, Tomo II, Vol. 1º, EDERSA, Madrid, 1987, 
pág.311. 
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Trabajadores, el art. 20 prevé la posibilidad de es tablecer un 

pacto de permanencia, es decir, acordar la permanen cia del 

trabajador al servicio de la Administración durante  cierto 

tiempo, como contraprestación a la especialización que hubiera 

obtenido con cargo a la Administración Militar para  poner en 

marcha proyectos determinados o realizar una tarea específica. 

 

- PENADOS EN INSTITUCIONES PENITENCIARIAS: 

 

 El régimen jurídico de la relación laboral de los penados 

que realicen actividades laborales en los talleres penitenciarios 

está establecido en el RD 782/2001, de 6 de Junio 688 .  

 

En materia de formación hay que destacar: 

En primer lugar, el carácter formativo del trabajo 

penitenciario. Así cabe deducirlo  de la previsión contenida en 

el art.4 del RD 782/2001 al establecer que la final idad del 

trabajo  es la “preparación para la futura inserció n laboral del 

interno” exigiendo que a tal fin se conecte con “lo s programas de 

formación profesional ocupacional que se desarrolle n en el centro 

penitenciario”, con objeto de “mejorar las capacida des de los 

mismos para el posterior desempeño de un puesto de trabajo en los 

talleres productivos como para su futura incorporac ión laboral 

cuando accedan a la libertad”.  

 

En segundo lugar, en el art.5 del RD 782/2001 se re conoce 

expresamente como “derecho laboral básico” de los i nternos 

trabajadores, el derecho “a la formación para el de sempeño del 

puesto, así como a la promoción en el trabajo”. Des de mi punto de 

                                                 
688 BOE de 7 de Julio de 2001. 
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vista el RD 782/2001 en esta previsión refuerza par a este 

colectivo de trabajadores el derecho a la formación  profesional 

que el ET reconoce a los trabajadores en la relació n laboral como 

en el art.4.2,b) del ET. En efecto, si de la formul ación 

estatutaria es difícil derivar la eficacia jurídica  directa  del 

derecho a la formación profesional en el marco de l a relación 

jurídica laboral ordinaria no ocurre lo mismo en la  de los 

penados en instituciones penitenciarias. Los términ os en que el 

RD en el art.5.1,f) lo reconoce y concreta para el “desempeño del 

puesto”, desde mi punto de vista permiten entender que para la 

efectividad del mismo es innecesario su posterior d esarrollo 

normativo. Lo que por otra parte resulta congruente  con la idea 

anteriormente apuntada del carácter formativo que e l RD 782/2001 

otorga al trabajo penitenciario.  

En definitiva, de estas previsiones así como de las  

múltiples especialidades que en materia de formació n profesional 

tiene esta relación laboral de carácter especial, e s posible 

deducir, a los efectos que aquí interesa -y sin que  en este 

momento proceda hacer un análisis detenido de las m ismas-, que 

estos trabajadores son titulares del derecho a la f ormación 

profesional, aunque como resulta obvio, tanto de lo s sujetos del 

contrato de trabajo cuanto del lugar y condiciones de prestación 

de los servicios, esta relación laboral especial te ndrá muchas 

particularidades al respecto. 

 

 En definitiva, del panorama expuesto se puede  con cluir que 

todos los trabajadores sujetos a una relación labor al de carácter 

especial, excepto el personal de alta dirección, co n matices, son 

titulares del derecho subjetivo a la formación prof esional. 

  

b) El contenido del derecho subjetivo a la formació n 
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profesional.  

 

Los instrumentos jurídicos de determinación del 

contenido.- El Estatuto de los Trabajadores en el art. 4, al 

enumerar los derechos básicos de los trabajadores, prevé que el 

contenido y alcance de los mismos será el que "disp onga su 

específica normativa". Esto implica, como se ha dic ho, que el 

contenido del derecho a la formación profesional no  quede fijado 

en el enunciado que de este derecho hace el art. 4. 2.b) del ET, 

debiéndose estar, para su determinación, al desarro llo normativo 

del mismo. 

Tal desarrollo se encontrará tanto en la norma esta tutaria 

como en los convenios colectivos que, en virtud del  art. 85 del 

ET, hagan referencia a esta materia, así como en lo s contratos 

individuales de trabajo. 

 

La estructura del contenido.- Identificando el 

contenido del derecho subjetivo con "el ámbito de p oder y 

posibilidades de actuación puestas a disposición de l titular del 

derecho y respecto del interés jurídico sobre el qu e este recae", 

DIEZ-PICAZO y GULLON entienden que el mismo compren de tres planos 

o niveles: El primero constituido por un conjunto d e facultades 

jurídicas, el segundo integrado por un conjunto de deberes y el 

tercero por los mecanismos de protección jurídica. 689  

 

La delimitación del contenido del derecho a la form ación 

profesional que a continuación se realiza, se hace en base a este 

esquema y en virtud, solamente del marco normativo establecido en 

                                                 
689 Cfr. DIEZ-PICAZO, L. y GULLON, A., Sistema de Derecho Civil, op. cit. pág.450. 
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el Estatuto de los Trabajadores. 690  

 

a')  Facultades de actuación.  

 

Concepto.- El reconocimiento por parte del Estatuto de 

los Trabajadores de la formación profesional como d erecho 

subjetivo y básico de los trabajadores en la relaci ón de trabajo 

debe ir, necesariamente, acompañado de una serie de  previsiones 

legales que, por un lado, posibiliten que el trabaj ador pueda 

satisfacer el bien jurídico protegido y que, por ot ro lado, 

permitan que quede debidamente garantizada la efica cia del 

derecho así reconocido. 

Para ello se instrumentan una serie de facultades j urídicas 

que, puestas a disposición del trabajador, integrar án el 

contenido de su derecho a la formación profesional y que 

tenderán; unas, a que el trabajador lo pueda satisf acer y, otras, 

a garantizarlo. 

 

El Estatuto de los Trabajadores, a lo largo de su 

articulado, reconoce un buen número de ellas. 

A continuación se hará un breve repaso de cuáles so n estas 

facultades, agrupándolas en base a si tienden a dar  satisfacción 

al bien jurídico protegido o bien, si tienden a gar antizar la 

capacidad profesional del trabajador. 691  

                                                 
690 La determinación del contenido del derecho a la formación profesional fijado en el Estatuto de los 

Trabajadores permitirá, posteriormente, precisar el marco de actuación de los sujetos negociadores de los convenios 
colectivos en materia de formación profesional así como el ámbito de actuación de la autonomía individual. 

691 PRADOS DE REYES, clasifica las instituciones contractuales conectadas con la formación 
profesional del trabajador en la relación de trabajo, de acuerdo con la función que las mismas cumplen, en: 
Instituciones contractuales orientadas específicamente en interés de la formación y en instituciones comunes del 
contrato de trabajo que quedan condicionadas, limitadas o incluso pueden instrumentarse directamente hacia 
objetivos de capacitación. 

Como tendremos ocasión de ver el criterio de clasificación de estas facultades jurídicas, propuesto en el 
texto, llevará al mismo resultado que la clasificación propuesta por este autor en "Las conexiones de la formación 
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Las facultades jurídicas para la satisfacción del 

derecho de formación profesional del trabajador.-  Integran este 

grupo aquellas facultades que tienden al enriquecim iento de la 

capacidad profesional del trabajador, es decir, a q ue ésta pueda, 

vigente la relación laboral, progresar e incrementa rse. 

En el art. 23 del ET se recogen las facultades que 

pudiéramos decir, más específicamente tienden a la satisfacción 

de la formación profesional del trabajador en la re lación de 

trabajo y, en relación con ellas, en esta sede norm ativa se 

impone al empresario el deber jurídico de facilitar  su 

ejercicio 692 . 

Esta norma reconoce al trabajador cuatro derechos 

profesionales que incidiendo, de una forma u otra, sobre el 

tiempo y horario de trabajo y sobre la situación ju rídica del 

contrato de trabajo permitirán que el trabajador a lo largo de su 

vida profesional pueda compatibilizar estudio y tra bajo 693 : 

Derecho de preferencia en la elección de turno de t rabajo, 

derecho a disfrutar de los permisos necesarios para  concurrir a 

exámenes, derecho a la adaptación de la jornada ord inaria de 

trabajo y el derecho a la concesión del permiso opo rtuno de 

formación o perfeccionamiento profesional 694 . 

                                                                                                                                                        
profesional y el contrato de trabajo", op. cit. pág. 131 y ss., 

692  Vid. en este sentido PEDRAJAS MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, op. cit. 
pág.513. 

693 En  la relación laboral por medio del art.23 ET se articula la  necesaria conexión entre la formación 
profesional, la educación general y el empleo apuntada por  BORRAJO DACRUZ.E, en “Objetivos y bases legales 
para la promoción de la formación profesional en razón del empleo en España”, RT, núm.66, 1982, pág.11.  Este 
precepto tiene en cuenta, como ha señalado este autor, que “estudio y trabajo, trabajo y estudio, se entrelazan, en vías 
paralelas o en vías intercurrentes, a lo largo de la vida personal, social y profesional” y, en este sentido, contiene los 
instrumentos jurídicos que el ordenamiento laboral ofrece a los trabajadores para hacer efectivo el principio de 
educación permanente. 

694 Cfr. CASAS BAAMONDE, M.E., "Formación y estabilidad en el empleo: La formación continua 
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Pero, no obstante el reconocimiento que de estos de rechos 

profesionales hace el art. 23 del Estatuto de los T rabajadores, 

en su apartado 1ª, no quedan establecidos en el pre cepto, los 

términos de su ejercicio. Para su fijación el art. 23.2 se remite 

a la negociación colectiva, haciéndolo en los sigui entes 

términos: "En los Convenios Colectivos se pactarán los términos 

del ejercicio de estos derechos". 

 

Estas son pues las facultades que estatutariamente se 

conceden al trabajador con el fin de que mejore su capacitación 

profesional, no obstante la negociación colectiva p uede señalar 

otras que persigan el mismo objetivo. 

Así lo hacen algunos convenios colectivos; permitie ndo al 

trabajador que curse estudios académicos y de forma ción 

profesional acomodar su turno de vacaciones, bien p ara poder 

preparar los correspondientes exámenes, bien para e vitar que 

coincida con la asistencia a un curso de formación profesional de 

carácter obligatorio 695 . 

Este derecho no está establecido en el Estatuto de los 

Trabajadores por lo que el convenio colectivo resul ta fuente 

constitutiva del mismo y, por tanto, los trabajador es incluidos 

en el ámbito de aplicación del convenio, que cumpla n con el 

presupuesto de hecho recogido en el mismo, tendrán preferencia en 

la elección frente al resto del personal, dado que en virtud de 

la reforma del Estatuto de los Trabajadores por la Ley 11/1994, 

se suprime del art.38, el apartado 2.c) en el que s e otorgaba 

                                                                                                                                                        
y su <<función preventiva>>", en RL, nº24, 1992, pág.7. 

695 Los convenios colectivos consultados que contienen previsiones en este sentido son: <<Compañía 
Española de Tabaco en Rama, S.A. (CETARSA)>> (R.7281) y <<Paradores de Turismo>> (R.201). 
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preferencia en la elección de turno de vacaciones a  los 

trabajadores con "responsabilidades familiares". 

 

Las facultades jurídicas para garantizar la formaci ón 

profesional del trabajador.- Este grupo de facultades estará 

integrada por aquellos derechos concedidos al traba jador con la 

finalidad de que mantenga su capacidad profesional,  tanto la 

adquirida antes del inicio de la relación laboral, cuanto la 

obtenida en el transcurso de la misma. 

 

Así, encontramos una serie de previsiones legales, en 

relación con el trabajo de los menores de 18 años, a través de 

las cuales el legislador pretende garantizar, en un  caso, y 

proteger, en otros, la formación profesional de est e colectivo. 

Entre ellas, en primer lugar está, la prohibición d e la 

admisión al trabajo de los menores de dieciséis - ex  art.6.1 del 

Estatuto de los Trabajadores-. El establecimiento d e esta edad 

mínima para de acceso al trabajo que, como señala D EL REY 

GUANTER, supone un límite a la libertad de contrata r del 

empresario en el ámbito laboral y a la libertad de contratar del 

trabajador, tiene como finalidad garantizar una for mación básica 

a las personas menores de 16 años y encuentra funda mento en el 

principio de igualdad reconocido por la Constitució n.  

En este sentido se ha pronunciado el Tribunal Const itucional 

en sentencia 22/1981, de 27 de Julio señalando que lo que se 

pretende mediante la fijación de una edad laboral m ínima es 

"garantizar una formación básica, dentro de una pol ítica 

encaminada a promover la igualdad real y efectiva d e todos los 

ciudadanos y a remover los obstáculos que impidan a  éstos el 

pleno desarrollo físico y psíquico de su personalid ad; y, aun 

cuando el proceso de maduración no se produzca de l a misma forma 
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en todos los individuos, la tipificación viene tamb ién 

justificada por la necesidad de uniformar los ciclo s educativos y 

evitar una costosa diversificación según el ritmo d e evolución de 

cada niño o adolescente. Se trata, en definitiva, d e una medida 

inspirada en principios y valores fundamentales asu midos 

constitucionalmente (arts. 9.2 y 27.1 de la Constit ución 

española), y la creciente sensibilización de las so ciedades 

democráticas respecto de la importancia de la reali zación de 

tales valores y principios viene manifestándose en la paulatina 

elevación de la edad requerida para el inicio de la  actividad 

laboral". 696  

 

En esta misma dirección parece que va el art.11.2, e) del ET 

al señalar en relación con el régimen jurídico del contrato para 

la formación que, "cuando el trabajador contratado para la 

formación no haya finalizado los ciclos educativos comprendidos 

en la escolaridad  obligatoria, la formación teóric a tendrá por 

objeto inmediato completar dicha educación". 

Y, en esta línea señala el RD 488/1998, de 27 de Ma rzo, por 

el que se desarrolla el art.11 del ET en materia de  contratos 

formativos que, a efectos de completar esa formació n básica y de 

acuerdo con lo previsto en el art. 51.1 de la Ley O rgánica 

1/1990, de 3 de Octubre, de Ordenación General del Sistema 

Educativo, las Administraciones educativas deberán garantizar una 

oferta adaptada a este objetivo. 

 

También conectado con la formación profesional está , sin 

                                                 
696 DEL REY GUANTER, S., "La aplicación de los valores superiores de la Constitución Española en 

el Derecho del Trabajo", en RL, núm.6, 1988, pág. 375. 
 

Vid. STC 22/1981, de 27 de Julio, (B.J.C. 1981/4), (F.J.7). 
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duda, el derecho a la ocupación efectiva que se rec onoce al 

trabajador, en el art. 4.2.a), como derecho básico en la relación 

de trabajo, ya que como señala RODRIGUEZ-SAÑUDO, la  exigencia de 

que el empresario mantenga al trabajador efectivame nte ocupado 

está dirigida a "hacer posible una mejora y más amp lia 

capacitación profesional" 697 , y en este sentido, entiende GUANCHE 

MARRERO, que produciéndose la desocupación del trab ajador, "sus 

expectativas a una mejora en su trayectoria profesi onal quedarían 

gravemente afectadas, tanto en el sentido estático de la 

formación como en el sentido dinámico de una promoc ión futura" 698 . 

 

La norma estatutaria se ocupa también de garantizar  la 

capacidad profesional del trabajador frente al pode r de dirección 

y al ius variandi  ordinario y extraordinario  del empresario; en 

primer lugar, señalando expresamente, en el art.39. 3, la 

promoción y formación profesional del trabajador co mo límites a 

la movilidad funcional ordinaria del art.39.1 ET y a la 

extraordinaria del art.39.2 ET; y, en segundo lugar , 

posibilitando que el trabajador, en virtud del art. 50.1.a), pueda 

extinguir su contrato de trabajo cuando se hayan pr oducido 

modificaciones sustanciales en las condiciones de t rabajo que 

redunden en perjuicio de su formación profesional. 

 

Por último, hay que hacer referencia a la garantía 

reconocida a los representantes de los trabajadores  - ex  art.68.c) 

                                                 
697 Como se desprende de lo dicho, este derecho del trabajador origina para el empresario la 

correlativa obligación de darle ocupación, luego también, podría ser objeto de análisis en el apartado 
correspondiente a "las obligaciones" como parte del contenido del derecho subjetivo a la formación profesional. Cfr. 
RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, F.,"Sobre el contenido del deber de formación profesional del empresario", 
en AA.VV., Contrato de trabajo y formación profesional, V Jornadas Andaluzas de Derecho del Trabajo y 
Relaciones Laborales, MTSS, Madrid, 1987, pág.244. 

698 Cfr. GUANCHE MARRERO, A., El derecho del trabajador a la ocupación efectiva, CIVITAS, 
Madrid, 1993, pág.36. 
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del Estatuto de los Trabajadores-, en orden a no se r 

discriminados en su promoción económica y profesion al en razón 

del desempeño de su actividad. 

 

 

b') Obligaciones.  

 

Concepto.- Vienen a ser el reverso de las facultades 

jurídicas atribuidas al titular del derecho subjeti vo y suelen 

estar a cargo de los sujetos pasivos del mismo, que  en el caso 

del derecho subjetivo a la formación profesional se rá el 

empresario 699 . No obstante, existen situaciones, en que la norma  

que reconoce el derecho prevé también deberes a car go de la 

persona que es titular de las facultades inherentes  al mismo y 

así ocurre respecto del trabajador en cuanto titula r de aquél, 

como más adelante se verá. 

 

Las obligaciones del empresario.- El reconocimiento al 

trabajador del derecho subjetivo a la formación pro fesional, 

debería implicar la existencia de un correlativo y exigible deber 

del empresario a tutelar la profesionalidad del tra bajador 

asumiendo la responsabilidad, por un lado, de que l a capacidad 

del trabajador no se vea perjudicada y, en segundo lugar, de que 

esa capacidad se enriquezca y mejore. 

No obstante, de las previsiones del Estatuto de los  

Trabajadores se detecta que, por regla general, las  obligaciones 

que asume el empresario en esta materia resultan, 

                                                 
699 PEDRAJAS MORENO, A. en  “Formación y derechos individuales” aborda el estudio del derecho 

subjetivo de los trabajadores a la formación profesional desde la perspectiva de los niveles de exigencia que este 
derecho comporta para el empresario en la medida en que siendo un derecho reconocido a los trabajadores en la 
relación jurídica laboral, debe ser satisfecho en el desenvolvimiento de la misma. Vid.  op. cit. pág.513. 
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mayoritariamente, obligaciones del primer tipo, es decir, de 

respeto a la situación del trabajador como titular del derecho a 

la formación profesional, ya que, son obligaciones dirigidas a no 

perjudicar la profesionalidad del trabajador, a no obstaculizar y 

a facilitar el ejercicio de los derechos profesiona les 

reconocidos al trabajador en el art.23 del ET 700 ; permitir la 

asistencia a las clase o cursos de formación, acomo dar horarios, 

colaborar en la financiación a través de la cuota d e formación 

profesional, etc. 701 . Se ha visto como proporcionar formación 

profesional a los trabajadores es una mera carga ju rídica para el 

empresario y no una obligación 702 . 

 

Hay sin embargo supuestos que excepcionan la que se  puede 

considerar regla general anterior.  

Por una parte, es interesante resaltar la especial posición 

del empresario de trabajo temporal como sujeto pasi vo del derecho 

a la formación profesional, que reviste ciertas pec uliaridades 

dimanantes de las obligaciones que debe asumir en e sta materia, 

en virtud de la Ley 14/1994, de 1 de Junio, por la que se regulan 

las Empresas de Trabajo Temporal. 

 Asume una doble obligación; por una parte, - ex  art. 12.2-, 

en orden a la financiación, debiendo destinar el 1 por 100 de la 

masa salarial a la formación de los trabajadores te mporales y, 

por otra parte, - ex  art. 12.2-, a facilitar a los trabajadores 

temporales "una formación suficiente y adecuada a l as 

                                                 
700 Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S., "El progreso en la capacidad profesional como obligación del 

trabajador en el Estatuto de los Trabajadores", op. cit. pág.146.  

701 Cfr. PRADOS DE REYES, F.J., "Las conexiones de la formación profesional y el contrato de 
trabajo", op. cit. págs.140 y 141. 

702 Cfr. RODRIGUEZ-SAÑUDO, F., "Sobre el contenido del deber de formación profesional del 
empresario", op. cit. pág.243. 
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características del puesto de trabajo a cubrir, ten iendo en 

cuenta su cualificación y experiencia profesional, y prestando 

especial atención a los riesgos a los que vayan a e star 

expuestos". De estas previsiones es posible deducir  que las 

obligaciones de los empresarios de empresas de trab ajo temporal 

no son ya solo de carácter pasivo sino que la ley l es exige que 

asuman también obligaciones en orden a proporcionar  al trabajador 

temporal la formación necesaria y adecuada para el puesto de 

trabajo a cubrir, no obstante, se detecta que, tamp oco en este 

caso, la finalidad de la previsión normativa que im pone la 

obligación vaya dirigida a que la capacidad profesi onal del 

trabajador pueda progresar e incrementarse 703 . 

 

Por otra parte, hay normas profesionales que impone n 

obligaciones formativas a los empresarios. Este es el caso de las 

empresas de vigilancia y seguridad a las que la Ley  23/1992 exige 

que garanticen la formación y actualización profesi onal de su 

personal de seguridad ex  art.5.2. 

El TS ha interpretado que en estos casos el débito 

empresarial alcanza a “la obligación de proporcionar los medios 

para que se cumpla esa formación ello implica bien la obligación 

de prestarla directamente o bien la de financiarla,  pues no se 

trata de una garantía de mera asistencia, como dice  el Reglamento 

sino una obligación más amplia  de <<garantizar la formación>> 

                                                 
703 Cfr. SALA FRANCO, T., en La reforma del mercado de trabajo, op. cit. págs. 49 y 50.  Este autor 

hace especial hincapié en la importancia que reviste la formación profesional de los trabajadores temporales  de las 
ETT precisamente como garantía de una “mayor calidad del servicio prestado por la ETT” y de la empleabilidad de 
los trabajadores, cfr. SALA FRANCO, T., en  “Las empresas de trabajo temporal tras cuatro años de su implantación 
legal”, en PEDRAJAS MORENO (Coord.) Las reformas laborales: análisis y aplicación práctica, Ed. Lex Nova, 
Valladolid, 1999, pág.101. 

Para PEDRAJAS MORENO, los silencios de la norma en torno a  aspectos importantes de la formación 
como son, el contenido, duración, medios de formación, etc. son significativos en el sentido apuntado en el texto y 
llevan a este autor a calificar de <<liviano>> el tratamiento que la Ley 14/1994, de ETT da a la formación 
profesional.  Cfr. PEDRAJAS MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, op. cit. pág.516. 
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como establece el art.5.2 de la Ley ” 704 . 

 

Las obligaciones del sujeto activo.- Paralelamente a los 

deberes del empresario, como ya quedó señalado, el reconocimiento 

al trabajador del derecho a la formación profesiona l genera para 

éste una serie de obligaciones en orden, fundamenta lmente, a que 

el ejercicio de las facultades que el ordenamiento jurídico le 

atribuye, se realice de forma adecuada a la finalid ad de las 

mismas y también en cuanto al grado de aprovechamie nto de las 

enseñanzas que estuviera realizando si éste quedara  establecido 

en el convenio colectivo. De estos deberes que cons tituirán 

límites al ejercicio de los derechos que se le reco nocen se dará 

cuenta infra . 

 

Por otra parte, el Estatuto de los Trabajadores, en  el 

art.21.4, prevé la posibilidad de que el trabajador  se obligue a 

permanecer en la empresa como máximo dos años, en c aso de que 

haya recibido una especialización profesional, con cargo al 

empresario, para poner en marcha proyectos determin ados o 

realizar un trabajo. Para ello será necesaria la ex istencia de 

previo acuerdo entre ambos, pudiendo pactarse su pe rmanencia 

igualmente en convenio colectivo.  

 

Asimismo, la previsión contenida en el art. 52.b) d el 

Estatuto de los Trabajadores, hace surgir para el t rabajador la  

carga jurídica de progresar en su capacidad profesi onal, 

readaptándose a las modificaciones que los avances tecnológicos 

exijan de su trabajo, ya que, su falta de adaptació n a las 

modificaciones técnicas operadas en su puesto de tr abajo 

                                                 
704 Cfr. STS de 25 de febrero de 2002, publicada en RL, núm.14, 2002, págs.96 a 101. (F.J.3). 
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posibilita al empresario a que extinga el contrato de trabajo, 

cuando siendo razonables dichos cambios, hayan tran scurrido como 

mínimo dos meses desde que se introdujo la modifica ción. 

Para que el trabajador pueda adaptarse a las modifi caciones 

técnicas operadas en su puesto de trabajo, se estab lece en el 

Estatuto de los Trabajadores un período mínimo de a daptación que 

será de dos meses. Durante este tiempo,  aun cuando  el empresario 

no esté obligado a proporcionar al trabajador un cu rso de 

reconversión, cabría entender que, en virtud del de ber de buena 

fe, sí está obligado a poner todos los instrumentos  y medios 

necesarios para que el trabajador consiga el result ado 

pretendido, so pena de que la decisión extintiva se a ilícita 705 . 

Si el empresario ofreciera al trabajador la posibil idad de 

asistir a un curso de reconversión o perfeccionamie nto 

profesional se originará para éste la obligación de  acudir y 

participar en aquél y hacerlo con el mayor aprovech amiento 

posible. 

 

 Un supuesto especial: La cuota por Formación 

Profesional.-  Existe, tanto para el trabajador como para el 

empresario, una obligación contributiva destinada a  la Formación 

Profesional.  

Esta contribución no constituye cotización a la Seg uridad 

Social, no obstante, se recauda junto a las cuotas 

correspondientes a la Seguridad Social y el cálculo  de su cuantía 

se realiza de forma semejante a si lo fuera; 0'7 po r 100 sobre la 

base de cotización de accidentes de trabajo y enfer medades 

profesionales, del que el 0'6 por 100 será a cargo de la Empresa 

                                                 
705 Cfr. GONZALEZ ORTEGA, S.,"El progreso en la capacidad profesional como obligación del 

trabajador en el estatuto de los Trabajadores", op. cit. pág.156. 
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y el 0'10 por 100 a cargo del trabajador. 

Como ya se apuntó supra , a partir de Enero de 1993, parte de 

esta cuota se destina a la financiación directa de las acciones 

formativas de los trabajadores asalariados y funcio narios, que se 

realicen de conformidad a lo establecido en el Acue rdo Nacional 

de Formación Continua. 

El porcentaje destinado a tal fin ha ido incrementá ndose 

desde el 0'1 por 100 en 1993 hasta el 0'35 por 100 previsto para 

2002 y la parte restante se seguirá destinando a la  financiación 

de la formación profesional de los trabajadores des empleados. 706  

 

 

c') Mecanismos de protección.  

 

Los mecanismos de protección. - De entre los medios que 

el ordenamiento jurídico otorga al trabajador para proteger su 

derecho a la formación profesional encontramos unos  que se le 

asignan directamente a él y otros que se le atribuy en de forma 

indirecta, ya que, la protección se instrumentaliza  a través de 

los representantes de los trabajadores. 

 

Entre las competencias sobre Formación Profesional asignadas 

a los representantes de los trabajadores, se encuen tran las 

señaladas en el Acuerdo Nacional de Formación Conti nua en 

relación a los permisos por formación. Este Acuerdo  señala en el 

art.13 que "la representación legal de los trabajad ores" deberá 

ser informada tanto de las solicitudes que se prese nten al 

empresario y como en caso de que el empresario deni egue la 

                                                 
706 Sobre el fundamento y justificación de tal redistribución de la cuota por Formación Profesional, se 

aludió supra. 
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solicitud. 

Sobre este particular surgen dos cuestiones: La pri mera 

respecto de quienes son los sujetos destinatarios d e la 

información. El Acuerdo se  refiere a "la represent ación legal de 

los trabajadores", en base a ello se plantea si des tinatarios 

serán solo los representantes unitarios o si tambié n cabría que 

lo fueran los representantes sindicales. Se puede e ntender 

aplicable a este supuesto la interpretación que ALB IOL 

MONTESINOS707  mantiene respecto de las competencias de los 

Delegados Sindicales como destinatarios de la copia  básica de los 

contratos, y, en este supuesto, considerar que en v irtud de la 

aplicación del art.10.3.1 de la LOLIS, los Delegado s Sindicales 

también tienen esta competencia.  

En cuanto a la segunda cuestión, esta materia viene  a 

adicionarse al catálogo de materias sobre las que p esa derecho de 

información pasiva, referido en el art. 64 del Esta tuto de los 

Trabajadores, ya que difiere del derecho que, en ma teria de 

formación profesional, se les otorga en esa sede no rmativa, -

art.64.1.3.c)-, en orden a emitir informe con carác ter previo a 

la ejecución por parte del empresario de los planes  de formación 

profesional de la empresa y al que, el Acuerdo tamb ién se refiere 

ampliando su ámbito objetivo al prever, en los arts . 11 y 12, no 

solo el necesario informe a los representantes, pre vio a la 

ejecución del plan de empresa o agrupado sino tambi én la 

obligación del empresario de informarles trimestral mente de la 

ejecución de los mismos. 

 

                                                 
707 Entiende este autor que aunque la Ley 2/1991, se refiere a los representantes de los trabajadores 

"esta competencia la tendrán también los delegados sindicales en virtud del art 10.3.1 de la LOLIS en cuya virtud los 
delegados sindicales, en el supuesto de que no formen parte del comité de empresa tendrán ... acceso a la misma 
información y documentación que la empresa ponga a disposición del comité de empresa...", cfr. ALBIOL 
MONTESINOS,I., Comités de Empresa y Delegados de Personal, pág.110 
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II. LOS DERECHOS INSTRUMENTALES A LA FORMACION PROF ESIONAL DEL 

TRABAJADOR 

  

 

Facultades jurídicas para la satisfacción del derec ho 

de formación profesional: Identificación.-  Como ya se señaló, el 

Estatuto de los Trabajadores, en el art.23 reconoce  al trabajador 

cuatro derechos o facultades jurídicas en base a la  titularidad 

que ostenta del derecho a la formación profesional en la relación 

de trabajo, con la finalidad de que su capacitación  profesional 

pueda progresar e incrementarse: Derecho de prefere ncia en la 

elección de turno de trabajo, derecho a disfrutar d e los permisos 

necesarios para concurrir a exámenes, derecho a la adaptación de 

la jornada ordinaria de trabajo y el derecho a la c oncesión del 

permiso oportuno de formación o perfeccionamiento p rofesional. 

 

Objeto de estudio.-  Este precepto estatutario está 

integrado por cuatro proposiciones jurídicas, confi gurándose, 

como consecuencia jurídica de cada una de ellas, la s facultades o 

derechos profesionales del trabajador señalados 708 . Al análisis de 

                                                 
708  En efecto, la primera proposición jurídica contenida en el art.23.1.a) dispone que "El trabajador 

tendrá derecho: Al disfrute de los permisos necesarios para concurrir a exámenes,..., cuando curse con regularidad 
estudios para la obtención de un título académico o profesional". De la misma se puede extraer que su presupuesto 
de hecho lo constituye "estar cursando estudios para la obtención de un título académico o profesional y que la 
consecuencia jurídica de la misma es el permiso para concurrir a los exámenes. 

La segunda, se encuentra en la misma sede normativa que la anterior y establece que, "El trabajador tendrá 
derecho : ...a una preferencia a elegir turno de trabajo, si tal es el régimen instaurado en la empresa, cuando curse 
con regularidad estudios para la obtención de un título académico o profesional", de esta previsión estatutaria se 
desprende que el presupuesto jurídico que dará lugar a que el trabajador tenga preferencia para elegir turno de 
trabajo, tendrá lugar cuando aquél, también como en el caso anterior, curse estudios para la obtención de un título 
académico o profesional y, además, en la empresa esté instaurado el régimen de turnos. 

En tercer lugar, y ya en el apartado b) del art.23.1 del Estatuto de los Trabajadores, se reconoce que, "El 
trabajador tendrá derecho: A la adaptación de la jornada ordinaria de trabajo para asistencia a cursos de formación 
profesional". En esta norma se otorga al trabajador la facultad jurídica de poder adaptar su jornada de trabajo pero 
requiriendo para ello que asista a cursos de formación profesional, siendo, en consecuencia, éste, el presupuesto de 
hecho de la norma transcrita y la adaptación de la jornada de trabajo consecuencia jurídica del mismo. 
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las mismas se dedicará este apartado, para lo cual,  se seguirá la 

estructura fijada en el precepto estatutario, desar rollada en 

base a los pronunciamientos doctrinales, tanto judi ciales como 

científicos, que hasta la fecha se han producido y complementado 

con las previsiones convencionales que hacen refere ncia a dichas 

facultades recogidas; en la negociación colectiva s ectorial 

estatal del período comprendido entre Enero de 2000  y Junio de 

2002; y, en los convenios colectivos de empresa pub licados en el 

BOE en el período de tiempo comprendido entre Enero  y Junio de 

2002.   

Previamente a ello, es necesario hacer un estudio g lobal del 

art.23 del Estatuto de los Trabajadores, en orden, 

fundamentalmente a determinar el alcance de la modi ficación que 

la Ley 11/1994 introdujo en el antiguo art.22 de la  norma 

estatutaria y con finalidad de determinar la eficac ia jurídica 

del mismo.  

 

A. EL ART.23 DEL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES: EFIC ACIA JURIDICA  

 

 

Precedente normativo: El art.22 del Estatuto de 198 0. 

Debate doctrinal sobre su eficacia jurídica.- El Estatuto de los 

Trabajadores fue modificado por la Ley 11/1994, de 19 de Mayo, y 

entre las modificaciones operadas encontramos el ar t.22. 

La antigua regulación de los derechos en materia de  

formación profesional contenida en ese precepto, di o lugar a que 

                                                                                                                                                        
 

Y en cuarto lugar, en el mismo art.23.1.b), el Estatuto de los Trabajadores señala que, "El trabajador tendrá 
derecho: ...para la asistencia a cursos de formación profesional...a la concesión del oportuno permiso por formación  
o perfeccionamiento profesional con reserva de puesto de trabajo". En esta norma claramente se señala como 
consecuencia jurídica el permiso por formación o perfeccionamiento profesional y como presupuesto de hecho de la 
misma el ya señalado para la norma anterior; la asistencia a cursos de formación profesional. 
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se plantearan dudas sobre su aplicabilidad directa o no, dadas la 

falta de concreción del mismo y su remisión a los c onvenios 

colectivos para pactar los términos concretos de su  ejercicio. 

 

No hubo una interpretación unívoca en orden a cuál era su 

eficacia jurídica, ni por parte de la doctrina cien tífica ni de 

la doctrina judicial. 

Existían dos corrientes interpretativas; la primera  

defendiendo la inaplicabilidad del precepto legal, en base a la 

falta de concreción del mismo y hasta tanto no se d esarrollase 

convencionalmente su contenido y; la segunda, a fav or de la 

eficacia inmediata del precepto que, aún en el caso  de silencio 

del convenio colectivo sobre los derechos en él con tenidos, 

resultaba aplicable en los términos en que las part es acordaran 

individualmente y, en defecto de acuerdo, según la interpretación 

jurisprudencial que tendría en cuenta las circunsta ncias 

concurrentes dentro de los principios de buena fe y  corrección 

contractuales. 709  

 

La primera interpretación fue mantenida por PALOMEQ UE LOPEZ 

y ALVAREZ DE LA ROSA, entendiendo que tanto el art. 4.2.b) como el 

art.22 del Estatuto de los Trabajadores eran precep tos de 

contenido limitado y escaso, interviniendo la negoc iación 

colectiva como un desarrollo imprescindible del der echo 

constitucional a la promoción profesional 710 . 

 

La segunda tesis fue apoyada por un sector mayorita rio de la 

                                                 
709 En relación a los términos del debate sobre la eficacia del art.22 del Estatuto de los Trabajadores 

de 1980, vid.  SALA FRANCO, T. La reforma del mercado de trabajo, op. cit. pág.130. 

710 Cfr. PALOMEQUE LOPEZ, M.C. Y ALVAREZ DE LA ROSA, M. en Derecho del trabajo, op. 
cit. pág.620. 
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doctrina científica en base a diversos argumentos: Así, tanto 

CAMPS RUIZ como CASAS BAAMONDE defendían que, dado que el 

precepto en cuestión contenía mandatos normativos c ompletos sobre 

las materias o aspectos integrantes de los derechos  reconocidos, 

la falta de desarrollo convencional del mismo no im pedía su 

ejercicio 711 . 

Por su parte, LOPEZ GANDIA también se inclinaba por  esa 

interpretación al entender que el papel del conveni o colectivo no 

era el de garantizar tales derechos, sino regular l os términos 

concretos de su ejercicio 712 . 

Y, este mismo criterio mantenía GARCIA MURCIA para el que 

"el art.22 del Estatuto de los Trabajadores constit uía la 

regulación común y mínima del derecho a la promoció n a través del 

trabajo, a matizar y mejorar por la voluntad de las  partes", 

apoyando esta conclusión, tanto en la interpretació n sistemática 

del precepto legal cuanto en el contenido del mismo . Su 

argumentación básicamente era la siguiente: Por un lado, señalaba 

que el reconocimiento del derecho a la promoción y formación 

profesional en el trabajo ya se encontraba en otras  disposiciones 

del Ordenamiento Jurídico (art.35.1 de la CE y art. 4.2.b) del ET) 

por lo que el art.22 debía funcionar como un desarr ollo de esas 

cláusulas generales para posibilitar su aplicación efectiva, 

apuntando que la técnica utilizada por el Estatuto de los 

Trabajadores para regular este derecho del trabajad or en la 

relación de trabajo, -declaración inicial, seguida de una 

articulación y de unas previsiones más concretas-, era igual a la 

                                                 
711 Cfr. CAMPS RUIZ, L.M., "Promoción Profesional en la empresa", op. cit. pág.100, y CASAS 

BAAMONDE, M.E. "Formación y estabilidad en el empleo: La formación continua y su <<función preventiva>>", 
op. cit. pág.7. 

712 Cfr. LOPEZ GANDIA, J., "Artículo veintidós.- Promoción y formación profesionales en el 
trabajo", op. cit. pág.180. 
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utilizada para regular otros derechos de la misma n aturaleza como 

los de no discriminación en el empleo (art.4.2.c) y  17.1 del ET) 

o el derecho a la protección de la integridad físic a y la 

adecuada política de seguridad e higiene (art.4.2.d ) y art.19 del 

ET). 

Por otro lado, en cuanto al contenido del precepto,  señalaba 

que los instrumento recogidos en el art.22 no eran derechos con 

un fin en sí mismos sino mecanismos que ofrecía el precepto legal 

para dar satisfacción al derecho que se trataba de garantizar y, 

por tanto, si la ley ponía esos medios para alcanza r el derecho 

previamente reconocido, el precepto que los contení a buscaba una 

aplicación directa e inmediata sin necesidad de que  otras normas 

le prestaran apoyo para ello, aunque pudieran hacer lo. 

 

Esta corriente interpretativa favorable a la aplica ción 

directa del contenido del art.22 del Estatuto de lo s Trabajadores 

no era, sin embargo, ajena a las dificultades que l a misma podía 

plantear en la práctica y así se coincidía en la co nveniencia del 

desarrollo complementario del precepto legal a trav és de la 

negociación colectiva 713 . 

 

Por su parte la doctrina judicial vino manteniendo,  

mayoritariamente, la segunda de las interpretacione s señaladas 714 . 

                                                 
713 Para CASAS BAAMONDE, "existe una general coincidencia en que la negociación colectiva, por 

sus dotes de mayor elasticidad y sensibilidad a los cambios, es el instrumento más idóneo para disciplinar los 
derechos y obligaciones de formación en el trabajo, estableciendo mecanismos de promoción de la formación 
continua y programas de adquisición y evolución de la competencia profesional al hilo de las transformaciones 
técnicas y organizativas", en CASAS BAAMONDE,M.E., "Formación y estabilidad en el empleo: la formación 
continua y su <<función preventiva>>", op. cit. pág.8. 
 

Apuntando problemas concretos en la aplicación directa del art.22, vid. LOPEZ GANDIA, J., "Artículo 
veintidós.- Promoción y formación profesionales en el trabajo", op. cit.pág.180 y, señalando, además, otras vías de 
integración o complemento del precepto legal, GARCIA MURCIA, J. "El Derecho a la promoción y formación 
profesional en el trabajo", op. cit. pág.235. 

714 En sentido contrario, vid. la STSJ de Castilla y León de 3 de Mayo de 1991, A/3005 (F.J.2), que, 
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aunque no lo señala explícitamente, podría entenderse que es favorable a la eficacia mediata del art.22 del estatuto de 
los Trabajadores cuando señala que "el art.22 (...) remite en actividades con convenios colectivos a que puede 
pactarse los términos concretos del ejercicio de tal derecho e incluso el grado de aprovechamiento necesario para el 
disfrute del mismo", en este sentido la recoge SALA FRANCO,T., en La reforma del mercado de trabajo, op. cit. 
pág.130 
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Así, fueron numerosos los pronunciamientos de los T ribunales 

Superiores de Justicia en este sentido y entre los mismos, 

reseñable la sentencia del TSJ de Cantabria de 22 d e Febrero de 

1991 en la que, en relación con el derecho a la ele cción de turno 

de trabajo del art.22.1.a) del Estatuto de los Trab ajadores, se 

señalaba que el contenido de tal precepto era preci so y 

determinado y por tanto no una norma en blanco, ya que consagraba 

un derecho de ejercicio inmediato, aunque, haciendo  hincapié en 

el "posible y aún deseable" desarrollo convencional  dada la 

sucinta regulación estatutaria 715 . 

 

Modificaciones introducidas por la Ley 11/1994.- En 

virtud de la Ley 11/1994, de 19 de Mayo, por la que  se 

modificaron determinados artículos del Estatuto de los 

Trabajadores, y del texto articulado de la ley de p rocedimiento 

laboral y de la ley sobre infracciones y sanciones en el orden 

social, publicada en BOE de 23 de Mayo de 1994, las  normas 

contenidas en el antiguo art. 22 del Estatuto de lo s 

Trabajadores, pasaron a integrarse en el actual art . 23 dedicado 

a la "Promoción y Formación Profesional en el traba jo" 716 . 

Este precepto, contenido en la Sección tercera, -qu e pasa a 

denominarse "Clasificación profesional y promoción en el 

trabajo"-, deja intacto el apartado 1º del antiguo art. 22 en el 

que se reconocen a los trabajadores los cuatro dere chos a los que 

nos hemos referido: Permisos para concurrir a exáme nes, 

                                                 
715 Vid. STSJ de Cantabria de 22 de Febrero de 1991, A/1201 (F.J.2) y, en el mismo sentido, STSJ de 

Aragón de 22 de Enero de 1992, A/196 (F.J.2) y STSJ de Galicia de 26 de Julio de 1993, A/3422, (F.J.3)  

716 Sobre las modificaciones operadas en virtud de la Ley 11/1994 sobre la "promoción y formación 
profesional en el trabajo", vid. SALA FRANCO, T., La reforma del mercado de trabajo, op. cit. págs. 130 y 131, 
CAMPS RUIZ, L.M., La nueva regulación del mercado de trabajo, TIRANT LO BLANC, Valencia, 1994, pág.285 
y CONDE MARTIN E HIJAS, V. "Clasificación profesional, promoción profesional y económica y movilidad 
funcional" en BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.) Comentarios a las leyes laborales: El Estatuto de los Trabajadores, 
EDERSA, Madrid, 1994. 
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preferencia en la elección de turno de trabajo, ada ptación de la 

jornada de trabajo y permiso de formación o perfecc ionamiento 

profesional. 

La modificación se produce, en el apartado segundo del art. 

22 del Estatuto de los Trabajadores, -"En los conve nios 

colectivos podrán pactarse los términos concretos d el ejercicio 

de estos derechos y el grado de aprovechamiento nec esario para el 

disfrute de los mismos"-,  ya que, el apartado segu ndo del art.23 

 queda redactado en los siguientes términos: "En lo s Convenios 

Colectivos se pactarán los términos del ejercicio d e estos 

derechos". 

El cambio, por tanto, parece que incide sobre el pa pel que 

el legislador asigna a la negociación colectiva en esta materia. 

 

Alcance de la reforma.- Dos cuestiones cabría apuntar 

sobre esta nueva regulación: La primera de ellas en  relación con 

la eliminación de la referencia expresa al "grado d e 

aprovechamiento necesario para el disfrute de los d erechos" 

reconocidos, y, la segunda, en relación con el pape l que en el 

precepto se asigna a la negociación colectiva. 

 

En relación a la primera, hay que señalar que, el g rado de 

aprovechamiento por el trabajador de las facultades  que la norma 

le reconoce supone una condición al ejercicio del d erecho, ya 

que, como es obvio, si el convenio colectivo lo est ablece, se 

generará, para el trabajador, una obligación que de berá cumplir 

para mantener su derecho, -por ejemplo en caso de q ue haya 

cambiado de turno de trabajo-, o para poder ejercit arlo, -en el 

caso de permisos por exámenes-. Será pues, el grado  de 

aprovechamiento, una condición limitadora del derec ho de que se 

trate. 
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Partiendo de lo anteriormente expuesto es posible e ntender 

el silencio que, al respecto, guarda el texto de la  Ley 11/1994 

en dos sentidos: En primer lugar, entendiendo que a l no referirse 

el art. 23.2 al grado de aprovechamiento, al conven io colectivo 

le queda vedada la posibilidad de establecer esta c ondición al 

ejercicio del derecho o bien, entender, en segundo lugar, que la 

expresión "se pactarán los términos del ejercicio d e estos 

derechos" comprende la posibilidad de que, vía conv encional, se 

establezcan no únicamente el procedimiento de ejerc icio sino 

también condiciones al mismo, y que por tanto, refe rirse a grado 

de aprovechamiento en esa sede normativa resultaría  una 

redundancia, -en la que incurría el antiguo art.22. 2 del Estatuto 

de los Trabajadores-.  

La primera de las interpretaciones sería defendible  si se 

entendiera que esta condición limita el ejercicio d el derecho de 

tal forma que éste deviene impracticable.  

Sin duda esto no es así, ya que, como se tendrá oca sión de 

ver, el derecho a la formación del trabajador, -del  que son 

contenido las facultades que el art. 23.1 del Estat uto de los 

Trabajadores otorga al trabajador por tal motivo-, no tiene, -

como ningún otro derecho-, carácter absoluto y en t al sentido se 

encuentra limitado en orden a las obligaciones que su titularidad 

genera para el trabajador. 717  

Resultará, pues, la segunda posibilidad apuntada, s in duda, 

la más razonable y lleva a entender que la modifica ción 

introducida por el legislador, en este aspecto, se limita a ser 

una mejora técnica. 

Ninguna objeción cabría oponer, por tanto, a la  su presión 

de la expresión "grado de aprovechamiento necesario  para el 

                                                 
717 Vid. en este sentido, GONZALEZ ORTEGA, S., "El progreso en la capacidad profesional como 

obligación del trabajador en el estatuto de los Trabajadores", op. cit. pág.146. 
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disfrute de los mismos", porque, obviamente, si el convenio 

colectivo está llamado a regular los términos del e jercicio del 

derecho puede en virtud de ello establecer condicio nes al 

ejercicio del mismo que, sin limitarlo más allá de lo razonable, 

constituyan obligaciones para el trabajador y resul ten 

instrumento adecuado para satisfacer simultáneament e los 

intereses del trabajador y empresario. 718  

 

Eficacia jurídica del art.23 del Estatuto de los 

trabajadores.- En cuanto a la segunda de las cuestiones 

planteadas, son numerosas las elaboraciones científ icas que tras 

la reforma del mercado de trabajo vienen abordando este tema, 

precisando el sentido del art.23.2 del Estatuto de los 

Trabajadores y fundamentando, en algunos casos, la eficacia del 

precepto legal, precisamente en la remisión que, en  este 

apartado, se hace a la negociación colectiva. 

 

Así encontramos que, en contra radicalmente de la e ficacia 

directa del precepto legal se pronuncia CONDE MARTI N DE HIJAS, 

por entender que se traslada al convenio colectivo de modo 

imperativo la misión de completar la regulación de la ley, siendo 

el precepto legal una norma imperfecta, no suscepti ble de 

aplicación inmediata con sus solos elementos y nece sitando, por 

tanto, del convenio colectivo, para su concreción 719  

                                                 
718 Como recuerda  ROMAN DE LA TORRE, “gran parte del contenido de tales derechos (los 

recogidos en el art.23 ET) se reconoce también con vistas a que la propia mejora de la profesionalidad del trabajador 
redunde también en la mejora simultánea de la calidad del trabajo y en consecuencia de la competitividad de la 
empresa”, cfr. en “Clasificación profesional y movilidad funcional”, op. cit. pág.212. 
 

No es ésta, de cualquier forma, la sede adecuada para hacer un análisis en profundidad de los mismos, ya 
que, aun siendo parte del contenido del derecho a la formación profesional lo integran en cuanto obligaciones que se 
generan para el trabajador como titular más que como facultades puestas a disposición de éste. 

719 Cfr. CONDE MARTIN DE HIJAS, V., "Clasificación profesional, promoción profesional y 
económica y movilidad funcional" en BORRAJO DACRUZ (Dir.) Comentarios a las leyes laborales: La reforma del 
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Esta postura interpretativa, sin duda "restrictiva" , para 

SALA FRANCO, puede verse favorecida por el hecho de  que en la 

regulación actual la "remisión al convenio colectiv o sea 

conminatoria -<<se pactarán>>-, mientras que antes la remisión 

era posibilista"; no obstante, este autor, indicia una 

interpretación contraria en base a la fórmula legal  recogida en 

el párrafo primero del precepto "el trabajador tend rá derecho", 

entendiendo que "se sigue reconociendo el derecho d e los 

trabajadores en términos claros y contundentes" 720 .  

En sentido similar se pronuncia ALFONSO MELLADO, se ñalando 

que, aun siendo posible mantener una interpretación  favorable a 

la aplicación directa del precepto, "resulta difíci l sostener que 

una modificación tan evidente de redacción no impli que ningún 

cambio regulador e interpretativo" 721 . 

 

Para CAMPS RUIZ los términos del debate sobre la ef icacia 

jurídica del precepto deben centrarse en "si el pre cepto legal es 

portador o no de enunciados jurídicos autosuficient es, 

susceptibles de aplicación directa" y no en cual se a el papel que 

la ley asigna al convenio colectivo, ya que, "una c osa es que el 

ET establezca que los convenios colectivos deben -y  no 

simplemente pueden- ocuparse de un tema, y otra dif erente es que 

si los convenios colectivos hacen caso omiso del ma ndato legal, 

                                                                                                                                                         
Estatuto de los Trabajadores, Tomo I, Vol.2º, EDERSA, Madrid, 1994, pág.220. 
 

  MONREAL BRINGSVAERD se suma a esta posición doctrinal en base a la interpretación literalidad  del 
precepto y a la finalidad pretendida por la reforma de 1994. Cfr. MONREAL BRINGSVAERD, E, en “Los derechos 
de promoción y formación profesional en el trabajo. Análisis de la negociación colectiva posterior a la reforma 
laboral de 1994", AL, núm.27, 1997, págs.720 y 721. 

720 Cfr. SALA FRANCO, T., La reforma del mercado de trabajo, op. cit. págs.130 y 131. 

721 Cfr. ALFONSO MELLADO, C.L., "Las reformas sobre el tiempo de trabajo", en ALFONSO 
MELLADO, C.L. Y GARCIA ORTEGA, J., Jornada y ordenación del tiempo de trabajo, TIRANT LO BLANCH, 
Valencia, 1994, págs.83 y 84. 
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la regulación legal sobre ese tema carezca de opera tividad". Y, 

en relación a la primera cuestión, mantiene el crit erio que ya 

sostuvo en relación con el art.22 del Estatuto de l os 

Trabajadores de 1980, -en base a que el contenido d el antiguo 

art.22.1 del Estatuto de los Trabajadores pasa al n uevo art.23.1 

quedando inalterado-, considerando que los derechos  en materia de 

formación profesional son susceptibles de ejercicio  con la sola 

regulación del Estatuto de los Trabajadores. 722   

Tampoco considera  PEDRAJAS MORENO  que la efectivi dad de 

los derechos reconocidos en el art.23 del ET  queda  sometida o 

condicionada al desarrollo convencional, pues como precisa, “son 

derechos subjetivos perfectos, en el sentido de que , nacidos de 

la ley, pueden ser reclamados por los trabajadores en quienes 

concurran los presupuestos legales de aplicación” 723 .   

Comparto plenamente la opinión de estos autores, ya  que, si 

atendemos a la estructura del apartado 1 del art.23 , como ya se 

apuntó, este precepto reúne cuatro proposiciones ju rídicas 

completas -en todas aparece un presupuesto de hecho  con su 

correlativa consecuencia jurídica-, y, por consigui ente, tienen 

todas ellas los elementos necesarios que permitirán  la labor de 

los jueces en orden al enjuiciamiento jurídico del hecho, 

necesario para la aplicación del derecho al caso co ncreto 724 . 

  En consecuencia, es perfectamente defendible su e ficacia 

inmediata y, por ende, la innecesaria intervención del convenio 

colectivo para hacer aplicables los derechos allí r econocidos 725 .  

                                                 
722 Cfr. CAMPS RUIZ, L.M., La nueva regulación del mercado de trabajo, TIRANT LO BLANCH, 

Valencia, 1994, pág.285. 

723 Cfr. PEDRAJAS MORENO, A., en “Formación y derechos individuales”, op. cit. pág.513. 

724 Sobre la aplicación del derecho y el razonamiento subsuntivo, vid. LARENZ,K., Metodología de la 

Ciencia del Derecho, ARIEL, Barcelona, 1966, págs.210 y 224 

725 En este sentido, vid. la sentencia del TSJ de Cantabria de 22 de Febrero de 1991, A/1201, 
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Sin embargo, no cabe duda de que tanto esos derecho s como 

los distintos presupuestos de hecho, se formulan de  forma tan 

genérica que precisan ser completados con otras pro posiciones, ya 

legales ya convencionales, dirigidas, precisamente,  a 

determinarlos más detalladamente. 

Esta tarea desde luego resulta más acuciante en uno s casos 

que en otros. En este sentido, señala MARTIN PUEBLA  que la falta 

de criterios convencionales que determinen las cond iciones y 

consecuencias del ejercicio de esos derechos puede no dificultar 

el ejercicio directo de los recogidos en el apartad o a) del 

art.23, pero no ocurre lo mismo respecto de los del  apartado b). 

En particular, el derecho al disfrute del permiso d e formación o 

perfeccionamiento profesional con reserva de puesto  de trabajo,  

para este autor, es “difícilmente concebible” a fal ta de 

desarrollo convencional 726 . 

 De cualquier forma, a mi juicio, ello no obsta par a que el 

desarrollo convencional del art.23 ET sea necesario   con el fin 

de evitar la inseguridad jurídica y conflictos que pudieran 

plantearse pero no para dar efectividad a los derec hos ahí 

recogidos. 

 

Por otra parte, como señala SALA FRANCO, otro argum ento para 

reafirmar la eficacia directa del precepto proviene  de la 

interpretación literal del mismo, en cuanto que, en  el apartado 

1º se atribuye a los trabajadores estos cuatro dere chos en 

materia de formación profesional de forma clara y r otunda 

utilizándose para ello la expresión "el trabajador tendrá 

                                                                                                                                                         
señalando, en relación a la preferencia en la elección de turno de trabajo, que el art.22.1.a), "consagra un derecho de 
ejercicio inmediato, con presupuestos de hecho y contenido preciso y determinados, por más que sea posible y aun 
deseable que en los convenios colectivos se precise la sucinta regulación estatutaria". 

726 Cfr. MATIN PUEBLA, E., en Formación profesional y contrato de trabajo, op. cit. pág.160. 
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derecho".  

Conclusión a la que igualmente se podría llegar com parando 

esa expresión con la incluida en la redacción del a rt.25.1 de la 

norma estatutaria, innovada también por la Ley 11/1 994. Este 

precepto señala que "el trabajador, en función del trabajo 

desarrollado, podrá tener derecho a una promoción e conómica en 

los términos fijados en Convenio colectivo o contra to individual" 

y la expresión "podrá tener derecho" ha dado pie a que la 

doctrina entienda que se ha producido una deslegali zación del 

derecho a la promoción económica, lo que en consecu encia, bien 

pudiera conducir a interpretar la expresión "el tra bajador tendrá 

derecho" del art.23. en sentido contrario, es decir , entendiendo 

que los derechos allí enumerados sí están legalment e reconocidos, 

no siendo necesario, por tanto, para su existencia que el 

convenio colectivo fije los términos de su ejercici o. 727  

 

Por otra parte, la interpretación sistemática del p recepto 

plantea la siguiente cuestión; si el derecho a la f ormación 

profesional, de forma genérica, queda reconocido en  el art.4.2.b) 

del ET, ¿qué sentido tiene en el art.23 del ET reco nocer los 

derechos concretos derivados de aquel genérico sin otorgarles 

efectividad alguna?, sólo tendría sentido si su rec onocimiento 

legal fuera necesario para su posterior desarrollo convencional. 

Pero esto no es así, el convenio colectivo puede, d entro del 

respeto a la ley, asignar al trabajador, no solo és tas, sino 

cualquier otra facultad que pueda dar satisfacción al derecho a 

la formación que, de forma genérica, se le reconoce  en el 

art.4.2.b), sin necesidad de que previamente estén previstas en 

                                                 
727 Cfr. SALA FRANCO, T., La reforma del mercado de trabajo, op. cit. pág. 154 y CAMPS RUIZ, 

L.M., La nueva regulación del mercado de trabajo, op. cit. pág.218. 
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la ley. 728  

 

En conclusión, parece que lo más acertado es defend er que el 

trabajador tiene la posibilidad de hacer uso de las  facultades, 

reconocidas en el art.23.1 del Estatuto de los Trab ajadores, para 

satisfacer su derecho a la formación profesional. S in embargo, 

las condiciones del ejercicio de estos derechos pod rán estar o no 

establecidas en convenio colectivo; en el primer su puesto, 

trabajador y empresario se verán obligados a ejerci tar uno su 

derecho y a cumplir el otro su obligación correspon diente, de 

conformidad con los términos establecidos en la nor ma 

convencional, y, en el segundo supuesto, es decir a nte el 

silencio del convenio sobre esta materia o la inexi stencia del 

mismo, las partes de la relación laboral deberán ej ercitar y 

cumplir sus respectivos derechos y obligaciones, se gún acuerdo 

individual y, de no existir éste, de buena fe e ins pirándose en 

las pautas que los tribunales del orden social veng an 

estableciendo al interpretar y aplicar el precepto estatutario. 

 

Papel que el art.23 ET asigna al convenio colectivo .- 

En otro orden de cosas, participo también con CAMPS  RUIZ en la 

necesidad de distinguir entre la eficacia jurídica del art.23.1 

del Estatuto de los Trabajadores y la previsión con tenida en el 

apartado segundo de dicho precepto, como dos cuesti ones 

                                                 
728 Buen ejemplo de ello lo tenemos en los convenios colectivos que, como se vio supra, dan al 

trabajador-estudiante preferencia en la elección de turno de vacaciones sin que tal facultad esté recogida previamente 
en el Estatuto de los Trabajadores. <<Compañía Española de Tabaco en Rama, S.A. (CETARSA)>> (R.7281), 
<<Paradores de turismo>> (R.201). 

También en los convenios colectivos que reconocen al trabajador el derecho a percibir una ayuda o beca de 
estudios para cubrir los gastos de matrícula, libros, etc.; <<Logo, almacenaje y distribución>> (R.1295), 
<<Reintegra,S.A.>> (R.3477), <<Mapfre>> (R.6281), <<Wincor Nixdorf, S.L.>> (R.7353), <<Novedades agrícolas, 
S.A.>> (R.8108), <<Miele>>( R.9939), <<Getronics Grup CP,S.L.>> (R.8717), <<Reale grupo asegurador>> 
(R.8471), <<Fiat auto, España>> ( R.12944), <<Celite hispanica, S.A.>> (R.11551), <<Eads-Casa y Airbus España, 
R.11881), así como en aquellos que se establecen dietas por desplazamiento para participar en acciones formativas 
organizadas por la empresa <<Paradores de turismo>> (R.201) y <<Vigilancia integrada, S.A.>> (R.6352). 
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independientes y, por tanto necesitadas de un análi sis 

diferenciado, ya que, nada impediría, por ejemplo; defender la 

aplicación directa del precepto legal y simultáneam ente entender 

que en el mismo se impone a los sujetos negociadore s del convenio 

colectivo el deber de pactar sobre la materia -y as í, cabrían 

tantas posibilidades como combinaciones pudieran ha cerse con 

ambas cuestiones-. 

 

La cuestión principal a solventar es si existe o no  

obligación de negociar los términos del ejercicio d e los derechos 

previamente reconocidos y, secundariamente -en caso  de concluirse 

en la existencia del deber de negociar sobre esta m ateria- la 

naturaleza de la obligación, es decir, si ésta es d e resultado o 

solo de medio. 

 

La mayoría de las opiniones doctrinales que hasta e l momento 

se han vertido parecen coincidir en que el apartado  2 del art.23 

contiene un mandato en su remisión al convenio cole ctivo, 

imponiéndose a los sujetos negociadores del conveni o colectivo, 

en virtud de ésta disposición legal, un específico deber de 

contratar sobre los derechos enumerados en el apart ado 1 y 

constituyendo, en consecuencia, una obligación de r esultado en 

cuanto que esta materia devendría contenido obligat orio de los 

convenios colectivos, a pesar de que el art.85.2 no  se refiera a 

ella expresamente 729 .  

En ocasiones, sin embargo, se matiza que el carácte r 

necesario de la regulación convencional que estable ce el precepto 

                                                 
729 Cfr.  CONDE MARTIN DE HIJAS, V., "Clasificación profesional, promoción profesional y 

económica y movilidad funcional", op. cit. pág.220. y  ESCUDERO RODRIGUEZ, R., "Ley, convenios colectivos y 
acuerdos de empresa", en VALDES DAL-RE, F. (Dir.), La reforma del mercado laboral, LEX NOVA, Valladolid, 
1994, pág.49. MARTIN PUEBLA, E., Formación y contrato de trabajo, op. cit. pág.160. 
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estatutario no alcanza a obligar a los sujetos nego ciadores, 

limitando o condicionando, en definitiva, el desarr ollo de la 

autonomía negocial. 

 

Desde mi punto de vista efectivamente existe un deb er legal 

de negociar, y, siendo susceptibles de negociación todos los 

derechos previamente reconocidos, en último término  corresponde a 

los sujetos negociadores determinar cuales, de las previsiones 

estatutarias del art.23.1, serán objeto de desarrol lo 

convencional. En este último supuesto la determinac ión del marco 

de negociación se podría establecer a través de Acu erdos Marco -

como es el caso del ANFC- en virtud de los cuales s e estructure 

la negociación colectiva sobre esta materia, o, en defecto de los 

mismos, por los sujetos negociadores de los conveni os colectivos 

ordinarios. 

Los sujetos negociadores serán los encargados de de terminar 

cuáles deben ser regulados convencionalmente de acu erdo con las 

necesidades del sector o empresa correspondiente, c onstituyendo, 

por consiguiente, una obligación de medio y no de r esultado ya 

que ésta no será materia que deban contener necesar iamente, los 

convenios colectivos. Para dar cumplimiento con lo preceptuado en 

el art.23.2 bastará que los sujetos negociadores se  planteen la 

misma como objeto de negociación y en tal sentido l legar a 

considerarla necesariamente incluible como tal en e l escrito de 

iniciación de las negociaciones 730 . 

 

                                                 
730 Parece que en este sentido apunta la interpretación de ROMAN DE LA TORRE,M.D., al señalar 

que "La nueva redacción legal se fundamenta en el intento de <<reforzar la efectividad del derecho>>, sustituyendo 
el carácter potestativo que tenía hasta ahora la regulación por el convenio por su carácter necesario, si bien no puede 
interpretarse en un sentido obligatorio que limite o condicione el propio desarrollo de la autonomía negocial", cfr. en 
ROMAN DE LA TORRE,M.D., "Clasificación profesional y movilidad funcional", op. cit. pág.214  y apoyando 
también esa posición vid. MIRON HERNANDEZ, M.M., en El derecho a la formación profesional del trabajador, 
op. cit. pág.59. 
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 Esta interpretación se podría avalar en atención a  las 

siguientes razones; en primer lugar, resulta más re spetuosa con 

la autonomía colectiva en general y en particular c on la libertad 

de contenido negocial consagrado en el art.85.1 del  Estatuto de 

los Trabajadores, al permitir a las organizaciones pactantes del 

acuerdo marco o convenio colectivo determinar el co ntenido 

negocial, y en segundo lugar, tampoco chocaría con lo preceptuado 

en el art.85.2 en cuanto que "los términos del ejer cicio de estos 

derechos" no constituirían contenido obligatorio de l convenio 

colectivo, salvo que así se establezca en un Acuerd o Marco. 

 

Por otra parte resulta acorde con el espíritu y fin alidad de 

la norma de la que deriva, esto es, de la Ley 11/19 94; en orden 

tanto a la potenciación de la negociación colectiva  y la mejora 

de sus contenidos, como a la flexibilización y adap tación de la 

ordenación jurídica de las relaciones de trabajo a las diversas y 

cambiantes situaciones de los sectores de actividad  y de las 

empresas.  

En efecto, por un lado, al establecerse el deber de  

negociar, se potencia la negociación colectiva sobr e esta materia 

y, por otro, al configurarse ésta como una obligaci ón de medio y 

no de resultado, permitiendo que sean los sujetos n egociadores 

los que fijen el marco de negociación, se logra una  mayor 

flexibilización y adaptación del ejercicio de los d erechos en 

materia de formación profesional a las específicas situaciones y 

necesidades formativas de los sectores de actividad  y de las 

empresas. 

 

 

B. LA PREFERENCIA EN LA ELECCION DE TURNO DE TRABAJ O. 
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Incidencia en la relación laboral.- La preferencia en 

la elección de turno de trabajo, junto con la posib ilidad de 

adaptar la jornada de trabajo, son los medios previ stos por el 

Estatuto de los Trabajadores para que el trabajador , adecuando el 

tiempo de trabajo a las exigencias educativas, pued a simultanear 

estudios y prestación laboral 731 . 

Ambas facultades quedan a disposición del trabajado r en el 

art. 23, apartado 1 del Estatuto de los Trabajadore s y el 

ejercicio de las mismas producirá la novación del c ontrato de 

trabajo como consecuencia de la variación del horar io de la 

prestación laboral. 

 

 

a) Presupuesto de hecho.  

 

Reconocimiento legal.- Este precepto complejo, que 

agrupa en su apartado 1º cuatro normas jurídicas, c onfigura la 

"preferencia en la elección de turno de trabajo" co mo 

consecuencia jurídica de una de ellas. La norma en cuestión, 

contenida en la letra a) del apartado 1º del art. 2 3 del Estatuto 

de los Trabajadores, prevé que, "el trabajador tend rá derecho... 

a una preferencia a elegir turno de trabajo, si tal  es el régimen 

instaurado en la empresa, cuando curse con regulari dad estudios 

para la obtención de un título académico o profesio nal". 

Así pues, y como fácilmente se deduce de su enuncia do, 

estamos ante una norma jurídica completa que condic iona la 

preferencia en la elección de turno de trabajo a do s 

circunstancias; una de ellas relacionada con el tra bajador, 

                                                 
731 Cfr. PRADOS DE REYES, J., "Las conexiones de la formación profesional y el contrato de 

trabajo", op. cit. pág.132. 
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requiriendo que éste curse con regularidad estudios  para la 

obtención de un título académico o profesional y, l a segunda, en 

relación con la organización empresarial, exigiendo  que en la 

empresa este instaurado un régimen de trabajo a tur nos. 

Condiciones ambas que integran el presupuesto de he cho de la 

norma y que, a continuación, pasaré a analizar. Des pués me 

referiré al ejercicio del derecho que constituye la  consecuencia 

jurídica de la norma en cuestión para terminar haci endo 

referencia a la negociación colectiva en esta mater ia. 

 

 

Cursar con regularidad estudios académicos.- El primer 

requisito que el precepto establece para que pueda operar el 

derecho del trabajador a elegir turno de trabajo es  que éste 

curse estudios "con regularidad".  

Propone la doctrina científica dos posibles interpr etaciones 

del término "regularidad", que a juicio de RODRIGUE Z PASTOR no 

tienen por qué ser excluyentes 732 ; a la primera de ellas -más en 

consonancia con la acepción del término propuesta p or la Real 

Academia de la Lengua 733  - alude CAMPS RUIZ entendiendo que hace 

referencia al comportamiento que el trabajador debe  guardar en el 

ejercicio del derecho "aunque solo fuera como conse cuencia de la 

buena fe exigible en el ejercicio de todo derecho" y que 

"probablemente debe manifestarse más en una actitud  diligente, de 

esfuerzo y aportación de medios, que en un determin ado 

aprovechamiento" 734 , la segunda interpretación, propuesta por 

                                                 
732 Vid. RODRIGUEZ PASTOR, G., en El régimen jurídico de la distribución de la jornada de 

trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, pág.271. 

733 Diccionario de la Lengua Española, 20ª Ed.,  Real Academia Española, Madrid, 1992. 
"Regularidad. Calidad de regular.// Exacta observancia de la regla o instituto religiosa." 

734 CAMPS RUIZ, L.M., "Promoción profesional en la Empresa", op. cit. pág. 103. 
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GARCIA MURCIA, conduce a considerar que la norma ex ige "aunque de 

manera indirecta, que se trate de estudios de larga  duración", 

duración que el citado autor entiende será, normalm ente, superior 

a un año en virtud de los planes de estudio del sis tema educativo 

Español. 735  

Por su parte la Jurisprudencia en las ocasiones que  ha 

tenido de pronunciarse al respecto, no hace una int erpretación 

unívoca del término, ya que, mientras el TSJ de Cas tilla-León en 

sentencia de 31 de Enero de 1990 entiende por "regu laridad" la 

asistencia a clases con continuidad, el TSJ de la R ioja en 

sentencia de 27 de Junio de 1990 considera que la m isma exige de 

manera indirecta que se trate de estudios de larga duración, 

normalmente la habitual de un curso académico. 736  

la segunda de las interpretaciones propuestas, trae rá como 

consecuencia que queden excluidas del supuesto aque llas 

actividades formativas que tengan carácter eventual , así lo 

señalan tanto GARCIA MURCIA como el pronunciamiento  judicial que 

se hace eco de su interpretación, y en virtud de el lo, esta 

interpretación resultará más restrictiva que la pri mera respecto 

de la facultad otorgada por este precepto estatutar io al 

trabajador 737 .  

 

La doctrina judicial, basándose en criterios teleol ógicos, 

viene pronunciándose en contra de la interpretación  restrictiva 

                                                 
735 GARCIA MURCIA, J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el trabajo", op. 

cit. pág. 229. 

736 Vid. STSJ de Castilla-León (Burgos) de 31 de Enero de 1990 A/2273 (F.J.1) y STSJ de La Rioja 
de 27 de Junio de 1990 A/2220 (F.J.4). 

737 Para GARCIA MURCIA quedarían excluidos de este supuesto "los cursillos, seminarios o 
actividades formativas que tengan un carácter eventual o cuya duración no supere el mínimo de tiempo que requiere 
la expresión <<regularidad>>", en GARCIA MURCIA, J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional 
en el trabajo", op. cit. pág. 229. 
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del art. 23 del ET, en concreto respecto de la exis tencia de la 

facultad de elección de turno cualquiera que sea el  régimen de 

turnos existente, -turnos fijos o turnos rotatorios - 738 , esta 

doctrina interpretativa bien podría hacerse extensi ble a la 

interpretación de todo el art. 23 del  ET y no solo  a ese aspecto 

del precepto, en cuanto que su virtualidad radica e n impedir la 

limitación del  ejercicio de las facultades o derec hos que el 

precepto concede al trabajador y dado que, como señ ala el TSJ de 

Galicia de 26 de Julio de 1993, este precepto resul ta "concreción 

de los derechos constitucionales a la promoción a t ravés del 

trabajo (art. 35.1) y a la formación profesional (a rt. 40.2)" 739 . 

En base a ello cabría entender que la duración de l os estudios no 

resulta el factor determinante a estos efectos sino  que lo será 

que las normas reguladoras de los que quiera cursar  el trabajador 

prevean las clases y la asistencia a las mismas, co mo medio 

adecuado en orden a la obtención del título corresp ondiente. 

Especialmente significativa resulta un reciente 

pronunciamiento del TSJ del País Vasco en el que se  considera que 

entra dentro del supuesto cursar con regularidad es tudios en la 

Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED ) cuando, como 

se sabe, esta universidad sigue un sistema de enseñ anza que 

excluye las clases presenciales, que facilita a los  alumnos los 

materiales necesarios para que adquieran los conoci mientos 

precisos  y que, a efectos de complementar éstos, e stablece un 

                                                 
738 Sobre su aplicación con independencia del régimen instaurado en la empresa, ya se trata de turno 

fijo o rotatorio, vid. STS u.d. de 25 de Octubre de 2002, A/10211. 

739 Vid. STSJ de Galicia de 26 de Julio de 1993 A/3422 (F.J.3). En el mismo sentido se pronunciaba el 
TCT en Sentencia de 5 de Octubre de 1988, A/6106 (F.J.2), considerando que "el art. 22 no es susceptible de una 
interpretación restrictiva, sino acorde con esos mandatos constitucionales (derecho constitucional a la educación, a la 
promoción a través del trabajo y el principio programático de acceso a la cultura) a fin de que quede dotado de una 
eficacia real". 
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sistema de tutorías 740 .  

 

En relación con lo anterior y como señala la doctri na, solo 

estaremos en el supuesto de hecho de la norma cuand o resulte 

necesario hacer compatibles clases con prestación l aboral, y -

cabría adicionar teniendo en cuenta el pronunciamie nto judicial 

anterior-, también cuando sea necesario compatibili zar la 

prestación laboral con las actividades formativas e stablecidas 

por el sistema de enseñanza que siga el trabajador cuando estas 

resulten medios necesarios para que complemente sus  estudios.  

De cualquier forma  quedan excluidos los supuestos en que la 

formación sea causa del contrato de trabajo, aquell os en que la 

formación se realice por encargo de la empresa y aq uellos en que 

se lleva a cabo para evitar el despido del trabajad or. 741  

 

 

Estudios dirigidos a la obtención de un título 

académico o profesional.- En segundo lugar, exige la norma que 

los estudios estén dirigidos a obtener un "título a cadémico o 

profesional". 742  

                                                 
740 Vid. STSJ de 19 de Septiembre de 2000 A/40816 (2001) (F.J.2) 

 
 En sentido contrario resolvió el TCT un supuesto muy similar al anterior en sentencia de 11 de Julio de 

1985, A/4893, (Cdo.2). En esta sentencia se denegó el derecho a la preferencia en la elección de turno de trabajo a un 
trabajador que, aun cursando estudios con "regularidad", para el seguimiento de los mismos no resultaba necesaria la 
asistencia a clase. En el supuesto concreto planteado, el trabajador se matriculó para cursar los estudios de C.O.U. en 
el Instituto Nacional de Bachillerato a Distancia y en el curso de acceso directo en la Universidad Nacional de 
Educación a Distancia, y el fallo al que llega el Tribunal se basó en la finalidad de estos Organismos; "facilitar los 
estudios, bien de Bachillerato o de Facultad Universitaria, a quienes, precisamente, por razón de trabajo no pueden 
asistir regularmente a las clase impartidas, sin que tengan obligación de acudir a las Tutorías diariamente, sino tan 
sólo cuando precisen efectuar alguna consulta o explicación de algún tema" y en la compatibilidad de los turnos que 
venía realizando el trabajador con la asistencia frecuente a las tutorías. 

741 GARCIA MURCIA, J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el trabajo", op. 
cit. pág. 229. 

742 En la negociación colectiva consultada tan sólo 4 convenios colectivos de empresa regulan esta 
facultad del trabajador. De estos únicamente DHL Internacional España, S.A. (R.3873)  parece ampliar el 
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Entiende el TCT en la sentencia de 3 de Noviembre d e 1987 

por título profesional aquel que "habilita para el ejercicio de 

una determinada profesión" mientras que considera t ítulo 

académico, "aquel que sirve para acreditar haber se guido y 

superado los cursos propios de una determinada clas e de enseñanza 

y que sea expedido por un centro reconocido por el Estado a tal 

objeto" y en igual sentido se pronuncia el TSJ de l a Rioja en 

sentencia de 27 de Junio de 1990 no considerando de terminante el 

carácter público o privado del centro donde se real icen. 743  

La interpretación que al respecto ofrece GARCIA MUR CIA, es 

menos restrictiva que la mantenida por la jurisprud encia al 

entender que no tiene que tratarse forzosamente de un título 

reconocido por una disposición legal o por la Admin istración. 744  

En cualquier caso resulta evidente, tanto de la exp resión 

legal cuanto de la interpretación que de la misma s e hace, que el 

título académico no tiene necesariamente que facult ar para el 

ejercicio de una profesión específica, lo que ocurr e, por 

ejemplo, con los títulos de EGB y BUP 745  o con el que expide la 

Escuela Oficial de Idiomas. Por otra parte se entie nde que 

igualmente entra en el supuesto de hecho los cursos  de acceso a 

                                                                                                                                                         
presupuesto de la norma al otorgar preferencia en la elección de turno de trabajo al trabajador que  “curse estudios 
con regularidad en centros oficialmente reconocidos”. Por tanto no exigiéndose que los estudios vayan dirigidos 
necesariamente a la obtención de un título académico o profesional. 

743 Cfr. CAMPS RUIZ, L.M., "Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág. 102. 
 

Vid. STCT de 3 de Noviembre de 1987, A/ 23863 (F.J.3) y STSJ de Galicia 26 de Julio de 1993, A/3422, 
citando a la anterior en el F.J.3. 
 

Vid., asimismo, la STSJ de la Rioja, de 27 de Junio de 1990, A/2220 (F.J.6).  

744 GARCIA MURCIA, J., "Derecho a la promoción y a la formación profesional en la empresa", op. 
cit. pág. 230. 

745 Vid. la Sentencia del TCT de 5 de Octubre de 1988, A/6106, en la que reconoce al trabajador que 
cursa estudios de BUP el derecho de preferencia en la elección de turno de trabajo, (F.J.2). 
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la Universidad 746 . 

 

En base a ello cabría plantear si la facultad que e l art. 

23.1.a) del Estatuto de los Trabajadores otorga al trabajador, 

consistente en tener preferencia en la elección de turno de 

trabajo cuando cursa estudios para la obtención de un título 

académico, deriva de que éste sea titular del derec ho subjetivo a 

la formación profesional o si tal facultad proviene  de que el 

trabajador es titular del derecho fundamental a la educación 

reconocido en el art. 27 de la CE. La trascendencia  de la 

cuestión deriva de la distinta protección jurídica que, según el 

caso, tendrá el derecho y de la posible prevalencia  que tendrá 

este derecho al entrar en colisión con otros derech os del resto 

de trabajadores. 

 

No parece que cuando el ordenamiento jurídico pone a 

disposición del trabajador esta facultad pretenda c on ello que 

éste satisfaga solamente su capacitación profesiona l, para ello 

hubiera bastado concederle la misma, únicamente, cu ando cursara 

estudios para la obtención de un título profesional , sin embargo, 

el ET se la concede cuando curse estudios cualquier a que sea el 

ámbito de conocimiento al que vayan dirigidos, por lo que 

resultará más lógico entender, como hace GARCIA MUR CIA, que la 

finalidad de la norma es facilitar la formación del  trabajador, 

pero en un sentido muy general, protegiendo así no solo la 

profesionalidad del trabajador, sino el desarrollo de la 

personalidad del mismo, en su conjunto 747 . 

                                                 
746 Interesa apuntar que el TSJ de Aragón en sentencia de 16 de Junio de 1993, A/2909, consideró  que 

el trabajador, que venía realizando jornada rotativa de mañana y de tarde, tenía derecho al cambio al turno fijo de 
mañana para poder cursar los estudios de preparación de acceso a la Universidad y de alemán en la Escuela Oficial 
de Idiomas.  

747 GARCIA MURCIA, J., "El Derecho  a la promoción y a la formación profesional en el trabajo", 
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Entender que este es el bien jurídico que el Estatu to de los 

Trabajadores pretende que el trabajador satisfaga  actuando su 

derecho a elegir turno de trabajo, conduce inexorab lemente al 

art. 27.2 de la Constitución, ya que, en este prece pto 

constitucional se reconoce el derecho a la educació n, y se señala 

como objeto de la misma "el pleno desarrollo de la personalidad 

humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia 

y a los derechos y libertades fundamentales", en co nsecuencia, se 

podría entender que el trabajador como ciudadano es  titular del 

derecho subjetivo a la educación y en virtud de ell o el 

ordenamiento jurídico laboral le concede, como trab ajador por 

cuenta ajena, la facultad de poder elegir turno de trabajo para 

cursar estudios como medio para poder desarrollar s u 

personalidad 748 . 

En apoyo de esta idea se podrían traer a colación e l 

pronunciamiento, antes reseñado, del TCT de 5 de Oc tubre de 1988 

por dos motivos; en primer lugar, porque este órgan o 

jurisdiccional participa de la idea expuesta al dec larar que "el 

art.4.1.b) de la Ley 8/1980 proclama como derecho b ásico del 

trabajador el de promoción y formación profesional,  estando en 

consonancia con el derecho constitucional a la educ ación 

(artículo 27.1), así como con el relativo a la prom oción a través 

del trabajo (artículo 35.1) y el principio programá tico de acceso 

a la cultura (artículo 44.1)" y, en segundo lugar, porque 

entiende digna de tutela tanto la formación profesi onal del 

trabajador cuanto su formación cultural y académica 749 . 

                                                                                                                                                         
op. cit. pág.231. 

748 Entiende PEREZ LUÑO, que el art.27 de la Constitución, forma parte del conjunto de normas que 
tienden a garantizar el pleno desarrollo de la personalidad. Vid. PEREZ LUÑO, Derechos Fundamentales, 
TECNOS, 2ª Ed., Madrid, 1986, pág.200. 

749 Vid. STCT de 5 de Octubre de 1988, A/6106, (F.J.2). 
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La postura de la doctrina no es clara al respecto p ues, 

mientras para LOPEZ GANDÍA, el art. 23 del ET intro duce 

parcialmente el derecho al estudio en el marco del contrato de 

trabajo 750 , CAMPS RUIZ no entiende que el derecho a la elecci ón de 

turno de trabajo tenga conexión directa con el dere cho a la 

educación 751 .  

Por otra parte, el Tribunal Constitucional ha tenid o ocasión 

de pronunciarse en la Sentencia 129/1989 752  sobre un recurso de 

amparo en el que se alegaba lesión del derecho a la  educación en 

relación a un cambio de turno de trabajo de dos tra bajadores que 

estaban cursando estudios universitarios. En esta s entencia el 

Tribunal Constitucional, aunque sin referirse expre samente a ello 

en ningún momento, entiende la conexión, sin duda, existente 

entre derecho a la educación y relación de trabajo señalando que 

"la dirección hospitalaria no ha limitado de forma directa el 

ejercicio del derecho a la educación de la persona,  es decir no 

ha tratado de impedir ni prohibir que los dos emple ados suyos que 

aquí recurren sigan realizando sus estudios", lo qu e no resulta 

tan claro del pronunciamiento en cuestión es precis amente que la 

facultad del trabajador de elegir turno de trabajo sea  contenido 

de ese derecho fundamental ya que señala que "no es tamos ante una 

limitación del derecho a la educación de los actore s, sino ante 

la denegación de una pretensión suya tendente a obt ener un 

                                                 
750 Este autor defiende que el art. 23 del ET es una concreción del derecho reconocido en el art. 4.2.b) 

del propio ET, en una de sus manifestaciones: esto es, el derecho a la promoción profesional en el trabajo a través de 
la regulación del derecho al estudio o a la formación en el marco del contrato de trabajo.", vid. LOPEZ GANDIA, J., 
"Artículo veintidós: Promoción y formación profesional en el trabajo", en Economía y sociedad, pág.179. 

751 CAMPS RUIZ, L.M., “Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág. 107. 

752 Vid. STC 129/1989, de 17 de Julio, publicada en el BOE de 9 de Agosto de 1989 y los 
comentarios doctrinales a la misma por ALONSO OLEA, M., Jurisprudencia Constitucional sobre Trabajo y 
Seguridad Social, tomo VII, 1989, pág.398 a 403 y DE MIGUEL LORENZO, A., "Sobre el Derecho Fundamental a 
la Educación del personal estatutario" en REDT, núm.44, 1990, págs.737 a 745. 
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derecho, y también una ventaja como extraíble direc tamente de un 

derecho de libertad". 

 

Otra cuestión a plantear sería la de si entran en e l 

supuesto de hecho que estamos comentando, los estud ios dirigidos 

a superar los ejercicios de una oposición. 

La oposición consiste en un procedimiento de selecc ión en el 

cual los aspirantes a un puesto de trabajo demuestr an, a través 

de una serie de ejercicios, su respectiva competenc ia. La 

superación de los exámenes lleva aparejado, necesar iamente, el 

conocimiento por parte del aspirante de un temario que, 

previamente, en la convocatoria de la oposición deb ió de ser 

fijado. El estudio del temario el aspirante lo pued e realizar de 

forma particular o bien a través de la asistencia a  clases que 

sobre el mismo se impartan en algún centro especial izado. En este 

segundo supuesto cabría plantearse si el aspirante al puesto de 

trabajo cumple con los requisitos establecidos en e l art. 23.1.a) 

del Estatuto de los Trabajadores y en base a ello t iene derecho a 

la elección de turno de trabajo. Lo determinante al  respecto es 

dilucidar si la superación de la oposición otorga a l trabajador 

un título de los contemplados en el art. 23.1.a) de l ET. Sin duda 

alguna no estamos en el supuesto de "título académi co", no 

obstante, dado que la superación de las pruebas per tinentes 

permitirá al trabajador ejercitar una determinada p rofesión, sí 

cabría entender que el estudio del temario de la op osición si 

tendría como finalidad obtener un título profesiona l ya que el 

mismo lo conceptualizamos como aquel que posibilita  para el 

ejercicio de una profesión, y en base a ello consid erar que el 

trabajador que asiste a clase como preparación para  superar la 

oposición está facultado para solicitar el turno qu e, para hacer 

compatibles estudios y trabajo, requiera. 
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Entre la doctrina científica LOPEZ GANDÍA y GARCIA MURCIA 

apoyan esta interpretación y este último autor como  argumento 

adicional señala que el objetivo pretendido por el trabajador que 

concurre a una oposición es coincidente con la fina lidad del art. 

23 del Estatuto de los Trabajadores en orden a proc urar la 

promoción del trabajador a través del estudio o la formación 753 . 

Sin embargo, el TCT en sentencia de 31 de Marzo de 1987, no 

entendió posible la interpretación extensiva del de recho a la 

preferencia a elegir turno de trabajo cuando se cur se con 

regularidad estudios para la obtención de un título  académico o 

profesional al supuesto de preparación de oposicion es para el 

ingreso en el Cuerpo de Profesores de Enseñanza Gen eral Básica, 

considerando que la denegación de tal derecho, en e ste supuesto, 

no vulneraba los derechos constitucionales de promo ción 

profesional ni de acceso a la función pública 754 . 

 

Organización del trabajo en régimen de turnos.- El 

derecho del trabajador a elegir turno de trabajo, c uando curse 

estudios para la obtención de un título académico o  profesional, 

queda condicionado por el art. 23.1.a) del Estatuto  de los 

Trabajadores a que éste sea el régimen de trabajo i nstaurado en 

la empresa. En consecuencia, la efectividad del der echo del 

trabajador queda subordinada a que la empresa se ha lle organizada 

en régimen de turnos 755 .  

 

Supone el trabajo a turnos, que la prestación de se rvicios 

                                                 
753 Cfr. LOPEZ GANDIA, J., "Artículo veintidós.-Promoción y  formación profesional en el trabajo", 

op. cit. pág.182 y GARCIA MURCIA, J., "Promoción y formación profesional en el trabajo", op. cit. pág.230. 

754 Vid. STCT de 31 de Marzo de 1987, A/6955. 

755 Vid. SSTSJ de Aragón, de 22 de Enero de 1992, A/196, (F.J.2) y de 2 de Febrero de 1994, A/606, 
(F.J.3). 
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en la empresa no se lleve a cabo de modo simultaneo  por todos los 

trabajadores de la misma, sino que la plantilla, di vidida en 

equipos prestará servicio de forma sucesiva, releva ndo un equipo 

de trabajadores a otro 756 . 

La instauración de este régimen de trabajo puede te ner su 

causa tanto en la necesidad del proceso productivo de la empresa 

cuando éste sea continuo las veinticuatro horas del  día, como en 

la fijación del horario de trabajo por el empresari o. 

Cuando la organización del trabajo a turnos se real iza en 

empresas de proceso productivo continuo durante las  veinticuatro 

horas del día, el régimen jurídico de los mismos se  encuentra en 

el art. 36.3 del Estatuto de los Trabajadores señal ando que "en 

la organización del trabajo de los turnos se tendrá  en cuenta la 

rotación de los mismos y que ningún trabajador esta rá en el de 

noche más de dos semanas consecutivas, salvo adscri pción 

voluntaria” 757 . 

Para PALOMEQUE LOPEZ y ALVAREZ DE LA ROSA, el traba jo a 

turnos se caracteriza por su ejercicio en rotación y, en base a 

                                                 
756 El concepto de "trabajo a turnos" aparece en el art. 36.3 del Estatuto de los Trabajadores, en virtud 

de la modificación operada en este texto normativo por la Ley 11/1994, " Se considera trabajo a turnos toda forma de 
organización del trabajo en equipo según la cual los trabajadores ocupan sucesivamente los mismos puestos de 
trabajo, según un cierto ritmo, continuo o discontinuo, implicando para el trabajador la necesidad de prestar sus 
servicios en horas diferentes en un período determinado de días o de semanas". Tal concepto coincide casi 
exactamente con el señalado en la Directiva 93/104/CE del Consejo de la Unión Europea de 23 de Noviembre de 
1993. 

Vid. al respecto SALA FRANCO, T., La reforma del mercado de trabajo, op. cit. pág.143,  GARCIA 
NINET, I.,"La ordenación del tiempo de trabajo", en TRIBUNA SOCIAL, núm.43, 1994, pág.50 y RODRIGUEZ 
PASTOR, G., El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, op. cit. pág.254. 

757 Para FERNANDEZ GONZALEZ, el régimen de turnos a que el art. 36.3 del Estatuto de los 
Trabajadores se refiere no afecta a las empresas en las que su actividad, aunque realizada  por más de un conjunto de 
trabajadores, no alcance a las veinticuatro horas del día, cfr. FERNANDEZ GONZALEZ, V.: "El trabajo a turnos" 
en BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.), "Comentarios a las Leyes laborales", Tomo VII, EDERSA, Madrid, 1982, pág. 
262. 

Posturas doctrinales posteriores mantienen, sin embargo, que el apartado 2º del art.36.3 ET es extensible  a 
“cualquiera de los sistemas de trabajo a turnos, esto es, continuo, semicontinuo o discontinuo”. Esta es la opinión que 
sostiene RODRIGUEZ PASTOR, G., en El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, op. cit. 
pág.258. Vid. en esta misma línea interpretativa las opiniones doctrinales de ALARCON CARACUEL y 
MONTOYA MELGAR recogidas por este autor en pág.257. 
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ello, entienden que la rotación de un horario a otr o es derecho 

del trabajador y como tal queda configurado en el a rt. 36.3 del 

Estatuto de los Trabajadores 758 . No es ésta, sin embargo, la 

opinión que mantienen otros autores 759  ni la interpretación que 

los tribunales derivan del citado precepto estatuta rio 

entendiendo que éste “advierte sobre la convenienci a” pero “no 

impone” la rotación en los diversos turnos 760 . 

 

Por tanto es posible entender que si el empresario en virtud 

de su poder de organización establece turnos rotato rios  el 

trabajador no tiene derecho a ser adscrito  a uno d e ellos de 

forma permanente salvo, como se verá a continuación , por  motivos 

de estudios. 

En efecto, es posible que sea el trabajador el que solicite 

su adscripción con carácter fijo a un turno determi nado y, si tal 

solicitud tiene su causa en que el trabajador se en cuentre 

cursando estudios con regularidad para la obtención  de un título 

académico o profesional, habrá que entender que el empresario 

está obligado a avenirse a su petición, en base al derecho de 

                                                 
758 Cfr. PALOMEQUE LOPEZ, M.C. y ALVAREZ DE LA ROSA, M., Derecho del Trabajo, op. 

cit.pág. 664. 
 

En contra, FERNANDEZ GONZALEZ, entiende que, de la redacción de apartado 3 del art. 36 del Estatuto 
no se desprende que los turnos de trabajo hayan de ser necesariamente rotativos, considerando, no obstante que, dado 
que en esta materia no existen mínimos de derecho necesario, a salvo del turno correspondiente a las horas nocturnas, 
la rotación de los turnos puede no aplicarse por disposición del convenio colectivo o en virtud de contrato individual 
de trabajo cuando el trabajador fuese contratado cuando ya estuviesen organizados los turnos. Vid. FERNANDEZ 
GONZALEZ, V., en "El trabajo a turnos", op. cit. pág. 273 y 274. 
 

La deficiente redacción del precepto que ha llevado a esta diversidad de interpretaciones de las que da 
cuenta  RODRIGUEZ PASTOR, G., en El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, op. cit. 
pág.259 y 260, no fue salvada por la Ley 11/1994, ya que la modificación operada en el art.36.3 no ha alcanzado a 
esta previsión estatutaria que se mantiene en los mismos términos en que estaba. 

759 Cfr. RODRIGUEZ PASTOR, G., en El régimen jurídico de la distribución de la jornada de 
trabajo, op. cit. pág.259. 

760 Vid. STSJ de la Rioja de 5 de Mayo de 1994 A/1895, recogida por RODRIGUEZ PASTOR, G., en 
El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, op. cit. pág.260. 
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preferencia en la elección de turno de trabajo que le otorga el 

art. 23.1.a) del Estatuto de los Trabajadores. Así lo viene 

entendiendo la jurisprudencia considerando que este  precepto 

estatutario no puede ser objeto de interpretación r estrictiva que 

conduzca a entender únicamente operante el derecho que en el 

mismo se otorga al trabajador cuando existan turnos  fijos y no 

cuando estos sean rotatorios 761 . Cosa distinta es el conflicto que 

se pueda originar entre el derecho del trabajador a  elección de 

turno de trabajo por motivo de estudios y el derech o del resto de 

los trabajadores a la rotación establecido en el ar t. 36.3 del 

Estatuto de los Trabajadores. 

Por consiguiente, no constituirá límite al ejercici o del 

derecho, la modalidad de turnos establecida en la e mpresa, sin 

embargo, sí lo serán, como más adelante se verá, la s necesidades 

organizativas de la empresa y el derecho de los dem ás 

trabajadores a que prevalezca lo dispuesto en el ar t. 36.3 del 

Estatuto de los Trabajadores. 

 

 

b) Ejercicio del derecho a elegir turno de trabajo.   

  

 

Reglas para el ejercicio del derecho.-   El derecho a la 

elección de turno de trabajo por motivos de estudio s, como ya se 

adelantó, queda configurado en el art. 23.1.a) del Estatuto de 

los Trabajadores, como una de las facultades que el  ordenamiento 

jurídico pone a disposición del trabajador y que, s iendo 

contenido de su derecho a la formación profesional,  le permite 

dar satisfacción al mismo. 

                                                 
761 Vid. STS u.d. de 25 de Octubre de 2002, A/10211. 
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 Sobre el procedimiento de ejercicio del derecho na da dice 

el Estatuto de los Trabajadores y, a salvo de lo qu e al respecto 

pudiera establecer la negociación colectiva 762  en virtud del art. 

23.2 del ET, la doctrina entiende que el trabajador  deberá 

guardar ciertas reglas derivadas del deber de buena  fe. Estas se 

traducen en solicitar el cambio de turno al empresa rio 763 , que la 

solicitud se haga con la suficiente antelación para  permitirle, 

no sólo constatar la concurrencia de los requisitos  legales, sino 

también buscar posibles alternativas a la propuesta  del 

trabajador y, llegado el caso, a reorganizar el tra bajo en la 

empresa si fuera necesario 764 . 

La doctrina judicial dictada en suplicación entiend e que el 

trabajador, al tiempo de la solicitud, deberá acred itar o 

justificar la inscripción en el curso correspondien te así como  

el horario del curso al que asistirá 765 . Requisitos que se exigen 

                                                                                                                                                         
 
762 En los convenios colectivos consultados la atención prestada a la regulación de los términos del 

ejercicio del derecho es escasísima, ya que, tan solo un convenio colectivo, el de <<Getronics Grupo CP, S.L.>> 
(R.8717)  hace referencia a esta cuestión, señalando que la solicitud y respuesta se formalizará por escrito.   

 
763 El TSJ de Aragón en sentencia de 16 de Junio de 1993, A/2909. señala que "el derecho que nace, 

en cuanto preferencia de turno, del art.22.1.a) del Estatuto de los Trabajadores, tiene su arranque de la concurrencia 
de las condiciones subjetivas y objetivas que lo posibiliten; de modo tal que su actuación no está sujeta a un 
pronunciamiento judicial; de modo que si se solicita el ejercicio de ese derecho, corresponde a la empresa dar 
satisfacción al mismo -si concurren las condiciones a las que la norma lo condiciona-”.  

Será, pues, necesario que el trabajador, que curse con regularidad estudios para la obtención de un título 
académico o profesional, solicite del empresario el cambio de turno de trabajo.  

764 Vid. STSJ de Navarra de 18 de Noviembre de 1994 A/4204. en la que se aplica como límite al 
ejercicio del derecho que “el trabajador no tenga otra alternativa viable para realizar sus estudios, o lo que viene a ser 
lo mismo, las clases no coinciden inevitablemente con el horario laboral” (F.J.2).  

765 Vid. STSJ de Castilla-La Mancha de 13 de julio de 1992 A/3989 denegándose el derecho del 
trabajador al cambio de turno por no haber concretado el horario de impartición de  los estudios que se quiere 
proseguir, sin que a juicio del tribunal pueda servir de  excusa para ello el que no se sepa dicho horario por no 
haberse matriculado el trabajador, ya que, podría resultar que se le concediera al trabajador derecho a jornada que 
luego resultara incompatible con el horario de estudios (F.J.2) y STSJ de Castilla y León (Burgos) de 10 de Mayo de 
1994 A/2161 en la que se deniega el derecho en virtud de que las necesidades de trabajo no permiten cambio de 
turno y teniendo en cuenta que <<además>> no se acreditó  cuál era el horario que tendría al cursar los estudios lo 
que deja “por tanto sin probar la incompatibilidad entre horario-trabajo y horario-estudios”(F.J.2). 
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 a efectos de que el empresario pueda constatar, co mo se ha 

dicho, que se dan las condiciones a las que la norm a condiciona 

el nacimiento del derecho 766  y la incompatibilidad de los estudios 

con el turno que el trabajador tenía asignado.  

Por otra parte aunque también es requisito para que  pueda 

operar el derecho que los estudios se cursen con re gularidad, tal 

extremo no podrá en principio ni demostrarse ni neg arse hasta 

transcurrido todo o, al menos, mediado el curso aca démico 767 . 

 

Límites.- Si la solicitud fue realizada en el tiempo y 

forma previstos, el empresario estará obligado a av enirse a la 

misma, salvo que existan razones que justifiquen la  no concesión 

del cambio solicitado. En este sentido entiende el TSJ de 

Galicia, en sentencia de 26 de Julio de 1993, que e n el ejercicio 

de este derecho no cabe más limitación que "las der ivadas de un 

interés o derecho a proteger de mayor rango que el derecho a la 

promoción, lo que se traduce en que solamente se ha lle 

condicionado por el derecho de los demás trabajador es a que 

prevalezca lo dispuesto en el 36.e del Estatuto de los 

Trabajadores y por las exigencias organizativas de la Empresa, 

cuya negativa ha de justificarse como ejercicio <<r egular>> del 

poder de dirección". 768  

Podrá, pues, el empresario justificar su negativa e n razones 

de organización 769  y también lo podrá hacer en base al necesario 

respeto de la garantía establecida en el art. 36.3 del Estatuto 

                                                 
766 Cfr. GARCIA MURCIA, J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el 

trabajo", op. cit. pág. 244 y 249. 

767 Vid. STSJ de Castilla y León (Burgos), de 31 de Enero de 1990, A/2273, (F.J.2). 

768 Vid. STSJ de Galicia de 26 de Julio de 1993, A/3422 (F.J.3) y STSJ de Andalucía (Málaga) de 15 
de Diciembre de 2000, A/79754 (F.J.2). 

769 Vid. la ya citada STSJ de Navarra de 18 de Noviembre de 1994 A/4204 (F.J.2). 
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de los Trabajadores -en el sentido de que ningún tr abajador 

estará más de dos semanas consecutivas en el turno de noche, 

salvo adscripción voluntaria-. Razones que, como ac ertadamente 

señala CAMPS RUIZ, debería corresponder probar al e mpresario 770 . 

También podrá ser causa que justifique la no conces ión del 

cambio solicitado la concurrencia de más solicitude s, en tal 

caso, será el convenio colectivo la sede adecuada p ara establecer 

las reglas que harán compatibles estos derechos de los 

trabajadores, máxime si en el mismo se estableciera n otros 

criterios de preferencia en la elección de turno de  trabajo en el 

entendido de que, existiendo tal posibilidad, el cr iterio de 

preferencia establecido en el art. 23.1.a) no queda  a disposición 

de los sujetos negociadores, ya que estos únicament e podrán 

establecer criterios de aplicación subsidiaria a ef ectos de 

solventar posibles conflictos cuando sean varios lo s trabajadores 

que ostenten tal facultad y pretendan ejercitarla 

simultáneamente 771 . 

 

Al respecto cabe señalar también que, en principio y a salvo 

de los pudiera establecerse en convenio colectivo, una vez que al 

trabajador, por motivos de estudios, se le haya asi gnado un turno 

determinado, no será posible que altere el mismo, a  través de 

permuta con trabajadores asignados a turnos distint os, así por lo 

menos lo entendió el TCT en Sentencia de 12 de Mayo  de 1982, en 

relación a la preferencia en la elección de turno d e vacaciones 

de trabajadores con responsabilidades familiares, i nterpretación 

                                                 
770 Entiende CAMPS RUIZ discutible la doctrina de la STSJ de Castilla y León/Burgos, de 3 de Mayo 

de 1991, A/3005, (F.J.2), según la cual correspondería al propio trabajador la prueba de que la organización del 
trabajo permite la elección, en CAMPS RUIZ, L.M., "Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág.107. 

771 En ninguno de los convenios colectivos consultados, se establecen criterios que permitan 
solucionar la concurrencia de solicitudes, a pesar de lo cual, de darse ésta, el empresario podrá justificar la negativa 
en la imposibilidad de atender simultáneamente todas por razones organizativas. 
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ésta, que bien pudiera ser aplicable en este supues to 772 . 

 

Denegación injustificada: Efectos.-  La denegación 

empresarial del cambio de turno sin causa justifica da, originará 

para el trabajador la insatisfacción de su derecho,  ocasionándole 

un perjuicio, susceptible de ser indemnizado. Así l o declara el 

TSJ de Aragón en sentencia de 16 de Junio de 1993, al entender 

que el ejercicio efectivo del derecho comienza cuan do el 

trabajador solicita el cambio de turno al empresari o y al 

denegárselo éste indebidamente, se origina la insat isfacción del 

mismo, produciéndose, desde entonces, un perjuicio,  cuyo 

resarcimiento solo es posible por la vía de asignac ión de 

carácter monetario y  que, el pronunciamiento judic ial referido 

entendió que en el asunto concreto sometido a su co nocimiento, 

consistía en la perdida de horas lectivas pero que bien hubiera 

podido ser también la consecuente no superación de los exámenes 

correspondientes para la obtención del título, ya a cadémico ya 

profesional, de que se tratara, de haber quedado de bidamente 

probado tal extremo. 773  

 

Plazo para el ejercicio del derecho.- Sobre este 

particular nada dice el Estatuto de los Trabajadore s, por lo que 

habrá que entender que la facultad es ejercitable e n cualquier 

momento y que el convenio colectivo no podrá dispon er un plazo de 

ejercicio ya que habría que entenderlo más que como  un "término 

concreto del ejercicio del derecho", a que hace ref erencia el 

art. 23.2 del Estatuto de los Trabajadores, como un a limitación 

al mismo. 

                                                 
772 Vid. STCT de 12 de Mayo de 1982 (A/3245) 

773 Vid. STSJ de Aragón de 16 de Junio de 1993, A/2909, (F.J.U). 
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Irrenunciabilidad.- En otro orden de cosas el derecho a 

la preferencia en la elección de turno de trabajo q ueda 

reconocido al trabajador en una disposición legal d e derecho 

necesario y, en virtud de ello, y, en atención de l os preceptuado 

en el art. 3.5 del Estatuto de los Trabajadores, ha brá que 

entender que es un derecho indisponible para el tra bajador, tanto 

antes como después de su adquisición.  

En relación con lo anterior cabría plantear si es p osible 

condicionar el acceso al empleo a los posibles dere chos que el 

trabajador pudiera tener en la relación laboral, co n carácter 

general, y, en particular, a los derechos profesion ales, -de los 

que tanto el derecho a la elección de turno de trab ajo como el 

resto de los reconocidos en el art.23 del ET, forma n parte-.  

Como señala SALA FRANCO 774 , aunque el empresario tiene 

libertad de contratación, ésta no es de carácter ab soluto, ya 

que, se encuentra sometida a ciertos límites entre los cuales se 

halla la prohibición de discriminación establecida con carácter 

general en el art. 14 de la Constitución Española y  a la que se 

refiere el Convenio 11 de la Organización Internaci onal del 

Trabajo respecto a la discriminación en materia de empleo y 

ocupación, en particular. La dificultad, no obstant e, proviene de 

que tal circunstancia no queda establecida expresam ente ni en el 

art. 4.2.c), ni en el art. 17 del Estatuto de los T rabajadores 

como uno de los motivos determinantes de discrimina ción en el 

empleo, tampoco constituye según la Ley de Infracci ones y 

Sanciones del Orden Social una conducta empresarial  constitutiva 

de infracción en materia de empleo. Sin embargo, si , como viene 

señalando la doctrina, las causas de discriminación  a que aluden 

                                                 
774 Cfr. SALA FRANCO, T., La libertad empresarial de contratación, IES, 1980, pág. 31 y ss. 
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los citados preceptos estatutarios son meramente en unciativas 775 , 

y en atención al concepto amplio de discriminación que recoge el 

Convenio nº 111 de la OIT en su art. 1.1.b): "El té rmino 

<<discriminación>> comprende: Cualquier otra distin ción, 

exclusión o preferencia que tenga por efecto anular  o alterar la 

igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u  ocupación", 

sería posible entender, que la conducta empresarial  consistente 

en la no contratación del trabajador en virtud de l os derechos 

que éste pudiera ostentar en la relación de trabajo , constituiría 

una discriminación en el empleo, frente a la cual, el 

ordenamiento jurídico reaccionaría, como señalan AL ONSO OLEA y 

CASAS BAAMONDE776 , con la declaración de ineficacia del acto 

empresarial que se traduciría en una indemnización de daños y 

perjuicios y, paralelamente, al constituir una infr acción de 

carácter muy grave según el art. 16.2 de la Ley de Infracciones y 

Sanciones del Orden Social, susceptible de sanción 

administrativa. 

                                                 
775 Por todos, cfr. SALA FRANCO, T. (Dir.), ALBIOL MONTESINOS, I., CAMPS RUIZ, L., 

GARCIA NINET, I., LOPEZ GANDIA, J. Y SALA FRANCO,T., Derecho del trabajo, TIRANT LO BLANCH, 7ª 
Ed., Valencia, 1993, 

776 Cfr. ALONSO OLEA, M. y CASAS BAAMONDE, M.E., Derecho del Trabajo, op. cit. pág.197. 

Por otra parte, que el respeto de los derechos prof esionales 

de los trabajadores, a los que aquí se alude, no re sulte límite a 

la libertad de contratación del empresario, supondr ía entender 

que el ordenamiento jurídico ampara conductas empre sariales 

favorecedoras, aunque fuera indirectamente, de la r enuncia de los 

aquellos derechos, lo que chocaría con el doble man dato de la 

Constitución a los poderes públicos contenido en el  art. 9.2 de 
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la norma fundamental y consistente en que estos pro muevan las 

condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo sean 

reales y efectivas y remuevan los obstáculos que im pidan o 

dificulten su plenitud. 

 La conclusión que se adopte será relevante, en rel ación al 

derecho a elegir turno de trabajo, en cuanto a la n ecesidad o no 

de dar noticia al empresario antes de la contrataci ón de que el 

trabajador se encuentra cursando estudios para la o btención de un 

título académico o profesional, ya que si entendemo s que los 

derechos profesionales del trabajador pueden ser ca usa 

justificativa de la no contratación del mismo, habr á que entender 

que el trabajador incurre en una conducta contraria  a la buena fe 

cuando oculta, deliberadamente, tal circunstancia e n el momento 

de la selección, pudiendo llegar, si es contratado,  a ser 

sancionado contractualmente 777  si el empresario lograra desvirtuar 

la presunción de buena fe que ampara al trabajador.  

A tal conclusión parece que llega la sentencia del TSJ de 

Cantabria en de 22 de febrero de 1991. Este tribuna l afirma que 

"el derecho al estudio se reconoce al trabajador de ntro de la 

relación laboral, por lo que, en principio, es irre levante que la 

actora cursara ya estudios en el momento de conclui r el contrato 

por el que se comprometía a prestar sus servicios e n jornada de 

mañana, tarde o noche, incluidos domingos y festivo s" para 

después señalar que "esta afirmación pudiera merece r matizaciones 

al incidir en ella la doctrina general, sobre las e xigencias de 

la buena fe y prohibición del abuso del derecho" di ciendo a 

continuación que, "era a la recurrente a quien corr espondía 

                                                 
777 Señala MONTOYA MELGAR que, "justamente porque el deber de buena fe es un estricto deber 

jurídico, su inobservancia puede generar las más graves sanciones contractuales: la <<transgresión de la buena fe 
contractual>> es causa de despido disciplinario (art. 54.2 d) del ET), con independencia de las responsabilidades 
indemnizatorias e incluso penales en que pudiera incurrir por ello el trabajador", en MONTOYA MELGAR, A., 
Derecho del Trabajo, TECNOS, 11ª Ed., Madrid, 1990, pág.308. 
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desvirtuar la presunción de buena fe que ampara a l a 

trabajadora". 778  

 

Ámbito temporal del derecho .-  El silencio que guarda 

al respecto el Estatuto de los Trabajadores conduce  a que el TSJ 

de Cantabria en la citada sentencia interprete que la preferencia 

de turno operará solo en período lectivo, con exclu sión por tanto 

de los fines de semana y, habrá que entender que, c on exclusión 

también de las épocas de vacaciones escolares -aunq ue respecto 

éstas últimas la sentencia aludida no se pronuncia-  779 , no 

obstante, el convenio colectivo ante la falta de es pecificación 

estatutaria sobre el tema y, en virtud del amplio m argen que le 

concede el propio art. 23 en su apartado 2º, podrá establecer 

mejores condiciones de ejercicio. 

 

Una vez concedido el cambio de turno y hasta que fi nalicen  

los cursos correspondientes, el trabajador ostentar á un derecho 

adquirido "en orden a proseguir dichos estudios", s egún señaló la 

STCT de 5 de Abril de 1984, no pudiendo el empresar io, por 

consiguiente, modificar el horario asignado al trab ajador de 

forma unilateral e injustificada, siendo necesario que, o bien 

concurra la voluntad del trabajador en el cambio de  turno o, si 

se dan las circunstancias que posibilitan la modifi cación 

sustancial de condiciones de trabajo, se siga el pr ocedimiento 

previsto para ello en el art.41 del Estatuto de los  

                                                 
778 Vid. STSJ de Cantabria de 22 de Febrero de 1991, A/1201, (F.J.2). 

779 En todo caso, habrá que estar a lo que establezca la normativa reguladora de los estudios que sigue 
el trabajador en cuanto a cual sea el período lectivo. 
 

Vid. STSJ de Cantabria de 22 de Febrero de 1991, A/1201, (F.J.2). 
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Trabajadores 780 . 

 Operado el cambio a través de este procedimiento, el 

trabajador, si entiende que la modificación sustanc ial redunda en 

perjuicio de su formación profesional, como parece obvio que 

ocurrirá al no haber concluido los estudios en  los  que se había 

matriculado,  podrá  solicitar la extinción indemni zada del 

contrato de trabajo en virtud del art. 50.1.a) del Estatuto de 

los Trabajadores. Y, hay que recordar que si preten de mantener su 

empleo podría pretender mediante el proceso judicia l ordinario la 

nulidad de la decisión empresarial basada en el inc umplimiento 

empresarial del deber de buena fe contractual y la 

correspondiente indemnización por los daños y perju icios que 

lleve aparejado  el cambio unilateral decidido por el empresario 

al impedirle asistir a los cursos en que estuviera matriculado.  

 

Cuestión distinta será si producido el cambio de ho rario a 

petición del trabajador, éste incumple las condicio nes que, para 

el ejercicio del derecho, prevén las normas -legale s o 

convencionales, en su caso- en tal supuesto, el emp resario puede 

instar el cambio de turno del trabajador e incluso cabría 

entender que, si la actuación del trabajador hubier a contravenido 

el principio de buena fe, -en cuanto que éste no hu biera 

ejercitado la facultad puesta a su disposición para  el fin al que 

ésta fue destinada-, tal comportamiento pudiera ser  sancionable 

por constituir incumplimiento contractual 781 . 

                                                 
780 Vid. STCT de 5 de Abril de 1984, A/3272, (Cdo. 3). 

 
Esta modificación es, a todas luces, subsumible en la categoría de modificación sustancial de carácter 

individual a que se refiere  el art. 41.2 ET  y, por tanto, el procedimiento que debe seguir el empresario para llevarla 
a cabo será el establecido en el apartado 3º de dicho precepto, exigiéndose notificación al trabajador y a sus 
representantes con una antelación mínima de treinta días a la fecha de su efectividad. 

781 En este sentido vid. STSJ de Cantabria de 27 de Julio de 1995 A/2746 entiende el tribunal  
justificado el despido del trabajador en la medida en que concedido el cambio al  turno de mañana para que el 
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La duración de la prestación de servicios en el nue vo turno, 

será la que el trabajador considere conveniente, y como máximo 

hasta que finalicen sus estudios 782 . 

Durante ese tiempo, si se produjo la asignación vol untaria 

del trabajador al turno de noche para poder desarro llar sus 

estudios durante el día, esto traerá como consecuen cia que no le 

sea abonado el plus por nocturnidad 783  y, en cuanto al plus de 

turnicidad cabe entender que, si el trabajador qued a exento de la 

turnicidad por motivos de estudios no tendrá derech o a este 

complemento 784 . 

 

Terminados los estudios, el trabajador podrá volver  al turno 

que, originariamente, le fue asignado. El nuevo cam bio podrá ser 

solicitado por el trabajador al empresario y entra dentro de las 

facultades de éste el acceder o no a tal petición, ya que, al 

concluir el trabajador los estudios se da por cumpl ida la 

obligación del empresario de permitir el ejercicio del derecho 

establecido en el art. 23.1.a) del Estatuto de los Trabajadores. 

                                                                                                                                                         
trabajador pudiera asistir a las clases en la Escuela Oficial de Idiomas en horario de tarde, el trabajador ni asiste a las 
mismas ni se presenta a los exámenes, lo que a juicio del tribunal supone “la transgresión de la buena fe contractual y 
de los deberes mínimos de lealtad, en perjuicio también de los compañeros” (F.J.2) 
 

Como señala CASAS BAAMONDE, "Las exigencias de la buena fe contractual se invocan por nuestra 
jurisprudencia y doctrina del lado de los trabajadores, para (...) modalizar el ejercicio de sus derechos de formación 
en el trabajo, que, en la estructura normativa del art.22 del ET, tampoco encuentran correlativas obligaciones 
empresariales de formación", en  CASAS BAAMONDE, M.E.,"Formación y estabilidad en el empleo: la formación 
continua y su <<función preventiva>>", op. cit. pág.7. 

782 Cfr. GARCIA MURCIA, J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el 
trabajo", op. cit. pág. 250. 

783 Vid. OJEDA AVILES, A., SALCES RODRIGO, T. y RODRIGUEZ RAMOS, M.J., "La 
Formación Profesional en los Convenios Colectivos del trienio 1984-1986", en Contrato de Trabajo y formación 
profesional, V Jornadas Universitarias Andaluzas de Derecho del Trabajo y Relaciones Laborales, MTSS, 1987, 
pág. 231. 

784 Vid. sobre el fundamento del plus de turnicidad es interesante la STCT de 25 de Mayo de 1988, 
(A/25). 
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   Lo anterior no obsta para convenir con RODRIGUEZ  PASTOR  en 

que si el trabajador solicita el cambio al turno de  origen y el 

empresario no accede al mismo, la negativa empresar ial pueda 

entenderse como manifestación del <<ius variandi>> empresarial en 

la medida en que producirá una modificación de hora rio subsumible 

en el supuesto de modificaciones sustanciales de co ndiciones de 

trabajo del art.41 ET 785 .   

Por contra, si la modificación es instada por el em presario 

hay que entender, por las razones antes expuestas, que el 

trabajador está obligado a avenirse al cambio sin q ue en este 

caso se pueda considerar que estamos ante un supues to de 

modificación sustancial de condiciones de trabajo y a que el 

cambio de turno tenía carácter temporal "en tanto d ure la 

realización de los estudios" para los que fue conce dido 786 . Pero 

tal facultad de modificación unilateral del empresa rio debería 

entenderse limitada en el tiempo, aunque a tal extr emo no se haga 

mención en el precepto estatutario, a efectos de da r al 

trabajador cierta seguridad jurídica. 

Lo anteriormente señalado sería predicable si los t urnos 

establecidos en la empresa fueran de carácter fijo porque, 

obviamente, si estos fueran rotatorios y al trabaja dor, en virtud 

del derecho de referencia, se le hubiera asignado u n horario 

fijo, terminados los estudios habrá que entender qu e 

automáticamente pasará al sistema rotatorio como el  resto de 

trabajadores 787 . 

                                                 
785 Cfr. RODRIGUEZ PASTOR, G., en El régimen jurídico de la distribución de la jornada de 

trabajo, op. cit. pág.274. 

786 Vid. STSJ de Cantabria de 22 de Febrero de 1991, A/1201, (F.J.2). 

787  Sobre las diversas situaciones que dan lugar a que el trabajador cambie a turnos rotatorios vid. 
RODRIGUEZ PASTOR, G., en El régimen jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, op. cit. pág.274 y 
275. 
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C. PERMISO PARA CONCURRIR A EXAMENES. 

 

a) Presupuesto de hecho . 

 

Cursar estudios para la obtención de un título 

académico o profesional.- Cuando el trabajador curse con 

regularidad estudios para la obtención de un título  académico o 

profesional, el Estatuto de los Trabajadores en el art. 23.1.a), 

pone a su disposición  una facultad jurídica que le  permitirá 

llevar a la práctica su derecho a la formación prof esional en el 

trabajo. Esta facultad, consistente en obtener los permisos 

necesarios para concurrir a exámenes, queda configu rada en el 

art. 23.1.a) del Estatuto de los Trabajadores, como  un derecho 

del trabajador que podrá ser ejercitable en la rela ción de 

trabajo, constituyendo, en tal caso, un límite al p oder de 

dirección del empresario. 

 

El derecho a permisos para concurrir a exámenes, po r 

consiguiente, es un derecho cuyo ejercicio queda co ndicionado por 

el precepto estatutario que lo reconoce, a que el t rabajador se 

encuentre cursando estudios para la obtención de un  título 

académico o profesional.  

Este presupuesto de hecho establecido en el art. 23 .1.a) del 

Estatuto de los Trabajadores es similar al establec ido para el 

ejercicio del derecho a la elección de turno de tra bajo 788 , así 

pues, ya que al mismo se hizo referencia con detall e al estudiar 

ese derecho en el apartado anterior, a lo allí dich o hay que 

                                                 
788 Similitud y no identidad porque, como se recordará, el ejercicio del derecho a la preferencia en la 

elección de turno de trabajo estaba también condicionado a que en la empresa estuviera implantado el régimen de 
trabajo a turnos. 
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remitirse, pasando a continuación a analizar el der echo del 

trabajador a disfrutar de los permisos necesarios p ara concurrir 

a exámenes como la consecuencia jurídica establecid a en el art. 

23.1.a) del Estatuto de los Trabajadores y los térm inos previstos 

para el ejercicio del mismo. 

 

 

b) Ejercicio del derecho a ausentarse del trabajo p ara 

concurrir a exámenes.  

 

 

 Permiso para concurrir a exámenes.- El art. 23.1.a) 

del Estatuto de los Trabajadores permite que el tra bajador se 

pueda liberar durante cierto tiempo de la obligació n de trabajar. 

Tal posibilidad se concibe como un derecho cuyo eje rcicio incide, 

por consiguiente, sobre el tiempo de trabajo así co mo en la 

situación  del contrato de trabajo, ya que puede se r tanto causa 

de interrupción como de suspensión del mismo, en fu nción de que 

el permiso sea o no retribuido. 789  

En cualquier caso, el contrato se mantiene vigente pues, 

aunque el art.23.1.a) ET no lo establezca expresame nte, el 

permiso para concurrir a exámenes es una ausencia a l trabajo 

                                                 
789 En este sentido señala CASAS BAAMONDE, que "El art. 22 del ET traslada los derechos de 

formación que reconoce a los trabajadores ("en la relación de trabajo": art. 4,2,b) sobre su tiempo y horario de 
trabajo (permisos por exámenes, elección de turno de trabajo, adaptación de la jornada, permisos por formación) y 
sobre la situación jurídica del contrato de trabajo (novación, suspensión), imponiendo, se este modo, límites al poder 
organizativo del empresario.", cfr. en "Formación y estabilidad en el empleo: La formación continua y su <<función 
preventiva>>", op. cit. pág.7.  
 

Como suspensión del contrato de trabajo se entiende aquella situación en la que, aún vigente el contrato de 
trabajo, el trabajador no está obligado a trabajar y el empresario tampoco lo está a abonarle el salario, manteniendo 
el trabajador el derecho al reingreso con o sin reserva de puesto de trabajo. Vid. VIDA SORIA, J. "Suspensión del 
contrato de trabajo", en BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.), Comentarios a las leyes laborales: El Estatuto de los 
trabajadores, EDERSA, Madrid, 1983, pág.33 y RAMIREZ MARTINEZ, J.M. (Dir.), GARCIA ORTEGA, J., 
SALA FRANCO, T., Curso de Derecho del Trabajo, TIRANT LO BLANCH, Valencia, 1993, pág. 414. 
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justificada que genera para el trabajador el derech o a la reserva 

de puesto de trabajo 790 . 

 

Retribución del permiso.-  La suspensión de la 

prestación de trabajo del trabajador, en virtud del  permiso para 

concurrir a exámenes, a juicio de la doctrina, llev a aparejada la 

suspensión de la prestación salarial correspondient e al 

empresario. Esta opinión se apoya en la diferente r egulación 

existente entre los permisos regulados en el art. 2 3.1.a) y otro 

supuestos semejantes como son; las ausencias justif icadas del 

trabajador, referidas en el art. 37.3 del Estatuto de los 

Trabajadores y el uso de crédito de horas por parte  del 

representante legal de los trabajadores establecido  en el art 

68.e) de la norma estatutaria. En ambos supuestos e l Estatuto de 

los Trabajadores expresamente recoge su carácter re tribuido, en 

cambio, nada se dice sobre los permisos para concur rir a 

exámenes.  Judicial y doctrinalmente se conviene qu e este 

silencio legal implica que  el derecho a remuneraci ón no se 

mantiene cuando el trabajador se ausenta del trabaj o por tal 

motivo. 791  

Sin embargo, serán retribuidos, como señala CAMPS R UIZ, 

cuando así esté determinado en el Convenio Colectiv o, siendo en 

tal caso, el Convenio Colectivo "fuente constitutiv a del derecho 

                                                                                                                                                         
 

790 Cfr. SALA FRANCO, T.,  El régimen jurídico de las ausencias al trabajo, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2001, pág.21 y 22. 

791 En apoyo de tal conclusión, asimismo, se trae a colación el régimen jurídico de estos permisos 
establecido en la Ley de Relaciones Laborales, art. 25.3.e), antecedente normativo del art. 22.1.a) del Estatuto de los 
Trabajadores, y en la que se señalaba expresamente su carácter retribuido, resultando significativa, para la doctrina, 
la eliminación de tal consideración en la regulación actual. Vid. ALONSO OLEA, M., El Estatuto de los 
Trabajadores: Texto y comentario breve, op. cit. pág. 87. y, en el mismo sentido, GARCIA MURCIA, J., "El 
Derecho a la promoción y a la formación profesional en el trabajo", op. cit. pág. 247. 

Vid. STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de Noviembre de 1995 A/4406 (F.J.2) y STCT de 13 de Diciembre 
de 1984, A/10007, (Cdo. U) 
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a la retribución" 792 . Y, a mi juicio, también lo serán cuando el 

derecho de retribución se establezca en el contrato  individual de 

trabajo, constituyendo en tal caso una condición de  trabajo que 

se incorporará al patrimonio del trabajador como de recho 

adquirido por éste con fundamento en la libre auton omía de las 

partes 793 . 

En estos supuestos la relación laboral entre empres ario y 

trabajador quedará interrumpida; asimilándose el ti empo que dure 

el permiso a tiempo de trabajo efectivo, no existie ndo, por 

tanto, obligación para el trabajador de prestar sus  servicios, en 

amparo del derecho que el art. 23.1.a) del Estatuto  de los 

Trabajadores le reconoce, pero manteniéndose la obl igación del 

empresario de remunerar el tiempo que dure la liber ación de la 

obligación de trabajar del trabajador, como si de t rabajo 

efectivo se tratara 794 , salvo que el convenio colectivo hubiera 

establecido una retribución inferior 795 .  

                                                 
792 Cfr. CAMPS RUIZ, L.M., "Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág. 105 y SALA 

FRANCO, T., El régimen jurídico de las ausencias al trabajo, op. cit. pág.35. 
 

Vid. STSJ de la Comunidad Valenciana de 12 de Mayo de 1998 A/5809 (F.J.u) STSJ de la Comunidad 
Valenciana de 7 de Julio de 1998 A/6489 (F.J.u)  STSJ de la Comunidad Valenciana de 30 de Septiembre de 1999 
A/7206 (F.J.u).  
 

En la negociación consultada hay del orden de 24 convenios colectivos de empresa y 12 estatales de sector 
que prevén la retribución de los permisos por exámenes, luego volveremos sobre ello, únicamente resaltar aquí que 
algunos, aunque los menos, limitan tal mejora a que los estudios que cursa el trabajador estén relacionados con el 
trabajo que venga desempeñando, el curso sea de interés para la empresa o la materia del curso esté directamente 
relacionada con el sector. Por ejemplo, <<Curtidos, correas, y cueros>> (RCL2001/1818) sólo establece la 
retribución de los dirigidos a la obtención de un título profesional correspondiente a la actividad que realiza la 
empresa. Y el del sector <<Aparcamientos>> (RCL 200/1365) prevé licencias sin retribución de hasta 5 días para 
preparar exámenes en estudios oficiales y para sacar el permiso de conducir. 

793 En tal sentido, vid. VIDA SORIA, J., "Suspensión del contrato de trabajo", op. cit. pág.45, donde 
diferencia el supuesto de la suspensión de los "permisos con sueldo que el trabajador obtenga como concesión 
graciable del empresario" y cuyo fundamento entiende se encuentra en la libre autonomía de las partes. 

794 Cfr. RAYON SUAREZ, E., "Descanso semanal, fiestas y permisos", en El Estatuto de los 
Trabajadores, BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.), EDERSA, Madrid, 1982, pág.319. 

795 Vid. la ya citada STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de Noviembre de 1995 A/4406 en la que se 
considera que “ante el silencio del precepto convencional” el trabajador tiene derecho a percibir “la que habría sido 
su  retribución normal durante los días de disfrute de la licencia” (F.J.2). 
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Se estará, pues, ante el supuesto de interrupción d el 

contrato de trabajo, salvo que la remuneración que percibiera el 

trabajador no tenga naturaleza salarial sino que fu era de 

carácter indemnizatorio, en tal caso habría que ent ender que el 

permiso para exámenes es causa de suspensión y no d e interrupción 

del contrato de trabajo 796 . 

 

Duración.- Nada dice el Estatuto de los Trabajadores 

sobre cual deba ser ésta, no obstante, se viene ent endiendo, en 

virtud de la finalidad de los mismos, que no debe q uedar limitada 

a la duración exacta del examen en cuestión extendi éndose, en 

todo caso, al tiempo necesario para el desplazamien to 797 . 

En este sentido, la doctrina judicial da un paso má s y, como 

señala CAMPS RUIZ, delimitando su duración con crit erios de 

razonabilidad, entienden los tribunales que, el der echo al 

permiso no se circunscribe a las horas de examen si no que se 

extiende a la jornada completa 798 . En efecto, la doctrina judicial 

se inclina por entender que el permiso para concurr ir a exámenes 

tiene por objeto que "las obligaciones laborales no  impidan o 

perturben las académicas y, con ellas, la promoción  personal y 

profesional del trabajador" y considera  la "elevad a conveniencia 

de que el trabajador acuda a la prueba con la debid a preparación 

y aptitud tanto física como mental". En virtud, por  tanto, de la 

finalidad del permiso, se considera que el derecho a ausentarse 

                                                 
796 Cfr. RAYON SUAREZ, E., en "Descanso semanal, fiestas y permisos", op. cit. pág.46. En igual 

sentido entiende VIDA SORIA que existen supuestos en que la suspensión puede llevar aparejada a la perdida de 
salario, el mantenimiento de ciertas prestaciones de carácter económico, y, aludiendo expresamente a las 
indemnizaciones, vid.  "Suspensión del contrato de trabajo", op. cit. pág.61. 

797 Cfr. LOPEZ GANDIA, J., "Artículo veintidós.- Promoción y formación profesional en el trabajo", 
op. cit. pág. 181, y, en el mismo sentido, GARCIA MURCIA, J., "El Derecho a la promoción y formación 
profesional en el trabajo", op. cit. pág. 245.  

798 Cfr. CAMPS RUIZ, L.M., "Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág.105. 
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del trabajo para concurrir a un examen  se extiende  a la jornada 

completa, ya que, en otro caso, las facultades físi cas y mentales 

del trabajador podrían verse disminuidas por una in mediata 

anterior prestación del trabajo, quedando en consec uencia 

reducidas las posibilidades de éxito en el examen 799 . 

 

En cualquier caso, la extensión del permiso, ante e l 

silencio de la norma legal que lo contempla, podrá ser objeto de 

regulación a través de Convenio Colectivo, y, en ta l caso, la 

cuestión será determinar el marco de negociación al  que deben 

ajustarse los sujetos negociadores respecto a la du ración del 

mismo800 . 

 

Cabrían dos posibles soluciones a esta cuestión; la  primera, 

entender que el criterio jurisprudencial interpreta tivo expuesto, 

constituirá un límite a la negociación colectiva de biendo ésta, 

en consecuencia, respetar la duración propuesta por  los 

tribunales, pudiendo, por tanto, el convenio colect ivo mejorar 

tal condición incrementando la duración de los perm isos pero, en 

ningún caso, reducirlos.  

La segunda solución posible, sería entender únicame nte de 

aplicación, tal interpretación, cuando no exista co nvenio 

colectivo o, cuando existiendo, no se pronuncie al respecto. 

Implica esta interpretación que los sujetos negocia dores del 

convenio colectivo no se verán vinculados por el cr iterio 

                                                 
799 Vid. STSJ de Cantabria de 21 de Abril de 1992, A/1939, (F.J.3), STSJ de Castilla y León (Burgos) 

de 3 de Febrero de 1997 A/522 (F.J.u), STSJ de Castilla-La Mancha de 8 de Mayo de 1997 A/2517 (F.J.1),   STSJ 
de Aragón de 21 de Julio de 1999 A/2445 (F.J.2) y STSJ de la Comunidad Valenciana de 18 Enero de 2000 A/2176 
(F.J.u). 

 Así también lo recogió en su momento el TCT en sentencia de  8 de Marzo de 1985. 

800 La duración de los permisos por exámenes, junto con la retribución de los mismos, son las dos 
cuestiones sobre las que más incide la negociación colectiva y así encontramos que son 21 los convenios colectivos 
de empresa y  9 estatales de sector que hacen referencia a su extensión, especificando cual será ésta. 
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judicial pudiendo establecer, en el mismo, la durac ión del 

permiso que se estimase más adecuada, en el entendi do de que, en 

todo caso, la extensión de los mismos deberá ser la  <<necesaria>> 

para que no devenga inoperante el derecho que al tr abajador se 

reconoce. 

Una cuestión primordial hay que tener en cuenta al respecto 

y es que la doctrina judicial reseñada no constitui rá 

"jurisprudencia" ya que la misma, al no provenir de l Tribunal 

Supremo, incumple los requisitos que, para tener ta l carácter, el 

código civil exige en el art. 1.6. Por tanto, en es ta cuestión no 

será de aplicación el principio de jerarquía normat iva lo que 

llevará a entender que en ningún caso el empresario  se vería 

vinculado por el criterio judicial y tampoco lo est arían los 

representantes de los trabajadores que fueran a neg ociar el 

Convenio Colectivo. En cualquier caso, si este es e l criterio que 

los tribunales vienen manteniendo -la extensión del  permiso por 

examen a la jornada completa- en caso de; regulació n convencional 

ambigua de la duración del permiso o inexistencia d e convenio 

colectivo , y ante una reclamación judicial al resp ecto, es 

presumible que el órgano jurisdiccional que emita e l fallo se 

pronuncie en el sentido señalado lo que, de hecho, llevaría a la 

segunda de las soluciones propuestas, resultando, e n principio, 

para el trabajador, más conveniente el silencio del  convenio 

colectivo sobre la duración de los permisos para co ncurrir a 

exámenes que la concreción de los términos del ejer cicio de este 

derecho, en caso de ser ésta restrictiva respecto d e la línea 

judicial mantenida hasta la fecha como lo demuestra n las 

resoluciones judiciales dictadas en suplicación ant es 

referenciadas. 

En efecto, el problema fundamentalmente se puede pl antear en 

la interpretación de un convenio colectivo en el qu e, 
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estableciéndose el carácter retribuido de los permi sos por 

exámenes, la previsión convencional de cual sea el presupuesto de 

hecho para el ejercicio de este derecho se realice a través de 

fórmulas tan ambiguas como las del propio Estatuto de los 

Trabajadores que dificulten  determinar la duración  del mismo, 

como por ejemplo, “los días necesarios”, “horas pre cisas” , “el 

tiempo necesario” o “el tiempo indispensable” 801 . 

Los tribunales vienen entendiendo que cuando el con venio 

colectivo recoge la expresión “días precisos” hay q ue  

interpretar que la licencia se extiende al día de c elebración del 

examen con independencia del horario del mismo, es decir, de la 

hora en que se realice y de si ésta coincide o no c on la jornada 

laboral, pues consideran que el convenio colectivo de pretender 

otra cosa hubiera utilizado la expresión “horas pre cisas” o 

“tiempo preciso” 802 . 

                                                 
801 Como muestra de la variedad de expresiones utilizadas por las normas pactadas, sirvan las 

siguientes: 
-  “Permisos necesarios para concurrir a exámenes” en <<Getronic>Grupo CP, S.L.>> (R.8717),  <<V-2 

complementos auxiliares,S.A.>> (R.1843),<<Vigilancia integrada, S.A.>> (R.6352), <<Playa de Madrid>> 
(R.9124),<<EE.T.T.>> (RCL 200/2563) 

- “Los días necesarios” en <<Fertiberia>> (R.1975). 
- “Tiempo necesario” en <<Ford España, S.A.>> (R.4997), <<CETARSA>> (R.7281), <<Ecoclinic-

Athisa,S.A.>> (R.5453), <<BBE,S.A.>> (R.7280), <<Novedades Agrícolas,S.A.>> (R.8108) y <<Cointra>> 
(R.9839), <<DHL Internacional, España,S.A.>> (R.3873). <<Tejas y Ladrillos>> (RCL 2000/2201) y 
<<Jardinería>> (RCL 2001/1250) 

- “Tiempo indispensable” en  <<Reintegra,S.A.>> (R.3477) y  <<Ros Fotocolor,S.A.>> (R.6927). 
- “Horas precisas” en <<Unión de detallistas españoles, Soc. Coop., G-5 centro, S.A. y COIDEC>> 

(R.9228) y  <<Grandes Almacenes>> (RCL 2001/2087). 
 Y, algunos utilizan fórmulas del tipo: “Por el tiempo establecido para disfrutar los derechos educativos 

generales y de la formación profesional, en los supuestos y en la forma regulados por el ET”, en este sentido; 
<<Mataderos>> (RCL 2000/2634),  <<Prensa diaria>> (RCL 2001/2365),  <<Fotografía>> (RCL2002/126) y 
<<Vigilancia y Seguridad>> (RCL 2002/528). 

802 Así han interpretado  la fórmula convencional “días precisos” recogida en el convenio colectivo de 
RENFE, el TSJ de Andalucía (Málaga) en sentencia de 17 de Noviembre de 1994 A/4278 (F.J.1) y el TSJ de 
Comunidad Valenciana en sentencia de 2 de Mayo de 2002 A/102 (F.J.u),  teniendo en cuenta el criterio ya aludido 
del objetivo de este derecho que es que el trabajador acuda a la prueba con la debida preparación y aptitud tanto 
física como mental. En ambos casos se declaró el derecho del trabajador a disfrutar de licencia retribuida por el día 
completo del examen al que debía concurrir aunque la hora del mismo no coincidiera con su jornada laboral. 
 

No es este, sin embargo, el criterio que se mantiene en  la STSJ de Madrid de 23 de Febrero de 2000 
A/1559 considerando que el trabajador no tenía  tal derecho por ser el examen a las 13 horas, cuando “su jornada 
laboral era de tarde, 22h tarde a 8 horas de la mañana, luego la hora del examen estaba fuera de su horario 
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Como ya se señaló, el convenio colectivo no queda 

condicionado por los criterios que sobre la duració n del permiso 

por exámenes ha establecido hasta el momento la doc trina 

judicial, no obstante si queda condicionado en cuan to a que el 

trabajador tendrá este derecho a permiso por cada u no de los 

exámenes a que deba concurrir. 

Sin embargo, existen numerosas previsiones convenci onales en 

las que se señala un número máximo de días determin ado al año 

para que el trabajador pueda concurrir a los exámen es. Esta 

regulación, plantea dudas acerca de su legalidad en  cuanto a que 

pueda resultar restrictiva en relación a lo estable cido en el 

art.23.1.a) del Estatuto de los Trabajadores. Los c onvenios que 

así lo establecen vienen señalando un número de día s que oscila 

entre uno -los menos 803- y diez -la mayoría de ellos 804-, y el 

                                                                                                                                                         
laboral”. Desestima el recurso de suplicación interpuesto por el trabajador por considerar que “las consecuencias de 
que el trabajador quiere estudiar y trabajar a la vez debe soportarlas exclusivamente él, no pudiendo imponer al 

empresario, en este caso la Administración , la obligación de tener que soportar más carga que la que le impone el 

convenio colectivo. El hecho de trabajar en horario nocturno, ha facilitado, sin duda, al actor la posibilidad de 

mejorar su formación” (F.J.u.). Interpretación desde luego restrictiva que se separa de la línea señalada en el texto 
pero que hay que reconocer que indudablemente abona el propio texto del convenio que, recogido en la sentencia, 
era del siguiente tenor literal: “se concederán permisos para los siguientes supuestos: a) permiso para concurrir a 
exámenes finales, pruebas selectivas en la Administración y demás pruebas definitivas de aptitud y evaluación para la 
obtención de un título académico o profesional reconocido durante el tiempo necesario para su celebración en su 
caso” (El subrayado es mío). 

En parecidos términos lo establecía el precepto del  convenio colectivo que interpretó  el TSJ de Cataluña 
para resolver en suplicación el recurso planteado contra la sentencia que en instancia resolvió el conflicto colectivo 
planteado frente a la aplicación que hacía la empresa. Este tribunal se hace eco del criterio judicial expuesto en el 
texto, no obstante, finalmente resolvió  confirmando  la sentencia de instancia por considerar que dada la falta de 
concreción del precepto convencional aplicable al caso concreto, la práctica empresarial de conceder tres horas antes 
del inicio de la prueba -teniendo en cuenta sus turnos de trabajo-  y el tiempo de desplazamiento, no resultaba 
contraria al derecho a la promoción y formación profesional de los trabajadores. Vid. STSJ de 29 de Octubre de 
1996 A/4812 (F.J.u) 

803 Se recoge el derecho a un día por cada asignatura en los convenios colectivos de las empresas; 
<<Reale grupo asegurador>> (R.8471) y <<Alternativa comercial farmacéutica>> (R.10451). 

804 Estableciendo un máximo de 10 días al año: <<Paradores de turismo>> (R.201), <<La Vanguardia 
Editorial, S.L.>> (R.202), <<Unión Española de Explosivos>> (R.5844), <<Wincor Nixdorf,S.L.>> (R.7353), 
<<Luthansa>> (R.8474) y <<Eads-Casa y Airbus España>> (R.11881). 

Entre los sectoriales estatales destaca <<Fabricación de helados>> (RCL 2000/788) que establece un 
máximo de 12 días al año. 
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problema que se plantea es el siguiente; si el trab ajador tiene 

derecho a permiso para concurrir a cada uno de los exámenes  que 

deba realizar cuando curse estudios para la obtenci ón de un 

título académico y profesional, es posible que, dep endiendo de 

los estudios que realice tenga a lo largo del curso  académico 

correspondiente más exámenes que días de permiso le  haya 

concedido el convenio colectivo 805 , en tal caso, el trabajador no 

podrá presentarse a todos los exámenes si coinciden  con la 

jornada laboral y, en este sentido, se podría soste ner la 

ilegalidad de la cláusula convencional que establec e esta 

condición. 

Esto sería así si el convenio, paralelamente a ello , no 

estableciera el carácter remunerado de estos permis os, ya que, de 

establecerlo, lo que cabría interpretar es que el t rabajador 

tendrá derecho a permiso para asistir a todos los e xámenes que 

haya de realizar pero únicamente será retribuido po r los días 

señalados en el convenio colectivo 806 . 

 

Ámbito objetivo del derecho.- La regulación del art. 23 

no sólo resulta parca en el tema tratado, también l o es respecto 

al número y tipo de exámenes a los que tiene derech o a concurrir 

el trabajador-estudiante, ya que, únicamente, en el  precepto 

señalado, se hace referencia a "permisos necesarios ", lo que 

lleva a la doctrina a entender que, a salvo de lo d ispuesto en 

convenio colectivo, se tratará de los exámenes que necesariamente 

hayan de realizarse para seguir los estudios en con diciones 

                                                 
805 Piénsese, por ejemplo, en los nuevos planes de estudios en los que se han aumentado el número de 

asignaturas por curso y algunas de ellas  han pasado a tener carácter cuatrimestral, con lo cual el estudiante tiene 
exámenes finales dos veces en el mismo curso. 

806 En este sentido vid. ALBIOL MONTESINOS,I., CAMPS RUIZ,L.M., LOPEZ GANDIA,J. Y 
SALA FRANCO,T., Derecho del trabajo, Tomo II. Contrato individual, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2001, 3ª 
ed., pág.408. 



 
 532 

normales, entendiendo por tales, los exámenes liber atorios -sean 

estos finales o parciales- así como los ejercicios de oposición 

para el ingreso en la administración 807 . 

En cuanto al número; dependerá del plan de estudios  que se 

curse o del número de ejercicios previstos para sup erar la 

oposición, siendo en este sentido determinante lo q ue a efectos 

de aprovechamiento se pueda fijar convencionalmente  sobre 

repeticiones, éxito o no en los exámenes, número de  convocatorias 

por asignatura, etc. 808  

 

 

Reglas para el ejercicio del derecho: Preaviso y 

justificación.-  También resulta escasa la regulación que sobre el 

ejercicio de este derecho ofrece el art. 23.1.a) de l Estatuto de 

los Trabajadores, por lo que habrá que estar a lo q ue al respecto 

señalen los convenios colectivos encargados de esta blecer los 

términos concretos del ejercicio de este derecho, a  tenor del 

art. 23.2 del Estatuto de los Trabajadores 809 .  

                                                 
807 Respecto al examen-oposición, cfr. LOPEZ GANDIA,J., "Artículo veintidós.- Promoción y 

formación profesional en el trabajo", op. cit. pág. 182, y  GARCIA MURCIA,J., "El Derecho a la promoción y a la 
formación profesional en el trabajo", op. cit. pág. 230.  
 

Hay un convenio colectivo que prevé expresamente el permiso para concurrir a oposiciones para ingresar en 
cuerpos de funcionarios públicos; <<Eads-Casa y Airbus españa,S.L.>> (R.11881). 

Otros hacen referencia expresa al permiso por exámenes para obtener el permiso de conducir; 
<<MAPFRE>> (R.6281). Entre los estatales de sector; <<Jardinería>> (RCL 2001/1250), <<Fabricación de 
helados>> (RCL 2000/788) que establece un máximo de 6 días por este concepto y para el examen psicotécnico para 
la revisión y <<Curtidos, Correas y  Cueros>> (RCL 2001/1818) que también prevé tiempo para exámenes de 
conducir pero no retribuido. 

808 Cfr. GARCIA MURCIA,J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el 
trabajo", op. cit. pág. 242. y en el mismo sentido, CAMPS RUIZ,L.M., "Promoción profesional en la empresa", op. 
cit. pág. 104. 

809 Hay convenios colectivos que exigen justificante de la matrícula del curso; <<Novedades 
Agrícolas>> (R.8108) y <<Cointra>> (R.9839). Otros exigen preaviso a la empresa con suficiente antelación; 
<<DHL Internacional España,S.A.>> (R.3873), <<Ecoclinic-Athisa,S.L.>> (R.5453), <<BBE,S.A.>> (R.7280) y 
<<Playa de Madrid>> (R.9124). 

La mayoría requiere que se presente justificante del examen, así; <<La Vanguardia Ediciones, S.L.>> 
(R.202), <<Fertiberia,S.A.>> (R.1975), <<Ford España>> (R.4997), <<Novedades Agrícolas>> (R.8108), <<Reale 
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En cualquier caso, señala la doctrina que el trabaj ador 

deberá guardar determinadas reglas a la hora de eje rcitar el 

derecho porque así lo exigen, sus deberes de buena fe y el art. 

37.3 del Estatuto de los Trabajadores, precepto est atutario que 

en este punto se entiende de aplicación analógica y  que 

establece, para las interrupciones no periódicas de  la prestación 

laboral, la necesidad de previo aviso y justificaci ón. 

Así, el Tribunal Supremo en Sentencia de 10 de Juli o de 

1985, entendió equiparable a la transgresión de la buena fe 

contractual, la conducta de la trabajadora en cuant o que no 

preavisó a la empresa de su ausencia para asistir a  un examen, 

entendiendo el tribunal que tal conducta conllevaba  "un 

incumplimiento grave y culpable de las obligaciones  laborales, 

pues si tenía derecho a asistir a un examen, no es menos cierto, 

que la empresa demandada también lo tenía a conocer  con 

anterioridad tal ausencia, a fin de prever la susti tución de la 

profesora para que no sufriera detrimento en sus es tudios el 

alumnado, a los que se debía, y la Academia en su p restigio". En 

este sentido ya se pronunció el TCT en Sentencia de  16 de 

Noviembre de 1982 considerando que el derecho legal mente 

establecido en el art.23 del Estatuto de los trabaj adores, "es a 

obtener el permiso y no a decir ausencia" por lo qu e el abandono 

del puesto de trabajo sin preaviso alguno y por tan to sin dar 

ocasión a su necesaria sustitución, comporta un gra ve 

incumplimiento del deber de buena fe contractual y cooperación 

con el normal funcionamiento de la empresa, lo que llevó al 

tribunal a fallar confirmando la procedencia del de spido en 

                                                                                                                                                         
grupo asegurador>> (R.8471), <<Luthansa>> (R.8474) y <<Playa de Madrid>> (R.9124). Y, entre los estatales 
sectoriales; <<Fabricación de helados>> (RCL 2000/788) y <<EE.T.T.>> (RCL 2000/2563). 

Los convenios de  <<La Vanguardia Ediciones, S.L.>> (R.202), y <<Unión de detallistas Españoles, Soc. 
Coop., G-5 Centro,S.A. y CIDEC>> establecen que si no se presenta el justificante no se tendrá derecho a la 
retribución. 
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aplicación del art.54.2.d) del Estatuto de los Trab ajadores 810 . 

Así pues, será necesario para asistir al examen, 

comunicación previa del trabajador al empresario, c on una 

antelación suficiente para que éste pueda adoptar l as medidas 

necesarias para el buen desarrollo de la actividad empresarial y, 

entre ellas, la posible sustitución del trabajador- estudiante por 

el tiempo necesario 811  . 

A la comunicación deberá acompañarse acreditación o  

justificación de la inscripción o matrícula en los cursos 

correspondientes y, siendo asimismo necesario justi ficar la 

asistencia al examen, entiende la jurisprudencia qu e la 

acreditación de tal extremo podrá realizarse con po sterioridad a 

la celebración de la prueba. 

No parece que sea necesario la existencia formal de  permiso 

para que el trabajador pueda ausentarse de la empre sa para 

examinarse y, en este sentido, la sentencia del TSJ  de Cantabria 

de 21 de Abril de 1992, no exige autorización expre sa del 

empresario, entendiendo bastante la comunicación pr evia del 

trabajador y posterior justificación de asistencia al examen, 

considerándose en tal caso el permiso como <<tácito  o 

presunto>> 812 . 

 

Causas justificativas de su denegación.- Efectuada la 

comunicación de la ausencia del trabajador en tiemp o y forma, el 

empresario deberá soportar el ejercicio del derecho  del 

                                                 
810 Vid. STS de 10 de Julio de 1985, A/3725, (F.J.2) y  STCT de 16 de Noviembre de 1982, A/6363, 

(Cdo.4). 

811 Cfr. CAMPS RUIZ,L.M.,"Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág.104 y, en el mismo 
sentido, GARCIA MURCIA,J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el trabajo", op. cit. 
pág.244. 

812 Vid. STSJ de Cantabria de 21 de Abril de 1992, A/1939, (F.J.3). 
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trabajador ya que éste no queda condicionado a las necesidades 

organizativas de la empresa, salvo que la prestació n del 

solicitante sea imprescindible para que la producci ón continúe o 

el número de solicitudes concurrentes imposibilite su disfrute 

por repercutir de forma grave en el proceso product ivo. En este 

último caso tendrán preferencia los que hayan prese ntado la 

solicitud con mayor antelación, a salvo de lo que s obre esta 

cuestión se pudiera establecer en la negociación co lectiva, 

entendiéndose que las partes gozan de total disponi bilidad sobre 

este extremo 813 . 

 

En cuanto a los efectos de la denegación injustific ada, 

habrá que entender que el empresario ha incurrido e n una 

extralimitación de sus facultades de dirección y po r tanto su 

decisión podrá ser impugnada por el trabajador ante  el Órgano 

Jurisdiccional competente, siendo de aplicación las  previsiones 

que frente a la denegación injustificada del cambio  de turno de 

trabajo se hicieron en el apartado anterior y a las  que me 

remito. 

 

Los efectos jurídicos del ejercicio del derecho.-  Estos 

serán distintos si el permiso tiene o no carácter r etribuido en 

orden, fundamentalmente, a los derechos que obtiene  el trabajador 

dependiendo del tiempo efectivamente trabajado, y, por el 

contrario, no existirán diferencias en cuanto a los  derechos que 

deriven de la duración del vínculo contractual, ya que, en ambos 

casos este vínculo se mantiene. En consecuencia, co mo se dijo el 

trabajador tendrá derecho de reserva de puesto de t rabajo, así 

como, derecho a que el tiempo que dure el permiso l e sea 

                                                 
813 Ninguno de los convenios consultados hace referencia a este extremo. 
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computado a efectos de antigüedad 814 . 

Sin embargo, como ya hemos apuntado, existirán dife rencias 

en cuanto al derecho al salario y al de vacaciones:  

En primer lugar, respecto al salario; como ya quedó  

señalado, si el permiso por exámenes es causa de in terrupción, el 

derecho al salario se mantiene, mientras que en el supuesto de 

suspensión el trabajador no tendrá derecho al mismo  y ese 

descuento salarial repercutirá proporcionalmente so bre la 

retribución de los descansos semanales y de las pag as 

extraordinarias. En cuanto a los complementos por a sistencia es 

posible entender, que dado que la ausencia del trab ajador queda 

justificada en virtud del derecho a la formación pr ofesional y 

más en concreto en el derecho que le otorga el art.  23.1.a) del 

Estatuto de los Trabajadores, no cabría más descuen to que el 

proporcional al tiempo que dure el permiso por exám enes. 

En segundo lugar, en relación con las vacaciones ha y que 

considerar, como hace GARCIA ORTEGA, que cuando los  permisos por 

exámenes no tengan carácter retribuido, su duración  no se 

computará a efectos de vacaciones, mientras que si son 

retribuidos, el tiempo de interrupción dará lugar a  su cómputo a 

efectos de vacaciones, siempre a salvo de lo que se  establezca en 

convenio colectivo 815 .

                                                 
814 Respecto al supuesto de suspensión y en base al fundamento jurídico de la existencia de los 

complementos salariales por antigüedad, afirmaba  CAMPS RUIZ que: "El tiempo durante el que el cual el contrato 
de trabajo está suspendido debe computarse, en principio, a efectos de la antigüedad del trabajador", señalando, no 
obstante, la posibilidad de que tal régimen jurídico pueda ser excluido en virtud de la negociación colectiva. Vid. en  
"Complementos salariales de carácter personal", en AA.VV., Estudios sobre el salario, ACARL, Madrid, 1993, 
págs.457 y 458. Tras la reforma del mercado de trabajo de 1994 este autor manifiesta sus dudas al respecto derivadas 
de que “el art.25 del ET establezca ahora una mayor relación entre los complementos por antigüedad y el trabajo 
desarrollado, lo que podría tal vez implicar que el devengo de los mismos no dependiera simplemente del 
mantenimiento del trabajador de su vinculación con la empresa, aun cuando no exista una prestación de trabajo 
efectivo”. Se recoge esta opinión en ALBIOL MONTESINOS,I., CAMPS RUIZ,L.M., LOPEZ GANDIA,J. Y 
SALA FRANCO,T., Derecho del trabajo, Tomo II. Contrato individual, op. cit. pág.490, nota a pie núm.3. 

815 Cfr. GARCIA ORTEGA,J., "Nacimiento, duración y disfrute del derecho a vacaciones", en 
Tribuna Social, nº 38, Febrero, 1994, pág.11., sin embargo, en sentido contrario vid. GARCIA MURCIA,J., op. cit. 
pág.247 y CAMPS RUIZ,L.M. op. cit. en nota nº 38, pág.105. También VIDA SORIA entiende, -aunque de forma 
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general para todos los supuestos de suspensión-, que el "tiempo de suspensión da, en principio, lugar a su cómputo a 
efectos de vacaciones anuales pagadas", vid. VIDA SORIA,J.,”Suspensión del contrato de trabajo” op. cit. pág.69. 
 

De los convenios colectivos estudiados sólo uno de ellos hace referencia a esta cuestión, señalando que 
tanto en el caso de que el permiso por exámenes sea retribuido como en caso contrario, dichas licencias no podrán 
ser descontadas de las vacaciones anuales que correspondan al trabajador. Vid. el art. 91del  convenio colectivo 
estatal para el sector <<Curtido, Correas y Cueros Industriales y Curtición de piel para Peletería>> (RCL 2001/1818) 
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D. ADAPTACION DE LA JORNADA DE TRABAJO . 

 

Reconocimiento legal.- El Estatuto de los Trabajadores 

posibilita al trabajador adaptar su jornada ordinar ia de trabajo 

para la asistencia a cursos de formación profesiona l. Esta es una 

de las facultades que, como ya se señaló, integra e l contenido 

del derecho subjetivo del trabajador a la formación  profesional 

en la relación de trabajo y por tanto será uno de l os medios que 

el ordenamiento jurídico pone a su disposición para  que haga 

efectivo tal derecho y, en consecuencia, alcance un a mayor 

preparación profesional. Esta facultad otorgada al trabajador, al 

igual que la preferencia en la elección de turno de  trabajo, es 

un instrumento a través del cual el trabajador podr á adaptar el 

tiempo de trabajo a sus necesidades formativas y cu yo ejercicio 

incidirá en la situación jurídica del contrato de t rabajo 

produciendo la novación del mismo.  

Pero no es este el único bien jurídico que, a juici o de 

GARCIA MURCIA, el ordenamiento jurídico pretende qu e se satisfaga 

al otorgar este medio de actuación al trabajador, t ambién puede 

serlo el interés del empresario en cuanto que la ma yor 

preparación y especialización que el trabajador adq uiera al 

asistir a los cursos de formación profesional redun dará en su 

prestación de trabajo y en el resultado de la misma , lo que en 

último término beneficiará al empresario que podrá contar con 

mano de obra más cualificada y capaz 816 . 

Dispone el art.23.1.b) del Estatuto de los Trabajad ores que: 

"El trabajador tendrá derecho: b) A la adaptación d e la jornada 

                                                 
816 GARCIA MURCIA,J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el trabajo", op. 

cit. pág.233. 
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ordinaria de trabajo para la asistencia a cursos de  formación 

profesional". 

En este precepto, pues, el derecho a la adaptación de la 

jornada queda condicionado a que el trabajador asis ta a cursos de 

formación profesional.  

 

A continuación se delimitará este requisito pasando  después 

a analizar la facultad que como consecuencia jurídi ca del mismo 

prevé la norma, señalando, por último, los términos  del ejercicio 

de la misma así como la repercusión que tendrá sobr e la situación 

jurídica del contrato de trabajo. 

 

 

a) Presupuesto de hecho.  

 

Asistencia a cursos de formación profesional.- El 

trabajador únicamente podrá ejercitar su derecho a adaptar la 

jornada ordinaria de trabajo si asiste a cursos de formación 

profesional.  

La asistencia a tales cursos se entiende que debe s er 

compatible con el trabajo, ya que, en caso contrari o la 

posibilidad de actuación del trabajador se encamina ría al 

ejercicio del otro derecho que en el mismo precepto  estatutario 

se contempla, cual es el del permiso de formación o  

perfeccionamiento profesional con reserva de puesto  de trabajo 817 . 

                                                 
817 GARCIA MURCIA,J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el trabajo", op. 

cit. pág.232 y 251. 

En este caso la norma no hace referencia al "título  

profesional" a que se refería el art.23.1.a) al señ alar el 
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supuesto de hecho allí contemplado, esto conduce a pensar que en 

este caso el legislador prevé la posibilidad de que  el trabajador 

pueda asistir a determinados "cursos de formación" en los que no 

se entregue un título al finalizar los mismos, no o bstante, si 

por la asistencia al curso el trabajador obtuviera titulación 

también podría ejercitar este derecho y en consecue ncia, en este 

caso el Estatuto de los Trabajadores le ofrecerá do s 

posibilidades de adecuar el tiempo de trabajo a sus  necesidades 

de formación; por un lado otorgándole el derecho a elegir el 

turno de trabajo y por otra parte a adaptar la jorn ada de 

trabajo, quedando a su criterio y a las necesidades  productivas 

de la empresa, la elección entre uno u otro, porque  lo que no 

parece posible es el ejercicio simultáneo de ambas facultades 

respecto del mismo curso de formación. Sin embargo,  si cabría la 

posibilidad de que un trabajador que hubiera solici tado y 

obtenido cambio de turno, para cursar estudios para  la obtención 

de un título académico, pueda solicitar adaptación de la jornada 

de trabajo para asistir a un curso de formación pro fesional, ya 

que en ningún momento la norma señala la incompatib ilidad de los 

mismos. 

 

 

b) Ejercicio del derecho a adaptar la jornada de tr abajo.  

 

Modalidades de adaptación de la jornada de trabajo. -  Si 

se da el supuesto establecido por la norma, el trab ajador podrá 

solicitar del empresario la adaptación de la jornad a ordinaria de 

trabajo. 

 

Se entiende por tiempo de trabajo, los períodos dur ante los 

cuales un trabajador viene obligado a poner su acti vidad laboral 
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a disposición del empresario y la medida cierta de ese tiempo de 

trabajo, es decir el tiempo en que cada día, semana  o año 

dedicará el trabajador a satisfacer su prestación l aboral, 

constituye la jornada normal de trabajo. La faculta d, que en 

principio tiene el empresario de fijar estos tiempo s de trabajo, 

y que encuentra acomodo en su poder de dirección, s e ve sometida 

a fuertes limitaciones,  establecidas tanto en la C onstitución 

Española (art. 40.2), como en el Estatuto de los Tr abajadores, en 

atención, como señala la doctrina, a la necesaria p rotección de 

los intereses vitales del trabajador; tiempo libre,  descanso 

necesario, cuidado de la familia, etc. 

Pero no solo los límites a la fijación de la jornad a de 

trabajo, ya sea por convenio colectivo como por con trato 

individual, encuentran fundamento en tales interese s, también lo 

constituirán los intereses profesionales del trabaj ador. Esta 

conclusión es posible deducirla de lo preceptuado p or el art. 

23.1.b) del Estatuto de los Trabajadores, ya que es te precepto 

permite al trabajador, que asista a cursos de forma ción 

profesional, modificar la distribución de su tiempo  de trabajo, 

al reconocérsele el derecho a la adaptación de la j ornada de 

trabajo. Esta variación producirá provisionalmente una 

modificación sustancial de una condición de trabajo  -tiempo de 

trabajo- por la que el empresario deberá pasar si e l trabajador 

la solicita y no hay causas que justifiquen la dene gación. 

 

La ambigüedad del precepto que reconoce este derech o, 

plantea problemas en orden a lo que deba entenderse  por 

"adaptación de la jornada ordinaria de trabajo".  

En primer lugar, porque el precepto al referirse a la 

jornada de trabajo y no al horario, posibilita, en principio, que 

la adaptación incida sobre la duración o cantidad d e tiempo de la 
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prestación de servicios, diaria, mensual o anual pe ro no sobre la 

distribución en las horas del día del tiempo de tra bajo 818 . 

En segundo lugar, porque si se interpreta en sentid o 

estricto el término "adaptar" habrá que entender qu e lo que se 

posibilita es ajustar la jornada de trabajo a las n ecesidades 

formativas del trabajador pero manteniendo la durac ión de la 

misma, ya que, si esta variara estaríamos ante un s upuesto de 

modificación y no de acomodación.  

Por consiguiente, la dificultad que plantea la 

interpretación literal de la expresión legal "adapt ar la jornada 

ordinaria de trabajo" reside en poder identificar l os supuestos 

en que se pueda llevar a cabo el ajuste del tiempo de trabajo 

comprometido por el trabajador, sin modificar la du ración del 

mismo y sin que tal acomodación afecte al horario. 

 

La doctrina solventa la cuestión haciendo una inter pretación 

flexible del precepto y entendiendo que existe cobe rtura legal 

para variar tanto la duración como la distribución habituales del 

tiempo de trabajo y, por consiguiente, que el traba jador que 

asista a un curso de formación profesional, podrá s olicitar al 

empresario, bien la reducción de la jornada ordinar ia de trabajo, 

bien un cambio de horario. La elección de cualquier a de estas 

modalidades de "adaptación de jornada" dependerá ún icamente de 

las necesidades y conveniencias del trabajador y la s necesidades 

organizativas de la empresa 819 . 

                                                 
818 Sobre la jornada como condición de trabajo diferente al horario, vid. MARTIN VALVERDE,A., 

"Modificaciones de la jornada y del horario de trabajo", en AA.VV., Estudios sobre la jornada de trabajo, Madrid, 
1991, pág.685. 

819 Cfr. GARCIA MURCIA,J., "El Derecho a la promoción y a la formación profesional en el 
trabajo", op. cit. pág. 251., y ,en el mismo sentido, MARTINEZ RODRIGUEZ,F.: "Jornada reducida", en AA.VV., 
Estudios sobre la jornada de trabajo, ACARL, Madrid, 1991, pág.217 y RODRIGUEZ PASTOR,G. , El régimen 
jurídico de la distribución de la jornada de trabajo, op. cit. pág.360.  
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No obstante, para el TCT, el precepto no ampara la reducción 

de la jornada laboral, como señaló en la sentencia de 21 de Enero 

de 1988 820 . 

A continuación me referiré brevemente a estas posib ilidades. 

 

Reducción de la jornada ordinaria de trabajo.- La 

modificación pretendida por el trabajador en este s upuesto irá 

dirigida a conseguir una disminución de las horas d e trabajo, y 

se llevará a cabo en virtud de un acuerdo entre emp resario y 

trabajador.  

No parece, como ya quedó dicho, que la doctrina jud icial se 

incline por considerar esta facultad dentro de las contempladas 

en el supuesto de "adaptación de la jornada ordinar ia", no 

obstante, nada impide que el convenio colectivo la prevea 821  y, si 

                                                                                                                                                         
De los convenios colectivos de empresa consultados sólo 5 de ellos se refieren expresamente a este derecho 

del trabajador. Dos lo recogen en los mismos términos que el ET “adaptación de la jornada ordinaria de trabajo para 
la asistencia a cursos de formación profesional” sin mayor concreción, aunque puede ser significativo que ambos lo 
mencionan en el precepto en el que se recogen las <<licencias y excedencias>>, vid. <<V-2 Complementos 
auxiliares, S.A.>> (R.1843) y  <<Vigilancia Integrada,S.A.>> (R.6352).  Los otros tres como se verá se decantan por 
la modalidad de reducción de la jornada. 

En la negociación colectiva estatal sectorial también la atención es escasa porque sólo en el de <<Tejas y 
Ladrillos>> (RCL 2000/2201) se menciona este derecho. También en el apartado de <<licencias>> 4 convenios 
estatales sectoriales mencionan de forma genérica los “derechos educativos generales y de la formación profesional” 
entre los que podría incluirse la adaptación de la jornada de trabajo, vid. <<Mataderos>> (RCL 2000/2634), 
<<Prensa diaria>> (RCL 2001/2365), <<Fotografía>> (RCL 2002/126) y <<Vigilancia y Seguridad>> (RCL 
2002/528) 

820 Vid. CAMPS RUIZ,J.M., "Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág.110., señalando que 
"de aceptarse este criterio del TCT, resultaría que más allá del cambio de horario, habrá que estar a los términos 
fijados por Convenio Colectivo, con posibilidad, desde luego, de introducir vinculaciones entre el contenido 
concreto del derecho y las necesidades organizativas de la empresa". 

821 Hay tres convenios colectivos de empresa, que permiten que el trabajador reduzca su jornada de 
trabajo para asistir a cursos de formación profesional; el de  la <<Compañía Española de Tabaco en Rama, S.A. 
(CETARSA)>> (R.7281) lo prevé cuando se asista a cursos de perfeccionamiento profesional, aunque con carácter 
subsidiario a la adopción de cualquier otra modalidad de "adaptación de la jornada",  permite una reducción igual a 
la mitad de las horas de clase con reducción de la retribución en la misma proporción.  

<<Getronics Grupo CP,S.L>> (R.8717) reconoce al trabajador el derecho a reducir su  jornada de trabajo 
durante el curso escolar en media, una, una y media o dos horas a su elección, con reducción proporcional de la 
retribución. El convenio colectivo supedita el ejercicio del derecho  a las necesidades organizativas de la empresa y a 
que los estudios que curse el trabajador sean, por una parte, de interés para la empresa y, por otra, estudios oficiales 
establecidos por el MEC, en sus vertientes de formación profesional, escuelas universitarias, escuelas técnicas 
medias y superiores y universitarios. 
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tal es el caso, el acuerdo de reducción de jornada entre 

empresario y trabajador, que tendrá carácter novato rio, afectará 

al contrato de trabajo produciendo la modificación de su 

contenido en cuanto que establecerá para el trabaja dor una 

jornada inferior a la habitual 822 . 

 

Modificación del horario de trabajo.- Entendiendo por 

horario de trabajo la distribución en las horas del  día del 

tiempo de la prestación de servicios, son varias la s 

posibilidades de modificación que tendrá el trabaja dor que quiera 

asistir a un curso de formación profesional, entre otras: El paso 

de horario fijo a horario flexible; el cambio de jo rnada partida 

o jornada continuada; el paso de trabajo en régimen  de turnos a 

horario único; y el cambio de horario o jornada de mañana a 

horario o jornada de tarde, y viceversa 823 . 

 

Cualquiera que sea la modalidad elegida por el trab ajador la 

adaptación del tiempo de trabajo se producirá en vi rtud de un 

acuerdo entre empresario y trabajador que, como ya quedó dicho, 

tiene carácter novatorio, al originar la modificaci ón del tiempo 

de trabajo. 

Nada impide que, por la vía de la novación modifica tiva, se 

produzca la variación de la condición de tiempo de trabajo, sin 

ser necesario que tal posibilidad se permita por co nvenio 

                                                                                                                                                         
El convenio colectivo de <<Eads-Casa y Airbus España, S.L.>> (R.11881) prevé que el trabajador pueda 

solicitar la reducción de jornada con la consiguiente reducción de remuneración por “razones de estudios” y,  aunque 
no especifica más, señala que la aceptación de la solicitud por el Jefe inmediato estará condicionada al tipo de 
estudios que se realicen, al porcentaje de reducción horaria solicitado, período de tiempo, características del puesto 
de trabajo que ocupe el trabajador  y a las necesidades de producción.  

822 Cfr. MARTIN VALVERDE,A., "Modificaciones de la jornada y horario de trabajo", op. cit. pág. 
688. 

823 Cfr. MARTIN VALVERDE,A.: "Modificaciones de la jornada y horario de trabajo", op. cit. 
pág.685 a 687. 
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colectivo. No obstante, como señala MARTIN VALVERDE , el pacto 

novatorio deberá respetar las condiciones mínimas d e la ley, las 

establecidas por el convenio colectivo y no suponer  

discriminación. Respecto de esta última limitación es necesario 

señalar que, dado que la adaptación del tiempo de t rabajo trae su 

causa en la facultad que el art.23.1.b) del Estatut o de los 

Trabajadores atribuye al trabajador de adaptar el h orario de 

trabajo para asistir a cursos de formación profesio nal, el pacto 

novatorio, a través del que se produzca esta variac ión del 

horario, no será, en principio, discriminatorio. No  obstante, 

puede producir perjuicios para otros trabajadores e n cuanto que 

la modificación del horario del trabajador en fase de formación 

traiga como consecuencia la necesaria modificación del horario de 

otros trabajadores. En tal caso, habrá que entender  que, la 

libertad que en principio se dijo que tenía el trab ajador de 

optar entre las diversas modalidades de adaptación de horario 

quedará limitada, en el sentido que deberá elegir, de entre todas 

las que, en igual medida, le sirvan para satisfacer  su interés 

formativo, aquella que implique menos perjuicio par a el resto de 

trabajadores. 

 

Reglas de ejercicio del derecho.- El ejercicio de este 

derecho deberá seguir las mismas reglas que se vien en señalando 

para el resto de los derechos profesionales del tra bajador; 

solicitud con antelación razonable, comunicación de l horario 

lectivo y justificación de la inscripción al curso de formación 

correspondiente. 

No obstante, ante la remisión que el precepto legal  hace al 

Convenio Colectivo habrá que estar a las reglas esp ecíficas 

establecidas por éste, en orden principalmente a la  necesidad de 

justificar la asistencia al curso y el grado de apr ovechamiento 
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señalado 824 . 

 

E. PERMISO PARA LA FORMACION Y PERFECCIONAMIENTO PROFESIONAL. 

 

a) Presupuesto de hecho.  

 

Cursar estudios de formación o perfeccionamiento 

profesional.- El art. 23 del Estatuto de los Trabajadores recoge 

otro instrumento jurídico que el trabajador puede u tilizar para 

llevar a la práctica su derecho a la promoción y fo rmación 

profesional en el trabajo; el derecho a un permiso con reserva de 

puesto de trabajo.  

Esta facultad jurídica queda condicionada a que el 

trabajador curse estudios para su formación y perfe ccionamiento 

profesional y a este requisito, que integra el pres upuesto de 

hecho de la norma contenida en el art. 23.1.b) del Estatuto de 

los Trabajadores, está sometida igualmente, como ya  se vio, la 

facultad del trabajador de "adaptar su jornada ordi naria de 

trabajo", por lo que, a la delimitación de la misma   realizada 

supra me remito.  

 

No obstante, es preciso señalar aquí que, en este c aso, para 

que se pueda ejercitar el derecho al permiso de for mación 

contemplado en el art. 23.1.b) del Estatuto de los Trabajadores, 

el seguimiento de las actividades formativas y de 

perfeccionamiento profesional debe resultar incompa tible o cuanto 

menos de difícil compatibilidad con la prestación d e servicios, 

lo que conducirá a que tanto al empresario como al trabajador les 

                                                 
824  Poca atención se presta en la negociación colectiva consultada ya que tan solo se hace referencia a 

las condiciones de ejercicio en el convenio colectivo del sector <<Tejas y Ladrillos>> (RCL 200/2201) requiriendo 
“justificación de la asistencia a los cursos de que se trate con un grado de aprovechamiento adecuado”. 
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interese más una liberalización transitoria de todo  trabajo que 

una "adaptación de la jornada ordinaria de trabajo" . 

Incompatibilidad que, según señala CAMPS RUIZ, debe rá 

determinarse, en ausencia de regulación complementa ria, de 

acuerdo con criterios de razonabilidad 825 . 

 

Por otra parte,  como ha señalado PEDRAJAS MORENO, la norma 

al referirse a la "formación y perfeccionamiento pr ofesional", 

permite de forma indubitada deducir que la formació n a la que se 

alude es de tipo profesional pero no aclara si ésta  debe guardar 

relación directa con la actividad profesional que v iene 

realizando el trabajador o no 826 .  

Desde mi punto de vista el  presupuesto de hecho qu eda 

integrado tanto por las actividades formativas dire ctamente 

relacionadas con el puesto de trabajo, que serían s ubsumibles en 

el supuesto de cursos de perfeccionamiento, cuanto por las 

actividades formativas que no tengan relación algun a con la 

actividad objeto del contrato de trabajo, que podrí an entenderse 

incluidas en el supuesto de cursos de formación 827 . 

 

En cualquier caso, lo determinante será que el tiem po de 

formación responda a la libre decisión del trabajad or para 

completar o mejorar su formación profesional y que corra también 

a su costa, en principio, pues como después se verá , el permiso 

para la formación puede ser financiado con fondos p úblicos o por 

                                                 
825 Cfr. CAMPS RUIZ,L.M., "Promoción profesional en la empresa", op. cit. pág.110 y  nota núm.65. 

826 Cfr. PEDRAJAS MORENO,A., en “Formación y derechos individuales”, op. cit. pág.514. 

827 Vid. respecto de los permisos para formación profesional la STCT de 7 de Marzo de 1985, 
A/1658, (Cdo.2º) y, en el mismo sentido pero con carácter general para los permisos y preferencias por cursar 
estudios que establecía el art. 22.1.a) y b) del Estatuto de los Trabajadores, la STCT de 21 de Enero de 1988, A/772, 
(F.J. U). 
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el empresario por preverlo así, ya el ANFC, ya el c onvenio 

colectivo de aplicación. 

 

El TS  en la sentencia de 25 de Febrero de 2002 828  diferencia 

los supuestos en que la formación es a iniciativa d el trabajador, 

de aquellos en que la formación permanente del trab ajador es una 

obligación legalmente impuesta al empresario como  

específicamente se establece en la Ley 23/1992 para  las empresas 

de seguridad privada 829 . 

A juicio del TS, los cursos de formación organizado s por la 

empresa en cumplimiento de su  obligación de garant izar la 

formación de los trabajadores, no serían subsumible s en el 

supuesto del art.23 ET, “ el convenio colectivo no puede 

transformar -pues actuaría ultra vires- la obligaci ón de 

formación permanente a cargo de las empresas de seg uridad privada 

en un permiso de formación a instancia del trabajad or y a su 

costa si no obtiene financiación pública ” 830 . En tal caso el 

                                                 
828 Publicada en RL núm.14, 2002, págs.96 a 101. El TS resuelve un recurso de casación ordinario 

contra sentencia de la AN dictada en un proceso de conflicto colectivo. estima el TS el recurso y en consecuencia 
declara que las empresas de seguridad están obligadas a abonar a los trabajadores las horas empleadas en la 
formación permanente obligatoria fuera de la jornada y que no se compensen con reducciones de ésta en la forma 
prevista en el art.13 II ANFC. 

829  El TS en esta sentencia se refiere a las empresas de seguridad para las que la Ley 23/1992 exige 
que garanticen la formación y actualización profesional de su personal de seguridad (art.5.2). El TS interpreta que 
“la garantía supone en este contexto la obligación de proporcionar los medios para que se cumpla esa formación 
ello implica bien la obligación de prestarla directamente o bien la de financiarla, pues no se trata de una garantía 

de mera asistencia, como dice el Reglamento sino una obligación más amplia  de <<garantizar la formación>> 

como establece el art.5.2 de la Ley” (F.J.3) 

830 El art.12 del Convenio colectivo estatal de empresas de seguridad (para 1997-2001)(BOE de 11 de 
Junio de 1998) señalaba en el art.12 que “cuando se efectúe la actividad formativa fuera de la jornada laboral, las 
horas empleadas serán abonadas al trabajador en la cuantía establecida en el punto 7 del art.13 del ANFC” . La 
interpretación que hacían los recurrentes y que acoge el TS es que si la actividad formativa se desarrollaba durante la 
jornada laboral, deberá considerarse tiempo de trabajo efectivo y retribuirse como tal y que si se realizaba fuera de la 
jornada debía retribuirse en la forma prevista en el art.12 del convenio colectivo (F.J.2). 
 

El actual convenio colectivo estatal para el sector de las empresas de seguridad (para 2002-2004) 
<<Vigilancia y Seguridad>> (R.CL 2002/528) establece en el art.12 que “cuando se efectúe la actividad formativa 
obligatoria fuera de la jornada se abonarán al trabajador las horas empleadas en ella a precio de hora extraordinaria 
de su categoría laboral. Cuando en este caso, deba el trabajador desplazarse por sus propios medios, dicho 
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trabajador estará obligado a asistir a los cursos d e formación y 

el tiempo invertido habrá que considerarlo tiempo d e trabajo si 

se realiza durante la jornada laboral o remunerado si tiene lugar 

fuera de ella 831 . 

El TS asimila al supuesto anterior la obligación de  

formación que establece a cargo de las empresas el art.19.2 de la 

Ley 31/19995 (LPRL) en materia de seguridad y salud  laboral y 

desde mi punto de vista este criterio igualmente se rá aplicable 

cuando la obligación de formar a los trabajadores s e establezca 

en el convenio colectivo. 

 

Algunos convenios colectivos avanzan en esta línea y prevén 

distinto régimen jurídico para el tiempo de formaci ón dependiendo 

de si el curso de formación es a requerimiento de l a empresa o a 

iniciativa del trabajador. La aplicación del art.23  ET queda 

limitada al segundo supuesto, pues en el primero al  tratarse de 

un curso organizado por la empresa, constituirá una  manifestación 

del poder de dirección y organización del empresari o que generará 

para el trabajador la obligación de asistir a la ac tividad 

formativa, en consecuencia, el convenio colectivo p reverá que el 

curso se imparta dentro de la jornada de trabajo y si esto no 

fuera  posible, que el tiempo de formación se retri buya como 

tiempo de trabajo efectivo 832 . 

                                                                                                                                                         
desplazamiento será abonado en la forma prevista”  

831 El TSJ del País Vasco en sentencia de 30 de Enero de 2001 (A/2997) mantuvo sin embargo el 
criterio diferente en relación con cursos sobre legislación y protección frente a artefactos explosivos, entendiendo 
que tales cursos revestían carácter voluntario en cuanto a su asistencia y a desarrollar fuera del horario laboral. 
Considera el tribunal que la empresa  (Prosegur Cía. de Seguridad) no tiene obligación de retribuir las horas del 
cursillo pues no era obligatorio en relación con ella. Esta  se limita a colaborar en la organización del curso, “sólo 
debe constituir  una carga para el trabajador, que está sometido a ella  si quiere continuar siendo apto para 

realizar esta actividad profesional” (F.J.2)  

832 Vid. al respecto, LOPEZ GANDIA,J., "Artículo veintidós.- Promoción y formación profesional en 
el trabajo", op. cit. pág. 184 y 185 y GARCIA MURCIA,J., "La promoción y formación profesional en el trabajo", 
op. cit. pág. 255 y nota núm. 82.  
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No me referiré aquí a esta modalidad, ya que, al ll evarse a 

cabo la iniciativa formativa por el empresario y, e n 

consecuencia, generarse una obligación para el trab ajador, 

resulta más adecuado su estudio dentro de las oblig aciones que 

integran el contenido del derecho subjetivo a la fo rmación 

profesional que en esta sede, dedicada al estudio d e las 

facultades que el Estatuto de los Trabajadores otor ga al 

trabajador como titular del mismo. 

 

  

b) Ejercicio del derecho a ausentarse del trabajo p ara 

asistir a cursos de formación o perfeccionamiento 

profesional.  

 

Permiso por formación o perfeccionamiento profesion al 

con reserva de puesto de trabajo.- Producido el presupuesto de 

hecho, el trabajador podrá ejercitar el derecho que  le reconoce, 

por tal motivo, el art. 23.1.b) del Estatuto de los  Trabajadores, 

cual es el "permiso con reserva de puesto de trabaj o". 

 

                                                                                                                                                         
 

 Es posible incluir en este supuesto los cursos de perfeccionamiento o reconversión ofrecidos por el 
empresario al trabajador, dirigidos a la adaptación de éste a las modificaciones técnicas operadas en su puesto de 
trabajo, con el fin de evitar la extinción de la relación laboral por aplicación del art. 52.b) del Estatuto de los 
Trabajadores, por ejemplo, <<Compañía Española de Tabaco en Rama,S.A. (CETARSA)>> (R.7281). 

Cursos dirigidos a proporcionar al trabajador la formación necesaria para desempeñar las  tareas que se le 
asignen fruto de la movilidad funcional como por ejemplo, hacen; <<General Óptica>> (R.826),<<V-2 
Complementos auxiliares>> (R.1843), <<B.B.E., S.A.>> (R.7280),  <<Tradia, difusio digital societat>> (R.10452), 
<<Eads-casa y Airbus España, S.A.>> (R.11881) o <<Ford España>>(R.4997) que prevé tanto períodos de 
adaptación como programas de formación y entrenamiento con la finalidad de capacitar al trabajador para el 
desarrollo del trabajo diario y, especialmente, en casos de cambio de puesto de trabajo. También para actualizar y 
poner al día los conocimientos profesionales <<Tradia, difusio digital societat>> (R.10452) y en sentido similar 
<<Celite Hispánica>> (R.11551) 

La formación para la adaptación y capacitación del trabajador frente a cambios técnicos y organizativos, por 
ejemplo, <<La Vanguardia, S.A.>> (R.202), <<Fertiberia,S.A.>> (R.1975), <<Unidad editorial>> (R.9125) 
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Retribución.- La primera cuestión que se suscita 

respecto de esta facultad del trabajador es la natu raleza 

jurídica de la misma. Dos son las posibilidades, en  función de 

que el permiso tenga o no carácter retribuido; la p rimera, 

entender que constituye un supuesto de interrupción  del contrato 

de trabajo o bien considerarla como causa de suspen sión de la 

relación laboral. 

 

Atendiendo a la literalidad del precepto y dado que  en el 

mismo se denomina "permiso" a este instrumento jurí dico puesto a 

disposición del trabajador, cabría entender que est amos en el 

primer caso, es decir, ante un supuesto de interrup ción de la 

relación laboral. No obstante, el art. 23.1.b) del Estatuto de 

los Trabajadores, no señala el carácter retribuido del mismo, lo 

que lleva a entender -como ocurría respecto de los permisos por 

exámenes-  que, salvo que lo disponga el convenio c olectivo o el 

pacto individual, el trabajador no mantiene su dere cho de 

remuneración, lo que impide configurarlo como causa  de 

interrupción del contrato de trabajo. 

 

Sin embargo, como se ha señalado, es posible que el  

trabajador mantenga su derecho a ser remunerado dur ante el tiempo 

que dure el permiso. 

Tal circunstancia puede ser debida a que así se est ablezca 

en el convenio colectivo como mejora convencional f rente a la 

regulación legal 833  o bien a que tengan financiación pública como 

                                                 
833 En la negociación colectiva estudiada hay convenios colectivos que prevén que el trabajador 

mantengan su derecho a ser remunerado cuando se ausente del trabajo para asistir a cursos de formación o 
perfeccionamiento profesional.  

De éstos, algunos lo hacen mediante una fórmula  perfectamente aplicable a todas las ausencias al trabajo 
por las causas formativas del art.23 ET, pues señalan que el trabajador podrá ausentarse del trabajo con derecho a 
remuneración  “por el tiempo establecido para disfrutar de los derechos educativos generales y de la formación 
profesional, en los supuestos y en la forma regulados por la legislación vigente”. Así o con similar redacción, vid. 
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sería el caso de los permisos individuales por form ación a los 

que se refiere el III ANFC y a los que se hará refe rencia con más 

detalle infra  834 . 

 

La asistencia a un curso de formación o 

perfeccionamiento profesional como causa de suspens ión del 

contrato de trabajo.-  La otra posibilidad aludida, en orden a 

cuál pueda ser la naturaleza jurídica del permiso p or formación, 

es entender que la paralización temporal de la obli gación del 

trabajador de prestar servicios para asistir a un c urso de 

formación o perfeccionamiento profesional, es causa  de suspensión 

del contrato de trabajo. 

                                                                                                                                                         
<<Mataderos>> (RCL 2000/2634), <<Prensa diaria>> (RCL 2001/2365), <<Fotografía>> (RCL 2002/126), 
<<Vigilancia y Seguridad>> (RCL 2002/528), <<V-2 Complementos Auxiliares, S.A.>> (R.1843), <<DHL>> 
(R.3873), <<Vigilancia integrada>> (R.6352). 

 En estos supuestos, habrá que entender que se amplía el presupuesto de hecho legal, ya que al hacer 
referencia también a "derechos educativos generales", el permiso retribuido no queda limitado a los cursos por 
formación o perfeccionamiento profesional 

También prevé permiso retribuido pero ya limitadamente  para la asistencia a cursos de formación 
profesional el convenio colectivo estatal del sector  <<EE.T.T>> (RCL2000/2563). 
 
  Hay otros convenios que previendo también el carácter remunerado del permiso esta condición la hacen 
depender; de que la acción formativa esté relacionada con el trabajo a realizar por el trabajador, de las circunstancias 
de éste, de que sea de interés para la empresa o bien, como ya quedó apuntado, de que el curso organizado por la 
empresa tenga carácter obligatorio.   

Así, el convenio colectivo de la empresa <<Compañía Española de Tabaco en Rama,S.A (CETARSA)>> 
(R.7281) sólo prevé la retribución del tiempo de asistencia a dos modalidades de cursos de perfeccionamiento 
profesional, estos son:  

a) Los cursos de capacitación profesional para la adaptación de los trabajadores a las modificaciones 
técnicas operadas en los puestos de trabajo. 

b) Los cursos de reconversión profesional, dirigidos a asegurar la estabilidad del trabajador en su empleo en 
supuestos de transformación o modificación funcional en los centros de la empresa. 

El convenio colectivo de la empresa <<Estudios e ingeniería aplicada XXI,S.A.>> (R.10872) reconoce un 
permiso especial a los trabajadores de hasta 19 años de 180 horas anuales retribuidas y repartidas durante el curso, 
cuando estén matriculados en cursos organizados por centros oficiales reconocidos por el MEC para la obtención de 
un título profesional, Graduado Escolar o Bachillerato. 

834 Que el permiso por formación sea causa de interrupción implica que la retribución que percibe el 
trabajador durante el tiempo que dura el mismo tenga naturaleza salarial. Para MARTIN PUEBLA no es ésta sin 
embargo la naturaleza jurídica de la prestación económica que recibe el trabajador cuando disfruta del permiso 
individual por formación establecido en el II ANFC y financiado con cargo a fondos públicos. Para este autor la 
ayuda que percibiría el trabajador, por tal concepto no es asimilable al salario, diversamente, su naturaleza es 
indemnizatoria y el salario únicamente sirve como punto de referencia para el cálculo de la ayuda pública que le 
corresponde. Cfr. MARTIN PUEBLA, La formación profesional y el contrato de trabajo, op. cit. pág.184. 
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La doctrina viene entendiendo que este permiso es s ubsumible 

en la primera de las causas de suspensión del contr ato de trabajo 

enumeradas en el art. 45 del Estatuto de los Trabaj adores; el 

"mutuo acuerdo de las partes". 835    

No obstante este criterio doctrinal, a mi juicio, c abría 

entender que el derecho del trabajador a ausentarse  del trabajo 

por este motivo es una nueva causa de suspensión y,  por tanto, 

independiente y adicional a las previstas en el art . 45 del 

Estatuto de los Trabajadores, cuyo régimen jurídico  se 

establecerá por el pacto entre empresario y trabaja dor o bien por 

convenio colectivo y cuyo principal efecto está leg almente 

establecido al recoger el art.23.1.b) del Estatuto la reserva de 

puesto de trabajo.  

                                                 
835 Cfr. LOPEZ GANDIA,J., "Artículo veintidós.- Promoción y formación profesional en el trabajo", 

op. cit. pág.185., y en el mismo sentido, GARCIA MURCIA,J., "Promoción y formación profesional en el trabajo", 
op. cit. pág.254. 

En apoyo de esta postura cabría hacer las siguiente s 

consideraciones: En primer lugar, respecto de la fu ente 

originaria de la suspensión; cuando la causa de sus pensión es el 

mutuo acuerdo de las partes, esta opera por la volu ntad 

coincidente del empresario y trabajador, mientras q ue cuando la 

causa de suspensión es la prevista en el art.23.1.b ) del Estatuto 

esta opera por imperativo de la ley, independientem ente de la 

voluntad del empresario, ya que, éste, si se dan la s 

circunstancias previstas por el precepto, y el trab ajador lo 

solicita, deberá concederle el permiso por formació n, salvo que 

exista alguna causa que justifique su denegación. 

En segundo lugar, en relación con el derecho a rese rva de 

puesto de trabajo establecido en el art.23.1.b) del  Estatuto de 
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los Trabajadores; a tenor del art. 48 de la norma e statutaria, 

todas las causas de suspensión llevan aparejada la reserva de 

puesto de trabajo, salvo que la suspensión del cont rato de 

trabajo derive del mutuo acuerdo de las partes o de  una causa 

consignada válidamente en el contrato de trabajo.  

En estos dos supuestos, señala el art. 48 del Estat uto de 

los Trabajadores que "se estará a lo pactado", por lo que es 

posible entender que este precepto permite que el p acto no 

establezca el derecho del trabajador a reincorporar se a su puesto 

de trabajo cuando cese la causa que dio origen a la  suspensión. 

En consecuencia, si como mantiene la doctrina, el p ermiso 

para asistir a cursos de formación y perfeccionamie nto 

profesional es subsumible en "el mutuo acuerdo de l as partes" 

como causa de suspensión del contrato de trabajo, e l derecho a la 

reserva de puesto de trabajo establecido en el art. 23.1.b) del 

Estatuto de los Trabajadores, habría que entenderlo  como 

excepción a la regla establecida en el art. 48.1 de  la norma 

estatutaria considerando que, siempre que la suspen sión del 

contrato de trabajo se deba a este motivo, el traba jador tendrá 

derecho a la reserva de puesto de trabajo y que, de  tal derecho, 

no será posible disponer a través del pacto. 

Este malabarismo interpretativo, necesario para evi tar la 

contradicción entre los arts.48 y 23 del Estatuto d e los 

Trabajadores, resultaría innecesario si, como aquí se defiende, 

el derecho del trabajador a ausentarse del trabajo para asistir a 

cursos de formación establecido en el art. 23.1.b) del Estatuto 

de los Trabajadores fuera una nueva causa de suspen sión a añadir 

a las previstas en el art. 45 del Estatuto de los T rabajadores, 

cuyo régimen jurídico se establecerá por el pacto e ntre 

empresario y trabajador o bien por convenio colecti vo y cuyo 

principal efecto queda legalmente establecido al re coger el 
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art.23.1.b) del Estatuto la reserva de puesto de tr abajo.  

 

Reglas de ejercicio del derecho.- Para el ejercicio del 

derecho al permiso por formación, y pese al silenci o que al 

respecto guarda el art.23.1.b) del Estatuto de los Trabajadores, 

hay que entender que se seguirán las reglas general es a las que 

se aludió al hablar del ejercicio del derecho al pe rmiso por 

exámenes, esto es; solicitud con una antelación raz onable, 

justificación de la inscripción en el curso de form ación 

correspondiente y, al concluir el permiso, justific ación de las 

asistencias y la obtención de un aprovechamiento mí nimo. 836  

 

Los límites al ejercicio de esta facultad, como res pecto al 

resto de las enumeradas en el art.23 del Estatuto d e los 

Trabajadores, los constituirán razones organizativa s837 , 

acontecimientos de fuerza mayor o bien los derechos  del resto de 

los trabajadores que de alguna forma se puedan ver afectados por 

la ausencia del trabajador mientras dura su permiso  por 

formación. 

 

En cuanto al número de trabajadores de la plantilla  que 

simultáneamente pueden disfrutar del permiso por fo rmación, así 

como, en cuanto a la designación de los concretos t rabajadores 

que podrán disfrutar del mismo si existe concurrenc ia de 

                                                 
836 Cfr. GARCIA MURCIA,J., "Promoción y Formación Profesional en el trabajo", op. cit. pág. 255. 

 
Habrá que estar a lo que disponga la negociación colectiva, no obstante, hay que señalar la poca atención 

que se viene prestando a esta cuestión, ya que, aunque la mayoría de los convenios colectivos señalan la necesidad de 
solicitud y justificación posterior, tan solo un convenio requiere un grado de aprovechamiento adecuado; es el 
convenio colectivo del sector <<Tejas y Ladrillos>> (RCL 2000/2201). 

837 El convenio colectivo estatal para el sector <<Aparcamientos>> (RCL 2000/1365) establece que la 
 licencias sin retribución para asistir a cursos no relacionados con la actividad del trabajador ni con su específica 
formación académica, se facilitará o no por la Dirección de la empresa “en función de la actividad empresarial y si su 
ausencia la condiciona”. 
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solicitudes, nada dice el Estatuto de los Trabajado res, por 

tanto, habrá que estar a los criterios que, al resp ecto, se 

establezcan en los convenios colectivos 838 . 

 

Una vez concluido el curso de formación, el trabaja dor tiene 

derecho al reingreso en el mismo puesto de trabajo que ocupaba 

antes de ausentarse por este motivo, pues aunque en  el 

art.23.1.b) ET no se establezca expresamente se ent iende que 

mientras dure el permiso por formación, el trabajad or mantiene su 

derecho a reserva de puesto de trabajo.  

Terminado el curso de formación el trabajador deber á 

reincorporarse al trabajo y, si su derecho al reing reso no es 

atendido por el empresario, teniendo en cuenta el c omportamiento 

de éste, habrá que entender; bien que ha procedido a su despido  

y, en tal caso, ejercitar la acción por despido; o bien  que el 

empresario se ha retrasado en el cumplimiento del d eber de  

reincorporarlo, debiendo reclamar judicialmente su 

reincorporación así como la cantidad correspondient e a los 

salarios no percibidos desde que solicitó la reinco rporación 839 . 

  

  

F. EL PERMISO POR FORMACION EN EL III ACUERDO NACIO NAL DE 

FORMACION CONTINUA.  

 

                                                 
838 El Acuerdo Nacional de Formación continua, como a continuación se verá, establece ya ciertas 

pautas al respecto entre las que se encuentra que la Comisión mixta de Formación Profesional establezca los criterios 
conforme a los cuales pueda pactarse en los respectivos convenios colectivos el volumen de permisos a financiar. 

839 Señala SALA FRANCO, con apoyo jurisprudencial en la sentencia del TS de 7 de Marzo de 1990 
A/775 que en tales supuestos los tribunales vienen reconociendo al trabajador el derecho a ser indemnizado como 
medio de resarcirle por los perjuicios que el retraso en su reincorporación al trabajo lleva aparejados.   Cfr. El 
régimen jurídico de las ausencias al trabajo, op. cit. pág.25.  

Sobre indemnizaciones derivadas de supuestos de suspensión contractual, vid. ALFONSO 
MELLADO,C.L., Indemnizaciones entre empresarios y trabajadores antes y durante el desarrollo de la relación 
laboral, TIRANT LO BLANC, Valencia, 1994, pág.97 y 
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Régimen jurídico.- El III ANFC establece el régimen 

jurídico de una modalidad especial de permiso por f ormación y  al 

respecto  interesa hacer dos observaciones teniendo  en cuenta los 

ANFC precedentes 840 . 

 

En primer lugar, según la Exposición de Motivos del  I ANFC, 

éste desarrollaba las previsiones del art.23.1.b) d el Estatuto de 

los Trabajadores sobre la concesión del permiso de formación 

profesional que "tenga como objeto la actualización  de la 

cualificación o el perfeccionamiento profesional". Sin embargo, a 

mi juicio, de la delimitación del presupuesto de he cho que 

realizaba este acuerdo y de las que posteriormente realizó el II 

ANFC y actualmente el III ANFC, de ninguna manera s e desprende 

que el desarrollo de los "permisos formativos" llev ado a cabo en 

esta sede agote el contenido del art. 23.1,b) del E statuto de los 

Trabajadores. 

Diversamente, considero que lo que en realidad hace  el ANFC 

es establecer el régimen jurídico de una modalidad especial de 

permiso por formación, pues de no ser así habría qu e entender que 

el ANFC contraviene lo establecido en el precepto e statutario, no 

tanto por incorporar requisitos al ejercicio del de recho de los 

trabajadores, cuanto por limitar los ámbitos subjet ivo y objetivo 

del mismo traspasando con ello el marco convenciona l que 

establece el art.23.1,b) ET. 

 

En segundo lugar, tanto el I ANFC como el II ANFC e n el 

                                                 
840 Con amplia referencia al régimen de los permisos individuales por formación establecido en los  I y 

 II ANFC vid. VALDEOLIVAS GARCIA,Y., GETE CASTRILLO,P. Y TORRENTS MARGALEF,J., “Estudio 
comparativo y evolutivo de los cambios en la regulación de la formación continua en los Acuerdos y Convenios 
Colectivos”, op. cit. pág.121 a 134 , MARTIN PUEBLA,E., en Formación profesional y contrato de trabajo, op. cit. 
págs.179 a 187 y MIRON HERNANDEZ ,M.M., en  El derecho a la formación profesional del trabajador, op. cit. 
págs.354 a 370. 
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art.13 señalaban que “las organizaciones firmantes establecerán 

un régimen de permisos individuales de formación en  los 

siguientes términos:...” 

Ahora el III ANFC en el art.12 señala que “a los ef ectos 

previstos en este acuerdo, se establece un régimen de permisos 

individuales de formación en los siguientes término s:...” 

La variación como se ve es sustancial en la medida en que 

actualmente el régimen jurídico de los permisos por  formación 

queda establecido en el propio acuerdo sin que esté  previsto que 

los Acuerdos o Convenios sectoriales Estatales sobr e Formación 

Continua desarrollen y adapten al sector correspond iente las 

disposiciones que al respecto se recogen en el III ANFC. 

 

Concepto.- A los efectos del III ANFC el  permiso 

individual de formación continua se prevé como inst rumento para 

que el trabajador pueda acceder a las acciones form ativas 

desarrolladas a través de planes de formación alter nativos a los 

organizados por el propio acuerdo pues impide que l as acciones 

para las que se pueda solicitar este permiso estén incluidas en 

alguno de los planes de formación organizados en el  mismo. 

 Como acertadamente ha manifestado recientemente el  TS estos 

permisos “responden a una iniciativa voluntaria del  trabajador 

para completar o mejorar su formación profesional” 841 . Por tanto, 

a juicio de este tribunal, en modo alguno podrán co nsiderarse 

instrumento para hacer efectiva la obligación de fo rmación 

permanente de los trabajadores que se establezca a cargo de las 

empresas, ya por disposición legal, convencional o reglamentaria.  

El III ANFC dedica el capítulo II a establecer su r égimen 

                                                 
841 Cfr. la ya citada  STS de 25 de Febrero de 2002, TS-533, publicada en la RL núm.14, 2002, 

págs.96 a 101. 
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jurídico, delimitando en el art. 12, los ámbitos su bjetivo y 

objetivo del mismo, el procedimiento que debe segui r el 

trabajador para obtenerlo, así como su remuneración  y régimen de 

financiación 

 

 Así, el III ANFC, condiciona el nacimiento del der echo a 

que se cumplan dos requisitos: 

1º) Una antigüedad mínima del trabajador en la empr esa en 

que presta servicios y, 

2ª) Unas especiales características de la acción fo rmativa 

para cuya realización se solicita el permiso. 

 

Ámbito subjetivo.-  Se reconoce el derecho al permiso 

por formación únicamente a los trabajadores que hay an prestado al 

menos un año de servicios en la empresa 842  y que hayan obtenido 

previa autorización de la empresa en los términos q ue se fijen en 

la correspondiente convocatoria.   

Por consiguiente, la titularidad del derecho se res tringe a 

aquellos trabajadores que estén en condiciones de p robar la 

condición señalada. Será ésta la primera diferencia  respecto a la 

figura del permiso por formación contemplada el art . 23.1.b) ET, 

ya que, el precepto estatutario no hace depender ta l facultad de 

"condición personal" alguna 843 . 

 

Ámbito objetivo.- Se requiere, asimismo, que las 

acciones formativas para las que se solicite el per miso reúnan  

unas características especiales, establecidas en el  art.12.2 del 

                                                 
842 El II ANFC era aún más restrictivo reconociendo el derecho al permiso por formación únicamente 

a los trabajadores con una antigüedad de, al menos, un año en el Sector, del cual seis meses, al menos, en la empresa 
en la que, preste sus servicios, en el momento de la solicitud (art.13). 

843 En este sentido TS en sentencia ya citada de 25 de Febrero de 2002 (F.J.4) 
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 III ANFC, éstas son: 

a) No estar incluidas en el plan de formación de la  empresa 

o agrupado. 

b) Estar dirigidas al desarrollo o adaptación de la s 

cualificaciones técnico-profesionales del trabajado r y/o a su 

formación profesional 844 . 

c) Estar reconocidas por una titulación oficial. 

d) Quedan excluidas las acciones formativas que no se 

correspondan con la formación presencial. Admitiénd ose, no 

obstante, la parte presencial de los realizados med iante la 

modalidad a distancia. 

 

En el ámbito objetivo, por consiguiente, también se  

establecen diferencias respecto de la regulación es tatutaria, ya 

que, las acciones formativas que pueden dar lugar a l permiso de 

formación del III ANFC se encuentran más limitadas,  en la medida 

en que el acuerdo exige que estén "reconocidas por una titulación 

oficial", mientras que el art.23.1,b) del ET  se li mita a exigir 

que sean acciones formativas o de perfeccionamiento  profesional 

sin que se imponga, como señala PEDRAJAS MORENO, re gularidad en 

los estudios ni oficialidad en los títulos 845 . 

 

Procedimiento de solicitud.-  Hay que distinguir dos 

fases; la primera frente al empresario en cuanto su jeto al que 

corresponde otorgar o denegar el permiso y, en segu ndo lugar, 

frente a la fundación tripartita en cuanto órgano e ncargado de 

                                                 
844 La formación personal del trabajador fue una innovación que introdujo el II ANFC y que el II 

ANFC mantiene. No obstante, el TSJ de la Comunidad Valenciana en sentencia de 6 de Junio de 2000, A/4119, 
consideraba que el I ANFC tampoco condicionaba la concesión del permiso por formación a que las acciones 
formativas para las que se solicitaba estuvieran directamente relacionadas con la actividad profesional que realizaba 
el trabajador (F.J.2). 

845 Cfr. PEDRAJAS MORENO, A., Formación y derechos individuales, op. cit. pág.514. 
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conceder la financiación del mismo. 

 

En primer lugar, será necesario que el trabajador s olicite 

el permiso a la dirección de la empresa 846 , siguiendo el 

procedimiento establecido en la correspondiente con vocatoria.  

 

El empresario, recibida la solicitud, deberá resolv erla en 

el plazo de un mes e informar sobre la misma a "la representación 

legal de los trabajadores" así como sobre cuál sea el sentido de 

su respuesta. 

 

El empresario a la hora de autorizar o no el disfru te del 

permiso solicitado sólo se encuentra condicionado p or lo que al 

respecto pueda establecer la convocatoria correspon diente. 

En este sentido es de reseñar que el III ANFC ha su primido 

importantes  límites que al ejercicio de este derec ho establecían 

los Acuerdos precedentes como eran, que el empresar io pudiera 

alegar necesidades productivas u organizativas para  denegar la 

solicitud del trabajador o que los convenio colecti vos pudieran 

establecer  “porcentajes de afectación de la planti lla o de las 

categorías/grupos profesionales de la empresa” 847 . 

Estos criterios al constituir causas justificativas  de la 

denegación empresarial del permiso, limitaban el ej ercicio del 

                                                 
846 El II ANFC indicaba como realizar la solicitud del permiso, requiriendo que se realizara por 

escrito, con una antelación como mínimo de tres meses al inicio la acción formativa y haciendo constar; el objetivo 
formativo perseguido, lugar de impartición y el calendario de ejecución, horario lectivo, períodos de interrupción, 
duración, etc. (art.13.2) 

847 Tanto el I como  el II ANFC establecían que el empresario previamente debía recabar  la opinión 
de la representación legal de los trabajadores -aunque todo hacía pensar que el informe no tenía carácter vinculante-
,. Además el propio Acuerdo le señala cuales eran los criterios que debía tener en cuenta para resolver: necesidades 
productivas y organizativas, la repercusión del disfrute de los permisos sobre la realización del trabajo en la 
empresa, trabajadores con derecho preferente por no haber participado en alguna de las acciones formativas a las 
que se refiere el acuerdo y los establecidos al respecto por la Comisión Mixta Estatal de Formación Continua.  

. 
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derecho por el trabajador, lo que indudablemente lo s apartaba del 

régimen jurídico de  los permisos del art.23.1,b) E T848 . 

 

Si el empresario denegara la solicitud, esta deberá  ser 

motivada e informar tanto al trabajador como a la r epresentación 

legal de los trabajadores. 

 

Una vez obtenida la autorización empresarial, si el  

trabajador quiere que el permiso sea remunerado, co mo la 

financiación del mismo se realizará a través de la fundación 

tripartita, deberá presentar la correspondiente sol icitud ante 

este órgano, calendario de ejecución y lugar de imp artición 

Nada dice el Acuerdo sobre el procedimiento a segui r para su 

obtención, limitándose únicamente a señalar que a t ravés de la 

fundación tripartita se financiará tanto la remuner ación del 

trabajador correspondiente al tiempo que dure el pe rmiso, como 

las cotizaciones debidas por el trabajador durante ese período 849 . 

 

Remuneración.- Señala el art. 12 apartado 6) III ANFC 

que el trabajador, durante el tiempo que dure el pe rmiso, 

percibirá una cantidad igual a su salario, así como  las 

cotizaciones devengadas a la seguridad social duran te el período 

correspondiente 850 . El salario de referencia será el constituido 

                                                 
848 Así lo resaltaba también la ya citada STS 25 de Febrero de 2002 (F.J.4) 

849 Me parece importante señalar que en el I ANFC la financiación únicamente alcanzaba a las 
cotizaciones debidas por el trabajador, excluyendo por tanto las devengadas por la empresa.  

El II ANFC introduce la modificación apuntada extendiendo la financiación también a éstas y 
disminuyendo de esta forma la gravosidad que para el empresario puede derivar de que el trabajador disfrute de este 
permiso para la formación. 

850 Señalaba el art.13 apartado7) del I ANFC que el trabajador durante el tiempo de duración del 
permiso percibiría equivalente al salario medio establecido en el convenio colectivo correspondiente a su categoría o 
grupo profesional, además de las cotizaciones que a él correspondían durante ese período. Por lo que había que 
entender que el empresario durante ese tiempo mantenía su obligación de cotización. 
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por: salario base, antigüedad y complementos fijos en función de 

lo establecido en el convenio colectivo. 

 

Sin embargo, es posible que la fundación tripartita  deniegue 

la financiación del permiso, en tal caso, según señ ala el Acuerdo 

en el apartado 3) del art. 12, el trabajador podrá disfrutar  el 

permiso de formación sin remuneración, suspendiendo  su contrato 

de trabajo por el tiempo equivalente al del permiso . 

 En tal caso habrá que entender que en realidad est á 

ejercitando el derecho al permiso por formación o 

perfeccionamiento profesional establecido en el art .23.1,b) ET y 

por tanto sujeto al régimen jurídico ahí establecid o. 

 

 

Duración.- Señala el III ANFC  en el art.12 apartado 

5), que la duración del permiso será de 200 horas d e jornada, en 

función de las características de la acción formati va a realizar. 

De tal previsión es posible deducir que las 200 hor as, se 

establecen como duración máxima a efectos de su fin anciación a 

través de la fundación tripartita pues, si la acció n formativa 

durara más de ese tiempo, parece que aunque el Acue rdo no se 

pronuncie al respecto, sería posible que el trabaja dor y 

empresario acordaran que, durante el tiempo restant e, el 

trabajador disfrute de permiso para continuar asist iendo al curso 

de formación o perfeccionamiento correspondiente, p ero en tal 

caso, el exceso no sería retribuido, salvo que otra  cosa se 

dispusiera en el convenio colectivo de aplicación o  mediante el 

acuerdo individual. 

                                                                                                                                                        
Por tanto se ha ido mejorando el régimen retributivo del permiso intentando que resulte económicamente 

menos gravoso tanto para el trabajador como para el empresario. 
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Ejercicio fraudulento del derecho.- Se suprime la 

exigencia de que el trabajador que haya disfrutado de un permiso 

de formación deba, a la finalización del mismo, acr editar el 

grado de aprovechamiento obtenido mediante la corre spondiente 

certificación. Ello no obsta para que en las bases para la 

concesión de ayudas para financiar el II ANFC o en la concreta 

convocatoria de los permisos se restablezca la obli gación  como 

medio de control del trabajador en cuanto beneficia rio de una 

ayuda pública.  

El apartado 4) del art. 12 del Acuerdo Nacional señ ala que 

la utilización del permiso de formación para fines distintos a 

los señalados se considerará como <<infracción al d eber laboral 

de la buena fe>>. 

En consecuencia, parece claro que en el orden labor al 

estaríamos ante un incumplimiento contractual del t rabajador y 

por tanto sancionable por el empresario pudiendo ll egar a ser 

causa de despido disciplinario en virtud del art. 5 4.2.d) del 

Estatuto de los Trabajadores.  

 

Utilización fraudulenta de la ayuda financiera.- Sin 

embargo, no resulta tan sencillo determinar si la u tilización 

fraudulenta, por el trabajador, de la ayuda financi era que reciba 

de la fundación tripartita constituye una infracció n 

administrativa en el orden social. 

 En el art. 17 sobre infracciones y sanciones, el I I ANFC 

señala que, "las infracciones derivadas de la aplic ación de este 

acuerdo serán objeto de tratamiento de conformidad con lo 

establecido en el Real decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 

Agosto, por el que se aprueba el texto refundido de  la Ley  sobre 

Infracciones y Sanciones en el Orden Social, así co mo en la 
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normativa específica que se apruebe a tal efecto". 

No obstante, aunque en el art. 2,3 de la Ley sobre 

Infracciones y Sanciones de Orden Social (LISOS), s e señala a los 

trabajadores por cuenta ajena como posibles sujetos  responsables 

de infracciones de la normativa de formación profes ional 

continua, la utilización indebida por el trabajador  de la ayuda 

recibida por permiso de formación no está tipificad a como 

infracción en materia de formación profesional en e l art. 17 de 

la LISOS.  

Según este precepto únicamente  constituyen infracc iones del 

trabajador en materia de formación profesional:  

a) Infracción de carácter grave; negarse a particip ar en 

acciones de promoción, formación o reconversión pro fesionales, 

salvo causa justificada ofrecidos por el servicio p úblico de 

empleo o por las entidades asociadas de los servici os integrados 

para el empleo (art.17.2 LISOS) 

b) Infracción de carácter muy grave; la no aplicaci ón, o la 

desviación en la aplicación, de las ayudas, en gene ral, de 

fomento del empleo percibidas por los trabajadores.  (art.17.3 

LISOS) 

 

La utilización fraudulenta por el trabajador de las  ayudas 

percibidas por permiso de formación, de ser subsumi ble en alguna 

de las dos conductas así tipificadas, lo sería, obv iamente, en la 

segunda, pero la dificultad de tal encuadre reside en que la 

LISOS habla de ayudas de "fomento de empleo" y la a yuda a la que 

nos venimos refiriendo, a mi juicio, no entra dentr o de esta 

categoría. Se trata de una medida mediante la cual se trata de 

fomentar que el trabajador -ya ocupado- participe e n acciones 

formativas que le permitan desarrollar o adaptar su s 

cualificaciones profesionales y/o su formación pers onal y no una 
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medida tendente a facilitar su inserción o reinserc ión en el 

mercado de trabajo.  

 

Por consiguiente, si el trabajador utiliza el permi so de 

formación para fines distintos a los señalados por el Acuerdo, a 

mi juicio, tal conducta no podrá ser sancionada vía  

administrativa por no estar tipificada como infracc ión en la 

LISOS. 

No obstante, sí se le podrá exigir el reintegro tot al o 

parcial de la ayuda recibida, en caso de: Incumplim iento de la 

finalidad para la que la ayuda fue concedida o de l as condiciones 

impuestas para su concesión, incumplimiento de la o bligación de 

justificar la realización de la actividad o si obtu vo la ayuda 

sin reunir las condiciones requeridas para ello. 

Así estaba previsto con anterioridad, tanto en la O M de 4 de 

Junio de 1993, reguladora de las bases para concesi ón de ayudas 

para financiar las acciones formativas acogidas al I ANFC 

(art.5), como en la orden de 7 de Mayo de 1997 resp ecto de las 

previstas en el II ANFC (art.12), y, todo hace pres umir que el 

reintegro de ayudas se mantendrá, en términos simil ares, para las 

previstas en el III ANFC. 

La cuestión que queda por resolver es que ocurrirá,  en este 

caso, con las cotizaciones del trabajador, cuya fin anciación 

asume también la Fundación tripartita, si ya han si do ingresadas 

en la Tesorería. La O.M. de 7 de Mayo de 1997 menci onada no se 

refería a esta cuestión, por lo que habrá que estar  a la 

normativa de desarrollo sobre la financiación de es ta modalidad 

de permisos por formación. 

 

Programa de sustitución de trabajadores en formació n 

por trabajadores beneficiarios de prestaciones por desempleo. -  
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El Real Decreto-Ley 5/2002, de 24 de Mayo, de medid as urgentes 

para la reforma del sistema de protección por desem pleo y mejora 

de la ocupabilidad establece  en la Disposición tra nsitoria sexta 

 el <<programa de sustitución de trabajadores en fo rmación por 

trabajadores beneficiarios de prestaciones por dese mpleo>>. 

 

Este es un programa que, combinando empleo y formac ión, 

cumple una doble finalidad.  

En primer lugar, “incrementar las posibilidades de empleo de 

los trabajadores desempleados”. A tal fin el art.22 8.4 de la LGSS 

permite compatibilizar las prestaciones por desempl eo con el 

trabajo por cuenta ajena, lo que significará que co mo estímulo a 

la contratación de estos trabajadores, el empresari o verá 

reducido el coste salarial en la cuantía de la pres tación por 

desempleo que el trabajador continuará percibiendo de la Entidad 

Gestora.   

En segundo lugar, el programa cumple también con la  

finalidad “hacer efectivo el derecho a la formación  profesional 

de trabajadores ocupados”. A tal fin se permite y b onifica que 

las empresas, de hasta 100 trabajadores, sustituyan  a los 

trabajadores en formación por desempleados percepto res de 

prestación por desempleo, durante el tiempo que dur e su 

participación en la acción formativa. 

 

 Para que el empresario pueda  acogerse a la ayuda a la 

contratación de desempleados prevista en este progr ama es 

necesario que la acción formativa en la que partici pa el 

trabajador esté financiada por una Administración P ública.   

 El permiso individual por formación del III ANFC d esde mi 

punto de vista cumple tal requisito en la medida en  que es 

financiado por la Administración Pública a través d e la Comisión 
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Tripartita.   

En tal caso durante el tiempo que dure el permiso p or 

formación  -como se vio, máximo 200 horas, es decir , unas 5 ó 6 

semanas-, el empresario podrá sustituir al  trabaja dor en 

formación por un desempleado perceptor de la presta ción por 

desempleo. 

 

También entran dentro del supuesto los planes de fo rmación 

organizados por el III ANFC. La sustitución operará  cuando los 

cursos programados a los que deba asistir el trabaj ador sean 

incompatibles con su jornada laboral y por consigui ente se vea en 

la necesidad de ausentarse del trabajo. Que esta au sencia sea o 

no retribuida -extremo que como se vio supra  depende de lo que 

disponga el convenio colectivo- es, en este momento , irrelevante 

porque, de serlo, la financiación sería privada y n o pública.    

 Desde mi punto de vista lo determinante para consi derar que 

los planes de formación del III ANFC hacen operativ o el 

<<programa de sustitución de trabajadores en formac ión>>  es que 

la acción formativa a la que asistirá el trabajador  sí está 

financiada con fondos públicos a través de la Comis ión 

Tripartita, con independencia de que el permiso del  trabajador 

sea retribuido o no. 

 

Por lo que se ha visto, no cabe duda que el program a del RDL 

5/2002  promueve el acceso de los trabajadores a la  formación 

profesional. Se trata de evitar que la ausencia del  trabajador 

por motivos de formación repercuta desfavorablement e en la 

producción y organización empresarial y que, en amp aro de tales 

razones, el empresario deniegue el permiso por form ación 

solicitado por el trabajador. En virtud de este pro grama la 

repercusión de los permisos por formación sobre el trabajo de la 



 
 582 

empresa disminuye considerablemente al poder ser su stituido el 

trabajador por otro durante el tiempo que dura la a usencia y, por 

otra parte, la desventaja que pudiera ocasionar al empresario 

contratar a un trabajador <<nuevo>> se verá compens ada por la 

ventaja que supone que los costes salariales  quede n reducidos a 

abonar al trabajador sustituto la diferencia entre la cuantía de 

la prestación o subsidio por desempleo que perciba y el salario 

que le corresponda y la totalidad de las cotizacion es a la 

Seguridad Social.  

 

 

III. LA FORMACION PROFESIONAL COMO INSTRUMENTO DE P ROMOCION 

PROFESIONAL. 

 

La formación profesional, en cuanto medio de adquis ición de 

las competencias profesionales que integran la prof esionalidad 

del trabajador, es también la vía a través de la cu ál su 

capacidad profesional puede enriquecerse y mejorar.  Mediante la 

adquisición de nuevas competencias profesionales, e n efecto, la 

profesionalidad del trabajador progresará y, en est e sentido, la 

formación profesional se manifiesta como instrument o de promoción 

profesional. 

A lo largo de este trabajo no se ha pretendido tant o revelar 

el papel que el ordenamiento laboral asigna a la fo rmación 

profesional en la promoción profesional de los trab ajadores -su 

carácter instrumental respecto del progreso de la p rofesionalidad 

del trabajador, desde mi punto de vista, es incuest ionable-, como 

poner de manifiesto las posibilidades que el derech o del trabajo 

abre al desarrollo de la profesionalidad en el marc o de la 

relación jurídica laboral, sin olvidar que  la idea  de progreso 

referida a la profesionalidad y la consiguiente tut ela del 
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ordenamiento jurídico laboral, debe proyectarse; má s allá de una 

concreta relación de trabajo, a lo largo de toda la  vida 

profesional del trabajador y, que la formación prof esional desde 

esta perspectiva va a adquirir especial relevancia en tanto que, 

como señala BORRAJO DACRUZ, es un “vehículo importa nte, eficaz y 

progresivo de promoción profesional” 851 . 

 

La promoción profesional y la profesionalidad.- Cuando 

la promoción profesional se conecta con la profesio nalidad 

adquiere  dos significados. En primer lugar, como d esarrollo de 

la profesionalidad del trabajador y, en segundo lug ar, como 

reconocimiento de la profesionalidad mediante el as censo del 

trabajador a categoría superior en el marco de una relación 

jurídica laboral.   

Ambos significados confluyen si se aborda la promoc ión 

profesional desde una perspectiva dinámica. Desde e ste punto de 

vista el progreso de la profesionalidad del trabaja dor revela la 

existencia de una carrera profesional, siendo el as censo la forma 

de manifestación del progreso de la capacidad profe sional del 

trabajador en el marco de la relación laboral. 

 

La promoción profesional como progreso de la 

profesionalidad.- La promoción profesional, en efecto, debe 

conectarse primera y principalmente con el desarrol lo continuado 

de la capacidad profesional del trabajador y, en es ta perspectiva 

dinámica o de progreso de la profesionalidad, encaj ar la 

reclasificación del trabajador a categoría superior  como uno de 

los mecanismos adecuados para el efectivo desarroll o de su 

                                                 
851 Cfr. BORRAJO DACRUZ,E.F, en “La Formación Profesional como factor de promoción 

profesional”, RISS, núm.6, 1975, pág.1390. 
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profesionalidad en el marco de la relación laboral.  

Doctrinalmente se entiende que este aspecto dinámic o de la 

promoción profesional queda reflejado en la Constit ución 

española. Ésta al reconocer en el art. 35  el derec ho a la 

promoción profesional recoge el interés de los trab ajadores a 

“una progresión profesional continuada”. Así se ha señalado y, 

desde luego, hay que convenir en que del  precepto constitucional 

apuntado puede derivarse, el reconocimiento del der echo a la 

carrera profesional del trabajador y una llamada a los poderes 

públicos y privados para que pongan los medios adec uados para la 

efectiva promoción y ascensos del trabajador a lo l argo de toda 

su vida laboral 852 . 

     En este sentido, no cabe duda, la Constitución  no sólo abre 

el camino a la protección de la profesionalidad del  trabajador 

sino que además promueve una tutela dinámica de la misma. En 

efecto, si desde la Constitución, la promoción prof esional se 

entiende como desarrollo de la profesionalidad, por  una parte,  

hay que afirmar el reconocimiento del derecho a la adquisición 

continua de nuevas competencias profesionales que r epercutan en 

una mejora de la capacidad de trabajar 853 , lo que conduce a la 

idea de la carrera profesional del trabajador, y, p or otra, a la 

necesidad de establecer los mecanismos precisos par a hacer 

efectivo tal derecho, esto es, aquellos que sean ne cesarios para 

                                                 
852 Cfr. CRUZ VILLALON,J., en Las modificaciones de la prestación laboral, op. cit. pág.375 y 

PEDRAJAS MORENO,A., en Formación y derechos individuales”, op. cit. pág.507. 

853 Propone PEREZ-ESPINOSA  un nuevo concepto de profesionalidad  “entendida no como 
elemento esencial para el ascenso del trabajadores de una categoría o grupo a otro, sino como adquisición continua 
de nuevas aptitudes, que coloquen al trabajador en disposición de mejorar su propia capacidad de trabajar, y de 
desempeñar funciones siempre nuevas y diversas, favoreciendo su movilidad y enriquecimiento profesional 
continuo”. Cfr. PEREZ-ESPINOSA SANCHEZ,F. en “Organización del trabajo, sistema de clasificación en 
categorías y defensa de la profesionalidad del trabajador”, en Lecciones de Derecho del Trabajo en homenaje a los 
profesores Bayon Chacón y del Peso y Calvo, Facultad de Derecho, Universidad Complutense de Madrid, 1980. 
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que la profesionalidad del trabajador pueda progres ar 854 . 

En este sentido, hay que tener en cuenta que en tor no a la 

promoción profesional, el interés de los trabajador es al 

desarrollo de su patrimonio profesional se encuentr a en 

contraposición con el interés de los empresarios, e n palabras de 

PEREZ-ESPINOSA, “a la obtención de la máxima rentab ilidad a la 

inversión, adaptando al trabajador a las necesidade s técnico-

organizativas y productivas de la empresa” 855 . Interés empresarial 

que también acoge y tutela la constitución al recon ocer en el 

art.38 la libertad de empresa en el marco de la eco nomía de 

mercado y atribuir  al empresario facultades de org anización del 

trabajo. 

Aunque ambos intereses deberían tener igual conside ración 

desde la perspectiva de la protección que la consti tución les 

otorga, ante la adopción de mecanismos de promoción  profesional 

de cara al enriquecimiento y mejora de la capacidad  profesional 

de los trabajadores, será el interés empresarial, s in embargo, el 

que finalmente prevalezca. 

En efecto, como hubo ocasión de ver, desde el ET no  se 

favorece el desarrollo de la profesionalidad del tr abajador 856 . 

Los instrumentos que en el marco de la relación jur ídica laboral 

pueden posibilitar el progreso y desarrollo profesi onal del 

trabajador se reducen a las facilidades que éste ti ene como 

titular del derecho a la formación profesional y al  ascenso de 

                                                 
854 Vid. en este sentido PEDRAJAS MORENO, A., en Formación y derechos individuales”, op. cit. 

pág.507. 

855  Sobre los términos del conflicto histórico en materia de política de promoción, cfr. PEREZ-
ESPINOSA SANCHEZ, F. en “Organización del trabajo, sistema de clasificación en categorías y defensa de la 
profesionalidad del trabajador”, op. cit. pág.194.  

856 En este sentido vid. PEREZ-ESPINOSA SANCHEZ, F. en “Organización del trabajo, sistema de 
clasificación en categorías y defensa de la profesionalidad del trabajador”, op. cit. pág.193 y CRUZ VILLALON, J. 
en Las modificaciones de la prestación laboral, op. cit. pág.pág.376 
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categoría profesional en cuanto medida del desarrol lo de la 

profesionalidad, cuando, hay que convenir como se h a dicho en 

que, “las posibilidades de desarrollo de la profesi onalidad del 

trabajador son más amplias y caben otras manifestac iones 

distintas al ascenso tradicional del trabajador 

individualizado” 857 . 

La escasa tutela de la vertiente dinámica de la 

profesionalidad del trabajador, que doctrinalmente se ha venido 

imputado al sistema de organización del trabajo, se  refleja 

principalmente, en el sistema de clasificación prof esional 858 .Y,  

éste a pesar de las últimas modificaciones, continú a sin ofrecer 

un marco adecuado para el desarrollo de la profesio nalidad del 

trabajador. 

 

Como hubo ocasión de ver, en la fase de constitució n de la 

relación laboral la profesionalidad que se reconoce  al trabajador 

es únicamente la cualificación exigida por el puest o de trabajo, 

sin que, por tanto, se tenga en cuenta la capacidad  profesional 

objetiva o real del trabajador, ni el trabajo que h aya podido 

desarrollar con anterioridad en otra u otras empres as. 

                                                 
857 Cfr. CRUZ VILLALON, J. Las modificaciones de la prestación laboral, op. cit. pág.379 y 385. 
 Estas palabras de CRUZ VILLALON no parecen tan lejanas en el tiempo como la fecha en la que se 

publicó la monografía que las recoge, 1983,  y me parece interesante apuntar que la mayoría de las observaciones 
que en ella hace en torno al tema de la promoción profesional son perfectamente trasladables a la situación actual, 
aún cuando hayan transcurrido casi 20 años desde entonces. Y lo mismo cabría decir de los estudios de 
CASTIÑEIRA FERNANDEZ, J, ”La tutela de la profesionalidad del trabajador, la formación y readaptación 
profesionales y el Estatuto de los Trabajadores” y  PEREZ-ESPINOSA SANCHEZ, F. en “Organización del trabajo, 
sistema de clasificación en categorías y defensa de la profesionalidad del trabajador”,  publicados en 1979 y 1980, 
respectivamente. Signo inequívoco del estancamiento que padece el tema de la promoción profesional. 

858 Vid. CASTIÑEIRA FERNANDEZ, J. en ”La tutela de la profesionalidad del trabajador, la 
formación y readaptación profesionales y el Estatuto de los Trabajadores”, op. cit. págs.128 y 129   y  PEREZ-
ESPINOSA SANCHEZ, F. en “Organización del trabajo, sistema de clasificación en categorías y defensa de la 
profesionalidad del trabajador”, op. cit. pág.191y 192. Señala este autor que “la categoría y el sistema de 
clasificación que se asienta sobre la misma, no han representado un fuerte obstáculo a la utilización indiscriminada 
de la mano de obra, ni sirven de marco adecuado de protección al desarrollo de la profesionalidad del trabajador”, 
cfr. op. cit. pág. 173 y también  CRUZ VILLALÓN, J. en Las modificaciones de la prestación laboral, op. cit. 
pág.421 
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El sistema de clasificación profesional, de esta ma nera, se 

puede decir que no sólo desprotege la cualificación  subjetiva del 

trabajador en la fase de constitución de la relació n de trabajo, 

sino que también obstaculiza el desarrollo, e, incl uso diría, la 

propia existencia de una carrera profesional del tr abajador a lo 

largo de toda la vida laboral. 

En efecto, las expectativas del trabajador de reali zar una 

carrera profesional quedan fuertemente limitadas, e n primer 

lugar, porque ésta se enmarca exclusivamente en la relación 

jurídica laboral -con ella nace y con ella se extin gue- y, en 

segundo lugar, porque el punto de partida de la car rera 

profesional no lo determina la capacidad profesiona l real del 

trabajador, sino la capacidad profesional que se le  reconozca en 

el acto de clasificación profesional. En definitiva , pone trabas, 

tanto a la promoción interna, como a la promoción e xterna del 

trabajador 859 .  

Y, a lo anterior habría que añadir que tampoco el s istema de 

clasificación profesional da una respuesta adecuada  a los cambios 

que la capacidad profesional del trabajador pueda e xperimentar a 

lo largo del desarrollo de la relación laboral.  El  sistema de 

reconocimiento del progreso de la profesionalidad, resulta 

inadecuado, como habrá ocasión de ver al analizar e l régimen 

jurídico de los ascensos, ya que, al trabajador no se le reconoce 

el derecho al ascenso cuando aumente su cualificaci ón860 . 

En todo caso, los obstáculos apuntados al desarroll o de la 

profesionalidad del trabajador derivados del sistem a de 

                                                 
859 SALA FRANCO, T. y RAMIREZ MARTINEZ, J.M., distinguen la promoción interna, 

desarrollada dentro de la empresa y la externa fuera de la ella, en “La carrera profesional del personal laboral de la 
Administración Pública”, en D.A., núms.210 y 211, 1987, págs.173 a 175. 

860 En este sentido, vid. CRUZ VILLALÓN, J. en Las modificaciones de la prestación laboral, op. 
cit. pág.379 y 385. 
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clasificación profesional, desde mi punto de vista,  dificultan 

enormemente la aplicación del principio de formació n permanente y 

continuada que inspira el modelo de formación profe sional que 

pretende el Sistema de Formación Profesional. 

En segundo término, no se instituyen mecanismos que  

posibiliten al trabajador desarrollar su propia cap acidad 

profesional a través del trabajo. 

 En efecto, como se vio supra , aunque desde el ET y el ANFC 

se otorgan al trabajador instrumentos para que adqu iera nuevas 

competencias profesionales durante el desarrollo de  la relación 

de trabajo, sin embargo, en todo caso, se trata de medidas 

dirigidas a facilitar que el trabajador curse proce sos formales 

de formación, sin que la formación en el trabajo se  contemple 

como medio de progreso de la profesionalidad. 

En este punto me parece interesante recoger la idea  apuntada 

por PEREZ-ESPINOSA, sobre la movilidad del trabajad or como medio 

de progreso de su profesionalidad. Para este autor,  el desarrollo 

continuo de la capacidad profesional del trabajador  debe 

interpretarse en el sentido de “potenciar la poliva lencia y 

movilidad del trabajador como instrumentos necesari os y válidos 

para favorecer un enriquecimiento continuado de la capacidad 

profesional del trabajador” 861 .  

Considerar el cambio de funciones como sistema de 

capacitación del trabajador, a mi juicio, es perfec tamente 

defendible desde la perspectiva del Sistema de Form ación 

Profesional.  

Diversamente a lo que sería deseable, en el ordenam iento 

laboral, el cambio de funciones a desempeñar por el  trabajador se 

                                                 
861  Cfr. PEREZ-ESPINOSA SANCHEZ, F. en “Organización del trabajo, sistema de clasificación en 

categorías y defensa de la profesionalidad del trabajador”, op. cit. pág.189 y también en este sentido parece 
inclinarse CRUZ VILLALÓN, J. en Las modificaciones de la prestación laboral, op. cit. pág.422. 
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contempla exclusivamente como un instrumento puesto  a disposición 

del empresario sin prestar relevancia jurídica a la  defensa de la 

profesionalidad del trabajador. Su utilización sólo  está 

justificada por razones empresariales 862 . Incluso en el supuesto  

de cambio de funciones derivado del ascenso a categ oría superior, 

la mención que el art.24 del ET hace de las “facult ades 

organizativas del empresario”, en tanto que criteri o determinante 

del ascenso, supondrá, no sólo que se requiera el c onsentimiento 

del empresario, sino que, a salvo de que otra cosa determine el 

convenio colectivo, también corresponda a aquél la iniciativa en 

el proceso de promoción. 

 

La formación profesional como medio de promoción.- La 

Constitución, en el art. 35.1, reconoce a todos los  españoles el 

derecho a la "promoción a través del trabajo", este  precepto 

evidentemente no hace referencia alguna a la formac ión 

profesional, no obstante, hay que entender que cone cta con ella 

en cuanto que ésta constituye uno de los instrument os más 

importantes de promoción en sus tres vertientes; so cial, 

económica y profesional. 

Así lo ha entendido la doctrina, considerando que t anto el 

art.4.2.b) del Estatuto de los Trabajadores, donde junto al 

derecho de promoción se reconoce el derecho de form ación 

profesional, como el art.23 donde se señalan los de rechos del 

trabajador en materia de formación profesional, res ultan 

desarrollo del precepto constitucional señalado. 

 

Este derecho se manifiesta en el ámbito de la relac ión 

                                                 
862 Vid.  PEREZ-ESPINOSA SANCHEZ, F. en “Organización del trabajo, sistema de clasificación en 

categorías y defensa de la profesionalidad del trabajador”, op. cit. pág.192. 
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laboral 863 , como derecho básico de los trabajadores en la rel ación 

de trabajo, - ex  art.4.2.b) del Estatuto de los Trabajadores-, y, 

por consiguiente, generando su ejercicio, para el e mpresario, el 

deber de no limitación y el deber de garantía del m ismo. 

 

Por otra parte, la norma estatutaria, lo reconoce j unto con 

el derecho a la formación profesional, señalando qu e, "en la 

relación de trabajo, los trabajadores tienen derech o: b) A la 

promoción y formación profesional en el trabajo" y,  esta 

regulación conjunta, se ha dicho, denota la interde pendencia 

entre ambas instituciones; ambos derechos tienen co mo objetivo 

común "la mejora profesional y social del trabajado r, al lado de 

una mayor satisfacción en el trabajo" y, por otra p arte, la 

formación profesional es uno de los instrumentos má s importantes 

de la promoción profesional. De la formación profes ional, como se 

ha dicho, dependen en gran medida, las posibilidade s de ascenso y 

carrera profesional del trabajador 864 . 

 

 

                                                 
863 El derecho a la promoción a través del trabajo, dado su ámbito subjetivo general, es sin duda, 

como señala GARCIA MURCIA, un derecho ejercitable no solo en la relación laboral, alcanzando también a la 
relación del individuo con el Estado que "debe procurar la promoción de los trabajadores y ofrecer posibilidades 
para avanzar en las escalas propias de su profesión (ascensos) y en los status o niveles sociales (cambio a una 
profesión más considerada y de mayor retribución)", en GARCIA MURCIA, J., "El Derecho a la promoción y a la 
formación profesional en el trabajo", en BORRAJO DACRUZ, E. (Dir.), Comentarios a las leyes laborales: El 
Estatuto de los Trabajadores, Tomo V, EDERSA, Madrid, 1985, pág.223. 

864 Cfr. MARTIN VALVERDE, A., RODRIGUEZ-SAÑUDO GUTIERREZ, F. y GARCIA 
MURCIA, J., Derecho del trabajo, op. cit. pág. 502. 
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CAPITULO VI  

 

CONCLUSIONES   

 

 

1ª) UN SISTEMA DE FORMACION PROFESIONAL DESCENTRALI ZADO. 

 

El estudio del Sistema de Formación Profesional esp añol 

permite constatar que se trata de un modelo descent ralizado y en 

este sentido se encuentra en la línea de tendencia de la 

generalidad de los sistemas actuales de formación p rofesional.  

En efecto, BARBAGELATA, en un estudio de legislació n 

comparada sobre la formación profesional en el mund o puso de 

manifiesto el proceso de descentralización caracter ístico de los 

diversos modelos o sistemas de formación profesiona l 865 . Para este 

autor la tendencia descentralizadora se revela en v irtud de tres 

aspectos detectados en las diversas  legislaciones estudiadas.   

 Estas características, desde mi punto de vista, se  dan en 

toda su amplitud en el modelo español.  

a.- Generalización de la participación de los 

interlocutores sociales 

b.- Integración de las acciones y servicios privado s en 

los sistemas nacionales de formación con centro en la 

empresa. 

                                                 
865 Cfr. BARBAGELATA, H.H., en  Formación y legislación del trabajo: tendencias de las recientes 

legislaciones sobre formación profesional, CINTERFOR/OIT, 1996.  
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c.- Procesos de descentralización territorial en la  

conducción de los sistemas y en las acciones de for mación. 

d.- Nueva asignación de recursos destinados al 

financiamiento de la formación 

 

 

2ª) LA GENERALIZADA PARTICIPACION DE LOS INTERLOCUT ORES SOCIALES.  

 

En el modelo español de formación profesional, se c onfirma 

la generalización de la participación de los interl ocutores 

sociales en la política de formación profesional al  comprobar su 

intervención en la elaboración y aplicación de las políticas de 

formación profesional así como en el funcionamiento  de los 

servicios correspondientes. 

Las vías utilizadas para ello se corresponden con l as que 

tradicionalmente se conocen como mecanismos de <<ac ción 

institucional>>. A saber, la participación instituc ional en 

órganos de la administración pública y la concertac ión social. 

 

En la planificación de la política de formación pro fesional 

los interlocutores sociales intervienen en virtud d e la 

representación que ostentan en el órgano consultivo  y de 

asesoramiento del Gobierno en materia de formación profesional: 

el CGFP. A través de este órgano participan en la e laboración y 

control de la ejecución del PNFP, instrumento de pr ogramación de 

las líneas de actuación en política de formación pr ofesional. 

 

 La participación institucional es también el mecan ismo por 

excelencia de participación de los interlocutores s ociales en los 

sistemas de formación profesional reglada y ocupaci onal. 

En efecto, en tanto que integrantes del CGFP y del INEM 
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intervienen  en la programación de las líneas de ac tuación de 

ambos Subsistemas  así como en la determinación de los títulos 

profesionales de la formación profesional reglada y  las 

certificaciones profesionales de la formación profe sional 

ocupacional. Así, a través del CGFP informan los pr oyectos de 

planes de estudio de formación profesional reglada y sus 

correspondientes títulos, las certificaciones de pr ofesionalidad 

en materia de formación profesional ocupacional, as í como las 

correspondencias y homologaciones en materia de for mación 

profesional reglada y ocupacional.  

Por otra parte, a través del INEM -cuyo ámbito de a ctuación 

se limita a la formación profesional ocupacional- p articipan en 

la elaboración del programa FIP, así como, en la ge stión de la 

formación profesional ocupacional en la medida en q ue esta 

competencia ha sido asignada a este organismo públi co.  

Interesa apuntar que en las CC.AA. con competencias  

transferidas en materia de formación ocupacional lo s 

interlocutores sociales intervendrán de igual forma  a través de 

los organismos que en cada territorio asuman las co mpetencias del 

INEM. 

  

El segundo mecanismo de participación de los interl ocutores 

sociales es la concertación social. 

Esta es la vía preferentemente utilizada en el Subs istema de 

Formación Continua. Mediante la misma los interlocu tores sociales 

intervienen en la gestión del Subsistema así como e n la 

programación, desarrollo y control de las acciones formativas que 

lo integran.  

Además, los interlocutores a través de la concertac ión 

social han propiciado la participación descentraliz ada de los 

representantes de los trabajadores y empresarios ta nto a nivel 
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empresarial como supraempresarial en la medida en q ue en los 

acuerdos de concertación fomentan la conclusión de convenios 

colectivos y acuerdos específicos en los que se est ablezcan 

mecanismos de participación en los diversos ámbitos  funcionales y 

territoriales, como es el caso de la creación de co misiones 

paritarias ad hoc . 

 

 

3ª) LA INTEGRACION DE ACCIONES Y SERVICIOS PRIVADOS  EN EL SISTEMA 

DE FORMACION PROFESIONAL CON CENTRO EN LA EMPRESA.  

 

Se detecta en el Sistema de Formación Profesional u na 

progresiva participación de la empresa como centro de los 

intereses de la formación así como la intervención de otras 

entidades privadas. 

 

  Por una parte, el Sistema de Formación Profesional asigna 

a las empresas un papel relevante en el desarrollo de las 

acciones formativas que lo integran y es importante  puntualizar 

que los mecanismos de intervención de las empresas están 

previstos en los tres subsistemas y por tanto no ex clusivamente 

en el correspondiente a la formación continua. Las empresas, en 

efecto, van a participar tanto en los procesos form ativos de sus 

trabajadores como en los de los estudiantes que cur sen enseñanzas 

profesionales y en este sentido se puede decir que el Sistema de 

Formación Profesional las caracteriza como organiza ciones 

cualificantes. 

Por otra parte, y dada la íntima relación de la for mación 

profesional con la política de empleo, la empresa c umple una 

función de inserción, tanto de los sujetos excluido s del sistema 

educativo, como de los excluidos del mercado de tra bajo  aún sin 
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ser propiamente una empresa de inserción. 

La doble implicación de las empresas en la enseñanz a 

profesional deriva de tres factores:  

a) En primer lugar, del objetivo del Sistema de 

"profesionalizar para la inserción". Este requiere la estrecha 

conexión entre el sistema productivo y sistema form ativo a 

efectos de lograr la adecuación de las cualificacio nes 

profesionales facilitadas por cada Subsistema a las  competencias 

profesionales que en cada momento demande el sistem a productivo.  

A tal fin el PNFP potencia la colaboración Empresa- Escuela. 

De esta colaboración surge un sistema de formación en alternancia 

en el que la empresa es copartícipe en la formación , tanto de los 

alumnos incluidos en programas exclusivamente forma tivos, a 

través de las estancia-formativas o prácticas en la s empresas, 

como también en la formación de los alumnos-trabaja dores 

incluidos en programas mixtos de formación-empleo. 

Además los propios trabajadores de la empresa colab orarán en 

esta tarea cumpliendo la función de tutorizar su fo rmación 

práctica. 

 

b) En segundo lugar, el Sistema consagra la experie ncia 

laboral adquirida en la empresa como uno de los med ios de 

alcanzar las competencias profesionales reconocidas  por el 

Sistema Nacional de Cualificaciones. En este sentid o la empresa 

actuará como organización cualificante de sus propi os 

trabajadores y única responsable de la misma. 

 

c) En tercer lugar, la empresa también participará como 

entidad colaboradora en la impartición de la formac ión 

profesional ocupacional tanto teórica como práctica  y por 

consiguiente como única responsable de la misma. 
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Por otra parte, el Subsistema de Formación Ocupacio nal prevé 

que las empresas y también otras entidades privadas  y públicas, 

colaboren en la gestión con el INEM o con las CC.AA . con 

competencias en la materia, impartiendo las accione s formativas a 

través de sus centros de colaboración. Las fórmulas  jurídicas 

mediante las que se instrumente la intervención ser án, los 

contratos-programa -para organizaciones empresarial es y 

sindicales-, y convenios de colaboración según el c aso -para 

entidades públicas o privadas y empresas-. 

 

 

4ª) EL PROCESO DE DESCENTRALIZACION TERRITORIAL .  

 

La descentralización territorial del Sistema de For mación 

Profesional Español queda patente en el estudio de los marcos 

estatal, autonómico y europeo de la formación profe sional. 

En estos ámbitos territoriales la descentralización  viene 

impuesta, en primer término por el TCE en la medida  en que, por 

una parte, las competencias no atribuidas por el mi smo a la 

Comunidad Europea quedan reservados al Estado Españ ol y a las 

CC.AA. que tengan competencia sobre la materia y, p or otra, en 

que la actuación comunitaria en materia de formació n profesional, 

al incidir siempre en ámbitos de competencia compar tida, tenga 

que carácter subsidiario a la del Estado Español y a la de las 

CC.AA., y en sentido inverso, que la actuación de é stos en el 

ejercicio de sus competencias en materia de formaci ón profesional 

deba ser en régimen de colaboración con la Comunida d Europea. 

     

En segundo término, la descentralización dentro del  

territorio español viene impuesta por la Constituci ón Española y 
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los EE.AA. y, en todo caso, dado el carácter instru mental de la 

formación profesional, el alcance de la misma depen derá del 

ámbito material o sector de actividad pública en el  que incida la 

actuación de los poderes públicos. 

 

 

5ª) LA ASIGNACION DE RECURSOS DESTINADOS A LA FINAN CIACION DE LA 

FORMACION PROFESIONAL.  

 

La formación profesional ocupacional y reglada se f inancia 

mediante un fondo constituido por las aportaciones de empresarios 

y los trabajadores y por la Unión Europea. 

Desde 1993 con el I AT los recursos de la formación  

profesional revierten en las empresas y los trabaja dores mediante 

los mecanismos de financiación de la formación prof esional 

continua y, en lo que atañe a la formación ocupacio nal, mediante 

las subvenciones previstas para entidades colaborad oras. 

 

La actividad subvencionadora en materia de formació n 

profesional tiene especial importancia por dos moti vos: 

En primer lugar, desde un punto de vista cualitativ o la 

práctica de la subvención en este terreno ha prolif erado de tal 

forma que hoy es difícil encontrar una acción forma tiva del 

Sistema de Formación Profesional que no lleve apare jada una 

disposición de gasto del Estado o de las CC.AA., ya  sea para 

fomentar la propia formación de trabajadores -ocupa dos o no- como 

mecanismo de empleabilidad, ya sea para fomentar la  colaboración 

de entidades públicas o privadas con la administrac ión, 

principalmente, para la realización de actividades formativas. 

En opinión de BARBAGELATA  “se ha comenzado a crear  una 

verdadera cultura patronal de la formación en la em presa 
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subvencionada con recursos públicos”, y, convengo c on este autor 

en que esta aseveración es perfectamente predicable  del caso 

español 866 .   

 

En segundo lugar, sobre la base anterior hay que te ner en 

cuenta que en determinados programas formativos, se ñaladamente 

los que alternan formación y empleo, además de las ayudas para 

cubrir los gastos de formación, se prevén otras dir igidas a  

remunerar a los trabajadores contratados en el desa rrollo de 

dichos programas. 

Con los programas de formación-empleo surge una cat egoría de 

empleo en régimen de alternancia con la formación, vinculado a 

las ayudas públicas previstas para los mismos. La  existencia de 

los contratos de trabajo a los que dan lugar depend erá de la 

decisión del poder público que ejercite su potestad  

subvencionadora y las disposiciones normativas que regulan las 

ayudas públicas conformarán en parte el régimen jur ídico de los 

contratos de trabajo. 

El empleo vinculado a los programas de formación-em pleo  

adquiere la condición de  <<empleo subvencionado>> pero, no por 

el hecho de existir tal subvención, sino por el rég imen jurídico 

especial del contrato de trabajo que de ello se der iva. Está, en 

efecto, sujeto a un régimen jurídico especial que i ncluso puede 

llegar a ser <<derogatorio>> del régimen jurídico c omún en tanto 

se mantenga inaccesible para la negociación colecti va. 

 

 

6ª) EL TRABAJO EN ALTERNANCIA CON LA FORMACION PROF ESIONAL. 

                                                 
866 Cfr. BARBAGELATA, H.H., en  Formación y legislación del trabajo: tendencias de las recientes 

legislaciones sobre formación profesional, op. cit.pág.31. 
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El Sistema de Formación Profesional generaliza la 

alternancia formación-trabajo como método de enseña nza 

profesional, el ejercicio de una actividad profesio nal como una 

de las fórmulas de adquisición de competencias prof esionales y, 

como corolario, dos fórmulas de acceso al trabajo: Las estancias 

-formativas en las empresas y los programas de form ación-empleo. 

 

 Las estancias-formativas en las empresas organizad as por el 

Sistema de Formación Profesional se han revelado co mo una forma 

jurídica de acceso al trabajo distinta del contrato  de trabajo. 

Junto a las indudables ventajas que la utilización de esta 

fórmula reporta, tanto como método de enseñanza pro fesional, como 

en aras a estrechar la conexión entre el sistema pr oductivo y el 

formativo, se ha puesto de manifiesto la amplia pro blemática 

jurídica que también plantean, y, que, principalmen te, afecta a 

las estancias-formativas <<informales>>. 

 

Se impone la adopción de las medidas oportunas para  evitar 

los posibles fraudes que en materia de contratación  puedan 

producirse por un uso indebido de esta figura, y, a  efectos de 

garantizar una adecuada protección jurídica del alu mno durante su 

estancia temporal en la empresa.  

Las normas autonómicas que actualmente establecen e l régimen 

jurídico de las estancias temporales de los estudia ntes en las 

empresas, no inciden en éstas y otras cuestiones re lacionadas con 

ellas, fundamentalmente por afectar al ámbito labor al y, por 

tanto, ser de competencia estatal. 

En este sentido, falta una regulación legal estatal  de la 

práctica profesional dirigida a establecer mecanism os de control 

tanto internos como externos para evitar los riesgo s apuntados, 
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tanto si las estancias-formativas en las empresas l as realizan 

exclusivamente estudiantes, como si las pueden real izar también 

otras personas, tituladas o no.   

En este sentido, el control de los representantes d e los 

trabajadores, generalizado a todas las estancias-fo rmativas que 

se realicen en la empresa parece imprescindible, e,  igualmente lo 

es, que se establezca como requisito necesario para  poder acceder 

a esta vía de formación, la existencia de un conven io de 

colaboración con una entidad educativa. En él, adem ás de un 

detallado programa de formación, habría que estable cer, si fuera 

del caso,  la cuantía y justificación de la beca co rrespondiente 

y aquellos otros aspectos que fueran necesarios a e fectos de 

garantizar la función formativa de la estancia temp oral en la 

empresa y los derechos y obligaciones de las partes  durante la 

misma. 

 

 

7ª) EL EMPLEO EN REGIMEN DE ALTERNANCIA CON LA FORM ACION 

PROFESIONAL. 

 

   El Ordenamiento Jurídico Laboral prevé dos contr atos 

formativos mediante los que se puede instrumentar l a alternancia 

formación-empleo: El contrato en prácticas y el con trato para la 

formación. 

 Se ha visto que estas modalidades contractuales no  son 

adecuadas como instrumentos jurídicos de alternanci a en el marco 

de los programas formación-empleo.  

 

a) En primer lugar, el contrato de trabajo en práct icas 

resulta disfuncional al fin formativo de estos prog ramas. Su 

finalidad es que el trabajador obtenga una experien cia 
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profesional adecuada a su titulación como medio de inserción, 

mientras que los programas de formación-empleo tien en por 

finalidad que el alumno-trabajador adquiera, no sól o experiencia 

profesional, sino además una formación teórica-prác tica que le 

otorgue una cualificación profesional que facilite su inserción 

laboral. 

 

b) Descartado el anterior, restaría  el contrato de  trabajo 

para la formación. No obstante, la conclusión de es te contrato de 

trabajo en los programas formación-empleo plantea n umerosos 

problemas jurídicos.  

En primer lugar, el régimen legal del contrato para  la 

formación puede impedir su suscripción: Así puede o currir en el 

marco de los PGS cuando los participantes superen l a edad máxima 

para contratar pues no se les incluyó entre el cole ctivo de 

trabajadores para los que la reforma de 2001 suprim ió el límite 

máximo de edad para suscribir el contrato para la f ormación. 

 

En tal caso es precisamente el régimen jurídico del  contrato 

para la formación el que impide alternar la formaci ón-empleo 

mediante el único instrumento que a tal fin institu ye el 

Ordenamiento Jurídico Laboral.  

  Desde este punto de vista se ha valorado la refor ma que en 

el art.11.2,a) del ET se produjo en 2001 en lo que atañe a los 

participantes en ET, CO y TE. Por contra es de lame ntar el olvido 

legal de los participantes en los PGS pues, a estos  efectos, 

implica que cuando la edad de los participantes no les permita 

suscribir un contrato para  la formación, la altern ancia  se 

instrumentará  mediante un contrato temporal para r ealizar una 

obra o servicio determinado.  
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En segundo lugar,  la complejidad y singularidad de l régimen 

jurídico de los contratos de trabajo en alternancia  suscritos en 

un programa de formación-empleo es manifiesta.  

La normativa específica del programa los singulariz a 

respecto del régimen jurídico común y también en re lación con el 

régimen jurídico del contrato para la formación. In troduce  

especialidades en su régimen jurídico en atención a  que la 

prestación de trabajo se realiza en alternancia con  la formación 

profesional y a que el contrato se suscribe en el m arco de un 

programa público en el que tanto los costes de form ación como los 

salariales corren a cargo de fondos públicos. 

Esos factores pueden justificar ciertas especialida des en el 

régimen jurídico del contrato de trabajo para la fo rmación pero 

desde luego no para contravenir el régimen legal y reglamentario 

del contrato de trabajo para la formación. 

 

En este sentido, la falta de la necesaria articulac ión entre 

ambos regímenes jurídicos es manifiesta en lo que a tañe a la 

formación profesional. 

 Se ha detectado en todos los programas una inadecu ación 

entre el contenido de la formación profesional teór ica del 

programa y la prevista para el contrato para la for mación. En 

todos los casos son divergencias que afectan al obj eto mismo del 

contrato de trabajo y que llevan a cuestionar que e l contrato en 

alternancia suscrito en el marco de programas mixto s formación-

empleo tenga la misma naturaleza que el contrato pa ra la 

formación <<ordinario>>, es decir, concluido al mar gen de un 

programa formación-empleo. 

 

c) Las peculiaridades de las relaciones laborales q ue se dan 

en el marco de los programas formación-empleo puede n hacer 
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razonable un tratamiento convencional diferenciado que 

particularice su régimen jurídico difiriendo del qu e rige para el 

resto del personal que presta servicios en la entid ad promotora. 

Sin embargo, no justifican que este colectivo de tr abajadores 

pueda quedar excluido del ámbito personal del conve nio colectivo 

aplicable a la entidad promotora. Y, tampoco que el  empresario no 

se les aplique el convenio colectivo cuando este no  prevea su 

exclusión.  

Tanto en un caso como en otro, la inaplicación del convenio 

colectivo de la que deriva la diferenciación de reg ímenes 

jurídicos, como se ha visto, encuentra respaldo jud icial.  

Como resultado de lo anterior, en ambos casos a los  

trabajadores contratados en virtud de un programa d e formación-

empleo se les veda la posibilidad de que las condic iones de 

trabajo en que se desenvuelve su relación jurídica laboral se 

regule convencionalmente, lo que en definitiva sign ifica negarles 

el derecho a la negociación colectiva. 

Por ello se ha defendido que pudiendo particulariza rse el 

régimen jurídico de los contratos en alternancia me diante un 

tratamiento convencional diferenciado, éste tenga s u origen 

exclusivamente en la autonomía colectiva y preferen temente derive 

de las especialidades introducidas por un convenio colectivo 

aplicable a este colectivo de trabajadores. 

 

Es ésta una de las cuestiones a la que debería dar respuesta 

el ANFC estableciendo reglas de negociación relativ as a las 

condiciones en las que se van a desenvolver las rel aciones 

laborales que surgen en el marco de dichos programa s, o, cuanto 

menos, promoviendo la inclusión del colectivo de tr abajadores en 

situación de alternancia en los convenios colectivo s ordinarios. 
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8ª) LA CUALIFICACION PROFESIONAL VINCULADA A LA PRE STACION 

LABORAL CONVENIDA. 

 

Cuando el trabajador y el empresario al suscribir u n 

contrato de trabajo contraten no sólo las funciones  que integran 

el contenido de la prestación laboral, sino también  las 

competencias profesionales que posee el trabajador por ser   

necesarias para realizar las tareas convenidas, ést as se 

integrarán en la relación jurídica laboral como cua lificación 

profesional convenida. 

La cualificación profesional convenida al incorpora rse a la 

relación jurídica laboral producirá unas consecuenc ias jurídicas 

que particularizan la situación jurídica del trabaj ador y la del 

 empresario como sujetos de la relación jurídica la boral en la 

medida en que introduce especialidades en el haz de  derechos, 

facultades, obligaciones y/o cargas del trabajador y del 

empresario.   

El resultado es manifiestamente desequilibrador de las 

respectivas situaciones jurídicas, en perjuicio del  trabajador. 

Así ocurre en la medida en que la cualificación con venida al 

incorporarse a la prestación laboral sí generará pa ra el 

trabajador singulares deberes jurídicos, mientras q ue al 

incorporarse al derecho de crédito del empresario a mpliará su 

ámbito de poder y lejos de comportar obligación esp ecífica 

alguna, sólo generará una carga de colaborar en la formación del 

trabajador. 

 

a) La cualificación convenida, al incorporarse a la  

prestación laboral como objeto de la relación labor al, genera  

obligaciones profesionales a cargo del trabajador d irigidas a 
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asegurar el cumplimiento de la prestación laboral c onvenida.   

 Deberes profesionales que, dado su carácter acceso rio, 

complementan y ensanchan el deber principal de pres tación del 

trabajador. Imponen al trabajador unas específicas reglas de 

conducta que deberá observar tanto en la fase del c umplimiento de 

la prestación laboral como en las fases previas al mismo.  

 

Especial importancia revisten las obligaciones  

profesionales  que tiene  el trabajador en las fase s anteriores 

al cumplimiento a los efectos de preparar y conserv ar la 

cualificación profesional exigida por la prestación  laboral 

convenida. 

Estarán dirigidas principalmente a mantener el nive l 

profesional contratado, bien mediante la actualizac ión y/o 

perfeccionamiento de las competencias ya adquiridas , bien 

mediante la adquisición de competencias profesional es nuevas si 

fueran necesarias para ello.  

  En todo caso, el nivel profesional que el trabaja dor debe 

mantener es el que corresponde a la cualificación p rofesional que 

haya contratado. Vendrá determinado, por la prestac ión laboral 

convenida y es ésta, por tanto, la que deberá enmar car; las 

específicas obligaciones profesionales a cargo del trabajador, 

señaladamente las de incrementar, actualizar y perf eccionar las 

competencias profesionales contratadas; y el correl ativo derecho 

del empresario a exigir su cumplimiento. 

 

El tratamiento legal que recibe el trabajador como titular 

de estas obligaciones profesionales se manifiesta d eficiente 

desde el momento en que no presenta variaciones res pecto del que 

el ET le otorga por el mero hecho de ser titular de l derecho a la 

formación profesional. Desde mi punto de vista las obligaciones 
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formativas a cargo del trabajador requieren  instru mentos 

jurídicos adicionales a las facultades jurídicas qu e el art.23 ET 

prevé en orden a facilitar su acceso a las acciones  formativas 

que deberá cursar para el cumplimiento de los mismo s.  

 

b) También la cualificación como cualidad de la pre stación 

laboral incide en la situación jurídica del empresa rio como 

acreedor de la prestación laboral convenida.  

 Sin embargo, no se impone al empresario obligación  

específica alguna a los efectos de que el trabajado r cuente con 

la cualificación precisa para ejecutar la prestació n laboral 

convenida. 

Por contra, la facultad principal del empresario de  exigir 

la prestación laboral se ensancha alcanzando a exig ir no sólo el 

rendimiento convenido, sino también a que el trabaj ador, en 

cumplimiento de sus deberes profesionales, actúe co n la 

diligencia profesional debida.  

 

 No obstante, el empresario tendrá que colaborar en  el 

cumplimiento de los deberes profesionales que pesan  sobre el 

trabajador. 

En unos casos, la colaboración empresarial es neces aria para 

facilitar al trabajador el cumplimiento de su oblig ación 

formativa, permitiéndole  compatibilizar el tiempo de trabajo con 

las actividades de formación que deba realizar para  completar o 

mejorar su formación profesional.  En este caso, la  colaboración 

empresarial  viene impuesta legalmente en el art.23  ET como un 

deber jurídico correlativo al derecho del trabajado r a ejercitar 

las facultades que en ese precepto se le reconocen.  

En otros casos, la colaboración del empresario es n ecesaria 

para evitar el perjuicio que a sus propios interese s puede 
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ocasionar la ejecución irregular de la prestación l aboral por 

falta de cualificación del trabajador. En este caso , la 

colaboración empresarial no se puede contemplar un deber jurídico 

sino como mera carga jurídica.  

 

Las obligaciones que tiene el empresario de mantene r al 

trabajador efectiva y adecuadamente ocupado y de fa cilitarle el 

ejercicio de las facultades que le reconoce el art. 23 del ET las 

tiene frente a todos los trabajadores, tanto si la prestación 

laboral que debe realizar es cualificada, como si n o lo es. Por 

esta razón, no pueden considerarse obligaciones sin gulares 

derivadas de la cualificación profesional convenida . 

 

 

8ª) LA FORMACION PROFESIONAL COMO INSTRUMENTO DE CUALIFICACION EN 

SITUACIONES DE CAMBIO. 

 

Con carácter general se puede decir que el Ordenami ento 

Jurídico Laboral concibe la profesionalidad del tra bajador como 

un bien jurídico necesitado de tutela.   

La protege salvaguardándola de los posibles perjuic ios que 

la decisión empresarial pueda ocasionarle. Sin emba rgo, no se 

impide con carácter absoluto, que estos se produzca n, como 

tampoco se establecen, en ningún caso, los medios n ecesarios para 

que el trabajador reciba la formación profesional q ue requiera, 

no sólo para su adaptación, sino también para evita r, en último 

término, la extinción de su contrato de trabajo y s u sustitución 

por otro trabajador más cualificado. 

Cuando el empresario modifique unilateralmente el m odo de 

realizar la prestación laboral y cuando la modifica ción 

unilateral afecte sustancialmente a las condiciones  de trabajo o 
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a las funciones convenidas como contenido de la pre stación 

laboral, la colaboración del empresario en la forma ción y 

adaptación de los trabajadores tendrá carácter nece sario tanto en 

la fase previa como en la de ejecución de la presta ción laboral a 

efectos de que su propio interés no se vea perjudic ado. 

 

Estatutariamente, tanto para el primer supuesto, 

identificable con el contemplado en el art.52,b) de l ET como 

introducción de modificaciones técnicas en el puest o de trabajo, 

como en el segundo, establecidos en el art.41 como modificación 

sustancial de condiciones de trabajo y en el art.39  como 

movilidad funcional, también se establece el caráct er necesario 

de la colaboración del empresario para que el traba jador pueda 

ejecutar regularmente la prestación laboral.  

Hay que tener en cuenta que en estos casos tampoco la  

colaboración se contempla como un deber jurídico de l empresario, 

exigible directamente por el trabajador y cuya inob servancia 

daría lugar a las consecuencias propias del incumpl imiento del 

acreedor, sino como una carga en la medida en que s erá una 

conducta que el empresario debe desplegar a efectos  de evitar el 

perjuicio que le puede suponer que la prestación la boral sea 

defectuosa o devenga imposible por falta de cualifi cación del 

trabajador que tiene que realizarla. 

Se trata, en efecto, de una carga de colaboración q ue recae 

en el empresario desde el momento en que su inobser vancia no se 

considera incumplimiento de las obligaciones de ést e. Su 

inobservancia únicamente será relevante si trae com o consecuencia 

un perjuicio para terceros o la imposibilidad sobre venida de la 

prestación, ya que, en este  caso, la imposibilidad  no se podrá 

considerar imputable al trabajador, sino al empresa rio. 
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9ª) LA PROFESIONALIDAD EN SUPUESTOS DE CAMBIOS SUST ANCIALES DE 

LAS CONDICIONES DE TRABAJO.  

 

El legislador hace prevalecer el interés del empres ario 

frente a la profesionalidad del trabajador en la me dida en que el 

art.41 del ET no impone la formación profesional co mo límite a la 

modificación sustancial de  condiciones de trabajo.  Y, el interés 

del empresario prevalece igualmente frente al princ ipio de 

estabilidad en el empleo. 

 No es ajeno, sin embargo a la posibilidad de que l a medida 

modificativa empresarial pueda perjudicarla. El art .50.1,a) del 

ET contempla, efectivamente, esa posibilidad consid erándola como 

un perjuicio grave para el trabajador y otorga a és te, por una 

parte, la posibilidad de extinguir su contrato de t rabajo como 

medio de defensa de su profesionalidad y, por otra,  el derecho a 

percibir una indemnización como medio de resarcir l os daños y 

perjuicios ocasionados. 

 

  La tutela legal de la profesionalidad del trabaja dor ante 

las modificaciones sustanciales de condiciones de t rabajo desde 

mi punto de vista es insatisfactoria.   

En primer término, porque el ET no impide que se pe rjudique 

la profesionalidad del trabajador, tampoco establec e medios de 

prevención frente a tal riesgo y, cuando el perjuic io resulta 

inevitable, tampoco se imponen medidas que lo palie n, al margen 

de la ya apuntada indemnización del art.50 ET y de las posibles 

medidas que en este sentido se pudieran pactar en e l acuerdo de 

modificación colectiva.  

En segundo término, porque el ET, más que tutelar l a 

profesionalidad del trabajador, en realidad lo que hace es 
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permitir la autotutela, es decir, que sea el trabaj ador el que 

proteja su propia profesionalidad frente a la decis ión 

modificativa empresarial y, por lo que se ha visto,  la única vía 

que tiene para hacerlo es extinguiendo el contrato de trabajo. 

 Esta previsión legal resulta inadecuada a los medi os que el 

Sistema de Formación Profesional ofrece para favore cer la 

adaptación de los trabajadores ocupados. 

 

 

10ª) LA FORMACION PROFESIONAL ANTE CAMBIOS TECNICOS   

 

El art.52.b) del ET permite al empresario extinguir  el 

contrato de trabajo si el trabajador no se adapta a  las 

modificaciones técnicas que se producen en su puest o de trabajo. 

Cuando la modificación técnica signifique la necesi dad de un 

progreso y perfeccionamiento de la capacidad profes ional del 

trabajador, la formación profesional puede facilita r la 

adaptación de los trabajadores a los cambios técnic os que se 

produzcan en su puesto de trabajo, en tal caso apar ece  como 

medida de capacitación.  Y, puede actuar también co mo medida 

preventiva frente al desempleo, evitando la extinci ón de los 

contratos por esta causa. 

 

Desde esta perspectiva el tratamiento que el art.52 ,b) ET da 

a la profesionalidad del trabajador es, no sólo cri ticable, sino 

también incongruente. Por varios motivos: 

En primer lugar, porque el art.52,b) del ET al esta blecer el 

período de adaptación se limita a imponer al empres ario la 

obligación de permitir que el proceso de adaptación  del 

trabajador al cambio se pueda producir y no le impo ne la 

obligación de intervenir en dicho proceso, capacita ndo al 

trabajador, -lo que obviaría esta causa de extinció n-, o, cuanto 
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menos, exigiendo que facilite su capacitación. 

 

En segundo lugar, porque en la medida en que la obl igación 

del empresario en materia formativa no alcanza a fa cilitar al 

trabajador los medios de adaptación, será éste el q ue deba 

proveerse de los instrumentos necesarios para capac itarse.  

Es cierto que los nuevos requerimientos del puesto de 

trabajo pueden quedar satisfechos compatibilizando formación con 

 prestación de servicios, ya porque fuera formación  práctica la 

requerida, ya porque pueda utilizar  las facultades  que el art.23 

del ET le reconoce para la asistencia a cursos de f ormación 

profesional o las que, adicionalmente, señale el co nvenio 

colectivo a tal efecto, e, incluso, porque pueda ad quirir 

formación teórica fuera asistiendo a cursos de form ación fuera de 

las horas de trabajo.  

Sin embargo, es posible que tal compatibilidad resu lte 

imposible o revista especiales dificultades y, por paradójico que 

pueda parecer, a ello contribuye el régimen jurídic o de esta 

causa de extinción en la medida en que el empresari o, por regla 

general, no está obligado a preavisar al trabajador  de la 

introducción del cambio técnico en su puesto de tra bajo. 

 

En tercer lugar, la imprevisibilidad del cambio es 

inaceptable desde el punto de vista del Sistema de Formación 

Profesional, de un lado, porque puede dificultar el  acceso a las 

acciones formativas del Sistema de Formación Profes ional y, de 

otro, porque dificulta que el trabajador pueda soli citar el 

permiso individual por formación establecido en el ANFC y perciba 

la prestación económica correspondiente en la medid a en que el 

ANFC exige que se solicite con antelación mínima de  un mes a su 

disfrute. 
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11ª) LOS DERECHOS INSTRUMENTALES  

 

   Se afirma la eficacia jurídica inmediata del art .23 del 

ET. Esta conclusión se apoya tanto en la estructura  y contenido 

del precepto estatutario, como en la literalidad de l mismo.  

Entiendo perfectamente defendible que el trabajador  pueda 

ejercitar los derechos que en el art.23.1 se le rec onocen cuando 

se den las condiciones establecidas en el propio pr ecepto sin 

necesidad, para ello, de que las previsiones estatu tarias sean 

complementadas por otras de carácter convencional. 

Lo anterior  no obsta para defender la conveniencia  de que, 

con carácter suplementario, los convenios colectivo s concreten 

los términos del ejercicio de esos derechos.  

 

Por otra parte, en cuanto al alcance del apartado 2 º del 

art.23, se concluye en que existe una obligación de  negociar que 

alcanza en principio a todos los derechos reconocid os en el 

art.23.1, no obstante, al ser esta una obligación d e medio esto 

conllevará que sean los propios sujetos negociadore s los que 

finalmente señalen el contenido de la negociación s obre esta 

materia, la cual necesariamente deberá figurar en l a tabla 

reivindicativa del escrito de iniciación de las neg ociaciones. 

 

En cuanto al estudio concreto de las facultades jur ídicas 

puestas a disposición del trabajador para acceder a  la formación 

profesional, una de las insuficiencias detectadas e n la 

regulación de la formación profesional en el marco de la relación 

jurídica laboral es la inexistencia de mecanismos d e acceso de 

los trabajadores  a la práctica profesional como ví a de 

adquisición de las competencias profesionales.  

Actualmente en la relación jurídica laboral el acce so a  

esta fórmula de aprendizaje no formal queda reserva do 

exclusivamente a los trabajadores titulares de un c ontrato de 
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trabajo en prácticas. 

 Las facultades jurídicas del art.23 del ET son los  únicos 

instrumentos jurídicos con los que cuenta el trabaj ador con un 

contrato de trabajo ordinario para acceder a la for mación 

profesional. Y, como se ha visto, el ejercicio de e stas 

facultades queda limitado a aquellos supuestos en q ue el 

trabajador curse procesos formales de formación. 

 

Desde esta perspectiva, queda patente que el régime n 

jurídico de la formación profesional no contribuye a la 

conformación del modelo de formación profesional qu e pretende 

implantar el Sistema de Formación Profesional a tra vés de Ley 

orgánica 5/2002 de las Cualificaciones y de la Form ación 

Profesional, pues éste trata de potenciar todo tipo  de formación 

profesional, no sólo la adquirida por vías formales , sino 

también, y especialmente, la adquirida mediante fór mulas de 

aprendizaje no formal. 
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ANEXO:      CONVENIOS COLECTIVOS CONSULTADOS 
 
 

Convenios Colectivos Estatales Sectoriales: 
 
- Convenio Colectivo Estatal para la Fabricación de Helados, Resolución de 2 de Marzo de 2000, 

BOE de 22 de Marzo de 2000. (RCL2000/788). 
- Convenio Colectivo General de ámbito nacional para el sector de Regulación de 

Estacionamiento Limitado de Vehículos en la Vía Pública, mediante control horario y 
cumplimiento de las Ordenanzas de Aparcamientos, Resolución de 1 de Junio de 2000, 
BOE de 19 de Junio de 2000. (RCL2000/1365). 

- Convenio Colectivo estatal de Elaboradores de Productos Cocinados para su Venta a Domicilio, 
Resolución de 11 de Julio de 2000, BOE de 2 de Agosto de 2000. (RCL2000/1758). 

- III Convenio Colectivo Estatal para los Centros de Enseñanzas de Peluquería y Estética, de 
Enseñanzas Musicales y de Artes Aplicadas y Oficios Artísticos, Resolución de 18 de 
Julio de 2000, BOE de 10 de Agosto de 2000. (RCL2000/1835). 

- V Convenio Colectivo Estatal de Entrega Domiciliaria, Resolución de 25 de Julio de 2000, BOE 
de 14 de Agosto de 2000. (RCL2000/1893). 

- Convenio Colectivo Estatal para las Industrias de Elaboración del Arroz, Resolución de 27 de 
Julio de 2000, BOE de 17 de Agosto de 2000. (RCL2000/1918). 

- XII Convenio Colectivo Estatal de Empresas Consultoras de Planificación, Organización de 
Empresas y Contable, Resolución de 12 de Septiembre de 2000, BOE de 29 de 
Septiembre de 2000. (RCL2000/2200). 

- Convenio Colectivo Estatal de Tejas, Ladrillos y Piezas Especiales de Arcilla Cocida, 
resolución de 12 de Septiembre de 2000, BOE de 29 de Septiembre de 2000. 
(RCL2000/2201). 

- III Convenio Colectivo Estatal de Empresas de Trabajo Temporal, Resolución de 19 de Octubre 
de  2000, BOE de 19 de Octubre de 2000. (RCL2000/2563). 

- Convenio Colectivo de Mataderos de Aves y de Conejos, Resolución de 26 de Octubre de 2000, 
BOE de 17 de Noviembre de 2000. (RCL2000/2634). 

- Convenio Colectivo Estatal de Jardinería, Resolución de 7 de Mayo de 2001, BOE de 26 de 
Mayo de 2001. (RCL2001/1250). 

- Convenio Colectivo Estatal de Industrias Lácteas y sus Derivados, Resolución de 20 de Junio de 
2001, BOE de 10 de julio. (RCL2001/1689). 

- Convenio Colectivo Estatal para Industrias del Curtido, Correas y Cueros Industriales y 
Curtición de Pieles para Peletería, Resolución de 3 de Julio de 2001, BOE de 23 de Julio 
de 2001. (RCL2001/1818). 

- Convenio Colectivo de Grandes Almacenes, Resolución de 23 de Julio de 2001, BOE de 10 de 
Agosto de 2001. (RCL2001/2087). 

- Convenio Colectivo Estatal de Pastas, Papel y Cartón, Resolución de 25 de Julio de 2001, BOE 
de 17 de Agosto de 2001. (RCL2001/2147).  

- Convenio Colectivo Estatal del sector de la Prensa Diaria, Resolución de 5 de Septiembre de 
2001, BOE de 20 de Septiembre de 2001. (RCL2001/2365). 

- Convenio Colectivo Estatal para la Industria Fotográfica, Resolución de 18 de Diciembre de 
2001, BOE de 15 de Enero de 2002. (RCL2002/126). 
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- Convenio Colectivo Estatal del Corcho, Resolución de 19 de Diciembre de 2001, BOE de 16 de 
Enero de 2002. (RCL2002/164). 

- II Convenio Colectivo Estatal de la Madera, Resolución de 28 de Diciembre de 2001, BOE de 
24 de Enero de 2002. (RCL2002/248). 

- Convenio Colectivo de Empresas de Seguridad, Resolución de 31 de Enero de 2002, BOE de  
 (RCL2002/528). 
- II Convenio Colectivo Estatal para el sector de Telemarketing, Resolución de 14 de Febrero de 

2002, BOE de 8 de Marzo. (RCL2002/699). 
 
 
 
 Convenios Colectivos de Empresa: 
 
- Convenio Colectivo de la Empresa “Paradores de Turismo de España, Sociedad Anónima”, 

Resolución de 12 de Diciembre de 2001, BOE de 4 de Enero de 2002. (R.201). 
- II Convenio Colectivo de la Empresa “La Vanguardia Ediciones, Sociedad Limitada”,  

Resolución de 12 de Diciembre de 2001, BOE de 4 de Enero de 2002. (R.202). 
- Convenio Colectivo de la Empresa “General óptica, Sociedad Anónima”, Resolución de18 de 

Diciembre de 2001, BOE de14 de Enero de 2002. (R.826). 
- Convenio Colectivo de la Empresa “estructura, Grupo de Estudios Económicos, Sociedad 

Anónima”, Resolución de 26 de Diciembre de 2001, BOE de 18 de Enero de 2002. 
(R.1081). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Logo Almacenaje y Distribución, Sociedad Anónima”, 
Resolución de 4 de Enero de 2001, BOE de 22 de Enero de 2002. (R.1295). 

- Convenio Colectivo del Grupo AXA Seguros, Resolución de 4 de Enero de 2001, BOE de 23 
de Enero de 2002. (R.1352). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Bridgestone/Firestone Hispania, Sociedad Anónima” 
(Delegaciones), Resolución de 11 de Enero de 2001, BOE de 29 de Enero de 2002. 
(R.1736). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “V-2 Complementos Auxiliares, Sociedad Anónima”, 
Resolución de 16 de Enero de 2002, BOE de 30 de Enero de 2002. (R.1843). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Fertiberia, Sociedad Anónima”, Resolución de 17 de Enero 
de  2002, BOE de 31 de Enero de 2002. (R.1975). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Reintegra, Sociedad Anónima”, Resolución de 29 de Enero 
 de  2002, BOE de 20 de Febrero de 2002. (R.3477). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “DHL Internacional España, Sociedad Anónima”, 
Resolución de 7 de Febrero de  2002, BOE de 26 de Febrero de 2002. (R.3873). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Consum, Sociedad Cooperativa Limitada”, Resolución  de 
11 de Febrero de 2002, BOE de 5 de Marzo de  2002. (R.4442). 

- Convenio Colectivo Interprovincial de  “Ford España, Sociedad Anónima”, Resolución de 20 
de Febrero de  2002, BOE de 12 de Marzo de  2002. (R.4997). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Ecoclinic-Athisa, Sociedad Limitada”, Resolución de 25 
de Febrero de 2002, BOE de 19 de Marzo de 2002. (R.5453). 

- Convenio Colectivo de Unión Española de Explosivos y otras empresas de su grupo, 
Resolución de 6 de Marzo de  2002, BOE de 25 de Marzo de 2002. (R.5844). 

- Convenio Colectivo de MAPFRE, Grupo Asegurador, Resolución de 14 de Marzo de  2002, 
BOE de 2 de Abril de  2002. (R.6281). 
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- Convenio Colectivo de la Empresa “Vigilancia Integrada, Sociedad Anónima”, Resolución de 
12 de Marzo de  2002, BOE de 3 de Abril de 2002. (R.6352). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Ros Fotocolor, Sociedad Anónima”, Resolución de 21 de 
Marzo de 2002, BOE de 11 de Abril 2002. (R.6927). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Ondeo Degremont”, Resolución de 25 de Marzo de 2002, 
BOE de 16 de Abril de  2002. (R.7279). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Babcock Borsing España, Sociedad Anónima”, Resolución 
 de 25 de Marzo de  2002, BOE de 16 de Abril de  2002. (R.7280). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Compañía Española de Tabaco en Rama, Sociedad 
Anónima” (CETARSA), Resolución de 25 de Marzo de  2002, BOE de 16 de Abril de  
2002. (R.7281). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Wincor Nixdorf, Sociedad Limitada”, Resolución de 25 de 
Marzo de  2002, BOE de 17 de Abril de  2002. (R.7353). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “MADE Tecnologías Renovables, Sociedad Anónima”, 
Resolución de 1 de Abril de  2002, BOE de 18 de Abril de 2002. (R.7442). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Siceman 2000, Sociedad Limitada”, Resolución de 1 de 
Abril de 2002, BOE de 18 de Abril de  2002. (R.7445). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Servicios Securitas”, Resolución de 3 de Abril de 2002, 
BOE de 23 de Abril de 2002. (R.7751). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “AIG Europe”, Resolución de 3 de Abril de  2002, BOE de 
23 de Abril de   2002. (R.7752). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Novedades Agrícolas, Sociedad Anónima”, Resolución de 
8 de Abril de  2002, BOE de 26 de Abril de 2002. (R.8108). 

- Convenio Colectivo de Reale, Grupo Asegurador, Resolución de 11 de Abril de 2002, BOE de 2 
de Mayo de   2002. (R.8471). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Lufhansa Cargo AG”, Resolución de 11 de Abril de  2002, 
BOE de 2 de Mayo de  2002. (R.8474). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Compañía Internacional de Coches-Camas y de Turismo, 
Sociedad Anónima”, Resolución de 11 de Abril de 2002, BOE de 2 de Mayo de  2002. 
(R.8475). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Getronics Grupo CP, Sociedad Limitada”, Resolución de 
16 de Abril de   2002, BOE de 7 de Mayo de 2002. (R.8717). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Alternativa Comercial Farmacéutica, Sociedad Anónima” 
para el año 2001, Resolución de 19 de Abril de 2002, BOE de 10 de Mayo de  2002. 
(R.9121). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Playa de Madrid, S.A.U.”, Resolución de 22 de Abril de  
2002, BOE de 10 de Mayo de 2002. (R.9124). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Unión Editorial, Sociedad Anónima”, Resolución de 22 de 
Abril de  2002, BOE de 10 de Mayo de  2002. (R.9125). 

- Convenio Colectivo de las Empresas “Unión de detallistas Españoles, Sociedad Cooperativa” 
(UNIDE); “G-5 Centro, Sociedad Anónima” y COIDEC, Resolución de 24 de Abril de  
2002, BOE de 13 de Mayo de  2002. (R.9128). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Comercial Cointra, Sociedad Anónima”, Resolución de 26 
de Abril de 2002, BOE de 22 de Mayo de 2002. (R.9839). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Miele, Sociedad Anónima”, Resolución de 29 de Abril de 
2002, BOE de 23 de Mayo de  2002. (R.9939). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Alternativa Comercial Farmacéutica, Sociedad Anónima” 
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2002-2005, Resolución de 9 de Mayo de  2002, BOE de 30 de Mayo de  2002. (R.10451). 
- Convenio Colectivo de la Empresa “Difusió Digital Societat de Telecomunicacions, Sociedad 

Anónima” (TRADIA), Resolución de 10 de Mayo de  2002, BOE de 30 de Mayo de 2002. 
(R.10452). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Estudios e Ingeniería Aplicada XXI, Sociedad Anónima”, 
Resolución de 17 de Mayo de  2002, BOE de 5 de Junio de  2002. (R.10872). 

- II Convenio Colectivo del Grupo de Unión Fenosa, Resolución de 27 de Mayo de  2002, BOE  
de 13 de Junio de 2002. (R.11549). 

- Convenio Colectivo de la Empresa “Celite Hispánica, Sociedad Anónima”, Resolución de 24 de 
Mayo de  2002, BOE de 13 de Junio de  2002. (R.11551). 

- Convenio Colectivo de las Empresas “EADS-CAS” y “Airbus España, Sociedad Limitada”, 
Resolución de 31 de Mayo de  2002, BOE de 18 de Junio de  2002. (R.11881). 
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